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INTRODUCCIÓN

La labor que he desarrollado desde el año 1989 al frente de la Unidad de Recaudación 

Ejecución 48)070 de la TesorerL General de la Seguridad Social en Vizcaya me ha permitido 

comprobar la tremenda complejidad que presenta la actual normativa reguladora de los distintos 

créditos privilegiados. Esta complejidad se produce tanto en ios aspectos procesales derivados de 

la ejecución de un determinado crédito, como en la aplicación e interpretación de la normativa 

contenida en nuestro derecho positivo. Dentro de los aspectos procesales es habitual la controversia 

entre créditos privilegiados para resolver el mejor derecho de unos u otros para percibir con 

carácter preferente las cantidades obtenidas en la ejecución de los bienes de un deudor común a 

todos ellos; asimismo, la cancelación de las restantes cargas existentes en el correspondiente 

registro es una cuestión que históricamente ha resultado objeto de polémica, especialmente cuando 

se trata de cancelar las cargas anotadas o inscritas con anterioridad al crédito preferente que lleva 

4 cabo la ejecución.

Inicialmente me habfa planteado basar el presente estudio en las experiencias prácticas 

obtenidas en el trabajo diario de la ejecución de los créditos de la Seguridad Social, centrándome
*

en los aspectos procesales derivados de dicha ejecución, sin embargo, a medida que he ido 

profundizando en el análisis de los distintos privilegios, he comprobado que el verdadero origen 

del problema que presenta la ejecución viene determinado por la deficiente normativa reguladora 

de la graduación de dichos créditos privilegiados, así como la enorme dispersión de las 

disposiciones reguladoras de los privilegios. Esta cuestión me ha llevado a dedicar este estudio al 

análisis de la regulación contenida en el derecho positivo, con la intención de efectuar una visión 

generalizada de los principales créditos actualmente privilegiados por las diversas Leyes. Reales 

Decretos. Reglamentos y demás disposiciones legales, limitándome a desarrollar con carácter 

incidental los aspectos puramente procesales de la ejecución. En este sentido, la idea que he 

perseguido ha sido la de realizar un compendio de la legislación reguladora de tos créditos 

privilegiados y efectuar su comparación con el crédito de la Seguridad Social.

En el ejercicio de esa labor comparativa entre el crédito de la Seguridad Social y los 

restantes créditos privilegiados he pretendido en todo momento mantener una perspectiva objetiva 

fundada en la actual regulación de los privilegios, evitando, en la medida de lo posible, efectuar 

valoraciones subjetivas en favor de determinadas posiciones que pudieran favorecer algún crédito



concreto y, en especial, el crédito de la Seguridad Social. Ahora bien, ese principio de objetividad 

en el estudio de la comparativa entre el crédito de la Seguridad Social y los restantes créditos 

privilegiados, nu me ha impedido volcarme en la defensa del privilegio de la Seguridad-Social, 

debido fundamentalmente a la ausencia de sensibilidad social que puede observarse en relación con 

dicho crédito. En la actu.ilidad nadie discute la justificación y la necesidad del privilegio de 

diversos créditos, como es el caso de los créditos salariales o los créditos hipotecarios, por 

ejemplo; pero, además, van apareciendo continuamente otros créditos que igualmente son objeto 

del privilegio por parte de la correspondiente legislación (tal es el caso del privilegio contenida 

en la Ley reguladora de las Ventas a Plazos o en la Ley de Propiedad Horizontal), cuya 

tundamentación se pr(KÍuce de forma inmediata por parte del propio legislador y, posteriormente, 

por parte de la doctrina. Sin embargo, a pesar de su trascendental repercusión social, el crédito 

de la Seguridad Social continüa caracterizándose por su denciente act)gida entre los autores que 

han dedicado su estudio a la problemática de la concurrencia de acreedores. Del mismo modo, la 

experiencia práctica nos demuestra que los órganos jurisdiccionales se muestran habitualmente 

remisos a la hora de reconocer el privilegio de la Seguridad Social frente a otros acreedores, 

especialmente cuando se trata de dar aplicación a las cantidades sobrantes que pudieran resultar 

de una ejecución efectuada en un proceso judicial.

Esta ausencia de sensibilidad social en favor del ejercicio del privilegio de la Seguridad 

Social quizá pueda explicarse por un mal entendido criterio de la defensa de los intere.ses públicos, 

que. con escasa visión de la problemática, se muestran más favorables de resolver el litigio 

garantizando el créditos de acreedores privados en detrimento de los acreedores institucionales, 

quienes de alguna manera "no van a quebrar por ello’'. Con esto quiero decir que junto a las 

situaciones de necesidad que pueden ocasionarse a determinados acreedores privados, cuya defensa 

puede resultar lógicamente razonada, los intereses públicos a los que responde la recaudación de 

la Seguridad Social deberán ser objeto de una defensa que, probablemente, encuentre más 

justificación que la correspondiente a aquellos acreedores privados cuyo crédito no garantiza los 

intereses de toda la colectividad.

Por otro lado, quiero efectuar ahora una serie de consideraciones previas antes de 

profundizar en el estudio de la concurrencia de créditos. A.- En primer lugar, quiero llamar la 

atención sobre una cuestión terminológica que puede ayudar a tener una mayor comprensión de 

t<xla esta problemática: en mi opinión, aunque semánticamente sea prácticamente imposible



encontrar üilerencías entre las palabras "prioridad", "preferencia", "prelación" y "privilegio", 

estoy convencido que su origen etimológico no puede responder a una idea común. En cualquier 

caso, no voy a efectuar una reflexión sobre dicho origen etimológico, pero sí quiero plantear una 

distinción que pudiera ser de utilidad para futuras modificaciones de la normativa reguladora de 

los privilegios. En este sentido, creo que las palabras citadas deberían equipararse a las siguientes 

ideas:

Prioridad Facultad para poder realizar una determinada ejecución en detrimento de otros

acreedores. La prioridad se determinará por la fecha del embargo, de la 

iascrlpción o, en su caso, de la anotación. Es decir, asimilo el término prioridad 

con la idea del mejor derecho a la ejecución.

Preferencia Facultad que corresponde a un acreedor de percibir las cantidades obtenidas en

una ejecución en detrimento de otros acreedores. Ahora asimilo el termino 

preferencia con la idea del cobro. La preferencia no se resolverá por una cuestión 

procesal como la prioridad, sino por la aplicación del derecho sustantivo. De ahí 

que un acreedor pueda tener prioridad para ejecutar, pero no preferencia para el 

cobro. Piánsese, por ejemplo, en la ejecución llevada a cabo por un acreedor 

hipotecario inscrito en primer lugar con respecto a un acreedor salarial cuyo 

crédito por los últimos treinta días de trabajo ha nacido con posterioridad a la 

inscripción hipotecaria. En este caso el acreedor hipotecario gozará de prioridad 

para llevar a cabo la ejecución,pero la preferencia para el cobro le corresponde 

al crédito salarial.

Prelación En mi opinión, el término prelación hace referencia a la clasificación conjunta de

todos los acreedores implicados en un litigio planteado por la concurrencia de 

varios créditos. De esta forma, el grado de prelación de un determinado crédito 

estaría constituido por el orden que le corresponde dentro de la clasificación de 

todos ios implicados.

Privilegio Se trata de una expresión más genérica que las anteriores, pues su utilización

puede alcanzar a otras cuestiones más allá de las derivadas de la graduación de 

créditos. En e.ste sentido, el privilegio del crédito de la Seguridad Social no se 

limita al grado de prelación que pueda corresponderle en aplicación del artículo 

22 de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994, sino que 

abarcaría también el privilegio constituido por la existencia de un procedimiento



propio de recaudación de sus recursos. Igualmente, dentro del ámbito del derecho 

concursal, existen determinados créditos que gozan del privilegio de ejecución 

separada, o del ejercicio del derecho de abstención.

B.* En segundo lugar, quiero diferenciar desde un principio los denominados créditos 

singularmente privilegiados de los créditos privilegiados. Serán créditos singularmente 

privilegiados aquellos cuyo privilegio recaiga sobre uno o varios bienes determinados del deudor. 

Un crédito hipotecario es un crédito singularmente privilegiado en la medida en que su privilegio 

está basado en un bien concreto del deudor. Sin embargo, la legislación nos muestra algún error 

terminológico en esite sencido, así. en el artfculo 32.3" del Estatuto de los Trabajadores, se hace 

referencia a créditos singularmente privilegiados cuando, en realidad, dicha singularidad no existe 

en los créditos incluidos en el apartado 3" del citado artfculo 32 del Estatuto de los Trabajadores.

Por el contrario, serán créditos privilegiados o generalmente privilegiados (por anteptmer 

la expresión a la de singularmente privilegiados) aquellos créditos cuyo privilegio de.scansa sobre 

la totalidad del patrimonio del deudttr. Los créditos de la Seguridad Social se encontrarían en esta 

segunda clasificación.

El CiWigo Civil, en ca.so de concurrencia entre acreedt>res singularmente privilegiados y 

acreedores generalmente privilegiados, resuelve la cuestión atribuyendo preferencia a los créditos 

que gocen de la misma con relación a determinados bienes del deudor, es decir, antepone los 

créditos singularmente privilegiados a los restantes. No obstante, como desarrollaré a lo largo de 

distintos capítulos, esta regla general encu* :ra diversas excepciones.

C.- En tercer lugar, es preci.so distinguir la graduación de créditos vigente en la normativa 

común de la establecida en el Derecho mercantil. En el Derecho común, la graduación de créditos 

estará determinada por lo dispuesto en el Código Civil y en la normativa específica reguladora de 

otros privilegios (como es el caso del Estatuto de los Trabajadores. Ley General Tributaria, Ley 

General de la Seguridad Social, Ley Hipotecaria, etc.). Por su parte, el Derecho mercantil regula 

la graduación de créditos que debe presidir los proce.sos de quiebra (artfculo 912 y siguientes del 

Ct'kligo de Comercio), de forma que la normativa prevista en el Código de Comercio, en el citado 

artfculo 912 y siguientes, resultará de aplicación únicamente en los ca.sos de liquidación del 

patrimonio del deudor como con.secuencia de la existencia previa de un proceso de quiebra.

Después de realizadas las anteriores consideraciones previas, voy a exponer a continuación 

el contenido del presente trabajo, que, como he dicho, pretende analizar la concurrencia de



crédkus desde la perspectiva de la comparación del crédito de la Seguridad Social con los 

principales créditos privilegiados por el Derecho positivo.

En la primera parte analizo el privilegio otorgado por la normativa actual a los créditos 

de la Seguridad Social partiendo de la redacción establecida por el artículo 22 del nuevo Texto 

Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994. Posteriormente, 

efectúo una serie de reflexiones en defeasa del privilegio de los créditos de la Seguridad Social 

como instrumento protector de las necesidades sociales.

En el capítulo tercero de la primera parte desarrollo las cuestiones procedimentales que 

.se derivan de la reclamación de los débitos a la Seguridad Social, a través del análisis del vigente 

Reglamento General de Recaudación de ios Recursos del Si.stema de la Seguridad Social, haciendo 

hincapié en la.s reformas introducidas por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, 

administrativas y de orden social y analizando la evolución experimentada por los órganos 

encargados de llevar a cabo la recaudación en vía de apremio, iniciada mediante los denominados 

'amckrtos üe colaboración"' y que actualmente es realizada por las Unidades de Recaudación 

Ejecutiva de la Tesorería General de la Seguridad Social.

Finalizo la primera parte con el estudio de la incidencia de los procedimientos concúrsales 

en la ejecución de los créditos de la Seguridad Social. En dicha incidencia hay que destacar las 

distintas posibilidades que se pueden plantear en relación con la continuidad o no de la ejecución 

realizada por las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad Social. En e.ste sentido, el 

efecto fundamental de los procedimientos concúrsales consiste en la paralización del ejercicio de 

las acciones individuales; sin embargo, algunos acreedores, a pesar de haberse iniciado un 

procedimiento de ejecución universal, pueden continuar con su correspondiente ejecución, tal es 

el caso de los créditos salariales, los hipotecarios y los pignoraticios; pero, además, los 

procedimientos aümini.strativos de apremio seguidos p<ir la recaudación del Estado y por la 

recaudación de la Seguridad Social, también podrán continuar con su ejecución cuando la 

providencia de embargo dictada en dicho procedimiento administrativo sea anterior a la 

providencia de admisión en los supuestos de quita y espera y suspensión de pagos, o a la fecha 

del auto de la declaración en los supuestos de concunn) de acreedores y de quiebras. En 

consecuencia, el privilegio del crédito de la Seguridad Social en los procedimientos concúrsales 

tendrá efecto sobre la graduación de créditos (artículo 912 y siguientes del Código de Comercio), 

sobre el derecho de ejecución separada (artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992. que 

desarrolla el Real Decreto 1.517/199i, de II de octubre) y stibre el ejercicio del derecho de



abstención previsto en las urtícuh)s 900 üel Código de Comercio y 15 de la Ley de Suspensión de 

Pagos de 1922.

La segunda parte estd destinada al estudio de tas principales normas reguladoras de los 

distintos créditos privilegiados. En primer lugar, analizo la graduación establecida en el Código 

Civil y en el Código de Comercio, insistiendo en la idea a la que he hecho referencia 

anteriormente, es decir, la clasifícación contenida en los artículo.s 912 y siguientes del Código de 

Comercio Unicamente ser.i aplicable a tos procesos de quiebra. Ese primer capítulo lo titulo "¡jtx 

créditos privilegiailos en lo norniartva aimün' ctm la fmalidad de distinguir la clasificación de 

créditos establecida con carácter general en los Códigos Civil y de Comercit) de las prelerencias 

establecidas con carácter particular para diversos acreedores cuyo privilegii» es obtenido de una 

norma e.spccífica.

Gn el capítulo segundo analizo el privilegio de los créditos salaríales, recogiendo I:ls 

reforma.s introducidas en esta materia por la Ley 11/1994.

E.S preci.so de.stacar la progresiva importancia que durante los últimos años ha ido 

adquiriendo la protección de los crédito.s salariales, a los que en la actualidad hay que añadir la 

protección de las indemnizaciones por despido garantizadas a partir de la reforma de 1994 y que, 

anteriormente, habían dado lugar a una intere.sante controversia entre las Salas de lo Civil y de lo 

Social del Tribunal Supremo. E.ste progresivo aumento de la protección de los créditos salariales 

determinó que tos salarios garantizados en el apartado I y 2 del Estatuto de los Trabajadores gocen 

de preferencia .sobre cualquier otro crédito, aunque éste .se encuentre garantizado con prenda o 

hipoteca.

El capítulo tercero e.stá dedicad'^ al estudio de la garantía real por excelencia: la hipoteca. 

En dicho capítulo di.stinguiré entre ia hipoteca inmobiliaria y la mobiliaria, analizando también 

otros derechos reales de garantía que cim el paso del tiempo han caído, en mayor o menor medida, 

en de.su.so (prenda, anticresis y tlducia).

En el capítulo cuarto analizo otro de los créditos privilegiados que pudieran denominarse 

'históricos'', los créditos tributarios, pues su pn)tección, al igual que la prenda y la hipoteca 

(pignus), se encuentra de.sde la época del Derecho Romano. En mi opinión, la regulación del 

privilegio de los créditos tributarios, contenida fundamentalmente en la Ley General Tributaria, 

coastituye uno de los créditos cuya clasificación en orden a su prelación re.sulta mis complicada 

de determinar con exactitud. Ello se debe, entre otros motivos, a los siguientes; I.- La aparente 

derogación tácita que la Ley General Tributaria efectúa de la protección regulada en el Código



Civil (artículos 1.923.1“ y 1.924.1®). 2.- Los términos absolutos de la preferencia otorgada por 

los artículos 73 y 75 de la Ley General Tributaria, unidos a las constantes modificaciones de la 

normativa fiscal, hacen cuestionarse la interpretación del principio de aplicación de la Ley 

p4)sterior, especialmente si lo comparamos con otros créditos privilegiados también en términos 

absolutos, como es el caso de los créditos salariales garantizados en el apartado 1 y 2 del artículo 

32 del Estatuto de los Trabajadores. 3.- La ausencia de remisión del privilegio tributario a la 

graduación establecida en el Código de Comercio, hace que, en mi opinión, en caso de quiebra, 

el grado de prelación que corresponde a los créditos tributarios sea el establecido en el apartado 

3“ del artículo 913 del Código de Comercio. Consecuentemente, en los procesos de quiebras, el 

crédito de la Seguridad Social deberá anteponerse a los créditos tributarios (en aplicación de lo 

dispuesto por el artículo 22 de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994).

El capítulo quinto lo destino al estudio de una garantía puramente registra!, la anotación 

preventiva de embargo. En dicho capítulo, al analizar la naturaleza jurídica de la anotación 

preventiva, destaco dos cuestiones que han sido objeto de profundos debates doctrinales: el 

carácter constitutivo de la anotación preventiva de embargo y la discusión sobre su naturaleza 

personal o real. Respecto a la primera cuestión, distinguiré entre el embargo propiamente dicho, 

que evidentemente no necesita la existencia de su anotación, y la anotación preventiva del mismo, 

que otorgará al embargo la preferencia correspondiente. En relación con la segunda cuestión, 

defenderé las teorías que consideran los efectos reales de la anotación preventiva de embargo 

frente a aquellas otras que. con menor fundamento, consideran exclusivamente la eficacia personal 

de la anotación preventiva.

En cl capítulo .sexto analizo los créditos privilegiados en el Derecho Marítimo, cuyo 

carácter internacional y su gran incidencia económica hace que la protección establecida en dicho 

campo del derecho sea especialmente minuciosa y se constituya, en muchos casos, como 

precursora en la protección de determinadas situaciones. En el Derecho Marítimo, el buque 

constituye el centro de trabajo (artículo 1.5® del Estatuto de los Trabajadores), pero, además, será 

objeto habitual de distintas garantías crediticias, cuestión que aconseja el establecimiento de unos 

mecanismos de protección mis fortalecidos para evitar la facilidad de su desplazamiento a otros 

países, defraudando con ello las expectativas de cobro de los acreedores.

Por último, en el capítulo séptimo recogeré la protección otorgada en otras normas a 

algunos créditos privilegiados. Dentro de éstos, por la importancia práctica que ha adquirido 

durante los últimos tiempos, hay que destacar el privilegio otorgado en la Ley de Ventas a Plazos



LA PREFERENCIA DE LOS CRÉDITOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL
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de Bienes Muebles de 196S.

En definitiva, el objeto del presente trabajo está constituido por el análisis del privilegio 

de lus créditos de la Seguridad Social y su comparativa con los principales acreedores privilegiados 

por la dispersa normativa reguladora de los mismos existente en la actualidad. Asimismo, la 

tlnalidad perseguida consiste en resaltar la necesidad del privilegio de la Seguridad Social y, 

fundamentalmente, proporcionar un estudio unificado de todas las disposiciones legales dedicadas 

a la protecciiin de los créditos privilegiados, caracterizada, como he dicho anteriormente, por la 

tremenda dispersión existente en la actualidad.
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I. INTRODUCCIÓN.

La primera consideración que voy a efectuar en torno a los créditos de la Seguridad Social 

es la relativa a su naturaleza, distinguiendo para su estudio los siguientes apartados:

En el apartado segundo efectuaré un breve recorrido histórico por los antecedentes 

inmediatos que han regulado el privilegio de los créditos de la Seguridad Social, desde el 

contemplado en el artículo 58 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de 

30 de mayo de 1974, hasta el actual artículo 22 del nuevo Texto Retundido aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Asimismo, dentro de este segundo apartado, dedico una parte a la controvertida 

constitucionalidad de las modificaciones introducidas mediante Leyes de Presupuestos; toda vez 

que la reforma más importante producida en relación con el privilegio de los créditos de la 

Seguridad Social se efectuó a través de la modificación del artículo decimoquinto de la Ley 

40/1980, de 5 de julio, introducida por la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales 

del Estado para el año 1990.

En el apartado tercero analizo la protección otorgada en la actualidad a los créditos de la 

Seguridad Social en el citado artículo 22 del nuevo Texto Refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social.

El apartado cuarto lo dedico a la incidencia de los efectos reales de las anotaciones 

preventivas de embargo en el privilegio del crédito de la Seguridad Social. En este sentido, 

considero que los efectos reales que deben atribuirse en la actualidad a las anotaciones preventivas 

de embargo con respecto a los créditos nacidos con posterioridad, pueden ocasionar que los 

créditos de la Seguridad Social obtengan una mejora de su privilegio mediante la correspondiente 

anotación preventiva del embargo. No obstante, sobre la anotación preventiva de embargo y su 

naturaleza jurídica, volveré en el capítulo 5® de la segunda parte.

En el apartado quinto realizo un estudio sobre el nacimiento del crédito de ta Seguridad 

Social, sobre cuya fecha pueden aportarse distintas soluciones.

El apartado sexto lo he centrado en el análisis de un problema práctico de compleja 

solución: el ejercicio de la defensa del privilegio de la Seguridad Social medíante la presentación 

de la correspondiente tercería de mejor derecho y, en su caso, la cancelación de las cargas 

regístrales.



Por Último, en el apartado séptimo, efectuaré de manera telegráfica una serie de 

conclusiones acerca del privilegio de los créditos de la Seguridad Social, con la fínalidad de 

realizar un breve esquema de las ideas recogidas.



2. ANTECEDENTES INMEDIATOS EN LA REGULACIÓN DEL PRIVILEGIO DE

LA SEGURIDAD SOCIAL.

Partiendo de lo establecido en materia de prelación de créditos por el Texto Refundido de 

la Ley General de la Seguridad Social, de 30 de mayo de 1974, voy a efectuar un breve recorrido 

por la normativa que ha regulado dicho privilegio hasta la aparición del vigente artículo 22 del 

Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el nuevo Texto Refundido 

de la Ley General de la Seguridad Social. Sin que, al menos en esta materia, haya sido modificado 

por la reciente Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden 

social.

2 .1. El Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de 30 de mayo de 1974.

El Decreto 2.065/1974, de 30 de mayo, por el que se aprobó el Texto Retundido de la Ley 

General de la Seguridad Social, establecía en el artículo 58 el privilegio correspondiente a las 

cotizaciones a la Seguridad Social:

Artículo 58.: Prelación de ciéJiius
Las cotizaciones a la Seguridad Social gozarán de la prelación establecida en el 

apartado segundo, inciso E), del artículo 1.924 del Código Civil y en el inciso D). del 
apartado primero del artículo 913 del Código de Comercio.

Como puede observarse, la Ley General de la Seguridad Social de 1974 tínicamente 

otorgaba privilegio a las cotizaciones, sin hacer ninguna referencia a los restantes créditos de la 

Seguridad Social. Tampoco hacía ninguna referencia a los recargos e intereses que pudieran 

aplicarse a las cotizaciones. Pero, además, a diferencia del actual privilegio regulado en el nuevo 

Texto Retundido de 20 de junio de 1994, la remisión efectuada al Código Civil era al apartado 

2®, inciso E), del artículo 1.924.

En consecuencia, la preferencia regulada en el Texto de 30 de mayo de 1974 fue 

notablemente inferior a la establecida en la actualidad.



2.2. Artículo decimoquinto de la Ley 40/1980, de 5 de Julio.

La Ley 40/1980, üe 5 de julio, sobre inspección y recaudación de la Seguridad Social, ha 

sido hasta la aparición del nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social una 

norma esencial en esta materia, a pesar de la controversia suscitada por la disposición adicional 

del Real Decreto Ley 10/1981, de 19 de junio, también sobre inspección y recaudación de la 

Seguridad Social (disposición adicional que fue anulada por la Sentencia del Tribunal 

Constitucional de 31 de mayo de 1982).

El privilegio del crédito de la Seguridad Social fue contemplado en el artículo 

decimoquinto de la citada Ley 40/1980; pero es conveniente puntualizar que la redacción original 

de dicho artículo fue posteriormente modificada por la disposición adicional novena uno de la Ley 

4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 1990. Esta modificación 

introducida mediante Ley de Presupuestos obliga a reflexionar sobre el controvertido problema de 

la constitucionalidad de las modificaciones introducidas a través de las leyes de presupuestos.

En todo caso, con la intención de recoger la evolución histórica experimentada por el 

privilegio del crédito de la Seguridad Social, voy a distinguir la redacción original del artículo 

decimoquinto de la Ley 40/1980, de la redacción introducida tras la modificación efectuada por 

la Ley 4/1990; haciendo un comentario sobre la constitucionalidad de la citada modificación 

mediante Ley de Presupuestos.

2.2.1 La reducción original.

El artículo decimoquinto de la Ley 40/1980, de S de julio, en su redacción original 

estableció lo siguiente:

Art. 15.
Los débitos .1 la Seguridad Social gozantn de la preferencia reconocida en el 

apartado segundo, inciso E), del artículo mil novecientos veinticuatro del Códí];o Civil, 
y en el inciso D) del apartado primero del artículo novecientos trece del Código de 
Comercio.

Consecuentemente, la Unica modificación que se recoge en este artículo de la Ley 40/1980 

respecto al artículo 58 del Texto Refundido de 1974 es que, en la Ley 40/1980, el privilegio se



extiende a lus débitos de ia Seguridad Social y no só]o a las cotizaciones, como hacía la Ley de 

30 de mayo de 1974. Es decir, el privilegio otorgado por el artículo decimoquinto de la Ley 

40/1980, en su redacción original, comprendía la totalidad de los débitos a la Seguridad Social, 

incluyendo, por tanto, recargos e intereses, además de los restantes débitos que no s<5lo sean 

cotizaciones.

También modifica una cuestión terminológica, pues la Ley de 1974 hacía referencia a la 

"prelación" y, por su parte, la Ley 40/1980 se refiere a la "preferencia".

2.2.2 La mudincación iniroducidu pur la Ley 4/1990, de 29 de junio.

La reforma fundamental del privilegio de los créditos de la Seguridad Social se produjo 

con la m^nlificación introducida p<ir la Disposición Adicional Novena, Uno, de la Ley 4/1990, de 

29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 1990, que estableció la nueva 

redacción del artículo decimoquinto de la Ley 40/1980:

Artículo decimoquinto.
1. Lus cnSditi» por cuotas de la Secundad Social y conceptos de n»siudación 

conjunta y, en su cas» , los recargos o intereses que sobre aquéllos procedan, gozarán, 
respecto de la totalidad de los mismos, de igual orden de preferencia que los créditos a 
que se refiere el apartado I “ del artículo 1924 del Código Civil.y letra D) del apartado 1” 
dcl artículo 913 del Código de Comercio.

Los dcniás créditos de la Seguridad Social gozarán del mismo orden de 
preferencia establecido en el apartado 2", letra E). del artículo 1924 del Código Civil y 
en el ajiartado 1“, letra D), dcl artículo 913 del Código de Comercio.

2. El cumplimiento de tixlos los débitos a la Seguridad Social, que tengan el 
caricter de ingresos de derecho público y cuyo objeto no sean frutos, rentas o cualquier 
otro producto de su.s bienes muebles o inmuebles, podrá exigirse por t! procedimiento 
administrativo de apremio seguido para la ejecución forzosa de los débitos de la Seguridad 
SiK'iaL en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Esta modificación afectó sustancial mente al privilegio del crédito de la Seguridad Social, 

ampliando notablemente el grado de prelación que ostentaba con anterioridad. En este sentido, la 

situación puede resumirse del siguiente modo:

1.- Definitivamente, el privilegio alcanza no sólo a las cotizaciones sino a la totalidad de 

los créditos de la Seguridad Social. Si bien, a partir de esta reforma, se otorgarán a dichos créditos 

distintos grados de prelación.

2.- Los créditos incluidos en el párrafo primero del apartado I del artículo decimoquinto.



tis decir, los créditos por cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta y. en 

su caso, los recargos o intereses que sobre aquéllos procedan, verán mejorada su situación en la 

prelación establecida por el artículo 1.924 del Código Civil; toda vez que pasarán de estar 

protegidos por la preferencia reconocida en el apartado segundo, inciso E), de dicho artículo, a 

la que se retlere el apartado 1** del mismo.

3.- Los restantes créditos de la Seguridad Social continuarán con el privilegio establecido 

en el apartado 2". letra E), del artículo 1.924 del Código Civil.

4.- Asimismo, el modillcado artículo decimoquinto puntualiza que la preferencia de los 

créditos de la Seguridad Social será por la totalidad de los mismos, es decir, sin limitación 

tempiual alguna, a diferencia de lo que ocurre con otros créditos privilegiados, como es el ca.so 

de los créditos salariales o determinados créditos tributarios.

2.2.3 Cunslituciunulidud de tus modincacionts* introducidas mediuntv leyes de presupuestos.

Un problema fundamental que se p*>día plantear en la importante reforma del privilegio 

de la Seguridad Social, consistía en determinar el verdadero alcance de la modiricación que se 

había introducido mediante una Ley de Presupuestos.

La problemática que se su.scita en torno a las Leyes de Presupuestos se puede observar 

de.sde una doble perspectiva, por un lado está la de determinar si estas Leyes pueden introducir 

disposiciones que excedan de las previsiones de ingre.sos y autorizaciones de gastos, y por otra la 

de determinar si las minlificaciones tienen una vigencia anual o por el contrario tienen vocación 

de permanencia.

A.- Carácter material o ft)rmal.

Tradici«)nalmente tanto la doctrina como la jurisprudencia han venido discutiendo el 

carácter material o f«)rmal de las Leyes de Presupue.stos, discusión que h»>y está sin duda alguna 

superada acerca del carácter material de dichas Leyes, si bien están diferenciadas de las demás 

atendiendo al proces<» de elaboración de las mismas.

Las posturas que sostenían el carácter formal de f-w Leyes de Presupuestos defendían que 

no era posible incluir en las mismas cualquier cue.stión que directa o indirectamente tuviese 

repercusión en el ga.st»> público, pues se .sustraía así al pleno conocimiento del legislador,



enttindienüu que la facultad otorgada al Gobierno por el artículo 134 de la Constitución Española 

para la elaboración de los Presupuestos Generales no puede exceder de sus límites, ya que en caso 

contrarío se estaría lesionando el principio de la división de poderes. Consecuentemente, estas 

posturas defendían que el artículo 134.2 de la C.E. delimitaría el contenido, no sólo necesario, 

sino además exclusivo y excluyeme, de la Ley de Presupuestos.

Sin embargo, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha resuelto defínitivamente esta 

cuestión en diversas Sentencias (Sentencia 27/1981, de 20 de julio; S. 84/1982, de 23 de 

diciembre; S. 63/1986, de 21 de mayo; y fundamentalmente la S. 65/1987, de 21 de mayo)'*', 

pudiendo establecerse las siguientes conclusiones:

PRIMERO.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 66.2 de la Conslitución 

Española, la aprobación, mediante ley, de los Presupuestos del Estado corresponde a la Cortes 

Generales; con.secuentemente, st)stener que la elaboración de estas leyes podría suponer una merma 

del poder legislativo, conduciría a despreciar la tarea de examen, enmienda y aprobación que sobre 

las mismas ejercen las Cortes Generales.

SEGUNDO.- La especificidad de esta competencia se traduce en la reserva al Gobierno 

de su elaboración, tal y como establece el artículo 134.1 de la Constitución.

TERCERO.- Las previsiones del artículo 134.2 de la Constitución Española configuran 

un contenido mínimo, necesario e indi.sponible, pero tal contenido no tiene un carácter exclusivo 

y excluyeme.

CUARTO.- Las leyes de Presupuestos .se han ido configurando progresivamente, no 

sólo como un conjunto de previsiones contables, sino como un vehículo de dirección y orientación 

de la política económica, que corresponde ai Gobierno.

OUINTO.- La obligación de incluir en los Pre.supuestos Generales del Estado la 

totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal no impide que, jumo a la configuración 

de las correspondientes partidas, la ley que aprueba dichos Presupuestos establezca otras 

disposiciones de carácter general en materias propias de la ley ordinaria que guarden directa 

relación con las previsiones de ingresos y las habilitaciones de gastos de los Presupuestos o con 

los criterios de política económica general en que se sustentan.

SEXTO.- La única exclusión expresa respecto al a)ntenido de la Ley de Presupuestos

(I) Sctiiciicüi atnplúmcntc comentada piir María Enaija Casas Baamosuií; ’ lx jc s  de Pirsupucrtm, pitiCcrtxSn 
complcincnlaría de b  Seguridad StKul. incoinpatibiiidadc<>'. Rrv'Uta EspañoL? de D" de] tnha;o, n° 31. 1983. 
páp . 431 y ss.



es la prevista en el apartado T* del artículo 134, referente a la creación de tributos.

SÉPTIMO.- Nu puede descartarse la posibilidad de que la inclusión injustificada de 

materias no relacionadas con la disciplina presupuestaria suponga una restricción ilegítima de las 

competencias del poder legislativo, al disminuir sus facultades de examen y enmienda sin base 

constitucional; por lo que será necesario examinar si se encuentran relacionadas directamente oien 

con las previsiones de ingresos y habilitaciones de gasto, bien con los criterios de política general 

en que las previsiones presupuestarias se su.stenian.

En cualquier caso, la problemática queda definitivamente resuella segün dispiine el 

preámbulo de la Ley 41/1994, de 30 diciembre, de Presupue.stos Generales del Estado para 1995, 

según el cual:

PREÁMBULO.
La tltKlrína dcl Tríbunitl Cunstitucional en tina ya abundante juríspmdcncia, cuya 

m-is reciente expresión se lialta en las sentencias númenes 178/1994, de 16 de junio, y 
195/1994, de 28 de junio, ha definido los límites que impone la Constitución Española, 
en su artículo 134. a Iíjs Leyes amules de Presupuestos.

Así. la Ley de Presupuestos posee im contenido ininiino. necesario e indisponible, 
constituido.p^ir la previsión anuat de la totalidad de los gastos e ingrusus del sector público 
y la consignación del iinpi>rle de los iKneficios fiscales que afecten a los tributos del 
Estado. A dicha materia puede unirse, eventuahnente, la regulación de otras cue.stiones. 
siempre que ¿slxs tengan relación directa con las previsiones de ingresos y las 
habilit-iciones de gastos que integran los Presupuestos o con los criterios de política 
económica en que se sustent.nn y. además. se.-ui complemento necesario tanto para la mayor 
inteligencia, como para la mejor y mils eficaz ejecución de los propios Presupuestos y, en 
general, de la política económica del Gobierno de la Nación. Este contenido eventual, en 
ciulquier caso, no ha de afectar a nonnas de derecho codificado.

Junto a aquellos contenidos. la Ley de Presupuestos puede incluir modificaciones 
en los elementos de los tributos del Estado, cuando una Ley tribuuiría sustantiva así lo 
prevea

El contenido de la Ley de Pn^upiiestos Generales del Estado para 1995. en 
consonancia con el inandjito constitucional recogido en esta diKtrína, se ha reducido 
considerablemente, como ya sucediera en el año precedente incoqiorándose a otra Ley la 
regulación de materias, que aün siendo instrumento eficaz para el cumplimiento de los 
objetivos de la política del Gobierno, su inclusión en la Ley aniul de Presupuestos pudiera 
ser discutida.

B.- Vigencia tempi>ral de las modificaciones.

Resuelta por el Tribunal Constitucional la cuestión del carácter material de las Leyes de 

Presupuestos, re.sulta más problemático decidir la vigencia de las modificaciones introducidas por



estas Leyes.

Sun varios los autores* '̂ que han criticado que las leyes de Presupuestos, normas 

coyunturales que por naturaleza nacen con vocación de temporalidad para el ejercicio económico 

sobre el que se proyecta el Presupuesto, no parecen ser el instrumento idóneo para regular 

materias que razonablemente precisan una regulación de vigencia mucho mis dilatada.

No obstante, como señala FAUSTINO C avas MARTÍNEZ' '̂: "/• • •/ riesgo deprecarización 

inherente a unas medidas cuya aplicabilidaJ, calaría entender, decae con !a de la propia Ley de 

Presupuestos que las incorpora, se ha conjurado en algunos casos, ora por la vía de su recepción 

y desarrollo re¡{lameniarios, que han imprimido una mayor consistencia temporal a las materias 

reculadas -tai ha ocurrido con los sistemas de selección de personal y provisión de plazas en las 

instituciones Sanitarias, o con ¡a gestión recaudatoria de la Seguridad Social*’-, ora medíame la 

inserción de las novedades sustantivas pertinentes en un texto legal ya en vigor, completando o 

dando nueva redacción a alguno/s de sus preceptos, garantizándose de este modo la permanencia 

de aquéllas frente a la mutabilidad de la ley presupuestaria innovante -así, en materia de 

desempleo, régimen de las Mutuas de Accidente de Trabajo, o valor de las aaas de los 

controladores laborales-". Preceptos a los que, lógicamente, habría que añadir el artículo 

decimoquinto de la ley 40/1980. modificado por la disposición adicional novena, uno, de la ley 

de Presupuestos Generales del Estado para el año 1990.

El artículo 134.2 de la Constitución Española determina taxativamente que los 

Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual; la Ley que los contiene es una Ley 

esencialmente temporal y la razón de .ser del principio de anualidad y de su expresa inclusión en 

el texto constitucional no es otra que el equilibrio de los poderes legislativo y ejecutivo, y el 

postulado del control de aquél sobre éste, (Sentencia de ia Sala de lo Social del Tribunal Superior 

de Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, de 17 de Octubre de 1989).

Esta misma Sentencia cita la línea argumental seguida, .sobre la distribución de pvxleres.

(2) C avas Ma RTÍ.'íez , Faustino; 'Novedades laborales y  de Secuiidad Social de la Ley de Presupuestos Cénenles 
del Estado para I993". RevisU de trabajo y Seguridad Social del Centro de Esludios Financiero*. n*l20. pies. 
71 y ss.

(3) Cava-S MAHTtNiiZ. Faustino; 'Novedades Laborales...' (obra citada en la NPP n* 2. p ig  21). páps. 76 y 77.

(4) Tras sucfiiw s modificaciones de la Ley ■m/l9i!0. de 5 de julio, sobre Inspección y Recaudación de la Seguridad 
Social, en lat Leyes de Presupuestos Generales del Estado I9HS (an. 26), I9S9 <disp. odie, décirrui). I9W  (di¡p 
t^ic. noiwa) y 1991 (dim. adíe. décimaL se (^roM  el Reglamento General de Recaudación de los Recurun 
del Sistetna de la Seguridad Social por Real Decreto I.SI 7/1991. de U de octubre. En su detarrolto se ha 
dictado la Orden Afinitterial de S de abril de 1992.



pur el Tribunal Constitucional en el fundamento ó** de la Sentencia 134/1987, de 21 de Julio, al 

referirse a la utilización fraudulenta de las restricciones y limitaciones parlamentarias mediante la 

reiteraciijn sistemática de una disposición temporal que se convierte así y de hecho en permanente 

por su reiteración en Leyes Presupuestarias sucesivas, mecanismo éste que a la larga implica una 

forma de sustraer al debate parlamentario ordinario una norma incluida sistemáticamente en el 

procedimiento de elaboración más restringido de una Ley de Presupuesto.

Sin embargo, con posterioridad a esta Sentencia del Tribunal Constitucional, la exposición 

de motivos de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 1988, de 23 de diciembre 

de 1987, estableció lo siguiente:

Exposición de Motivos. Como importante novedad sisleinática de la Ley 
desaparece la distinción que venía realizándose en las anteriores Leyes de Presupuestos 
entre el articulado de la ley al que se entendía dolado de vigencia anual y el conjunto de 
las dispusiciones adicionales al que, salvo que específicamente se indicara una vigencia 
anual, se le presumía una vigencia indefmida con la consecuencia inmediata de la inflación 
de las disposiciones adicionales confonne se ampliaba el drabito de la ley al amparo de la 
doctrina que iba dictando el Tribuna! Constitucional.

Es precisamente esta doctrina, concretada en la Sentencia de 21 de mayo de 1987 
(R.T. Const. 65), según la ctutl la Ley de Presupuestos puede contener todas aquellas 
materias que se encuentran directamente relacionadas «bien con las previsiones de ingresos 
y habilitaciones de gasto, bien con los criterios de política general en que las previsiones 
presupuestarías se sustentan*, la que se encuentra en el origen de la idea de que aquellos 
artículos de la ley en los que se regulen dichas materias tienen vtKación de pennanencia. 
De esta forma, y partiendo de la consideración de la Ley de Presupuestos como una 
disposición legal ordinaria, se viene a entender que todos los artículos de la ley en los que 
no se incluya, por razón de su naturaleza, una mención expresa acerca del carácter anual 
de su vigencia esUtn dotados de vigencia indefinida.

El propio legislador presupuestario mantuvo este criterio en la leyes de Presupuestos para 

los años 1989 y 1991:

Exposición de Motivos. La consideración de la Ley de Presupuestos no sólo 
como una norma que refleja la toUlidad de los ingresos y gastos del sector público estatal 
durante el períiNJo de un año, sino también como un instrumento de política económica, 
ha facultado al legislador presupuesUrio para regular, con vigencia indefinida, todas las 
cuestiones conexas en que se sustenta ei planteamiento económico del Gobietno.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1991 mantiene la consideración 
de la Ley de Presupuestos no sólo como nonna que refleja la totalidad de los ingresos y 
gastos del sector público estatal con carácter anual, sino también cumo instrumento de 
política económica en la que se contienen aquellas cuestiones que inciden en la política 
económica del Gobierno. En este sentido, se mantienen los criterios de vigencia ya 
establecidos en leyes anteriores.



Por otro lado, como señala el Magistrado de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 

Justicia del País Vasco D. PABLO SESMA DE Luis'*', “/...y dado el caráaerde disposición legal 

ordinaria de la Ley de Presupuestos, los preceptos en los que no se haga una mención expresa 

acerca del carácter anual de su vigencia están dotados de vigencia indefinida, {...] la conclusión 

reseñada no queda desvirtuada en atención a las peculiaridades que previstas en la Constitución, 

concurren en ¡a elaboración y aprobación de los Presupuestos Generales del Estado de cada año, 

en el sentido de que dichas peculiaridades pueden servir de mecanismo de introducción por parte 

del poder Ejecutivo en la legislación ordinaria de disposiciones que quedan parcialmente 

sustraídas al control del Poder Legislativo, con la consiguiente merma en la fiinción propia de esta 

último y  con el simultáneo desequilibrio en favor de aquel, toda vez que la interpretación 

restrictiva respecto a las disposiciones insertadas en los Presupuestos Generales aplicables a 

cualquier anualidad diferentes a las previsiones de ingresos y  autorización de gastos, y  afectantes 

a criterios de política general, conduce / . . . /  a despreciar la tarea de examen, enmienda y 

aprobación que sobre los Presupuestos ejercen las Cortes Generales conforme a lo dispuesto por 

los arts. 66.2 y ¡34.1 de la Constitución, aunque su elaboración corresponda al Gobierno.'

De lo expuesto se deducen las difícultades que surgen para pronunciarse sobre la vigencia 

de las mudificaciones introducidas por las Leyes presupuestarias. A mi juicio, resulta un tanto 

forzada la interpretación de la doctrina constitucional que se recoge en la exposición de motivos 

de la Ley de Presupuestos para el año 1988, cuando establece que "aquellos artículos de la Ley 

que regulen materias que se encuentran direaamente relacionadas bien con las previsiones de 

ingresos y habilitaciones de gasto, bien con los criterios de política general en que las previsiones 

presupuestarias se sustentan, tienen vocación de permanencia". Mas bien da la impresión de que 

por parte del Ejecutivo se han pretendido amparar una serie de modificaciones realizadas a través 

de Leyes de Presupuestos y cuya vigencia podría resultar dudosa.

En cualquier caso, en tanto no se pronuncie el Tribunal Constitucional sobre lo dispuesto 

en la citada exposición de motivos, considero que, efectivamente, dado el carácter de disposición 

legal ordinaria de la Ley de Presupuestos, los preceptos en los que no se haga una mención 

expresa acerca del carácter anual de su vigencia están dotados de vigencia indefinida.

C.- Conclusiones.

(5) D. Pahu> StSMA DH Lins fonnuió >-o(o panicuUr a b  Scnicncia de esa Sala de 4 de Diciembre de 1990



Cun independencia del pronunciamiento del Tribunal Constitucional acerca del contenido 

de las Leyes de Presupuestos, considero que la intención de los redactores del Texto Constitucional 

nunca pudo incluir la posibilidad de regular un sinfín de materias a través de las Leyes de 

Presupuestos; cuando el artículo 134 atribuye su elaboración al Gobierno no parece que quiera 

incluir también 3a elaboración de otras normas que guarden relación con las materias propias de 

estas leyes.

En mi opinión, esta proliferación de normas que han sido creadas o modificadas mediante 

su inclusión en las Leyes de Presupuestos se debe, entre otras razones, al riesgo que puede 

suponer para un sistema democrdtico ia aparición de una mayoría absoluta; la identidad ideológica 

y de partido que ha existido entre el Gobierno y lu mayoría de los miembros de tas Cortes 

Generales puede dar lugar a una relajación de las formas constitucional mente previstas para 

ejercitar la potestad legislativa.

Asimi.smo, resulta muy cuestionable que sean las propias Leyes de Presupuestos en sus 

exposiciones de motivos las que determinen la viabilidad de regular, con vigencia índeHnida. todas 

las cuestiones conexas en que se sustenta el planteamiento económico del Gobierno, si bien, 

amparan esta posibilidad en la intemretación realizada por el Tribunal Constitucional en tas 

Sentencias analizadas.

Pero, además del riesgo político que supone la total identificación de los Poderes ejecutivo 

y legislativo, llegando a la confusión en la elabt)ración de las leyes, existe también un evidente 

riesgo de carácter técnico, pues, como señala FAUSTINO C a v a s  M a RTIn e z '*": "/•••/ las frecuentes 

incursiones Je las leyes presupuestarias en ámbitos materiales que se sidian claramente extramuros 

de la rama o sector del ordenamiento jurídico al que, en buena dof>mática, corresponde la 

adscripción de tales normas, obliga a los operadores del Derecho del Trabajo y de la Seguridad 

Social a desviar su atención de la ya de por sí abundante legislación específica, para rastrear ¡as 

modificaciones introducidas en unos cuerpos legislativos de extensa y compleja fitctura, no 

suficientemente conocidos por -y que a menudo pasan desapercibidos para- quien no es 

especialista en Derecho Financiero; dispersión que se acentúa por la asistematicidad de buena 

parre de las novedades que el legislador introduce aprovechando tan peculiar continente 

normativo, incorporadas las más de ellas -algunas de enorme trascendencia-, no en el articulado 

principal, sino, aluvionalmente, en el confiiso piélago de disposiciones adicionales y derogatorias

(6) C avas MARTl.s'iy.. Fa u stin o ; 'Novedades L ib o ia lc s ... ' (ohra citada en la NPP n° 2. pág. 21); pJj*. 76.



que. amén de los anexos, cierran cada año e¡ documento presupuestario". Evidentemente, estas 

consideraciones pueden ser ampliadas a cualquier otra rama del derecho.

Otros autores, con sutiles apreciaciones, se han mostrado contrarios a la intromisión de 

las Leyes de Presupuestos en la esfera del Poder Legislativo: CESAR ALBIÑana  García 

Quintana'''’ las ha denominado "leyes ómnibus", expresión que después ha sido utilizada por 

Manuei. ALONSO Olea y M* E. Casas Baamonde; Luis Enrioue de la V illa y otros'*' 

hablan de "un vademecum del que nada escapa y todo lo recula"', J.M . ALMANSA PaSTOR'''' las 

ha calificado, habida cuenta la abundante regulación que estas leyes "todo-terreno" han asumido 

en materias relativas a Seguridad Social, "normas extravagantes", que "lejos de aclarar la 

ordenación, introducen un cierto grado de confusión normativa".

En definitiva, ctrnsidero que las Leyes de Presupuestos deberían limitarse en el futuro a 

regular las materias que coastitucionalmente tienen atribuidas por el artículo 134.2 de la C.E., 

dejando para el debate legislativo la elaboración del resto de las cuestiones, a pesar de que, como 

ha dejado sentado el Tribunal Constitucional. la regulación de materias distintas de la previsión 

de ingresos y las habilitaciones de gastos no se encuentran excluidas del ámbito del artículo 134.2 

de la C.E.; evitándose la "utilización"tic la Ley de Presupuestos como vehículo de regulación de 

cuestiones que tienen su ámbito propio en otras parcelas del ordenamiento. En este sentido, la Ley 

de Presupuestos para el año 1995 ya se ha preocupado de limitar su contenido, incorporando en 

la Ley 42/1994 la regulación de materias que aún siendo in.strumento eficaz para el cumplimiento 

de los objetivos de la política del Gobierno, su inclusión en la Ley anual de Presupue.stos pudiera 

se discutida.

2.3. El Real Dccrctu 716/1986, de 7 de mar/.o.

El Real Decreto 716/1986, de 7 de marzo, por el que se apnjbt^ el Reglamento General 

de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social '*'’, establecía en su artículo 29

(7| AIÍ4INA.VA GaktL\ Qi ;intana , C Ísa r ; T rabajo  y Sc)MhdaJ S»KÍal en b  lc> de Pn»upue»>(» para 1985"

(8) ViijA. Lius Enwoi’I: ijk i>; Gawía Bh'idas. Gabkiix y Gakcia Puoíoti.. Ionaíio; 'InSítucionc» de
Dcrccho dcl Trabajo. Ordciumienlo y  dcícnu  de l<» deicchtn laborales*. 2* cd. irv’Uada. Madnd. Ed Cemm 
de Eitudiot RanvSn Areces. 1991. pip. 3éO.

<9) Ai.ma.naa Pastxjk, Josií Ma.m ;i-X; "Dcrecho de b  Secundad S K bl* , 7* edición. Tecmii. 1991. pig 102

(10) Aclualmenle derogado por el Real D ecido 1.S17/1991. de M de nctuhn:



el derecho de prelación correspondiente a los créditos de la Seguridad Social. Dicho artículo se 

basaba en la redaccit^n original del artículo decimoquinto de la Ley 40/1980. de 5 de julio, debido 

a que. como he desarrollado anteriormente, la moditlcación del citado artículo decimoquinto de 

la ley 40/1980 se erectuó mediante la Ley 4/1990, de 29 de junio; evidentemente, con 

posterioridad al Real Decreto 716/1986. de 7 de marzo.

El artículo 29 del Real Decreto 716/1986. de 7 de marzo, decía lo siguiente:

Art. 29. Derechos de preiación.- De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo decimoquinto de lu Ley 40/1980, de S de julio, los créditos de la 
Seguridad Social gozan de la preferencia reconocida en el apartado segundo, letra 
E), del artículo 1.924 del Ct^digo Civil, y en el letra D) del apartado primero del 
artículo 913 del CtSdigo de Comercio.

2.4. El Real Decreto 1.517/1991, de II de (K'tubre.

El vigente Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la 

Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre'"’, recogió la 

moditlcación introducida en el artículo decimoquinto de la Ley 40/1980, en su nueva redacción 

dada por la disposición adicional novena, uno, de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos 

Generales del Estado para el año 1990.

El citado Real Decreto 1.517/1991, de II de octubre. e.stablece en su artículo 29 lo 

siguiente:

Art. 29. De confonnídad con lo dispucslo en el articuló dccimixiuinto de l.n Ley 
40/1980, de 5 de julio, en la nueva redacción dada al inÍMno ¡wr la disposicii^n adicional 
novena de la Ley 4/1990, de 29 de junio, ile Presupuestos Generales del Estado para 1990, 
los créditos p*»r cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaiidacii^n conjunta y, en 
su caso, los recargos e intereses que sobre tales créditos pnKedan gozan, respecto de la 
totalidad de lus mismos, sin limitación letnporal alguna, de igual preferencia que l<is 
créditos a que se refieren el apartado primero del artículo 1.924 del Código Civil, y la 
letra D) del apartado primero del artículo 913 del Ctkligo de Comercio.

Los dein.ls créditos de la Seguridad Social gozan del mismo orden de preferencia 
establecido en el apartado segundo, leini E), del artículo 1.924 del Código Civil, y en el 
apartado primero, letra D), del artículo 913 de! CtSdigo de Comercio.

41 It Dich« RcKbmcntn pendiente de modificación, de confonnldad e»n lo dispuesto en la Ley 42/1994, de 30 
de dicicinhic. de medidas fiscales, administrativas y de orden MK'ial. (Ci>nfn>ntar, entre tXms, los anículos 32.S 
y 36.2 de b  Ley General de la Seguridad Socbl en «■ nueva ivdaccii^n dada ptir la citada Ley 42/1994.)



LA PREFERENCIA DE LOS CRÉDITOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL
PABJE PRIMERA: LOS CRÉDITOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL____________________

2.5. La nueva Ley General de la Segundad Social, de 20 de Junio de 1994.

Después de la evolución histórica experimentada en el privilegio del crédito de la 

Seguridad Social, en cuya consolidación resultó fundamental la reforma introducida en el artículo 

decimoquinto de la Ley 40/1980, el nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, establece en el artículo 

22 el actual grado de prelación que corresponde a dichos créditos:

Art. 22. Prelación de créditos.
U>s créditos por cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaudación 

conjunta y, en su ca.so, los recargos o intereses que sobre aquéllos procedan, gozarán, 
respeclo de la loUlidad de los mismos, de igual orden de preferencia que los créditos a 
que se refiere el apartado 1 del artículo 1.924 del Código Civil y el parrafeo d) del apartado 
I" del artículo 913 del Código de Comercio.

Los demás créditos de la Seguríd.id Social gozarán del mismo orden de 
preferencia esublecido en el apartado 2°, E), del artículo 1924 del CiSdigo Civil y en el 
apartado 1", párrafo D), del ailículo 913 del Código de Comercio.

Hay que destacar que las reformas intrtKlucidas por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, 

en el Texto Retundido de la Ley General de la Seguridad Social, no han afectado al grado de 

prelación regulado en el citado artículo 22.



3. LA PREFERENCIA OTORGADA POR LA NORMATIVA ACTUAL AL CRÉDITO

DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Como he desarrollado en al apartado anterior, la actual preferencia del crédito de la 

Seguridad Social está determinada por lo dispuesto en el artrculo 22 de! nuevo Texto Refundido 

de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de

20 de junio, que tiene su origen en el artículo decimoquinto de la Ley 40/1980, de S de julio, en 

su última redacciiln duda por la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado 

para el año 1990.

En la actual normativa se pueden distinguir con claridad dos grupos:

PRIMERO Los créditos por cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaudacuin 

conjunta y, en su caso, los recargos o intereses que sobre aquellos pn>cedan.

SEGUNDO ■- Los demls créditos de la Seguridad Social.

A.- Dentro del primer grupo .se incluyen las cuotas de la Seguridad Social propiamente 

dichas, que comprenden tanto la aportación de los trabajadores como la aportación empre.sarial, 

y los conceptos de recaudación conjunta que se componen de las cuotas de Desempleo, Formación 

Profesional y Fondo de Garantfa Salarial y cuantos conceptos .se recauden, o se determine en el 

futuro que se recauden por la Tesorería General de la Seguridad Social para Entidades u 

Organismos ajenos al Sistema de la Seguridad Social, en tanto .se liquiden o ingre.sen 

conjuntamente con las cuotas de la Seguridad Social,

Asimismo, como ha quedad») expuesto, dentro de este primer grupo están incluidos los 

recargos e intereses que sobre aquellos procedan.

B.> En cuanto a los débitos que deben tlgurar en el .segundo grupo son los comprendidos 

en el articulo 4” del vigente Reglamento General de Recaudación de los Recursos del SÍ.s(ema de 

la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1.517/1991, de 11 de Octubre"-', Reglamento 

que ha sustituido al que e.staba regulado en el Real Decreto 716/1986, de 7 de marzo, siendo 

preciso significar en «:ste punto que la nueva redacción del citado Reglamento General de 

Recaudación no ha modificado sustancialmente al artículo 4“, por tanto los recursos del Sistema

(I2> El vifcnlc Rc|;L-imcnl<), al p.ircccr, Jchcni ser sustilutdn por un nuevo pnx;eJimicntu. de conrnnnid.id con lo 
dispucM» en b  nueva icdacciiSn de b  Ley General de t» Sc]¡urid.id S<k'Í.-iI (ver art“ 33.5 y 36.2. enlre iiln»), 
inInxJucida por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre.



de la Seguridad Social están integrados por los mismos conceptos en los dos Reales Decretos.

En consecuencia, los débitos incluidos en este segundo grupo son los siguientes:

a) Aportaciones que deben efectuarse a favor de la Seguridad Social en virtud de los

conciertos que tengan por objeto la dispensación de prestaciones saiútarias. 

farmacéuticas, asistenciales u otros ingresos de Derecho Público del Sistema de 

Seguridad Social.

b) Aportaciones para el sostenimiento de los Servicios Comunes y Sociales de la 

Seguridad Social y de contribución a los demás gastos generales y a la satisfacción 

de las exigencias de la solidaridad nacional a efectuar por las Mutuas de 

Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social y por 

las Empresas que colaboren voluntariamente en la gestión de la Seguridad Social.

c) Capitales-coste de renta y otras cantidades que deban ingresar las Mutuas de 

Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social y las 

Empresas declaradas responsables de prestaciones por resolución administrativa.

d) Los reintegros de prestaciones indebidamente percibidas, así declaradas por la 

Entidad Gestora mediante resolución defínitiva de la misma.

e) Los reintegros de los créditos laborales concedidos a los trabajadores y demás 

préstamos que tengan el carácter de inversión social.

O El importe a que asciendan las aportaciones en concepto de descuentos de los

laboratorios farmacéuticos a la Seguridad Social y, en su ca.so, el importe de las

sanciones económicas previstas en la disposición específica aplicable.

g) Los premios de cobranza o de gestión que se deriven de la recaudación de cuotas 

para Organismos y Entidades ajenos a la Seguridad Social.

h) El importe de las sanciones por infracciones en materia de Seguridad Social.

i) Las aptmaciones por ayudas equivalentes a jubilaciones anticipadas.

j) El importe de los recargos e intereses que procedan sobre conceptos enumerados

anteriormente, no estando incluidos dentro de este .segundo grupo los recargos e 

intereses que figuraban dentro del primero.

k) Cualesquiera otros ingre.sos de la Seguridad Social, distintos de los especificados

en los apartados anteriores, que tengan el carácter de ingre.sos de derecho público 

y cuyo objeto no sean frutos, rentas o cualquier otro producto de sus bienes 

muebles o inmuebles, aplicándose a estos últimos ios modos de adquisición que



correspondan segiin las reglas del Derecho Privado.

Esta distinción entre la naturaleza de los débitos de la Seguridad Social cobra especial 

importancia para estudiar la preferencia en el cobro de los mismos, debido a la diferencia 

establecida en el artículo 22 del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se 

aprueba el nuevo Texto Reüindido de la Ley General de la Seguridad Social.

Del análisis del actual artículo 22 de la Ley de 20 de junio de 1994 se pueden establecer 

algunas conclusiones que ya he adelantado al comentar la última redacción del artículo 

decimoquinto de la Ley 40/1980:

PRIMERO El privilegio otorgado por el artículo 22 del nuevo Texto Refundido de la 

Ley General de la Seguridad Social alcanza a la totalidad de los créditos de la Seguridad Social, 

y no sólo a las cotizaciones como inicialmente se contempló en la Ley General de la Seguridad 

Social de 30 de mayo de 1974.

Ahora bien, los garantiza de forma distinta: por un lado, los créditos por cuotas de la 

Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta y, en su cuso, los recargos «> intereses que 

sobre aquéllos proceden, y por otro, los restantes créditos de la Seguridad Social.

SEGUNDO .- La actual regulación del privilegio de los créditos de la Seguridad Social 

no sólo ha beneficiado el grado de prelación establecido en el artículo 1.924 del Ci5digo Civil, con 

respecto a la protección inicialmente contemplada en el Texto de 1974, sino que, ademls, establece 

la preferencia sin limitación temporal alguna, a diferencia de lo que ocurre con otros créditos 

privilegiados, como es el caso de los (i«e citaba anteriormente, es decir, los créditos salariales o 

determinados créditos tributarios.



4. LA NATURALEZA REAL DE LA ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO V 

SU INCIDENCIA EN EL CRÉDITO DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Como señala ANA MarIa BayóN MARINÉ"” en su estudio sobre la anotación preventiva 

del embargo, sun tres las teorías doctrinales en tomo a la naturaleza de ta anoución, como más 

adelante expondré al hablar de la misma, unos autores sostienen que la anotación preventiva del 

embargo tiene carácter de derecho personal, otros defienden el carácter intermedio, y, por ú'timo, 

existen autores que mantienen la naturaleza de derecho real de la anotación preventiva del 

embargo.

l-os efectos que con relación a la preferencia de los créditos de la Seguridad Social 

pmducirá el sumarse a una u otra de estas teorías son trascendentales, debido a que si 

consideramos la naturaleza de derecho real de la anotación, los créditos de la Seguridad Social, 

al igual que cualquier otro que se inscriba en el registro, tendrán mayor rango preferencial que 

aquellos créditos privilegiados que otorgan su preferencia limitándola con respecto a los créditos 

garantizados previamente con algún derecho real, como es el caso de los créditos salariales 

garantizados en el artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por la Ley 8/1980.

A pesar de que en la parte segunda analizaré con profundidad lodos estas cuestiones, 

resulta conveniente realizar una primera intrinlucción sobre esta situación.

El Consejo de Estado”*' en el dictamen elaborado stibre la prelación de créditos con 

ocasión de la consulta formulada por el Ministro de Economía y Hacienda sobre el orden de 

prelación de créditos que ha de guardarse en los procedimientos liquidatorios llevados a cabo por 

la Ct)misión liquidadora de Entidades Aseguradoras (CLEA), concluye diciendo que, en cuanto 

a li)s créditos a satisfacer con el producto de los bienes inmuebles, el orden será el siguiente:

a> Los Ci)rrespondientes a salarios de los últimos treinta días de trabajo con la 

limitación del irtículo 32.1 del Estatuto de los Trabajadores,

b) Los acreedores con derecho real, en los términos y pi>r el orden establecido en la

(13) Bavos MaKINI:. As a  Ma m a ; *Lj  anolacii^u ^rc\cniiva Je  Efliharjio en ct prncdlimicMo Ejcculivo* Mas>cr
de Dcir<h»> Registra!: EncnvJumo 1991; Madnd 1991; p ig i. 47 y ss

(I4( 'DicLamen del Comcj** de Estado w>bre prclaci*'ii de «ixídilc»". Madrid 33 de cnen> de 1992



Ley Hipotecaria*” '.

c) Los lierivaüus de salarlos comprendidos en el artículo 32.3 del Estatuto de los

Trabajadores.

d) Los créditos, en concurrencia, de la Hacienda, estatal, autonómica y local, y los

créditos por cuotas de la Seguridad Social (y conceptos equiparados).

e) Los demás créditos de la Seguridad Social.

t) Los contenidos en los nümeros 2“ y siguientes del artículo 913. en relación con

el artículo 914.2" del Código de Comercio, por el orden establecido en los 

mismos.

Sin ánimo de profundizar ahora sobre las conclusiones del Dictamen del Coasejo de Estado 

sobre la prelación de los créditos, que. como digo, lo realizaré en la parte segunda, sí .se puede 

intuir la transcendencia e.xi.stente en la consideración de la naturaleza de derecho real de la 

anotación preventiva, pues supondría una mejora en el orden de prelación correspondiente a los 

créditos de la Seguridad Social desde el momento en que por pune del Organismo encargado de 

la ejecución (las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Tesorería de la Seguridad Social) se 

dicte mandamiento al Registrador de la Propiedad para que etectúe la anotación preventiva, 

pxsando a ser preferentes respecto a los créditos salariales garantizados en el modificado artículo

32.3 del Estatuto de los Trabajadores, según el cual:

Art. 32.3. La)s créditos pt>r .salarí«» no |)ri)iegidos en los núincros anienores 
tendrán la condición de sthgulannenic privilegiadusen la ciuntía que resulte de multiplicar 
el triple del salario mínimo inleqirofe5Íonal por el ni'unen> de días de salario pendienles 
de pago, gozando de preferencia sobre cualquier otro crédito, excepto los créditos con 
derecho real, en h>s supueslos en los que éstos, con arreglo a la Ley. sean preferentes, ü» 
misma con. îderación tendrán la.s indemnizaciones pttr despido en la cuantía 
correspondiente ai mínimo legal calculada Mthre una base que no supere el triple del 
salario mintino.

En consecuencia, las tesis mantenidas por distintos autores''®’ acerca de la naturaleza real

(15) L.a rtfciciKU a U Ley ItipiHccaha ve encuentra acliulnKrrtc superada p<ir b imxlificación ilel artículo 32.3 del
Estatuto de lo* T nhajaüonu, itiinxlucida pur b Ley I UI994. de 19 de mayo.

(16) P n o  BRiTAt.’ . Jo s é ; 'N u c \a  Enciclopedia Jurídica Scii".
Ri-yA; 'Efecto real AbM>luto de las oitotacioncs de cmKarpo', Re\'ista crítica de Dcixxbo Inmobiliaño.
RfX'A Sa s t w í , Ra .m<iN M*: "Deivcho Hipotecario". 5* Edict<Sn, Barvelona. 19.M.
Ra .Mo s  Fot.yt:iís. Ra I'AI-X: "La anotación ptwcnliva de embarco en los casos de disconformidad entre realidad 
y ictcistm. sus efecto» después de la reforma de I W .  Re\isia de Dercclxi Privado. 1951. N “ 412 y 413. 
G akcI a  G a r c ía , Jo s é  Ma m ’k i.; "El trtpico de los efcclos limitados de las aniHaciones de emharpo, hacia una

(continúa...)



de la anotación, otorgaría una nueva preferencia a los créditos de la Seguridad Social que vendría 

a completar ia recogida en el citado artículo 22 de la Ley General de la Seguridad Social. En este 

sentido, puede hablarse de una triple preferencia de los créditos de la Seguridad Social:

PRIMERO: La que le corresponde a los créditos por cuotas y conceptos de recaudación 

conjunta y, en su caso, los recargos o intereses que sobre aquellos procedan. (Párrafo 1® del 

artículo 22 de la Ley General de la Seguridad Social.)

SEGUNDO: La que corresponde a los restantes créditos de la Seguridad Social. (Párrafo 

2“ del artículo 22 de la Ley General de la Seguridad Social.)

TERCERO: La otorgada ptir la anotación preventiva de embargo de conformidad con lo 

e.stablecido en el artículo 44 de la Ley Hipotecaria en relación con el artículo 1923.4 del C«5digo 

Civil.

Ahora bien, la verdadera controversia interpretativa se produce con ocasión de la lectura 

de los artículos 1923.4 y 1927.2 del Código Civil, existiendo autores que mantienen una antinomia 

entre los mismos*’̂ ', mientras que otros autores entienden que ambos artículos se complementan. 

lnsi.sto, una vez más, que esta problemática la desarrollaré al hablar en la parte segunda de la 

anotación preventiva del embargo; no obstante, es conveniente matizar aquí que siempre que 

consideremos la eficacia real "erga omnes’ de la anotación, cualquier crédito preventivamente 

anotado gozará de preferencia con respecto a los posteriores, siendo ésta, a mi juicio, la 

interpretación lógica que debe realizarse de los citados artículos del Código Civil, interpretación 

que debe completarse con el tenor literal del artículo 1923.4 de dicho Código:

Art. 1923. Can relación a detcmiinados bienes inmuebles y denx'hos reales dd 
deudor, guzjui de preUción:
4. Los créditos preventivamente anotados en el Registro de la Pmpiedad. en virtud de 
mand.'unienlo judicial, ]Mr embargo, secuestros o ejecución de sentencias, sobre los bienes 
anoudos, y sólo en ca-uilo a créditos posteriores.

En este sentido, es necesario tener presente que la anotación preventiva de embargo goza

(16)(...continuación)
inlennetactón del efecto real absoluto de tales aikXacioncs en el sistema csiMñol" (Vil Con^icvi lntenu<.'i.xial 
de Deicchi) Registnl).

(17) GarcIa CariÍa, J(»É MaSUEl; entre otros, en el trabajo mencionado en la twta númcn> 16 al pie de la página 
32.



üe preferencia con respecto a los créditos nacidos con posterioridad, pero no respecto a los 

créditos privilegiados nacidos con anterioridad, aün no anotados o anotados con posterioridad. 

Dejando siempre a salvo la preferencia de los denominados créditos superprivilegiados, como son 

los del artículo 32.1 del Estatuto de los Trabajadores, que gozarán de preferencia re.specto a la 

anotación preventiva de embargo aunque hayan nacido con posterioridad a la misma.

Por illtimo, distinguiendo a favor de quién se encuentre practicada la anotacic^n, la 

situaci«1n de los créditos de la Seguridad Social en relación con la anotación preventiva de embargo 

será la siguiente:

A) ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO A FAVOR DE LA TESORERÍA 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Cuando como con.secuencia del mandamiento realizado por el Recaudador Ejecutivt) de la 

Seguridad Social se efectúe anotación preventiva de embargo a favor de la Tesorería de la 

Seguridad Social, el crédito de la Seguridad Social .será preferente, con relación al inmueble «ibjeto 

del embargo, a todos los créditos nacidos con posterioridad, a excepción de los garantizados por 

los número I*' y 2** del artículo 1923 del Código Civil y de los que, en otras disposiciones legales, 

tengan concedida preferencia incluso sobre los garantizados con derecho real, como es el ca.so de 

los denominados créditos superprivilegiados del artículo 32 .1 del Estatuto de los Trabajadores"”'.

B) ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO A FAVOR DE OTROS 

ACREEDORES.

Cuando la anotación preventiva del embargo se encuentre garantizando el crédito de otro 

acreedor, será preferente al de la Seguridad Social siempre que el nacimiento del crédito de é.sta 

.sea posterior a la fecha de la anotación. Si por el contrario, el nacimiento del crédito de la 

Seguridad Social, aún no anotado o anotado con posterioridad, se ha producido con antelación a 

la fecha de la anotación preventiva de embargo, habrá que estar al juego de las preferencias de 

conf«)rmidad con el derecho sustantivo, verificando si se trata de un acreedor privilegiado o no. 

para comprobar quién ostenta el mejor derecho, siendo éste de la Seguridad Social siempre que 

el otro acreedor no tenga un mayor rango preferencial. Es decir, siempre que la anotación 

preventiva de embargo corresp<mda a un acreedor ordinario, el crédito de la Seguridad Social será 

preferente al garantizado con anotación preventiva cuando dicho crédito de la Seguridad Social 

haya nacido C(m anterioridad a la fecha de la anotación, aunque no se haya anotado el de la

(IK t Conínintar el a ju tudo  3 del capítulo S de b  scpinda parle: 'L a  prefcancia de b  anotación pivvcnlíva de 
emhafjío".



Seguridad Social o se haya anutaüu con posteriuridad a la utra anotación preventiva de embargo. 

Preferencia que deberá ser defendida a través del correspondiente juicio de tercería, al que haré 

referencia a continuación.



5. DETERMINACIÓN DE LA FECHA DEL NACIMIENTO DEL CRÉDITO DE LA

SEGURIDAD SOCIAL.

Son varias las interpretaciunes que se pueden realizar en la deterntinación de la fecha del 

nacimiento del criídito de la Seguridad Social, prtkluciendo distintos efectos segtín se opte por una 

u otra.

Esta determinación de la fecha del nacimiento no afecta exclusivamente a la concurrencia 

con otros acreedores en orden a la resolución de la problemática de las preferencias, sino que 

también podría incidir en la concurrencia con los procedimientos concúrsales de ejecución 

universal, debido a que el efecto fundamental de las ejecuciones universales es la paralización del 

ejercicio de las acciones individuales tendentes ai cobro de las deudas, con la excepción establecida 

en el artfcuU) 9 "in fine" de la Ley de Suspensión de Pagos de 1922:

Art. 9. Desde que se tenga pi>r solicilaiLi la suspensión de pagos, tinltís los 
embargos y administraciones judiciales que pudiera hal>er constituidos sobre bienes no 
hipotecados ni pignorados, quedarán en suspenso y sustituidos por la actuación de los 
interventores, mieninis ésta subsista, con arreglo a las nonnas que señale el Juzgado. Todo 
lo cuul se cntcndenl sin menoscabo del derecho de lus acreedores privite]>¡ados y de 
dominio al cobro de sas créditos.

Sin embargo, como desarrollaré en el capítulo cuarto de esta primera parte, la 

problemática de la concurrencia entre el procedimiento administrativo de apremio de la Seguridad 

Social y los procedimientos concúrsales o de ejecución universal supone la comparación de los 

"mamemos homogéneos comparación que determinará quién tiene prioridad para continuar con 

la tramitación del procedimiento. Y, en e.ste sentido, el momento que debe considerarse para 

determinar .̂ i el procedimiento administrativo de apremio tiene prioridad en la ejecución, no es 

el del nacimiento del crédito de la Seguridad Social, sino el de la fecha en que se adoptó la 

providencia de embargo, pues así lo establece el apartado 2.1 del artículo 117 de la Orden de 8 

de Abril de 1992, que de.sarrolla el Real Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre:

(IV )  EsU expresión es accnaJamcnlc u tilújila  por Sá n c h k z  S<x i a s , L l is  V T<jh k m  FiaüiÁNPK/. J u a n  Jo s i!; "Lj  
hacicmla frente a las quiebras y suspcnsiiincs Je  pagos*. Coleccitfn DUIogos de Derecho (Instituto de empresa), 
Madrid 1992, pig. 53.



Arl. 117. Carácter, concurrencia, suspensión y  anulación Je procedimiento de
apremio.

2 .1 En los cHsos de concurrencia de pnKedimícntos administrativos de aprtanio 
entre sí o entre éstos y procedimientos concúrsales o de ejecución universal, judiciales o 
no judiciales, la preferencia para continuar la tramitación del pnvedimiento se detenninari 
por la prioridad en el tiempo de los mismos.

Salvo que otra cosa se disponga |>or resolución de los órganos judiciales 
competentes en materia de conflictos jurisdiccionales, para fijar la prioridad en el tiempo 
se aplicarán las siguientes reglas:

a) I£n los procedimientos administrativos de apremio seguidos por los órganos de 
recaudación ejecutiva de la Administración de la Seguridad Social así como por los de 
otras Administraciones Públicas, la prioridad en el ttemp>> se detenninará pi>r la feclu en 
que se adoptó la providencia de embargo.

h) En los pnvediinientos concúrsales o de ejecución universal, se atenderá a la 
fecha de la providencia de admisión en los supuestos de quila y espera y suspensión de 
(Mgos: a la fecha de auto de declaración en los supue^tiK de concurM) de acreedores y de 
quiebras: y a la de la re.solución que inicie el procedimiento de ejecución universal en los 
deiiuLs casos.

En mi opintcSn, la Orden de 8 de Abril de 1992 debería haberse referidi) en este apartado 

a la prioridad y no a la preferencia, ya que el ttírmino preferencia debe reservarse para determinar 

el mejor derecho y no para delimitar las cuesliones procesales de la prioridad en la ejecución.

Como anteriormente he dicho, sobre esta cuestión de la concurrencia con los 

procedimientos concúrsales o de ejecuciiín universal, volveré en el capítulo cuarto, centrándome 

ahora en la determinación del nacimiento del crédito de la Seguridad SiK'ial: determinación que 

resulta imprescindible puntualizar con carácter previo para que. posteriormente, pueda ser 

analizado el crédito de la Seguridad Social en relaciv^n con los restantes acreedores privilegiados.

Podría hablarse de muchos momentos en los que .se pnxluce ci nacimiento del crédito: el 

momento de la expedición de la Reclamación de deuda a la que se refiere el artículo 30 de la Ley 

General de la Seguridad Social, en su nueva redacción dada por la Ley 42/1994. de 30 de 

diciembre: la fecha de la Providencia de apremio prevista en el también mixtificado artículo 33 

de la Ley General de la Seguridad Social: la fecha de expedición de la Providencia de embargo 

de bienes a la que se refiere el artículo 110 del vigente Reglamento General de Recaudación: la 

focha de la diligencia de embargo del bien concreto sobre el que se pretenda hacer valer la 

preferencia, etc. Pero considero que son dos los que presientan mayores duda.s en la citada 

determinación, el de la finalización del plazo reglamentario del ingreso en períixlo voluntario, y 

el de la fecha concreta a la que corresponde el descubierto.

El privilegio que el derecho sustantivo otorga a los créditos de la Seguridad Social se



realiza por la necesidad de garantizar con una mayor protección la efectividad del Sistema, 

protegiendo las situaciones de necesidad que se deriven con posterioridad a la inclusión en el 

mismo. Y estas situaciones de necesidad no pueden verse defraudadas en el futuro por la

posibilidad de quiebra de la caja única del Sistema de la Seguridad Social, cuestión que en

detinitiva supone ta introducción de una especial protección en el cobro de los distintos recursos 

de la Seguridad Social. Otras teorías sobre la lllosoffa del sistema apuntan, no alejándose de la 

realidad, que en defínitiva se trata en muchos casos de un salario diferido.

De todo lo que acabo de exponer, se deduce con facilidad que la protección del crédito

de la Seguridad Social no es una cuestión procesal, que se obtiene como consecuencia de una

determinada actuación dentro del procedimiento, sino que la preferencia la obtiene directamente 

de su propia filosofía reflejada en la protección que el derecho .sustantivo le otorga. AI mismo 

tiempi), debo signitlcar que la preferencia que la normativa confiere a la Seguridad Social lo hace 

con independencia de cual sea el momento en el que se encuentre la reclamación de la deuda, a 

diferencia de otros acreedores que adquieren su privilegio como consecuencia de una actuación 

en fase de ejecución, tal es el caso de las anotaciones preventivas de embargo realizadas en el 

Regi.stro de la Propiedad o los créditos hipotecarios, que obtienen su rango preferencial desde el 

momento en que son inscritos en el Registro.

En consecuencia, descarto la posible interpretación sobre el nacimiento del crédito derivada 

de una actuación dentro del proce.so, como puede ser la expedición de la reclamación de deuda que 

constituye junto a las actas de liquidación de cuotas, cuando unas y otras no hubieran sido 

impugnadas o, en su caso, las re.soluciones administrativas que las mi.smas originen, si no fueren 

satisfechas, el título ejecutivo para seguir la vía de apremio y que, segtin lo dispuesto en el artículo

33.3 de la Ley General de la Seguridad Social, en su nueva redacción dada por la Ley 42/1994, 

de 30 de diciembre, tendrán la misma ñiensa ejecutiva que la sentencias judiciales. Asimismo, 

descarto la fecha de expedición de la providencia de apremio, y la de la providencia dictada por 

el Recaudador ordenando el embargo de bienes del deud«)r, como momento que .suponga el 

nacimiento del crédito privilegiado, rechazando por el mismo motivo la fecha del embargo sobre 

un bien concreto como momento que dé lugar a .su nacimiento.

En mi opinión, la fecha del nacimiento del crédito privilegiado de la Seguridad Social 

solamente se puede producir en dos ocasiones:

A.- En la fecha uue exnire el niazo reglamentario del corre.spondiente iniire.so en 

período voluntario.



ToüüS los recursos del Sistema de la Seguridad Social tienen un plazo reglamentario de 

ingreso'^' a cuya flnalizacitSn se entiende que se ha generado un descubierto por la falta de pago 

del mismo. Esto significa que en el abono de las cotizaciones del Régimen General, por poner el 

ejemplo más generalizado, Tmalizado el mes posterior al del devengo se producirá el nacimiento 

del descubierto y por consiguiente nacerá también la preferencia del crédito otorgada en el artículo 

22 de la Ley General de la Seguridad Social, siempre con independencia de cuándo se realíce la 

reclamacidn de la deuda por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social. En el régimen 

especial de trabajadores autónomos, en el que el devengo de la cuotas tendrá lugar por períodos 

mensuales que coincidirán con los meses naturales, su impt>rte se liquidará e ingresará dentro del 

mismo mes al que aquellos correspondan; consecuentemente, en este régimen el nacimiento del 

crédito de la Seguridad Social se producirá a la finalización de dicho mes.

Este mismo argumento puede desarrollarse para el nacimiento de todos y cada uno de los 

distintos créditos del Sistema de la Seguridad Social, considerando que el nacimiento del crédito 

se produce cuando finalice el correspondiente plazo reglamentario de ingreso.

Sin embargo, descarto que el nacimiento del crédito de la Seguridad Social se produzca 

con la finalización del plazo reglamentario de ingreso pt>r las razones que a continuación voy a 

e.xpt)ner.

B.- En la misma techa a la tiue corresntmde el descubierto.

Anteriormente he descartado que el nacimiento del crédito de la Seguridad Socu' se 

produzca dentro de una fase del procedimiento de apremio.pero aún se puede llegar más lejos, 

considerando que el crédito no se origina a la finalización del correspondiente plazo de ingreso, 

sino en el mismo momento en el que se origina la actividad que da lugar a la cotización. Ello es 

así porque el plazo de ingreso es el período que al administrado le corresponde para hacer frente 

a sus obligaciones con la Seguridad Social y su utilización o no producirá los correspondientes 

efectos administrativos con los oportunos recargos. Sin embargo, el período al que se refiere la 

obligación es un dato que permanece invariable desde que existe la actividad o la situación que 

genera la misma.

En este sentido, se puede definir el crédito como el derecho que uno tiene a recibir de otro 

alguna cosa (generalmente dinero). Y ¿desde cuándo tiene derecho la Seguridad Social a percibir

(20) M is adelnnie. en ct capítulo 3* (p iciius 70 y ss.). volvcnf sobre la delimitación del plazo re^lamcntaño de 
ineicso de íoi ircureos del Sistema de la Segundad Social, para lo cual hay <jue estar a k) dispuesto en el attkulo  
7! del Real Decreto 1.517/1991, de II  de octubre.



la cotización? A mi juicio, desde el mismo momento que existe la obligación de cotizar, con 

independencia de cuál sea el plazo reglamentario de su ingreso. Continuando con el ejemplo del 

régimen general, si el período trabajado es el mes de enero, con independencia de que la 

cotización en plazo reglamentario se efectúe el mes de febrero, la preferencia del crédito, en su 

caso, corresponderá al mes de enero.

Hay que resaltar que el privilegio que se establece en el artículo 22 de la Ley General de 

la Seguridad Social es sobre los “créditos’' de ta Seguridad Social y no .sobre la "Jetula" de la 

Seguridad Social. He detlnido el crédito como el derecho que uno tiene a percibir de otro alguna 

cosa, mientra» que la deuda con.siste en la obligación generada que uno tiene de pagar o reintegrar 

algo a otro, generalmente dinero; existiendo una sutil diferencia, pues puede existir un crédito sin 

que haya sido originada aún la obligación de pagar, es decir: la deuda.

De estas dos posibilidades yo me inclino por considerar que el nacimiento del crédito 

privilegiado de la Seguridad Social se produce en el inicio mismo en que se origina la obligación, 

con independencia de cuándo pueda efectuarse el ingreso por parte del sujeto re.sponsabIe.

En todo ca.so, dado el volumen habitual y la naturaleza continuada de los débitos a la 

Seguridad Social, e.sta pt)sible controversia acerca del nacimiento del crédito en uno u otro de los 

di>s supuestos que he recogido, generalmente no tendrá una especial importancia (pues si se discute 

la preferencia del crédito de la Seguridad Social, la incidencia puede ser que dicha preferencia lo 

sea por 100 o por IOS), pudiendo quedar resumido a un problema más teórico que práctico. No 

obstante, esta incidencia si puede re.sultar tra.scendente si alguien pretende considerar que el citado 

nacimiento del crédito se produce en una fase del procedimiento, de ahí la rotundidad con la que 

rechazo esa posibilidad.

Adicional mente, existen supuestos que todavía dificultan má.s ta delimitación del 

nacimiento del crédito de la seguridad Social, entre éstos me parece interesante resaltar los 

descubiertos originados comt) consecuencia de las Actas de liquidación, pues en estos casos la 

obligación de cotizar existe antes de que dichas Actas .son levantadas por la Inspección de Trabajo, 

pudiendo existir una importante diferencia temporal entre el nacimiento de la obligación y el plazo 

reglamentario para ingresar las cantidades reclamadas por esas Actas de liquidación.

Por último, es probable que realizando una comparación con otro tipo de créditos pueda 

aclarar algo más esta cuestión:

El crédito hipotecario nace en el momento de su escrituración, ganando la preferencia que



le correspunile en la fecha de su inscripción en el Registro. Sin embargu. la obligación de pagar 

que en dicho crédito hipotecario se establece, no se origina hasta que no vence el plazo estipulado, 

o lo que es lo mismo, el crédito hipttlecario ha nacido con anterioridad al plazo de su ingres«i.

En relación con el crédito tributario, FERNANDO Sainz DE Bujanda'*" dice lo siguiente: 

“Ai ser el lado activo de ia obligación tributaria, el crédito nace •ex lege^ al realizarse el hecho 

imponible (art. 28 de la Ley General Tributaria). No es posible concebir, en efeao, una relación 

Je obligación en la que no surjan simultáneamente el lado activo y el lado pasivo: a partir del 

momento en que un sujeto está obligado, lo está frente a otro, que ostenta el derecho de crédito. 

Pero el nacimiento del derecho del crédito no supone siempre su vencimiento: ambos momentos 

corresponden al de nacimiento y e.xigibilidad de la obligación tributaria. Luego en todits aquellos 

tributos sujetos a liquidación administrativa, el crédito, ya nacido, no es exigible hasta que la 

liquidación se notifique reglamentariamente al sujeto pasivo (an. 126, apartado 1. de la L^y 

General Tributaria}"'"’.

En definitiva, se pude concluir diciendo que el crédito de la Seguridad Social nace en el 

momento que se genera la obligación de cotizar, con independencia de que ésta sea exigible en los 

correspi)ndientes plazos de ingreso.

(21) Sa ISZ DK Bu j a n o a . F üKNa NIXj ; *Lcccioncs de Dctorh.» Financiero'; FacuUaJ de Dcrtcb.» de U UravcnkUd
Complutense (5ieccii^n de publicaciones); Madrid 1979; p ip . 239.

122> Sobre b  delimitación del nacimiento del críd iio  iribuLiirío, exbilc en nucstn> país una polímica cnLablad:i eniic
Sm s z  DK Bi ’JANDA y  C<í RTÍ.s D o s u s c r iy .  que repA^ducc h  c o rtnncn ia  entre h  test* dccbnti\^, atticubda 
fundamenialmcnlc en diversos trabajos de G ia .s-i s j . y  la tesis ct^n-tlitutiva. en sus varias modalidades, maiUenida. 
desde perspectiva» difervrues, por A l. l« iU o . C a k -s k i a t t i . B i k i j k i . etc.



6, ASPECTOS PROCESALES DERIVADOS DE LA PREFERENCIA DE LOS

CRÉDITOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

6.1. Inlroducción.

El reconocí miento del carácter preferencia! Je los cr<f ditos de la Seguridad Social, a través 

de lo establecido en el artículo 22 de la nueva Ley General de la Seguridad Social, quedaría vacío 

de contenido si el mismo no pudiera hacerse valer en el correspondiente pr«>cedimiento de 

ejecucii^n. Quiero decir con esto que una cosa es la preferencia establecida en el derecho sustantivo 

y. otra distinta, el ejercicio procesal que deba realizarse para conseguir la eficacia de dicha 

preferencia.

No obstante, a pesar del reconocimiento legal de la preferencia de los créditos de la 

Seguridad Social, esta preferencia no puede hacerse valer directamente p<»r el Órgam» 

administrativo encargado de llevar a cabo su ejecuciiin. Es decir, la Tesorería General de la 

Seguridad Social no pt>drá declarar su mejt>r derechc» Ci)n respectt) a otros acreedores por la simple 

aplicaciiín de lo dispuesto en la Ley, sino que resultará necesario que un Órgano judicial así lo 

declare, cim aplicación de lo dispuesto en el derecho ptwitivo. Ni tan siquiera en los supuestt)s 

previstos en el artículo 35 de la Ley General de la Seguridad Social puede decirse que la 

competencia para'resolver la tercería corresponda a la Tesorería General de la Seguridad Social, 

pues, en ese caso, lo que se resolverá será una reclamacic'ín previa a la vía judicial; "Corrcsporule 

a ¡a Tesorería General de la Se}>uridat¡ Social la resolución de las tercerías que se susciten en el 

procedimiento de apremio, y su interposición ante dicho órgano será requisito previo para que 

pueda ejercitarse ante los tribunales de la jurisdicción ordinaria."

En todo caso, puede suceder que cuando la ejecución se está llevando a cabo por la 

Tesorería General de la Seguridad Social, a través de la correspondiente Unidad de Recaudación 

Ejecutiva, si el acreedor que pretende hacer valer su preferencia no interpone la oportuna tercería 

dentro de plazo, éste acreedor pierde su derecho por no haberlo ejercitado en su momento; pero 

esto no significará el reconocimiento de la preferencia del crédito de la Seguridad Social, sino 

simplemente que el otro acreedor no ha ejercitado en plazt) sus acciones.

El problema del ejercicio del derecho de preferencia en un proceso de ejecución puede 

plantearse, como es lógico, desde una doble dirección: I.- Es posible que la ejecución la esté



realizando la Tc«)rerfa de la Seguridad Social y que acuda a su procedimiento otro acreedor que 

considere tener un crédito preferente al de la Seguridad Social. 2.* El supuesto contrario se plantea 

cuando la Tesorería de la Seguridad Social acude a otro proceso de ejecución para defender el 

privilegio de su crédito.

Con la intención de realizar una exposición comprensible de la problemática que se deriva 

de la ejecución. v»jy a centrarme ahora únicamente en el análisis del ejercicit) de la preterencia del 

crédito de la Seguridad Social en los supuestos de ejecuciones de bienes inmuebles, apartindome 

de la casuística que se puede derivar de los bienes muebles, y dejando para el capítulo cuano de 

esta primera parte el estudio de la concurrencia de procedimientos administrativos entre sí «> entre 

éstos y procedimientos concúrsales o de ejecución universal.

6.2. La lerccría de mejor derecho en defensa del crédito de la Se]>uridad Social.

Centrándome, como he dicho, en la ej*!cución de los bienes inmuebles, el problema se 

suele plantear con la existencia de anotaciones preventivas de embargo practicadas con anterioridad 

a la anotación en favor de la Tesorería General de la Seguridad Social, pero que. sin embargo, 

han sido anotadas con posterioridad al nacimiento del crédito de la Seguridad S»wial. En este 

sentido, hay que tener presente que, de conformidad con K) dispuesto en el artículo 1.923.4 del 

Código Civil, las ant)taciones preventivas de embargo ¿ozan de preferencia con respecto a los 

créditos nacidos con posterioridad, pero, segtín el abundante criterio jurisprudencial, no gozarán 

de tal preferencia con respecto a los créditos preferentes nacidos con anterioridad, aunque éstos 

no se hayan anotado o .se hayan anotado con po.sterioridad a dicha anotación'^'.

En con.secuencia, el problema se plantea cuando sobre un inmueble que pretende ser 

ejecutado por la Test>rería General de la Seguridad Social existen gravámenes anteriores a la 

anotación del crédito de la Seguridad Social, pero que. sin embargo, se presume que no son 

preferentes a dicho crédito de la Seguridad Social.

En estos casos, la respuesta no puede consistir en que el mismo órgano encargado de la 

ejecución (Unidad de Recaudación Ejecutiva) declare .su mejor derecho y efectúe el anuncio de la 

oportuna enajenación de los bienes embargados sin hacer constar las cargas anteriores que ha 

considerado no preferentes; especialmente, si consideramos lo establecido en el artículo I.SI2 de

(23) Conínwaar el apai1;ido 3 del capftulo 5 de U scfunda pane; "t-a prríenencia de la ajuKacKSn pnrvertiva de 
embarpo".



la Ley de Enjuiciamientu Civil, en su nueva redacción dada por la Ley 10/1992, de 30 de abril, 

segün el cual quedarán subsistentes no sólo las cargas y gravámenes preferentes sino también las 

simplemente anteriores.

Lu única solución lógica que puede resolver esta cuestión sersf, en mi opinión, la 

resolución previa de la correspondiente tercería de mejor derecho. Es decir, cuando el órgano 

encargado de la ejecución del crédito de la Seguridad Social vaya a efectuar la enajenación de un 

inmueble .sobre el que existan cargas anteriores qut considere no preferentes a dicho crédito, 

deberá interpimer la oportuna tercería de mejor derecho ante la jurisdicción civil de conformidad 

con lo establecido en la vigente Ley de Enjuiciamiento Civir'"*’. Una vez declarado el mej»)r 

derecho del crédito de la Seguridad Social y, con.secuentemente, reconocida la preferencia de su 

crédito por parte del órgano judicial, la solución debería pa.sar por la enajenación de los bienes 

inmuebles embargados descontando las carga.s anteriores sobre las que se ha reconocido ese mejor 

derecho, adjudicando los inmuebles libres de cargas (dejando siempre a salvo la existencia de otras 

cargas sobre las que no se haya reconocido la preferencia).

La interpretación contraria en defensa de la aplicación absolutamente literal del artículo 

1.512 de la Ley de Enjuiciamiento Civil conduce al absurdo de que el acreedor que ha sido 

vencido en el proce.so de tercería pierda su interés en continuar con una ejecución cuyo beneficio 

debe ser puesto a disposición del acreedor al que se le ha reconocido el mejor derecho; del mismo 

modo, el interés de la ejecución de un inmueble con cargas anteriores resultará disminuido o, 

incluso desaparecerá, impidiendo con ello que el acreedor al que .se le ha reconocido el mejor 

derecho pueda obtener un beneficio de esa ejecución.

En detinitiva, si no se posibilita la enajenación en pública suha.sta, libre de cargas, de los 

inmuebles sobre los que se ha reconocido previamente por la jurisdicción competente el mejor 

derecho en favor del crédito de la Seguridad Social, sucederá que ninguno de los acreedores 

llevará a cabo la ejecución, resultando beneficiado únicamente el propio deudor.

6.3. Cancelación de las cur}>a.s regi.strales.

La cancelación de la cargas anotadas con posterioridad al crédito de la Seguridad Social, 

en la actualidad no debe presentar ningún problema, por aplicación de lo dispue.sto en ta nueva

(24) Exccpcionalmcntc, b  tercería podrá ser interpuesta ante la Jurisdicción « x b l  en aplic.-ieiiSn de! anicul» 272.1 
de b  vigente Le>' de Procedimiento L.ahonil.



regla segunda dei artfculu I7S del Reglamento Hipotecario'^’.

Sin embargo, el problema se plantea con la cancelación de las cargas anteriores y no 

preferentes al crédito que se ejecuta. Como he dicho en et apartado anterior, a mi juicio, la única 

solución lógica y posible consistirá en admitir la cancelación de las cargas anteriores cuando 

previamente se haya obtenido en la jurisdicción competente el reconocimiento del mejor derecho.

El problema de la cancelación de las cargas anterií>res que ahora planteo es el mismo que 

se viene originando regularmente en los supuestos de ejecución de los créditos "superpñvilegiados’ 

del artículo 32.1 del Estatuto de los Trabajadores, a los que me referiré en el capítulo 2" de la 

segunda pane'^'.

(Z5l CnnfmtUar cl a |unado  4 dcl capflulo S de la vrirumit patic: '1.a mie\a regla scpinda ik l anicuk> 17S <kl
Rc)*Umenlo HipUccario*.

(26^ ConTcimlar c] apartado 1.4 dcl capítulo 2° de b  segunda parte: 'Aspectos p n v c sa la  dcrí«*ados de ta ejecuchln
del fuperprívilccio salarial ( b  cancetación de las cargas anicrioics)*.



7. CONCLUSIONES SOBRE LA NATURALEZA DEL CRÉDITO DE LA

SEGURIDAD SOCIAL.

PRIMERO: Los créditos de la Seguridad Social, en la actualidad, gozan de la

preferencia establecida en el artículo 22 del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por 

el que se aprueba el nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 

distinguiendo, por un lado, los créditos por cuotas de la Seguridad Social y conceptos de 

recaüdacitín conjunta y, en su caso, los recargos e intereses que Si)bre aquéllos procedan, y. por 

otro lado, los demás créditos de la Seguridad Social.

SÍZGUNDO: La anotación preventiva de embargo practicada en favor de la Tesorería

de la Seguridad Social, puede otorgar un mayor rango preferencial a los créditos de la misma 

(reforzandti su posiciiSn), en el supuesto de que consideremos la naturaleza real de las anotaciones 

preventivas de embargo.

TERCERO: El nacimiento del crédito de la Seguridad Social se pr»)duce desde el

momcntif mismo en que nace la obMgucidn de cotizar, es decir, en la misma fecha a la que 

corresponde el descubierto y con independencia de que posteriormente dicha cotizaciiln sea 

exigibie en los correspv>ndientes plazos de ingrcM»; pues una cttsa es el nacimient»» del crédito y 

otra el plazo de ingreso del mismo.

CUARTO: En el supuesto de existir cargas o gravámenes anterit)res, pero no

preferentes al crédito de la Seguridad Social, la preferencia e.stablecida en el artículo 22 de la Ley 

General de la Seguridad Social deberá ser defendida a través de la correspondiente tercería de 

mejor derecho presentada en la jurisdicción civil o, en su caso, en la jurisdicción sociar’ '̂.

(27t L.3 inlctpoMciî n :inie U jurís>dicci(̂ n «KÍal w  cxccpcioiulnicnlc, pani aquellos supuestos en los que
se est^n cjcculaiulo créditos de los trabajadores rxs ptrícrcnlcs a los de la !Íc]:urídad Social, en opiicacii^n de lo 
dispuesto en el anfculo 272.1 de b  vigente Ley de PnKcdimiento L.ahnni.
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I. INTRODUCCIÓN.

En el presente capítulu vuy a realizar una serie de retlexiones en torno al fundamentu del 

privilegio del crédito de la Seguridad Social, pretendiendo argumentar la necesidad de su 

proteccii'Sn como medida que garantice el mantenimiento de un régimen público de Seguridad 

Social para todos los ciudadanos, tal y como se establece en el artículo 41 de la Constitución 

española.

Aunque pudiera parecer demagógico, lo cierto es que el Sistema público de la Seguridad 

Social lo integramos todos los ciudadanos y, en este sentido, todos debemos estar interesados en 

un verdadero fortalecimiento de los mecanismos de llnanciación de dicho Sistema, acabando de 

una vez pt»r todas con determinadas conductas sociales que hacen bandera de posiciones 

extremadamente liberales, demostrando con ello un inexistente sentimiento de solidaridad. Podrfa 

decirse que durante años ha estado “mal visto’ cotizar regularmente a la Seguridad Social.

Con la fmalidad de resaltar la necesidad del mantenimiento del Sistema públict) de 

Seguridad Social, voy a comenzar recogiendo esquemáticamente los principios inspiradores de los 

modernos sistemas de Seguridad Social, haciendo referencia al modelo creado en la Alemania de 

Bismarck a partir del año 1S83, al modelo británico creado a partir de los informes de 

Beveridge de 1942 y, por último, haciendo referencia al modelo de protección social instaurado 

en Nueva Zelanda desde 1938.

Posteriormente, una vez expuestos los citados principios inspiradores de los modernos 

sistemas de protección social, analizaré el modelo de Seguridad Social exi.stente en España, que, 

como desarrollaré, se encuentra a mitad de camino entre los sistemas alemán e inglés.

A continuación haré referencia al fundamento constitucional de la protección de las 

necesidades sociales, previsto en el artículo 4 1 de la Constitución, y a la regulación establecida 

al respecto por el reciente Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de 

junio de 1994.

Con el análisis de la perspectiva actual de los mecanismos de protección social he 

pretendido sensibilizar al lector sobre la necesidad de realizar los máximos estuerzos para 

mantener un régimen público y solidario de protección de las necesidades sociales, evitando con 

ello caer en fórmulas ab.solutamente privadas y retrógadas de pmtección. En este sentido, debemos 

estar orgullosos de los niveles de protección social alcanzados en Europa en busca del Estado del



bienestar, en contrapt)sicidn a las posiciones insoliüarias existenles en m*Hlek»s como el de los 

Estados Unidos y que. en la actualidad, están dando lugar a un profundo debate en torno a su 

reforma.

Dentro de estas perspectivas actuales me centraré en las recomendaciones efectuadas por 

el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, por un lad«>, y en los acuerdos políticos 

de Toledo, por otro, dentro de los ámbitos internacional y nacional respectivamente.

Asimismo, voy a efectuar un breve análisis de las fuentes de financiación del Sistema de 

la Sejjuridad Social, según las cuales, en España se sigue un sistema de reparto integrado por dos 

modalidade,s, una contributiva, que se financia con las cotizaciones de empresarios y trabajadores 

(además de otros recursos regulados en el artículo 86.1 de la Ley General de la Seguridad Social), 

y otra modalidad no contributiva, que se financia con cargo a las aportaciones del [£stado.

Por último, efectuaré una serie de conclusiones en torno al fundamento del privilegio del 

crédito de la Seguridad Social, haciendo hincapié en la importancia de la existencia de un 

procedimiento administrativo propio de reclamaciiín de las deudas de la Seguridad Social, y 

resaltando la necesidad de potenciar el privilegio otorgado por el derecho sustantivo a los créditos 

de la Seguridad Social.
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2. LA PROTECCIÓN SOCIAL.

2.1. Or¡i>en histórico.

La protección de las necesidades súdales a través de los modernos sistemas de Seguridad 

Social ha evolucionado durante el último siglo partiendo de dos modelos que ínicialmente 

resultaban contrapuestos y que, por el contrario, el paso del tiempo se ha encargado de hacerlos 

coníluir. No obstante, su concepción inicial m)s permite comprender la verdadera evolución 

experimentada en la protección social gestionada por el Estado.

Entre estos sistemas de protección social hay que diferenciar los dos mixlelos eurt)peos 

fundamentales: 1 El basado en los seguros sociales, creado en la alemania de Bismarck a partir 

del año 1883. 2.- El surgido en Inglaterra a partir de los informes de BEVERIDGE de 1942.

El origen histórico de uno y otro de estos sistemas tuvieron una fiindameniación socio* 

política totalmente diferente, pero, siguiendo los rasgos característicos recogidos por JOSÉ 

Manuel A lmansa Pastor'^', las diferencias entre ambos pueden resumirse en los siguientes 

puntos:

PRIMERO.- SUJETOS PROTEGIDOS.

El modelo de Bismarck considera como sujetos protegidos únicamente a los trabajadores, 

reconociéndoles un derecho a la protección en la medida que con su actividad laboral han aportado 

un esfuerzo útil a la sociedad. Como dice el citado ALMaNSa Pastor, el derecho a la Seguridad 

Social es entonces un derecho derivado del trabajo y de las relaciones laborales.

El modelo de BEVERIDGE, por el contrario, protege a los individuos en cuanto miembros 

de una colectividad, con independencia de su actividad profesional. El derecho a la Seguridad 

Social aparece entonces como un derecho del ciudadano.

SEGUNDO.- LA PROTECCIÓN.

El modelo de BISMARCK persigue garantizar el salario de los trabajadores ante la pt>sible 

pérdida del mismo. Las prestaciones entonces se conciben como remuneración indirecta del 

trabajo, es decir, como un salario diferido.

El modelo de BEVERIDGE pretende liberar al hombre de las situaciones de necesidad.

(2K» Almansa Pasihh, José Manui-J.; 'Dcrecho de b ...’ (obra citada en ta NPP n® 9. pip. 25l; píf. 77.



garuntizandu un nivel <le subsistencia uniforme e inüependienle de los ingresos profesionales; sin 

perjuicio de la existencia de un nivel secundario que atienda a la situación profesional. Las 

prestaciones entonces adoptan un carácter asistencial independiente del salario.

TERCERO.- FINANCIACIÓN.

El modelo de BtSMARCK mantiene el sistema de los seguros sociales, fundamentalmente, 

a travos de las cotizaciones de empresarios y trabajadores.

Por el contrario, el modelo de Beveridge, basado en la idea de la solidaridad general, 

se financia mediante impuestos comunes Junto con otros de origen profesional. De esta manera, 

las prestaciones efectúan una función de redi.stribución de la renta al repartir su carga entre toda 

la población y entre todos los grupos profesionales. En consecuencia, la financiación se desvincula 

del salario y se consideran exacciones de cardcter tributario.

CUARTO.- GESTIÓN.

El modelo alemán, heredado de los seguros privados, permite la pluralidad de organismos, 

tantos como riesgos protegidos. La gestión entonces queda organizada como empresa de seguros 

con lt)s principios de éstos.

El modelo inglés confía la gestión al Estado, apareciendo entonces el sistema y la gestión 

como un .servicio público. Frente a la heterogeneidad y desconexión de los seguros sociales se 

recomienda la unificación y homogeneidad en un compacto .seguro.

Al margen de los modelos de protección .social europeos que acabo de exponer, hay que 

destacar el sistema de Seguridad Social de Nueva Zelanda que. como dice Almansa Pastor'^ ’, 

con.stituye, sin duda, el más completo de los conocidos, y donde quizá .se vislumbre el ideal de 

la Seguridad Social. ln.staurado en I9S8, los rasgos característicos de este sistema son los 

recogidos por el citado Almansa Pastor;

a) El sistema protege n UhIox ¡o.\ ciiuhu/anos en cuanto miembros de la 
colectividad y en igualdad de condiciunes, sin discriminación alguna.

h) Se protegen Kh/tLx itvs necesidades sociales pnwenientes de enfenned:id, vejez, 
invalidez, muerte, desempleo y cualquier otra que piied'i presentarse. Y se protegen. 
adi:in.1s, en la medida que requieran pitra otorgar un nivel de vida suficienle, según 
estimaciones objetivas. He aquí el punto neunilgico del que de|iende el sistema, |x>rque si 
el nivel vital se sitúa en las necesidades primarías, tan sólo supera a la Iwneficencia 
tradicional en la obligatoríedad de la prestación; mientras que si el nivel vital almarca

AuMíV̂ sa Pastor. Josf! Ma.m;iíi.; 'Dereclw Je la..." (obra citada en la NPP n" 9. píg. 25); pág. 77.



ncccsiiLfdes superiores, corporeíza el arquetipo modílico de segundad social.
c) ü i financiación, por liltimo, grava sobre los presupuestos generales, 

materializando una redislríbucit^n solidaría a través de elevados impuestos sobre la renu.

El modelo español de Se}>urídud Sociul.

La protección social en España ha ido evolucionando a partir de los dos modelos europeos 

citados anteriormente, partiendo de una protección muy cercana al sistema Bismarckiano de 

seguros sociales e intentando alcanzar un mtxlelo de protección de corte universalista más próximo 

a las ideas recogidas en los informes de Beveridge.

Sin embargo, los continuos avances experimentados en busca del controvenido Estado del 

bienestar hace aflorar el verdadero problema de los nuxlernos sistemas de Seguridad Social: su 

tlnanciación. Creo que la gran mayoría de los ciudadanos, si se les pregunta sobre el grado de 

protección social que debe ser dispensado por el Estado, respondería diciendo que el Estado debe 

proteger la totalidad de las situaciones de necesidad que se Ies presenten a sus habitantes. Ahora 

bien, la protección que el (Estado pueda aportar a través de la Seguridad Social, evidentemente, 

estará limitada por sus disponibilidades económicas y. como es lógico, los recursos no stin 

ilimitados. En consecuencia, la protección actual otorgada por el Sistema Español de Seguridad 

Social se verá limitada Unicamente por .su liquidez económica, cuestión ¿sla que determinará los 

distintos recortes que deban realizarse en el grado máximo de protección por todos deseado.

En e.ste sentido, la protección inicialmente planteada en el Sistema Español de Seguridad 

Social. ba.sada fundamentalmente en el modelo de los seguros sociale:». con una gran vinculación 

al carácter salarial de la misma, ha evolucionado hacia una protección más universalista, 

apareciendo situaciones de necesidad protegidas con independencia de la condición profesional del 

interesado.

Así, las prestaciones m> contributivas e.stablecidas en la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, 

han con.stituido un paso imp<.>rtante en busca de esa tendencia universal izadora de la protección. 

Igualmente, la tendencia hacia el mantenimiento de la asistencia sanitaria generalizada suponen otro 

importante paso en defensa del citado Estado del bienestar.



2.3. Fundamento coastitucionuL

El artículo 41 de la Constitución española dice lo sij;u¡ente:

Artículo 41.:
Los |Kx]ere.s públicos iiiantcnünln un régimen público de Seguridad SiKÍal pani 

lodos los ciudadanos, que ganinticc la asistencia y precaciones stK'iales suficientes ante 
situaciones de necesidjides, es|)ecialnienle en caso de desempleo. L« asistencia y 
prestaciones complementarías sedn lihies.

Sin entrar ahoru en valoraciones profundas del texto constitucional''*', hay que distinguir 

la doble protección prevista en el mismo; lo que se ha llamado los dos niveles de protección: Un 

nivel básico, contenido en la primera parte del artículo 41 cuya protección corresponde a los 

poderes públicos del Estado, y un segundo nivel complementario de protección que descansará en 

la iniciativa privada voluntaria'^".

Centrándome exclusivamente en el nivel básico de protección previsto en el texto 

constitucional, resulta evidente que el mantenimiento del Sistema de la Seguridad Social es función 

de los poderes públicos. Además, como señala Carlos Palomeque López'’*', "El modvlo 

constitucional üe seguridad social que diseña el articulo 41 C. se sitúa abiertamente -la utilización 

del término -ciudadano- como parámetro subjetivo de referencia así ¡o evidencia- en una óptica 

de deslahoralización del sistema, esto es, de consolidación del proceso histórico de diferenciación 

jurídica de la seguridad social respecto del orif;inario tronco comiín jurídico-lahoral. luí idea- 

programa de ¡a seguridad social incluye así como objetivo constitucional la protección de la 

población en su conjunto, y no sólo la asalariada o. incluso, la activa”.

En cumplimiento del mandato constitucional, la Ley General de la Seguridad Social, de 

20 de junio de 1994, establece lo siguiente:

(30) Acerca dcl anilisLs dcl licKctio a In SciniríJaJ Social en Li Coa%liluci<̂ n piicJc vcr>c;
PAIJ>Ml;Qi;h C a k i/js ; ' L os derecitos a la Scpirídiid Sucia! y a Li ulud en b CoattiluciiSn ", en DciccIk)
del TraKiio y de la Sc^rídnd Social en b Coaslilucirin (punencias revisadas presentadas al Simposio s»>htx: cMe 
lerna cclenrado en el Ccnln> de Esiudios Coatlilucionales en mayo-junio 1979); Madrid 1980; págs. 301 y ss.
Au»Nso O iJiA , M a n iie i .; "La ConMÍlueiAn y bs Tuentes dcl Denrclm del TtaKijo", en II Colixjuio sohte
icbciones bboratcs. tndiiulo de Rebcinncs Laborales de la Universidad de Zanco/ü: Jaca 28.09.78 a 01 10 78. 
(Ponencia miillicopiada.)

Í3 l)  C onfw nlar
Gak(.'Ia Bl.ri-:i>A.s, Gaiikii-:i.; "L.'i Seĵ iridad Social compleinciiiaria en Espoña". en III Conjiieso Nacional de 
Derecho dcl Trabajo y de b SeinJridad Social; Asocbcirtn Españob de Derecho dcl TraKijo y de la Seguridad 
&H'ial; GeiKialital Valcnciarei; Valencia 1993; pd|;s. 17 - 46.

(32) Pam>mi;Q»I: Lóimx. Carij»; "Los derechos a b..." (obra citada en b NPP n" 30. p-ip. 54); p.íj: .125.



Artículo L: Derecho de los españoles a la Seguridad Social.
El dercciio de los españoles a La Seguridad Social, establecido en el artículo 41 

de la Constitución, se ajustará a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 2.: Fhtes de la Seguridad Social.
El Estado, por medio de la Seguridad Social, garantiza a las personas 

comprendidas en el campo de aplicación de ésU, por realizar una actividad profesional o 
por cumplir los requisitos exigidos en la modalidad no contributiva, así como a los 
familiares o asimilados que tuvieran a su cargo la protección adecuada frente a las 
contingencias y en las situaciones que se contemplan en esU Ley.

Artículo 3.: Irrenunciabilidad de los derechos de la Seguridad Social.
Sen( nulo todo pacto, individwii o colectivo, por el cual el trabajador renuncie a 

los derechos que le confiere la presente Ley.

Artículo 7,: Extensión del campo de aplicación.
1. Estarán comprendidos en el sistema de la Seguridad Social, a efectos de las 

prestaciones de modalidad contributiva, todos los españoles, cualesquiera que sean su sexo, 
estado civil, profesión, que residan y ejerzan normalmente su actividad en territorio 
nacional y estén incluidos en alguno de los apartados siguientes:

a) Trabajadores por cuenta ajena en las distintas ramas de la actividad 
ectmómica o asimilados a ellos, bien sean eventuales, de temporada o fijos, aun 
de tnliajo discontinuo, e incluidos los trabajadores a domicilio, y con 
independencia, en todos los casos, de la categoría profesional del trabajador, de 
la fonna y cuantía de la remuneración que perciba y de la naturaleza común o 
especial de su relación laboral.
b) Trabajadores por cuenta propia o autónomos, sean o no titulares de
Empresas individuales o familiares, mayores de dieciocho años, que reúnan los 
requisitos que de modo expreso se determinen reglamentariamente.
c) Socios trabajadores de Cooperativas de Trabajo Asociado.
d) Estudiantes.
e) Funcionarios públicos, civiles y militares.
2. A efectos de los dispuesto en el número anterior no tendrán la consideración 

de trabajadores por cuenU ajena, salvo prueba en contrarío: el cónyuge, los descendientes, 
ascendientes y demás paríentes del empivsarío. por consanguinidad o afinidad hasu el 
segundo grado inclusive y. en su caso, por adopción, ocupados en su centro o centros de 
trabajo, cuando convivan en su hogar y estén a su cargo.

3. Asimismo, estarán comprendidi>s en el campo de aplicación del sistema de la 
Segurídad Social, a efectos de las prestaciones de modalidad no contributiva, todos los 
españoles residentes en terrítorío nacional.

4. El gobierno, en el marco de los sistemas de protección social pública, podrá 
establecer medidas de protección social en favor de los españoles no residentes en España, 
de acuerdo con las características de los países de residencia.

5. Los hispanoamerícanos, portugueses, brasileños, andorranos y filipinos, que 
residan y se encuentren legalmente en terrítorío español, se equiparan a los españoles a 
efectos de lo dispuesto en el presente artículo. Con respecto a los nacionales de otros 
países se estará a lo que se disponga en los Tratados. Convenios. Acuerdos o Instrumentos 
ratificados, suscrítos o aprobados al efecto, o a cuanto les fiieie aplicable en virtud de 
recipixKÍdad tácita o expresamente reconocida.

6. No obstante lo dispuesto en los números anteríores del presente artículo, el 
Gobierno, a propuesta del Ministerio de Tiabajo y Segurídad Social y oídos los Sindicatos 
más representativos o el Colegio Oficial competente, ptxlrá. a instancia de los inteit:5¡ados. 
excluir del campo de aplicación del Régimen de la Segurídad S<vial correspondiente, a las



pcniutiiLs cuyo intlNiju ¡Mtr cuenta ajuna, en uicnción a su jumada <t a su relrilHicitSn, piic<ta 
cuiisidenirse tiuirginal y m» cuiislilulivo de medio fundaineiitai de vid̂ i.

Como oonsccucncia del análisis de la regulación actual del Sistema de la Seguridad Social, 

se puede finalizar este apartado diciendo que existen dos niveles constitucionales de protecciiln: 

el nivel bdsico y el complementario. Asimismo, existirán dos tipo de prestaciones; Las 

prestaciones contribu tivas y l;ts no contributivjLS. Las prestaciones de carácter contribu tivo  se 

tlnanciarán, lundamentalmente. con las cotizaciones efectuadas por empresarios y trabajadores; 

mientras que Uls prestaciones de carácter no con tribu tivo  serán Hnanciad:is a cargo de kts 

aportaciones del Estado.

2.4. Conclu-siiines.

La tendencia hacia el Estado del bienestar al que anteriormente he hecho referencia, a 

supuesto un notable encarecimiento del presupuestt» de la Seguridad Social, debido a la inclusiiln 

de las prestaciones universales y al establecimiento de prestaciones no ctintributivas como las 

establecidas en la Ley 26/1990. Sin embargo, en mi opinión, el nu)delo europeo de protección 

social es un logro histórico que necesariamente debe ser mantenido, especialmente si consideramos 

la crisis por la que actualmente atraviesan los Sistemas de Seguridad Social basados en la 

protección privada como el existente en Estados Unidos. En este sentido, el modelo europeo 

debería .servir de referencia a los futiiros Sistemas de Seguridad Social que progresivamente se 

vayan implantando en los países denominados del tercer mundo a medida que ¿stos vayan 

obteniendo las estructuras y medios necesarios para ocuparse de la protección social. Actualmente 

exi.sten países de America Latina que e.stán debatiendo su modelo de Seguridad Social y que, al 

parecer, se inclinan por un si.stema más preocupado por la cobertura de Iils necesidades sociales, 

al estilo del vigente en el entorno europe»>.

No <*bstante. la cobertura de I;ls necesidades sociales por parte del Estado tiene la 

limitación económica citada anteriormente. Limitación que en la actualidad se ve agravada por los 

motivos sociológicos por todos conocidos; descenso de la natalidad, aumento del de.sempleo, crisis 

económica, etc. Además, el futuro incierto del actual modelo de Seguridad Social en España verá 

su punto de máximo riesgo a partir del año 2020, que es cuando empezarán ajubilar.se los nacidos 

en la década de los años sesenta (los hijos del "boom de los 60“).



El Banco Mundial ha realizado durante el año 1994 una serie de recomendaciones a los 

países industrializados, entre los que se encuentra España, para reducir los gastos sociales y evitar 

estrangular el crecimiento. Ahora bien, como he dicho anteriormente, el modelo europeo de 

protección social, dentro de sus disponibilidades económicas, debería hacer los máximos esfuerzos 

para mantener el compromiso social que históricamente se ha conseguido, eludiendo las tendencias 

absolutamente liberales de países como Estados Unidos. Estas propuestas del Banco Mundial y del 

Fondo Monetario Internacional fueron recogidas en España con muchas reservas, así, la práctica 

totalidad de los partidos políticos españoles se enfrentaron a las ideas propugnadas por dichos 

»)rganismos internacionales. En este sentido, el cíwrdinador general de Izquierda Unidad. JULIO 

Ancuita , manifestó que "/.../ ei F.M.I. es un ^trust» donde ¡a filosofia fúndamentai «  volver al 

capitalismo más puro y salvaje'. Por su parte, el presidente de la Generalitat de Cataluña. JORDl 

Pujol, consideró muy duras las medidas propuestas por el F.M.I., y dijo que "/.../ están hechas 

desde detrás de ¡a mesa, sin tener en cuenta que las actuaciones han de ser económicameme 

correctas, políticamente posibles y socialmente sensibles".

Ci>n posterioridad a las recomendaciones del Banco Mundial, los componentes de la 

ponencia sobre la Seguridad Social, integrada por los vualro primeros partidos españoles 

(P.S.O.E., P.P.. I.U. y C.I.U.) han suscrito, tras un año de trabajos, el acuerdo político de 

Toledo, comprometiendo a Gobiernos futuros con un modelo solidario y de reparto. Evitando de 

esta forma la implantación de un sistema de capitalización, evidentemente, menos solidario.

No voy a profundizar en el estudio de las conclusiones del acuerdo de Toledo porque, a 

pesar del interés que puede suscitar su comentario, escaparía a la intención del presente trabajo. 

Limitándome, en consecuencia, a recoger telegráficamente las recomendaciones allí elaboradas, 

que actualmente serán debatidas por sus respectivos grupos parlamentarios, y que determinarán 

el futuro del modelo de protección de las necesidades sociales en España:

Pació de Toledo entre PSOE, PP. lU y CIU.
1.- Las pensiones contributivas se financiaran por cuotas. Las asislc;nciales y la sanidad 
estanln a cargo de la impi>sicii5n general.
2.* Se creará un fondo de equilibrio para evitar problemas de financiación en años de 
crisis, a través de títulos públicos adquiridos en los mercadm oficiales.
3.* Las bases de cotización equivaldrán siempre al salario real, con un tínico tope miximo.
4.- A igual aportación, se recibirá la misma prestación.
5.- Mejora de los mecanismos de recaudación.
6.- Se uniftc.irán todos los regímenes actuales en dos: trabajadoivs fxir cuenu propia o por 
cuenta ajena.
7.- Mayor integración orgánica de la afiliación, recaud.ición y gestión de prestaciones.



8.- Avanzar en la reducción de cotizaciones siempiv que lo |>ennila el equilibrio nnancieru 
del sistema y el déficit público.
9.- Nuevo sistema de cálculo que orrezca mayor pro|x>rcionalidad entre la pensión y el 
esfuerzo de cotización realizitdo dunuite la vida |alH>ral. Muntenimieiilo de un;t prestación 
máxima.
10.- Facilitar la pnilongación voUuitaria de la vida activa ni.1s allá de los 63 años, sin 
recibir pensión ni cotiz;ir.
11.- Ganmtizar el mantenimiento del |K>der adquisitivo de las ¡tensiones mediiuile 
revalorizjtciones anuales en función de la inflación.
12.- Reforz:unienlo del principio de solid:md;(d en la media en que la sitiuición ñnancieni 
lo |)cnnila: elevar la edad máxima pani ivcibir pensión de orfand îd y mejoni de las 
prestaciones de viudedad en los casos de meti«>res in^re.sos.
13.- Mejoni del contn>l de la invalidez y la incapacidad laluinil.
14.- Los sistemas privados de |>ensionüs ser.in incentivados, siempre con carácter 
complementario al sistema pútilico.
15.- Seguimiento peritklico de las magaitudes que intervienen en el equilibrio ñnanciero 
del sistema.

En dctlnitiva, la perspectiva uctuui del Si.stemu de SuguriJuü Sociui se inclina 

detlnitivamente hacia el modeli) mixto de proteccltín previsto en el artículo 41 de la Constitución 

española, donde las pensiones contributivas se llnanciarán por Iíls cotizaciones de empresas y 

trabajadores; e.stando a cargo de la imposición general las prestaciones asisienciales y la sanidad. 

Del mismo modo, la Seguridad Social complementaria .será piUenciada mediante sistemas privados 

de protección de las necesidades, recogiendo la creciente preocupación exi.stente en tavtir de este 

tipo de protección complementaria'"’.

(3J> G a r c ía  Biu ' i j >a s . G a h k ii i .; "Lj  ScgurídaJ Social..." (obra cit.nda en h  NPP n“ 3 (. páj:. 54(; pdj:. 325



3. LAS FUENTES DE FINANCIACIÓN DEL SISTEMA DE LA SEGURIDAD 

SOCIAL.

Los rccursiis para lu ñnanciacidn de la Seguridad Social vendrán determinados, 

blsicamcntc. por la adopcirin del modelo creado en la alemania de Bism arck o . por el contrario, 

por el modelo basado en los informes de B everidge .

lin líneas generales'” ’, el sistema alemán estaba basado en la estructura de! seguro privado 

ct)n lu introducciiin de la cotizaci()n obligatoria a cargo del empresario y del trabajador, que 

sirviera para hacer frente a tos riesgos cubiertos junto con una muy reducida aportación estatal. 

K1 informe BEVERlDCn de 1942 propuso un nuevo mtítodo para la financiación de la Seguridad 

Social basado en una financiación nública para la cobertura de la salud y de las prestaciones 

familiares que tendrá carácter universal para todos ios ciudadanos, mientras que las prestaciones 

de sustitución de rentxs se financiarán mediante cotizaciones a cargo de los trabajadores y 

empresas como medio principal de t>btención de fondos. Sin embargo, como he recogido en el 

apartado anterior, estos modelos diferenciados han ido confluyendo a través de los últimos tiemp«)s 

hasta alcanzar los actuales sistemas mixtos de financiación.

l*n el sistema español de la Seguridad Social, los recursí>s y sistemas de financiación están 

constituidos por un sistema mixto, regulado en los artículos 86 y siguientes del nuevo Texto 

Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junii> de 1994,

Artículo 86.: Recursos ¡¡encriües,
1. Los rix-urMis pani ta nnanciaL-ión de la Seguridad Social estará ci>nstituidos

por:
a) Lis a|iortacioncs progresivas del EEstadi>, que se consignarán con carácter
(lennancnle en sas Presupuestos Generales, y las que se acuerden para atenciones 
es])eciales o resulten precisas {H)r exigencia de la coyuntura.
I)) L.1S cunla.s de la.s perM>nas obligadas.
c) ÜLs c.'Uitidades recaudadas en concepto de recargos, sanciones u otras de 
naturaleza análoga.
d) Los frutos, rentas o intereses y cualquier ntm producto de sus recursos
|uinmoniales.
e) Cualesquiera otros ingrtrsos, sin peijuicio de lo previsto en la OisposiciiSn 
Adicional Vigesimosegunda de esta Ley.
2. Li acción pnxeclora de la Seguridad S<via), en su modalidad conlnbutix-a. $e

(3Jí Temario Jcl Ccnlr» tic EmuJ íos FiiuiKÍcn»% pata las «>|Kwici<incs al Cucitm T¿cnioi> de b  AJminísJrach^n Je  la 
ScpiriJaJ S>vial



nnanciará iiiixlianle la aplicacúSn <lel conjunto de rccursas que se cilan en el núinem 
unleríor. sin |)efjuic¡o de las a|H>rlaciunes finalistas que al efecto se prevean en las 
corrvspondienles Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Las (Hrnsiones de invalidez y jutiilación y las a.sii>naciones económicas ]Kir hijo a 
cargo, en sus niodjilidades no contributivas, así como las ¡Lsignaciones econt^niicas piir 
minas valía a que se refiere el núnteru 2 del artículo 185 del la presente Ley, se financiaríin 
con cargo a las a|H>rtaciones del Estado al Presupueslt> de la Seguridad S(KÍal.

Anfculii 87.: Sistema finanderu.
1. El sistema financiero de ttnlos los Regímenes que integnui el sistema de la 

Segurid;td S«>cial sen< el de rc|tarto, |iara IihLls las contingencias y sitiuciones amparadits 
por cada imo de ellos, sin |>eijuicio de la exce|>ción prevista en el número 3 de este 
artículo.

2. En la Tesorería Genenil se constituini un fondo de e.staltili/jtcuSn único para 
todo el sistema de la Segurida<l S«icial, que tendnt |Mir finalidad atender las necesidades 
originadas |)or desviaciones entre ingresos y gastos.

3. Hn materia de accidentes de trabajo se ado])tani el sistema de financiacit^n que 
sus canicleristicas exijan, pudiendoestablecerse. |H>rel Ministerio lie Tr.d>ajo y Seguridad 
Social, y con carácter obligatorio, im régimen de reaseguro o cimlquier otro sistema de 
compensición de resultados, así como el sistema fuianciero de capitalizJicii^n de las 
pensiones causad;is por invalidez |i«nnanente o muerte, con sujeción al ciul las Mutiuis 
de Accidentes de Tralujo y Enfeniiedades Profesionales de la SeguridjuI Social y. en su 
C.1SO, la Empresas res|H)nsables del>enín constituir, en la Tesorería Genend, los 
corres[H)ndientes capitales.

4 .  L i s  materias a que se refiere el presente artículo serán reguladas |H>r los 
Reglamentos a que alude el apartad>) a) del número 2 del artículo 5 de la presente Ley.

Artículo 88.; Inversiones.
Las reservas de estabiliceitSn que no liayan de destinarse de niiHlo inmediato al 

cumplimiento de las obligaciones reglamentarias serán invertidjis de fonna que se 
ctHirdinen las finalidades de canicter st>cial con la oblención del gradi* d, liquidez, 
rentabilidid y segurid.'id técnicamente precisii.

Del ani{i\si.s Jtf estos artículos se desprende que el modelo Je Unanciación Je la Seguridad 

Social española estíi constituido por un sistema de reparto integrado por las dos modalidades 

comentadas con aterioridad, una contributiva, que se financiará mediante la aplicaciiln del conjunto 

du recursos que se cilan en el apartado I del artículo 86. y otra no contributiva, que se Ilnanciar<1 

con cargo a las aportaciones del Estado. En cualquier caso, en materia de financiaciiín habrá que 

tener en cuenta las perspectivas actuales recogidiUv en el acuerdo político de Toledo, al que he 

hecho referencia en el apartado anterior.



4. CONCLUSIONES.

Atendiendu a todo lo expuesto, el fundamento del privilegio del crédito de la Seguridad 

Social viene determinado por la necesidad de mantener el Sistema público de protección de las 

necesidades sociales. Dicho sistema, basado en un principio de solidaridad para hacer frente a las 

situaciones de necesidad, no puede verse defraudado por la debilidad económica del mismo 

originada por la existencia de un gran volumen de morosidad.

En el pre.sente capítulo he pretendido hacer una exposición esquemática de las dificultades 

por las que actualmente atraviesa el Sistema de la Seguridad Social y que están dando lugar a 

continuos debates, tanto nacionales como internacionales, en busca de nuevas medidas que 

permítan la continuidad del nivel de protección alcanzado. Sin embargo, las distintas fórmulas que 

vayan apareciendo en defensa del mantenimiento del Sistema público de Seguridad Social no 

servirían de nada si no se acompañan de instrumentos que permítan hacer efectiva la recaudación 

de los recursos de dicho Sistema. En este sentido, hay dos cuestiones que resultan fundamentales 

para lograr esa efectividad recaudatoria: por un lado, la existencia de un Reglamento General de 

Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social que permita llevar a cabo un 

procedimiento propio y específico de reclamación de deudas. Y, por otro lado, el privilegio 

otorgado a los créditos de la Seguridad Social por la normativa específica.

En relación con la primera cuestión, resulta evidente que el Reglamento General de 

Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social ha dotado de una mayor agilidad 

a la Tesorería General de la Seguridad Social para poder efectuar la reclamación de las deudas en 

un plazo relativamente breve. De todos es sabido que en aquellos momentos en los que los sujetos 

responsables del pago de las cotizaciones sociales atraviesan por dificultades de tesorería, el 

impago de las cuotas de la Seguridad Social se constituye en uno de los recursos utilizados ain 

mayor prontitud por los mismos. De ahí la importancia de la existencia de un procedimiento 

administrativo de apremio lo suficientemente ágil como para acudir al problema de la generación 

de la deuda con la necesaria inmediatez.

Asimismo, hay que destacar que actualmente las reclamaciones efectuadas por la Tesorería 

General de la Seguridad Social, a través de sus Unidades de Recaudación Ejecutiva, constituyen 

uno de los primeros títulos ejecutivos que se originan cuando se inicia una determinada situación 

de morosidad. Normalmente la generación de deudas no se centra en un único acreedor, sino que.



pi)r el contrario, habitualmente son varios los acreedores que coinciden en la ejecuciiln del 

patrimonio del deudor y. en estos casos, la posición del crédito de la Seguridad Social se ha visto 

notablemente fortalecida por la creación de las Unidades de Recaudación Ejecutiva y por la 

existencia de un procedimiento administrativo de apremio propio, constituyendo una evidente 

mejora respecto a la t;estión recaudatoria existente con anterioridad mediante los denominados 

conciertos de colaboración.

Junto a la necesidad de un procedimiento propio de recaudación que garantice con 

suficiente amplitud la reclamación de los descubiertos a la Seguridad Social, se hace necesario 

dolar a los créditos de ésta del privilegio que permita afrontar con garantías los supuestos de 

concurrencia con otros acreedores, pues, como he dicho anteriormente, de nada serviría la 

búsqueda de continuas fórmulas para el mantenimiento del Sistema público de Seguridad Social. 

Especialmente, si tenemos en cuenta la importancia de las cotizaciones en un sistema contributivo 

de financiación como el existente en España.

La preferencia de los créditos en favor el Fisci> es una cuestión que ha sido rectinocida 

desde los orígenes del Derecho. Sin embargo, la protección de los créditos que garanticen el 

mantenimiento del Sistema público de Seguridad Social es una cuestión de este siglo, debido a la 

reciente aparición de los miniemos sistemas de protección de las necesidades sociales. No ob.stante, 

a medida que se ha ido consolidando el actual Sistema de la Seguridad Social, el fundamento del 

privilegio de sus créditos ha cobrado mayor importancia, sin llegar aún a equipararse con el 

privilegio de los créditos salariales. Ahora bien, en mi opinión, la ju.stificación del privilegio de 

los créditos de la Seguridad Social es aún mayor que la de ios créditos tributarios, pues, si el 

privilegio de é.stos .se fundamenta en la necesidad del Estado de mantener los servicios esenciales 

de sn comunidad, con mayor justificación el Estado deberá proteger el mantenimiento del Sistema 

encargado de proteger las necesidades sociales previstas en el Sistema de la Seguridad Social. En 

este sentido, considero que el privilegio de los créditos de la Seguridad Social debería gozar de 

mayor sensibilidad entre la población. acercándo.se al otorgado a los créditos salariales, ya que en 

un sistema contributivo puede decirse que. en gran medida, las prestaciones sociales .son una 

especie de salario diferido. Debiendo considerarse la obligatoriedad del Estado en el 

mantenimiento de un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos previsto en 

el artículo 41 de la Constitución.

En consecuencia, quiero defender ahora la mayor justificación existente en la actualidad 

en el privilegio de los créditos de la Seguridad Social respecto a los créditos tributarios



históricamente protegidos.

Asimismo, la protección de los asegurados en la Ley del Seguro Privado'” ' ha sido 

argumentada significando su necesidad, debido a que las entidades de seguros venden seguridad 

en forma de promesa de una prestación, y aún es mucho más necesario si el seguro que practican 

es el de vida, pues ocurriría que muchas personas que durante bastantes años han estado realizando 

un sacrificio para mantener una operación de previsión, al final podrían verse defraudados, cuando 

sus circunstancias posiblemente no les permitirían reparar el descalabro'’*". Pues bien, si respecto 

a l()S seguros privados se puede decir que no deben truncar las expectativas creada.s en los 

asegurados, ¿Qué .se puede decir respecto de un Sistema público de protección que, ademis. es 

obligatorio? Evidentemente, el fundamento del privilegio de los créditos de la Seguridad Social 

está infinitamente más justificado que el de los asegurados protegidos por la Ley del Seguro 

Privado, debido a que las prestaciones del Sistema de la Seguridad Social tienen una serie de 

características ausentes en el seguro privado: I.- El Sistema público, p<ir definición, protege a los 

más necesitados. 2.- La inclusión en el Sistema de la Seguridad Social es obligatoria. 3.- El 

mantenimient*) del régimen público de Seguridad Social corresp«mde a los pt)deres públict»s.

Por último, quiero hacer hincapié en una cuestión fundamental para reforzar el 

mantenimient») del Sistema público de la Seguridad Social: el control del fraude. Bajo ningún 

concepto se puede permitir que mientras haya un gran número de ciudadanos que soporte 

regularmente con sus cotizaciones sociales el Sistema público de Seguridad Social, exista otro 

volumen de .sujetos obligados que, incidiendo en situaciones de morosidad, se beneficie del 

mantenimiento del Sistema por aquéllos que efectuaron sus cotizaciones. Máxime cuando la 

protección de los sujetos que puntual mente han realizado sus cotizaciones se puede ver amenazada 

por la falta de liquidez del Sistema. La única medida que cabe plantear en estas situaciones es el 

endurecimiento de la persecución de las conductas de morosidad, y esto debe efectuarse, entre 

otros modos, a través del privilegio de los créditos de la Seguridad Social.

(35) Confwiuar el capitulo 7“. de li scpinda jvirtc (páp. 411): ’Olris cnídili» privilcpiado»'.

(36) Caño Esi'L'UI;ku. Fijc;a.MXJ DH >■ Cano PaujI'. J. Ra.Mó.v dkl; “Comenüm» al RegUmcnio de onlcnaeiiSn 
dcl Sepiru Privado*; Madrid 1987; pip. 306.
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\. INTRODUCCIÓN.

La defensa del crédito de la Seguridad Social se efectúa generalmente dentro del

procedimiento administrativo de apremio regulado, en la actualidad, en el Real Decreto

1.517/1991, de II de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación de 

los Recursos del Sistema de la Seguridad Social'^^', desarrollado por la Orden Ministerial de 8 de 

abril de 1992.

No obstante, es preciso hacer una serie de matizaciones en torno al procedimiento de 

recaudación de los recursos del sistema de la Seguridad Social para alcanzar una mayor 

comprensión de la problemática que posteriormente se presenta al considerar la preferencia de los 

créditos de la Seguridad Social. Básicamente se pueden distinguir dos períodos dentro de esta 

recaudación: la recaudación en período voluntarlo y la recaudación en vía de apremio. A su vez, 

la recaudación en período voluntario puede dividirse en dos períodos: el reglamentario de ingreso 

y el comprendido desde el día del vencimiento del respectivo plazo reglamentario de ingresi) hasta 

la iniciación de la recaudación en vía de apremio.

En el presente capítulo realizaré un análisis del vigente Reglamento General de

Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social, así como de la evolución 

experimentada por los distintos organismos de recaudación ejecutiva que, en det'mitiva. son los 

encargados de velar por la defensa de los créditos de la Seguridad Social. Al mismo tiempo, 

considerando la actual redacción del Reglamento General de Recaudación de los Recursos del 

Sistema de la Seguridad Social, es importante recordar que el origen de esta disposición tiene su 

causa en la aparición del Real Decreto 716/1986, de 7 de marzo, que aprobó el anterior 

Reglamento de Recaudación, desarrollado posteriormente por la Orden de 23 de octubre de 1986. 

Este Real Decreto 716/1986 recogía en su exposición de motivos un doble objetivo, regular el 

procedimiento de recaudación de los débitos a la Seguridad Social en vía de apremio y facilitar 

y preparar el proceso de unificación con el procedimiento de recaudación de los recursos del 

Estado. Sin embargo, con posterioridad al Real Decreto 716/1986 se produjo la mixlificación del 

Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Estado, aprobado por el Real Decreto

El vipcnlc RcjilaincrUo dcbcri s¿r nKxJifíc:ido [xir un nuevo pnvcdimienlo, de conformidad a>n lo du>ixioto en 
la nueva rcdaccii'n de la Ley General de la Seguridad Social intnxlucida p»>r b Lej 41'lWl de 30 de diciembre 
(ver arts. 33.5 > 36.2. enlre oíros).



1.684/1990, üe 20 üc diciembre, y. sorprendentemente, en vez de intentar la unifícación de amixts 

Reglamentos de Recaudación, se efectuó la comentada modificación del Real Decreto 716/1986, 

de 7 marzo, por el Real Decreto 1.517/1991, de II de octubre, sin realizar la unificación 

pretendida por el Reglamento del año 1986.

Las modificaciones efectuadas tanto en el Reglamento de Recaudación de Hacienda como 

en el de la Seguridad Social, responden al necesario criterio de retundición de los continuos 

cambios operados durante los ültimos años, fundamentalmente a través de las leyes de 

presupuestos, cuestión lísta que ya he comentado en et capítulo primero. Ahora bien, la agilidad 

demostrada en la modificación de ambos Reglamentos puede dar la sensación de una extraña 

competitividad entre Ministerios, dejando a un lado, la idea que debería haber presidido la 

modificación, idea que no podía ser otra que el criterio unificador intentado por el Real Decreto 

716/1986. En cualquier caso, las nuevas reformas efectuadas con posterioridad a la publicación 

del Real Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre, y, en especial, la entrada en vigor del nuevo 

Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social aprobado pt)r el Real Decreto 

Legislativo 1/1994, de 20 de junio, modificado posteriormente por la Ley 42/1994. de 30 de 

diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social, hacen necesaria una nueva 

modificación del vigente Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la 

Seguridad Social.



2. LA RECAUDACIÓN EN PERÍODO VOLUNTARIO.

Antes du profundizar en el estudiü de este período de recaudación, quiero insistir en la 

distinción que existe dentro del período voluntario de ingreso entre el plazo reglamentario y el 

período voluntario propiamente dicho:

I P la z o  reglamentario. Que. según lo dispuesto en el artículo 25 de la nueva Ley General 

de la Seguridad Social , será el siguiente:

Artículo 25.-: Plazti rf^lamcnutriu de íngrtstK
Lis deudas c«n la Seguridad SiKÍal del)erán satisfacerle deniru de los plazm 

rc¡!lainenlaríi>s eslablecidus en las minnas reguladoras de los distintos recursi» ol>Jelo de 
las mismas. Si diciias dcudis se pajeasen fuera del plazo reglamentario, se abonarán con 
el recarjío de moni o de apremio fijados en la presente Ley.

Asimismo, lo dispuesto en el artículo 25 deheri ser completado por lo establecido en el 

artículo 64 del todavía vigente Real Decreto 1.517/1991. de 11 de octubre, debido a que la Ley 

General de la Seguridad Social no e.specifica el plazo reglamentario de ingreso de los recursos de 

la Seguridad Social distintos a cuotas:

Artículo 64.-: Tiempo de pago en plazo reglamentario.
1. Se considera plazo rej!lHnientjirío para que los oltligados al pago hagan 

efectivas sus deudas a la Seguridad StKÍal el plazt> fij.ido para su cumplimiento en las 
disp«)siciones es(>ecírica.s aplicables a los distintos recursos de financiación de los 
Regímenes que integran el Sistema de la Seguridad S<x'tal. o. en su caso, en el presente 
Real Decreto, y en sus noniias de aplicación y desamillo.

2. En aquellos supuestos que no esté establecido plazo para el ingreso de algún 
recurso de la Seguridad Sivial, éste se efectuará en un plazo que concluirá el último día 
del tnes siguiente a aquel en que se notifiijue su liquidación.

2.- Dentro del período voluntario se comprende también tixlo el tiempo transcurrido desde 

el día de vencimiento del respectivo plazo reglamentario hasta la iniciación de la recaudación en 

vía ejecutiva de conformidad con lo establecido en el artículo 33.1 de la Ley General de la 

Seguridad Social, en su nueva redacción dada por la Ley 42/1994. de 30 de diciembre:

Artículo 33.-: PnKedimivnio de apremio y titulo ejecuti\t).
I. Transcurridos los plazos fijados, en sus rcspectivus cas*is. en ios artículos 30



y 31 du esta Ley, sin que se huhierc safisfeclio la ileudit y cun indejK'ndencia del rix'iin>«) 
contciiciuiiivadininislrjlivuque los inlerejuidiis |)uedan foniiiilar, se pasan! aulüniáticainctile 
a la vía de apremio con aplicación del ci>rres|)ondiente recargo del 20 rt del 35 por 100.

Li exacción de cuotas en diclia vía ejecutiva se efecliiani mediante el 
prt>cedim¡vnlo administrativo de apremio se¡;uido ¡xir la Tesorería Genenil de la Seguridad 
Social.

En consecucnciu, la recaudaci()n en pcrrodo voluntario.se inicia con el plazo reglamentario 

de ingre.so y finaliza en el momento que. de conformidad con el citado artículo 33. l, se inicie la 

vía de apremio. Por tanto, Uks recargos de mora a los que vt>y a referirme, ílsí como al ingreso 

de la.s corres|M)ndientes Reclamaciones administrativas de la deuda o Actas de liquidacldn, se 

entienden comprendidos dentro del período voluntario. Pero, en realidad, ¿cuál es la diferencia 

existente entre períivdo voluntario y recaudaciiin en vía de apremio?, pues bien, la verdadera 

diterencia radica en que durante el período voluntario de ingre.so. aunque existan recarg<is sobre 

la cotizaciiín o exista una reclamucit^n admini.strativa. el ingres«) .se efectuará siempre por voluntad 

del obligado al pago, sin que puedan practicarse contra su patrimonio medidas coercitivas; sin 

embargo, en la recaudaci(5n en vía ejecutiva podrán utilizarse per parte del (Irgano encargado de 

la ejecuciiln las medidas coercitivas que correspondan, ordenándose, mediante la expedición de 

la providencia de apremio, la ejecución forzosa .sobre bienes y derechos del deudor, .según lo 

establecido en el artículo 34 de la Ley General de la Seguridad Social, en su nueva redacción dada 

pi>r la Ley 42/1994, de 30 de diciembre..

2.1. Recuuducí<)D de cuotas en plu/o re}>lumenturi«>.

Para delimitar el plazo reglamentario de ingre.si) de los recursos del Si.stema de la 

Seguridad Social, además de los artículos citados anteriormente, el artículo 71 del Reglamento de 

Recaudación dice lo siguiente:

Atlícuio 71. Plazo regUmmitario de su inj’rt'w. Lis cuotas de la Se{<urídad SiK'ial y 
demás conceptos que se recauden conjunlamente con aquiSlliLS se ingresarán denln> del mes 
siguiente al que corres|K>nda su devengo, salvo que se establezca otro phuo |x>r las nonnas 
que regulan cada uno de los Regímenes que integran el Sistema de la Seguridad S«KÍal.



Ahora bien, es preciso acudir a la Orden de 8 de abril de 1992'“ ', que desarrolla el 

Rcglamenlu de Recaudación, para poder comprobar las especialidades que regulan los distintos 

regfmenes que integran el Sistema. El anfculo 71 de dicha Orden de desarrollo comienza con una 

redacción similar a la contenida en el Reglamento, para proceder a continuación a recoger las 

siguiente peculiaridades:

A.- EN EL RÉGIMEN GENERAL; Se recogen las peculiaridades relativas a la cotización 

ct>rrespt)ndiente a los artistas y los profesionales taurinos; ambos regímenes habían sido integrados 

en el régimen general por el Real Decreto 2.62I/I986, de 24 de diciembre, junto a los regímenes 

especiales de trabajadores ferroviarios, jugadores de fútbol y representantes de comercio.

B.- EN EL RÉGIMEN ESPECIAL DE TRABAJADORES POR CUENTA PROPIA O 

AUTÓNOMOS; en el que el devengo de las cuotas tendrá lugar por períodos mensuales que 

coincidirán con los meses naturales, su importe se liquidará e ingresará dentro del mismo mes al 

que aquéllas correspondan. En este régimen están incluidos desde la publicación del citado Real 

Decreto 2.621/1986, los escritores de libros.

C.- EN EL RÉGIMEN ESPECIAL AGRARIO; en el ingreso de las cuotas empresariales 

pt>r jornadas teóricas'” ', así como en las cuotas debidas por las contingencias de accidentes de 

trabajo y enfermedades profesionales.

D.- EN EL RÉGIMEN ESPECIAL DE LOS TRABAJADORES DEL MAR; en el sistema 

de concierto de pólizas colectivas por años naturales y en el sistema de descuentos sobre el 

producto de la pesca.

E.- EN EL SEGURO ESCOLAR; ta cantidad que, como pane de la cuou. deben abonar 

los alumnos se hará efectiva en el momento mismo de pagar la matrícula correspondiente.

F.- EN LAS SITUACIONES DE CONVENIOS ESPECIALES; el plazo reglamentario de 

ingreso de las cuotas correspondientes será el establecido en las normas reguladoras del tipo de 

convenio especial de que se trate. Si de dichas normas no resultare plazi> alguno al respecto, se 

estará al establecido con carácter general en el párrafo inicial de este artículo.

G.- EN LAS CUOTAS CORRESPONDIENTES A SALARIOS DE TRAMITACIÓN; que 

deban abtjnarse como consecuencia de proce.sos por despido o extinción del contrato de trabajo por

(3X1 En adcUnic OnJcn tic Jevim)l]o.

(391 La Disp»>sici<5n Derogatoria (jnica de la Lc)‘ 41/1994, tic 30 de diciembre, de PrcsuixjcsJm CJcncialcs del Estado 
|viri t^S. xupríine b cotí/ación empresarial ai Régimen Especial Agrario de h Seguridad Social por jonudas 
telúricas.



causas objetivas, serd el de los quince días siguientes al de la firmeza de la sentencia a que se 

refieren los artículo 27S y siguientes del texto articulado de la Ley de Procedimiento Laboral.

H.- EN LOS INGRESOS DE LAS CUOTAS POR INCREMENTOS DE SALARIOS, 

MODIFICACIONES O MEJORAS DE LAS BASES, CONCEPTOS Y TIPOS DE COTIZACIÓN 

QUE DEBAN APLICARSE CON CARÁCTER RETROACTIVO; el plazo reglamentario 

fmalizarii. salvo que en dichas normas o actos se tlje otro plazo, el último día del mes siguiente 

al de la publicación, en el Boletín Oficial correspondiente, de las normas que los establezcan, al 

de agotamiento del plazo de opci*)n, al de la notificación del acta de conciliación o de la sentencia 

judicial o al de la celebración o expedición del título.

I.- EN LOS CONVENIOS COLECTIVOS; el plazo reglamentario de ingreso fmalizará 

el último día del mes siguiente a aquel en que deban abonarse, en todo o en parte, dichos 

incrementos en los términos estipulados en el convenio.

J.- EN LAS LIQUIDACIONES COMPLEMENTARIAS; las liquidaciones 

complementarias de cuotas que se abonen por medio de documentos de cotización emitidos en 

forma mecanizada por la Te.sorería General de lu Seguridad Social y remitidos a los .sujetos 

responsables del pago deberán ser satisfechas dentro del mes siguiente al de la recepción de las 

mismas.

K.- EN LAS SITUACIONES EXCEPCIONALES; en que los tres últimos días del plazo 

reglamentario fueran inhábiles o durante los cuales concurra, en general, una causa de fuerza 

mayor que impida a todos los obligados al pago realizar ¿ste dentro del plazo reglamentario 

establecido, el Director General de la Tesorería General de la Seguridad Social podrá ampliar 

dicho plazo reglamentario hasta el primer día hábil del mes siguiente, comunicándoh» previamente 

a Ixs Entidades colaboradoras.

Consecuentemente, puede re.sumirse que el plazo reglamentario de ingre.st) será el 

corresptmdiente al mes natural siguiente al del devengo, c<jn 1:ls peculiaridades recogidas en el 

artículo 71 de la Orden de desarrollo.

Dentro del plazo reglamentario de ingreso para efectuar las cotizaciones a la Seguridad 

Social, las posibilidades prácticas a realizar por el sujeto responsable del pago .son básicamente 

cuatro:

I.- Pago Total



2.- Ingreso exclusivo de las apt)rtaciones de los trabajadores.

3.- Presentación de los documentos de cotización en la correspondiente Dirección 

Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social o Administración de la 

misma, sin ingreso de las cuotas.

4.- No realizar ingreso alguno y, ademls. no presentar la documentación 

correspondiente.

Evidentemente, la obligación del sujeto responsable es efectuar el pago en su totalidad 

(supuesto l); no obstante, la normativa de recaudación del Sistema de la Seguridad S»>c¡al 

contempla la posibilidad de realizar, exclusivamente, la aportación de los trabajadores, 

correspondiendo a las cantidades no satisfechas la aplicación del recargo de mora o de apremio 

que se determina según el momento de su ingreso (supuesto 2).

Sin embargo, el supuesto que he recogido en el punto 3, es decir, la simple presentación 

de documentación sin ingreso de cuotas, podrfa suponer que. retenidas a k)s trabajadores en sus 

niiminus las aportaciones que a éstos les corresponden, si posteriormente no son ingresadas por 

el sujeti> responsable del pago, estemos en presencia de un pre.sunto delito de apropiación indebida, 

así lo ha considerado el Tribunal Supremo a partir de la Sentencia de 30 de octubre de 1971, 

señalando que se comete el delito de apropiación indebida del artículo 535 del CtVJigo Penal 

cuando Itts empresarios, habiendo retraído, al tiempo de realizar el pago de l«is jornales o salarios 

de los obreros, la parte de los mismos correspondiente a su cuota de cotización a la Seguridad 

Social, no le dan el destino que con-stituyó el único objeto de la retención y se apropia de ella, 

destinando dichas sumas a sus propias necesidades o a su propio benetlcio'"’. A la calificación 

jurfdico-penal de la apropiación empresarial de la cuota obrera comt» delito de apropiación 

indebida dedica una parte de su obra RoSARtO DE VICENTE MaRTInez'^", existiendo otros 

autores'*'* que han pnvfundizado igualmente en esta pniblemática'**’.

(40) Ver Scntcncia de 17 de fcbreix» de 1977; 15 de diiricinhrc de I97S; 20 de junM de 19S0; 25 de nn rro  de I9SI; 
28 de Mrpliembir de 1982; 28 de ahnl de 1983; 15 de diciembre de 1983. 7 de julio de I9S4; 24 de íebn:rx> de 
1986; 9 de junio de 1986; 9 de ivtubrc de 1986, ele.
V¿asc también U Scnicncia de 24 de dicicinhiv de 1986. rcíenda a la ictcncit'tn enirn»ahal de oiiXâ  del 
ImpucMo sobre la Renia de tas Peiv>nas Físicas. oMiducUi »iuc rccibc el mismo tratamicnio jurídico jxnal que 
la retoKÍiSn cnipre.uríal de cu<i<as de la Sejniridad Svtal.

(41) \'t('K.vn. M a RTINIV. Ro s a r io  ni;; "Dehlos contra b Secundad &vial’. Batvelona 1991, Páj; 117 y vs

(42) Diíi.iíado Li'irty. ’I j  dtviriru del Tribunal Supicinii s«ihrc la íalia de tnptw' de las cuotas obreras de b 
Setnirídad S«x:bl tvlenidas p»>r el eiiipiwirio, ¿es apritpbciiín indebida?*. Artuario Je Dcrcclv> Penal y Ciencias 
Penales. 1985. Páp. 238
Mow ijas CüKVa . Loki-V/ii; "El pn>blcina de b calitTcaci>Nn jurídico-pcnal del incumplunienio empresarial en 
inalcrb de alias y coli/acii n̂ de b cuiHa obrera en b Seguridad StVial' Anuario de b Hscvcb &\.-bl de 
Gtaiuda. VIH y IX. 1979-1980



i\»r tanto, lu simple prcsentaciiin de la üdcunicntacit'in sin ingreso de cuotas puede ser 

causante de un ilícito |>enai. pero la problemática de índole penal que en su caso se origine es 

independiente de la repercusii^n administrativa que produce la presentacii^n de documentacii^n. 

como veremos a continuaciiSn.

La cuarta fMvsihilidad existente en el pla/o reglamentario c«)n.siste en no hacer nada, es 

decir, no sólo no ingresar Ixs cuota.s correspondientes, sino, además, no presentar la 

docunientacii^n recaudatoria.

liste cuarto supuesto constituirá, con independencia de la posible responsahilidad penal (de 

idéntico contenido que el anteriormente contemplado), una intraccii^n administr.iti\a. calillcahle 

y >ancionahle como falta grave, en los términos y pnr el procedimiento estahiecido en la Ley 

8 l')8'<, de 7 de ahril, y dtri’. i ;  disposiciones de aplicacit în y desarrollo.

La obligatoriedad de presentar esta documentacii'»n \ iene recogida en el artículo 2().l de 

la Ley General de la Seguridad Social:

A r l ic u l t»  2 6 . - :  ¡ ' r f u - n h u i ó n  J f  /•»> l U u u n u  n t i n  J i -  y  í i n n ¡ u a \ i i i i 4>ii.

1. l.iíN sU|clo  ̂ i I lI  i l e K r a n  iltxiii.iTio ci>ii ' i i i c c io i i  .i !.«>

t()n n ;iliil;« lf>  que. i-ii t.ida m - ilc lm iu lv» p ro c n t .ir , i iu liiil il'lc in c iilc , I » n

din -uiiifiilos lie C iili¿ .K ió n  ilfiMiiaiiK'iitc c n m p liiiiin l.iiiu s  ilLMitf»» «Id 1)1.i/d fc y liU ik n la ri.i, 

.m nquc no iii^TeM-n I.in cuiil.ts ci>rns|>*iiuiiciili:N. Duhi*  i’ icm m iI.kkíii i» su l.ill.i priH Íiu ir;tii 

los f l«x tu \  en l;i pru-scnle Ia'V > en sus ihs|>t>sK h n u s  lU- .i|i|u.k i.tii \ ili's;iiii>llit.

A excepcii'^n del pago ti>tal. que supone el cumplimiento de la obligacii^n de coti/ar. los 

restantes supuestos producen un doble electo: I S o b r e  los recargos a aplicar por lalt.i de ingreso 

en pl.i/,o reglamentario. 3.- Sobre la deducciv'^n y compensacii'in en lo.s documentos de c<'U/acit‘>n 

La aplicacit^n de los recargos que corre.spondan la voy ;i anali/ar dentro del siguiente 

apartado, aquí únicamente voy a hacer rel'erencia al segundo de los electos

La posibilidad de descontar en los dt'cumentos de i..)ti/aci»''n las bonificaciones, 

reducciones y t>tra.s deducciones que tengan reconocidas los sujetos responsables del pago, asi 

como la compen.saci»'Sn de las cantidades abonadas como consecuencia de la colalv)racii“>n 

obligatoria en la gestii^n de la Seguridad Social. s«>lamente existirá en el supuesto previstn en el 

citado artículo 26 de la Ley General de la Seguridad Social, en la redaccii'in introducida por la Ley

i4.M|...conttnuacii‘)n)
(4.M Itiualinciilc habrá que cutisidcnr lo JisfnicvUi en el pmvcclo Je  l.i Ley OrjrániiM ><'r b  que se muJiriean 

Jetcniiiiuilos prcceplo\ del C i^ipo Pen.il rrb tiv in  a loMlehIm emitri b  li.icieiKlj Piih ica v contri l.i Sci:iind.iJ 
_________&vul___________________________________________________________________________



42/1994, üe 30 de diciembre, que en su apartado 2 dice lo siguiente:

Artículo 26.*: Presentación de ios dtKumeníos de cuttzaoón y compensiición.
2 . L a prcscnlación de los d«)cuincnlos de colizaciiSn en plazo rct,'lanicntano 

|ieniiitíni a los sujetos responsables comjwnsar su crédito por las prestaciones aUimuks 
como consecuencia de su colalMiración ubiigaturía con la Segundad Social y su deuda por 
la cuotas debidas en el misino período a que se refieren li>s documenti>s de coiizaci(\n, 
ciudquicra que sea el iiioincnto dcl pago de tales cuotas

Fuera del supuesto regulado en este núii)ert>, los sujetos responsables del pago de 
cuotas no [HKlrán con>[>cnsar sus créditos frente a la Scgund;id SíVial pt>r prestaciones 
satisfechas en régimen de jiago delegado o pt»r cualquier otro concepto con el im|>«)rtc de 
aquellas cuotas, cualquiera que sea el momento dcl pagi> de las misiiias y hayan sido o n<> 
reclainud îs en ¡>erí»)do vt>luntano o en vía de apremio, sin p o r ) U i c i o  del derecho de los 
sujetos reN|x>nsables para solicitar el pago de su?. res|K\;tivos créditos frente a la Tcs4)reria 
General de la ScguritLid Si>cial o a la [Entidad gestora correspondiente.

Nt» obstante, cuando se efectúe exclusivamente el ingreso en plazo de la aportacii^n Je ios 

trabajadores, simultáneamenle se presentará la documcntacii^n corresptindienle a las aportaciones 

que no se ingresan, lo que permitirá la ci>tnpensaci»'tn de créditos a ia que estoj hacicndt» 

rctcrcncia.

I:n consecuencia con tt»<Jo lo expuesto, el artículo 74 del Real Decreto 1.517/1991 ha 

quedado modificado por la actual reda,. . del artículo 26 del nuevo Texto Refundido de 20 de 

junio de 1994, con la nueva redacciiSn dada ptir la Ley 42/1994, de .̂ 0 de diciembre

Hrtfios de lu falla dt* ciiti/^dón en plazo rfjjianientario.

1:1 todavía vigente Reglamenti* General de Recaudacii^n Je los Recursos del Sistema de la 

Seguridad Social, aprobado por el Real Decreti» I.5I7/19*)I. de 1 I de octubre, establecía en el 

artículo 6.S (hoy tácilamenie derogado) los electos generales priKÍucidv>s por la realÍ7acii"ín Je Ion 

ingresos fuera del pla/o reglamentario. Asimismo, en los artícuh)s 66 y siguientes establecía los 

distintos recargos que pudieran correspimder a los recursos del Si.stema de la Segundad Social no 

ingresados en plazo reglamentario. ILstableciénJose también. p«.»r dicho Reglamento Je 

Recaudaci^^n, los Requerimientos de cuotas y las Actas de liquidacit^n como documentos 

aJministrativos Je reclamacit^n Je deudas.

Posteriormente, la Ley 22/1993. Je 29 de diciembre, de mediJa.s fiscales. Je retorma Jel 

rtigimen jurídico de la funcii^n pública y de la protecci»'Sn ptir desempleo. mihJifict'S. en la 

DisposicivSn Adicional Dutniécima. los recargos anteriormente establecidos.



El Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con la intención de elaborar un nuevo

Texto Refundido en el que se integren, debidamente regularizados, aclarados y armünizad<is. los 

textos legHles específicos de Seguridad Social y pn)tección por desempleo, y atendiendo a las 

autorizaciones previstas en las Leyes 26/1990. de 20 de diciembre, 22/1992. de 30 de Junio y 

22/1993, de 29 de diciembre, aprobó el nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social.

Sin embargo, a pesar del intento de sistematizaci<1n del nuevo Texto Ret'undidi), solamente 

6 meses después ha sido profundamente relormada en la materia que ahora estoy analizando por 

la Ley 42/1994. de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden s*>ciai.

En definitiva, los efectos de la falta de cotizacii^n en plazo reglanjentario se regirán por 

l«i dispuesto en la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994, en su nueva

redaccii^n dada por la Ley 42/1994, de 30 de di'Membre.

2.2.1 Recargos.

La nueva redaccii^n del artículo 27 de la Ley General de la Seguridad Social establece los 

recargos de mora y de aprenúo aplicables a las cuotas:

Artículo 27.-: Rtnir>;(>\ de ninni v i/c npninio <i¡iliíithlf\ n la\
1. T r;«n> v ,iirru lit e l p l .iz o  rcj;l;tm i;iilH rii>  c M ;ilile c u lo  p itn i e l ilc  !;»> LiinlitN ;i 

1.1 S c y iiru l iu i  S tK i.il m u  in j i r c s o  lic  l:ts ii iis i im n . sc ( l f v c n g ;u : in  a i i lo m .i l ic a i i ic i i lc  lo s  

M g u ic iitc s

1.1 Ciiandii li» NU|fl«»s rcs(xin.s;il>les ilcl payo hul'icran (ucM;ntailn los dt»vuinfiil<*s
de dcnini ticl plaz» rctrlaincnlano;

a) Retariín Je mura del 5 |x>r 100 de la deuda, m aln)naren las cuDlas iletmLis 
dentro lie los dos iiicse.s naturales sigiiientcs al ilel venciinieiilo dtl pl¡i/.o rc{.*lainentano.

h) R ecargo de m ora del 20 |M>r 100, si al>onareii las cuo tas deliuLis después del 
V encim iento ilel p lazo  a que se refiere  el apartado  a) p receden te  y antes de in iciarse  la vía 
de ap rem io .

c> K ecaryo de ap re tino  del 20 |io r  100, si a lionaren  las cuotas dehuLis después de 
m iciarse  la vía de ap rcn n o .

1.2 Citando los s«|clos resjH»nsal>les del payo m> hubieren prcsentadii los 
di*ciimentos de cotización dentro del plazo reglamentario:

a) Recargo de inora del 20 |Hir 100. si alomaren las cuotas debidas antes de 
iniciarse la vía ile apremio.

Ii) Recargo de apremio del 35 |M>r I0<). si alxMiaren las ciK'las dehidiis después de 
iniciarse la vía de apreniit).

2. Ciundo el OTiyen o cansa de la mora sea imputable a error de la 
AdministnciiWi, sin que la inisn>a actúe en calidad de empresario, no se apItcanS recarg«i 
alguno |xtr moni, inde|>endifnlcmente de la obligación de resarcir al trabajador de |i>s



prejuicios que üictui mora hubiera {xxlido ocasiorurles.

Comti puede obser%'ar.se, el apañado primero diferencia dos supuestos: cuando hubieran 

presentado los documentos de cotización dentro del plazo reglamentario, aun sin ingreso de cuoia.s. 

y cuando no hubieran presentado la correspondiente documentación.

En los apartados h) y c) del apartado primero se aplica el mismo recargó) del 20 por 100, 

que en un caso será de mora y en otro de apremio. Diferenciándose uno y otro por la p«)sihilidad 

de proceder ejecutivamente contra el patrimonio del deudor en el supuesto del apremio.

i£l apartado 1.2 ha venido a claritlcar la confusa redacción que había establecido la Ley 

22/1993 en esta materia; a partir de ahora quedan perfectamente delimitados los recargos de m»)ra 

del 20 por 100 y de apremio del 35 por 100.

A continuación, el artículo 28, en su nueva redacción, determina los recargos de mora y 

apremio aplicables a las deudas que no sean cuotas:

Anfculu 28.-: Hrcarf^m ütr mura v aprttmo apUcahlea u Itu deutlca ifuf rui uu/i /mr
CWilM.

1. UiN dcudii.s con la Segundead Social que (enrían el canúler de Je
derecho púMico y cuyo objeto esté con.stituido jmr recursos di.sliiitos a cuota.s, rc».-aíj:os o. 
en su c'iis«>, intereses sobre unas y otros, se incremeiiiaran con un recari;«) Je in<>ni Jel 20 
|)or 100 cuando se pâ ’uen fuera del plazo reglainenlani> que tengan cstahlecidi).

2. Si la deuda fuere satisfecha dcspu«fs de iniciada la vía de apremio, el rê ar̂ M 
de esta natiintieza aplicable será asimismo del 20 por ICO.

Ahora bien, en mi opinión, puede existir una contradicción entre el anícuin 28 \ el 

anículo 30.3 de la citada Ley General de la Seguridad Social, en su nueva redacción dada por la 

Ley 42H994; toda vez que el apartaJv* 3 del artículo 30 dice que 'en ¡uí deuJa^ nivo ohjeio ¡ean 

recursos lic la SetiuridaJ Sodol iUstintos a cuotas, si, vencido el plazo rejilamentario estahlecidn, 

no se hubiere efeauuJo su paiíii en ¡a cuantía Jijada en la reclamación de la deiula por la 

Tesorería General no impugnada, se incidirá auiomáíicamente en la situación de apremio t <>/i 

aplicación de recarf^o establecido en el artículo 2S de la presente U '\'. Sin embargo, el apartado 

1 del artículo 28 dice que eslas deudas se incrementarán con un recargi» de mora del 20 p<)r 100 

cuando se paguen fuera del plazi* reglamentario que tengan establecido. En con.secuencia, si 

vencido el plazo reglamentario inciden automáticamente en apremio ¿cómo puede existir un 

recargo de mora? La única posibilidad pixlría venir p<)r la %ía del recurso» ordinario que. una vez 

resuelto, permita el ingreso con recargo de mora, pero nti parece que esta sea la intención prevista



en til apartado 1 del artículo 28.

2 .2 .2  R v c lu m u c iu iK 'S  d e  d v u d u .

1:1 artículo 30 del nuevo Textt) Retundido de la Ley General de la Seguridad Social, en 

la redaccit^n introducida por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, establece lo siguiente:

A rtic u lo  3 0 .- : Keclmmuión de lifuJits.
1. Vencido el |i|;w,o rtfj;liiiii<íiimrio mu injjrcMi dt las cuulaN dc1iida>. la Tcstircría 

General de la Secundad StKial reclamará al Mi|eto res|><>iisaMe el iiii|Hine de dichas 
cuotas. uicreiiienlandt> su ini|Hirle con los rev.aryt»s tjue prtvedan ctmíonne a ti> dispuesto 
en el número I del artículo 27 de la presente Ley, en los si¡.Miieiites supuestos;

a) Falta total <le coli/uicu îi res|H.-ct«i ile los tral>a|aJores dailos de alia y tiyiiraJos 
en los divuiiieiilos ile coli2 îción pieseiitiulos en plazo re{:lainenlario.

b) l'alla de pa¡:o de cuali{iiiera de las a|>*tr1aciones ijiic iiile};ran las cuotas cuando 
>e hubieren presentado eii plazo reglamentario los docuinenlos ile coli¿:tcuSn.

c) Diterencias en las cuotas debidas ]H>r trabaiailores dailo>i ile alia m cu los 
recafj:»>s aplicables a tas mismas |Hir cm>res en las liquidaciones praclicadas en los 
dts;uinenlos de coii¿;tcii')ii presentados en plazo reglamentario, siempre que lales 
diferencias resulten directamente de dichos diviimentiis.

d) Deiitliis ]>or cuotas relativas a Irabaiadtires ilados de alta inclitiJ>is en los 
Regímenes E-s|>eciales de los Tnibajadores |i<ir C'uenla Propia o Aulonomos y l'.niplcados 
de Hoyar. (H)r ciKilas tl|a  ̂ ilel Rét'imen í:s|>ecial Â ’raiio y del RétMiiien l;s|>ecial de 
Trabaiailore.s ilel Mar. así como las rclali\as al Seguro Hscolar y cualquier <ilra cuota ti|a 
que se establezca.

e) T o iL is  aquellas dem ias |>or cuo tas c ii \a  liqu idación  no  corres|v>nita a l.i 
ltis|»ecci*>n dv Trábalo y S ecu n d ad  S i t ia l .

2 . Los im|>orles que figuren en las reclamaciones ile deudas |>ot cuotas. 
iinpiiynada> o no. del<enin ser hechos ete^lnos hasta el último día hábil del mes siyuienle 
al tle su notihcacion, incidiéndi>se autiunálicamenle. en casi> de impago, en la situación 
de apremio.

3. Ln las deudas cuyo  4)b)eto sean recursos de la S egundad  S*k u 1 distin lo» a 
cuo tas , S I .  vencido  el plazo reg lam en tario  estab lec ido , no se h iiiuere etec liiado  su pago en 
la cuantía  lijada  en la rechunaciiin  de la deiuLt |>or la Tesorería G enera l n>> im pugnaila , se 
UKidira au tom álicam en le  en la situación  de ap rem io  con ap licacu 'n  del recargo  estab lec ido  
en el a rticu lo  28 de la p resen te  Ix y .

4. Si. trente a las reclamaciones «le demias a que se reliereii los númen>s 
anlen<>res, se tomulare reviirso ordinario, su mleqv,tMcióii no su.s|>eiKler:i el prtKedimienlo 
recaiuLitivrio, salv»i que se garantice con aval suticienle o se consigne el iiii)H)rte de la 
deiiiLi. inchml»>. en su caso, el rivargo de mora en que se hiil>iere inciirrido, en cuyo 
suplicólo el im|M>rte de la deuda lijaiLi en la resolución administrativa recaída ilelnrrá 
pagarse dentro de los quince días siguientes a aquél en que se nolitique dicha resolución, 
incidiéndose automáticamente, en «)tro ca.so, en la sitiiaLión ile apremio.

Del análisis del presente artículo se extraen una serie de modillcaciones y mivedades de



gran importancia para la gestidn recaudatoria de la Seguridad Social, que pueden resumirse en los 

siguientes puntos:

PRIMERO.- Se vuelve al sistema de la reclamación de deuda aunque haya existido 

presentacitin de documentos o inclus«) ingreso de la aportación de los trabajadores, ai estilo de las 

históricas Notificaciones de descubierto reguladas fx>r el antiguo Reglamento General de 

Recaudación de los Recursi>s del Sistema de la Seguridad Social (Real Decreto 716/1986. de 7 de 

marzo): dent>minándose aliora Reclamaciones de deudas.

SEGUNDO.- No se incluyen en este artículo, ni con la denominación actual de 

RccIaniacioneM de deuda, los denominados Requerimientt)s de cuoia.s. cuya expedición procedía 

klsicaniente cuando había falta de cotización por la totalidad de las aportacioneN sin que el sujeto 

responsable hubiese pre.sentado lo.s ducumentos de cotización en plazo reglamentario. En la 

actualidad, los antiguos Requerimientos de cuotas serdn reclamados mediante Acta de liquidación, 

de conformidad con el artículo ,í| de la Ley General de la Seguridad Social.

TERCERO.- Quizás la novedad má.s importante que aporta la nueva redacción Je la l.ey 

General de la .Seguridad Social consista en la automaticidad de la vía de apremio prevista en el 

apartado 2 del citado artículo 30, De esta forma se suprime la expedición de la Certificación de 

descubierto conu» documento administrativ») que daba lugar al inicio de la vía de apremio. . \  partir 

de la nuHÜflcación, el inicio del pnicedimiento de apremio se pr»Klucirá. como m is adelante 

desarrollarjí, por el simple transcurso de los plazos, sin necesidad de expedir un nuevo dt'cumenio 

de reclamación de la deuda, a excepción de la l'rovidencia de apremio para proceder ci»ntra el 

patrimonio del deudor.

CUAR rO - Anteriormente he comentado la p«isible contradicción e.xi.stente entre el artículo 

28 y el apartado del artículo .10; me remito pitr tant»» a lo expuest*) en el apartado anterior

QUI.N'TO.- En el apartado cuarto se modifica el sistema de mipugnación existente hasta 

la actualidad, estableciíndose el recurso *irdinario, en clara adaptación a la Ley Orgánica .̂ 0 1992 

de Regin>en Jurídico de las .Administraciones Püblica.s y del Procedimiento Administrativo Común, 

de 26 de noviembre de 1992 “ .

(441 Lc) ,'0 ' Jc  26 Je  N oncm hrc <13 O L n “ TS-S) prrscnla un inif^ 'rtjnic f>n'blciru iiU eryal4tivo
Lj  Di'|>>'4K'ión j J k' iih u I mtvU o p cctfu 'a  en vu 2 que Jc  fc v n in  de b
S .\:u l wr n:j:irán p«'r lo dispuesto en lu c\i'ecifu-a Sin cinKirí:‘t. Li dni»\ici.Vn 3J k-mil>I tea -en
o tab lcec  que-

R^íLim^nurum^mf en pLízo uV ifi% mí'tc'i a  fwrrtr J r  Li rninuLi <n dr r j í j  ljr>. 
if llfinrá <J Li a Lt mnm Jf /ji n<»mvji rrguLjJcriüi Jr h'i Jjstinti'f

(continúa...^



Del mismi) modo, la ¡nterposiciiln dcl recurso no suspenderá el procedimiento 

recaudatorio, salvo que se garantice con aval suficiente o se consigne el importe de la deuda, a 

diferencia de U> que ocurría anteriormente con la inipugnacii^n de los Requerimientos de cut>tas.

2.2.3 Acias de liquidudiiii.

El citad») artículo 31 de la Ley General de la Seguridad Social, en su nueva redaccii''n. dice 

lo siguiente:

Artículo .^1.-: /k'frtv </«• Utfuulacum de cui>t4i%.
1. P riK -ciien» 1¡« c x |K 'd ic ió i i  ilo  a c ia s  d i; li i |im la i.> ó ii e n  la s  i lc iu la s  ¡x ir  ( .u n ta s

(•Wi(...cuntinuacitSn)
prm't’Jinuf 'iUin ii, lriuniilríili\in.  cttii/i/H iiru ijiif i fu  ui rij/iyo , io n  ru fo it i’/i Ji-  /« i
e ff ih n  f\linki¡<in¡'í n  J i ’ tfilirikjhiriiii i / i u -U i/ i i lu  r t w l u í i i 'n  f i c r f u i f i r i i l u Z i H

A su \ t f ,  Li Disivisicu'!! iransiioru  scfuiula Jcicnniita  el a 'üiiiicn ir)usiti>n>> Je  liis i'n'vciliimciiiiis

I  H  / i > i  prtui-tlínuirnioi > i i  in iiu iJ tn  .inhrt J f  U i’niríuU fn  \i^o r  i /< *  Li n,¡ /< • »
iirr¡i Je .ip h íii^u ’n U: nutrri./. n v v n . / n i i '  pi>r U ^in:fn<>r 2 L n  p n iin iim irn i,'!
m u u U i'i Jurante et phK o J f  i j . / i ' i u . u i d n  i i ‘nlfrnpLh¡i‘ en U¡ J n /» 'i i í i i ‘n ¡erieru  * f
rei;itiin por lo Ji\pue\ti> en la n o m vtlt\u  an lennr ,fue leí ^ea Je  ap liía iii'n , u tlio  que í i 'H 
a n len n n J .iJ  a la e ip iranon  Je  tal plazi) h .i\a  eniriijir en \¡^or la n t im u tn a  Je  . ¿ . / • ' l U j i i i i n  
iiirre\pi>ruitenie, en  t u v n  /< > >  priueJir7uenti>\ ¡nituíiiin c»n ptiM enunJiUl a \u eniruiía 
en i i v * " ’ .  re¡;ulartin por la itUt^Lj f n > m i í i / i u j  .i. A Im  pro teJim ien lm  inuituiiis inn  
po\¡eniiruUi.i al lernttnn Jel plazo Je  ten  nietes a ¡/ue i f  refiere la Jn ih i\u ió n  iU nw ruii 
teriera. leí \era Je ap lu a iió n . en  i í ; i d .  Ih J i\p u eu o  en la presente

A Li viüta Je  lo ct|Hii;sIi). la prct-'iiiiU c> ^DclK'rj el Kc];ljiiicr.li) tic
Rcc.itjJ,iCK'it Jc l Si>lciiLi Je  b  S cp in X iJ S.vuil j  1j mu-v.i l.e> Kn ini rvMilla cviJeiile que
cst.i .iJjplaeu 'ii J e K 'n  [vali/arsc. ciilenuieiiJo que la >.(k:e|vu''ii e><iileiii>la eii la I)is|k)sK'ió[) AJiei'<iul ScUa 
Jehcna  re len rsf c\eliisi-kaiiifiile a la Je l.>s aeln» Je  (lestn'ii rveatij.iln tu  (Jcill»islráikl.isc atnr.i lo
eonlran»»). iicni lo» a la ln laliJaJ Je  la.s Jisjs>sKii'iies eniiIeiiiJas en el Ke|;lj|ti<-|il>) General Je  Rc4,-.iuJj»;ii''ti Je 
li>> K ecinv’s Je l Sisteiiu Je  U Sei;unJaJ S-vial, pties tal uiter|<aiact>'ii sii|xii>Jría Jc jar la i;cs*ióii av -iu J jlo n a  
Jel Sislenu Je  la Se^iunilaJ S>vul aislaJa Jel rvMo Je  los pnveJiiiiic iilo i a Jin in isln livos, eiieblii^ii que 
eviJciilciiicni- ik ' nene niiiiiuii scm iJo, cspecialiiíciilc si e.in.siJeranv>s la tciKlcrKia iinifieaJora prrtci>.liJa |s>r 
l a l . e y . í O l w :

piisicnonnciile, el Real Deerelo Ley 1 4 ';‘)'')J. Je  4 Je  Ap'sji», Iti iixvtitU 'aJo la l)is|>>siei.4n A Ju io iu l 
Fervera > la Disposición Tninsiliina Sci.’u n d i Je  Li l.c> .101*192. Je  2b Je  Noviciiihre, inotiilicación que es 

justit'ieaJa cii su c\p<'sicuSn Je  M .ilisos

Ame la impoMhiluLiJ Je  re íu rn r  al priHeJirnientn lei;al orJirum o, Jehuh) <J la lelehracu^n 
Je  Lli recieniet e le iíju n e f ^eneraleí, untJa a lo i/iie a m eieJe. íi" ju in f i ia  la e\irai>rJiruma \ uniente  
n eceu jiu i Je  anxphar meJum te Real D etreut L t \  h>\ plazn\ eu a h le tiJo i en Ui í ^ \  M>H'^2. t\tra . Je 
en e  miH¡n. lulrmnar el p r in e u ' Je ittleiu^iaón io n  t¡\Lií Ln naranríat n e te ta n a í, lem enJii en tuenta  
aJertu i la reiienle reeu nurura íión  Je  D efw ram enhií rtunnlenalet apr<<f><kU rrwJtanie Real [)eireto  
1 17.1 ¡ W i .  Je  l i  Je  ju lio

En eonsceiieneu. la rcJaeen 'n  acliial tu  qucJaJn  Jc l sígnen te  nioJo

DisfhiUCúiit A dicutnat T trc tra .- Het,’latttent(irjarrvnle, en el plazo  Je  J iea o ch o  m etei a pitrur Je  la 
eninuLi ert Je  e tia  Ix ^ . te Uewirá a e le iio  la O tieimuión a la nuirru Je  la i ni>rmai re^uliulotai 
Je  h>¡ J iu in tos proieJw aenhH  lU rrum uralntn , íiuih^mera t/ue }ea ui rango, to n  e¡peií/¡<a mendiga 
Je to i e fe tio í e ítim ,ih 'no i o  Jeieinm¡Ui<nos ¡¡ue la Jaita Je  reioliniAn e tp re ia  p ro ju z ia  
■XpaniuJo J d e  la DiifMUctón Tran\iloria Sr^u iu ia .- .4 lo¡ proieJirruentm  iniinU »¡ a m  p o u e n o rn l,d  
al ifrvuno  Je t plazo a tiue se refiere la Jifpt>uiv'>n lAÍiíiontil te ñ e ra  le* len i Je  i/p lm im ^n . en h J o  
tv í i ’, lo Ji\puesio  en la preiente Ley



tiríginadas ptir:
a) Falla de afiliación o de alia de iratujadores en cualquiera de lus Regímenes del 

sisteiiiu de la Stgurídad Social.
c) Falla de cotizacii^n pur irahajadorcíi dados de alta, cuando d  sujeto responsable 

iu> Laya presentado lus documentos de cotización en plazo rcglaInenla^(^ así ct)ino por 
tralujadores no figurados en tale:» documentos aunque éstos se prei>enten dentro de diclio 
plazo reyloinenlarío.

Las actas de liquidjición de cuotas s«. levantarán por la Inspección de Trabajo v 
Seguríd;id Social, notificándose en lodos los casos pv>r la Tc.s«irería General de la 
Seguridad St>cíal, que, asimismo, notificará las actas que figuren en el divuniento único 
a que se refiere el núiiien> 5 del presente anículo.

2. En la Dirección Provincial de la Te,si>reria Geneml de la Segundad Si*cul 
existirá una unidad de la lns|)«cción de Tniiiajo y Scgund;iJ Sk>cial |>ara el ejercicio de las 
I unciones descritas en el iiúiiiero antenor. y las esj>edTic;ts que le encomiende la TeMireria 
General de la Segundad Social en el ámliito dt la gestión recaudatoria y en el de la> 
com|>eteiicias de la lns|>ccción de Tralujo y Segundad Social.

Diclia Umd;td ctnirdmará las actuaciones que en esta materia y e.i %ii rc^pc\.livo 
áiiibito temional realicen los lunciDnarios de la ins|>ección de Tralwjo y SegtiridaJ S»K:ial 
no integrados en la Unidad.

A caiia iinid^id de la lnsi*cccn)n de T rab .ijo  y S eg u n d ad  Social se ad scrib irán  los 
tunc io iu inos de la ins|>ección de Trat'ayo y S eg u n d ad  S*K.ial que se considere  necesario  |v>r 
ct .M iiiisteno de T ralu iio  y S egundad  Social, de|>cndiendo en IikIo K> re lacionado  «.on el 
e |e rc ic io  de sus tunciones msi>ectoras de la D irección G eneral de la Ins|ies.ción de Trafvij» 
y  S eg u n d ad  S tv ia l, con  qu ien  se re lacionarán  d irevtiunente.

No obstante lo dispueslt» en el {lánrato antenor, los tuncionanos del Cueqv 
Su[>crit>r de Insi^rclorcs de Tratiaji» y Segundad Social |VKÍrán deínirTollar ia li>lahd;»d de 
los ciinietidiis que dicho C'iieq>t> tiene encomendados, >egun lo establecido en la 
dis]>t>MCión adicional tercera de la Ley S'I9S8, de 7 de abni. <>obre mtraccMiies > 
sanciones en el orden stK'ial.

3. 1a)s in leresadtis p\)dran ío n n u la r . an te  el re.-t{>o.livo D irec to r prov iiK ial de la 
T esorería  G eneral de la S egundad  St>cial, reciirsi» i>rdm ano tren te  a la> acta?- de 
iiq m d ajió ii no tilicadas, de las que se dara  traslado  a los tra lu ja d o re -  aIe<.laJos. quiene> 
|HKlrán inteqH incr d icho  recu r .o  re> |^x to  del [HrriiKlo de tiem |v i o  la \\x>c de coii£a^ii»n a 
que la liqu idación  se con trae  e in iprocedencta  de la liquidiición

4 . l>t)s impv)rte.s de los descubiertos tigurados en las acla;> de liquid.ulOii, obfcto 
o no de recurso ordinano,del>cr:ui ser iiechos etecti\o\ hasta el ulliinn día del me-, 
siguiente al de su notiticación. incidiéndose aut>>mátuatnenle en «Uro ca.-<o en la situacK'm 
de apremio.

Si contra el acta de liquiilación >c tonnulare recurso «irdinano. >e esur.» a lo 
dispuesto eil el niUUern 4 del articulo antenor

5. L is  acias de in fracción  |Hir u ilracc iones g ra se s  tip iticadas en el ^ n u i i lo  14 1. 
apartados 2 .4  y 5 de  la Ley S /19SS. de 7 de a b ril, que co n lle se ti la el[>cdición de  a^tas 
de liquuLición que se re tie ran  a los [tllsmo> hechos, se ton tta li¿ara i) en un do<.uiuento 
i'mico. a p ri'p iiesta  de la Insixxción  de Tralvajo y S eg u n d ad  Social, ajiistándoM- el 
p roced im ien to  sancionador y liq u ida to rio  a los trám ites p re s is to s  en esta l^ y  \  en la
3.'1^)88, de 7 de  a b n l .  s«)l)re In tracciones y Sanciones en  el O rden  S iv ia i.

L is  sanciones que procedan  |v ir las in tracciones a que  se re tie re  el p resen te  
a le r ta d o  se reducirán  autom áticam ente al 50  |>or 100 de  su cuan tía  cuarnlo el su jeto  
m ira d o r  de su c o n to n n id ad  a la liquid;tción  practicaiLi y cum pla sus obligacmncN en el 
pl.izo que  se fije al efecto .

Li com|x;lencia para resolver estos c\|'edientes uniticados corTcs(*onderá a los



jcíc.N Uc las unidiides de la Insjicccii îi de Tn«b;tji) y Sc îirid.'id S«vial en las Direcciones 
l*rovinciale,s do iii Tesorería Geitenii de la Sejiiiríditd Social.

Contra dichas resoluciones cabni recurso ordinario ante el Director provincial de 
la Tesorería Genera] de la Seyiiri(t;«d Stvial, en los lénniiKvs contemplados en el apartado 
3 de este artículo.

b. Los uii|Hir1es de las sanciones y de las lii{uidjiciones ti{:ur»dos en el dt>cuniento 
tinico a que se reCierc el niiinerit anterior delteiiin ser hechos electivos liasta el ñltiino día 
del nics si¡;uientc al de la nolificacitSn de la resoliicitSn ijue iin|X)iii!a la sanci«Sii y continué 
la luiiiiilacióii inicuindose autoin.'iticainente en defecttt de pa{!o la vía de a|iretiuo.

Si con tra  d icha resitluciiiii se lo n i in la r i  recur>o o rd u ia rio  ante el D irec to r 
proM iicial de la T eso re ría , se estará  a lo  dis|>uesto en el m ’unero  -1 del a rtícu lo  an te rio r.

lyua! que he hecho en el apartado anlcrior. voy a resumir una serie de comentarios en los 

sijzuicntes puntos:

PKI.MKHO.- l!n el apartado li) se lecoyen lo.s antiguos Kequerimienios de cuotas que. a 

partir de ahora, serán reclamados mediante Actas de liquidacii'n.

SlitiU N IX ).- Las .\ctas de liquidacii^n serán levantadas por la Inspeccii^n de I rahaji* v 

Segundad .Social. notifiCiíndose en todos los ca.sos por la Tesincría General Je la Seguridad Social 

De esta lorma se modit'ica lo dispuesto cu el artículo S.í del Reglamento Cieneral de Recaudacii^n, 

segiin el cual, la remisitSn a la Tesorería Cieneral de la Seguridad .Social se producía una ve/ que 

las mismas no hieran satistechas en pla/o o cuando úiera desestimada la corresptwiJienle 

impugn.iciiSn.

ri-kC'l-k().- No ohstanle, la l'>isposici»^n Adiciiinal VigtSímo (Quinta introducida por la 

Ley 42 l‘W4. Je .̂ Ü de diciembre, determina la aplicacii^n gradual Je lo dispuesto en el número

l. letra h). y en el número 5 del artículo .íl.

l:n consecuencia, hasta que por la Inspeccii^n de Trabajo y Seguridad Social se a.suma en 

todo o en parte la expedición de acl.Ls de liquidación, en li's supuestos de antiguos Requerimiento 

de cuot.Ls, la reclamacii^n de la cuotas debidas en dichos supuestos se electuará por la Tesorería 

(ieneral de la Seguridad Social en la lorma establecida en esta Ley para las reclamaciones de 

deuda. L!s decir. h.ista que no se a.suma por la In.spección de :rabajo y .Seguridad Social, la 

Tesorería continuará reclamando) las deud¿is que daban lugar a la expedición Je los Reqtierimientos 

de cuoixs, pero, temporalmente, ctwt la denominación de Reclamac^ínes de deuda y no Actas Je 

liquidación.

CUARTO - La rnsvedad más importante prevista en el artículo ,íl consiste en la 

integración de una l'niJaJ de la Inspección Je Trabajo y SeguriJaJ Social en la Tesorería de la 

Seguridad Social, p.tra el ejercicio Je las lunciones descrila.s en el apartado 1 (expedición Je las

,y



Actas de Liquidacirtn), y para el ejercicio de las funciones específicas que le encomiende la propia 

Tesorería en el ámbito de la gestión recaudatoria y en el de las competencias de la Inspección de 

Trabajo y de Seguridad Social.

QUINTO.- Al igual que en las Reclamaciones de deuda, los interesados p<xlrán formular, 

ante el respectivo Director Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social, recurso 

ordinario frente a las Actas de liquidación notificadas. De esta ft>rma, la revisión de las Actas de 

liquidación pasa a ser competencia del Director Provincial de la Tesorería a trav«ís del 

correspondiente recurso ordinario.

SEXTO.- Asimismo, el inicii> de la vía de apremio se producirá de torma automática por 

el simple transcurso de los plazos, sin necesidad de la expedición de la certiticación de 

descubierto.

SÉPTIMO.- Se crea el demmiinado documento único, que comprenderá la.N Actas de 

infracción por infracciones graves tipificadxs en el artículo 14.1 apartados 2, 4 y 5 de la Ley 

8/1988, de 7 de abril, que conlleven la e.xpedición de actas de liquidación que se refieran a U)> 

mismo hechos. De esta forma se acaba con la necesaria duplicidad c.xistente ha.sta ahora, que 

iibligaba a levantar, en su caso. do>> Actas p»>r los m¡smo^ hechos, una de infracción y otra de 

liquidación.

OCTAVO.- Lo!> documentos únicos serán levantados p̂ tr la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social, pero, a partir de ahora, .serán notificados p»tr la Tesorería General de la 

Seguridad Social.

La competencia para re.solver estos expedientes corresponderá a lo s  Jefes de las Unidades 

de la Inspección de I’rahajo y Seguridad Social integrados en las Direcciones Provinciales de la 

Te,M)rería General de la Seguridad Social. Sin embargo, contra dichas resAiluciones cabrá recurso 

ordinario ante el Directi>r Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social.

NOVHNO.- Igual que sucede con las Reclamaciones de deuda y cvm las .Actas de 

Liquidación, el inicio de la vía de apremii> como con.secuencia de un Dv>cumento único, se 

pritducirJ de forma automática por el transcurso de los pla/i*s, sin necesidad de la expedición de 

la antigua «.ertiftcación de descubieno.

2.2,4 DcliTmiiiucirin de las deudas por cuolus.

La Ley 42/1994 . de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden



social, hu modificudo lu rcJaccu^n Driginal dcl artículo 32 de la Ley General de la Seguridad 

Social de 20 de junii) de 1994, sustituyendo lo relativo a la expedición de la certificacirtn de 

descubierto, que. corno he dicho anieriornieiUe, con la nueva redaccitln introducida en la Ley 

General de la Seguridad Social desaparece c«)ino título ejecutivo para iniciar la vía administrativa 

de apremio.

La redaccit^n actual del artículit 32 está dedicada a la determinaciiin de las deudas por

cuot;is:

Anículi» 32.-: Diurmintifión de lux tkuiíiis jmr cuntu\.
1. l^ i.\ rcclaiiiacioncs ilc iIimkIíin |x>r l iu H íis ,  c u  Ion Mipiicsli>> ¡i i]uc se r c t i c ic i i  los 

apartailiis a). Ii). c) y c) ilcl iníincn) 1 di;! articulo 30, se cxlündL'rán en iuiicn^n de las 
bases liLvlaraibs |H>r el su|clt» rcs|>onsaiile y. ni no existiese declar.iL'iiSn. se lomará toiiu» 
base de \;oti/^icióii la media, entre la base miiiinia y iiiJ-Xiiiia airresjKiiidieiite al últiMix 
gni|H> (le coiiz^icióa CDiHvido e>i i|iic estuviese eiKuadiaila la catejioría de los tnilM)ad>>tes 
a que se retiere la reclamación.

2. Lis actas Je ÍK{iiiilación se exteiuleraii en base a la remuneración total i|iie 
tenga derecho a (vercibir el Irabapidor o la i|iie etectivaiiieiite |»eri;iba de ser esta s)i|ieriiir 
en razt'tn tlel traba|o que realice |K>r ciieiita ajena y que ileba iiitê 'rar la base ile coii¿;icn'>ii 
en los ténniii4is establecidos en la l.ey o en las iioniias ile desarrollo.

Ciiandt» la lns|H.vcióii de Tntba|o y Sej^uridad Si>cial se vea en la iiu|Htsibilulad 
de coniH.er el imj'Kine de las remiinenicione.s |>ercibidas |)iir el traba|ador, se estiinarii 
como base Je cotización la meJia entre la base iiiiiuiiia y máxima corres|i>)iuliente al 
liltiiiio i;ni|)<> de coii/^tcii’)n conocido en que estuviese encuadrada la catei,*oria de los 
traba¡adores a que se relicta el acta ile liqiiiJaciiVn.

Hn lu reduccii^n de este artículo cabe de.stacar la nindificación experimentada en la Inrma 

de calcular las bases de coti/acii^n estimadas. Anteriormente, cuatidi» no existiese dccIaraciiVi de 

la ba.se de coti/aciiSn por parte del sujeto responsable del pago, la Administraci*^n de la Seguridad 

Social debía .ontprobar si existía alguna declaracii'ín en los doce nie.ses anteriores y. únicamente, 

cuando no existía esa declaración se procedía a la estimación de las ba.ses, totnando como ba.se los 

valores medios de los salarios según la actividad i> actividades de la empresa, los grupos y las 

categorías prolesiiuiales de los trabajadores.

lín la actualidad, la situación se ha simplificado notablemente, pues en el apartad»» primero 

del artículo 32 simplemente se dice que cuando no exi.stiese declaración, .se tomar.1 c»)mo bxse de 

cotización la media, entre la ba.se mínima y mdxima correspondiente al ijltimi> grupo de c«>lización 

conocido en que estuvie.se encuadrada la categoría de los trabajadores u que se refiere la 

reclamación, Hn consecuencia, no ser;í necesaria la comprobación de los últimos doce meses de 

cotización y, además, la fórmula de estimación ha sido simplificada con la remisión a la media del



gru|Ki de cotización. Ahora bien, no hay que olvidar que, en ia mayoría de los casos, esta medida 

favorecerá a la Administración de la Seguridad Social, debido a la tendencia de los responsables 

de las cotizaciones a buscar la mínima cotización, especialmente en aquellas empresas que 

presentan una morosidad habitual.

Asimismo, en el apartado segundo del artículo 32, en relación con las Actas de liquidación 

se dice que procederá su estimación cuando la Inspección de Trabajo y Seguridad Sívcial se vea 

en la imposibilidad de c»)nocer el imptjrte de las remuneraciones percibidas por el trabajador, sin 

hacer rel'erencia a las cotizaciones efectuadas durante los doce meses anteriores.

La duda podría surgir si con posterioridad a la ntuillcación de la Reclamación de la deuda 

o del Acta de liquidación, levantadas en bases estimadas, se acreditasen p«)r el sujeto resptmsahle 

del pagi> unas ba.ses distintas de las que figuran en el dt)cumenit> de reclamación; en este caso 

¿podrán ser moditlcadxs? Como respuesta pt)drían argumentarse las dos posibilidades, una 

amparada en el tenor literal de la norma, y otra en un criterio KSgico de reclamación en ha.se a las 

remuneraciones totales, aún c»>nocidas con posterioridad a dicha reclamación

2.3. Rtcaudución de otros recursos.

1:1 capítulo V del título 11 del Reglamento de Recaudación está dedicado a la recaudación 

de otros recursos del Sistema de la Seguridad Social distintt>s de la.N cuota.s Dicho capitulo está 

dividido en las ocho .secciones que a continuación relaciono:

1.- Ap»'rtaciones para el sostenii jento de los Servicios Comunes \ S»>ciaJev de la 

Seguridad Social.

2.- Capitales coste de pensiones y i»tras prestaciones.

.V- Descuenti*s de los laboratorios farmacéuticos.

•1.. Sanciones y recargos de prestaciones.

5.- Otras aponaciones {por ayudas equivalentes a jubilaciones anticipada> \ p«'r 

integración de Entidades de previsión M>cial sustitutorias).

6 .' Recaudación de reintegr»)s de prifstamos y de i*tra.s prestaciones indebidamente 

percibidas.

7.- Ni>rmas si>bre recaudación de otros recursos de la Seguridad Social.

8.- Recaudación para Lutidades y OrganisnKis ajenos al Sistema de la Seguridad

Social.



No voy u pjofuntlizar en el estudio de la recaudación de estos recursos del Sistema de la 

Seguridad Social, a pesar de que existen una serie de cuestiones cuyo comentario podría haber 

resultado de especial interés en el análisis de dichos recursos, pues supondría apartarse del objetivo 

inicialmente perseguido en el presente trabajo, lintre esas cuestiones, simplemente quier») esbozar 

lo siguiente: I.- En relaciv^n con la recaudacicin de los capitales coste de pensiones y otras 

prestacit)nes, se presenta un problema práctico con la impugnación de las resoluciones de la 

Entidad Gestora, debiendti distinguirse, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 del Real 

Decreto 1.517/1991, la impugnación en vía administrativa mediante reclamación previa a la vía 

judicial y la formulación de demanda ante el Ju/gudo de lo .Social.

2.- l*n lo relativ»» a la recaudación de la.s sanciones previstas en los artículos 12 y 

siguienics de la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre infracciones y sancione.s de orden social, hay que 

otar a li> establecido en el artículo 9ü del Reglamento de Recaudación, perí», tundamentalmenie, 

a liLs modificaciones introducidas eti el artículo .̂ 1 de la Ley General de la Seguridad Social, en 

su nueva redacción dada por la Ley 42/1994, de .ÍO de diciembre, donde se dispone la 

formali/aci('in de ur Jocumento único para la.s acias de infracción por infracciones graves 

tipit'ic.ida.s en el artículo 14.1, apañados 2, 4 y .5 de la Ley 8-1988, de 7 de abril, que conlleven 

la expedición de actas de liquidación que se refieran a los mismos hechos.



i .  LA RECAUDACIÓN EN VÍA EJECUTIVA.

TraJicíunalmente, el sistema español de Seguridad Social ha carecido de un organismo 

propio dedicado a la recaudación en vía de apremio de las deudas de Seguridad Social; utilizando 

terminología empresarial, la gestión de sus impagados debía encargarla a instituciones ajenat al 

Sistema. Sin embargo, las reformas experimentadas con la publicación de la Ley 40/1980, de 5 

de julio y con el Real Decreto-Ley 10/1981, de 19 de junio (normas que dieron lugar a la 

aparición del Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad 

Sitcial) han supuesto que, en la actualidad, la recaudación en vía de apremio de estos descubiertos 

ciirrcsponda a las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Tesorería General Je la Seguridad 

Social; consecuentemente, la defensa del crédito de la Seguridad Social le corresponde a la 

Tesorería General de la Seguridad Social, fundamentalmente a través de la actuación de estas 

Unidades de Recaudación Ejecutiva y de sus propios ser\-icios jurídicos.

Ahora bien, la aparición de las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad Social 

se prtKlujo en el Real Decreto 716/1986, de 7 de marzo, aunque su verdadera creación se 

encuentra en el Real Decreto 1.328/1986, de 9 de mayo, sin embargo, no entraron en 

funcionamiento hasta los primeros meses del año 1988, manteniéndose durante un tiemp^v la 

vigencia de U)s conciertos de colaboración entre la Tesorería de la Seguíidad Social y las 

Magistraturas de Trabajo o con los serv’icios de recaudación del Ministerio de Hacienda, que 

históricamente se habían encargado de la recaudación en vía de apremio. Desde al año 1988 hasta 

el un») de enen» de 1990, existió una doble persecución de la deuda, las certificaciones de 

descubierto anteriores al año 1988 continuaban reclamándose por las Magistraturas de Trabajo, 

denominadas después Juzgados de lo Social (Especiales de Ejecuciones Guhernjtix'as) y ¡as 

pt)steriores al año 1988, comenzart»n a reclamarse pt)r las recién creadas Unidades de Recaudación 

Ejecutiva de la Seguridad Social**''.

Este traspaso de competencias en materia de recaudación ejecutiva provtKó. inicialmente, 

un ligero desconcierto entre los sujetos resptinsables del pago que se encontraban con la necesidad 

de acudir a oficinas diferentes para liquidar sus descubiertos con la Seguridad Social. Problemática

(4 .^  E !  co iK icno  de «.vliKiracii'n cim el Minisicrvi de Ĥ icicnJa se h s b ü  cxlin^ido con anterioridad como 
CvimccueiK'u de lo establecido en b Disivisicic  ̂Adicional primen de b Orden de U de mano de I9S7. sobre 
implantacitSn de bs Unidades de RecaudacitVn Ejecutiva de la Tesonrrú Gcncnl de la Sc^rídad Sivbl



que fmalizii con la Disposición transitoria de la Ley 7/1989, de 12 de abril, de Bases de 

Procedimiento Laboral que estableció que los Juzgados de U> Social reintegrarían a la Tesorería 

General de la Seguridad Social, a partir del 1 de enero de 1990, las certificaciones por débitos a 

la Seguridad Social y, en su caso, las actas de liquidación de cuotas, cualquiera que sea el estado 

en que las mismas se encontraran, a efectos de que se iniciara o continuara su ejecución por la 

Tesorería General de la Seguridad Social, añadiendo a continuación que los actos y trámites 

realizados por las Magistraturas de Trabajo en los procedimientos ejecutivos promovidos en 

relación con las certificaciones y actas de liquidación que se devolvieran serían válidos en los 

nuevos procedimientos administrativos que se iniciaran o continuaran.

Voy a dedicar el presente apartado al estudio del mencionado traspaso de competencias 

en materia de recaudación ejecutiva del sistema de la Seguridad Social, analizando la normativa 

que ha regulado los procedimientos para la exacción por vía de apremio y recogiendi» alguno de 

los problemas prácticos que diclu) cambio ha ocasionado, insistiendo, una vez mis, que la defensa 

del criídito de la Seguridad Social deberá realizarse de.sde el órgano que tenga encomendada esta 

iiinción recaudatoria, en e.special cuando tenga que hacer valer la preferencia del crédilt) que el 

derecho sustantivo otorga a la Seguridad Social, defensa que. en la actualidad, corresponde realizar 

a la Tesorería General de la Seguridad Social, una vez que han quedado e.xtinguidos los anteriores 

conciertos de colaboración con los Juzgados de lo Social y con los servicios de recaudación del 

Ministerio de Hacienda.

3.1. Antecedentes nurmutivo.s (Los conciertos de colaboración - La competencia de las 

Mapi-straturas de Trabajo - La creación de las Unidades de Recaudación Ejecutiva de 

la Se)*urídad Social).

Para comprender la actual situación normativa en materia de recaudación ejecutiva resulta 

imprescindible hacer un repaso de los antecedentes inmediatos en la regulación de la ejecución por 

vía de apremio de los descubiertos de la Seguridad SiKial. El análisis de estos antecedentes lo vt>y 

a realizar de forma esquemática con la intención de no provocar un aluvión de fechas y 

disposiciones que dificulten su comprensión. Siguiendo un orden cr«)nológico, estas disposiciones 

pueden clasificarse del siguiente modo:



1.- LEY DE 15 DE JULIO DE 1952.

Atribuye a la Magistratura de Trabajo la competencia única para tramitar y resolver las 

ejecuciones por la vía de apremio de los débitos siguientes:

a) Cotización para los Seguros Sociales Unificados, recargo de mora reglamentarios y 

errores en las liquidaciones de las Empresas robre régimen de administración delegada.

b) Cuotas para las mutualidades Laborales con sus recargos de mora, como así los 

descubiertos derivados del Crédito laboral y prestaciones de las mismas Mutualidades.

c) Descubiertos por primas del Seguro de Accidentes de Trabajt) y a favor del fondo de 

garantía.

d) Multas impuestas por las Delegaciones de Trabajo en razón a infracciones de la 

legislación y de Segundad Social.

2.- ORDEN DE 7 DE JULIO DE 1960.

Aplica lo dispuesto en el Decreto 1.137/1960, de 2 de junio y regula el procedimiento para 

la exacción por vía de apremio de los descubiertos por cuotas de Seguridad Social.

En su artículo primero recuerda que la competencia en dicho procedimiento le corresponde 

a la Magistratura de Trabajo de conformidad con lo dispuesto en la Ley de 15 de junio de 1952.

Esta Orden ha tenido una extraordinaria importancia práctica, l».xla vez que el 

procedimiento seguido por las Magistraturas de Trabajo para la exacción de los descubiertos p»>r 

cuotas de Seguridad Social se ha regido por esta disposición desde su publicación hasta que el I 

de enero de 1990 reintegraron a la Tesorería General de la Seguridad Social las certificaciones 

pendientes.

Especialmente interesante resulta la regulación de los aplazamientos del pago de las 

cotizaciones a la Seguridad Social cuando éstas se encuentren en vía de apremio, es decir, lo que 

en la práctica se denominaron por la Magistraturas de Trabajo: 'facilidades de pago".

Pretender que todos los sujetos resp<insables del pago de los descubiertos efectúen la 

liquidación de los mismos con la celeridad establecida en la Orden de 7 de julio de 1960 hubiera 

supuesto un auténtico descalabro de la actividad empresarial, que se hubiese acrecentado 

especialmente durante la profunda crisis de fmales de los años setenta. Resultaba absolutamente 

necesario arbitrar la posibilidad de que un sujeto responsable que, por dificultades transitorias de 

tesorería, originara un descubierto en la cotización a la Seguridad Social, tuviera la posibilidad de 

acceder a una dilación en el pago de la deuda. Y así se contempló en los artículos 34 al 38 de la



citada Orden de 7 de juliu:

N) Pa^o upiu/iido del dcscuhicrtu.

Artículo 34.: 1. Desde el inumento en que se practique el embargo o se admita la fiaiua 
sustitutiva y hasta el momento de la celebracióa de la suliasta, el deudor podrá solicitar 
el pago aplazado del descubierto.

2. La solicitud habrá de formularse, liien por escrito o mediante comparecencia 
en la Magistratura y deben! ir acompañada de los siguientes docmnentos:

a) Propuesta concreta de la fonna y ctmdiciones en que se desea realijar el pago.
b) Memoria Justiñcativa de las circunstancias especiales o de car;ícter excejKional 

que fmidamentan la pretensii^n del solicitante.
c) Ofrecimiento de bienes suficientes para cubrir todjis las responsabilidades a que 

afecta el descubierto sustituible |x>r fumza adecuada.
3. A la d<K-umentaciiín expresada en el párrafo anterior unini el deudor los 

documentos complementarios que en cad;« caso se precisen, como prueba de las 
alegaciones.
Artículo 35.: 1. Fonnulada en tiempi) y fonna la solicitud de pago aplazado, el 
Magistrado Instructor oficiará al Organisnu) acreedor para que se ¡lersone en la 
Magistratura y, en phizo de cinco días, a la vista de la solicitud de pago apla^tdo y 
dtK:»'',.entación complementaría, manifieste verbalmente o de oficio lo que convenga a su 
derecho.

2. Li no comparecencia o silencio se considerará como conformidad con la 
propuesta del deudor.

3. Evacuado el expresado tnímite, se dictará providencia acordando) 
discrecion-'lmente acceder o denegar la pretensión del deudor:

a) En el primer cas<i se pr̂ KedenJ a! embargo de los bienes ofertados o a la 
recejK’iiin y deptísito derivado de la fianz:!.

b) Si se desestima la propuesta, .se notifican» así al deudor y se pasará 
seguidamente al trámite de subasta.

4. Contra la providencia de la Magistratura no se dan$ recurso.
Artículo 36.: I. Salvo circunst;uicias especiales, que apreciará discrecionalmente la 
Magistratura, el aplazamiento se concederá por el plazo no superior a un año. 
fraccionándose el pago al pnidente juicio del Magistrado.

2. Cuando el imp<ine del débito exceda de 100.000 pesetas y esté garantizado 
suficienlemente, podrá el Magistrado conceder un aplazamiento hasta de dos años.

3. En circunstancias muy excepcionales, en que quede fehacientemente 
demostrado el quebranto que en otn> caso se prixlucirá a los trabajadores de una Empresa 
deudora, podi,5 acordarse aplaz;uiiienlo de pago hasta tres años, fraccionable por trimestres 
o semestres, siempre y cuando exista garantía es¡>ecialinente reforzada para afianzar el 
descubierto.

4. En ningún caso puede concederse pago aplazado para el alnino de las cuotas 
de Seguridad Social corresixmdientes a los trabajadores, confonne dis|xine el artículo 7” 
del Decreto 1.137/1960, de 2 de junio.
Artículo 37.: 1. Ciuuido la Magistratura acceda a la concesión del pago aplazado, fijará 
en su resolución las condiciones para verificarlo, con detenninaciún en todo caso del 
niimero de plaz»)s y cuantía que se ha de satisfacer en cada uno de ellos, y al notificarla 
al deudor le hará saber:

a) Que quedan suspendidos los trámites de ejecución.
b) Que deberá consignar el primer plazo dentro de las cuarenta y ocho horas



siguientes a la notificación.
c) Que si dejare de cumplir la obligación contraída en las circunstancias 

establecidas, se reanudarán de oficio y sin previa notificación las actuaciones por la 
totalidad del resto que quedare por satisfacer, quedando incurso en el número 3° del 
artículo 30 de esta Orden, a los efectos del pago de costas.

2. También se reanudarán de oficio las actuaciones, dejaxido sin efecto el 
líeneficio del pago aplazado, en cualquier momento en que la Magistratura tenga 
conocimiento de circunstancias de cníditos vencidos en ejecución contra la Empresa 
deudora a favor de tercero, o cuando, tratándose de Sociedades mercantiles, sus últamos 
balimces arrojen un pasivo excesivo.

3. Para restablecer el beneficio del pago aplazado, dejado sin efecto por 
incumplimiento de las condiciones establecidas, será requisito indispensable que. al 
solicitarlo, la Empresa morosa abone en el acto la totalidad de los plazos no satisfechtis. 
Si no se justifica que el impago fue originado por causas verdaderamente atendibles, el 
Míigistrado podrá acordar que, además, se ingrese una cantidad de hasta el SO por 100 de 
la suma total de los débitos del descubierto.
Artículo 38.: 1. Siempre que se formule por el deudor la solicitud de pago aplazado y 
la Magistratura lo conceda, el Secretario acreditará por diligencia en los autos una tasación 
provisional de costas incluyendo en ella los presupuestos necesarios para reintegro y 
suplido de papel, gastos de correo y derechos de Magistratura. Estas costas se satisfarán 
en los mismos plazos y proporciones alícuotas que el principal.

2. Los justificantes de pago de Eos plazos se harán en tal caso determinando con 
tixkt precisión el importe de la cantidad recibida a cuenta del principal y, por separado, 
lí) que se reciba a cuenta de cada uno de los diversos conceptos de la tasación de costas.

Al amparo de esta normativa las Magistraturas de Trabajo fueron concediendo facilidades 

en el pago de lus descubiertos, facilidades que formalmente concedidas otorgaban la posibilidad 

de que el sujeto responsable del pago se hallase al corriente con la Seguridad Social a todos los 

efectos (posibles bonificaciones y reducciones, posibilidad de contratar al amparo de la Ley de 

Contratos del Estado, etc.).

No obstante, é.sta posibilidad de facilitar el pago de los descubiertos según lo dispuesto en 

los artículos 34 a 38 de la reiterada Orden de 7 de julio de 1960, fue derogada por la Orden de 

4 de julio de 1983 (previamente el Real Decreto 666/1983. de 25 de marzo, había regulado la 

concesión de aplazamientos extraordinarios), ctínsecuentemenle, a partir de esa fecha la concesión 

de una dilación en el pago de los descubiertos de Seguridad Social debió efectuarse de 

conformidad con lo dispuesto por el Real Decreto 666/1983 y no al amparo de la Orden de 7 de 

julio de 1960, resultando de dudosa legalidad los beneficios obtenidos a partir de entonces por 

gran cantidad de empresas en materia de contrataciones bonificadas y en contrataciones 

administrativas sujetas a los requisitos de la Ley de Contratos del Estado.

No discuto la posibilidad de que, a partir del 4 de julio de 1983. las Magistraturas de 

Trabajo pudieran llegar a acuerdos de no ejecución con los sujetos responsables de los



descubiertos, pero lo que, a mi juicio, resulta trascenilenlal es que desde esa fecha únicamente 

ptxlía considerarse al corriente con las obligaciones de Seguridad Social a aquellas personas que 

tuviesen concedido un aplazamiento de lecha anterior o se Ies concediera al •’jnparo de la nueva 

regulacu'in, además de los sujetos obligados que no presentaran descubierto alguno, como es 

Ilógico.

Para tlnalizar con este inciso sobre los aplazamientos es preciso significar que la Orden 

de 20 de enero de 1981 había regulado los aplazamientos ordinarios y que, en la actualidad, la 

normativa que regula el aplazamiento, tanto ordinario como extraordinario, es el vigente 

Reglamento General de Recaudaciiín de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social, aprobado 

por el Real Decreto 1.517/1991, de II de octubre, así como la propia Ley General de la Seguridad 

Social de 20 de junio de 1994 (artículo 20), con las modificaciones introducidas por la Ley 

42/1994, de 30 de diciembre.

3.- LEY GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL. DE 30 DE MAYO DE 1974

Establecía en el artículo 16 lo siguiente:

Artículo 16.: Competencin de it: Entidades Gestonm. Li recaudaci«Sn de las cuotas de la 
Seyurídid S<KÍal corresptmde a sus Entidíides Gestoras, tanto en el período volunlario 
como en vía ejecutiva y de apremio, y se llevar.'i a calni de acuerdo con lo que se establece 
en la pre.senle se<’ción.

No obstante, a pesar de lo dispiie.sto en el artículo 16, el artículo 19 señalaba que la 

exaccii'^n de los descubiertos en vía de apremio sería exigido a travos de las Magistraturas de 

Trabajo:

Artículo 19.: Recaudación en vía ejecutiva. I. El cumplimiento de la obligAcii^n de 
cotizar senf exigidi>, si a ello hubien lugar, por vía de apremio, a trav¿s de la.s 
Magistraturas de Trabajo, y de acuerdo con lo dispuesto en el presente artículo, en la Ley 
de Prixrediniiento Latniral. texto refundido, y en las nomias complementarías dictadas para 
el desarrollo de ésta.

2. Las certinc;íci0nes de descubierto y actas firmes de liquidación constituyen 
el título ejecutivo que inicia el pnK'edimiento de «premio.

3. La recaudación en vía ejecutiva se realizará de fonna unificada para las 
distintas Entidades Gestoras.

4. Lis costas y gastos que origine la recaudación en vía ejecutiva serán siempre 
a cargo del deudor.

5. En el procedimiento de apremio no se admitinln más oposiciones en vía 
jurisdiccional que tas e.specínc.-iniente previstas en el texto refundido de pnKcdimiento



labural.

4.- REAL DECRETO LEGISLATIVO 1.568/1980, DE 13 DE JUNIO: TEXTO 

REFUNDIDO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL.

En el artículo 1.6. atribuía a los órganos jurisdiccionales clel orden social las ejecuciones 

en vía de apremio derivadas del incumf.limiento de las obligaciones respecto a la Seguridad Social.

Asimismo, en los artículos 126 y siguientes regulaba la oposición a la ejecución en materia 

de Seguridad Social.

Artículo 126.: Las Magistraturas de Trabajo liarán efectivas en vía de apremio las
obligaciunes a favor de la Seguridad S<K’ial, en los términos e.slablecidos p«jr la Ley.

En el ejercicio de esta función el i.iagistnido pixirá enjuiciar la legalidad de la 
exacción reclamada y su cuantía.

5.- LEY 40/1980, DE 5 DE JULIO, DE INSPECCIÓN Y RECAUDACIÓN DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL.

Esta Ley aclaró la posible dificultad interpretativa de los anícutos 16 y 19 de la Ley 

General de la Seguridad Social cuando estableció en el artículo noveno lo siguiente:

Artfc'lo noveno.: La gestión recaudatoria, unto voluntaria como ejecutiva, será realizada 
bajo la dirección, vigilancia y tutela del Ministeno de Sanidad y Segundad StKial. pt>r la 
Tesorería General de la Seguridad S<KÍal, sin perjuicio de que ¿su pueda conoerur los 
ser\'icios que el Ministerio de Sanidad y Segundad Social considere convenientes, con la 
Administración Estatal. Institucional, .Autónoma y Local y en especial con el .Ministeno 
de Hacienda o las Magistraturas de Trabajo.

Ahora bien, este artículo fue derogado por la Disposición Final Primera del Real Decreto- 

Ley 10/1981, de 19 de junio.

Al mismo tiempo. La Ley 40/1980 e.siableció en su Disposición Transitoria Segunda que 

7 - ../ hasta tamo no se disponga lo contrario, subsistirá la competencia Je las Magistraturas Je 

Trabajo para reclamar en vía Je apremio los Jéhitos a la SeguriJad Social".



6.- REAL DECRETO-LEY 10/1981, DE 19 DE JUNIO. SOBRE INSPECCIÓN Y 

RECAUDACIÓN DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo primero.: La Te.son:ría General de la Seguridad Social, como Caja i’mica del 
Sisleina Nacional de Seguridad Social, llevará a efecto la gestión recaudatoria, tanto 
voliuitaría como ejecutiva, bajo la dirección, vigilancia y tutela del E-stado. A tal efecto, 
podrá concertar los servicios que considere convenientes con la Administración estatal, 
institucional,autónoma, IiK'al, Magistratura de Trabajo o Entidades particulares liabilitad îs 
al efecto y. en especial, con los Sen'icios del Ministerio de Hacienda.

La Disposición Transitoria e.stablece lo siguiente:

Disposición Traasitüria.: Lxs habilitaciones que se otorguen a las Entidades particulares 
en relación con los conciertos a que se rxjfiere el artículo primero de eslc Real Decrett>-Lcy 
tendrán, en todo caso, canícter temponil. Uw conciertos con tales Entidades habrán de ser 
autorizados jwr el Consejo de Ministros.

La facultad de concertar los servicios de recaudación, concedida jx)r el artículo 
primero a la Tesorería General de la Seguridid Social, subsistini hasta tanto se organice 
un sistema de recaudación unificado pan et Estado y la Segund;<d Social.

7.- REAL DECRETO 1.724/1981, DE 3 DE AGOSTO: NORMAS APLICABLES EN 

LA EIECUCIÓN DE LOS CONCIERTOS PARA LA RECAUDACIÓN DE LAS CUOTAS DE 

LA SEGURIDAD SOCIAL EN VÍA EJECUTIVA.

En su exposición de motivos dice lo siguiente:

La conveniencia de que por ntzones de eficacia se proceda a aplicar lo previsto sobre 
recaudación de cuotas de la Seguridad S(x;ial en vía ejecutiva, conforme a los dispuesto 
en el artículo 1 del Real Decreto-L«y 10/1981, de 19 de junio, y en consideración a una 
mayor seguridad jurídica, resulta oportuno fijar las nonnas, ya establecidas, a las que 
deberá someterse la actuación de las Entidade.s públicas en el ejercicio de las funciones 
recaudatorias que hayan de llevar a calK> como consecuencia de los conciertos que a los 
indicados efectos celebren con la Tesorería General de la Seguridad ScKial.

8.- REAL DECRETO 716/1986, DE 7 DE MARZO, POR EL QUE SE APRUEBA EL 

REGLAMENTO GENERAL DE RECAUDACIÓN DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA DE 

LA SEGURIDAD SOCIAL.

Este Real Decreto supuso una auténtica innovación en materia de recaudación de la 

Seguridad Social, pues regula pt>r vez primera el Reglamento General de Recaudación de los 

Recursos del Sistema de la Seguridad Social, hoy derogado y sustituido por el Real Decreto



i.517/1991, de II de octubre.

Como anteriormente he expuesto, la Disposición transitoria del Rea! Decreto-Ley 10/1981 

dice que la facultad de concertar los servicios de recaudación, por parte de la Tesorería General 

de la Seguridad Social, subsistirá hasta tanto se organice un sistema de recaudación unificado para 

el Estado y la Seguridad Social. Sin embargo, el Real Decreto 716/1986 se quedó exclusivamente 

en un intento de unificación, persiguiendo, según su exposición de motivos, un doble objetivo: 

regular el procedimiento de recaudación de los débitos a la Seguridad Social en vía de apremio 

y facilitar y preparar el proceso de unificación con el procedimiento de recaudación del Estado. 

Unificación que tampoco se produjo con la modificación del Reglamento General de Recaudación 

de los Recursos del Si.stema de la Seguridad Social de octubre de 1991, a pesar de que. como he 

dicho al hablar de la recaudación en perítulo voluntario, bien se podían haber aprovechado las 

modificaciones de los Reglamentos de Recaudación del Estado y de la Seguridad Social para haber 

efectuado la pretendida unificación.

En definitiva, este Real Decreto 716/1986, de 7 de marzo, aprobó el procedimiento de 

recaudación de los débitos a la Seguridad Social, tanU) en vía voluntaria como en vía de apremio.

El artículo 2, en concreto su apartado 2 .1., atribuye a la Tesorería Genera! de la Seguridad 

Social la competencia exclusiva:

Artículo 2.: Competencia material.
1. Li gestión recaudatoria de la.s cuotas y demá.s recursos de fiijuiciacu'm dct 

Si.slenm oe la Seguridad Social a que se refiere el artículo 4" del presente Real Decreto 
es de compoteiicia exclusiva de la Tesorería General de la Segundad Social, que la 
ejercerá bajo la dirección, vigilancia y tutela de) Miaisterio de Traltaju y Seguridad Social 
y con .sujeción a las nonnas contenidas en la Ley General de la Segundad Social de 30 de 
mayo de 1974; Ley 40/1980, de 5 de julio, de Inspección y Recaudación de la Seguridad 
Social; Real Decreto-Ley 10/1981, de 19 de junio, sobre Inspección y Recaudación de la 
Seguridad Social; el presente Re:d Decreto y demás disposiciones complenientanas, sin 
pcijuicio de lo que con carácter de especialidad esté establecido o se establezca por Ley 
o en ejecución de ella.

2. Sin peijuicio de lo e.stablecido en el número anterior, la Te.sorería General de 
la Seguridad Social podrá concertar los Servicios recaudatorios que considere convenientes 
con las Adininistraciones o Entidades particulares habilitadas al efecto y. en especiiil, con 
los Servicios del Ministerio de Hacienda. Los Conciertos con Entidades particulares habrán 
de ser autorizados por el Consejo de Ministros y las habilitaciones que suijan de los 
mismos tendrán, en todo caso, carácter lempt>ral.

El artículo 7 define los Colaboradores de la Gestión Recaudatoria:



Artículo 7.: Colaboradores.
1. Son colaboradores de los órganos de rcCHudjición de la Tesorería General de 

la Seguridad Social, las Entidades financieras, las OñciniLS de Correos y otros Órganos o 
Agentes autorizados por el Ministerio de Tral>ajo y Seguridad Social para actuar coinu 
oficinas recaudadoras.

2. Asimismo, serán colaboradores en la gestión recaudatoria de la Tesorería 
General, las Adininistraciunes o Entidades particulares liabilitados al efecto y. en especial 
los Servicios Recaudatorios del Ministerio de Economía y Hacienda, a los que. en virtud 
de concierto o pt>r disposiciones especiales, se les atribuyan funciones recaudatorias en al 
.•íinbito de la Seguridad Social.

3. Lw autorizaciones y los conciertos para colaborar en la gestión recaudatona 
en ningún caso atribuirán el car:k'ter de órganos de recaudación de la Seguridad Social a 
liLs Entidades, Organos, Administraciones, Servicios, Oficinas o Agentes autonzados.

Un aspecto del Real Decreto 716/1986 que es importante resaltar es el contenido en la

Oi.sposicit^n adicional cuarta y en la Di.sposicidn transitoria primera y segunda, e.stahieciendo que 

los procedimientos que se sigan como consecuencia de los conciertos celebrados se ajustarán a lo 

dispuesto en las respectivas normiLS específicas, mantenitíndose, en consecuencia, la vigencia de 

la Orden de 7 de julio de 1960 y la aplicación de la Ley de Procedimiento Laboral íartícuios 126 

y ss.) para aquellos expedientes que continúen tramitándose por las Magi.straturas de Trabajo.

Disposición Adicional Cuarta.:
1. Los pnKeditnientos de apremio pani la ejecución forzosa de los débitos a la 

Seguridad SiKÍal que se sigan como consecuencia de |os conciertos celebrados con otras 
Administraciones o Entidades para la gestión recaudatoria en vía ejecutiva de tales débitos 
se ajustarán a lo dispuesto en lac respectivas normas específicas que, a efectos del ejercicio 
de tal gestión, estén vigentes para los mismos.

2. Lis reclamaciones o recursos que puedan formularse contra los actos de 
gestión recaudatoria en los pnK'edimientos de apremio para la exacción de deudas a la 
Seguridad S«KÍal seguidos en virtud de los conciertos vigentes, se stibstanciarán confonne 
a la legislación específica aplicable a la naturaleza de la pretensión objeto de la 
impugnación de que se Inite, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición transitoria 
seguniLi de este Real Decreto,

Disposición Traasitoria Primcrd.:
Los conciertos sobre gestión recaudatoria de los recursos del Sistema de la 

Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta en período voluntario 
celebrados con las Administraciones, Órganos o Entidades a que se refiere el número I 
del artículo 7 de este Real Decreto mantendrán su vigencia en los ténninos estipulados en 
los mismos hasta que por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se establezcan las 
nonnas a que han de ajustarse tales conciertos.

Disposición Traasitoria Segunda.:
I. En los procedimientos de apremio para la ejecución forzosa de los débitos a 

la Seguridad S»KÍaI seguidos ante las Magistraturas de Tntbajo como consecuencia del 
concierto sobre gestión recaudatoria en vía ejecutiva de las deudas a la Seguridad S<KÍal



celebrado con la Tesorería General de la Seguridad Social, las Magistraturas de Trabajo 
ajustarán su actuación a lo establecido en las rcspeclivas normas especíñcas que, a cfeclos 
del ejercicio de lal gestión, están vigentes p r̂a las mismas.

2. Las reclamaciones o recursos que puedan formularse contra los actos de 
gestión recaudatoria en el priKcdimiento de apremio seguido ante las Magistraturas de 
Trabajo |Mira la ejecución forzosa de las deudas de la Seguridad So<:ial. en virtud del 
concicíio actualmente vigente, se substanciarán confonnr a su legislación específica.

9.- ORDEN DE 23 DE OCTUBRE DE 1986.

Desarrolla el Real Decreto 716/1986. de 7 de marzo, por el que .se aprobti el Reglamento 

General de Recaudaci»1n de los Reculaos del Sistema de la Seguridad Social.

10.- REAL DECRETO 1.328/1986. DE 9 DE MARZO. SOBRE ORGANIZACIÓN DE 

LA RECAUD.^C^ÓN EN VÍA EJECUTIVA EN EL ÁMBITO DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Dice en su expostciiln de motivos que el cumplimiento del mandato legislativo, establecido 

por la Ley 40/1980 y el Real Decreto Legislativo 10/1981. implica el establecimiento de un 

procedimiento que facilite la realizaciiin rápida y ellcaz de los créditos de la Seguridad Social que 

no hayan sido satislechi)s en perítHJo voluntario, 1«> que requiere disponer también de estructuras 

orgánicas idóneas y de medios personales y materiales adecuados para que la Tesorería General 

de la Seguridad Social pueda llevar a cabo de mtxlo directo la recaudaciiln ejecutiva de los débitos 

a la Seguridad Social.

En la Disposición transitoria segunda establece lo siguiente:

Disposición Tmasitoria Secunda.:
Los recaudadores de Hacienda y los Recaudadores de Zona continuarán 

asumiendo y tramitando los expedtente:s ejecutivos por valores de la Seguridad Social que 
les se.m cargados en tanto esté vigente el actual concierto para la recaudación ejecutiva de 
h>s débitos a la Seguridad S(KÍal.

11.- ORDEN DE 11 DE MARZO DE 1987. SOBRE IMPLANTACIÓN DE LAS 

UNIDADES DE RECAUDACIÓN EJECUTIVA DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL.

La organización de la recaudación ejecutiva mediante unidades especializadas servidas pitr 

personal dependiente de la Tesorería General forma parte del pnigrama de reforma de su gestión 

recaudatoria, centrado en la implantación de una red de Administraciones en las que. a medida de 

su entrada en funcionamiento, se ubicarán e integrarán orgánicamente las Unidades de Recaudación



Ejecutiva creada:» piir el Real Decreto 1.328/1986 (Exposic¡<)n de motivos).

En la Dispo.sición adicional primera se contempla la data especial de los expedientes de 

apremio cargados a los ser\'icios de Recaudación de Hacienda;

DLsposicidn Adicionul E^rimcni.:
1. Sü faculta al Director Gcnunil de la Tescirería Gcncnil de la Segundad Social 

para auloriair que los RccauiLidores de llacicnda o de Zütia realicen, en la íccha de 
efectos de la rescisiiWi del concierlo, una data e\(>cctal sobre los valore.<t cargados a dichos 
Recaudadores y cuyo eX |>edienlc rcs|>ectivo no estuviere idtiinado en  ta l lecha.

2. Asiinisum, iNidnin ser objeto de data cs[>cci!il los vaU»res de la Segundad 
Social cargados a los Recaudadores de llacicnda o de Zona, cuando en la detnarcacii^n 
territorial i{ue a éstos corres[M>nd;i se |M>ngaii en funcionamiento las Unidades de 
Recaudación Ejecutiva de la Segundad Social y se halle o quede vacante el cargo de 
Recaud;ulor de Hacienda o de Zona.

12.- LEY 7/1989, DE 12 DE ABRIL, DE BASES DEL PROCEDIMIENTO LABORAL. 

Esta norma supuso el final de la competencia que, en materia Je rccaudacii^n ejecutiva de 

los descubiertos de Seguridad Social, tenían atribuida.^ los Juzgados de los Social como 

con.secuencia de los correspondientes conciertos de colaboraci«^n.

Establece la Disposiciiín Transitoria lo siguiente:

DisposiciiSn Traasitoria.: Proce<limienu>x eji'vuiivos.
1. Los Jiugados de los Social reintegrarán a la Tesorería General ele la Segundad 

Social, a partir del 1 de enero de 1990, las certificaciones de descubierto p<ir débitos a la 
Seguridad Social y, en su caso, las actas de liquidación de cuotas, cualquiera que sea el 
estado en que las mismas se encuentren, a efectos de que se inicie o continúe su ejecución 
por la Tesorería Genend de la Seguridad SiK’ial o |x>r otros órganos de carácter 
administrativo.

2. Los actos y trámites reali7j<d<is por las Magistratunis de Tnibajo en los 
procedimientos ejecutivos promovidos en relación con las certificaciones y actas de 
liquidación que se di-vuelvan senín válidos en los nuevos procedimientos administrativos 
que se inicien o continúen.

13.- REAL DECRETO 391/1989, D E 21 DE ABRIL, ESTABLECELA CUANTÍA DEL 

COMPLEMENTO DE DESTINO DE LOS MIEMBROS DEL PODER JUDICIAL Y DEL 

MINISTERIO FISCAL.

En la Disposición transitoria cuarta, apartado 2, dispone que, a partir de 1 di: cncnv de 

1990, no .se devengarán ni percibirán premios de cobranza por la recaudación en vfa de apremio 

de los débitos a la Seguridad Social, de conformidad con la Di.sposición transitoria quinta, en



relación con el ürtfculo 38 de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del 

Estado para 1989 y con la Disposición transitoria de la Ley 7/1989, de 12 de abril, de Bases de 

Procedimiento Laboral.

14.. REAL DECRETO LEGISLATIVO 521/1990, DE 27 DE ABRIL, TEXTO 

ARTICULADO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL.

Esta Ley atribuye a los Órganos jurisdiccionales del orden social las cue.stiones litigiosas 

que se promuevan en materia de Seguridad Social, incluida la protección por desempleo.

No obstante, el artículo 3" excluye de esta competencia ias reM)lucione,s dictadas por la 

Tesorería General de la Seguridad Social en materia de gestión recaudatoria o. en su caM). por las 

Entidades gestoras en el supuesto de cuotas de recaudación conjunta.

15.-REAL DECRETO 1.517/1991. DE 11 DE OCTUBRE. POR EL QUE SE APRUEBA 

EL REGLAMENTO GENERAL DE RECAUDACIÓN DE LOS RECURSOS DEL SISTE.MA 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Como anteriormente he comentado, este Real Decreto 1.517/1991 deroga el anterior 

Reglamento General de Recaudación del Si.stema de la Seguridad Social, si bien, en su Disposición 

transitoria quinta, estableció un complejo si.stema de adaptación de la norma, manteniendo la 

vigencia del Real Decreto 716/1986 para los procedimientos ya iniciados.

La Disposición Transitoria Segunda e.stablece lo siguiente:

Disposición Truasitoría Se;!unda.:
1. Ü1S procedimientos para la ejecución de los débitivs a la Segundad SiKtal 

promovidos por ceniftcai;ione.s de descubierto y. en su caso, por actas de liquidación, 
reinlcgrados a la Tesorería General de la Secundad Social por los Juzgados de lo Social, 
conforme a lo previsto en la disposición transitoria de la Ley 7/1989. de 2 de abni. de 
Bases de Pnvedimienco Laboral, se iniciarán o continuarán por dicha Tesorería General 
o por otros culaboradort» de la misma de carácter administrativo, por el procedimiento 
establecido en este Real Decreto y demis disposicione.s complementana.N.

2. Los actos y trámites realizados por las Magistraturas de Trabajo y. en su caso, 
por los Jtizgados de lo Social en los procedimientos promovidos ante ellos, en relación con 
las cenificacione.s de descubiertos y actas de liquidación devueltas, serán válidos en K» 
nuevos pnKedimientos administrativos que se inicien o continúen.

Asimismo, éste Real Decreto 1.517/1991 atribuye la competencia material de la gestión 

recaudatoria del Sistema de la Seguridad Social a la Tesorería General de la Seguridad Si>cial.



dejando la puerta abierta'^’ a la posibilidad de concertar los servicios recaudatorios que considere 

convenientes con lus Administraciones o Entidades particulares habilitadas al efecto y, en especial, 

con K)s Serv'icios del Ministerio de Economía y Hacienda. Los Conciertos con Entidades 

particulares habrán de ser autorizados por el Consejo de Ministros y las habilitaciones que surjan 

de los mismos tendrán, en lodo caso, carácter temp<jral (art. 2).

En mi opiniiln, esta posibilidad de efectuar conciertos de colaboración debería haber 

quedadi) definitivamente apartada tras la creación de las Unidades de Recaudación Ejecutiva de 

la Seguridad Social, creadas como órganos específicos de recaudación en vía de apremio de los 

descubiertos contemplados por el artículo 4 del propio Reglamento General de Recaudación de los 

Recursos del Sistema de la Seguridad S«>cial.

Por último, hay que destacar que el vigente Reglamento Genera! de Recaudación de los 

Recursos del Sistema de la Seguridad Social deberá ser objeto de modificación de conformidad con 

lo dispuesto en la nueva redacción de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 

1994. en su nueva redacción dada por la Ley 42/1994. de 30 de diciembre, de medidas fiscales, 

admini>trativas y de orden social (ver art" 33.5 y 36.2, entre otros).

16.- ORDEN DE 8 DE ABRIL DE 1992, POR LA QUE SE DESARROLLA EL REAL 

DECRETO 1.517/1991. DE 11 DE OCTUBRE.

En desarrollo de la citada Disposición transitoria quinta del Real Decreto 1.517/1991, la 

Orden, en su Disposición Traasitoria Tercera e'< blece lo siguiente:

Disposición Traasitoria Terceni.:
Li ¡tplicación del Rcj l̂ainento General de RecatidacitSn de los Recursos del 

Sistema de la Se{¡unditd StKÍal aprobado ¡nir el Real Decreto 716/[986, de 7 de marzo, 
a los procedimientos de apremio iniciados con anterioridad al 26 de (Ktubre de 1991 no 
será obstáculo pan» que en la c»)mposición de !a.s Mesas de Ijls subastas que deban 
celebrarse confonne a las nonnas del misino y en las sus(ituci<mes de sus componentes 
puedan aplicarse las nonnas contenidas al respecto en el Reglamento General aprobado ¡nir 
el Real Decreto 1.517/1991. de II de octubre.

Asiinisuio cuando se pnxluzca acumulación de certificaciones en expediente ya 
providenciado de apremio con iwsteriondad al 26 de octubre de 1991. previa Justificación 
en el mismo por providencia del Recaudador ejecutivo de la Seguridad StKÍal, se 
contmu;ini ya el priKcdiniiento de apretnio confonne n la regulación contenida en el 
Rejjlainento General aprobado por el citado Real Decrelo L 517/1991. de II de tKlubre 
y en esla Orden.

(4AI Ciiesíii'n que irsulia un l.inlo virprctHlcnlc dcspttis de ci>mpn)K'jr la cí^pcriciicia de b s  UniAídc\ de Rccaudacii'n 
Ejcculiv.t de la pmpia Tcvtrcria CcjktíI de la Sci;urid.id &>cial.



üíyícamente, esla Orden deroga la de 23 de octubre de 1986, que desarrollaba eí Real 

Decreto 716/1986, de 7 de marzo.

17.- REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/1994, DE 20 DE JUNIO, POR EL QUE SE 

APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

La Ley Genera! de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994. constituye el texto vigente 

en la actualidad en e.sta materia, sin que en relación con la competencia de la gestión recaudatoria 

haya sido modificado por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre.

En consecuencia, la competencia actual de la gestión recaudatoria de los recursos del 

Sistema de la Seguridad Social viene determinada por lo dispuesto en el artículo 18 de dicha Ley 

General de 20 de junio de 1994.

Artículo 18.: Competencia.
1. Li Tesorcria General de la Seguridad Social, como caja única dcl sistema de 

la Seguridjid StKÍal, llevara a cfecti> la gestión recaudatoria de los recursos de ésta, tanto 
voluntaría como ejecutiva, l>ajo la dirección, vigilancia y tutela det Esudo.

2. Para realizar la función recaudaloría, la Tesorería General de la Segundad 
Sucia! p<xiní concertar los servicios que considere convenientes con las Administraciones 
estatal, in.stitucional, autónoma, liKal o entidades particulares habilitadas a! efecto y. en 
es|>ccia!, con los servicios del Ministerio de Economía y Hacienda.

3. Las habililacioni» que se otorguen a las entidades particulares a que se refiere 
el apartado anterior tendrán, en todo caso, carácter temptiral. L»)s concierti>N con tales 
entidades habrán de ser autorizados p*>r el Consejo de Ministn».

3.2. Lu e.xtinguida certincación de descubierto.

Después de una evolución histórica en la que, inicialmente, tanto las certificaciones de 

descubierto como las actas firmes de liquidación constituyeron el título ejecutivt) que iniciaba el 

procedimiento de apremio (artículo 19.2 de la Ley General de la Seguridad Social de 30 de mayo 

de 1974), posteriormente, la certificación de descubierto se constituyó en el título ejecutivo único 

y suficiente para iniciar, sin necesidad de ninguna otra exigencia o autorización, la vía 

administrativa de apremio (artículo 98 del Real Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre, ptir el que 

se aprueba el Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad 

Social).

En este sentido, el apartado I del artículo 33 de la Ley General de la Seguridad Social de 

20 de junio de 1994, e.stableció, en su redacción original lo siguiente:



Artículo 33.: ¡nicütdón de la vía ejecutiva.
1. Li exacción tic cuotas de la Seguridad SikíhI no ingresud;is en período 

voluntario ¡xir el empresario deudor o sujeto res¡)on.sab]e del pago se efecluaní mediante 
procediinienlo adiuinistriitivo de apremio prutmivido |)or la Tesorería General de la 
Seguridad Social, que tiX(>edtnl las correspondientes certificaciones de descubierto.

DictuLS certificaciones, acn-dilativas de la deuda a la Seguridad S(K‘ial. constituyen 
el título ejecutivo para iniciar, sin otra exigencia ni autorización, la vía administrativa de 
apremio, y tendrán la misma fuerza ejecutiva que las sentencias judiciales para proceder 
contri los bienes y derechos de los deudores.

En consccucncia, hasta la modillcucidn inlrinJitcida por la Ley 42/1994. de 30 de 

diciembre, de medtda.s fiscales, adminlstralivas y de orden .social, el inicio de la vía de apremio 

se priKlucía ct>n la expedicit^n de la certillcacic'ín de descubierto, pues con.slituían e! título ejecutivo 

para iniciar dicha vía de apremio.

Asimismo, el párrafo segundo del citado apartado I del artículo 33 decía "sin otra 

i-.xini’ncui ni uuiorizuciótr. Esta referencia tambitín .se encontraba recogida en el artículo 98 del 

Real Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre, y suprimi<5 la necesaria autorización de la Dirección 

Provincial de Trabajo y Seguridad Social para expedir la providencia de apremio, autorización que 

se ctintemplaba en e! artículo 102 del anterior Reglamento de Recaudación (Real Decreto 

716/1986, de 7 de marzo) y que había sido suprimida por la Disposición Adicional D<ícima de la 

Ley de Presupuestos General del Estado para el año 1991.

Las certificaciones de descubierto han tenido la misma fuerza ejecutiva que las sentencias 

Judiciales para proceder contra los bienes y derechos de los deudores. Re.sultando conveniente 

rect)rdar aquí lo dispuesto en el artículo 123 del Real Decreto 1.517/1991 en relación con la 

anotación preventiva de embargo: "Ims mandamientos que, a estos efectos, expidan los 

recaiuladores ejecutivos de la Seguridad Social tendrán la misma virtualidad que si emanasen de 

la autoridad jtuUciar, cuestión que ha dejado detlnitivamente aclarados algunos problemas 

interpretativos que habían producido h>s mandamientos de los recaudadores ejecutivos de la 

Seguridad Social, especialmente en lo relativo a la prórroga de las anotaciones de embargo de 

conformidad con lo Jispue.sto en el artículo 86 de la Ley Hipotecaria y en el párrafo segundo del 

artículo 199 del Reglamento Hipotecario.

.^.3. Iniciación de lu vi'a de upremin.

A partir de la modificación introducida por la citada Ley 42/1994. de 30 de diciembre.



el inicio de la vía de apremio se producirá de conformidad con lo establecido en la nueva 

redacción del artículo 33 de la Ley General de la Seguridad Social:

Artículo 33.-: Procedimiento de apremio y título ejecutivo.
1. Transcurridos los plazos ñjados, en sus respectivos casos, en los anículos 30 

y 31 de esta Ley, sin que se hubiere satisfecho la deuda y con independencia del recurso 
contencioso>adjninistnttivoquc]os interesados puedan formular, se pasará automáticamente 
a la vía de apremio con aplicación del correspondiente recargo del 20 o del 35 por 100.

La exacción de cuotas en diclia vía ejecutiva se efectuará mediante el 
procedimienlondininislrativode apremio seguido por la Tesorería General de la Segundad 
Social.

2. El cumplimiento de las demás deudas con la Seguridad Social, que tengan el 
carácter de ingresos de derecho público y cuyo objeto no sean frutos, rentas o cualquier 
otro prtxluclo de sus bienes muebles o inmuebles, se exigirá asimismo por el 
procedimiento administrativo de apremio seguido por la Tesorería General de la Segundad 
S(KÍal.

3. üis reclainjiciones de deudas pt>r cuotas de la Seguridad Social y por los demás 
recursos de la misma a que se refiere el número 2 de este anículo, así como las actas de 
liquidación de cuotas, cuando unas y otras no hubieran sido impugnadas o. en su caso, las 
resoluciones administrativas que las mismas originen, si no fueran satisfechas, constituyen 
el título ejecutivo para seguir la vía administrativa de apremio por la Tesi>rcría General 
de la Seguridad Social y tendrán la misma fuerza ejecutiva que las sentencias judiciales 
para priKeder contra los bienes y derechos de los deudores.

4. üis costas y gastos que origine la recaudación en vía ejecuti\a serán siempre 
a cargo del sujeto responsable del pago.

5. El Gobierno, mediante Real Decreto, a propuesta del Ministeno de Trabajo y 
Seguridad Social, aprobará el opcfrtuno procedimiento para la cobranza de los débitos a 
la Seguridad Social en vía de apremio.

Del análisis del presente artículo 33 se pueden extraer las siguientes conclusiones: 

PRIMERO.- El inicio de la vía de apremio se produce de forma automática por el 

transcurso de los plazos, sin necesidad de la expedición de la 'histórica' certificación de 

descubierto.

SEGUNDO.- El citado inicio de la vía de apremio se prixlucirá con independencia del 

recurso contencioso-administrativo que los interesados pudieran formular. De donde se desprenden 

dos cosas: 1.- Que la interposición del recurso contencioso-administrativo no paraliza el 

procedimiento de recaudación. 2.- Que contra el recurso ordinario previsto en el artículo 30.4 y

31.4 no cabe, como sucedía anteriormente, la reclamación económico-administrativa ante el 

correspondiente tribunal, sino que, directamente, deberá recurrirse ante la jurisdicción contencioso- 

administrativa. De esta forma se simplifica la tortuosa vía de las reclamaciones, pero, al mismo 

tiempo, se elimina una posibilidad de recurso que tenía el administrado antes de iniciar el largo



camino del contencioso-administrativo.

TERCERO.- A partir de la actual redacciiln de! artfculu 33 de la Ley General de la 

Seguridad Social, el título ejecutivo para seguir la vía administrativa de apremio estará constituido 

por las Reclamaciones de deuda y las Actas de Liquidación o. en su caso, por las resoluciones 

administrativas que se dicten contra la impugnación de las mismas. Asimismo, constituyen título 

ejecutivo las resoluciones confirmatorias de las actas figuradas en los documentos únicos previstos 

en el artículo 31.5.

Como anteriormente se decía de las certificaciones de descubierto, los actuales títulos 

ejecutivos tendrán la misma tuerza ejecutiva que las sentencias judiciales para proceder contra los 

bienes y derechos de los deudores. Consecuentemente, me remito a lo que he dicho en el apartado

3.2 con respecto a la fuerza ejecutiva de !a.s extinguidas certificaciones de descubierto.

CUARTO.- En aplicación de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 33, deberá 

precederse a la elaboración de un nuevo Reglamento General de Recaudación de los Recursos del 

Sistema de la Seguridad Social, que su.stiluya al vigente, aprobado por el Real Decreto 

1.517/1991, de 11 de octubre, y que recoja todas las modificaciones introducidas en la actualidad.

Entre tanto se produce la publicación del nuevo Reglamento de Recaudación, el vigente 

Real Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre, continuará siendo de aplicación en todo lo que no 

contradiga a las modificaciones introducidas con posterioridad.

3.4, La providencia de apremio.

La nueva redacción del artículo 34 de la Ley General de la Seguridad Social establece lo 

siguiente:

Artículo 34.-: Providencia de apremio, oposición a Ui inixnm, noiijicacitin de etnharf’tf <• 
impugnaciones al procedimiento de apremio,

I, Li ejecución contra el patrimonio del deudor a la Seguridad Social, ¿n base 
a los títulos ejecutivos determinados en el número 3 del artículo anterior, se de.spai;h¡ini 
mediante providencia de apremio, expedida por el órgano de la Tesorería General de la 
Seguridad Social que determine el Ministerio de Tntbajo y Seguridad Social, y que seriS 
notificada al deudor identificando la deuda pendiente y requiriéndole para que efectile su 
pago con el recargo corre.spondiente.

Si el deudor no efectuare el pago en el plazo que reglamentariamente se 
establezca, se prtKedenl al embargo de sus bienes, advirtiéndose así en la providencia de 
apremio.

Las perdonas contra la.s que se hubiere iniciado pnKedimiento ejecutivo por



deudas a la Seguridad Social podrán formular oposición al apremio decretado dentni de 
los quince días siguientes al de su notificación.

2. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los siguientes motivos 
de oposición debidamente justificados:

a) Pago.
b) Prescripción.
c) Error material <i aritmético en la determinación de la deuda.
d) Condonación, aplazamiento de la deuda o suspensión del priKedimiento.
e) Falta de notificación de la reclamación de la deuda, del acta de liquidación o 

de las r«»oluciones que las misrruis origmen.
Si se formulare impugnación pt>r los motivos indicados en este número, el 

procedimiento de apremio únicamente se suspenderá, sin necesidad de la presenUción de 
la garantía, liasta la resolución de la oposición.

3. La ejecución contra el patrimonio del deudor se efectuará mediante el embargo 
y la realiuición del valor o, en su caM). la adjudicación de bienes del deudor en cuantía 
suficiente para cubrir el importe de la deuda incrementad»! con una cantidad a cuenta para 
costas del procedimiento, que en ningún Mipiiesto |>odní superar el 3 por 100 del citado 
importe.

Si el cumplimiento de la deuda con la Seguridad Social estuviere garantizado 
medíanle aval, prenda, hipoteca t) cualquiera otra garantía personal o real, se prinrederá 
en primer lugar a ejecutarla, lo que se realizará en lodo caso por los órganos de 
recaudación de la Administración de la Segundad Social a través del procedimiento 
administnitivo de apremio.

4. Si los interesados fonnularen recurso ordinario en vía administrativa y. en su 
caso, contencioso-administrativa, el pn>cedimienlo de apremio no se suspenderá si no se 
realiza el pago de la deuda perseguida, se garantiza con aval suficiente o se consigna su 
iin|X)rte, incluidos el recargo de apremio y el 3 p<ir 100 a efectos, este último, de cantidad 
a cuenta de las costas reglamentariamente establecidas, a disposición de la TeMtreria 
General de la Seguridad StK'ial.

5. Lo dispuesto en los núinen)s precedentes se entiende sm perjuicio de lo 
especialmente previsto en el artículo 35 de esta Ley y en los artículos 122 y siguientes de 
la Ley de 27 de diciembre de 1956. reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Adminislrativa.

Del análisis de la nueva redacción del artículo 34 se pueden extraer las siguientes 

conclusiones:

PRIMERO.- La actual ejecucicSn, al igual que sucedía anteriormente, .se despachará 

mediante providencia de apremio; pero, ahora, en base a los nuevos títulos ejecutivos y no en base 

a las certificaciones de descubierto.

SEGUNDO.- Anteriormente, el plazo para realizar el pago después de notificada la 

providencia de apremio era de 24 horas. Sin embargo, ttxlo hace presumir que el plazo que 

reglamentariamente se determine para hacer frente al pago de las deudas reclamadas, se hará 

coincidir con el establecido para forinular oposición al apremio, es decir, los quince días siguientes 

al de su notificación.



TERCERO.- Se modifican ligeramente los motivos de oposición al apremio existentes en 

U redacción original de la L«y General de la Seguridad Social, introduciéndose algunos supuestos 

que aunque no estuvieran anteriormente previstos en el artículo 34, su aplicación era lógica 

atendiendo al restante contexto normativo. Tal es el caso de la condonación o la suspensión del 

procedimiento que, actualmente, se incluyen específicamente como motivos de oposición al 

apremio.

En cualquier caso, el procedimiento de apremio únicamente se suspenderá, sin la necesidad 

de presentación de garantía, por los motivos de oposición al apremio indicados en el apartado 2 

del citado artículo 34.

En el supuesto de formularse recurso ordinario por motivos distintos de los anteriormente 

citados, el procedimiento de apremio no se suspenderá si no se realiza el pago de la deuda 

perseguida o se garantiza suficientemente la misma.

3.5. Normus ^enerules del procedimienlu de apremio.

El procedimiento de recaudación de los recursos del Sistema de la Seguridad Social se 

encuentra regulado en la actualidad por el Real Decreto 1.517/1991, de II de octubre, por el que 

se aprueba el Reglamento General de Recaudación. No obstante, este Reglamento, como he dicho 

anteriíirmente, deberá ser modificado de conformidad con lo dispuesto en la nueva redacción de 

la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994, introducida por la Ley 42/1994. 

de 30 de diciembre.

En el artículo 102 del citado Real Decreto 1.517/1991, se determina el carácter del 

procedimiento de apremio, según el cual dicho procedimiento .será exclusivamente administrativo, 

siendo competente para entender del mismo y resolver todas sus incidencias la Te.sorería General 

de la Seguridad Social, en su condición de titular de la función recaudatoria en el Sistema de la 

Seguridad Social, sin perjuicio de que pueda continuar concertando los servicios de la recaudación 

ejecutiva que considere convenientes, dejando con ello, como he dicho anteriormente, una puerta 

abierta a futuros conciertos que en la actualidad carecerían de fundamenti) debido a la exi.stencia 

de las Unidades de Recaudación Ejecutiva. Si bien, en el artículo 102.2, limita las competencias 

que puedan asumir los organismos concertados:

Artículo 102.: Carácier del procedimiento.



2. (...1 En los conciertos que puedan celebrarse, la competencia para dicur la 
providencia de apremio para declarar incobrables los débitos a la Seguridad Social y demis 
conceptos de recaudación conjunta y el término del procedimiento de apremio y, para la 
resolución de las reclamaciones en tercerías que se susciten en el mismo corresponderá a 
la respectiva Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social.

La terininación del procedimiento de apremio se encuentra regulada en el anículo 104 del 

Real Decreto 1.517/1991;

Artículo 104.: Tenninnción drl prtKetUmienio.
El procedimiento de apremio termina:
a) Cu;tndo resulte totalmente solventado el debito perseguido.
b) Con el acuerdo sobre insolvencia total o parcial de deudor.
c) Con la concesión de aplazamiento o fraccionamiento de los débitos.
d) Con el acuerdo de la Dirección Prt>vincial de la Tesorería General de la 

Seguridad Social de haber quedjtdo extinguido el debito por cualquier otra causa legal.

3.6. Acumulación de títulos ejecutivos.

En la tramitación de los expedientes de apremio por parte de las Unidades de Recaudación 

Ejecutiva de la Seguridad Social surge el problema de la acumulación de títulos ejecutivos, 

aoumulaoiiln que incide directamente en el litigio que puede originarse con otros acreedores.

El apartado 1.1 üel artículo 126 de la Orden de 8 de Abril de 1992 establece lo siguiente:

Artículo 126.; 1.1 El expediente de apremio comprenderá cuantos débitos tenga el 
interesado en una misma Unidad de Recaudación Ejecutiva al iniciarse el expediente y a 
él se inüi acumulando, en su caso, los sucesivos vencimientos no satisfechos en período 
voluntarío, preceptivamente apremiados.

El problema fundamental se desarrolla cuando hay que hacer valer la preferencia del 

crédito de la Seguridad Social preventivamente anotado en el Registro de la Propiedad gravando 

un bien concreto del deudor. En este caso, el crédito de la Seguridad SiKÍal gozaría del rango 

otorgado por el artículo 192.1.4“ del Código Civil, en relación con el artículo 44 de la Ley 

HiptUecaria (ver apartado 4 del capítulo 1" de esta parte primera; páginas 31 y ss,).

Sup<ingamos que el expediente de apremio se inicia con una deuda por importe de un 

millón de pesetas y que da lugar a una anotación preventiva de embargo, por dicha cuantía, en 

favor de la Tesorería General de la Seguridad Social, gravando un bien inmueble del deudor,



Posteriormente, en la tramitación del expediente de apremio se liquida, como consecuencia de 

distintos embargos en metálico, la cantidad de seiscientas mil pesetas, subsistiendo el citado 

expediente por cuantía, ahora, de cuatrocientas mil pesetas, pero garantizado por la anotación 

preventiva de embargo inicial por importe de un millón de pesetas.

¿Qué sucederá entonces si al expediente originario se han acumulado nuevos títulos 

ejecutivos por un nuevo importe de dos millones de pesetas? Evidentemente, si se pretende 

ejecutar la anotación preventiva por importe de un millón de pesetas, ésta sólo garantizará Uis 

débitos que continúen subsistentes de los que inicialmente dieron lugar a su anotación, pues los 

restantes títulos ejecutivos han sidti liquidados, quedando los nuevos títulos ejecutivos (por importe 

de dos millones de pesetas) a resultas del análisis que pueda surgir en torno a su preferencia con 

respecto a los restantes acreedores, pero sin que puedan beneficiarse pi>r el privilegio de una 

anotación preventiva de embargo que fue practicada con anterioridad al nacimiento de dichos 

títulos ejecutivos.

Sin embargo, en relación con los embargos sobre bienes muebles que se hayan practicado 

en la tramitación de un expediente de apremio y que no hayan sido anotados preventivamente (pues 

la anotación no es constitutiva), la acumulación de los títulos ejecutivos si cumple su función, 

debido a que el embargo se hace por expediente y no por cuantía, de forma que siempre que 

subsista el expediente de apremio permanecerá el embargo, aunque hayan sido liquidados los 

primeros títulos ejecutivos que dieron lugar al embargo.

Para tlnalizar el pre.sente capítulo, quiero hacer constar que no es intención de este estudio 

profundizar en el análisis del vigente Reglamento General de Recaudación de los Recursos del 

Sistema de la Seguridad Social, análisis que quizá en un futuro realice debido a mi especial interés 

por esta materia, considerando, en su caso, la probable reforma del presente Real Decreto 

1.517/1991, de 11 de octubre.
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1. INTRODUCCIÓN.
0

La efectividad del procedimiento administrativo de apremio regulado en el Reglamento 

General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social puede verse 

disminuida por la concurrencia con otros procedimientos de ejecución del patrimonio del deudor 

que resulten prioritarios al de la Seguridad Social. En estos supuestos de concurrciicia de 

procedimientos no se discute el grado de prelación entre créditos, sino la pritu'idad para continuar 

con la ejecución de un determinado proceso.

Dicha concurrencia puede producirse con cualquier procedimiento de ejecución, pero, 

debido a su eficacia suspensiva, interesa ahora analizar la concurrencia con los procedimientos 

ct)ncursales de ejecución universal o con los restantes procedimientos administrativos.

[especialmente interesante resulta el análisis de la concurrencia con los procedimientos 

concúrsales, cuyo efecto fundamental consiste en la paralización del ejercicio de las acciones 

individuales de los acreedores para someterse al principio de la igualdad de trato 'par vorulitio 

creditontm". Sin embargo, en ocasiones, dicho principio puede verse superado por la posibilidad 

que corresponde a determinados deudores de ejercitar el privilegio de ejecución separada. Es decir, 

a pesar de la exi¡;iencia de un proceso de Suspensión de Pagos o Quiebra, por ejemplo, existen 

acreedores que podrían continuar con la ejecución de sus créditos sin someterse a la 'par conJitio 

creJilorum'I tal es el caso de los acreedores hipotecarios y pignoraticios, o de los créditos 

salariales protegidos por el artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores. Pero, además. gi>zan 

también del privilegio de continuar con la ejecución los procedimientos administrativos de apremio 

regulados en el Real Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento 

General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social, y en el Real Decreto

1.684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación del 

Estado.

En el capítulo primero de la segunda parte, analizaré con mayor profundidad los efectos 

que produce el ejercicio del privilegio de ejecución separada; centrándome ahora en la 

concurrencia del procedimiento administrativo de apremio de la Seguridad Social con otros 

procesos de ejecución, cuya regulación viene determinada pt>r el artículo 117 de la Orden de 8 de 

abril de 1992 que desarrolla el citado Real Decreto 1.517/1991:



Artículo 117.: Carácter, concurrencia, suspensión y mulución Jel ¡¡rocedimiento Je 
apremio.

2 .1. En los casos de concurrencia ile proccd i míenlos adininislralivos de apremio 
enla- sí o entre éstos y pn)cedimicntos concúrsales «> de ejecución universa), judiciales o 
no judiciales, la preferencia pani continuar la traiiiilacit^n del procedimiento se detenninarii 
por la prioríd;<ü en el tieinfK) de los mismos.

Salvo que olni cosa se disjxinga jxir resoiucii^n de los órganos judiciales 
competentes en materia de Conflictos jurisdiccionales, para fijar la prioridad en el tiempo 
se aplicantn las siguientes reglas:

a) En los procedimientos administrativos de apremio seguidos ¡Mir los (Urgimos de 
recaudacit^n ejecutiva de la Administnicit^n de la Seguridad S<KÍal así como por los de 
otras Administntciones Públicas, la prioridjul en el liem|M> se detennmani [H>r la fecha en 
que se adoptó la providencia de embargo.

I)) En ti>s procedimientos concúrsales o de ejecución universal, se atenderá a la 
fecha de la ]irovidencia de admisión en los supuestos de quita y es|>era y sus|H:nsión de 
papos; a la fecha del auto de declanición en los supuestos de concurso de acreedores y de 
quiebras, y a la de la resolución que inicie el procedimiento de ejecución universal en los 
demás cast>s.

2.2. Cuando la Tesorería Gcnend de la Seguridad S<KÍal deba contmuar el 
procedimiento de apremio miciado ¡mr la misma ¡vir resultar preferente coníonue a las 
reglas precedentes o. no siéndolo, ¡lor no halter suscrito l«)s convenios de quila y csfieni 
entre los acreedores y el concursado, entre los acreedores y el quebnulo «) entre los 
acreedores y el sus|>ens«> a que se refiere el artículo 57.2 del Reglamento General, el 
procedimiento de apremio regulado en el mismo y en esta Orden no será acumulable a los 
judiciales ni a otros prcKedimientos de ejecución y no se susiiendení aunque el deudor 
comerciante haya solicitado y haya sidi> declarado en situación de sus|>ensión de pagos o 
en quiebra o el deudor no comerciante haya solicitado y obtenido, de sus acreedores, quita 
y es{)eni o ambas cosas o se hubiere presentado en concurso ante el Tribunal u órgano 
comitetente ante el que se siga el priKedimiento de ejecución universal.

2.3. Cimndo la Tesorería Genend de la Seguridad Social hubie.se iniciado el 
procedimiento de apremio y m» resultare preferente para su continuación o, siéndolo, 
hubiere su.scrito los convenios de quita, es[H;ri o aquellos otnis que estime oportunos entre 
los previstos en el articulo 57.2 del Reglamento General, el Director Provincial de la 
Tesorería General coin|>etenle, el órgano o la Unidad de Recaudación Ejecutiva de la 
Seguridad S«KÍal designada al efecto sus|)cndeni el procedimiento administrativo de 
apremio seguido |H)r ésta y, si no .se hubiere efectuado ya con anterioridad, ordenará a los 
representantes de la Seguridad Si>cial la personación en los otnis procedimientos de 
ejecución y que .>:e notifiquen a los órganos de ejecución universal corres|)ondienles los 
débitos de la Seguridad S«K'ial, incluso los no liquidados hasta la fecha así como la 
sitiutción y la natunilez;i de los mismos.
Li Dirección Provincial de la Tesorería Genenil o, en su caso, el órgano o la UniiL'id de 
Recaudación Ejecutiva designada confonne al número 3 del artículo 55 de esta Orden 
propondrá lo que mejor convenga a los derechos de la Seguridad Social en los convenios 
o en el priK'edimiento de ejecución del caudal concursal, sujetándose* en todo c.iso a lo 
establecido en el artículo 57 del Reglamento General y demás disposiciones 
complementarias.

En los supuestos a que se refiere este .ipartado |XHlni darse por tenninado el 
priKcdimiento administrativo de apremio .seguido p«ír la Unidad de Recaudación Ejecutiva 
de la Seguridad SiKÍal confonne a b  dispue.sto en los niimeros 2 y 4 del artículo 124 de 
esta Orden o acordar únic<imente la data de las certificaciones correspondientes confonne 
a lo est.iblecido en el artículo 177 de la misma, segiin pr«Keda,



El citado artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992, al igual que el anículo 95 del 

Real Decreto 1.684/1990, de 20 de diciembre, ratifica el criterio mantenido por la Circular 

3/1990, de 25 de junio de 1990, de la Secretaría General de Hacienda y la Dirección General del 

Servicio Jurídico del Estado sobre actuaciones en los procesos concúrsales de los órganos de la 

Administración Tributaria y del Servicio Jurídico del Estado. Recientemente, la Resolución de 30 

de enero de 1995 de la Secretaría General para la Seguridad Social, por la que se dictan 

instrucciones aobre las actuaciones de los Órganos de la Tesorería General de la Seguridad Social 

tTi los procedimientos concúrsales, ha recogido también el criterio surgido de la reiterada doctrina 

del Tribunal de Contlictos de jurisdicción. En este sentido, como señala RaFaEL SaN.MARTI.n 

FERRER"*̂ '. ’Lü carencia Je normativa dio lugar a que se consolidara el criterio a seguir en los 

casos de concurrencia de procedimientos, sobre las bases sentadas por la jurisprudencia de 

conjlictos, que sustentaba que caso de pluralidad de ejecuciones sobre un mismo bien de un 

deiuíor la preferencia se acordaba con criterios de prioridad temporal: es decir, a la autoridad 

que primero realizó el embargo, sin entrar para nada en la prelación de ¡os respectivos créditos, 

sino que se trata de un medio de determinar qué jurisdicción es la habría de tener en cuenta los 

derechos de todos (D.D. 05.¡0.1973:03.05.¡974;28.02.1982:02-04.¡982y R.D. 28. ¡ ¡.¡984)'".

Este autor, en la obra citada, recoge una amplia referencia de la doctrina jurisprudencial 

existente en materia de concurrencia de priKedimientos. Pero el citado criterio temporal de la 

prioridad en el embargo suscitó como cuestión elemental para delimitar dicha prioridad la 

comparación de los denominados "momenios homogéneos"'*’'', cuestión que ha sido contemplada 

por la actual normativa de Recaudación del E.stado y de la Seguridad Social.

Ahora bien, la redacción del apartado 2 .1a) del artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 

1992 plantea la duda de considerar la providencia de embargo genérica o. ptir el contrario, 

considerar como "momento homogéneo" la diligencia de embargo específica sobre los 

correspondientes bienes. En este sentido, el artículo 110 del Rea! Decreto 1.517/1991, de 11 de 

octubre, regula la providencia de embargo como un acto genérico dictado p )̂r el Recaudador en 

el procedimiento administrativo de apremio: sin embargo, la traba en sí se producirá ain  la

147) Sa .n'Ma k t in  FKKRhK. RAhAhX; "La concunmcu de pnvcdtmkiuos y de emharpos en el nuo'o Reclámenlo y
b» leiverm de iiKjor derecho a favor del Eslado". Tnhuna Fiscal' Re\isla Ttibulaha v Financie», n® 37. 
Edilorúl CISS; noviembre 1993. Pip. 63.

(■«> SAsnie? SíVlAS. I.ns y Tokkhí FHtsXvühy. Jua.s- Josfi; "La hacienda firnte a las «luiebras v...’ (obra citada
en la NPP n“ 19. pág 36); pág. 53 y is.
Conírontar también. M a KTIN Tivkín. MAM'tX; ‘Embargos y Tea-erús de U Hacienda Pública' Cuadenvis de 
Jurúpnidencia Tiibuuna. Inslilulo de Esíudiin Fiscales. Ministerio de Hacienda Madrid 1977



corrcsptmilienití diligencia de embargo previ.sta para los bienes muebles en el artículo 115 del 

mismo Real Decreto. Esta cueslii'in ha llevado a algunos autores a coasiderar que la prioridad en 

favor de los procedimientos administrativos de apremio se producirá en función de la fecha de la 

diligencia de embargo'^". No obstante, tanto la redacción del artículo 95 del Real Decreto 

1.684/1990 (que regula el Reglamento General de Recaudación del Estado), como el artículo 117 

de la Orden de 8 de abril de 1992 (que desarrolla el Reglamento General de Recaudación de los 

Recursos del Si.stema de la Seguridad Social), hacen referencia literalmente a la fecha de la 

providencia de embargo, y ésta m> es otra que la prevista en los respeclivt>s artículos 110 del Real 

Decreto 1.517/1991 y del Real Decreto 1.684/1990. Consecuentemente, debería defenderse como 

"momento homogéneo" la fecha de la providencia de embargo genérica del artículo 110. Sin 

embargo, en contra de mi opinión, la citada Resolución de 30 de enero de 1995, de la Secretaría 

General para la Seguridad Si>cial, en el apartado 2.1.2 de la instrucción sexta, hace referencia a 

las lleudas apremiadas con “Jilifienda Je einharao de bienes" dictada en fecha anterior a la del 

proceso.

En defmitiva, las Unidades de Recaudación L'iccutiva de la Seguridad Social podrán 

continuar con el procedimiento administrativo de apremio cuando los créditos perseguidos hayan 

dado lugar a la diligencia e.spec(t1ca del embargo de bienes con anterioridad a la admisión de la 

suspensión de pagt>s o al auto de declaración de quiebra.

(4*11 SA.vcHiy SM'i/VS. i.i i.s y Tíjkhi.s Fi-.RNÁs»iy, Ji'an JosíU'Lj  tvicicinia frente a bs quichras >•...“ (obra
CM la NPC ii" 10. iiáp 36). páj; 59.: ~Ui irlfcción Jrl m im fnio  hi>rwK<fnfo deh f dfcam arst por la efe(ñ\-a 
irahti, ¡irruiii más iunfumu’ ion fsia la M igfnciu aue la prrnidfnciit d f  embargo".
ClKVANn.s Sánchiv. Rodkkím, C.; 'L j  lucicnJ.1 ptihlic.i en los pnvc.síis cimcursalcs". Cuadernos de 
Fi'nnación Je Li laspcccn^n Je los Tribuios, Escuda de (Inciciida Púhlic.i, M.idrid, núm. I 4 / I 9 * ) l d fn tn i 
Jr lili Irfs rruimenlin /wmiViVi. prinidencúi d f  apremio, providencia de emhirf;o y diligencia de embargo, nirece  
lo mtii oileciuido tjue sea fUe útiinui. en manto imprime la nota concreta de afección tfue supone e lerm trgn , 
el termino de tomproftición elegido en lugar de la providencia de embargo.".

R'jDWcl'iy-FoK-Nos. AKn;Ro; "L i iivIcrvciKÚSn de In Ilaeicnd.-i Púhlie.i en los pnK'csos ciincursales". 
TnNiiLi fiscal CISS Junio 1992:"/.. que iitmtr el mímenlo de la traba de bienes en la providencia de enJxirgo, 
a los efedoí de prewlencta proiedimental (art 95.1 R G R.) introiluce inseguridail dicha proxidencia. por ut 
contenido genérico, y tin referencia a bienes concretos, tiende a se contidenida a a o d e  mero trámite, utiutimente 
no notificado tampoci' e la r i ’. IIOR.G.R.  menciona su notificaaifr . ¿on lo que etdeudor, los acreedores, los 
órnanos coníuruiles o el Juez pueden desconocerla en el m/nnento ofHirtuno. Li> cual no obsta p<tra promover 
nm jhcto junuüccional, pero puede plantear problemas en el reconocimiento o verificación de los créditos. Sería 
conveniente, cuanto menos, ¡a inmediata lomunicación de dicha proiidencia iilJtiigikio, al tener conocimiento 
del procedimiento concursal. "
S asm ak itn  Fi.kkI'K, Rai ai.1.; ' I j  concurrciicúi de.. '  fohra citada en la NI’P n “ 47. piy. ll,í) ; P.íps 67-69



2. DEUDAS SINGULARMENTE PRIVILEGIADAS.

El artículo 114.2 del Real Decreto I.5I7/1991, de 11 de octubre, esublece los siguiente:

Artículo 114.: Práctico de los embargos.
2. Si la lleuda estuviera garantizada mediante aval, prenda, hipiMeca o cualquier 

otra garantía, se procederá en primer lugar a ejecutarla, lo que se realizará en f<xlo caso 
ptir los órganos de recaudación competentes a través del priJccdimicnto adminjsjrativi> de 
apremio regulado en este Real Decreto.

Asimismo, el párrafo segundo, del apartado 3 del artículo 34 de la Ley General de la 

Seguridad Social, en su nueva redacción dada por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, dice lo 

siguiente: "si el cumpUmienio Je la deitda con la SegurícJad Social estuviere garantizado mediante 

aval, prenda, ¡tipoieca o cualquiera otra {•aramia personal o real, se procederá en primer luf^ar 

a ejecutarla, ¡o que se realizará en tinio caso por los órganos de recaudación de la Administración 

de la Seguridad Social, a través del procedimiento administrativo de apremio.'.

La posibilidad de que la deuda se encuentre garantizada desde el inicio del procedimiento 

administrativo de apremio de la Seguridad Social puede tener su causa, únicamente, por dos 

situaciones:

1.- La existencia de un aplazamiento concedido con anterioridad, de conformidad con lo 

establecid<i en los artículos 39 y siguientes del propio Real Decreto 1.517/1991. Aplazamiento que 

para dar lugar al inicio del procedimiento de apremio, evidentemente, ha tenido que ser 

incumplido.

2.- La existencia de un recurso ordinario que haya dado lugar a la garantía del pago de 

los débitos perseguidos, según lo establecido en el artículo 30.4 de la Ley General de la Seguridad 

Social, en su nueva redacción dada pt)r la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, 

administrativas y de orden social.

Consecuentemente, a diferencia de lo que puede suceder con los créditos a favor de la 

Hacienda Pública, los créditos de la Seguridad Social únicamente ptidrán estar garantizados cuando 

exista un aplazamiento concedido con anterioridad o cuando exista un recurso ordinario sujeto a 

las condiciones del citado artículo 30.4 de la Ley General de la Seguridad Social. No obstante, a 

partir de la vigencia de la reciente Ley 14/1994, de 11 de junio, por la que se regulan las



empresas de trabajo temporal, la garantía prevista en el artículo 3 de dicha Ley, también píxlrá 

dar lugar, en su caso, a la existencia de una garantía previa al inicio del procedimiento 

administrativo de apremio.

lin estos supuestos, aunque se inicie un procedimiento de ejecuciíSn universal, las garantías 

singularmente constituidas con anterioridad al mismo podrán ser objeto de ejecuciiln pt)r parte de 

las Unidades de Recaudaci«5n Ejecución de la Seguridad Social, mediante el procedimiento 

administrativo de apremio regulado en el citado Real Decreto 1.517/1991. Cuando se trate de una 

garantía hipotecaria o pignoraticia, el privilegio de ejecuciiln .separada viene, ademis, determinado 

por lo dispuestt) en la Ley de Suspensitin de Pagos de 1922 (artículo 9, párrafo 4“), en la Ley de 

enjuiciamiento civil (artículo 166). en el CMigo de Comercio (artículo 918) y en la Ley 

Hipotecaria (artículo 135)'""'. Sin embargo, la posibilidad de que estas garantías hipotecarias o 

pignoraticias puedan .ser ejecutadas por las Unidades de Recaudacii^n Ejecutiva de la Seguridad 

Social, a iravtís del procedimiento administrativo de apremio, puede plantear serias dudas, al 

atribuir a los lá rg a n o s  de recaudaciiln competentes la ejecucit^n de una hipoteca. E n  cualquier caso, 

la eficacia de dicha ejecucii^n re.sulta mayor al evitar la necesidad de acudir a un procedimiento 

civil.

Por .su parte, cuando la gai-antía esté con.stituida por un aval solidario, m) existe problema 

alguno para llevar a cabo su ejecuciiin a pesar del posterior inicio de un procedimiento concursal 

del deudor principal.

En conclusit^n, cuando el crédito de la Seguridad Social se encuentre singularmente 

garantizado con anterioridad ai inicio de un procedimiento concursal, dicho crédito pi>drá .ser 

objeto de ejecución con independencia de la exi.stencia del citado pr<icedÍmÍento de ejecución 

universal; apartánd<ise, consecuentemente, del principio de igualdad de trato ("par conditio 

creJiiorum"). Si bien, por aplicación analógica del apartado 1” de la instrucción 6* de la Circular 

3/1990. 'previamente se comimicani lul decisión a los órnanos del proceso por si deciden 

satisfacer las deudas f^araniizoílas, en cuyo caso, se dejará sin efecto la ejecución". Cuestión que 

ha sido contemplada en el apartado 2.1.1 de la instrucción sexta de la Re.solución de 30 de enero

(50) Ver en el capitulo I® de U pane scgunJ.1 , "El privilcpio de ejccueii'íii s c p a m b ” (Pá|;. 180 y ss. (.
El derecha de ejccucúin « p a rad a  de la hiptUcca es disculidu p*>r alpumis autores. Parte de ta diK-lrína comidera 
que |i«  acrecdon:<i hip>itcfarios pueden ejecutar su derecho scpandnm enlc; sin einKirpo. i>tnís .lulores consiJemi) 
que wMo derecho de ejecuci<\n vepand;i sin k m  iniciado la ejecucitSn anics de decliRirsc la quiebra (en las 
suspensiones de pagos no se plantea esta conln>versia).
l)^ialinente, el dcreclk) de ejecución separada viene dclennitw do en el aríículi) 39.3 de lu Ley de Hipoteca Naval 
de 18<»3 y en el artículo 10. párrafo 2*. de la Ley de Hipoteca Ntobiliarii y prenda sin despla/;iiniento.



de 1995, de la Secretarfa General para la Seguridad Social, señalando que en c\ caso de que se 

pretenda ejecutar la garantía, previamente se comunicará a través del Letrado de la Administración 

de la Seguridad Social tal decisión a los órganos del proceso pí>r si deciden satisfacer las deudas 

garantizadas, en cuyo caso se dejará sin efecto la ejecución.



3. DEUDAS CON EMBARGO AN'FERIOR AL PROCESO CONCURSAL.

Como he expuesto anteriurmente, el apartado 2.1 del artículo 117, de la Orden de 8 de 

abril de 1992, establece que en los casos de concurrencia de un procedimiento administrativo de 

apremio y un procedimiento concursal, la preferencia'^'' para continuar la tramitación dcl 

procedimiento se determinará por la prioridad en el tiempo de los mismos. Determinando que para 

njar la prioridad en el tiempo se aplicardn las siguientes reglas:

A rtíc u lo  117.: Cank'ter, concurr<-ndi>, .\u.speiuión y  oituludñn del ¡iriKeduiuenU) Je 
apremio.

2.1. a) En los pr«Kcdiniicnt»s iidintnistr»tivos de .ipreinio seguidos |Mir los 
órganos dtí íLX'audjición ejecutiva du la Aclininislraciiin de la Seguridad Social asi corno |M>r 
los de otnis Adminislraci<ines Públicas, la prioridad en el tiein|M> se dctenninará por la 
fecha en que se adoptó la providencia de embargo.

b) En los procedimientos concúrsales o de ejecución iiniversal. se atenderá a la 
fecha de la pnwidencia de adtnisión en los supuestos de quita y es[Tent y sus|x;nsi<)n de 
pagos; a la fecha del auto de declaración en los supuestos de c«»ncurso de acreedores y de 
quiebnis, y a la de la resolución que inicie el procedimiento de ejecución \iniversal en ios 
deniiLs casos.

En relacittn ctm el “momento homoj’éneo'' que debe considerarse en los procedimientos 

administrativos, la duda se plantea, como he dicho anteriormente, sobre si dste debe ser el de la 

providencia de embargo genérica previ.staen el artículo 110 del Real Decreto 1.517/1991. o, por 

el contrario, el momento .será el de la diligencia c.specífica de embargo .sobre el bien concreto. Me 

remito a las consideraciones que he recogido en la intriHlucciiín en favor de la defensa que, pi>r 

parte de los (Irganos encargados de la reclamación del crédito de la Seguridad Social, debería 

realizarse en el sentido más beneficioso para su crédito, que no es otro que sostener como 

"momenut homof^óneo’' la fecha de la pn>videncia de embargo del artículo 110 del Real Decreto 

1.517/1991. No obstante, como he dicho anteriormente, el criterio de la Re.solucÍrtn de 30 de 

enero de 1995, de la Secretaría General para la Seguridad Social, ha sido considerar la diligencia 

específica de embargo de bienes.

Otra cuestión debatida por la doctrina que, en mi opinión, al de.scartar la fecha de la

(5U En mi upiniiln, sería mj.s c m c io  que dijera 'ta prioriilíuT■, pues, asimilo prioridad cotí orden de ejceución y 
picfcrcncia con Li clasificaci<^n dcl mcjnr dcrcelio. Aquí no se debate a quiín 1c corresponde el mejor dciecho 
al cobro, sino a qui¿n le corresponde la uríoridad p.nni continuar con In cjecucii^n. En cMc sentido, confrontar 
las cuestiones lenninoWgicas que dcsam 'lln en l.i intnxlucciiin.



diligencia específica del embargo deberfa quedar asimismo descartada, es la posible controversia 

entre la fecha del embargo y su anotación en el correspondiente registro. Como señaJan LUIS 

SÁNCHEZ SOCIAS y JUAN J. TORRES FERNÁNDEZ'” ', "La jurisprudencia de confliaos no atiende 

a ia fecha de acceso al Registro del embargo, sino a la fecha del embargo mismo: Decreto de ¡7 

de abril de 1975, Arz. 3163. Este criterio es aceptado por Solchaga Loitegui, J. (1981), -Efectos 

del juicio de suspensión de pagos en el procedimiento de apremio*, en Crónica Tributaria, núm. 

37, págs. 251 y ss. Y es también la tesis de las Resoluciones de la Dirección General de los 

Registros y Notariado de 6 de septiembre de ¡988, Arz. 6999 y ¡2 de junio de 1989, Arz. 4804, 

que destacan la cierta trascvndencia real del embargo y el carácter no constitutivo de su anotación 

en el Registro de la Propiedad para tal trascendencia

En consecuencia, cuando el crédito perseguido por la Seguridad Social se encuentre 

diligenciado de embargo con antelación a la fecha de la providencia de admisión en los supuestos 

de quita y espera y suspensión de pagos; o a la fecha del auto de declaración en los supuestos de 

concursi> de acreedores y de quiebras, tendrá prioridad para continuar con la ejecución el 

procedimiento administrativo de apremio seguido por la Unidad de Recaudación Ejecutiva de la 

Seguridad Social. Ahora bien, es importante también analizar la reser\’a establecida en el propii) 

apartado 2.1 del artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992, según el cual, el criterio para lijar 

la prioridad en el tiempo quedará a salvo de que otra cosa se disponga por resolución de los 

órganos judiciales competentes en materia de conflictos jurisdiccionales. Hay que preguntarse si 

esa posibilidad atribuida a los órganos jurisdiccionales para dictar resoluciones contraria.s a lo 

establecido por el artículo 117.2.1 se limita a los p<.)sibles efectos de la retroacción de ia quiebra

o, en su caso, a la resolución en caso de que ambos momentos sean CL>etáneos; o, ptir el contrario, 

dado el carácter de norma de desarrollo de un reglamento. Ia p<nestad jurisdiccional puede 

minlillcar el criterio del artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992. A mi juicio, el criterio 

general deberá ser el contemplado pt)r la normativa en vigor (artículo 117 de la Orden de 8 de 

abril de 1992 y. para la deudas del Estado, artículo 95 del Real Decreto 1.684/1990, de 20 de 

diciembre) y. únicamente con carácter excepcional,pcxlrá mtHlificarse el criterio pi>r parte de los 

órganos judiciales competentes en materia de conflictos jurisdiccionales.

Por último, en estos casos también deberá efectuarse una aplicación analógica de la

(52) SANt'Hl-Z S<x'iAi, Lris y Torkijí FiJtNÁNnty. Ji’a.n JosiU'La hicictvla frcnic a Us quwhris \ '  <ohra cttiJa
en la NPP n“ 19. jvip 36). 164.



instrucción 6* de la circular 3/1990, anteriormente citada: ”Al tener preferencia el procedimiento 

administrativo de apremio sobre el judicial, en estos casos, se continúa con la ejecución de los 

bienes, si bien previamente se comunicará tal decisión a los órf;anos del proceso por si deciden 

satisfacer la deuda. Si el producto obtenido no es suficiente para satisfacer la de tula, la parte 

restante debe incluirse en la masa del procesó”. Criterio que tambitío ha sido contemplado pt)r el 

apartado 2.1.2 de la Resolución de 30 de enero de 199S, señalando que la decisión de continuar 

el procedimiento de apremio administrativo será comunicada a travos del Letrado de la 

Administración de la Seguridad Social a los órganos del proceso por si deciden .satisfacer la deuda.



4. LAS RESTANTES DEUDAS ANTERIORES AL PROCESO CONCURSAL (SIN

EMBARGO DE BIENES).

4.1. Cuestiunes generales.

En los apartados 2 y 3 he recogido los supuestos en los que el crédito de la Seguridad 

Social puede continuar con la ejecuciiin a pesar de la existencia de un procedimiento concursa! o 

de ejecución universal; analizando ahora los casos de concurrencia en los que el crédito de la 

Seguridad Social deberá suspender el procedimiento administrativo de apremio por no resultar 

prioritario para su conlinuaciiin.

listo se producirá cuando, nacido el crédito de la Seguridad Social'''’, se inicie un 

procedimiento concursal con anterioridad a la techa de la diligencia de embargo dictada por la 

Unidad de Recaudacii'in Ejecutiva de la Seguridad Social (considerando, a tal efecto, la techa de 

la providencia de admisiiín en ios supuestos de quita y espera y suspensiiín de pagos; o la fecha 

del auto de declaraciiSn en los supuestos de concurst) de acreedores y de quiebras).

Un ejemplo quizá ayuda a aclarar esta cuestión: Sería el caso de una empresa que no ha 

ingresadi> sus cotizaciones por ios períodos de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio . julio 

y agosto del año 1994,

Como consecuencia del impago de estas cotizaciones, en junio del mismo año se expiden 

certificaciones de descubierto por los períodos de enero y febrero. Certificaciones que. dentro del 

mismo mes de junio, son providenciadas de embargo y que posteriormente originan una diligencia 

de embargo sobre un determinado bien del deudor.

Posteriormente, en septiembre de 1994, se dicta la providencia de admisit^n de suspensi<^n 

de pagos de la empresa, en el correspondiente Juzgado de 1* Instancia.

Concluyendo que, las certificaciones de descubierto correspondientes a los meses de enero 

y febrero (diligenciadas de embargo con anterioridad al inicio del procedimiento concursal). 

piKlrán continuar con su ejecución. Por el contrario, las certificaciones de descubiertti que se 

expidan por los meses de marzo, abril, mayo, junio, julio y agosto, a pesar de tratarse de períinlos 

nacidos con anterioridad al inicio del procedimiento concursal, deberán posponerse a la tramitación

Ver el apart-iii» 5 dcl capftulo 1®: *t)cicnninachSn de b  fecha dcl lucimicnio dcl cnfJiio de U S cpinJaJ S.vial* 
(PiS 36 >• ss.)



del mismo, debido a que no existe una diligencia de embargo anterior a la fecha de admisión de 

la suspensión de pagos.

Por último, para finalizar con el ejemplo que describo,hay que hacer referencia a las 

posibles deudas que se originen con posterioridad a .septiembre de 1994 (fecha de admisiiín de la 

suspensión de pagos), pues serían las denominadas deudas de la masa o deudas posteriores al 

proceso, a las que dedico el siguiente apartado.

En definitiva, las deudas generadas con antelación al inicio del proces*) concursal que no 

hayan sido diligenciadas de embargo, deberán incluirse en la masa de dicho proceso, con el 

privilegio que les corresponde de conforniidad ci)n el artículo 22 de la Ley General de la 

Seguridad Social de 20 de junio de 1994, no pudiendo continuar con su ejecución separada a través 

del procedimiento administrativo de apremio.

4.2. Actuación de las Unidades de Recaudación Ejecutiva en relación con estas deudas.

La cuestión se centra en determinar si los órganos encargados de la recaudación en vía de 

apremit) de Uls deudas de la Seguridad Social, es decir, las Unidades de Recaudación Ejecutiva, 

pueden efectuar embargos de bienes del deudt>r de.spuiJs de iniciado el proce.st* concursal.

En este sentido, el citado artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992, en su apartado

2.3. señala que , cuando la Te.sorería General de la Seguridad Social no resultare preferente para 

la continuación del procedimiento, el Director Provincial, el órgano o la Unidad de Recaudación 

Ejecutiva suspenderá el procedimiento administrativo de apremio y i>rdenará a los representantes 

de la Seguridad Social la personación en los otr«)s procedimientos de ejecución y que se notifiquen 

a ios órganos de ejecución universal correspondientes los débitos de la Seguridad Social. En tales 

supuestos, podrá darse por terminado el procedimiento administrativo de apremio seguido por la 

Unidad de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad Social.

A la vista de esta redacción,parece que la respuesta a la cue.slión anteriormente planteada 

sería que no se pueden efectuar embargos con pivsterioridad al inicio del proceso concursal. No 

obstante, la doctrina mayoritaria, incluida la propia de la Dirección General de los Registros y 

Notariado'^', sostiene que la quiebra y la suspensión de pag«*s no produce el cierre registral. Por

(54> Ver RcMíliicii'iics de 15 de fchreni de (Aniii/.idi, 745). 14 de dieicinhn: de 1971 (Aniii/.'idi. 55ÍO). y 14 
de jum o de 1973 (A ran/adi, 27S7|.



tantü, como señalan Luis SÁNCHEZ SociAS y Juan J, Torres Fernández'^ ’, desde la solicitud 

de quiebra o suspensión de pagos, y hasta la inscripción del eventual convenio, pueden practicarse 

anotaciones de embargo cualquiera que sea la naturaleza del crédito que traten de asegurar y el 

tipo de procedimiento (judicial o administrativo) de que dimanen los mandamientos que las 

ordenen. Este sentido es también el mantenido por la Resolución de la Secretaría General para la 

Seguridad Social, de 30 de enero de 1995.

En consecuencia, las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad Social podrán 

efectuar embargo de bienes p<ir las deudas a las que me refiero en este apartado, a pesar de la 

prioridad del procedimiento concursal, si bien, el embargo practicado p<.)r dichas Unidades de 

Recaudación estará sometido a dos limitaciones'-'*':

a) Temporal, ya que no serán ejecutables hasta que no haya terminado el procedimiento 

concursal (ctV. Resolución de 20 de febrero de 1987, Aranzadi, 1068)'*’’.

b) Estará en función de la eficacia del convenio. Si el embargo tiene su origen en algún 

crédito incluido de manera forzosa en el ámbito de aplicación del convenio, la inscripción del auto 

que aprueba el convenio traerá consigo Ea pérdida de la eficacia de la anotación. Sólo los 

acreedores con derecho de abstención que hayan hecho uso del mismo podrán ejecutar esos 

embargos una vez concluido el proceso.

SÁNi'HíV. S<xnA5. U is V ToRKt5 F13C.ÁSDI7. Ji’AV J(JSt;'La tucicmia freiuc a las tjuichra!. v '  (.>h« atadj 
en b  NPP n “ 19. páp. 36); p ig  IM .

tSé) SANcHhy S<x*lAS. L r is  y Torju-:s J I 'a_S J i jsÉ ;'L j hacicikii fnrrtc a lis  quKhras v '  (obra c ila ja
en b  NPP n “ 19. páp 36). p ip  164.

(57) Rcctifica b  ilivirina de b s  Rcsi>Iucioncs de 25 de junki y 23 de ivlubrc de 1979. y dccUra que n.» es nccevino 
el requisito fitm u l de que el inanda:nientiv ci>nten{;a b  salvedad de este línute lcm |> 'ral



5. DEUDAS POSTERIORES AL PROCESO (DEUDAS DE LA MASA).

En relación a las deudas generadas cun pusterioridad al iniciu del procedimientu concursal, 

la instrucciCSn sexta de la Resi)luc¡dn de la Secretaría General para la Seguridad Social, por la que 

se dictan instrucciones sobre las actuaciones en los procesos concúrsales de los lirganos de la 

Tesorería General de la Seguridad Social, en su apartado 2.2 dice lo siguiente: "Esias Jeiuhs. 

denonúnaJiis créditos de la masu, no forman parte de la masa y, por ello no son objeto del 

proceso. En consecuencia no es necesario solicitar su reconocimiento, sino que si>n directamente 

exiftihles a su vencimiento a ¡os (friónos del proceso o a la Comisión que se hubiere creado en 

el convenio que ponf^a fin al mismo".

Estas denominadas deudas de la masa se originan por la propias operaciones de 

conservaciiin o liquidacii'in de los bienes de la empresa. De.stacando, entre otras, los honorarios 

de los profesionales que intervienen en el procedimiento concursal (letrados, procuradores, 

síndicos o interventores, etc.). Asimismo, serán deudas de la masa cualquier otro gasto que pueda 

efectuarse con posterioridad al proce.so, tales como las cotizaciones de Seguridad Social o U»s 

impuestos devengados después de iniciado el procedimiento. Se trata, como dicen LUIS SÁNCHEZ 

SociAS y Juan J. Torrus Fernández'” ’, de }>astos necesarios del proceso que tienen un 

carácter e.ttraconcursar'\ Este carácter e.xtraconcursal de las deudas de la masa determina que 

deban satisfacerse al mar^ten y con independencia del proceso". Estos mismos autores sostiene que 

" L>s acreedores de la masa };ozan de la más absoluta preferencia respecto de los acreedores 

concúrsales, y deben ver satisfechos .sus créditos en primer lu^ar, tanto en la quiebra, lo que es 

doctrina común, como en la suspensión de pagos. Dejar en este e.xpediente sin protección los 

intereses de los nuevos acreedores serla contrariar .su Jinaitdad teórica -hacer posible la 

continuidad de la empresa-, y añadir un beneficio no previsto leaalmente a la reniabUidtul J'inal 

del mismo. Además quedaría destruida la necesaria confianza comercial para una posible 

coturotación con cualquier comerciante mientras se tramita la suspensión de pagos, ante la

(5X) SA.M'Hiy. S«x iAS. L fis  y TokkI-s Fi;R.*íÁNUiy.. Juan  h.uicnd.T frcnlc a las nuichras y . . . '  (obri ciud.i
en la NPP n“ 1̂ . p.íi;. J6); páps IS4 y ss.

(S'í) Ver S cn lencm  ilc 2 de «Ktubrt de 953 (Anin/;>di. 2516 2517), 27 Je  oclubre de 1959 (A rnn/.idi. 4723i, 5 y 6
de julio  Je  1966 <ArifU.idi 41504151) y 17 de ju lio  de I9g4 (A n iv -id i, 4892).



impoxibiliJaJ de exigir el cobro de un crédito no atendido voluntariamente'^"'

Consecuentemente, las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Tesorería General de la 

Seguridad Sucial podrán iniciar o continuar los procedimientos administrativos de apremio en los 

que se reclamen descubiertos originados con posterioridad al procedimiento concursal,llegando, 

si fuera necesario, a la enajenación del patrimonio del deudor.

En mi opinión, resulta más discutible la consideración como deudas de la masa de los 

salarios e indemnizaciones de los trabajadores reconocidos en Sentencia de fecha posterior al 

proceso, pero cuya causa es anterior al inicio del mismo. La doctrina considera generalmente esta 

situación"''’; sin embargo, resulta más acertado el criterio sostenido por la Sentencia del Tribuna! 

Supremo (Sala de Conllictos) de 26 de noviembre de 1979 según el cual 'aunque la sentencia 

que fijó las indemnizaciones por despido autorizado fue posterior ai auto que declaraba ¡a 

quiebra, adviene el Alto Tribunal que ¡os correspondientes créditos -^nacieron con anterioridad 

a la declaración de quiebra /.../, por lo que en forma alguna puede afirmarse sean créditos contra 

la masa, pues ni en su origen ni desarrollo tuvo intervención alguna los síndico:, ya que cuando 

éstos empezaron a actuar estaban rescindidos o resueltos los contratos que en su día celebró la 

empresa-”

(60) Ver la acertada critica que hace S<)TIHi)s Urkj-.. J.L. (1989) a la Rcs»->Iuctrtn de 17 de abril de 1989. l Anui/adi.
34W), en CuadcrtMS Cívitas de Jurisprudencia Civil, núm. 21. marpuul núm 538

(61) S/\NCHiy S<K'IAS. LflS y T o r r í í  FotNÁMJKr. Jt a n  J r j s f i / l j  hacienda frcnie a las quiebras y * (ohra citada
en la NPP n® 19. pág. 36). pig IW

(62) Obsérvese que b  tnisma es artterior a b  vigencia dcl Eslaluto de k>s Trahajadopex (Ley S'1980i So ohiianic.
esta coruideración puede ser nuntenula en b  actualidad



6. CONCURRENCIA CON OTROS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DE

EJECUCIÓN.

Cuundu la concurrencia dd procedimiento administrativo de apremio de la Seguridad 

Social no se produce con un procedimiento concursa!, sino con otro de carácter administrativo, 

la prioridad para continuar con la ejecución se encuentra regulada, a efectos del crédito de la 

Seguridad Social, en el citado artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992, según el cual: "En 

l(>.\ ca.\os Je amairrenda de proceJimkntos iuJmin¡.srrativox de apremio entre sí, la preferencia '''' 

para continuar la tramitación del procedimiento se determinará por la prioridad en el tiempo Je 

los mismos. Pura Jijar la prioridad en el tiempo se aplicará la siguiente ref>la: En los 

procedimientos administrativos de apremio se};íddos por los órf^anos de recaudación ejecutiva de 

la .Administración de la Seguridad Social así como por los de otras Administraciones Públicas, la 

prioridad en el tiempo se determinará por la fecha en que se adoptó la providencia de embarno".

En una primera lectura de dicho artículo 117, podría parecer que la posible concurrencia 

deberá resolverse atendiendo a las fechas de las providencias de embargo genéricas de los artícuK)s 

110“ ’ de amb«)s Reglamentos de Recaudación, es decir, del Real Decret») 1.517/1991, que regula 

el Reglamento General de Recaudación de lt)s Recursos del Sistema de la Seguridad Social, y del 

Real Decreto 1.684/1990. que regula el Reglamento General de Recaudación del Estado. Sin 

embargo, la resolución de la concurrencia entre procedimientos administrativos de apremio 

requiere un mayor análisis al respecto.

En primer lugar, hay que c«>nsiderar que el Reglamento General de Recaudación del 

Estado, a diferencia de la normativa recaudatoria de la Seguridad Social, distingue la concurrencia 

del procedimiento admini.strativo con los procedimientos concúrsales (regulada en el artículo 9.*)), 

de la concurrencia de embargos judiciales o administrativos sobre unos mismos bienes o derechos 

(Artículo 117 del Real Decreto 1.684/1990). En el primer ca.so (concurrencia con procedimientos 

concúrsales), la solución aportada por el Reglamento General de Recaudación del Estado coincide 

con la establecida por el artículo 117 de la Orden que desarrolla el Reglamento de la Seguridad 

Social. Por el contrario, cuando la concurrencia de procedimientos administrativos recae ,M>bre un

ib ir  Ver la N PP n“ 51. p á í,  118

(W1 ni .irtúnilo 110 de arnNn Rci:l:tinctilos ilclcnnin:i la cxpciíicWn de l.i pn>vidciKÍa de cmhar};o



determinaJu bien embargadu, la preferencia de dichu embargo se determinará por la prioridad en 

la traba.

Evidentemente, la normativa en caso de concurrencia de procedimientos administrativos 

de apremio, entre sf, deberá ser coincidente; cuestiiln que obliga a pensar que el artículo 117 de 

la Orden de 8 de abril de 1992 ha resultado una copia errónea de los artículos previstos en el Real 

Decreto 1.684/1990 (artículos 95 y 117).

Para mayor abundamiento, hay que tener presente lo dispuesto por la Disposición 

Adicional Séptima del Real Decreto 1.517/1991, por el que se aprueba el Reglamento de 

Recaudación de la Seguridad Social*

SC-ptíma.:
En lo no prcvisU) en cMc Real DtxTcli) y en las di!>pi>sicionc> de dcsarrolli) del 

iiiism» que al efccio se dicten pur el Ministeno de Trabajo y Segundad S<*cjal. se aplicará 
a la rccaudacn'in de lo., recursos del Sistema de la Se;jundad S<vial. supieti>namcnte. el 
Reglamento General de Recaudación del Estado, si bien las referencias que en el mismo 
se eteciúan al Ministcno de Economía y Hacienda, Dirección General de Recaudación, 
Delegaciones de Hacienda y demás órganos de recaudación de los mismos se entenderán 
hechas, respectivamente, al .Mtntslerio de Trabajo y Segundad S(x;ial, a la Dirección 
General de !a Tc-soreria General de la Segundad S«.>cial, a la.s Direcciones ProMnciales de 
la misiiu y a los deinls órganos de recaudación de la Segundad StKial, que tengan 
atnbuid;is fimctones similares en matena recaudatona.

En detlnitiva, la concurrencia del procedimiento administrativo de apremio de la Seguridad 

Social con otros procedimientos admini.strativos, deberá resolverse según lo dispuesto en el 

apartado 1. del artículo 117 del Real Decreto 1.684,1990. p»>r el que .se aprueba el Reglamento 

General de Recaudación del E.stado, que dice lo siguiente:

Artículo 117,: Concurrencia de embargos
1. En caso de concurrencia de embargos judiciales o adjnmtslr;<ti\ os st>hnr unos 

misini>s bienes o derechos, la preferencia de embargo se determinará pv>r la pnondad en 
la traba.

En cualquier ca.so, la cuestión que resuelve este artículo se retlere a la prioridad en la 

ejecución, sin que ello sup*mga un pronunciamiento acerca de la preferencia para el cobro. De 

hecho, puede darse el ca.so que el órgano administrativo que tiene prioridad para la ejecución 

tenga la preferencia para el cobro de su crédito con el imp»>rte obtenido de la enajenación de los 

bienes del deudor. Esta circunstancia sup»>ne que, en la práctica, a pesar de que un órgano



administrativo tenga la prioridad en la ejecuciiln que le da el haber efectuado el embargo en primer 

lugar, nt) se oponga a otras ejecuciones (salariales. pt>r ejemplo) que go/arán de la prelerencia 

para el cobro. Sería tanto c»>mo efectuar toda la compleja labor de una ejecución para que otros 

interesados se llevaran el "premio” de dicha ejecución'"'.

Por último, quiero adelantar ahora la existencia de un procedimiento administrativo 

singular que desarrollaría en el apartado 2, del capítulo T**, de la segunda parte. Dicho 

procedimiento está regulado en el Real Decreto-Ley 10/1984, de I I de julio, que lo crea para 

llevar a cabt) la liquidaci«^n de la.s entidades a.seguradoras cuando éstas son insolventes. Hl 

procedimiento es homologable a l«ts procesos concúrsales mercantiles ya que, como dice el 

Consejo de listado, ".v<' iraní de un pnardimiento amcursul de ejecución universal en víu 

udminiMrativa residí» ¡>or un principio '-par conditio crediiorum-, en el (fue ,v<' .su.\tiiuye la 

intenención judicial por la del órgano administrativo creado al efecto, la Comixión Liquidadora 

de Entidades .-Sses^uradoras (CUíAi. Im  liquidación .se lleva a cabo >’.\inperjiáciode las garantías 

jurisdiccionales del art" ¡6 de la U'y de Suspensión de Paf^os de los artículos W02 v ÍX)j del 

CiH¡ii{o de Comercio dejando, pues, a salvo el derecho de los acreedores que no concurran a la 

Junta, el de los que, asistiendo, discrepan del voto de la mayoría y el de los que hubieran sido 

elimtniulos de la ¡i.\ta formada.-"

Hl artículo 4" del citado Real Decreti>-Ley 10/1984, en su apartado 6, dice lo siguiente;

Artículo 4.:
(i. .'iccKilics tic cualqiiicr cliisc ejercitadas conlru la entidad aiitcN (Jcl coiiucii7.i> 

(le la Itqiiulacii'Mi o durante ésta ante ciial()iiier jurisdiccii îi, incluidas aquellas que |)eniigan 
bienes lu]x>lecados o piynnradiis, seguirán su initnilacitm liaMa ohiener sentencia finiie. 
Î 't ejecución de ésla, la «le los euihariios cautelares traliados, ast como la de las 
pnivideticias adininislrativas de apremio, qiiedant en susiK'nso en tanto se tnimita |Kir la 
CiiiiiiMÓii el procediiiiienlo liqiiidalDriii. Si el plan de liquidación no fuera aproliado |)or 
los acrccdiires o ranricado |K>r la IDircccuin General de Seguros, quedani ex|K‘dil<> a 
aijuéllos el eiercicio de las acciones legales o)ior1iirias para instar las actuaciones judiciales 
priK.edentes, y a las Adiiiiiiistracioncs Públicas, el de sus |H>lestades para proseguir los 
provedinueiitos adniiiiistnitivos de apremio.

(h.^) Ciiiix) ilicc C a s a k ia n c a s  Gak< Ia . Pi.i)Ho;‘ ílr rv ís  cninciil.ini)s .ti niicvi» Rcnlam cnlo..." (ohni ciLida en !.i NI’P 
ii** 246. |iá|; 300). 312: 'F.l ;ipunailii I del artículo 117 nvojic  u iu  jiinsprnilcticla cimsotiil.nd.'i Jc l TntMiiul
■S«iptvint) en iiutcn.i de Conllicios de Jiinsdicci<ín: ~ L i p n n ric W  f l  fmfxirgo nuirca la prioridtki t-n lo 

luiiin'



7. LOS CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN.

Como dice RaFAEL SANMARTÍN FERRER'“ ’. 'La preferencia proceJimemal ha venido 

siendo resuella iradicionalmenie mediante el planteamiento de conflictos de competencia entre las 

autoridades íjue conocen ¡os mismos. En términos amplios, estos conflictos pueden producirse 

entre la Administración y los Tribunales, es decir, conflictos jurisdiccionales en sentido estricto, 

entre Juzf;aí¡os y Tribunales entre sí -con la denominación tradicional de -cuestioru's de competencia^- 

o entre Administraciones e incluso órganos administrativos, llamados, también traJici(malmente, 

conflictos de atribuciones. El conflicto, puede ser positivo, si ¡as distintas aiaoridades involucradas 

pretenden conocer la misma cuestión, o negativ(t, si por el contrario lo pretendido e.\ que no tiene 

atribuido el conocimiento de la misma".

lin este sentido, el reiterado artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992. que desarrolla 

el Reglamento General de Recaudación de los Recurst)s del Sistema de la Seguridad Social, en su 

apartado 1 establece U) siguiente:

Artículd 117.: Cíinkitr. concurrencia, suspensión y anulacwn del pntcedirnienin de 
apremu).

1. Confonne a lo dispuesto en el artículo 102 del Re^huncnlo General, el 
prtK'cdjinienlo de recaudación, en vía ejeculiva. de los détn(«)s por cuolas y deinls recurM>s 
de la Seguridad Social y conceptos de recaud^Kión conjunta es exclusivamente 
administrativo.

Los Directores provinciales de la Testireria General de la Seguridad StKial. dentro 
del temtono al que se extienden sus funciones, pixlrán solicitar del órgano c»)mpetente el 
planteamiento de conflicto jurisdiccional a los Jiugados y Tnhiinales de cualquier grado 
y jurisdicción que admitan demand;i o pretensión en relación con dicho pr»>cc<Jimienlo de 
apremio o pn)muevan de oficio actuación al respecto, sin liabcrse agolado antes la vía 
adrninislnitiva. confonne a lo establecido en la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de in;»yo. de 
Conflictos Jurisdiccionales, y demás disposiciones compleinentanas. Asimismo, el Director 
provincial de la Tc-soreria General instará, en su caso, que se pnunueva contlicto de 
atribuciones confonne a lo dispuesto en la Ley de 17 de julio de 1948.

En todo caso, la cuestión que deberá valorarse por parte de las respectivas Direcciones 

Provinciales de la Te.sorería General de la Seguridad Social antes de solicitar el corresp^'ndiente 

Conllicto Jurisdiccional o, en su ca.so. Conflicto de atribuciones, es el interés que del mismo pueda

(6hy SASNtvKHS F1-.RHKK, RAI AU.;’ La concunviKÍa de pnvcdim tcirti»  v Je  cmh.irpo> en el " (.^hra ciLadi en b  
N P P n « 4 7 , pip 1131. páp 63



desprenderse en favor de! crédito de la Seguridad Soda!, pues, como decía amerlormente, una 

cosa es la prioridad en la ejecuciiln y otra distinta ta preferencia para el cobro.

Consecuentemente, no tiene sentido iniciar un determinado conJlicto para llevar a cabo una 

ejecuciiln, cuando el producto de dicha ejecuciiln se presume que corresponderá a otro acreedor, 

a través de la oportuna tercería de mejor derecho.



8. LA PERSONACIÓN DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD 

SOCIAL EN LOS PROCEDIMIENTOS CONCURSALES.

8.1. Antecedentes normativos.- Rej>uluci6n actual.

Trudicionalmente. ni la Hacienda Pública ni [a Seguridad Social podían tran:>igir *>obre sus 

derechos a travos de los procedimientos concúrsales, lo que determinaba que en la práctica 

totalidad de li)S casos se ejercitaba el derecho de abstencitín en los mismos.

La única posibilidad legal existente era la prevista en el artículo 39 de la Ley General 

Presupuestaria, que exigía un Decreto acordado en Consejo de Ministros previa audiencia del 

Consejo de Estado.

Sin embargo, a partir de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del 

listado para el año 1990 ''̂ ’. la situacii^n queda modificada con la Disposici«'ín Adicional .Novena 

Dos, que introduce en la hoy derogada Ley 40/1980, un nuevo artículo con el número 17 bis, que 

queda redactado en los siguientes términos:

Arlícul«> 17 bis.:
No se pcxlrá transigir judici»! ni extrajuüici»lmentc sobre los derechos de la 

Seguridad SiK'iai ni someter a arbílraje las contiendas que se su-sciten respecto de los 
mismos, sino mediante Decreto acordado en C«>nsejo de .Ministms. previa audiencia del 
de Estado.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la Tesoreria General de la 
Segundad Social [xxlrá su.scribir directamente los acuerdos o convenios en pr»Kcsoi 
concúrsales previstos en las secciones 1 *. y 8*. del título XII y en la sección 6*. del título 
XIII de la Lev de Enjuiciainienlo Civil y en la Ley de Suspensión de Pagtw de 26 de julio 
de 1922.

Posteriormente, el vigente Reglamento General de Recaudaciiln de los Recursos del 

Sistema de la Seguridad Social, establece en su artículo 57.2 lo siguiente:

Artículo 57.:
2. No podrá tiruisigírse judicial m extrajudicialinentc sobre derechos de la 

Segundad S<KÍal. ni someter a arbitraje las contiendis que m; suscite respecto de li>s

(67J El articulo 106 de h  Ley 37/1988. de PresupocMos Generales del EUado jv m  el añ .' intnxjujo c%n
piiiihilidad en favor de b  HacienJa Pública



niisinos, sini> iiiudiante Decrcto iicorditJo en Consejo de Minislros, previ» audienci» del 
de Estfldi).

No obstante lo dispuesto en el pilrmfo anterior, la Tesorería Genenil de l¡i 
Sc{:iindud Social |KKÍni suscribir directanienlc los acuerdos o convenios en procesos 
concursaies previstos en I¡ls Secciones primera , de la quita y espera, y octava, del 
Convenio entre U»s acreedores, y el concursado, del título XII, del concurso de acreedores, 
y en la Scccii^n sexta, del convenio entre acreedores y el quebmdo, del título XIII, del
derecho de proceder en las quiebras, títulos anilK>s, del libro II de la Ley de
Enjuiciannento Civil, así como en el Convenit» entre los acreedores y el suspjnso,
regulado en la Ley de Suspensii^n de Pat>os, de 26 de julio de 1922.

Por üitimi), el Real Dccrcu» Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el 

Texto Retundido de la Ley General de la Seguridad Social, en su artículo 24, dice los siguiente:

Articulo 24.: Tmmaccümtw solirt’ derfchus </<• ln SfuunJuil Saciiil.
No se |XHlr;í transigir judicial ni extrajudicialiiienle sobre los derechos de la 

Secundad Social ni someter a arbitr.i|e las contiendas que se susciten res|>ecto de los 
mismos, smo mediante Real Decreto acordado en Cttiisejo de Ministros, previa audiencia 
del Consejo de Estado.

No obstante h) dispuesto en el párniío anterior, la Tesorería General de la 
Seguridad ScK'ial, ¡«Hlní suscribir directamente los acuerdos o convenios en procesos 
civnciirsales previstos en las secci«>iies I*. y 8*. del Título XII del Libro Se^nimlo y el 
sección b*. del Título XIII del Libro Secundo de la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la 
Ley de Siis|K-nsi«íii de Pagos de 26 de julio de 1922.

8.2. ConsídcTucioncs generalfs.

Reconocida actualmente la posibilidad de que la Tesorería General de la Seguridad Social 

pueda suscribir directamente los acuerdos o convenios que se determinen en los procedimientos 

concúrsales, ta pregunta que debemos realizarnos es la siguientes: ¿Cuándo deberá personarse en 

esos procedimientos y cuándo deberá ejercitar el derecho de abstencii^n previsto en el artículo I.S 

de la Ley de Suspensiiín de Pagos de 1922 y en el artículo 900 del Ci^digo de Comercio?

Dejando a un lado los posibles acuerdos a los que la Tesorería General de la Seguridad 

Social pueda llegar como consecuencia de incidencias socio-políticas en un sector o en una 

empresa determinada, interesa ahora analizar ios distintos supuestos que objetivamente puedan 

plantearse.

Cuando la Tesorería General de la Seguridad Social se encuentre, en relacii^n con un 

procedimiento concursal, en alguno de los supuestos desarrollados en los apartados 2, 3 y 5 de este 

mismo capítulo, es decir, en aquellos supuestos en los que su ejecueit^n no queda paralizada por



lu existencia de un procedimiento concursa!, deberá continuar con su ejecucii'in a través del 

procedimiento administrativo de apremio, ejercitando con ello la posibilidad de ejecución separada 

que le corresponde a pesar de la existencia de un proceso concursal. En consecuencia, cuando los 

créditos de la Seguridad Social estuviesen con anterioridad al inicio del procedimiento concursal 

singularmente garantizados o diligenciados de emhargt). o bien se tratase de deudas generadas con 

pi>sterioridad (deudas de la masa), la Unidad de Recaudacic^n Ejecutiva de la Seguridad S«icial 

continuará c*>n la tramitacii^n de su pr4)cedimient»), llegandi) si luera necesario a la enajenaciiSn del 

patrimonio del deudor. Pi>r lo tanto, en estos supuestos, no se personará en el procedimiento 

concursal, limitándose a ejercitar el derecho de ahstencii^n previsto. No obstante, existen algunas 

matizaciones que voy a realizar a continuacii'in, cuando analice la situacit^n que se produce en la 

Suspensií^n de Pagos y en las Quiebras.

Por su parte, cuando la Tesorería General de la Seguridad Social se encuentre en pre^encia 

del supuestt) desarrollado en el apartado 4, deberá condicionar su actuacii^n al desarrollo del 

prí>cedimiento concursal. para lo cual hay que distinguir la situaciiSn que .se produce en un 

expediente de Suspensii^n de Pagos y en un expediente de Quiebra. Si bien, en mi opini«'in. ante 

la actual cont'usit^n normativa de los procedimientos concúrsales. U» verdaderamente importante 

es conocer si la empresa continuará o no con la actividad ''"'.

8.3. L;i pi'rsonación vn la suspcasión de pagos.

l£n un proceso de concurrencia de acreedores, el lortalecimiento del crédito de la 

Seguridad Social estará determinad!* por su posible ejecucit^n .separada o por el ejercicio de su 

preferencia con respecto a los restantes acreedores.

Cuando la Tesorería General de la Seguridad Social lenga garantizado su expediente con 

la traba de bienes realizada con antelaciiín al inicio del proceM» de suspensi^^n de pag*>s. la 

situacii^n Ilógica .será que la Te.stirerfa continúe con la ejecucii^n de su procedimiento admini.strativti 

de apremio, llegando si tuera preciso a la ejecucit^n del patrimttniti del deudor.

Puede ocurrir, sin embargo, que a pe.sar de que la TcMirerfa pueda continuar o>n el 

procedimiento, no existan mis bienes que los que ya se encuentran trabados en el prvK'es»i de

(hK) Por tixios es sahido »juc, en b  acliLilidad. irtnuntcrahlo cxpcdicrHcN de Su%pcnM>'n de t 'itu li/jn  ci>n
mv<lvcnoia definitiva v con Li cxtiticn'n de b  aclividad. imciwri% 4juc. p>'r el o m r a n . '.  fuy »j\iiet>riN >juc 
p»>NlcnoniK-nie permiten b  conlittuidaJ de b  Cltlprv•^a En lixlo cas.», eotiiiden» que b  finalidad de un expediente 
concursal deberta intentar siempre el nuntcnim icnlo c tiip rcu n a l



suspensión de pagos. Piénsese, por ejemplo, en que el único bien existente sea un inmueble en el 

que consten las correspondientes inscripciones y anotaciones anteriores a la practicada por la 

Unidad de Recaudaciíín Ejecutiva de la Seguridad Social, y que ésta persigue deudas posteriores 

al procest) concursal (deudas de la masa). En ese caso, por mucho derecho que le pueda asistir a 

la Seguridad Social, si existe un crédito hipotecario anterior, el privilegio de la Seguridad Social 

puede quedar vacío de contenido.

Por otro lado, cuando los créditos reclamad«)s por la Tesorería General de la Seguridad 

Social sean anteriores a la Suspensiiin de Pagos, pero no se encuentren diligenciados de embargo 

en el monient<i de la admisi(5n de dicha .suspensit'Sn, la reclamación de Uls deudas de la Seguridad 

Social quedar<1 suspendida a la espera de la llnalización del proceso c»mcursal. Ahora bien, como 

he dicho anteriormente en el apartado 4.2. esuj no impide (¡ue la Unidad de Recaudación ejecutiva 

pueda continuar efectuando embargos, pero e.slos embarg*)s no podrán ser objeto de ejecución 

hasta que finalice k- Suspensión de Pagos.

En todo caso, lo verdaderamente importante es conocer si la empresa tendrá o no 

continuidad. Si la empresa va a suscribir un convenio con los acreedores de la Suspensión de 

Pagos que permita a la misma su continuidad, la Tesorería deberá abstenerse de participar en el 

convenio y ejercitar su derecho una vez tlnalice el procedimiento de .suspensión. Cue.stión que 

obligará a la empresa deudora a formalizar un compromiso de pago con la Tesorería General de 

la Seguridad Social para que ésta no ejecute y deje sin contenido el convenio.

Si por el contrario, el expediente de Suspensión de Pag*)s va a concluir con la disolución 

de la actividad empresarial y el único patrimonio que en la misma existe está afecto al proceso de 

la suspensión, la Tesorería General de la Seguridad Social deberá valorar su personación en el 

convenio como única posibilidad real de cobro.

En detlnitiva, la cimcurrencia de un procedimiento admini.strativo de apremio p«>r deudas 

con la Seguridad Social y un procedimiento de .suspensión de pagos, no puede analizarse como si 

se tratara de una ciencia exacta, pues dependerá de todas 1;ls circunstancias que rodean a la 

actividad empresarial.

Podría generalizarse diciendo que la Tesorería General de la Seguridad Social ejercitará 

el derecho de abstención cuando tenga garantizado .su expediente (o al menos posibilidades reales 

de cobro) cim antelación al inicio del proceso de Suspensión de Pagos, o bien cuando tras la firma 

del convenio existan posibilidades de ejecución.

Por el contrario, cuando la empre.sa no vaya a continuar con su actividad y los únicos



bienes susceptibles de ejecución se encuentren afectos a! proceso ct)ncursal, la Tesorería General 

de la Seguridad Social deberá valorar su personación como alternativa real de cobro.

8.4. Lu pi'fsunucidn en lu quiebru.

En un proceso de quiebra, la Tesorería General de la Seguridad Social también punirá 

hacer uso del derecho de abstención previsto en el artículo 900 del Código de Comercio, además 

de continuar, en su caso, con el privilegio de ejecución separada cuando se dé alguno de los 

supuestos que he desarrollado en los apartados 2, 3 y 5 de este mismo capítulo.

Sin embargo, la tlnalidad natural de un procedimiento de quiebra consiste en la liquidación 

del patrimonio del deudor para hacer frente al pagt) de sus acreedores'"'’. En este ca.v>. si los 

únicos bienes que integran el patrimonio del deudor están afectos al procedimiento de ejecución 

universal, y si tras la finalización de dicho procedimiento se llega, con tinla probabilidad, a la 

disolución de la empresa, la Tesorería General de la Seguridad Social, como defensora de intereses 

públicos que es, debería personarse en el procedimiento de la quiebra en lugar de ejercitar el 

traJicional derechit de abstención. Esta evidente per.s<mación deberá producirse porque, en caso 

cimtrario. se liquidará el patrimonio del quebrado en el procedimiento concursal y la Test)rería 

General de la Seguridad Social, a! haber ejercitado el derecho de abstención, verá imposibiliu'ia 

cualquier alternativa real de cobrt). Por el contrario, personándose en el procedimiento gozará de 

la prelación establecida por el artículo 913 y 914 del Código de C om ercio 'concretam ente, 

según la remisión que realiza el artículo 22 del nuevo texto refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social gozará de la prelación establecida en el párrafo D) del apartado I" del artículo 

913 del CtVJigo de Comercio. Y, a mi juicio, la prelación establecida en dicho artículo 913 otorga 

al crédito de la Seguridad Social una notabilísima p«.)sición, pues se antepone a los restantes 

créditos privilegiados por el derecho común (Código Civil, entre otros); de manera que. cuando 

los créditos deban clasificarse para su pago en un procedimiento de quiebra, la graduación se 

realizará de conformidad con los artículos citadiis del Código de Comercio que, como digo. 

antepí)nen la prelación del crédito de la Seguridad Social a los re.stantes acreedores privilegiados 

por el derecho común. En este sentido, resulta especialmente interesante la posición del crédito

(6V( CucMii^n «juc «rvidcnicincnic n«> itnpiJc que. en la medida de piwible. órj:si»w de la quiebra tnicnicn
preservar la actividad de la empresa.

t70> Ver el capilulu l"  de la Secunda p.ine (Píg 147 y v<s.)



de la Seguridad Social en relaei(5n con los créditos en favor de la Hacienda Pública, pues, en 

cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 22 del Real Decreto Legislativo I/I994, piir el que se 

aprueba lu Ley General de la Seguridad Social, en relacii^n con los citados artículos 913 y 914 del 

C^^digu de Comercio, cuando la graduación de créditos se efectúe en un procedimiento de quiebra, 

el crédito de la Seguridad Social se antepondrá a los créditos en favor de la Hacienda Pública. 

Consecuentemente, como mis adelante desarrollaré en los capítulos 1“ y 4" de la parte segunda, 

no coincido con las conclusiones que, en este sentido, realiza el Consejo de Kstado''*' en el 

Dictamen elaborado sobre la prelaciiln de créditos que ha de guardarse en los procedimientos 

liquidatorios llevados a cabo por la Comistión Liquidadora de l:ntidades Aseguradoras (CLi:A). 

En mi iipinii^n. atendiendo a la actual normativa, ¡os créditos de la Seguridad S»)cial gozan de 

preferencia respecto a los crédittts tributarios cuando dicha graduacii'ín se efectúe en un 

procedimiento de quiebra.

En conclusiiin, cuando la única pttsibilidad de cobro dependa dcl pr«)cedimienloUe quiebra, 

por no darse ninguna de las circun.stancia.s previstas en los apartados 2, 3 y 5 de este capítulo, la 

Te.sorería General de la Seguridad Social deberá defender su crédito personándose en la quiebra, 

evitando con ello el ejercicio indi.scriminado del derecho de xib.stención. La postura contraria 

conduce irremediablemente a que innumerables créditos que podían haber sido, cuandi» mem>s, 

parcialmente cobrados, terminan siendo declarados como incobrables. Dejando siempre a salvo 

la posibilidad de continuidad de la empresa que anteriormente he esbozado y que permitiría hacer 

efectivo el crédito con posterioridad a la fmalizacit^n del prticeso de quiebra.

8.5. El derecho de separucidn de lus coti/ucioiies de los truhajud«)ru«>.

El apartado 2.3 de la instrucciiín sexta de la Resolucii^n de 30 de enero de 1995, de la 

Secretaría General para la Seguridad Social, por la que se dictan in.strucciones sobre las 

actuaciones de los Órganos de la Tesorería General de la Seguridad Social en los Procedimientos 

Concúrsales, establece que las retenciones efectuadas por la empresa sometida al procedimiento 

concursal a sus trabajadores en concepto de cotizaciones a cargo de los mismos calculadas sobre 

el salario, serán considerados depilsitos a favor de la Te.sorería General de la Seguridad Social, 

no formando parte, en consecuencia, del patrimonio del deudor. El Letrado de la Administracii^n

(71) Ver N P-P n" 14,en la pJ|;ina 31.



de la Seguridad Social deberá reclamar directamente a los órganos del prt>ceso su ingreso en la 

Tesorería General de la Seguridad Social, sivsteniendo, en todo momento, que tales cantidades no 

pueden imputarse como ma ŝa.

En consecuencia, las deudas generadas por el impago de las cotizaciones correspondientes 

a los trabajadores, previamente retenidas a éstos, darán lugar a la existencia de una cantidad que 

no deberá estar incluida en la masa de acreedores, existiendo en tavor de la Test)rería General de 

la Seguridad Social un derecho de separaciiln tundado en su crédito {sfparaíio í*.i iure creJiiii).



g&Wí!-:ü



PARTE SEGUNDA

LOS CRÉDITOS PRIVILEGIADOS, 

ANÁLISIS DE LAS DISTINTAS 

PREFERENCIAS



■=J. ■ I f í S f S W S i i ^
■ ■r t,r~~

.ií • ?-. =-:v'-í

. /\ 
i^-

■ -I 1

S 'f '

-ir;- ■■■'.

'■Xy.

::

Wr'.:

m i
■. ...s •

.1̂  v«v

# ; : Wi.-i:--' -r. ••'
f e

W ' "’S''-- ■ 'V-

" á ¿
-■y:r, ií'€

r,-i
;S'.

.'.Í-V..-:'

i:'-

jé f ■V;-



INTRODUCCIÓN.

Prubablemente uno de los principales problemas que existen a la hora de analizar la 

preferencia de los distintos acreedores que concurren en una ejecución, es el de delimitar cuál es 

la normativa aplicable ai caso. Ello es debido a la tremenda dispersión existente al respecto, a lo 

que hay que añadir la despreocupación mostrada en oca^iiones por el legislador cuando se ha 

modificado la pt)sición de algunos créditos; estos casos, en los que la verdadera preocupación se 

centraba en el tortalecimienio de un determinado crédito, olvidando las circunstancias de los 

restantes, han t)casit>nado que en la actualidad sea prácticamente imposible sabe qué acreedor 

ostenta mejor derecho en el supuesto de que se presente dicha concurrencia de acreedores.

A lo largo de la historia del último siglo tenemos varios ejemplos que ratifican la cuestión 

que acabo de exponer: el fortalecimiento del crédito salarial, píir parte de la normativa laboral, 

ha dejado vacío de contenido el apartad*) D) del artículo 1924 del CiVligo Civil; las m*Klillcaciones 

establecidas por la Ley General Tributaria otorgan, en algunos casos, preferencia a la Hacienda 

pública frente a la totalidad de los restantes acreedores: lo mismo puede decirse del privilegio 

oiítrgado por el artículo 9.5^ de la Ley de Propiedad Horizontal y del propio anículo 32. l y 2 del 

Estatuto de los Trabjadores. entre otros cast)s.

En defmitiva. la constante evolución siKÍal hace que vayan apareciendo posiciones 

crediticias que deben resultar favorecidas en detrimento de otras, es el caso actual de los créditos 

salariales; sin embargo, ese fortalecimiento no debería implicar una reforma aislada de un campo 

de la legislación, pues ello provoca una notable inseguridad jurídica para los restantes acreedores 

que se ven en la necesidad de conocer la totalidad de las ramas del derecho, cuestión que. en la 

actualidad, se evidencia como una tarea reservada a escasísimos profesionales. ¿Quién es capaz 

de estar totalmente al día en materias como el Derecho Fiscal y. simultáneamente, en el Derecho 

Labiiral. Civil. Mercantil y de Seguridad Social ?

La solución de e.sta problemática únicamente tiene un camino: la unificación de la 

legislación en esta materia. Tendencia que ya fue pretendida p<ir el anteproyecto de Ley concursal 

de 27 de junio de 1983.

No obstante, la unificación de la cla.sificación de los créditos privilegiados no deberá 

priHÍucirse exclusivamente en el ámbito de los procedimientos concúrsales, debido a que los litigios 

entre distintos acreedores no se producirán únicamente dentn> de un procedimientos cvincursal. sino



que habitualmente se planlean en los variados procedimientos de ejecución existentes en nuestra 

Icgislacii'in.

En consecuencia, considero ubsolutuiiiente necesario volver a potenciar lo establecido por 

el Código Civil, en materia de clasificación de créditos, en los artículos 1921 y siguientes, así 

como lo dispuesto por el Código de Comercio en los artículos 912 y siguientes. En este sentido, 

una retorma de ambas normas, estableciendo una clasificación definitiva de créditos, 

proporcionaría la perseguida seguridad jurídica a los créditos privilegiados (dejando, por el 

momento, la problemática procesal de la concurrencia de ejecuciones). Una vez establecida la 

graduación de créditos conforme al correspondiente debate legislativo, las luturas reformas en 

dicha clasificación deberían realizarse mediante la remisión a un determinado apartado preexistente 

en el Código Civil o en el Código de Comercio, al estilo de la modificación introducida, en su día. 

por el artículo decimoquinto de la Ley 40/1980, de 5 de julio, de Inspección y Recaudación de 

la Seguridad Social, que lo hiz») remitiendo la preferencia de estos créditos a lo dispuesto por el 

Código Civil y por el Código de Comercio. Con ello se eliminaría el riesgo existente en la 

actualidad de que una norma otorgue a un crédito preferencia frente a Kulos los demás.

En cualquier caso, no quiero pronunciarme ahora por uno u otro crédito, buscando 

argumentos que justifiquen su preferencia sobre todos los demis. a pesar de que tengo mis 

debilidades al respecto, sino que únicamente defiendo la necesidad de que los créditos privilegiados 

se clasifiquen en un sólo texto (Código Civil) y, en su caso, en el Código de Comercio para 

determinar la graduación en los procedimientos concúrsales. La.s futuras reformas, como he dicho 

anteriormente, deberían realizarse por remisión al apartado que corresponda del Código Civil o 

del Código de Comercio.

Para mayor abundamiento, no hay que olvidar que la resolución del mejor derecho de uno 

u otr«i de los acreedores se efectuará mediante el correspondiente juicio de tercería en la 

Jurisdicción civil (con excepción de las tercerías establecidas en el artículo 272 de la vigente Ley 

de Procedimiento Laboral) o. en su ca.so, mediante la resolución del oportuno procedimiento 

concursal, efectuado también en la Jurisdicción Civil.

La regulación actual de los créditos privilegiados varía sustancialmente de la necesaria 

unificación que propongo, encontrándose dichos privilegios totalmente di.sper.sos por diversas 

normas de nuestra legislación; mirmas que , en ocasiones, han dejado vacío de contenido lo 

dispuesto por el Código Civil y por el Código de Comercio, cue.stión esta que re.sulla aün más 

preocupante ct)nsiderando que la resolución de las posibles controversia.s en torno al mejor derecho



de determinados acreedores es, fundamentalmente, competencia de la Jurisdicción Civil.

A lo largo de esta segunda parte voy a analizar los principales créditos privilegiados que 

actualmente se encuentran en nuestra legislación; caracterizada, como he dicho, por la enorme 

dispersión existente.

Entre los autores que se han ocupado del análisis de los créditos privilegiados existen dos 

que. en mi opinión, han centrado con especial brillantez su estudio en la comparativa entre estos 

privilegios: ANTONIO CULLÓN BALLESTEROS'’̂ ', que dedica su obra al análisis de lo establecido 

por el Código Civil, en el Título XVII del Libro IV, sin profundizar en los privilegios regulados 

en otras norma.s, y BARTOLOMÉ Ríos Salmerón' ’̂', que, en su extraordinaria obra sobre los 

privilegios del crédito salarial, analiza los restantes privilegios contenidos en otras normas, pero 

siempre desde la perspectiva de la confrontación con el crédito salariai.

Mi intención en esta segunda parte es efectuar un estudio de los principales créxiitos 

privilegiados, que pueda aportar una clasificación de dichos privilegios y que. al mismo tiempti, 

pueda servir de brújula a todo aquél que pretenda tener una visión generalizada de esta apasionante 

cuestión de la concurrencia de acreedores.

(72l Gfl.l.oN  BAl-l.l.sri:Kus. A v n »N lo ; 'L a  prcbcú^n Je crcJil»>i en el OVJicvi Civil*. Librería B.'v.'h. Barvel-'cu
19 62

(7,^) Ríos Saiaikkdn. B\K'PH.omi;. "Los pnvilcpios del crvJitn sjbnal* Eiiili'rial C iM U s. S A  19SJ



sh



C A P IT U L O  1“

L O S  C R É D IT O S  P R IV IL E G IA D O S  E N  L A  N O R i\L \T I \^ A  COM LTs’

SUMARIO

1. EN EL CÓDIGO C IV IL .............................................................................................147
1.1. Introducckin.....................................................................................................147
1.2. La preferencia singular ................................................................................. 149

1.2.1 Sobre bienes m uebles..................................................................... 149
1.2.1.1 El artículo 1922 .............................................................150
1.2.1.2 El artículo 1926 .............................................................155

1.2.2 Sobre bienes inmuebles ................................................................157
1.2.2.1 El artículo 1923 .............................................................158
1.2.2.2 El artículo 1927 .............................................................160

1.3. La preferencia gen era l.................................................................................... 163
2. EN EL DERECHO MERCANTIL............................................................................ 167

2.1. Cuestiones previas ..........................................................................................167
2.2. La suspensión de p a g o s ..................................................................................170
2.3. La q u ie b ra ........................................................................................................172

2 .3 .1 La prelación de los créditos a satisfacer con el producto de los
bienes muebles.................................................................................174

2.3.2 La prelación de los créditos a satisfacer ci>n el pnxlucto de los
bienes inmuebles ......................... ................................................. 179

2 4. El derecho de ejecución se p a ra d a .................................................................ISO
2.5. El derecho de abstención ...............................................................................183



y p s ^ > ' .

f c s ¿ ^ S i S «  v:»#'';,í'.' 'V .

-r ' í l §

2* :.ir,\¿t¿S'¿■'■=‘,.-̂ : •: ■ '".vw:®

■ > í w

■•■ '.ííSí i

.•■-üy 
,• '-'’iV ■W-rŷ
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I. EN EL CÓDIGO CIVIL.

I .I .  Introducción.

A pesar üe que el Código Civil, en cumplimiento de la prioridad de la “lex posterior", se 

encuentra actualmente superado por la aplicación de otras normas específicas que han sido 

publicadas con posterioridad, continüa siendo el primer punto de referencia que debe tenerse 

presente en el momento de analizar los privilegios otorgados a determinados créditos.

La clasificación establecida por el Código Civil será aplicable tanto en los procedimientos 

concúrsales relativos a un deudor civil (quita y espera o concurso de acreedores), como en los 

supuestos en los que se plantee un litigio acerca del mejor derecho que puedan ostentar varios 

acreedores en el caso de ejecución del patrimonio del deudor sin necesidad de que se haya iniciado 

un procedimiento concursal. Reservándose la graduación de créditos establecida en los artículos

912 y siguientes del Código de Comercio a los procedimientos concúrsales previstos para los 

deudores mercantiles (suspensión de pagos, en su caso, y fundamentalmente en la quiebra).

Es decir, dejando a salvo la aplicación de las normas específicas que regulan los privilegios 

que desarrollaré en posteriores capítulos (créditos salariales, hipotecarios, tributarios, etc.), la 

prelación de créditos contenida en el Código Civil resultará aplicable a tixios los supuestos en los 

que se presente una concurrencia de acreedores que pretendan satisfacer su crédito con la ejecución 

del patrimonio del deudor, ya sea mediante un procedimiento concursa! civil, como en cualquier 

proceso "no concursar de ejecución del patrimonio del deudor, con excepción de tos 

procedimientos concúrsales mercantiles que se regirán por lo dispuesto en el Código de Comercio.

En defínitiva, cuando llevándose a cabo la ejecución de algún bien del deudor (bien sea 

un ejecución judicial, administrativa o incluso notarial), se plantee el mejor derecho de otro 

acreedor, distinto del ejecutante, la normativa aplicable será el Código civil, exceptuado siempre 

la normativa específica que regula la preferencia de determinados crédito.s (salariales, hipotecarios, 

etc.); mejor derecho que, procesalmente, deberá hacerse valer medíante el correspondiente juicio 

de tercería, ya que no podrá ser resuelto en trámite de ejecución, como se aprende de las 

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (entre otras, las de 20 de 

marzo y 28 de septiembre de 1986).

En consecuencia, esta idea puede esquematizarse del siguiente mixlo:



Ctmgo Civil. PruceUimientas concúrsales de deudores civiles. 

Ejecuciones no concúrsales (judiciales, 

administrativos o notariales) de deudores civiles 

o mercantiles.

CtVIiiio de Comercio. Quiebras. (La suspensión de pagos, en 

principio, no implica la liquidaci^ín del 

patrimonio del deudor, sino la suscripcitín de 

un convenio.)

Normativa especfnca básica:

* E.stututo de los trabajadores.

* Ley Hipotecaria.

* Ley General Tributaria.

* Ley General de la Seguridad 

Social.

* Normas del Derecho Marítimo.

* Ley de Propiedad Horizontal.

En CcLso de concurrencia entre la normativa 

e.specnlca y la normativa común (Ci'ídigos Civil 

o de Comercio) se estará al principio de 

aplicación de la Ley posterior.

El CiWigo Civil, en el Título XVll del Libro IV, comienza estableciendo unas 

dispt)siciones generales relativas a la quita y espera o al concurso de acreedores. Posteriormente, 

dedica el capítulo II a la clasitlcaciiln de cr«5ditos, diferenciando los privilegios singulares con 

relación a determinados bienes muebles o inmuebles, de los privilegios de carácter general con 

relación a los restantes bienes del deudor.

Hay que resaltar la de.satbrtunada redacción del artículo 1921 donde .se establece que "Los 

créditos se clasificarán, nara su \iraduación v na^o. por el orden y  en ¡os férminos tjue en este 

capítulo II se establecen". Sin embargo, el capítulo III en los artículos 1926 y 1927, establece una 

prelación para el pago que altera el orden de los artículos del Capítulo II., consecuentemente, se 

produce una aparente antinomia, fundamentalmente entre la clasificación del artículo 1922 y la del 

1926; pues, a mi juicit), la posible contradicción entre el artículo 1923,3" y 4**, con respecto al



1927,2"'^*’, resulla más discutible'’*'. Antinomia que considero debe resolverse en favor de la 

prelaci<ín establecida por el artículo 1926 por tratarse del supuesto especffíco que regula la 

prclación para el pagu; aunque, evidentemente, la controversia está servida. En idéntico sentido. 

ANTONIO GULLóN BALLESTEROS' '̂, cuando desarrolla el problema de la colisión entre privilegios 

especiales mobitíarios, se refiere en todo momento al orden de preferencia establecido en el 

anfculo 1926.

1.2. La prererenciu .sin}>utur.

Puede definirse la preferencia como singular (o especial) cuando la garantía de un 

determinado crédito recae exclusivamente sobre uno o varios bienes del patrimt>nio del deudor. 

Preferencia singular que se contrapone a la genera!, cuyo privilegio alcanza a linio el patrimonio 

del deudor.

El Ctidigo Civil, en ca.so de colisión entre privilegios especiales y generales, ha consagrado 

la preferencia absoluta del privilegio especial (o singular) sobre el general'^’; especialmente cuando 

en el artículo 1926 dispone que los créditos que gozan de preferencia con relación a determinados 

bienes muebles excluyen a todos los demls. En idéntico sentido se pronuncia el artículo 1927 en 

cuanto a los privilegios inmobiliarios especiales.

I.2.I Sobre bienes muebles.

Como he dicho anteriormente, el artículo 1921 dice que “los crédiios se clasificarán, para 

su f!raduac¡ón y pago, por el orden y  en los términos que en esie capítulo se establecen". 

Clasificando a continuación, en el artículo 1.922. la preferncia singular corresptindienle a 

determinados bienes muebles del deudor.

(74> GawIa GarcIa, Josi- Mam:ki.; “El liJpico de los cfccK's...*. (obn citad» en b NVP n“ 16. ixijt 32>. p ip
245 y »s

(75) E^a cuuiiiSn la dcumUlani en tos capflul>M JesiinakkK al ptiviletiios Je cmlilm hi|NXecaiv>s y al de la 
aiKMacit̂ n pnn’enliva de embarvo

176) GuiJjiis Ba u jíTI;i«)s, Antunio;'La prelacUSn decrfdilos <obia citada en b NPP n*72. pif I43i. píc>
136.

(77) CfliAis Bmjjsti» » .  Asi» sio; "La picbcitJn decrtditiw...*. (ohia citada en b NPP n* 72. páf 143». páp
135. 136.



Sin embargo, como desarrollaré en el apartado 1.2.1.2, el artículo 1.926 presenta una 

aparente antinomia con lo dispuesto en materia de claslfícación de créditos por los artículos L921 

y 1.922.

1.2J.1  El urtículo 1922.

En el capítulo II del título XVII del libro IV, el artículo 1.922 del Código Civil e.stahlece 

lo siguiente:

Artículo 1922.:
Ci>n rclacidn a detenniniidos bienes iMiiubIc.s del deudor gozan de preferencia:
I. Lus c ré d ito s  pi>r con.slm cci<^n, r e p a n ic ió n , c o n se rv iic iá n  o  p re c io  d e  venUi d e  

b ie n e s  in u e h ie s  q u e  e s té n  e n  |K>der d e l  d e u d o r ,  h a s ta  d o n d e  a lc iu ice  e l  v a lo r  d e  lo s  m ism o s . ■

La doctrina ha discutido si la necesidad de que el bien se encuentre en poder del deudor 

se retlere exclusivamente al precio de venta o, por el contrario, comprende también los créditos 

pt)r c»)nstruccirtn, reparación o conservación. El criteri») mayoritario es considerar la dependencia 

de la frase "que estén en p<x¡er Jel deudor'' con el privilegio del vendedor no pagado'™’. No 

obstante, ANTONIO GULLÓN BALLESTEROS'” ' se inclina por considerar que la necesidad de que el 

bien se encuentre en poder del deudor se retlere a todos los supuestos recogidos en el apartado I 

Sin embargo, el propio ANTONIO CULLÓN BALLESTEROS divide, para su estudio, el apartado 1“ 

en "Castos de construcción, reparación y  conserx'ación de bienes muebles" y "Precio de venta de 

bienes muebles que estén en poder de! comprador".

Artículo 1922.:
Con relación a dclenninados bienes iniichles del deudor goziui de preferencia:
2. Los ]>anintizados con prendji que se halle en |HKler del .icreedor. sobre la cosa 

empeñada y hasta donde alcance su valor.

El análisis de los créditos garantizados con prenda lo realizaré en el capítulo destinado a

(78) M a .s'KIísa y N a v a r k o , Josií M a k í a ; "Coincnt.irios al CiVlipo Civil'; Madrid 1921, loino XIL Páp. 724.
García GoyiíNa . FlXJRl-.vrio; ’C oncnnhncus, motivos y comentarios dcl Códico Civil español'; Nt.idríd 1852, 
lom.» IV. Pdj.. 285.

(7V) GIU.IÍN Bai.I liSTV;Rn.s, Antonio; '1.a prclacicSn de crtdiios,..', (obni cil.id.i en I.t NPP n“ 72. náj!. 143); pdp.
32.



los créditos hipotecarios, donde dedicaré un apartado al estudio de "otros derechos reales de 

fiarantíü', entre los que incluyo la prenda.

Artículo 1922.:
Con relación a determinados bienes muebles del deudor gozan de preferencia;
3. Los garantizados con fianza de efectos o valores, constituida en establecimiento 

público o mercantil, sobre la fianza y por el valor de los efectos de la misma.

Se trata de un crédito al que pueden extenderse las conclusiones que efectuaré sobre el 

derecho de prenda al que me he referido en el apartado 2"

Artículo 1922.:
Con relación a dctenninadiis bienes muebles del deudor gozan de preferencia;
4. Los cr^itos por transporte, sobre los efectos transportados, por el precio del 

mismo, gastos y derechos de conducción y conservación,hasu la entrega y durante treinta 
días después de ésta.

Se ha discutido si el privilegio de los créditos por transporte requiere necesariamente que 

el transpiírtista continúe con la posesirtn. F lo re n c io  G a rc Ia  G oyena'® ’ al ccmentar análogo 

precepto del Proyecto de 1851 dice que "cesarán el derecho de prenda y  el privilegio desde que 

los efectos salieron del poder del que tos transportó".

Sin embargo, el Código Civil hace subsistir la preferencia aunque las cosas estén en manos 

del deudor (durante treinta días después de su entrega). Asimismo, cuando el contrato de 

transporte se repute mercantil, el artículo 375 del Código de Comercio establece lo siguiente: "Los 

efectos porteados estarán especialmente obligados a la responsabilidad del precio del transporte 

V de tos gastos y  derechos causados por ellos durante su conducción o hasta el momenio de su 

entrega. Este derecho especial prescribirá a los ocho días de haberse hecho la entrega, y  una vez 

prescrito, el porteador no tendrá otra acción que la que le corresponda mmo acreedor ordinario" 

Consecuentemente, el privilegio subsiste aunque el objeto esté en poder del deudor 

(durante 30 días según el Código Civil y durante 8 si el contrato es mercantil). Más discutible 

resultará cuando la cosa haya pasado a manos de un tercero. L au ren t'* "  cree que "si en el plazo 

establecido para ejercitar el privilegio después de su entrega el destinatario enajenara la cosa.

(KO) GakiÍa Govi>;a. Fl/mivcio; 'Coitcntdancias. (obra ciLida en h NPP n® 78. páp. 150); pip. 283.

(8I> L̂ I'RJ>T; 'Principes de Dniil Civil"; Biu'tcbs 1878. lomo XXIX. Pij.



se extingue el derecho Je preferencia del porteador, ya que no existe derecho de persecución''. 

ANTONIO GUULÓN BALLESTEROS'®* nt) comparte esa opinión; "si el porteador tiene un derecho 

de prenda podrá ejercitar contra los terceros el privilegio, con sujeción a los límites que tiene t(HÍo 

acreedor pignoraticio: ¡a buena fe  de los adquirentes".

Otra cuesti(ín es lu pusihilidail que el transportista puecia tener üe vender los objetos 

transportados y cobrarse con su precio. El Crtdigo Civil en ningün precepto reconoce esta 

posibilidad, pero el Ctidigo de Comercii) en el artículo 374 sf que la admite: consignatarios

a quienes se hubiere hecho la remesa no podrán diferir el pago de los gastos y portes de los 

géneros que recibieron, después de transcurridas las veinticuatro horas siguientes a su entrega; 

y. en cuso de retardo en este pago, podrá el porteailor exigir la venta judicial de ios géneros que 

comíujo, en cantidad sujiciente para cubrir el precio del transporte y los gastos que hubiese 

suplido”

En definitiva, aunque del privilegio pueden benetlciarse todas las personas que realicen 

un transporte, la protección otorgada por el Código de Comercio hace que cuando el contrato de 

transporte se repute mercantil este privilegio se vea más reforzado que en los supuestos que se 

trate de una relación puramente civil.

Artfculo 1922.:
Con rtil.ición a üctenninados bienes inuet>lc.s ilcl deudor j!oz;in de preferencia:
S. Los de hospedaje, sobre los muebles üel deudor existenles en la |)osaüa.

Evidentemente, se trata de un privilegio histórico (su origen se encuentra en el número 4 

del artículo 1926 del proyecto de I8S1, el cual lo tomó a su ve?, del número S del artículo 2.102 

del Código francas) que la continua evolución de las comunicaciones ha hecho que su aplicación 

se reduzca a supuestos verdaderamente puntuales.

Como señala ANTONIO GULLÓN BALLESTEROS'®'. “La tradición histórica es favorable a 

la exclusión de cualquier persona que haya practicado el mismo eventualmente", reservándose 

dicho privilegio a los prtifesionales de la htistelería y excluyendo también a los dueños de 

establecimientos que no suministran sino bebidas, y a los restaurantes.

IK2) G»;m .ó s  A .vnisio ; "l-a prelaci<tn de c rfd im x ...', (ohra cilada en la NPI* n“ 72, páp. 143); pá».
55.

(H3) Cl íJ/ÍN Bai,IJ.stij»o s , A vro.sio; ’ La prclación de cnídiKM...', (obra cilada en b  NPP n" 72, U J); plps. 
59



Los crédilus garantizados derivan exclusivamente de las prestaciones propias del hospedaje; 

constituyéndose dicho privilegio sobre los muebles introducidos en la posada. Surgiendo la duda 

respecto de los bienes que no son propiedad del deudor (parece lógico excluir el privilegio sobre 

los bienes en los que quede acreditada la propiedad ajena al deudor).

Artículo 1922.:
Con relación a determinados hieiies muebles del deudtir ^ozan üe preferencia:
6. Los créditos por semillas y gastos de cultivo y recolección anticipdos al 

deudor, sulire los frutos de la coseclta para que sirvieron.

El privilegio se da contra el propietario de los fruttjs, independientemente de que sea o no 

titular de la linca (puede ser un usufructuario o un arrendatario).

AiSTONlO GULLÓN B A L L E S T E R O S 'recoge una duda que se ha planteado la doctrina sobre 

si el privilegio alcanza también a los préstamos efectuados para pagar las semillas o los gastos en 

cuestitSn. Al respecto exi.sten autores que defienden la extensión del privilegio a dichos 

préstamos'^"'’, mientrxs que los que niegan tal tesis afirman que no se [ ¿de extender el privilegio 

a créditos simples con el pretexto de que han sido creados por causas privilegiadas”̂ '.

Actualmente puede resultar de especial interés la inclusión dentro de los gastos de cultivo 

y recolección de las cantidades destinadas a la adquisición o alquiler de la maquinaria utilizada en 

e.sas operaciones.

Igualmente, puede decirse que los abonos están incluidos dentro de este privilegio, no sin 

algunas controversias al respecto.

El privilegio se ejerce sobre la c«)secha para la que sirvieron las semillas, gastos de cultivo

o recolección.

Artículo 1922.:
Con relación a determinados bienes muebles det deudor gozan de preferencia:
7. Los cr^itos por alquileres y rentas de un año. sobre los bienes muebles del 

arrendatario existentes en la finca arrendada y sobre los frutos de la misma.

(84) Gi j i j / in BaIJJ5T».J«)S. ANTUSIO; "I-a prebcitSn de cnfdiloi*..". (obra citada en la NPP n“ 72. p ip . W3t; p if .
65.

{HS} P<x*HISTISTa; "Dci privilegt c (Jclk ipoicchc sccotxht il Ctxl. Civilc ilaliaivr. Toriiw 18S0. lomo I. P ig  65

(S6) Li ;zzaT1; "Dci privilcpi c dcllc ipoíechc*; Toniw  1884, viSI. l. Pá¡¡%. 590 y m
"Dci privilcpi": Nap«ili-Torino 1924. Pips- 512 y ss.



Una vez más, voy a utilizar el esquema utíHzadu por ANTONIO CULLÓN BALLESTEROS'*” 

en el análisis del artículo 1922 del Ci'kligo Civil, de donde se puede extraer las siguientes 

conclusiones: "El privilegio consagrado en el número 7 üel artículo ¡922 pueden utilizarlo todas 

aquellas personas que tienen la cualidad de arrendadores, sea cual fitere su titularidad sobre la 

cosa arrendada: usufructo, enfiteusis. etc. "

A pesar de que el C<idigci Civil no dice nada ai respecto, todo hace indicar que se retlere 

tanto al arrendamiento de fincas rústicas como de urbanas.

Los créditos garantizados son siílo los debidos por alquileres o rentas, añaditindose 

tambiiín, según la opinii'in mayoritaria, ios deterioros causados por el arrendatario.

El derecho de preferencia recae sobre los bienes muebles del arrendatario existentes en la 

tinca arrendada y sobre los frutos de la misma. Es decir, en el mismo .sentido que el Derecho 

Rt>mano otitrgd a los ”invecta et illata”' '̂. Exi.sten tambii^n cosas que aún introducidas en la finca 

no están afectas al privilegio: Las cosas que mi son propiedad del inquilino; las cosas robadas o 

perdidas; ios cosas destinadas al ejercicio de la profesiiín del arrendatario, cuando se encuentren 

accidentalmente en la finca. .

Por último, la doctrina considera unánimemente que las mercaderías o materias primas 

objeto del comercio introducidas por el comerciante en la tinca o inmueble arrendado, también 

.serán objeto del privilegio contenido en el apartado 7 del artículo 1922 del Ci'kligo Civil.

Para finalizar el análisis del artículo 1922 del C(^digo Civil hay que hacer referencia la 

párrafo segundo del apartado 7”:

Artículo 1922.:
Con rcliiciiWi a tlelemiinjidos hit;nu.s ii)ticl)ltfs dul deudor goziin de preferencia;
7. (...|  Si los hiene.s muebles .sobre que recae l¡i preferenci» Inihieren sido 

sustniídos, el acrecdtir podni reclamarlos de quien los tuviese, dentro del ténnino de 
treinta días, contados dc.sdc que ocurrió la suslracciiSn.

La duda surge de inmediato: ¿se refiere a los supuestos del apartado 7"? o, por el 

contrario, ¿hace referencia a todos tos .supue.stos contemplados por el artículo 1922?

Bai.1.1í.stI:R()S, ASTi>NU); ”L j prchclí^n de cnídilHS...", (obra cilatl.-! en ta NPP ii" 72, pdj;. 143»; págs.
64 y ss.

(XX) Ver el apanaJo prímcm dcl capítulo 3", de csl.i scpinda p.-iitc, dcdic.idi> al estudio de los cnfditos hipotecarios 
(pág. 241).



ANTONIO G ullÓ N BALLESTEROS analiza en profundidad el derecho de persecución de los 

bienes inmuebles afectos a un privilegio especial'*'', considerando lo dispuesto en dicho párrafo 

aplicable a todos los supuestos del anfculo 1922, si bien: “La razón de derecho tampoco es ¡a 

misma en todos los casos. Si el derecho de persecución se explica en virtud de una relación 

jurídica de garantía real, no cabe duda de que ru) podrá surgir, sino en aquellas causas de 

preferencia que tengan también su origen en una garantía. Únicamente, pues, en el privilegio del 

acreedor prendario (1.922, números 2 y 3): privilegio del transportista (1.922, número 4). Pero 

en tal caso lo que e.xisie no es una aplicación analógica del privilegio del arrendador, sino un 

derecho de persecución que nace per se. en virtud del derecho sobre el que se asienta la 

preferencia del acreedor. En los restantes privilegios mobiliarios se advierte cómo el legislador 

condiciona su ejercicio a que las cosas í  - encuentren en una determinada sitiuición (poder del 

acreedor o del deiulor. pero nunca en el de terceros). Coa más claridad y precisión se e.xpresa 

el Código italiano en este punto. No obstante conferir ese privilegio persecutorio al arrendador, 

pura los demás mantiene el principio general de que para su ejercicio la cosa afeaada por él ha 

de encontrarse en una especial situación: los muebles en la posada, etc. Sólo así puede ser 

opuesto el privilegio a terceros’ .

1.2.1.2 El articulo 1926.

Como he dicho anieriormeme, el C<Sdigo Civil presenta una aparente antinomia entre lo 

dispuesto por los artículos 1921 y 1922 en relación con el artículo 1926. Si en aquéllos se dice que 

los créditos se clasificarán, para su graduación y pago, por el orden y en los términos que en este 

capítulo se establecen, y a continuación se relacionan numéricamente los créditos que gozan de 

preferencia con relación a determinados bienes muebles, ¿qué necesidad existía de regular un 

orden de prelación entre dichos créditos? Todo hace pensar que esa cuestión ya quedaba resuelta 

con tos citados artículos 1921 y 1922.

No obstante, el Código Civil en el artículo 1926 se refiere de forma específica al orden 

de prelación que debe existir entre los créditos que gozan de preferencia con relación a 

determinados bienes muebles del deudor. De e&ta forma, el artículo 1922 se convierte en un 

precepto dedicado a enumerar dichos créditos privilegiados, per\> cuya enumeración no determinará

(tWl Gi i.|/)N Ba>.IJ*TIW)S. Avn»Mo; 'La prcbciita de cuídtioi...*. (obra ciiada en h  SPP n“ 72. pjg M3), p á p  
72 vss



el orden de preferencia existente entre sf, pues esa fínaliüaü le corresponde al artículo 1926. Es 

decir, a pesar de lo dicho por el artículo 1921, los créditos relacionados en el artículo 1922 serán 

preferentes entre sf, en caso de colisión entre privilegios especiales mobiliarios, de conformidad 

con las reglas contenidas en el artículo 1926:

Artículo 1926.:
Los créditos que í;o3Uui de preferencia con rehición h delcnntn îUov hienes 

muebles, excluyen u tudos los demás hasta donde alcance el valor del inucbte a que la 
|>refen;ncia se refiere.

Si concurren dos o iiüIs res|)ecto a deteniiínados muebles, se observarán, en
cuanto a la prelacit^n pani su pagi>. las reglas siguientes.

1. El crédito pjgnoniticio excluye a los demás hasta d*mde alcance el valor de la 
cosa dad;« en prend̂ i.

2. En el caso de fianut, si estuviera ésta legílimainente constituida a favor de más 
de tui acreedor, la prelacíón enire ellos se detenninaní |tor el orden de fechas de la 
presiación de la garantía.

3. Los créditos ¡wr aiitici|H)s de semillas, gastos de cultivo y recolección 
preferidos a los de aK)uilcre.s y rentas sol)re los fnitos de la cosecha para que al{uéllô l 
sirvieron.

4. En los demás casos el precio de los imiebles se distribuirá a prorrata entre los
créditos que gocen de esjK'cial preferencia con relación a los mismos.

El párrafo primero resuelve las pi>sibles duda.<; que pudieran existir en caso de colisiiín 

entre privilegios especiales y privilegios generales, inclinándose nuestro ciídigt) por otorgar 

preferencia a los privilegios singulares sobre bienes muebles respecto a todos los demás. Sin 

embargo, actualmente esta pretensii5n del C<'idigo Civil se ha visto superada por la existencia de 

privilegios generales que gozan de preferencia sobre todos los restantes crtíditos, incluso sobre los 

relacionados en el artículo 1922 del Cildigt) Civil; es el ca.so de los créditos .salariales garantizados 

por el artículo 32. i y 32.2 del E.statuto de los Trabajadores'’*'.

La doctrina histiVica ha debatido en profundidad esta cue.stit'^n de la colisiiSn entre 

privilegios especiales y generales que, como he dicho, nuestro Ctidigo la ha resulto en favor de 

los privilegios e.speciale.s’'".

(Wi Ver el capítulo 2“ . de cM:i wjninda pane, tietJIcaJo al cMudio de los cnídtlos salariales 187).

(11) Ver G i 'I.U )N  B.\I.I.Kvn:Rf>s. A.v i t }NIo ; " Ij i  prclaci<^n de créditDS...” , (nhri citada en b  NPP n“ 72. páp. 143);
ndj:s. 133 . 136.
Ver lanibién. entre <Hnw:
JaV: 'Coitcinirs du prívil^pe des riMimi.ssctirs e( du hailleur*. Revue critique de la Jurispmdence en inaleríc 
ctvile; París 1852, loiix) II; págs. 116 ss.
Li. 'D u  conctnirs sur te imibi ier des prívikücs géníniux avec les priviliípcs sp¿ci.tux". Revuc critique.
París 1855, p.íjis. 66 y ss.

(continúa...)



En el párrafo segundo (y sus correspunditrntes apartados), el artículo 1926 resuelve la 

culisi<5n entre privilegios especiales mobiliarios, determinando el siguiente í>rden de prelacit^n:

P .-  Los créditos pignoraticios.

2“ .- Líis créditos garantizados con fianza.

Asimismo estos créditos serán preferentes entre sí por el «»rden de fechas de la prestación 

de la garantía. Regla excepcional y únicamente aplicable a este supuesto, pues en caso de colisión 

entre otros créditos singularmente privilegiados st)bre determinados bienes muebles, la regla de 

la distribución será a prorrata.

3".- Los créditos pt>r anticiptis de semillas, gaslos de cultivo y rec«)lección.

4” .* Los crédití)s por alquileres y rentas.

5“ .- En los demls cosos, el precio de los muebles se distribuirá a prorrata entre los 

créditos que gocen de especial preferencia con relación a los mismos.

1.2.2 Sobre bienes inmuebli».

Igual que sucede con los bienes muebles, la regulación eslablecida por el CiViigi> Civil en 

materia de clasificación de créditos induce a la confusión, debido a la aparente antinomia del 

artículo 1923 y el artículo 1927. Ahora bien, en mi opinión, así como la ci»nir»>vcrsia entre los 

artículos 1921 y 1922 con el 1926 es clara, la redacción de los artículos 1923 y 1927 debe 

entenderse en sentido complementario, de forma que el artículo 1927.2® lo que hace es 

complementar la redacción de los apartados 3" y 4" del artículo 1923; eso sí. en una desafortunada 

redacción, pues ajuslándtjnos a una interpretación puramente literal, nuevamente se producirá una 

contradicción entre lo dispuesto por el artículo 1921 (en relación con et 1923. 3“ y 4") y el 

artículo 1927.2'’.

En definitiva, la clasificación establecida por el artículo 1923 debe ser complementada por 

el artículo 1927, que es el que regula el orden de la prelación entre los créditos que gozan de 

preferencia sobre determinados bienes inmucble:>.

.continuación)
BaI ' ijrv -La i ' a s t is iju i-; V ni; L o v sh x ; "Traite Thcuri^tic r t  praiK^uc de drmt c ivü . pavilépcN ci 
hipitíWnucN". Paris l<XX). tomo I; jvíi;. 454



1.2.2.1 El articulo 1923.

Con relucii^n a determinuJos bitíncs inmuchles y Jerechus reales del deudur, gozan de 

preferencia:

Artículo 1923.:
Con relación a dctcnninadus bienes inintielitcs y derechus rendes del deudor, 

^ozan de preferencia:
I. Lus créditos a favor del Eslado, sobre los bienes de los contribuyentes, |M>r el 

ini|H«rte de la última anualidad, vencida y no pagada, de los impuestos que gn<viten sobre 
ellos.

Este apartado se encuentra actualmente superado por lo dispuesto en la legislacii'^n 

tributaria (artículo 71 y siguientes de la Ley General Tributaria y artículo 32 de la Ley General 

Presupuestaria); consecuentemente, me remito al desarrollo que realizaré en el capítulo 4” 

destinado al estudio de los créditos tributarios.

Artículo 1923.:
Con relación a detenninados bienes inmuebles y derechos reales del deudor, 

goz;m de preferencia:
2. Lus créditos de lus asenunidores, sobre los bienes asegurados, |x>r los premios 

del seguro de dos años; y. si tuere el seguro mutuo, |H>r los dos últimos dividendos i|ue 
se hubiesen refiartido.

El privilegio concedido por e.sle apartado del Ci^igo Civil recoge la hipoteca legal en 

favor de los aseguradores reconocida por la Ley Hipotecaria de 1869, que. en la actualidad, se 

encuentra regulada en los artículos 168.7, 195, 196 y 197 de la Ley Hipotec.iria vigente. Esli>s 

artículos distinguen entre una hipoteca legal tácita en favor del asegurador (art. 196) y el derecho 

del :isegurador a exigir la constitucit^n de una hipoteca expresa sobre el inmueble asegurado (arts. 

I9S y 197). Sin embargo, esta última no surte efectos sino desde la fecha de su inscripción.

Ahora bien, como señala ANTONIO GULLÓN BALLESTEROS''”': "La concesión de estas 

garantías a los aseguradores carece por completo de sentido en la actualidad, si bien pudo estar 

Justificada en tiempos en que el seguro estaba poco desarrollado y  convenía su fomento. Hoy. las 

potentes compartías aseguradoras no necesitan más garantías: ya suelen pactar en las pólizas tas

<92) C l'l.u iv  B aij.i-stiíKo s . A.Mxj.m o ; 'Coincnlaríos al CiVlipo Civil y cumpitacioncs foraics*; Diriüidos por 
M a M'W. AIJiai>ai.FJo , lomo X.XIV, E deru 1984. Pdp. 735.



cláusulas que amparan sus derechos, induso de forma no favorable para el asegurado. 

Seguramente Je ahí deriva la nula eficacia práctica del artículo ¡923. 2. del Código civil y los 

correspondientes concordantes de la legislación hipotecaria. Estos preceptos no han sido 

derogados por la L̂ ey de contrato de seguro de 8 de octubre de ¡980." (Hoy Ley 33/1984, de 2 

(le a];usto.)

Por último, es necesario hacer hincapié en la distinción existente entre el privilegio del 

crédito de los aseguradores aquí analizado y el privilegio de los asegurados previsto en los 

artículos 33 y 42.2.e de la Ley 33/1984, de 2 de agosto, sobre ordenación del seguro privado. El 

privilegio de los asegurados lo desarrollaré en el capítulo 7“ de esta parte segunda.

Artículo 1923.:
Con relación a dcicnninados iiicncs ininucblcs y dcrcchns reales de! deudor, 

^ozan de preferencia:
3. Loü créditos hipotecaríuü y los refaccionarios, anotados e inscritos en el 

Registro de la Propiedad, solire los bienes hipotecados o que hubiesen sido objeto de la 
refacción.

Este apartado comprende dos créditos diferenciados: los hipotecarios, cuyo estudio lo 

realizaré en el capítulo 3", y los créditos refaccionarios, anotados o inscritos en el Registro de la 

propiedad.

Como señala ANTONIO GULLÓN Bali.estEROS'''̂ ’. el fundamento jurídico de la preferencia 

de los créditos refaccionarios es el mismo que el establecido por el número I del artículo 1922; 

el de evitar un enriquecimiento a los demás acreedores sobre el bien que otro ha introducido o 

con.servado en el patrimonio del deudor.

La Ley Hipotecaría, en los artículos 42 y S9, y el Reglamento Hipotecario, en el número 

7 del artículo 166, hacen referencia expresa a la anotación de los créditos refaccionarios; 

restringiendo, a juicio de ANTONIO GULLÓN BALLESTEROS, la posibilidad de la anotación sólo al 

préstamo con destino a la refacción, es decir, de acuerdo con los precedentes históricos, a la 

construcción, reparación o conser\’ación del inmueble. Excluyendo, en o.)nsecuencia, los derechos 

protegidos por otras legislaciones de los arquitectos, albañiles, suministradores de materiales, etc.

La anotación preventiva del crédito refaccionario tiene un plazo de caducidad de 60 días, 

que se contarán a partir de la conclusión de la obra objeto de la refacción (artículo 92 de la Ley

tV3) G n u .f is  B A l M í n » » .  A.vn>SI0 ; "Lji pivlack^n de c n M i l o s « o b r a  citada en b  N PP n “ 72. |\ ig  I4 3 r  p í f  
88 .



Hipotecaria). Pusteriormente, en su casu, tiene derecho a exigir la conversión de su anotación 

preventiva en inscripción de hipoteca, según los artículos 93, 94 y 95 de ta Ley, y 196 y 197 del 

Reglamento Hipotecario.

Artículo 1923.;
Cun reliición a ücltinninatlus hiencs ininiicliles y derechos reales del deudor, 

gtizan de preferencia:
4. Lüs crédilüs preventiviunente ¡tnotados ett et Regislro de la Propiedad, en 

virtud de in:uiduniientu judicial, pur embargos, sccue.slros o ejecución de sentcnciits, sohre 
los hienes anulados, y siSlo en cuanto a créditos ]Histeri<ires.

Este apartado lo desarrollaré en el capítulo S“, dedicado al estudio de la anotación 

preventiva de embargo.

Artículo 1923.:
Con relación a detenninados bienes iniiuiehies y derechos reales del deudor, 

j¡oz:tn de preferencia:
S. Los refaccionarios no anotados ni inscritos, sobre los inmuebles a que ta 

refacción se refieni. y sólo res|)ecto a otros créditos distintos de los expresados en los 
cuatro números anteriores.

Los créditos por construcción, reparación o conservación de los hienes inmuebles (con las 

limitaciones recogidas en el comentario del apartado 3”), aunque no hayan sido anotados o 

inscritos, también gozarán de preferencia con respecto a los restantes créditos que tengan 

reconocida una preferencia de carácter general pues los que tienen reconocido en los apartados 

anteriores un singular privilegio sobre los bienes inmuebles, se antepondrán a los garantizados en 

este apartado 5".

1.2.2.2 El artículo 1927.

Artículo 1927.:
Lt)s créditos que gozan de preferencia con relación a detenninados bienes 

inmuebles o derechos reates, excluyen a todos los demits por su importe hasta donde 
alciuice el valor del inmueble o derecho real a que la preferencia se reficni.

Si concurrieren dos o mits créditos respecto n detenninados inmuebles o derechos 
reales, se observanln en cuanto a su resjiecliva prelación, las reglas siguientes:

1. Senin preferidos, por su urden, los expresados en los números 1° y 2” del 
artículo 1923 a los comprendidos en los demi(s mimeros del mismo.

2. Los hipotecarios y refaccionarios, anotados o inscritos, que se expresan en el



número 3® del citotio anfculo 1923 y los comprendidos en el número 4“ del mismo, 
gozarán de prelación entre sí por el orden de antigüedad de las respectivas inscripciones 
o anotaciones en el Registro de la Propiedad.

3. Los refaccionarios no anotados ni inscritos en el Registro a que se refiere el 
número 5“ del artículo 1923, gozarán de prelación entre sí por el orden inverso de su 
antigüedad.

En idéntico sentido que el artículo 1926, el párrafo primero de este artículo 1927 resuelve 

la posible culisión entre privilegios singulares y generales en favor de los primeros.

A continuación, el párrafo segundo y sus correspondientes apartados determinan et orden 

de prelación que debe regir en caso de que la colisión se produzca entre los créditos regulados en 

el artículo 1923; estableciéndose el siguieme orden:

I Los créditos a favor del Estado garantizados en el apartado primero del artículo 1923. 

Si bien es necesario tener presente lo dispuesto en la actualidad por la Ley General Tributaria que, 

en su artículo 73. establece lo siguiente:

Artículo 73.:
En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos inscnbibtes en 

un registro público, o sus productos directos, ciertos o presuntos, el Estado, las Provincias 
y los Municipios tendrán preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirente. aunque 
¿stos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas no satisfechas 
correspondientes al año natural en que se ejercite la acción administrativa de cobro y al 
Inmediato anterior.

¡En consecuencia, el período garantizado por el apartado primero del artículo 1923 del 

Código Civil, se encuentra ampliado por la Ley General Tributaria al año natural en que se 

ejercite la acción administrativa de cobro y al inmediato anterior. Esta cuestión hace que, en la 

actualidad, el apartado primero del artículo 1923 del Código Civil se encuentre tácitamente 

derogado, como desarrollaré en el capítulo 4“ dedicado al análisis de los créditos tributarios.

2**.- Los créditos de los aseguradores regulados en el apartado segundo del artículo 1923.

3*’.- Los créditos hipotecarios, los refaccionarios inscritos y las anotaciones preventivas 

de embargo, serán preferentes 'fntre sC por el orden de antigüedad de las respectivas 

inscripciones o anotaciones en el Registro de la Propiedad. En todo casti, es necesario tener 

presente las siguientes cuestiones:

Los acreedores hipotecarios gozarán de preferencia por la fecha de la inscripción 

(la hipoteca puede estar constituida ci'jn antelación, pero no gozará de preferencia.



sino desde la fecha de su inscripción).

Lus cr¿diu>s rctaccionarios desde la fecha de su anotación.

Las anotaciones preventivas de embargo desde la fecha de su anotación en el 

Registro (el embargo puede estar practicado con anterioridad), pues la anotación 

no es constitutiva, perc) la preferencia del crédito vendrá determinada por la fecha 

de acceso al Registro. De ahí que algunos autores hayan interpretado el carácter 

constitutivo de la anotación. En definitiva, la anotación en el Registro no es 

constitutiva del embargo, pero sf determinará el grado de preferencia que a este 

puede Citrresponderle; pero, ademls, las an*itaciones preventivíus de embargo 

tínicamente será preferentes a los créditos nacidos con posterioridad a la fecha de 

la anotación en el Registro, pero no .serán preferentes con respecto a los créditos 

preferentes nacidos con anterioridad, "aún no anotados o anouulos con 

posteriüríJad".

La re.solución de la posible colisión entre acreedores hipotecarios inscritos y anotaciones 

preventivas de embargo, posiblemente sea uno de los problemas más controvertidos en materia de 

prelación de créditos''^', planteando situaciones verdaderamente complicadas de resolver. ¿Qué 

ocurrirá si se presenta una situación como la que recojo en el apartado 3.3 del capítulo quinto de 

esta .segunda parte (pág. 370), donde coinciden una anotación preventiva de embargo, una hipoteca 

posterior a dicha anotación y, por último, un crédito privilegiado de la Seguridad Social nacido 

con antelación a la primera anotación, pero anotado con posterioridad? En ese cílso, no 

excesivamente extraño en la realidad, la primera anotación será preferente al crédito hipotecario, 

la hipoteca será preferente al crédit») privilegiado de la Seguridad Social y, finalmente, el crédito 

de la Seguridad Social será preferente a la primera anotación. Utilizando un símil depítrtivo. puede 

cimcluirse diciendo que la situación termina con un triple empate <|ue no sabemos resolver. En mi 

opinión, como en su momento desarrollaré, la única respuesta lógica es la propugnada ptir JOSÉ 

M a n u e l  G a r c ía  G a h c Ia  en su tibra "El tópico de los efectos limitados de la.s anotaciones 

preventivas de embargo; hacia una interpretación del efecto real absoluto de tales anotaciones en 

el sistema español"'

4".* Por último, en caso de colisión entre créditos singularmente privilegiados sobre bienes

(94V Ver los c^ipíliiloi 3“ (p-ip. 239) y 5“ ( pag. 337Klc(JicaJoü, ic«pn‘t¡v.inicnlc a lo% cnMilo<t hi|H>tcc.-irios y .i In
jixtlaciiSn ptvvcnliva ilc cinhar]:o. En cü|>ci:ial en el cuailnt feo(>)!tJo en Li p-l)!. 370.

(V5) Gahi-Ia Gaki Ia, JiíSl; MaM.’IíI.; "El trtpico de los cfccios...". (iibn cilada en la NPP n“ 16. p.1p. 32).



inmuebles, el apartado del pdrrafu scgundu dei artfculu 1927 del CtUigo Civil, sitúa a lus 

cróditus refaccionarios no anotados ni inscritos en el Registro a que se refiere el número 5** del 

artículo 1923, gozando de prelación entre sí por el orden inverso de su antigüedad.

El hecho de que la prelación se determine en orden inverso a la antigüedad parece lógico, 

como dice ANTONIO GULLÓN BALLESTEROS'*", puesto que el gasto del Ultimo salvó la existencia 

del inmueble y el valor de los créditos refaccionarios anteriores.

1.3. La priTerenciu )>eneral.

Continuando ct>n lo expuesto sobre la preferencia singular, puede decirse que un crédito 

goza de preferencia general cuando la posibilidad de ejecución recae sobre la totalidad del 

patrimonio del deudor y no únicamente sobre determinados bienes concretos. Un crédito 

hipotecario es "sinf^ttlarmeme prívilef^iado' debido a que dicha garantía descansa exclusivamente 

sobre el bien objeto de la hipoteca. Por el contrario, el crédito de la Seguridad S«)cial se encuentra 

’f^eneralnienh' privilegiado" en la medida que el mismo puede hacerse efectivo s*)bre tod») el 

patrimonio del deudor.

Ya he dicho que. en nuestro derecho, el Código Civil ha consagrado en los artículos 1.926 

y 1.927 la preferencia de los privilegios singulares .si)bre los generales, en caso de que se pn>duzca 

una colisión entre ambos.

El artículo 1.928 establece que:

Artículo 1928.:
El remanente del caudal del deudor, después de pagados Km créditos que gtven 

de preferencia con relación a detemiinadm bienes, muebles o inmuebles, se acumulará a 
los bienes libres que aquél tuviere pani el pago de los demás crédilus.

Los que. gozando de preferencia con relación a detenninados biene.s. muebles o 
inmuebles, no hubiesen sido lutalmenle satisfechos con el importe de éstos. lo serán, en 
ciuinto al déficit, por el orden y en el lugar que les corresponda segtín su respectiva 
naturalezn.

El párrafo segundo ratifica la distinción entre privilegios singulares y generales, de forma 

que un crédito singularmente privilegiado que no queda totalmente satisfecho tras la ejecución del

(%> Q :i u^S Bm.1.I.sTIJ<i». A ntonio; ‘ I j  ptcbcifln de cnMilos...'. <obri ciiaJa en U NPP n® 72. pip 143>. nie 
139.



bien sübre el que descan.sa su privilegio, pasará a ser considerado, atendiendo a sus respectiva 

naturaleza, como un crédito ordinario "  ¿eneralmente privilegiado. Un ejemplo puede aclarar mis 

esta cuesti(ín: Sería el caso de un crédito de la Seguridad Social que, como consecuencia del 

correspondiente procedimiento administrativo de apremio, da lugar a la presentación en el Registro 

de la Propiedad de una anotación preventiva de embargo sobre una determinada finca. E.ste crédito 

estaría ahora singularmente privilegiado sobre la fmca y gozaría de su preferencia general sobre 

el resto del patrimonio del deudor en caso de no quedar totalmente satisfecho, con la ejecución de 

la ilnca embargada.

El artículo 1.929 determina la prelación de los créditos que no gocen de preferencia sobre 

determinados bienes del deudor:

Artículo 1929.:
U)s créditos que i«) g«>cen tltí preferencia con relación a detenninados bienes, y

los que la gozaren, por la cantidad no realizjtda. o cuando hubiese prcscrili> el derecho a
la preferencia, se satisfarán confonne a las reglas siguiente.'*

1*. Por el orden establecido en el artículo 1.924.
2*. Los preferentes p«ir fechas, por el orden de éstas, y los que la tuviesen 

coiiuin, a promtia.
3* l» s créditos comunes a que se refiere el artículo 1.925, sin considenición a 

sus fechas.

Es decir, después de los créditos singularmente privilegiados, la prelación para el cobro 

corresponderá a los créditos garantizados en el artículo 1.924:

Artículo 1924.:
Con relación a los deinits bienes muebles e inmuebles del deudor, gozim de 

jireferencia:
I". Los créditos a favor de la provincia o del municipio, |M>r los itnpuestos de 

la última amuilidad vencida y n<» pagada, no comprendidos en el artículo 1.923.1".
2". ü>s devengados:
A) Por gastos de justicia y de administnición del conciirso en interés común de 

los acreedores, hechos con In debi<la autoríz.ición o aprobación.
B) Por los funendes del deudor, según el uso del higar, y también los de su 

mujer y U>s de sus hijos constituidos bajo su |)atria ]M»testad, si no tuviesen hienes propios.
C) Por los gastos de la Última enfermedad de las mismas personas, causados en 

el último año, c<mtado hasta el día del fallecimiento.
D) Por los salarios y sueldos de los trabajadores p«>r cuenta ejena y del servicio 

domestico corresp«indienles al último .tño.
E) Por la cuotas correspondientes a los regímenes obligatorios de subsidios. 

segiin)s siK’iales y mutuaiismo lalM)ral por el mismo (>erítMlo de tiempo que señala el 
apart;ido anterior, siempre que no tengan reccmocida mayor ()referencia con arrvglo al 
artículo precedente.



F) Por anticipaciones hechas al deudor, pra sí y su familia constituida bajo su 
auturídad, en comestibles, vestido o calzado, en el mismo período de tiempo.

G) Por pensiones alimenticias durante el juicio de concurso, a no ser que se 
funden en un titulo de mera liberalidad.

3®. Los créditos que sin privilegio especial consten:
A) En escritura pública.
B) Por sentencia firme, si hubiesen sido objeto de litigio.
E sto s  c ré d i to s  te n d rá n  p re fe re n c ia  e n tr e  s{ p o r  e l o rd e n  d e  a n tig ü e d a d  d e  las 

fe ch a s  d e  la s  e s c r i tu ra s  y  d e  la s  se n te n c ia s .

Ahora bien, la redacción del citado artículo 1.924 del Crtdigo Civil precisa en la actualidad 

de una serie de matizaciunes;

I E n  lo referente al apartado I, hay que de.stacar que la referencia a los créditos a favor 

de la provincia y del niunicipio se encuentra superada por lo dispuesto en el artículo 194 de la Ley 

Hiptitecaria y por los artículos 71 y siguientes de la Ley General Tributaria'"'.

Asimismo, el nuevo texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de 

junio de 1994, establece en su artículo 22.1 que los créditos por cuotas de la Seguridad Stvcial y 

conceptos de recaudación conjunta y, en su caso, los recargos o intereses que sobre aquéllos 

procedan, gozarán, respecto de la totalidad de los mismos, de igual orden de preferencia que los 

créditos a que se refiere el apartado 1° del artículo 1924 del Código Civil.

El párrafo 2 de dicho artículo 22 de la nueva Ley General de la Seguridad Social, excluye 

de esta protección a los restantes créditos de la Seguridad Social, a los cuales remite al mismo 

orden de preferencia establecido en el apartado 2”. párrafo E). del artículo 1.924 del Código 

Civil'” '.

2,- Los créditos garantizados en el apartado 2. D) gozan en la actualidad del privilegio 

regulado en el artículo 32 de la Ley 8/1980, por la que se aprobó el Estatuto de los 

Trabajadores''^'^ Resultando de especial interés la condición de créditos superprivilegiados otorgada 

a los garantizados en el apartado 1 y 2 de dicho artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores.

3.- Como he dicho anteriormente, el apartado 2.E) del artículo 1.924 queda actualmente 

limitado a los créditos de la Seguridad Social que no tengan naturaleza de cuotas o c'onceptos de 

recaudación conjunta (Fondo de Garantía Salarial. Formación Prtifesional y Desempleo) y. en su

t97l Con.\ultar el capitulo 4". de esta üC|:unila paRc, tlcdicadn al anilists de los cnMttos trilHUamH «pie. 29M.

(98) Consultar c] capflulo l “ , de la prímcri pane, dedicado a la pcercivncia de to% cr&litu» de b  Scpjñdad Sov;bl
(páK- ll>'

(9V) C<>a%ult.ir el capitulo 2 ”, de cMa sc{>unda pane. dcMinaüo al anilisU dcl citdito  salarial (p ie  IS7).



CU.SO, los recargos o intereses que sobre aquéllos procedan.

4.- La preferencia de los créditos garantizados en el apartado 3“ será determinada "entre 

s r  por el orden de antigüedad de las fechas de las escrituras y de las sentencias.

Luis D iez-Picazo y A ntonio Gullón Ballesteros'"'” señalan que a la escritura pública 

se equiparan en la jurisprudencia;

A .- Los documentos intervenidos por Corredor de Comercio Colegiado.

B.- Las letras de cambio intervenidas por aquelU>s fedatarios.

C.- Las actas de protesto de letr:is de cambio.

D.- Los documentos privados reconocidos judicialmente.

E.- No se equipara, sin embargo, a la e.scritura pública el documento privado presentado 

a liquidacii'in ante la Hacienda pública.

(100» Dti-y-PirAZo. Li l.s y GiiI.l.ÓN Bai.U-.stiíRus, AS1T)Mo; "SiMcina Je  DcrvclH> Civil"; V»M. II, 5* cdicit'n. PJf. 
24<>.



2. EN EL DERECHO MERCANTIL.

2.1. Cuuitíones previas.

En tíl apartadu anterior he desarrollado la regulación de la concurrencia de acreedores en 

el Código Civil, que en la actualidad debe completarse con los privilegios que las distintas normas 

específicas atribuyen a determinados créditos. Pero, cuando un comerciante sea declarado en 

quiebra, los créditos civiles y mercantiles se clasificarán para su graduación y pago, según lo 

dispuesto por los artículos 913 y 914 del Código de Comercio (no así en la Suspensión de Pagos, 

como más adelante desarrollaré).

Es decir, la colisión entre los privilegios del Código Civil y de la restante normativa 

específica con los privilegios regulados en el Código de Comercio, únicamente se producirá 

cuando, tratándose de un comerciante o de una sociedad mercantil, estos sean declarados en 

quiebra. Y será exclusivamente en esos supuestos cuando resulte de aplicación lo dispuesto en los 

artículos 913 y 914 del Código de Comercio, que atendiendo a su carácter específico, modifica 

las clasificaciones establecidas por la normativa general, la cual cede ante los preceptos del Código 

de Comercio que regulan la graduación de créditos en caso de quiebra del comerciante o de las 

Sociedades sujetas al Derecho mercantil.

Este es el criterio que se desprende de la doctrina emanada del Tribunal supremo, según 

el cual "los preceptos especiales Je / derecho mercaruil excluyen en absoluto la aplicación Je las 

disposiciones similares de los artículos 1.924 y demás del Código Civil, referente a la prelación 

y pa/fo de obligaciones sobre el patrimonio de las personas no comerciantes, pues la cláusula 

derogatoria del artículo 1.976 del Código Civil no alcanza al Código de ComercÍo"'°^'.

En definitiva, cuando se produzca la quiebra de un comerciante o de una sociedad 

mercantil, la graduación de los créditos se realizará atendiendo a lo establecido por los artículos 

913 y 914 del Código de Comercio.

No obstante, en el Derecho Mercantil, el privilegio de determinados créditos no se limita 

a la pi)sición que los mismos deben ocupar en la graduación establecida por los citados artículos

9 13 y 914. Existe una segunda cuestión, de carácter procesal, que atribuye verdadera prerrogativas

<10!> Scntcncb de 28 Je  abril de 1930, puede verse en RuUMin'K?. Navarw». Ma n t h .; 'D w in n a  Mca-aitiü del 
Tribunal Suprenw '; Tomo II, M odi^ 1956. Pip*. 3.402 - 3.403.



a algunos créditos: el derecho de ejecución separada.

El efecto fundamental de la declaraci<Sn de una quiebra es el principio de la “par conditio 

criuJiiorim", según el cual todos los acreedores pierden el libre ejercicio de .sus acciones 

individuales, agrupándose en una musa y sufriendo determinada.s modifícaciunes sustanciales en 

sus respectivos derechos, Ci>mo dice RODRIGO UrIa’*“*': ”el carácter universal del proceJimietuo 

Je (jiiiehra, su naturaleza de procedimiento de ejecución colectiva y la finalidad que persif^ue de 

satisfacer proporcionalmente a k k í o s  los acreedores que nó gocen de derecho de separación 

absoluta, trae como inexcusable consecuencia ¡a pérdida o paralización de las acci<mes 

individuales y aisladas de los acreedores contra el deiuíor. La regla no se formula explícitamente 

por la Ley. pero estü implícitamente recogida en una serie de preceptos de carácter procesal: así 

en los que ordenan la acumuladón al juicio de quiebra de las ejecuciones pendientes ctmtra el 

quebrado al tiempo de la declaración de aqtuUla y de todas las demandas ejecutivas u ordinarias 

(art. 1.17J y I. IS7 y 1.319 de la U’y de Enjtdciamiento Civil), y los que conjieren a ios símiicos 

el ejercicio de las acciones que corresponden a la quiebra (art. 1.2¡8 de la Iwy de Enjuiciamiento 

Civil}.-'

Sin embargo, la paralizacitin del ejercicio de las acciones individuales no se produce 

respecto a la totalidad de créditos que puede ostentar el quebrado, existiendo la posibilidad de que 

determinados acreedores puedan continuar el ejercicio de sus acciones sin sujeción al 

procedimiento concursal. Este derecho de ejecución separada, que desarrollaré en el apartado 2.4. 

de este capítulo, coastituye una verdadera prernigativa pn>ce,sal para garantizar la posici«^n de 

algum)S créditos. Ahora bien, no lodos los créditos privilegiados gi>zan del derecho de ejecución 

.separada, sino que este derecho se reserva únicamente para los acreedores hipotecarios y 

pignoraticios, créditos salarialc-s y. en su caso, para la.s ejecuciones administrativas por créditos 

tributarios y de la Seguridad Social. Sobre esta cue.stión volveré en el apartado 2.4.

Otra de las cuestiones previas que quiero puntualizar antes de analizar los privilegios 

existentes en el Derecho Mercantil, es la necesaria diferenciación que debe realizar.se entre las 

suspensiones de pagos y las quiebrius. En hts suspensiones de pagos, .sin entrar ahora a realizar un 

estudio en profundidad, la llnalidad estti determinada por la celebración del convenio entre el 

suspenso y sus acreedores. Dicho convenio no prevé la graduación de créditos para su pago (esto 

se producirá, en su ca.so, cuando .se incumpla el convenio, .según lo dispuesto por el ültimo párrafo

(102) U kIa , R o |>k|('ic>; 'Dcrcclm Mca-antil'; Dmxlik*iin.i ctiiciiSn, MaJríJ I9S2. iM|:. 828.



del artículo 17 de la Ley de Suspensión de Pagos de 1922**®'). forma que los acreedores 

privilegiados que suscriban el convenio quedarán obligados como los demás acreedores (anfculo 

15 de la Ley de Suspensión de Pagos, de 16 de julio de 1922). Ahora bien, estos acreedores 

privilegiados tienen la posibilidad de abstenerse de concurrir a la junta y defender su crédito con 

independencia del procedimiento concursal. Cuestión que nos lleva, nuevamente, a la prerrogativa 

procesal de la ejecución separada que más adelante desarrollaré.

A diferencia de la suspensión de pagos, la fmalización natural de la quiebra se producirá 

con la liquidación del patrimonio del quebrado para hacer frente al pago de sus obligaciones, 

cuestión que dio lugar a la regulación en el Código de Comercio de la graduación de créditos; de 

forma que con el producto de los bienes de la quiebra se proceda al pago de los acreedores con 

arreglo a lo e.stablecido en los artículos 912, 913 y 914. Ttxlo ello sin perjuicio de la posibilidad 

de realizar un convenit» entre el quebrado y sus acreedores, con efectos similares al de la 

suspensión de pagt>s, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 898 y siguientes del Código 

de Comercio; en cuyo caso, los acreedores privilegiados punirán abstenerse de tomar parte en ese 

convenit», pero si prefiriesen tener voz y volo en el mismo, serán comprendidos en los acuerdos 

que allí se establezcan. No obstante, como desarrollaré en el apartado 2.5, la posibilidad del 

ejercicio del derecho de abstención previsto en el artículo 900 pixlría no resultar aplicable a las 

quiebras de las Sociedades Anónima.s'‘°", debido a que las proposiciones de convenio, en estos 

casos, deberán resolverse con arreglo a lo dispuesto en la sección octava, del título primero, del 

libro IV del Código de Comercio (artículo 930 y siguientes), y no ct>n arreglo a la sección cuarta, 

del mismo título y libro, del Ci'kligo de Comercio (artículo 898 y siguientes).

En defmitiva, el fortalecimiento de los créditos privilegiados en las quiebras puede venir 

determinado por su inclusión dentro de la graduación establecida en los artículos 913 y 914 del 

Ci'kligo de Comercio, o bien, por la posibilidad de ejercitar el comentado privilegio de ejecución 

separada que ostentan determinados créditos, así como por el ejercicio del derecho de abstención 

previsto en el artículo 900 del Código de Comercio.

tlOJl "Si el deudor faltare al atmfrlimiento del ctmvemo. cuaLfuiera de sui acreedores podni pedir la reiaatot JW
mitnil) y Li declaraniín de la tptiehra ante el Juez ipu- hubiere conocido de la utspenaón'.

(IW l En U aciiultdaJ, b  piáctioa K^alidaJ de los pi\>ccso* Je  quiebra se si{!ucn frcnic a S>vic«l>3c% An>̂ nmvt%



-) •> La suspensión de pu)*us.

Considerando que lu tlnulidaü del proccdimicntü de lu Suspensión de Pa^jos es la 

suscripción de un cunvenio entre el suspenso y sus acreedores, en el que, al menos inicialmente, 

no está prevista la liquidación del patrimonio Je! deudor, la Ley de Suspensión de Pagos, de 26 

de julio de 1922, no prevé la graduación de los crtíditos para su pago con cargo al producto de 

los bienes del suspenso, sino que centra su regulación en la suscripción del convenio. Dicho 

convenio, obligará a todos los acreedores que concurrieren, incluso a los privilegiados.

Pero entonces, ¿a qué se reduce el privilegio de los créditos en las suspensiones de pagos? 

La respuesta es complicada. Dependerá de la interpretación que se realice de los párrafos 4" y 5" 

del artículo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos Je 1922:

Artículo !).:
|...|

jiiiciiis iirtlinaru>s y l‘V' cieciiiivos en que no %c |icrM(!Mii hiciics c.s|H.*ci:iliiicnle 
o pigm>nii!os, que se hallaren en cuími al devIaruNf la de |>a î»N,

setiutniii su tt:unitacir>n hasta lu scnleiK'ia, cuya e|ivik 'ióii quedará en .sus|ieiiso inieiitiiis 
no se haya lenn inaJo  el ex|)cdienie.

Desde que se leit^'a |>iir M>hi.ilait4t la >us|x.-nsión lie pa^’os. IihIds K» enitiarj!os y 
:idiniiiislracii>ne^ |iidKÍnles que pudieni lial>cr L'i)iistituidi>s >olire liieiies iii> hi|'xilecados iii 
]>igniirado>, quedarán en sus|>ensi) y suslitindos |Hir la acluacitíii de los intcrv'eulores. 
m icnlnts ésta suhsisla, cdii arreglo a las nonnas que señale el Ju /gado . Todo lo cual se 
ciUenderá sin nienoscaU) del derecho de los acreedores privilegiados y de dom inio al colir» 
de sus créditos.

De c«)ntormidad con lo dispuesto en el párraío cuarto, las ejecuciones de todas cla.ses, 

exccpt«) las hipotecarias y pignoraticias, deberán quedar paralizadas desde el momento en que el 

Ju/gado tenga por solicitada del deudor la iniciación del expediente para ser declaradi> en 

suspensión de pagos. Debiendo exceptuarse también de dicha paralización, conibrme a l»i 

establecido en el artículo .12 del ilstatuto de los Trabajadores, las ejecuciones llevadas a cabo en 

reclamación de créditos salariale.s””̂ ', y las ejecuciones admini.strativas cuando se den los supuestt»s 

que desarrollo en el apartado 2.5, estas últimas según lo dispue.sto en los re.spectivits Reglamentos 

de Recaudación.

4l05> En este scnliJo, confn'nl.-ir:
0)M i.y Maktjs. Fr.R.\A.M>o; ■Al•tuaei(^n dcl iuJiior «le cucnUis en el .linbilo judicial". Edicioncs ocl InsJiiuio 
de Autidufc^ Ccnimn:!» Jurado* de Cuentas de España, iDim» I. Madrid l*>94 Páps. 88 y 39



La duda puede surgir de la lectura de la pane final dcl párrafo quintu: ’toJt) ¡o cual se 

entenderá sin menoscabo del derecho de los acreedores privilegiados y de dominio al cobro de sus 

débitos". En mi opinión, la respuesta que debe darse es que ios procedimientos en ejecuci«in que 

hayan dado lugar a embargos anteriores al inicio del expediente de suspensión de pagos, deberán 

quedar en suspenso. Ahora bien, los acreedores privilegiados que hayan efectuado el embargo de 

bienes con antelación al procedimiento concursal podrán continuar con la ejecución de los mismos. 

En este sentido se pronuncian tanto el Reglamento General de Recaudación dei Estadi», aprobado 

por el Real Decreto 1.684/1990 (artículo 95), como el Reglamento General de Recaudación de los 

Recursos del Sistema de la Seguridad Social, aprobado p<ir el Real Decreto 1.517/1991. de 11 de 

octubre (artículo 117 de la Orden de desarrollo, de 8 de abril de 1992).

Con respecto a los restantes acreedores privilegiados que ptHlrían Ci>ntinuar con la 

ejecución de sus embargos, en aplicación del citado apartado quinto 'in fine' del artículo 9 de la 

Ley de 1922. consideri> que habría que excluir aquéllos que obtengan su privilegio precisamente 

del embargo (es decir, fundamentalmente, los créditos privilegiados pt>r el artículo l.923.4‘* del 

Cildigo Civil). .N\) obstante, el único pronunciamiento que existe sobre el privilegio de ejecución 

separada una ve/, iniciado el expediente de su.spensión de pagos, se limita a los ya citados créditos 

salariales, hipotecarios y pignoraticios, así o  a los créditos tributarios y de la Seguridad Social 

cuyo embargo .se haya practicado con anterioi idad a la Providencia de admisión de la Suspensión 

de Pagos. l:n cualquier caso, a mi juicio nada impide que »)tros créditos ~priviU- îaiii>s" que hayan 

efectuado su embargo con anterioridad al procedimiento concursal puedan llevar a cabo su 

ejecución, debido a la redacción literal del apartad*) quinto de la Ley de 1922, si bien será 

necesaria la existencia previa del embargo. En este punto, quizá sea necesario recordar que una 

cosa es el privilegio de un crédito, y otra la posibilidad de ejercitar el derecho de ejecución 

separada. (Las anotaciones preventivas de embargo serán créditos privilegiadlas, pero n»» go/arán 

del derecho de ejecución separada.)

Pt>r otra parte, con independencia del privilegio de ejecución separada, los crédit4>s 

privilegiados gi>?an en las suspensiones de pagos del llamado derecho de abstención, previsto en 

los artículos 15 y 22 de la Ley de 1922. Segün el cual, el convenio que suscriba el suspen>*» con 

sus acreedores no alcanzará a los privilegiados que hayan ejercitado dicho derecht) de abstención 

Con.secuentemente, fmalizado el expediente de Suspensión de Pagt>s c»>n la suscripción de un 

convenio con los acreedores, los privilegios que se hayan abstenidi> del procedimiento punirán 

continuar .su ejecución sin limitación alguna: cuestión que. evidentemente, puede dejar vacía de



contenido la efectividad del convenio, debilitando notablemente con ello la eficacia del 

procedimiento de Suspensión de Pagos.

En definitiva, en la Suspensión de Pagos, el verdadero privilegio de determinados créditos 

no descansa en su correspondiente graduación, sino en el privilegio de ejecución separada (al que 

más tarde me referiré) y en el ejercicio del derecho de abstención, siempre que se proceda a la 

oportuna ejecución del patrimonio del deudor una vez fmalizado al expediente de la suspensión.

Por último, también puede decirse que estamos en presencia de una especial prerrogativa

cuando se hace referencia a las denominadits deudas de la masa; es decir, los créditos generados

con posterioridad a la admisión de la Suspensión de Pagos. Estos créditos, según reiteradfsima 

Jurisprudencia, tienen derecho a percibir su pago sin necesidad de e.sperar a la resolución de la 

Suspensión de Pagos. Ci>nu> dice LUIS SÁNCHEZ SocIas'“’̂ ': "El carácu-r extractmcursal </«• las 

iletulüs lie la masa üeternúna qiw deban saiixfacerse al marf’vn y con imlepenJcnáa de la marcha 

del proceso".

!.)>. 1̂ 1 quiehru.

Como he dicho al analizar las cuestiones previas de este apartado 2, el privilegio de 

determinados créditos en un procedimiento de quiebra puede derivarse de tres situaciones;

1.- De la graduación establecida en los artículos 9I.Í y 914 del Código de Comerci«i

atendiendo al principio de la 'par condifio credUonan': principio que. como acertadamente señala 

M a NUüL BROSHTa PONT"*’̂’, "ntf sinnijica que deban asimilarse o tratarse por if’tial todos lits 

crt^diios, sino que deben someterse a idfntico tratamiento los cn^ditos de inual naturaleza. Im 

^riuluación de los criUlitos tiene, pues, por Jmalidiul esencial lo)*rar qtte cada uno de ellos quede 

colocado tfíraduiulot en el orden que su naturaleza le corresponde, para ser panado

ordemulamente con el prinlucti) de la liquidación de la masa activa".

2.- Del ejercicio del privilegio de ejecución separada.

3.* Del ejercicio del derecho de abstención.

tI06» SAM'Hiy Mvivvi. 1.1 is > TfiKKl-s Fl.RSASmx. Ji'AS J<)Sli;"Li h.iciínaa frente a las miicbni» j-, " (obra cil.idj
cti L» NPP n" Ifl, p ij: 36); páj: 185

(107) UkosIíta P o n t, M a m '1-.I.; '.Manual de Dcrcchu M cre-mur; Tecmw, .Madrid 1990, 8* edición Pie. 682
Conín>nlar lainbiíi) lo» artículov 916 y 917 del CiVlipo de Oiincreio.



El desarrullo del privilegio de ejecución separada y del derecho de abstención lu voy a 

realizar en el siguiente epígrafe, debido a su relación cun el ejercicio de estos derechos en las 

suspensiones de pagos. Centrándome ahora en el estudio de la graduación de créditos contenida 

en el Código de Comercio.

La primera cuestión que debe resolverse en relación con la graduación de créditos 

establecida por el Código de Comercio en los artículos 912 y siguientes, viene determinado p<ir 

el grado de conexión que mantiene con la clasificación de créditos establecida por el CiVligo Civil. 

La redacción del Código de Comercio en esta materia determina de forma clara cuál es la 

graduación de créditos en caso de quiebra, remitiendo en el apartado 3" del artículo 913 a la 

normativa común, que no es otra que la establecida en los artículos 1.921 y siguientes del Código 

Civil. De esta ftirma, el Código de Comercio supera las normas del Código Civil en cuestión de 

prelación de créditos, estableciendo una graduación específica para el caso de que se declare la 

correspondiente quiebra. En este sentido JOAQUÍN G A R klG U ES"® ’, dice U) siguiente: "El C. Je c. 

respeui dentro Je la tftiiehra el sistema Je los prívtlef’ios Je! Derecho civil (v. C. c.. ans. 1.921 

y si};.). Pero ames y Jespués Je ellos establece por su parte otros. Estos otros son: o hien simples 

privilegia exigendi, </«<• no afectan a una cosa Jeterminada, sino que atribuyen un derecho Je 

cithro preferente sobre el producto irulistinío Je los bienes muebles (el núm. /" . an. 913. llama 

a estos acreedores sinf’ularmente privileffiados): o bien prívilegiaJos con trascendencia real, que 

afectan a una cosa Jeterminada y atribuyen un Jerecho e.xclusivo sobre el valor Je esa cosa. íjts 

acreeJores pertenecientes a esta segunda clase ejercen un cieno Jerecho Je separación sobre el 

precio Je ¡a co.sa qiw les está afecta".

No i)bstante, la lecha de publicación de ambos Ci^igos podría llevar a pensar que, en tinJo 

ca-so, sería aplicable la prelación establecida por el Código Civil, en aplicación del principio de 

vigencia de la Ley ptisterior. Sin embargo, no parece que la intención de la normativa común fuese 

modificar los criterios específicos regulados en la graduación de créditos, en caso de quiebra, 

establecidos por el Código de Comercio.

Conm decía anteriormente, este es el criterio que se desprende de la doctrina emanada del 

Tribunal supremo, según el cual "los preceptos especiales Jel Jerecho mercantil e.xcluven en 

absoluto la aplicación Je ¡as Jisposiciones similares Je los artículos 1.924 y Jemás Jel CóJigo 

Civil, referente a la prelación y pago de obligaciones sobre el patrimonio de las personas no

(KWI GARKiciftó, JoAiíVlX: ‘C urv í de Dcrccbo M civamil'; MadriU 1974, 6* c J lc^ 'n  Pig 453



comerciantes, pues la cláusula derogatoria Jet artículo 1.976 liet CóJi/fo Civil no alcanza al 

Código de Comercio'^^^’'.

Ahora bien, la necesaria aplicacii^n del C»^digo de Comercio en la graduacii'in de créditos 

en cuso de quiebra, conduce al absurdo de que existan créditos que verán minlitlcado su orden de 

prelacitin en caso de que se produzca una concurrencia de acreedores antes o después de iniciarse 

un procedimientv) de quiebra. De esta lorma. ios créditos de la Seguridad Social, que gozan de la 

prelacii^n establecida en el apartado I.D) del artículo 913 del C»'digo de Comercii>, mejt>rarán su 

posicii^n con respectt) a otros créditos que en la normativa comün resultarían preferentes (sería el 

CíLso de gran parte de los créditos protegidos en el artículo 1.922 del Ct'idigo Civil). Incluso en 

relacit^n con los créditos tributarios, la posici<1n del crédito de la Seguridad Social resultar;! 

favorecida pttr la clasificacit^n establecida en el artículo 913 del C*^digo de Comercio, conn) más 

adelante desarrollaré, siempre dejando a salvo el privilegio de ejecucii^n separada y el ejercici<i 

del derechi> de abstencit^n que pueda ser utilizado por ios acreedores privilegiados en lo.»- 

procedimientos concúrsales.

Toda esta cuestiiln demuestra, una vez más, la necesidad que existe de unificar la 

normativa que regula la graduacíi^n de crédit»)S en caso de cimcurrencia de acreedore.s, evitando 

ct>n ello el notable riesgo jurídico que provoca la actual dispersiiin existente al respecto.

Ln detmitiva. en caso de quiebra los créditos se graduarán conforme a lo dispuesto por 

los artículos 912 y siguientes del C«^digo de Comercio, que divide dichos créditi>s en dos 

secciones: la primera comprenderá los créditos que hayan de ser satisfechos con el producto de 

los bienes muebles de la quiebra, y la segunda Itís que hayan de pagarse con el producto de los 

bienes inmuebles (art. 912).

2.3.1 1ji prcluctón dt* los créditos u suIísTucít con el productii de los hieiii's inuvhli's.

i:l artículo 913 del Ciídigo Comercio establece el siguiente orden, c«m relacit^n a los 

créditos que hayan de pagarse con el producto de los bienes muebles""*';

(l(W) Ver N P P n” 101.cn Ij pá|¡iiu 167

(11(1) E n  mi o p i n i i ' n .  cl liin n ii»  ’ün^ulanTwnif prixtlfuiiiJof in) %c ajiiNta al conicm Jo ¡Ktual que al i n i M i i * )  Jel>c 
darvr E  coiiccpCo de enídilos <>m^ul.imh;nlc pnvilcpiaJos dehcri lyscrxarsc a aquellos en fjiltn  cuya i;arititfa 
Jcscaiuc wihtv Je lcn m tu Jo s  hiciKs de! palnintMiio del deudor, a diíCKiieia de Im ca‘dil(» );aninti/jdo<k con un 
privilegio |:cncril si>biv Itvlo el patninonio del deudor. EMa cueMx^n la he dcvimillado en el apart-id** 1 de este 
iniMno capitulo No ohíianie, la cuesíiAn se liiniia a un pn 'hiciai punimenlc icrmiiKíMpico



I® LOS ACREEDORES SINGULARMENTE PRIVILEGIADOS. POR ESTE ORDEN.

A) Los acreedores por gastos de entierro, funeral y testamentaría.

B) Los acreedores alimenticios, o sea. los que hubiesen suministrado alimentos al 

quebrado o a su familia.

C) Los acreedores por trabajo personal por los seis últimos meses anteriores a la 

quiebra'^'''.

Sin embargo, este apartado C) se encuentra actualmente derogado de forma tácita por el 

artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores (Ley 8/1980, de 10 de marzo), donde hay que resaltar 

especialmente lo dispuesto por el apartado 4:

Artículo 32.:
4. Lts [irefcrcnciaü rcct>ni)cidas en los núiner»!> preceUcnte% serán de aplicación 

tuntocn el supuesto Je que el cmpr«>arío luya iniciado un pr<K.'cdimien(o concursat. como 
en cualquier otro en el que concurra con olro u créditos sohrt bienes del
empresario.'"'*

Es necesario, »)b.ser\'ar que este apartado 4 del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, 

es la única norma que ha mixiitlcado el orden de graduación establecido p»»r el CtVligo de 

Cimiercio en los artículos 913 y 914, anteponiendo la preferencia de los créditi*s salariales s*»bre 

cualquier otro crédito.

En definitiva, los créditos salariales protegidos por el artículo 32 del Estatuto de los 

trabajadores se antepondrán a la totalidad de los créditos restantes, a pesar de lo dispuesto en el 

artículo 913 del CtViigo de Comercio; y ello es así ptir aplicacii'ln de la Ley p * )S te r io r .  que en est;. 

caso hace referencia a su aplicacii^n aunque el empresario haya iniciado un pnKedimiento 

concursal. Esta modificaciiln efectuada p<ir el Estatuto de los Trabajadiares, a diferencia de las 

realizadas en defensa de otros créditos, no se limita a variar los criterios existentes en la prelaciiín 

de créditos del derecho común, sino que modifica también la normativa específica de graduaci«^n 

de créditos en los procedimientos concúrsales; de ahí su trascendencia en esta materia.

Otra cueMii^n es la aplicación del apartado 5 del artículo 32 del Estatuto de los

l i li)  Etía itutcm U Jcumillo wn mayor aniplíluij en el capitulo 2“ de osla pane tcpirvla

(112) Este ajviiwdo cuano dcl anícuki 32 dcl Euaimo de kn Tratiajadores ha sfcli» tiyídilk-aiki b Lc\ 11 1994.. de
l<> de ma>o. Lj anlcrior redaoci.̂ n lucía re íc re iv ú  a b preferencia icc»n>VKb en K>s númen>s prevcdenics a Un. 
cnídilos •saltírialfi>. Sin embargo, la ctiaJa mudificacKln ha suprimido la reíeicncu al caricter «lanal Je 
cnMiU>s debidí' a b inclusit'n de b i indeniniuciones p.>r despido en el spuuJ<f 3 dcl ituwn > articulo



Trabajadores, que reconoce el privilegio de ejecución separada correspondiente a los créditos 

salariales, cuyo ejercicio hace que en la prdotica las reclamaciones efectuadas por los trabajadores 

sigan un procedimiento de ejecución ajeno ul proceso concursal. Lógicamente, los trabajadores, 

atendiendo a sus acuciantes situaciones de necesidad, pretenderán ejecutar los bienes integrantes 

del patrimonio del deudor con la máxima celeridad, lo que les llevará en la mayorfa de las 

ocasiones a continuar con la ejecución ante la Jurisdicción Social.

D) ¡Ms lintlart’s de créditos derivados de ¡os re^iímenes tthiifiutorios de sushsidios y 

seguros sociales y mutuulismo lahoral respecto de ¡auai perímh de tiempo que el tratado 

en el apartado anterior.

í:n este apartad«i hay que considerar lo dispuesto en el artículo 22 del nuevo texto 

retundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobada pt)r el Real Decreto Legislativo 

1/1994, de 20 de agost»)'"’’, según el cual:

Artículo 22.: Prchiaón de créditos.
L«>s crcdilos (H>r cuotas de la Segundad Stnrial y ci>iil'c|iIos de rccaiulaciiSn 

cimjnnta y , en su caso, los recargos o  uílcrcscs que sobre aquéllos priKctLiu, ¡.Mj^aniii, 
res(Hx'lo de la lotalidad de l*is iiiisiiios, de i¡!ual orden de |ireíerencia i|ue los créditos a 
que se retiere el si|)arladii I** del artículo 1.024 del Cinligo C ivd y el párrato  D) del 
apartado 1“ del artículo 913 del Ciklii!» de Coniercio.

Los demás créditos de la SeguriiLid SiK-ial goz;inin liet tiusino oiden ile 
prelcreiicia cstahlecido cii el a|>artado 2 " . p¡Srrafo H). del artículo 1.924 del CtHligo Civil 
y en el apartado I" , párnito  D). dcl artículo 913 ilel OStligo de Comercio.

Hay que destacar que, en materia de procedimientos concúrsales, la preterencia t>torgada 

a los criídilos de la Seguridad St)cial comprende por igual tanto a los criíditos contenidos en el 

párrafo primero del citado artículo 22, como a los del párrafo .segundo (a diferencia de lo que 

ocurre con la pretación de dichos crc‘dit()S en la normativa común).

2“ LOS PRIVÍLHCIOS QUE TUVll-RnN <^ONSIGNADO UN DI-RI-CHO 

PRRFERKNTK F.N l-STE CÓDIGO 

Que son los siguientes;

Las escrituras dótales y hts referentes a bienes parafernales de la mujer del 

comerciante (art. 27).

La fianza de los Agentes de Bolsa, de los Ctvrredores de Comercio y de los

Consultar el cain'lulo 1°. Je  la pniiKRi paite, dcJic.ido ¡i i.i pivícreiicia Je los cn^Jíti>s de la ScguhiiaJ Social 
(páp. 1U



Corredores inlérprelcs de buques'"*' (art. 98).

El del tenedor de un resguardo de almacén de depósito (art. 196).

El del tenedor de cédulas hipotecarias (art. 208).

El del comisionista, sobre los efectos remitidos en consignación (art. 276).

El del préstamo con garantía de efectos cotizables, hecho en póliza ojn 

inter^•c^ción de Agentes colegiados, sobre ios efectos o valores públicos 

pignorados (art. 320).

El del vendedor, mientras los géneros vendidos están en su ptKler (art. 540).

Lt)s nacidos del contrato de transp»»rte, tanto a favor del cargador como del 

porteador (art. 372. 375 y 376).

El del asegurador, sobre U»s bienes muebles del a.segurado (an. 403).

El derivado de la venta judicial de un buque (art. 580 y 581».

Los nacidos del contrai*) de lletamento (art. 667 y 704).

Los préstamos hechos durante el viaje de un buque (art. 730).

El del capitán, contra los efectos salvados en ca.so de avería gruesa o en cu.*>o de 

naufragio (an. 867 y 842).

3'’ LOS PRIVILEGIADOS POR DERECHO COMÚN, Y LOS HIPOTECARIOS 

I.IIGALES EN LOS CASOS EN QUE. CON ARREGLO AL MISMO DERECHO. LE 

TUVIEREN DE PRELACIÓN SOBRE LOS BIENES .MUEBLES.

Li>s créditos privilegiados p»ir el derecho comün son los analizados en el apartado primero 

de e.Nte mismo capítulo, es decir, los comprendidos en los artículos 1.922 y 1.924 del CiVligo Ci\ il 

(con relacii'^n a determinados biene.s muebles del deudorl. Dcbiendti añadirse también en este 

apartado los restantes crédittts privilegiados p»»r las respectivas normas específicas, como es el cast» 

de los créditos tributarios garantizados en la Ley General Tributaria, entre otn»s. En mi opiniiNn. 

la referencia a U>s privilegiados p«>r el derechi» comün, ni> debe limitarse a los críditi^s 

garantizados en el CtVligo Civil, sino que deberá hacerse extensiva a tixlo., los créditos que g»>cen 

de alguna preferencia en el supuesto de que la graduación se realice en un prtKeso común, es 

decir, no en un proceso de quiebra.

Ademls de los establecidos en ¿l artículo 1.924.1“ del C»Viigo Civil, st'n créditos

(114) En f'JC piivilcpi ■> hav qiK tener en t.-ucnla b s  imvlifKach'ncs al rcsjvclo



hipotecarios legales, con arreglo al derecho común, los siguientes'*’̂ ’:

1. La mujer del deudor; a) Por la dote que le haya sido entregada ¡«.ilemnemente bajo 

fe de Notario; b) Por las arras o donaciones que e) marido le haya ofrecido dentro 

de la Ley; c) Por los parafernales que con la solemnidad anteriormente dicha haya 

entregado a su marido; d) Por cualesquiera otros bienes que la mujer haya 

apt>rtudk> al matrimonio y entregado u su marido con la misma solemnidad.

2. Liis hijos del quebrado por los bienes que éste deba reservarles, según las leyes, 

y por los de su pecunio.

3. Lvís hijos del primer matrimonio sobre los bienes de su padrastro (si es tiste el 

declarado en quiebra) por los que la madre haya administrado o administre o por 

los que deba reservarles.

4. Los ment)res o incapacitados sobre los bienes de sus tutores, por los que <í>ios 

hay;m recibido de aquéllos y por la responsabilidad en que incurren.

4" LOS ACRüliDORES l:SCRITURARIOS CONJUNTA.MüNTü CON LOS 1-0

FUEREN POR TÍTULOS O CONTRATOS MERCANTILES EN QUE HUIIIERE

INTERVENIDO AGENTE O CORREDOR.

5“ LOS ACREEDORES COMUNES POR OPERACIONES MERCANTILES.

6" LOS ACREEDOREÍS COMUNES POR DERECHO CIVIL.

Ci>nu» dice FERNANDO GÓ.stEZ, en la obra citada, s»m acreedores comunes ti>dos aquellos 

que m» p»>sean ningún derecho real de garantía, ni ningún privilegio general e-.pecial.

Para llnalizar este epígrafe quiero resaltar una cuestii^n de gran imp«>rtancia en relaci<in 

con la prelaciiSn de los créditi>s tributarios y de la Seguridad Social. Cuestii^n que. con maytvr 

pntfundidad. anali-ard en el apartado 2.7. del capítulo cuarto. dedicad«> a los créditos tributarios. 

La problemática viene determinada por el hecho de que Kts créditos tributarit)S, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 9I.Í del CiSdigo de Comercio, gozarán de la prelacivSn establecida 

en el apartado 3" de dicho artículo, de forma que, en la graduacii^n de créditos que deba realizarse 

en un procedimienltt de quiebra, los créditos de la Seguridad S»icial se anteíondrán a los créditos 

tributarios, pc»r aplicaciiln de lo dispuesíto en al artícult» 22 de la Ley Genjral de la Seguridad

(115) Ci>nín>nur:
G«)Mrü' .SlAKny. Fi.KNA.MX); '.Aciiwcii^n dcl auditor tic . . . ',  <ohra cil.iJa  en la NPP n " 105. p4g. I/Oi. toii>n
II. pip I.W.



St)cial, de 20 de juniü de 1994, en relación con el reiterado anículo 913 del Código de Comercio.

Consecuentemente, como diré en ei capítulo cuarto, no coincido con las conclusiones 

realizadas por el Consejo de Estado'"'” en el Dictamen elaborado sobre la prelación de créditos 

con ocasión de la consulta formulada por el Ministro de Economía y Hacienda sobre el orden de 

prelación de créditos que ha de guardarse en los procedimientos iiquidatorios llevados a cabo por 

la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras (CLEA). En mi opinión, dicho Dictamen no 

resuelve un problema que en materia de graduación de créditos resulta tundamental: la 

coordinación de las normas ct>ntenidas en los artículos 1.922 y siguientes del CtVJigo Civil en 

relación con las contenidas en los artículos 912 y siguientes del Código de Comercio.

2.3.2 I^  prelación de los eruditos u sulisfucer con el prudurtu de los bitrnts inniucbU-s.

La graduación de créditos establecida en el Código de Comercti» p»>dría sup»>ner, como he 

dicho anteriormente, una antinomia en relación con la regulada en K» artículi>s 1.921 y siguiente> 

del Ct^digo Civil, que. a mi juicio.debe resolverse en favor de la aplicación de la norma específica. 

l*ero. si la clasificación prevista en el artículo 913 del CiVligo de Comercio supone 'ma alteración 

de la graduación establecida en el CiVJigo Civil en relación con determinadv»s bienes muebles, la 

regulada en el artículo 914. que determina la graduación de créditos que han de pagarse con el 

pnnlucto de bienes inmuebles, origina una modificación de trascendental imp«tnancia práctica, pues 

supv>ne que, a excepción de los acreedores con derecho real (en los térmimis y por el orden 

establecido en la Ley Hipt>tecarid), los restantes créditos privilegiadvts deberán ser satisfecht>s con 

el «)rden establecido en el artículo 913. De esta t'orma, en un procedimiento de quiebra, los 

créditos previstos en los apartados 1“ y 2" del anículo 1.923 del C»Sdigo Civil, deberán 

poNp«)nerse a los garantizados en Kís apartados 1“ y 2“ del artículo 913 del C*Vligo de Comercio. 

Planteándi)se también, de.sde ahora, una importante duda que desarrv)llaré en el capítulo 5*’ 

dedicado al estudio Je la anotación preventiva de embargo, coasistente en la determinación de la 

naturaleza personal o real de la misma. Cuestión que. lógicamente, determinará su inclusión o no, 

en el apartado 1“ del artículo 914 del Ct^igo de Comercio.

En definitiva, la prelación de los acreedores que hayan de pagarse con el panlucto de los 

bienes inmuebles, se sujetará al orden siguiente:

(I Ift) Ver N P P n" I4.cn b  pipina 31



I** Los ucrcedores con derccho real, en los términos y por el orden establecido en la Ley 

Hipotecaria^"” .

2" Los acreedores singularmente privilegiados'"*" y demás enumerados en el artículo 913, 

por el orden establecido en el mismo.

En cualquier caso, siempre deberá respetarse la preferencia de los crtíditos salariales 

previstos en el artículo 32 del Estatuti) de los Trabajadores'"''.

2,4. El derwrho de cjwucirtn supurada.

En los procedimientos mercantiles de ejecucii^n universal, el privilegio que oMentan 

determinados créditos no se limita al orden establecido en los artículos 913 y ‘)!4 dcl Ci^digo de 

Comercio, sino que dicho privilegio de.scansa también en la posibilidad que tienen algunos 

acreedores de continuar con la ejecucit'Sn separada de sus acciones, a pesar de que el efecto 

fundamental que produce la Suspensiiln de Pai’*'̂  y la Quiebra es la paralizaciiln del ejercicio de 

las acciones individuales. Es decir, existen créditi*s que no se verán afectados por la "vis atruaiva'' 

de los procedimientos ci>ncursales, constituyendo una jxcepciiln al |)rincipio de la igualdad de trato 

"par corkiitio creditorum".

Esta cuesti«^n, como dice JosÉ TOMÉ PaULE al hablar de los efectos del auto declarativo 

de la quiebra"^*', 'quizá no sea muy ih’fenüihU' ilesiie el punto Je vista lUico, desde el punto de 

vista de la if>ualdoil t/ue consafira la constitución y desde el punto de vista de la -par c»)nditit> 

creditorum-. Pero es así. pues viene expresamente establecido en disposiciones claras". Ketlexitin 

que, evidentemente, puede hacerse extensiva a la ejecucit'Sn separada en la suspensi«'tn de pagos.

Dicho privilegio de ejecución separada corresponde a los siguientes acreedores:

I.. ACREEDORES HIPOTECARIOS Y PIGNORATICIOS.

El artículo 9 de la Ley de Suspensit^n de Pagos de 1.922, en su párrafo cuarto, determina 

la paralizacii^n de la ejecucitin de los juicios ordinari»)s y K)s ejecutivos, siempre que no se

(117) O» iwcesano iciicr prewnic Umhiín lo dispuesto en lo* .nrtfculos 915 y ^19 dcl CiVligo de Comercio

( IIK) Ver N P P n“ I lO.en U págiru 174

(IIV) Consultar el c.ipílulo 2“, de cMa scpund;i p t i c ,  dc.siiaido .-il .inálÍMs dcl cnMito u laríal (pij;. 187».

(120) ToMÍ. Pai i i;, José; "Los eícclos dcl Aulo declarativo de Li (Juichra"; en Cuadcfints de Derrclio Judi<;i.-il
iD cnvlto coneursali, puh|jca(i<^n dcl C .G .P .J., Madrid 1992. Pig. 43B.



persigan bienes especialmente hipotecados o pignorados. Es decir, a ’sensu conirurió". hay que 

entender que los acreedores hipotecarios y pignoraticios no tendrán que paralizar necesariamente 

el ejercicio de sus accÍDnes.

En relación con el proceso de quiebra, la paralízaciiín del ejercicio de las acciones 

individuales, con la correspondiente acumulación al juicio de quiebra, viene determinada en el 

artículo 1.379 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que. a su vez, remite a las reglas establecidas 

en la misma Ley para el juicio de concurso (art, 1.173): 'En el mismo auto en que se huf^a la 

declaración de concurso se dictarán ¡as disposiciones sigtdentes: ím acumulación al juicio de

concurso de las ejecuciones que haya pendientes contra el concursado en el mismo Juzgado o en 

otros, con la e.xcepción establecida en el artículo ¡66". Por último, el citado artículo 166 dice que 

"no procederá la acumulación de los juicios ejecutivos entre sí, ni a un juicio universal, cuando 

.sólo se persigan los bienes hipotecailos".

Nt) «íbstante. como dice Luis SÁNCHEZ SocIas '-*'. "La posición del acreedor htpotccarw 

en la quiebra no responde a un sistema bien definido. Parte de la doctrina entiende que los 

acreedores que persigan sólo bienes hipotecculos no oYd/i obligados a inscribirse en la quiebra, 

y pueden ejecutiar su derecho separadamente. Para otros aut(*res .\ólo tienen el derecho de 

separación absoluta si han iniciailo la ejecución antes de declarase ¡a quiebra"

.Asimismo, el artículo 918 del CiVligo de Comercio determina el privilegio de ejecución 

separada de los acreedores pignoraticÍ«)s:

Artículo 918.:
L«1!> acreedores con prenda consiiluida p\ir cscniura pública n en [hMizíi 

iniers cnid.1 |nir agente com:d--,r no Icnünin obligación de lr:»cr » U in;t>a Kv% valonrs u 
i>b|eti»s que rccihieroit en prciula, a ineihis que la rcprcscnlación de la quiebra K» quiMen 
recobrar salisfacieiido íntegramente el crédito a que e>lu\ieren atevU's.

Si la masa m» hiciere iisn de este dercclu>, K*\ acrccdi>res con |>renda c»)liíJibic en 
Bolsa ]»drán veiuleria al vencimiento de la deuda, c«>n arregi» a lo dispuesto en el articulo 
323 de e>te C»>digo, y m las prendas fuesen de tUra clase. piHlrán eiuitenarlas con 
intervención de ci»rredor agiente coIegiadv>. m K>s liubiere. i>. en t*tri> c*s»>. en aiiiuincda 
pública ante notanit.

(121) Sam-HíuT MxnAS. t .n s  y T o rh ij. Fm.N.vMMy. Jt \ s  J< hacietvh litn ic a U» miichra» > ■ U>hni c iuJa
en b  NPP ii“ l<í. p if  ?6l. pjp 162

(122) C>-Hifr\n>lar.
GAKKlcriJi. *Cuis*’i d i (obra en U NPP n" IOS. páj: I73i. paj: 454

C n  su rfk ], Lt fh>sieiM d f  lot  fc tp i'T i'ru n i’ i  1*11 L i tjuiehra  ni> nríf\>nJf a u is u U m u
^«•11 J fJ im J .i  D r s J f  lu fg i' f iL i  íta ro  ifut. a  J if frm c ta  M  iiit^ rru  seff>uíu<. fi<> un
./<* iVíOirtiVn a h ittíuu im ffu f íffK traJa. i*i lii-ar. fu tr a  M  pnv*\itm ten lo  ^ r h m .  nxit ¡fur m  el
iiV’ui’iri* f*stjr imiiüJj ta fjecuciM al ifr Jn-lartiJit iTíU



El suhnmie que resultare después de extinguido et crédito será entregado a la
niasH.

Si. pt>r et contRiríu, aún resulliLSc un saldo contra el quebrado, el acreedor será 
citnsideradu coiiui escrilunirío, en el lugar que le corres|K)nda según la feclia del contrato.

Gozan tumhién du eslc dcrecho de cjecuculn separada los acreedores hipotecarios navales 

(artículo 39.3 de la Ley de Hipoteca Naval) y los acreedt>res amparados por la Ley de Hipoteca 

Mohiliaria y Prenda sin desplazamiento de la posesitín (artfculo 10, párrafo 2‘*)-

En este sentido. Fernando Gómez Martín"- '’ destaca, entre Ujs efecit)s jurídicos de la 

quiebra, la acumuluciiln de pn>ce.sos pendientes, incluso los juicios ejecutivos, aunque huhie.se 

recaído Sentencia firme y se encuentren en t'iLse de apremio, como declara la Sentencia del ’I’.S. 

de techa .lO.OI .78, excepto aquellos en que se persigan hienes hipotecados, según establece el art. 

166 de la L.K.C. y el art. 135 de la Ley Hipotecaria (Sentencias del T.S. de 11.10.85 y 10.03.86 

y Re.vilucii^n de la Audiencia Provincial de Barcelona de 27.12.91).

Con.'iccuentemente, .tmo señala RODRIGO URIa' ’'"'', la regla de la paralizacii^n de la.>< 

acciones individuales y aisladas de los acreedores contra el deudor no está tormulada de forma 

e.\plícita por la Ley, pero está implícitamente recogida en úna serie de preceptos de carácter 

procesal.

2.- CRÉDITOS SALARIALES.

■Actualmente nadie discute el privilegio de ejecucii^n separada que corresponde a los 

criíditos .salariales garantizados en el artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, que, en el 

apartado 5. dice lo siguiente: "üts acrUtws gut- puedan tjfrduir lox truhujiuivres para t‘l lohro 

J f  l(>.\ salarios quf les ptm hn ser aJt'iuhdas no qimiarán en suspenso por la tramitai 'u'm de un 

proeedinúento concursar.

3.- I-Jt-CUCIGNES ADMINISTRATIVAS POR CRÉDITOS TRIBUTARIOS Y DH LA

SEGURIDAD .SOCIAL.

Aunque en puridad jurídic.i no puede hablarse, en este ca.so, de un privilegio de ejecuci^^n 

separada, lo cierto es que tanto los créditos a favor de la Hacienda Pública, como los créditos de 

la Seguridad Social, pttdrán continuar con .su correspondiente ejecucit^n a pesar de la e.xistencia 

de un procedimiento concursal de ejecución universal. Esta posibilidad (de.sarrolIada en el capítulo

<I2J| G<jMIV M a k iin .  pHk.VA.vixj, 'AciiiaCK'n Jcl auJilo r de ", (<*hni citada en U NPI’ n “ lO.S. p4j¡ 170). ioiik»
II; pá|; 853.

(I24> ÜRIA. Rí)|)R|(hi; ‘Dftwhn Mcrvantil", tnhra cilada en la NPP n“ 102. p-lj:. 168); páj*s 828 829



4“ dtí la pane primera) se debe a lo establecido por el artfcuio 95 del Reglamento Gerteral de 

Recaudación del Estado, aprobado por Real Decreto 1.684/1990, y a lo dispuesto en el artículo 

117 de la Orden de 8 de abril de 1992, que desarrolla el Real Decreto I.517/199I. de 1 i de 

octubre, por el que se aprueba del Reglamento General de Recaudación de los Recursos dei 

Sistema de la Seguridad Social: 'En los casos Je concurrencia de procedimiemos adminisiraiivos 

de (¡premio y procedimientos concúrsales de ejecución universal, la preferencia'^^’ para la 

continuación en la tramitación del procedimiento vendrá determiruida por la prioridad en el tiempo 

de los mismos con arreglo a las siguientes regias, que serán aplicadas por los órganos de 

recaiulación. salvo resolución en contra de los órganos judiciales competentes en materia de 

amjlictos de jurisdicción:

ü) En los procedimientos administrativos de apremio se estará a la fecha de la providencia 

de embargo"^'.

h> En los procedimientos concúrsales o de ejecución universal, se estará a la fecha de la 

pnividencia de ailmisión en los supuestos de quita y espera y suspensión de pagos, a la del atao 

de declaración en los de concurso de acreedores y quiebras y a la de la resolución con que se 

inicie el procedimiento de ejecución en los demás casos'.

I-n consecuencia, para determinar la posibilidad de que los i^rganos administrativos 

continúen con su ejecucii^n, a pesar de la existencia de un p>«>cedimiento concursal, habrá que 

comparar tos denominados "momentos homogéneos"''^', que podrán dar como resultado la 

existencia de una ejecución separada en favor de los órganos de recaudación del Estado v de la 

Seguridad Social.

2.5. El derecho de uhslencitSn.

La tlnalidad de ios priK'edimientos concúrsales o de ejecución universal cviasiste en agrupar 

a todos los acreedores de titrma que el cobro de las correspondientes deudas no se convierta en 

una carrera entre todos ellos. Con tal l'm. se constituye la denominada masa de acreedores y se 

someten al principio de la "par conditio creditorum", estableciendo la legislación mercantil un

(125) En mi i'pmu'n. hubiese siJo míi accnado dccir -ij pnoriJjJ-.

(126) Ver el capitul«> 4°, de b pnmcni parte (pif;. 109)

( 127) ExprciúSn utiliuda enin: tXrv»» iv>r Svíomet socias, U Is y Torris FHOCÁNDtZ, Juan Jo5t , 'L »  haciakla frente 
a üs quiebras y..." U'bri eiJaJa en la NPP n“ 19. pág. 36); pSp, 55.



urden Je gruüuucuin üc cr¿ditus para que los pagos cun cargu al patrimonio del deudor se realicen 

de torma ordenada.

Sin embargo, como he recogido en el apartado anterior, existen créditos que ostentan el 

privilegio de continuar su ejecución sin necesidad de incorporarse al proceso de ejecución 

universal, cuestión que otorga a estos acreedores un privilegio distinto al de la graduación de 

créditos.

Por último, existe una tercera situación que determina el privilegio de algunos créditos con 

relación a la masa de acreedores: el ejercicio del derecho de abstención.

La legislación mercantil prevé, tanto para las quiebras como para las suspensiones de 

pagos, la posibilidad de que los acreedores privilegiados no se sumen a los acuerdos que en dichos 

procedimientos se establezcan, ejercitando de esta forma el llamado derecho de abstención.

El derecho de abstención en las suspensiones de pagos viene determinado por el artículo 

15, pdrral'o tercero, de la Ley de Suspensión de Pagos de 1922, que dice lo siguiente: " ¡m s  

acrveJori's sin^uUirmenw privilegiados, los privilegiados y los hipotecarios, comprendidos en ¡os 

números 2" v i** del artlcufo 9 ¡ í del Ct^ligo de Comercio, pixlrán abstenerse de concurrir 

a la junta, pero si concurrieren, quedarán obligados como los demás acreedores. Sus créditos no 

se tomarán en cuenta para la computación de la mayoría de capital a que ahuie el artículo 

anterior".

Asimismo, el artículo 22 dice que "podrán abstenerse de concurrir a la Junta, sin que el 

convenio surta efectos respecto de ellos, los acreedores que invoquen tos derechos reconocidos en 

los artíctdos 908 y 910 del Qidigo de Comercio’’.

Consecuentemente, dejando ahora a un lado el privilegio de ejecución separada que 

corresponde a algunos créditos, los acreedores privilegiados podrán optar por personarse en el 

proceso de Suspensión de Pagi>s y vincularse al Cíinvenio que allí se acuerde, o. por el contrario, 

abstenerse de concurrir al mismo. Ahora bien, en el supuesto de que el crédito privilegiado en 

cue.stión tenga paralizado el ejercicio de sus acciones por efecto del procedimiento de la 

Suspensión de Pagos (sin que pueda ejercitar el derecho de ejecución separada), siempre {;odrá 

esperar a la tlnalización del procedimiento con la aprobación del convenio para proceder a la 

ejecución de su crédito, pudrendo dejar, con ello, vacío de contenido el acuerdo obtenido en el 

convenio del Suspenso y los restantes acreedores. Cuestión que, desde la perspectiva de la igualdad 

de trato que debe presidir estos procedimientos, resulta absolutamente desproporcionada y que 

abunda en la necesidad de reformar la normativa que regula los procedimientos concúrsales;



rctlcxión que igualmente puede hacerse extensiva al privilegio üe ejecución separada que he 

desarrollado anteriormenle.

En cualquier casu, a la vista de los preceptos analizados, la abstención o no en los 

procesos de Suspensión de Pagos es una decisión que compete exclusivamente al titular del crédito 

privilegiado.

Por su parte, el derecho de abstención en los procesos de quiebra está regulado en e! 

artfculo900deí Código de Comercio, según el cual: 'Los acreedores singularmenteprivilefiiados. 

los privUefiados y los hipoiecaríos podrán abstenerse de lomar parte en la resolución de la Junta 

sohre el convenio, y absteniéndose, éste no les parará perjuicio en sus respectivos derechos’ .

Ahora bien, como he dicho anteriormente, el ejercicio del derecho de abstención puede 

ser discutible en el caso de la quiebra de las Sociedades Anónimas"^', toda vez que el derecho de 

abstención está previsto en el artículo 900 del Código de Comercio, dentro de la sección cuana. 

del título primero, del libro IV, mientras que las proposiciones de convento de las Sociedad«i 

Anónimas deberán res»>lversc conforme a la sección octava (y no a la cuarta) del citado título 

primero del libro IV. En con.secuencia. la aplicación de la sección octava del título primero de! 

libro IV del Código de Comercio plantea la duda de la pi'^sible utilización del derecho de 

abstención previ.sto para los acreedores privilegiados en el anículo 900 de dicho texto legal (en 

una sección distinta a la octava). La interpretación literal de estos preceptos implicaría la pérdida 

de los derechos de aquellos acreedores privilegiados que no se adhieran al convenio,pues el 

derecho de abstención no está contemplado en la sección octava. A mi juicio, no sin ciertas dudas, 

deberá realizarse una interpretación extensiva del derecho de abstención regulado en el anículo 

900, de manera que en las quiebras de las Sociedades Anónimas pueda ser ejercitado por los 

acreedores privilegiados, evitando de esta forma la pérdida de los derechos de estos acreedores 

cuando no se adhieran al convenio.

La alternativa que .se plantea a los acreedores privilegiados en el pr»>cest) de quiebra es 

similar a la de la Suspensión de Pagos; sin embargo, a mi juicio, hay una notable diferencia, pues, 

mientras que la Suspensión de Pagos teóricamente pretende la suscripción de un ci^nvenio que 

permita la continuidad de la actividad mercantil, la quiebra generalmente tendrá como finalidad 

la liquidación del patrimonio del deudor para hacer frente a sus deudas. De esta manera, si existe 

una continuidad en la actividad, los acreedores privilegiados que ejercitaron el derecho de

( I2 N ) E s ta  cu c s iitS n  n a u l u i  l ia N C c n d c n U l s i  ic n c m tK  e n  c t i c n t a  i^ u c . e n  b  a c t i u l K l a ü . h  p r á c t i c a  t o t a l i d a j  d e  Kxi p n v c s o s  
d e  q u i e b r a  %c r e f i e r e n  a  S o c i e t h d e s  A th S m m a s .



abstención podrdn haccr valer su privilegii» una vez que se apruebe el convenio,cuestión qus 

debilitará la eficacia del mismo. Pi)r el contrario, si no existe continuidad en la actividad, puede 

ocurrir que el acreedor privilegiado que se abstuvo, se encuentre que cuando pretenda ejecutar su 

crédito, el patrimonio del deudor ya haya sido liquidado, perdiendo de esta forma la eficacia de 

su privilegio.

En definitiva, la cuestión que verdaderamente deberán valorar los acreedores privilegiados 

que ejerciten el derecho de abstención, es la de la continuidad o no de la actividad mercantil'

(129) Ver Us conclusionc* en el cnpítul» 4* de la priincni parte (p;i(í. 136).
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1. INTRODUCCIÓN.

De todos los créditos privilegiados que analizo en el presente trabajo, probablemente el 

cr«5dilo salarial sea en los últimos años el más estudiado por los a u to re s 'e x is tie n d o  múltiples 

referencias doctrinales para profundizar en el contenido del artículo 32 del Estatuto de los 

Trabajadores, aprobado por Ley 8/1980. Dentn* de estos estudios sobre el privilegio del crédito 

salarial, destaca especialmente el realizado por Bartolomé Ríos SALMERÓN, recogido en su tesis 

d^ictoral, premiada con sobresaliente "citm laude'" en la Universidad de Murcia; dicho trabajo se 

ha convertido dentn» de esta disciplina en un verdadero clásico en la actualidad, pues no hay autor 

que al hablar de esta materia deje sin citar el mencionado estudio de Ríos SALMERÓN.

A lo largt) de este capítulo voy a analizar, en primer lugar, los aspectos puramente 

preferenciales del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, es decir, el contenido de los 

apartados 1, 2 y 3. valorando a continuación la incidencia de I()s privcedimientos concúrsales en 

el crédito de los trabajadores (apartados 4 y 5 del artículo 32).

(IXM A l o n s o  OI.1-.A. MANUta.; "Dcrcchu dcl T rahajo". 13* EdiciiSn. M adriJ 1991
A.s'DINo AXI’l;. Li:is FtkNAMJO; *Lj  sal»f;iccíón <lc los crúlilos de los Intujadorcs en cl scik' de la ejccricnSn 
laN irjP. Revista Actualidad Laboral n" 46. Diciembre 1992.
Ásni;i. Ya c i'Iíz, RlCAm» »l- y ZokkiU j\  R n z . MAM.'hL MakIa . "El pm ilepio de kis lLamad>n créditos 
salariales’ (Revisla n“ 23. ario 1985. del lluslrc Colegio de AKtfados del Scñi'rio de Vi/cayal 
Arcixua  Ba.sti;kka. Iiínacio; "Los privilcpios del crédito salarial y Us indcmni/Jci*>ncs p.'r entinción del 
contrato de lruh;ijo‘ ; Revista n® 28. año 1986. del lluslrc Colepio de Ahupados del Scñ*iri<> de Vt/cava. páf
•*3 .
friRHAJo Dac’ri.'z , E iw ls '; Á i .v a r ií '. ui; M ir a n d a , Josi; Ma r ía ; Ga r fia  AHlJJv^N. J i a n ; M artjniv  
EMt’IJtAIX)k, R,M AIU.;‘Ci)iT)cm3rios a b s  leyes bborales. El Estatuto de I»k  T rah a ia d o trs '. T  VI, M iJ n J  J982 
CuNDK Y M a RIIN tJK HUa s , Vici-^TK; ” PriK-edimictUos corK-ut^alcs )• derechos de U)s tnihajad«ircs’ CoIeccuSn 
AN)pados JtU'cncs. n° I .  Fuenbbtaiia (M adrid) 1982.
Gil. SfARJiZ. Ll'Ib; "Los crtklitos labonles y  los pn>ccs4w concurvilcs' (Comcnlan*>s a Lis Sontencm del 
Tnbunal SuprenM. Sab de conflictos Jurisdiccionales . de 28,01.83). R .E.D .T .. Cívitas 
Gil. SfARiy. L fis ; LAfRtv Josil L i'is; Martinkz Gn.. Jfm  s ; "El Salan» conv? crédito pnvilcflado*.
AA.VV. .Madrid 1981
Gi'I,I.i'jN Bai.I.1.mi-.Kus. A.vniNia; "Las paranltu del cttñiilo sa la rü r . R.D.P n u r/o  1980
Na RVÁiv  BiíKMUo , M ic i 'I.L a .; "Puntos crilicos s»>bt« b s  garantías del ptivilepio s a b ru l  aspectos vmantiv»>s
y pnvedíincntalcs en los juicios concúrsales". Revista Actualidad l-:biiral n" l3. 1993
blJVl.NfíA RflZ. MANi;ia.; "^>5 privilegios dcl cré*!ito sabrial. crítica de b  obra de R l'tt Sa i.mi-.kuv" Rcsivta 
Española de Deitchn dcl Tiahajo. n“ 18, abril-junio 1984.
PiKiy PI;R1T:. MANt’H.; "El crWiUi privilegiado del ttabajador. sujeto, objeto v cjcrvicio', R P S tttimcr\>s 124 
y 126
PlRIV PlRIV, MASfl-l.

► "CoiKcplo. tuiuralc/a juridica y  clascs de privilegios del ctídito xabrui". R.E D .T .. n® 4. 
diciembre 1980.
► "I-a pn^ección legal de los IrTibajadoics en los supuestos de mvdvencM dcl em pleador". BarccU»ru 
19S0.
► "ApancitSn hi.st«írica y evolución jurídica de los privilepuvs del crédito sab ria l'. R D P . cnen ' 1981 

Rh ío i.I j jv )  VaRHA. ÁNaKl. L fis ; "1.0$ créditos sabrules sin privilegio especbl v b  tereeria de meior dcrccl» 
El art“ 32.3 dcl Esütulo de los Trahajadoits (L4.s indcmtu/JcuMKs p»>r despido o cese c»>itk> créditos no 
privilegiados". Revista A ran/jdi SívwI, Volumen IV. 1993. P.<¿s 2 179 y ss
Ríos SaI-MIJ«')N. BaRTo Ijomi;; 'L os privilegios del ". f<'btu citada en b  NPP n® 73, pag 143l
RiviíRi) Lama.S. J|!AN; "PnitecciAn de los Irsbajadorct a.sabnados en cas»t de lavilvcncia de! em pirsarv"
Revista Actualidad L iÑ iral n® 8, I9S8



Asimismi), en el apartado sexU) clcl presente capítulo, analizo un problema que ha sido 

objeto de una importante y trascendente controversia durante los últimos tiempos y que ha 

ocasionado la existencia de una inquietante jurisprudencia contradictoria entre las Salas de lo Civil 

y de lo Social del Tribunal Supremo: la consideración de las indemnizaciones en el concepto legal 

del salario y su protección mediante la aplicación del privilegio previsto en el artículo 32 del 

Estatuto de los Trabajadores. En el análisis de dicha problemática habrá que tener presente, a 

partir de ahora. I;is modificaciones intn>ducidas por la Ley 11/1994, de 19 de mayo, por la que 

han sido modificados determinados artículos del Estatuto de los Trabajadores, y del Texto 

Articulado de la Ley de Procedimiento Laboral y Je la Ley sobre InlVaccitmes y Sanciones de 

Orden Social. A mi juicii), tr;Ls la citada modificación, debería terminarse con la contr<iversÍa 

existente en torno a la consideración de las indemnizaciones como un concepto amplio del salario, 

pues, actualmente, ha quedado suUcientemente matizada la protección salarial, por un lado. \ la 

correspondiente a las indemnizacicmes, por otro.

Con carácter previ») al estudio del contenido del artículo .12 del Estatuto de los 

Trabajadores quiero destacar también algunas cuestiones que voy a tener presentes a la hora de 

protundizar en su análisis: í:n los apartados 2 y 3 voy a seguir el esquema planteado por 

BaktoI-OMÉ Ríos Salmi:róN. añadiendo, en el apartado 2.4. los Ci)mplicados aspectos procesales 

derivados de la ejecución del ' supcrprivilvuio" salarial, especialmente en lo referente a la 

cancelación de las amitaciones e inscripciones anteriores, pero no preferentes, a dicho privilegio 

salarial.

Pt)steriormente, en el apartado 4. voy a analizar la modificación introducida por la reciente 

Ley 1 1/1994. de 19 de mayo, que modifica los planteamientos de la obra de Ríos SAl,.MnRÓN. a 

la que. insisto, hay que reconocer como verdadero punto de referencia en el estudio del privilegio 

salarial. Dicha modificación alcanza tanibiiín, c«mio veremos, a la incidencia de los pnicedimientos 

concúrsales.

Del mismo modo, es preciso significar un problema práctico que desgraciadamente se 

produce de forma habitual y es que, como señala Î UIS FERNANDO ANDINO AXPli'*'''. ni en I;ls 

sentencias ni en la.s actas de címciliación se cuantifican los salarios de los iíltimt>s 30 días, 

limitándose a rectiger varias partidas en el mejor de los ca.s(»s y una suma total. ct)n lo que la 

problemática de graduación de los crtfditos salariales sufre una dificultad añadida, la de

(1.31) A .vdino AxI'I;, Li is  riiK.s’A.s'lx); *Ui vlli^f.1cci<^n de lin  ca-«litos d e . . . " ,  (nhri cit.id.i en l;i NI’P n" I.^O. p-ip 
18')». pJj: 81S



cuantifícarlos con puslerioriüad al momento de su reconocimiento. Sería conveniente que los 

Juzgados de los Social y los servicios de mediación, arbitraje y conciliación, extremasen su 

preocupación por esta cuantifícación de gran repercusión a la hora de delimitar la preferencia de 

los créditos de los trabajadores, especialmente si consideramos la repercusión del apartado primero 

del artículo 32, al que la doctrina tradicional mente denomina superprivilegio'*’*'.

También quiero destacar que el estudio del privilegio salarial en el campo del derecho 

marítimo cobra una especial importancia, como veremos en el capítulo 6", de conformidad con 

jo dispuesto en el Convenio de Bruselas de 10 de abril de 1926.

Por último, quiero recoger aquí la extraordinaria reflexión realizada p«)r lUAN Rivero 

Lamas''” ’, desarrollada después en la introducción del estudio efectuado p<)r MIGUEL A. 

NaRVÁEZ Bermejo"'", que dice los siguiente: 'con el desplazamiento de ¡o í principios sobre los 

que descansaba el nacimiento y la desaparición de la empresa privada capitalista: el contexto 

ectmómico del empresario individual que arriesnaha capital propio ct4\a explotación justificaba 

el beneficio, siendo también libre para cesar en la actividad empresarial, se ha pasado a un nuevo 

modelo que se nutre fundamentalmente con capitalfinanciero procedente de entidades de créditos, 

bonificaciones tributarias, subvenciones públicas a fondo perdido, ayudas crediticias a la 

explotación, )iaranifas que proporcionan compañías de seguro etc. Estos datos son indicativos de 

que el riesgo de empresa en las sociedades de capitalismo avanzado tiende a socializarse. No es 

e.xtraño que ante una situación de crisis con riesgo de insolvencia del empresario cada grupo de 

acreedores que contrihityeron con sus recursos al nacimiento de la sociedad traten de situarse de 

manera prelativa frente a los otros resolviéndose la concurrencia conforme al predominio de unos 

sobre otros, acorde con pautas de política legal.".

rinalmente, antes de pasar al análisis de lo dispuesto en el citado artículo 32 del Estatuto

11.^2) Ríos SAl.MliKr^N. BaktiiU>Mí'í cn la página 331 de obra ciLiili ('L .m  pñvil«{;it>s dcl...*. NPP n” 73, páj>. 143)
señala lo sipuicnic:

'El término •iup<rpri\ilrgiO’ M¡d ctm%agnbJn fti ¡a doctrina francrui: m de común utih^cifin <n la
nufsira: y d* él se ha hfcho reo \a la juriipnidencia, como ri dr irr ai TS/Sata de conflictot, de 2K de mero
de ¡9X3.

En la liieniiura alemana se ha llegado a utiliair la locución: mSuperí ’̂orrechrigte Konkun/ordenmg», 
cim la que se alude a crédito contra el tfuehrvdo, tfue al ser ele\xido a crédito contra Ja masa, puede tenerse por 
msuperprivilegiadom; cfr. JOACHÍNKILGER: ’Prohlematiscke -Masseschulden '̂. en •Seue Juristische 
/» » . cuad.6. p. 272.

En la diKtrina anglosajona se ha utilizado la •suner-priority*, auntfue esta \rz para referir el 
eleitido rango de las gfiranttas realez; cfr. Daniel R. COHMA5.- 'Banímptey LiwanJ Practice. . .'. cit..p J23 '

(133) R|V|J«> Laniv>, Jt.'A.V; "PniíecciAn de l»n...’ . (obra diada en La NPP n" 130, páp. 189). p ip . 390

(134) N arváIíZ Bix m ij ' i , M ini’ia. A.; *Pm«iw critkiM sobre...’ . diada en la NPP n* 130, píp. 18'»); p lp  249 
y  250



de lus Trabajadores es cunveniente hacer telegráficamente una relación histórica de sus 

antecedentes m)rmativos más inmediatos, que están constituidos por las siguientes normas:

Art. 16 del Código de Trabaji), de 23 de agosto de 1926

Art. 55 de la Ley de Contrato de Trabajo, de 21 de noviembre de 1931 y art. 59

de su texto refundido, de 26 de enero de 1944.

Art. 32 de la Ley de Relaciones Laborales, de 8 de abril de 1976.



2. EL SUPERPRIVILEGIO DEL ART. 32.1 DEL ESTATUTO DE LOS 

TRABAJADORES.

El apartado primero del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores esublece. en lo que 

la doctrina ha calificado como superprivílegio. lo siguiente;

Art. 32.1. Iji>s crvditiM pi»r salarios |Hir los iiltimos treinta días de trabajo, y en 
ciianlíii que no .siiivre el dol>lc üel salario mínimo intcrprofcsional. gozarán de prcícrcncia 
sol)rc cualquier oln> crédito, aunque éste se encuentre ganinliZAdo por prenda i> hi|>«)teca.

LIMITES:

Este primer apartado presenta dos limitaciones, una temporal y otra cuantitativa. En cuanto 

al límite temporal st>n múltiples !as dudas que pueden surgir, dudas a las que RÍOS SALMERÓN va 

respondiendo de forma acertada: no obstante, hay una cuestitín. a mi entender imscendental. que 

no queda matizada por los autores consultados, y es el determinar si los treinta últimos días de 

trabajo hacen referencia a los últimos antes de extinguirse la relación laboral o, por el contrario, 

estos últimos días son privilegiados con independencia de que subsista la relacit^n laboral. cuesti«)n 

ésta que p<Klría dar lugar al reiterado nacimiento de nuevos créditos dolados de tan singular 

privilegio. Considero que la proteccii^n otorgada por este apa.lado primero tiene su fundamento 

en garantizar las situaciones de necesidad que la perdida del empleo supone para los trabajadores, 

mientras que aquellos que ostentan un criídito salarial y. sin embargo, continúan manteniendo 

dicha relación laboral, deberán estar protegidos por el apartado tercero del artículo 32 del E.T.

Continuando con la limitación lempt>ral del apartado primero. RIOS SaL.MERóN señala que 

“esos días son de trabajo: por consiguiente, lo privilegiado son los salarios correspondientes a 

tales días, no los que hayan podido vencer durante los mismos, pero que corresptinden a un 

períttdo mayor o simplemente distinto; lo que, relativamente exento de complicaciones en los 

supuestos de retribución fija, puede provtKar dificultades en los de retribución variable, de 

manera muy especial, en todos aquellos en que se pactó una amisión"*^'. Concluyendo el mismo 

autor, en cuanto a la limitación temporal, lo siguiente */*’. que el superprivílegio es una

R(fis Sa I-MIJ«')N. "Los p r iv ilc fh ^  d e l (>Tbca cil.nla en la NPP n "  73. páp  U 3 ). jiáj: 332



preferencia estricta Je índole individual, y  por consiguiente, referible a los treinta días que sean 

los últimos para el interesado, / . ../;  y 2". que sin emharí;o, los treinta días que, siendo los últimos 

entre los que se deben, pero no los últimos entre los trabajados, /.../• no pueden entenderse 

incluidos en el superprivile^io".

Lu segunda I¡mitacii5n que recoge el artículo 32.1 üel Estatuto de los Trabajadores, es la 

cuantitativa, “en cuantía que no supere el doble Jet salario mínimo interprofesional”. Tanto Ríos

S.M M ERÓN como otros autores'” ’̂, consideran q u e  no deberá incluirse la parte proporcional de las 

pagas e.xtraordinarias, a no ser que haya pactado un salario global, incluyendo las pagas.

2 .1 . Lu preluclón dvl superprivile^io.

El reiterado apartado primero establece que "¡gozarán Je preferencia sobre cualquier otro 

crédito, aunque éste se encuentre {•arantizculo por premia o hipoteca". Esta atlrmacitín categi^rica 

es la que ha determinado la denominaciiín de superprivilegio. que goza, además, de la primicia 

de toda lex posterior. Primacía que. como señala Ríos S a l m e r ó n  ’” ' "deviene particularmente 

interesante en supuestos de parecida formulación absoluta, entre los que Jestaca lo prevenido en 

materia de propieJaJ horizontal, Jonde los gastos generales se elevan a «crédito Je la comunidad 

preferente a cualquier otro»; así como lo normado en materia fisco f''"', /.../. Tal primacía se 

posibilita por la ausencia en nuestro Derecho, de una regla qiw someta a reparto proporcional 

las prioridades que en la ley especial se formulan de manera absoluta. Tal regla existe en el CCiv 

italiano Je ¡942: se someten a repano proporciunal los créJitos concurrentes a los que las •'leyes 

especiales atribuyen genéricamente una prelación .sobre cualquier otro créJito» (artículo 2 .7S2)

Expresamente se ha encargado de recalcar que la preferencia se producirá aunque el 

crédito se encuentre garantizado por prenda o hipoteca, matizacirtn que .se podría haber obviado 

diciendo, únicamente, que gozarán de preferencia .sobre cualquier otro crédito (cuesti^in ísta que 

recuerda la importancia de la exposición de mirtivos de la Ley Hipotecaria de 1861 y su inlluencia

(1J6> ANDINO AxrK. L rts  FI:HNANDí » ; "I-a Mlisfacci<1n de los crídilos de..." . <«hn ciluda en la NPP n“ J30. p-lj:.
189)jrfp. 815

(IJ7) Rlc/s Sa).\ii.i«í>n, BAhlol-OMi';; "Los prívilcpioit dcl..." . («hra citad.1 en Li NPP ti" 73. pág. I43); 337.

(1J8) Si bien, en rnaleria (ím;»!, la cnntinii.i rcfonn.T de su le^isLiciiSn píxlria cuesiion.nr l.i inlcrpreUicii^n en favor dcl
cnSdtIn salaríal dcl principio de aplicaciiSn de la Ley po»tcri<»r.



LA PREFERENCIA DE LOS CRÉDITOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL
PARTE SEGUNDA: LOS CRÉDITOS PRIVILEGIADOS. ANÁUSIS DE ... 

pnsterior en este campo del Derecho).

2.2. La colisión del superprivilegio con otras situaciones reales.

De especial interés resulta el análisis que Rios SALMERÓN realiza de estas colisiones, 

estableciendo que “cuando ¡a ejecución forzosa recaiga sobre bienes que, a su vez, soportan 

derechos reales restrinsidos, con función económica distinta de ia de garantía, habrá que 

respetarlos íntegramente: así sucederá con un usufructo o con una servidumbre

Resultan controvertidas por algunos autores las tesis, a mi juicio acertadas, que Rios 

Salmerón sostiene en su obra citada sobre la preferencia del crédito salarial dcl artículo 32,1 del 

Estatuto de los Trabajadores, .sobre los negocios jurídicos dominicales con t'inalidad de garantía 

" f i d u c i a s ( a los que de forma específica me refiero en el capítulo 3" de esta segunda parte, 

pág. 239);

Cuando el empresario ha dispucMo de su bienes «en giiranlú- de débitos por el 
contraídos, la apariencia de una transferencia dominical asi constituida no será obstáculo 
para que al adquirente fiduciario se le equipare a un verdadero y propio acreedor: lo que 
posibilitará la concurrencia de los trabajadores con él, y la comparación prelativn de los 
respectivos créditos, que llevará ineludiblemente a la absoluta pnoridad que para el salario 
esuiblece el número I del artículo 32 Estatuto de los Trabajadores.''^"

Otra cuestión, igualmente controvertida, sostenida por RlOS SALMERÓN, es el privilegi») 

que el artículo 32 .1 ostenta sobre los bienes garantizados con re^erv’a de dominio y enajenados 

conforme a ley de venta a plazos, de 17 de julio de 1965 (en el capítulo 7 de esta parte segunda 

analizo en profiindidad e.sta cuestión):

La ejecución laboral, por créditos del trabajador, puede dirigirse contra bienes 
muebles que hayan sido adquiridos al amparo de la Ley de I96S. aunque en la venu se 
liaya incorporado una cláusula de reserv’a de dominio, sea en favor del vendedor, lo sea 
en el de íinanciador, quienes, si estiman que gozan de mejor prelación que dicho

(IJ9) Ríos Sai.MIO<ó n . BARIoi/JMh; "Los privilegios (obra citada en b  NPP n" 73. p ig . I43l. p ip  .W6,

(140) C a s tk o  V B ra v o .  FK»IJU<.t> O t; "El ncgncio ju tü lk 'o * . Madrid. 1967. p l p  379 y  w
ÁSGKt. Yacukz. Ricarix> ije; "Problemas «luc suscita b  venta en ganniia en reU cii^ c«>n K»» pnvedim tcnim

' de ejccuci<)n dcl deudor". Revista Cnlica de Derecho Innuibiliarío. n* 494. cneiw-febrero 1973. P ig , 47 y u  
Confrontar lambi¿n el apartado 5.3 del capítulo 3“ de e«a segunda pane: 'L a  fiducia*. páp. 282

<14U Rlf» SAi.Mf3«iN. Ba io d ii>miI; "l-m  privitegim del...*, (obra citada en I; NPP n® 73. pág. M3). p ig  353



Inihajndor, piHlntn inleqxinur la correspundiente lervería de mejor dereclui, pero no Ih de 
dominio, |Hirque no son dueños, sino solamente acreedores del precio, bien que 
enérgiciunenle privilegiados. Más concrelaiiienle, y en lo que a nosí>tros interesa: su 
privilegio cede ante el del trabajador. |H>r niZ(Sn de los lillimos treinta dias irMbajndos (hti.
32.1 ET): pero no cede ante el que con canicter general se asigna para I<kL< |K‘rce|KÍón 
salarial, condicionado, coino se veni, a que no exista una ganintía real registral conslituid î 
sol)re el bien apremiado (art. 32.3

No recoge en su obra, Kios SALMERÓN, íu.s incidenciii.s que üc puedeti plantear en la 

ejecucu^n cuunüo ei deudor poseu bienes medíante el .sistema de 'leasing'’ o arrendamiento 

tlnanciero que, en los últimos años, han proliferado extraordinariimiente y a ios que lamh¡«5n me 

referirtí en el capítulo 7.

2.3. Otrus cut»iti»iics .suscitudus por el urt. 32.1 del Estatuto dv los Truhajudori-s.

Como anteriitrmente he dicho en la introducci«1n, una de los imp(»rtantes problemas que 

se presentan en la práctica es la ausencia de un "de.sglose" por parte de las sentenciiLs (o de Uls 

actas de conciliacit^n) de Uls cantidades debidas a los trabajadores; en este sentido, es preciso 

recordar la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo, de 22 de mar/o de 1988 que señalaba: "el 

estahledmienlo y efectos Je ¡os privUeaios Jel crédito xalaruti precisan de la identificación de m i  

naturaleza y cuantía en el ¡iejtistro"; cuesti*^n que cobra especial importancia si consideramos los 

efectos preferenclales del artículo 32.1 del Bstatuto de los Trabajadores, sobre los re.stantes 

acreedores.

Una nueva duda que surge de la lectura del precepto consiste en determinar si es posible 

la reiteraciíín del .superprivilegio; esta reiteraci*‘5n se puede presentar, básicamente, en d»>s 

situaciones;

1.* Si consideramos que el crcMito protegido por el artículo 32.1 no sup«)ne. 

necesariamente, que .se produzca la uxtincii^n de la rulacidn laboral. p«>dría darse el caso que. 

sucesivamente, se reclamen nuevos salarios que sean considerados como los líltimos treinta días. 

Evidentemente, e.sto supondría un abuso en la utilizacit^n del superprivilegio de los cr«!ditos 

.salariales que, considero, nunca fue la intencii'tn del legi.slador; ahora bien, como anteriormente 

he recogido, a mi juicio, la protecoiiín que otorga el artículo 32.1 está pensada para garantizar la

(142) Ríos SaLMI;koN. prívilcüins dcl...". (ohra cilad.i <n I» NPP n“ Ti. ¡vip 14.1|; píij*. 343.



situación de necesidad creada por la extinción de la relación laboral, consecuentemente, descarto 

la posibilidad de la reiteración en esta primera situación.

2.- La segunda de las situaciones que se pueden presentar es la reiteración del 

superprivilegii) sobre los mismos bienes hipotecados. Como señala Rios Salmerón'**’', 

"naturalmente, el acreedor hipotecario, cuando el mamo de las retribuciones apremiadas no sea 

e.xcesivo, puede optar por el pago de las mismas, con lo que evidentemente los trámites de 

ejecución se paralizarán, la finca no será vendida, ni la hipoteca cancelada. Aparte de ¡as dudas 

que en torno a la subrogación por el pago de deuda ajena pudieran suscitarse, surge ahora la de 

si es viable una reiteración del superprivilegio sobre los mismos bienes, por impago de una 

ulterior serie de treinta días concluyendo dicho autor que "es una cuestión estrictamente laboral, 

que ha de resolverse con criterio amplio, vista la carencia de norma prohibitiva en contra". 

Habrra que añadir al mencionado criterio que, la opción del pago a los trabajadores, no es 

exclusiva del acreedor hipotecario, sino que también podrá efectuarse por los restantes acreedores 

en la línea expuesta por la regla quinta del artículo 131 de la Ley Hipotecaria.

Para finalizar el análisis del apartado primero del artículo 32, conviene recordar que. desde 

la perspectiva civil, ANTONIO GULLÓN Ballesteros"” ' se pregunta si esta preferencia del 

trabajador constituye un gravamen de los bienes del empresario; señalando que "no lo es en 

sentido técnico o jurídico, y  no es porque el artículo 32 no dice que los créditos salariales se 

harán efectivos cualquiera que sea el poseedor de los bienes o frente al adquirente de los mismos

2.4. A.spectos procesales derivados de lu ejecución del "superprivilegio” salarial. (La 

cancelación de lus cargas anteriores.)

La diferencia entre la prioridad para la ejecución y la preferencia para el cobro plantea 

habitualmente un problema de difícil solución, consistente en la posibilidad o no de cancelar las 

cargas anteriores (no preferentes) a instancia del acreedor posterior que ostenta el derecho de 

preferencia. Es decir, ¿puede ordenarse la cancelación de las cargas inscritas con anterioridad, p̂ w 

parte de los acreedores salariales que gozan del superprivilegio del artículo 32.1? o. pvir el 

contrario ¿las cargas anteriores deberán permanecer inscritas a pesar de la ejecución llevada a cabo

(I43> R(os Sai.MI:hón, Eakk>IX)MiI: "Los privUcsios dcL..*. (obia ciiada en b NPP n® 73. p4p. 143l; ivig J43

(144) GI U.Ñ.S' A.s1T)NIo; "La? ganntbs del cnklilo sahrial* (obra citada en b NPP n° 130. par. ISO)
Páp. 399.



por los cituüus acreedores suluriales?

Sobre esta cuestú'^n se han pronunciado las Sentencias del Tribunal Supremo, Sala de lo 

Social, de 23 de marzo d¿ 1988, que admitití la cancelación en un litigio ciertamente complejo y 

con características propias, y la Sentencia de 20 de diciembre de 1988 (Sala 6”), que rechaztl la 

oancelacidn, tras estimar un recurso contra un cúmulo de adversidades planteadas en la resolución 

de instancia. Del mismo modo, las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del 

Notariado de 29 de abril y 22 de noviembre de 1988, se pronunciaron en defensa de la garantía 

hipotecaria anterior.

En la actualidad, el problema podría complicarse aún más si consideramos las reformas 

introducidas en la nueva redacción del artículo 1.512 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 

modificada por la Ley 10/1992. de 30 de abril, según el cual, ahora quedarán subsi.stentes no .sólo 

las cargas y gravámenes preferentes sino también las simplemente anteriores. Igualmente, la nueva 

redacción del la regia 2’ del artículo 175 del Reglamento Hipotecario"'*” , modificado por el Real 

Decreto 1.368/1992, de 13 de noviembre, e.stablece que .se cancelarán las inscripciones y 

anotaciones posteriores, silenciando la posible cancelación de las cargas anteriores.

En mi opinión, la única solución lógica es la que se apunta en el fundamento de derecho 

quinto de la citada Sentencia de 20 de diciembre de 1988. de la Sala 6* del Tribunal Supremo, 

según la cual " /.../ la acniación de este superprivilegio puede ser obtenido por los trabajadores, 

titulares de los créditos protegidos, en el propio procedimiento de ejecttción que se siguiera para 

hacer efectivos tales créditos, lo que puede dar lunar, cuando al embarnarse un bien se entre en 

concurrencia con crédito hipotecario, que en el propio procedimiento de ejecución se produzca 

¡a posposición de éste, ya que ¡a operatividad de superprivilegio como señala la sentencia de la 

Sala de 23 de marzo de 1988. lleva consigo que el trabajador amparado por aquél haya de cobrar 

antes que el acreedor con garantía real, lo que supone, para que la prelación sea efectiva, que 

la venta del bien afectado a ambos créditos, realizada en el procedimiento de ejecución del 

superprivilegiado, deba de llevarse a efecto libre de cargas, pues, de subsistir la anterior -el 

crédito hipotecario- dicho superprivilegio resultaría inoperante’'.

En efecto, según lo dispue.sto en el artículo 272 de la vigente Ley de Procedimiento 

Laboral, “las tercerías fundadas en el d f ’echo del tercero, sea o no acreedor laboral del 

ejecutado, a ser reintegrado de su crédito con preferencia al acreedor ejecutante, deberún

(145) Ciinínmlar el ap rlado  4 dcl capitulo 5" Je  esta scgund.-i parte, p:ig. 376.



deducirse ame W órgano jttdidai del orden social que esté cor. ’nrndo de la ejecución, 

sustanciándose por el trámite incidental regulado en esta Ley". Con esto quiero decir que, a mi 

juicio, la solución deberá pasar por la resolución previa de la correspondiente tercería de mejor 

derecho; tercería que se resolverá en la jurisdicción social cuando la ejecución se est¿ llevando en 

la misma, pues, en caso contrario, serán los propios trabajadores los que tendrán que interponer 

la oportuna tercería ante el órgano judicial o administrativo que esté efectuando la ejecución.

Una vez obtenido el reconocimiento del mejor derecho de los trabajadores, la ejecución 

de los bienes trabados en su procedimiento deberá hacerse libre de cargas, a pesar de existir otras 

anotadas o inscritas con anterioridad, pues, como dice la Sentencia anteriormente citada, de 

subsistir las cargas anteriores, dicho superprivilegio resultaría inoperante.

Tampoco resulta excesivamente serio el argumento que algunos sectores sostienen en 

detensa de la prioridad registral para la ejecución, en el sentido de reconocer la preferencia de los 

trabajadores superprivilegiados al cobro de la cantidad que se obtenga en la ejecución que deberá 

llevar a cabo el acreedor anterior, pues de todos es sabido que, una vez reconocido el mejor 

derecho de un acreedor posterior, la agilidad para continuar con una ejecución que supondrá 

entregar los beneficios de la misma a otro, al que previamente se le ha reconocido el mejor 

derecho, decae alarmantemente. Es decir, cuando un acreedor obtiene a través de la 

correspondiente tercería el mejor derecho sobre la ejecución de determinados bienes, lo habitual 

.será que el acreedor que e.staba llevando a cabo la ejecución de los mismos (siempre que no vaya 

a obtener ningún beneficio) pierde el interés por continuar con dicha ejecución.

En consecuencia, la única posibilidad real de dotar de una verdadera eficacia al 

superprivilegio salarial será que la ejecución de bienes íjiie en su procedimiento se realice se lleve 

a cabo enajenando los mismos libres de cargas. Y eso Unicamente se podrá realizar cuando 

previamente haya sido reconocido su mejor derecho.

De esta forma, los acreedores anteriores siempre podrán salvaguardar sus derechos 

abonando a los trabajadores las cantidades adeudadas pvir este concepto, subrogándose en la 

posición de los mismos (evidentemente, no en su privilegio), benefíciándose, con ello, tanto los 

pn)pii)s trabajadores, que cobrarán su crédito, como el acreedor anterior (normalmente 

hipotecario), que podrán mantener su garantía: a los que generalmente se sumará el propio deudor 

ejecutado que se beneficiará de una venta de su patrimonio más ajustada al valor del mercado, con 

la disminución de su deuda que ello producirá.

El mantenimiento de las tesis contrarias a la que ahora defiendo, no sólo implicaría un



perjuicio inmediato para los trabajadores a los que el derecho sustantivo les había otorgado tan 

singular privilegio, sino que conduciría al absurdo de que estos trabajadores tengan que hacer valer 

en el futuro su mejor derecho en el supuesto de que los cr¿dit<is garantizados con cargas anteriores 

procedan a su correspondiente ejecución. V ello debido a que, como no han podido enajenarse los 

bienes libres de cargas, la cantidad obtenida por la venta de los mismos se habrá realizado con 

toda seguridad a un precio absurdo. Y tampoco podrán esperar indefínidamente a que el acreedor 

anterior (normalmente hipotecario) decida proceder a una ejecución que no le reportará todo su 

beneficio.

En definitiva, el mantenimiento de la.s cargas anteriores sostenido por el nuevo artículo 

1.512 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, debería ceder, en mi opinión, en favor de la ejecución 

llevada a cabo por un acreedor posterior al que se le ha reconocido el mejor derecho al cobro, 

especialmente cuando el crédito que está llevando a cabo dicha ejecución es el "superprivilei^iado" 

por el artículo 32 .1 del Estatuto de los Trabajadores. Sostener una interpretación contraria a la que 

ahora defiendo supt)ne dar la espalda a la realidad de los proce.sos de ejecución y demostrar muy 

poca experiencia en la problemática que diariamente se ocasiona en este sentido.

Por último, quiero añadir que la retlexión que aquí he realizado en defensa de la 

cancelación de las cargas anteriores cuando previamente se ha reconocido el mejor derecho de los 

créditos salariales, deberá hacerse extensiva a todos los supuestos en los que se reconozca un 

mejor derecho en perjuicio de otros créditos anteriores no preferentes. En concreto, estoy 

pensando en el privilegio del crédito de la Seguridad Social cuando, a través de la oportuna 

tercería, obtiene un mejor derecho respecto a otra carga anotada con anterioridad. En ese caso, 

la solución debería ser la misma que la planteada en la ejecución de los créditos superprivilegiados 

del artículo 32.1 del Estatuto de los Trabajadores. E.s decir, deberá existir la posibilidad de 

ordenar la cancelación registral de las cargas anteriores sobre la.s que se ha reconocido 

judicialmente un mejor derecho mediante el oportuno juicio de tercerías.



3. EL PRIVILEGIO SALARIAL REFACCIONARIO. ART, 32.2 DEL ESTATUTO DE 

LOS TRABAJADORES.

El apartaüü segundo del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, establece lo 

siguiente:

Art. 32.2. Los créditos salaríait» gozanín de preferencia si)bre cualquier otro 
crédito res|)ecto de los objetiis elaborados por los trabajadores, mientras sean propiedad 
o estén en posesii^n del empresario.

Como sucede con el apartado primeru, regula una preferencia absoluta trente a cualquier 

otro crédito, pcru cobra una especial importancia debido a que la protección aquf otorgada lo es 

sin limitaciiln temporal alguna; importancia que podrfa terminar siendo trascendental si se incluyen 

dentro de la.s garantías del salario a las indemnizaciones, como sostiene la jurisprudencia de la Sala 

Cuarta del Tribunal Supremo (cuestión a la que me refiero en el apartado cuarto de este mismo 

capítulo y que tras la reforma operada por la Ley 11/1994 debería quedar delmitivamente 

resuelta).

La trascendencia de la interpretación que se realice de este apartado (insisto, debido a que 

no existe limitación temporal alguna en cuanto a los salarios protegidos), obliga a realizar un 

análisis de los antecedentes normativos del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores., 

especialmente para intentar resolver la ya tradicional controversia sobre la inclusión o exclusión 

de los inmuebles dentro de! apartado 2 del artículo 32 y su consideración como refaccionarios.

3.1. Fundamento.

Para Rios SALMERÓN el limdamento de esta preferencia hay que buscarlo en el deseo legal 

de protección del fenómeno productivo en general. obscr\’ación que aconseja descartar la 

prejuzgada aceptación de significados normativos reducidos, ctimt) sería identificar la palabra 

"objetos" con los bienes muebles, o excluir en la palabra "elaborar" las acepciones de construir, 

cultivar o extraer.

La controvertida Sentencia de 27 de octubre de 1983 del Tribunal Suprenxi, recoge en su 

cuarto considerando una argumentación que, posteriormente, ha sido utilizada nuevamente por el



pr«)pio tribunal, en Scnlencia de 18 de diciembre de 1989, en defensa de una interpretacii'in 

correctora y extensiva, atendiendii al espíritu y finalidad de la protección al obrero, manifestada 

en la realidad social a que atiende el Estatuto de los Trabajadores. Como señalan en su estudio 

Ricardo de ángel  Yagüez y Manuel M ' Zorrilla Ruiz""’:

Para aplicar cslc iTttcrio de rctroaclividail, el Tribunal Siiprcnxi acudc a 
•tviíJt’nli’x ar^utnviiliix tU- ¡irolfcción .uicial, que toman en cuenta la ilchtlidiui Jrl 
iiMilítmtiln, la ctílH-Tliint de cuyas más |H:rent(irías necesidades se vería muy dificiillaila y 
hasta ini[M>sil)jlí(ada de no serle concedidn ese singular privilegio.. Se a|K-(a tainliién a la 
•ética y el bien común- y a la •juslicta social*. Y |>or fin, a la «mayor inotivaciiui s«K:ial- 
de la niiniiativa del H.statut4) de los Trabajadores, así como al -Ínteres cotminilano-, qne 
con dicha rej l̂ainentación se vigori/jt. se îiin el Tribimal.

No calH : desconocer, desde liietio. el eN|iíritii pn>j¡resista y tutelar que anima los 
pronunciamientos de la Sala, niolivación que en sí misma no puede ser objeto de critica 
aljiuna.

Sin embarj;*), la atribución a la junspnidencia -en concreto a esta q<je se sienta 
en la presente sentencia- de un pa|>el tutelar o tuitivo no encaja bien con los esquemas de 
un Estado de Ul>ertades, más comprometido que ninyunocon la salva îuirda del Rsiado del 
Derecho y en concreto con el principio de sejiuridid jurídica o de lo que algunos han 
llamado -la certeza del Derecho-.

Entendemos, en efecto, que la ¡dea tuitiva es más bien propia, en el terreno de 
la creación y de la aplicaciiín de la nonna, de un Estatuto autoritario.

sentencia que comentamos (H K lrían inscribirse, creemos, en el terreno del uso 
alternativo del Derecho y acast) de una -toma de píisición consciente- de que hablarían los 
constructores de tan suyesliva teoría. L> que se fabrica con la doctrina de esta resolución, 
a nuestro juicio, es una jurisprtulencut de tipityii con olijetivos y finalidades no dispares 
de los que -con fines de transfonnación social- iwrsiguieron los propu^jiiadores de la 
leíaislación tle íipoy<t, que aceptando la lucha de clases como premisa entendía que sólo con 
la toma de (X)sición del legislador del lado de la clase tnibajadora se eliminaba la situación 
deprnnida de la misma y se aliviaba la |>osíción hegeinónica de la clase dominante. Los 
pasajes de la sentencia, que ante.s hemos siibray.ido o entrecomillado, adquieren cierta 
jiroximidad o parentesco con pro|Htsiciones {Krlenecientes al wto nítcrniiiivo o manejo 
diverso del Deredut, lo que confiere » la resi>lución que comentamos iin indudable 
atractivo técnico o doctrinal.

Re.sultando también habituales las argumentaciones en defensa de las acuciantes situaciones 

de necesidad que aconsejan una exhaustiva protecciiín del trabajador {Sentencia de 27 de marzi» 

de 1971).

(146) .Á.s(;i;i. YAori-y. Rh'ahi ĵ I»; y ZoKHlt.l.,\ Rriz M A s n i .  M*.;'EI privilegio de los llanudus..." (ubri citail.i
en h NI’P n" tJO. 189); Págs. 31 y 32.



3.2. Deiimitución.

Ci)mu ha quedado expuesto, la priitccci(5n otorgada por el apartado 2 no tiene limitación 

alguna atendiendo el término absoluto con que se formula: "sobre cualquier otro crédito’-, no 

obstante, resulta preciso efectuar una delimitación de los objetos elaborados, y, ademis, analizar 

los problemxs que plantea la expresión “mientras sean propiediul o estén en posesión üel 

empresario

A.- OBJETOS ELABORADOS

S¡2>uiendo la estructura y el contenido de la i>bra de Rios SALMERÓN'**'', tres son los dat»»s 

definidores del soporte material del privilegio:

a) OBJETO: las cos;is t;l;iÍH>ra(la.s. Ciumd«i se luthl» de preferencia suhrc el prccui 
de l«>s objetos cliibt»nidos, mMd se puede cslar liaclendo alusii^n a las covis que una 
empresa produce, pero no a los servicios que presta. Siendo clasificadas por dicho autor 
en ciirpondcs c incorporales, destacando entre las úliimas las ILinadas propiedad 
inlelecliial e industrial.

1») ACTIVIDAD: Lis tareas de elalHiración. Debiendo considerarse una amplia 
conce|K'ión de la cosa pnxlucida. en la que entran, sin duda alguna, junto a la<i operaciones 
de creación estricta, las de transfonnación y hasta Ia> de simple obtención o extracción, 
pero no las de reparación: quien repara no elaNira.''*'

RarT01.0MÉ Ríos Salmerón""'' recoge también una serie de supuestos que a)rLsidera 

como mis importantes de elaboración:

1” Lis actividades industriales de tijx» pnHluctivo.
2“ Lis actividades industríales de ti¡To extractivo.
3“ Ijts actividades de [lesca.
4“ Las aclividjides agranas en todas sus inanife.staciones.

U47) Ríos Sai_mi:ki')S, Baktoi.ííM iU 't- iis  privilcpios d c L ..’ , (obra oitada en b  N PP n “ 73. p íp  143k pág 3t<> >
vs

(14X> G riJ,f JS A n t o s io i ' I jix c^ranlias dcl crédito sa laria l' {i>ba citada en la NPP n “ 130. IS9).
páp 400 'H a  tiJo  umi po lfm icü  que ptuiiéranun lUtmar IraJiá i nal t i  los objetos muebles reparud<'‘i p o r  los 
rrabíi/aJfires etiafhm  afectos a l phx ileg io  salarial. Creemos que e ttá  ahora superada tr>« la ea jcenaa  let.'ol de  
que ios <>bjetos han Je  ser propiedad del empresario. El objeto que se repara J e  un tercero no la cumple 
evidentetnerae '.
Ver iambi¿n G ariI a oh Haro  v G o m s n u ) ,  Ra m ó n , “El sab río  co no crediio pnv ilcp iad o ', Pam pluru. I960. 
p-íps. 315 y w.

(N 'í)  Rl<js Sa i.m i.Kos  Baktoi.o m Í.; "L.ON privilegios dcl (obra citada en h  N PP n® 73. páp 143), p.<p 371



5“ üii el cain|H) ele lt»s hiencs o «>sas incorporales, ttHliis aquellas creaciones que, 
ainparadiis [xir la lc{>islHCÍón de pmpiedad intelcctiuil n indiLstrial, se ponen a disiH)sicitSa 
del cm|>resanu en el marco del conlnilo de tnihajo.
6'' Li>s buques y l.xs aeronaves.
7” ÜI.S edincaciones.
8“ U) enerjíía en genenil y. sohre lod*). la electricidad.

c) SUJETOS: Los Indiajadores que elalMinui. No se está aludiendo exclusivaiitcnlc 
aquellos trihajadores que de nianeni directa y ¡«crsonal intervienen en las diversas fases 
del proceso productivo; sino que se alude a cualquier empleado, cualquiera que sea su real 
ocupación; desde el [>or1ero de una fál>rica, o un etiipleado administrativo, pasando ]>or el 
vigilante iioctunio. Son t*»s que. con expresión gnifica, se deixuninó ‘a>lulh>nut<irf\ 
iiivi.uhUrs-''^’.

fí.- PROF>IHDAD O PO.SH.SIÓN Dl-L OBJI-TO HLAnOKAOn.

El apartijo 2 dcl artícuK) 32 ademis de exigir que ios (ihjelt>s sean elahnradns por ios 

trabajadores, precisa que e.stos sean propiedad (i esliíii en posesi<^n del empresario.

Resulta curiosi» que la redaccii'^n del l:statuto de los Trabajadores, utilice una conjuncii'in 

disyuntiva "o", en lugar de una conjuncii'ín copulativa "y" que hubiera supuesto una mayor 

t'ucilidud en su interpretacii^n. pero. Iilgicamentc. una menor protección del criídito salarial.

Nuevamente, resulta interesante hacer un ligero análisis de los antecedentes inmediatos del 

Estatuto de ios Trabajadores, resallando que la modificaciiln de la Ifnea tradicional no se ha 

producid») con el Estatuto de los Trabajadores sino que la Ley de Relaciones Laborales de 1977 

ya hacía referencia a la di.syuntiva propiedad o poscsii'^n. En e.ste sentido, el artículo 59. de la Ley 

de Contratos de Trabajo de 1944 decía:

| . . . |  I. Go/juán de prelerencia sobre ttnlos los ileinás créditos resj>ecti> de los objetos iw)r 
aquéllos elalM)rados. mientras |>cmiane/.can en |KHler del ileiidor (...1.

La Ley de Contratos de Trabajo de 1944, al igual que sus antecedentes, no entraba a 

considerar ia distinciiln propiedad-po.sesidn, cuestión que origimi una preocupacii^n doctrinal acerca 

de la supervivencia del privilegio, por vía de reipersecutoriedad, aunque l:us cosas hubieran pasado 

a manos de terceros, incluida la hipótesis de una trasferencia dimiinical"'".

Por su parte, la Ley de Relaciones Laborales de 1977. distinguiendo ya propiedad y

(150) P íh l-y  B íiTU a. "El cD iiln lo  ilc Iralxijo (Cmncnl.'iríos a Li Ley. Dinrlrina y  Jurispnidcnci.ir. M.idriJ
I W ;  pdj:. I6«)

<I5I> G a w Ia Gf)Yl:.N'A. F io H i-sn o ;  *CniK:i)nI.inci;n, (obra cii.i(l.i en l.i NPP n" 78. p,ii;s. 150|. p.íj; 28.1 y 387



poses¡i5n,en su artículo 32 decía:

| . . . |  a) Guzaráii de prcíc:rcncia sobre lodus [os demás créditos rcspcclo de los objetos 
clalxirados por los Inibajadures mientras estén en poscM<5n o sean propiedad del deudor

ELste artículo, con una rcdacci(1n similar a la que la hoy tiene el Estatuto de los 

Trabajadores., provocó, como señala RÍOS SALMERÓN"una nueva inquietud en la doctrina:

[...|, lo que mquietii a la doctnna, que adopta el punto de vista del í tr n r  
lulquirfitte de l:i cosa, es la fxisiliilid;id de que se liaya instiiurado un mecanismo protector 
del trabajador que, con olvido del concepto técnico de pnvilcgio. y con descom>cimiento 
del derecho de pmpied:id, |>ennita hacer efeclivos los salarios debidos sobre covis que ya 
no integran el patrimonio del deudor empresario que las elaboró y pn>dujo.

Vista esta ligera exposición sobre sus antecedentes, la redacción actual del Estatuti> de los 

Trabajadores, puede resumirse en tres supuestos:

I O b j e t o s  elaborados por los trabajadores que, siendo propiedad del empre>ario deudor, 

están bajo su posesión (normalmente en el domicilio de la empresa).

2.- Objetos elaborados por los trabajadores que, siendo propiedad del empresario deudor, 

no están po.seídos por el mismo.

3.- Objetos elaborados por Uis trabajadores que, aún no siendo pnipiedad del empresario 

deudor, continúan en su poder.

El primero de los supuestos es el mis fácil de comprender p^irque recoge las dos 

situaciones: propiedad y posesión. El segundo, tiene que hacer referencia a aquellos bienes 

entregados por el empresario cuya venta no se ha consumado pt*r faltar el cumplimiento de la 

obligación del comprador: normalmente el pago del precio. El tercero de los apartados que he 

distinguido, hará referencia a los objetos sobre los que se ha efectuado una operación de 

compra-venta, pero que todavía no han sido entregados al comprador que había adelantado el pago 

del precio.

En mi opinión, los dos primeros supuestos mi deberían plantear dema.siadas duda.s acerca

(152) Ríos Sa IAIHR<’)S . Ba RUM-OMÍ; " L o% pnvik(;ii>s d d . . . " .  (»>bra ciLsdi en h  NPP n“ 73. páp 143i. pips 3?4 %



del privilegio del crédito salarial rctaccionariu; sin embargo, el tercer supuesto puede plantear la 

duda razonable de delcrtninar quién ostenta mejor derecho: el comprador que, habiendo abonado 

el precio de la compra-venta, no ha recibido todavía los bienes (piénsese en un problema del 

transporte, ptir ejemplo) o, el trabajador que ha efectuado la elabt>racirtn de los bienes. Con 

independencia de la opiniiín personal que cada uno podamos tener, considero que la duda debe 

resolverse desde la perspectiva del derecho civil, pues, como dice ANTONIO GulLóN 

BALLEsrrnRos’”';

1:1 licciu) lie (ilic iin objeto chilxinid» |x>r los Inihiijiiilorcs cslc en i h i s c m ó i i  del 
eiiiprcsiino dcl>c indicar que si¡;uc siendo jirtipielano de el, firinui fiicir, idinquc lo h;iy¡i 
en;ijen»do a tercero iiiieiitntN no se efcclúc la tnidición, pues lítulo y IraJición son 
rcquisilos c«nicurre»lcs ¡)ara adquirir el diuninio eoiiio OHiseciiencia de ciertos conlnilos 
(traslativos) según los arts. 609 y 1.095 del C.c.

El mismo autor continúa exceptuando las entregas contempladas por el artículo 1.462 del 

CiSdigo Civil (las ventas mediante escritura pública):

Pero ha de quedjir a salvo la Inidictón que no es la entrega inaicnal del objeto, 
recogidas en los arts. 1.462 y ss. del mismo Cneqvo legal, o las formas de esta tnidición 
del C. de c. En tales casos el cin])rcsarío no seguiría siendo propietario aunque estuviese 
el objeto t<Hlavfa bajo su señori<». Claro está que cal>e interpretar (en Iwneficio del 
trabajador) litcniliuente la dis|M»sición. |x*r lo que bastaría el hecho de la pi).sesi<')n del 
objeto {M>r el etnpresarío, prescindiendo de ciuilquier otro derecho que un tercero tuviese 
sobre el mismo, pant que la preferencia se hiciese efectiva sobre él. Pero las 
cí>nsecuencias catastróficas que pan el tráfico se derivarían debe invalidar esa 
mterjíretación, que va contra, insistiimis, los principios si>bre los que se asienta el régimen 
de adquisición del dominio en niiestro Derecho.''^’

En consecuencia, si la venta se perfecciona con la tradición, la preferencia les 

corresponderá a los trabajadores, debido a que el bien todavía no ha sido entregado; dejando a 

salvo las acciones que el comprador pueda efectuar contra el vendedor que no llegii a entregar el 

bien y, asimismo, exceptuando los supuestos del artículo 1462 del Ci'idigo Civil, con Uts dudas que 

la interpretación literal del artículo 32.2 del E.statuto de los Trabajadores, pueda plantear.

Gi i i/jN Bai.1I.sti KOS. A.s"H)Slf>.‘ L.TS j;.innlfcis dcl ca'dilo s;ilari.il" (obn> citada en b  NPP n" 1.10. IR9);
pip 399

( l .^ (  Gt't.l/).*>' BAlJ.i-STJiKns. ANTo.s'|f);"Ljs {¡arnntCas tic! cn!dil<i vilarial" («ibra citada en l.i NPP n" 130. 189);
p-lps 399 y 400



Kescrvando la posihiliJad de constituirse en terceristas de dominio a aquellos que, de conformidód 

con los principios de adquisición dcl dominio de nuestro derecho, efectivamente hayan adquirido 

plenamente los bienes, es decir, los supuestos del artículo 1462 del Crtdigo Civil, pues, en los 

restantes casos, la compra-venta no se perfecciona hasta que no se produce la entrega de la cosa.

3.3. Los Inmuebles cumo objeto de refacción.

En la actualidad, la determinación sobre la inclusión o no de los inmuebles en el apartado 

2 del artículo 32 probablemente constituya una de las mayores controversias a la hora de realizar 

la interpretación del mismo. Son muchos los autores""’ que consideran el alcance exclusivamente 

mobiliario del citado apartado 2, si bien existe otro grupo de autores que. siguiendo el 

planteamiento de RÍOS SALMERÓN, sostienen la posibilidad de incluir los inmuebles dentro de los 

bienes a que se refiere el ILstatuto de los Trabajadores, en el artículi» 32.2. A s im is m o , la 

Jurisprudencia del Tribunal Supremo ha incluido en algunas Sentencias a los inmuebles dentro de 

la protección salarial concedida por el Estatut»» de ios Trabajadores. (Sentencias dcl Tribunal 

Supremo de 17 de julio de 1958, 16 de enero de 1968, 29 de mayo de 1970, 27 de marzo de 

1971, 27 de octubre de 1983 y 18 de diciembre de 1989). Ahora bien, re.sulta fundamental 

observar que la citada jurisprudencia es, en su mayoría, anterior a la publicación de la actual 

normativa (Ley 8/1980. de 10 de marzo, B.O.E. 14.03.80): resultando la Sentencia de 27 de 

octubre de 1983 la primera dictada con posterioridad a la entrada en vigor del Estatuto de los 

Trabajadores. Esta Sentencia de 1983, ampliamente comentada por R i c a r d o  DE ÁNGEL Y a g u e z  

y M a n u e l  M * Z o r r il l a  R u iz '” *', hace una singular interpretación de la aplicación retroactiva 

de la norma (el nacimiento de U)s críditos salariales que se reclamaron era anterior a la entrada 

en vigor del Estatuto de los Trabajadítres.), con una confu.sa aplicación simultanea del Estatuto de 

los Trabajadores, y la Ley de Relacitmes Laborales de 1976, recogiendo en su tercer considerando 

lo siguiente:

(1.^5) Etüir
GflJX )S BAUJiTIJM ft. A .v n )S Io ; 'L ji  c a m itú s  dcl cnidilii s a b n í l ’  (obra ctLada cu U N PP n“ 130. rvii: IS*»). 
náp 400
M o n t d y a  MIJ.CÍAH. A l.iw ;i> 'í, 'Dcrech.'* dcl Irahajo*. Viíl III. 4* cdici.Hi; Madrid 1981; páp 113

(I5A> A stiIJ. Y A f lI 'iy . Ri c a R I »  d i-, y Z o k k j iJ jv R l'l/ , M a N Ií ;I. M * .. "E l pnvilcpio de K »  Ibcrudm  .* ciladj
en la NPP n" 130. jvip I89|. pip^ 9 y ss



y.- Coasiderando:
Qiití lt>s privilegios conccdidus |X)r«:! legislador a los créditos salariales, aplicados 

jxir la d«v.irína Jurisprudencial con la amplitud de criterio que es propia de las acuciosas 
siluacionc-s a que re.s|N>nden (Sentencia de 27 de inarzu de 1971, que a su vez hace cita 
de las de 16 de enero de 1968 y 8 y 29 de mayo de 1970), no srtio vienen proclamados 
en el GSdigo Civil |(ad. 1.924.2 d), segi'ui modificacic^n introducida ]>or la Ley de 17 de 
julio de 19581 y en el Ctkligo de Comercio (art. 913.1 c), sino muy es(Tccialmeme en las 
dis|H>siciones labontles. tal corno resulta de los artículos 16 del Código de Trabajo, de 23 
de ago.sto de 1926. 55 de la Ley de Contrato de Trabajo, de 21 de noviembre de 1931 y 
59 de su texto refundido, de 26 de enero de 1944, |>ero es en el artículo 32 de la Ley de 
Relaciones üilxiralcs de 8 de abril de 1976 y sobre tixlo en el precepto del mismo número 
del Estatuto de li>s Trabajadtires, de !0 de marz<» de 1980. donde las garantías del sudario 
se acentúan, ya que éste otorga preferencia de rango al crédito |X)r los últimos treinta días 
de trabajo y en ciuntía que no Mi]>ere el doble del salario mínimo inter(>rofesional. incluso 
frente a U)s acreedores hiiHitecarios y prendarios, sin limitar su pnjtección a los ol)|etos 
elal>onidos por los tnibajadores mientnis estén en |xise.sión o sean projnedad del deudor 
ni a -los bienes inmuebles a los que precisamente se incor|Hire trabajo», como bacía la Ixy 
de Relaciones l-alxirales.

Posteriormente, el Fundament<i de Derecho Segundo, de la Sentencia de la Sala M de 18 

de diciembre de 1989, recoge el cuarto considerando de la Sentencia de octubre de 198. ,̂ 

estableciendo lo siguiente:

Que, flor su parte, el artículo 32 dcl Estatuto de los Traba|adores de 10 de Marzo 
de 1980, no sólo prevé en el número 1** «na preferencia de los créditos |xir salarnos de los 
últimos treinta días de trabajo, en cuantía que no sujxíre el doble del salario mínimo 
interprofesional con prelación a cualquier otro crédito, aunque se encuentre garantizado 
por prenda o hi|K)teca, sino también y especialmente, en su número 2". establece una 
preferencia absoluta, sin limitación de tiem|>o en ciunto a su devengo de los créditos 
salaríales, sobre cualquier otros, re.specto de los objetos elalxirados |x>r los trabajadores 
mientras sean propie<lad o estén en posesión del empresario, habiendo sentado esta Sala, 
en sentencia de 27 de Octubre de 1983, que la "raiio de las garantías del salano y 
el consiguiente privilegio del trabajador no aconseja una inteqnelación puramente literal 
del artículo 32 de la Ley de Relaciones Uilxirales citada, sinc» que el espíritu y finalidad 
de la pnjtección al obrero, manifestado en la re;did;ul stK'ial a que atiende el Estatut<» de 
los Trabajadores, irn|N)nen una interpretación correctora y extensiva de la corrección 
-üimufMes a lox que precisamente se incor/iore su intbaja^, que utilizó) aquella disposici<)n 
legal, y que pennite coin|)render en su ámbito las naves industriales donde el asalariado 
desarrolla sti actividad.

Resulta imprescindible puntualizar que el Tribunal Supremo, en las citadas Sentencias 

posteriores al E.statuto de los Trabajadores., amplía la protecciiin del apartadi> 2 a los inmuebles 

a los que se incorpore su trabajo (evidentemente el del trahajadtir que resulta protegido por el 

Estatuto de los Trabajadores.), pudiendo quedar resumido todo el problema a una cuestión



semánlica. Para analizar esta euestirtn semántica a la que me refiero, es prejiso efectuar ahora una 

L'omparaciiln de la reüacciiín actual del Estatuto de los Trabajadores, con la redaccii'm de sus 

antecedentes mis inmediatos: Art. 59 de la Ley de C<intratos de Trabajo, de 26 de enero de 1944, 

y artículo 32 de la Ley de Relaciones Laborales, de 8 de abril de 1976.

El artícuK) 59 de la L.C.T. establecía, en sus apartados primero y segundo. lo siguiente:

Art. 59. Los créditos por salanos o sueldos dcvcngadm por los lraha|;td«»rcs 
tendrán Im calidad de stn '̂ulaniicnle pnvilegutdos, c>>nforinc a las siyuienles re)!las:

1. Gourán de preferencia suhrc U k J o s  los demás créditos respecto de I<k ohjelos 
|M>r aquéllos elaÍK>rados, inientnis penn.uic7.can en poder del deudor, y sobre l<i> ininiieKIes 
íi los que precisamente se incorpore su Intbajo.

Cuando alguno de CNtos bienes inmuebles estuviese ’̂ravado |>or hipoteca insc n'a 
en el Registro de la Propiedad, la inencionndü preferencia solamente alcanzará al importe 
de los salarios de las dos tillímas semarvas y a los sueldos del úlliino rncs. quedando 
siilisistent'.' la prelación eslalilecida en los números pnmcro y segundo del artículo 1.923 
del Okligo Civil.

2. Goz;inin tiiml>ién de igual preferencia respecto de los bienes muebles o 
miiniebles incorporados a la empresa o explotación, salvo cuando se tntic de crétiitos 
pignoralicii>s e liipolecarios sobre dichos bienes.

En consecuencia, la L.C.T. di.stingue con claridad dos supuestos: I.- Los inmuebles a los 

que el trabajador incorpore su trabajo, y 2.- los inmuebles incorporados a la empresa o 

expk'tacirtn. Dicha garantía queda ademis limitada en el primero de los ca.sos a las dos últimas 

semanas de salario y a los .sueldos del último mes cuando el inmueble estuviera gravado por 

hipoteca inscrita en el Registn> de la Propiedad; estando totalmente pospuesta la garantía de salario 

a los crtíditos hipotecarios para el segundo de los .supuestos.

Evidentemente, las garantías del salario contempladas en la L.C.T. de 1944 M>n distintas 

a las reguladas por el actual artículo 32 del Estatuto de l»)s Trabajadores, y. consecuentemente, 

resultará extraño utilizar la jurisprudencia del Tribunal Supremo cuando era di.stinta la pnueccii^n 

del salario; pero, además, lo que aquí me interesa resaltar es la diferencia que ya existía entre 

inmuebles a los que el trabajador incorporaba su trabajo y los inmuebles que .se incorporaban a 

la actividad pnnluctiva.

La redacciv'Sn del artículo 32 de la Ley de Relaciones Laborales era, en sus do> primeros 

apartados, la siguiente:

Art. .12.:



1 Los cn!ditos jx»r sularios o cuncepiiu sastiluíivos del salano, devengados por 
los trahajiidores, tendnln la consideraciiSn de singuiannenle prívile^iados, confonne a las 
siguientes reglas:

a) Gozanin de preferencia sobre todos los deituLs créditos res|>ecto de los objetos 
elalxinidos [xir los trabajadores inicntrxs estén en |H>sesiiín o se;m propiedad del deudor.

b) GozHnín de preferencia sobre todos los demás créditos respecto de los 
inmuebles a los que precisamente se incori)ore su trabajo, estén o no hipotecados, expresa, 
legal o tácitamente, si bien In preferencia :dcanz;ir.S en esle caso hasta el salano 
corres|X)ndiente a una mensualidad.

2.- Los créditos salariales o asimilados no protegidos |>or el primólo antetior 
goiuinin también de igual preferencia, res|)cclo de li>s bienes o inmuebles incoqnirtdi» a 
la Empresa o afectos a su actividad habitr îl. excepto ciuindo concurren con acreedores 
hi|Hiiecarios o pignoraticti>s sobre dichos bienes.

La L.R.L., como puede ohservar.se, separa en el primer apartado la consideraciiln genérica 

sobre los objetos elaborados de la prelerencia -obre los inmuebles a los que se incorpore .su 

trabajo, pero manlienc la distinci«^n entre líslos y los inmuebles incorporados a la empre.sa o 

aféelos a su actividad habitual.

Ahora bien, ¿qué quiere decir el apartado segund«> cuando se refiere a los créditos no 

protegidos por el párrafo anterior? ¿se está refiriendo a los salarios que excedan de una 

men.sual¡dad? o ¿hace alusitín a los salarios no protegidos por itis inmuebles a los que el trabajador 

incorpora su trabajo?. A mi juicio, a pesar de la confusa redaccii^n. la L.R.l , en su redaccii^n 

literal distingue entre los dos tipos de inmuebles como hacía la L.C.T. de I9«14. En este .sentido 

me parece acertada la retlexiiln que efectúan RICARDO DE ÁNGEL Y agÜEZ y MANUEL M* 

Zorrilla ruiz"̂ '̂. en la obra citada:

A este re.specto. nos parece incuestionable que, |Hir muclio que se extienda la 
palabra -incoqxinir», los inmuebles a los que «se incor]M>ni> la actividad de los 
tmbajadores son los pnxluaos de su actividid. no los con.stituidos |x)r el lugar en que 
oi)erin. Dicho en otras palabras, en la actividad de una empresa pueden distinguirse los 
bienes-capital y los bicnes-ponlucti*, que resultan de la acciiSn transfomiadoni de la fuerzji 
de trabajo y la tecnología .s«ibre los bienes o factores de prodiiccii^n. A bienes-prixJucto es 
a h)s que el trabajo de los operarios «se incoi]H>ni-. Y desde luego pueden ser inmuebles, 
como en el caso de 'ina empresa de ct>nstniccií\n t» reparacii^n de los mismos.

Analizados estos antecedentes del artículo 32 del Estatuto de his Trabajadores, .surge de 

nuevo la retlexiiln .sobre la intenciiln del legislador ¿qui.so efectuar una protecciiin de los últimos

(157) Á.s'c.l-.t. Y A c n y .  Rica k iv ) IJI; >■ ZoHRIt lv^ Rii/. M A sn .i. M *.; ‘El privilcpin de l.u ll.mi.nlos '  (ohra ciuJ.i
en U NPP I I "  130. |víc 189); p.ís



treinta díxs y, posteriormente, de los objetos elaborados refiriéndose a los muebles? o por el 

contrario ¿la intención fue terminar con la posible polémica y definitivamente agrupar en objetos 

elaborados tanto muebles como inmuebles?; probablemente lo importante era terminar cun la 

distinción entre inmuebles incorporados a "su írabajo’ c inmuebles incorporados a la actividad.

En consecuencia, la única duda que en la actualidad debe plantearse es la de incluir en cl 

apañado 2 del artículo 32 a los inmuebles elaborados por los trabajadores (lógicamente, deberá 

tratarse de empresas de coruitrucción exclusivamente); pero lo que resulta incuestionable es que 

los restantes inmuebles no están protegidos por dicho apartado 2 del artículo 32 del Estatuto de 

U)s Trabajadores., estando por tanto excluidos del ámbito de aplicación del artículo 32.2 Estatuto 

de los Trabajadores, los inmuebles en los que se desarrolla la actividad.

Es ésta la única interpretación válida que puede realizarse, ya que. si ttnias las 

disposiciones anteriores hacían referencia a los inmuebles donde se realiza la actividad y el 

Estatuto de los Trabajadores no hace una mención expresa de los mismos ¿cuál será la correcta 

interpretación que deberá realizarse con respecto a este privilegio? ¿es una cuestión prevista por 

el legislador?, evidentemente, si hubiese querido incluir los inmuebles incorporados a la actividad 

productiva lo hubiera efectuado con la claridad de sus antecedentes normativos.

Para finalizar con este apartado de los inmuebles como objeto de refacción hay que volver 

sobre la jurisprudencia del Tribunal Suprem,). De las Sentencias citadas que recogen esta 

problemática, únicamente son aplicables las posteriores al Estatuto de los Trabajadores, es decir, 

la de 27 de octubre de 1983, y la de 18 de diciembre de 1989. Sobre la primera ya he dicho que, 

a pesar de la di.scutible interpretación que realiza de la aplicación retroactiva del Estatuto de los 

Trabajadores, establece entre sus considerandos una interpretación c».)rrectora y extensiva de la 

locución "inmuebles" a los que precisamente se incorpore su trabajo. Obsérvese que. debido a la 

sorprendente utilización alternativa del Estatuto de los Trabajadores, y la Ley de Relaciones 

Laborales, se refiere a los inmuebles a los que se incorpore su trabajo. En consecuencia, pese a 

que probablemente no fue ésta la intención del Tribunal Supremo, no cabe otra interpretación que 

la de considerar exclusivamente protegidos por el art. 32.2 del Estatuto de los Trabajadores, los 

inmuebles producidos por los trabajadores; efectuar otra interpretación por parte de la 

jurisprudencia resulta, a mi entender, ir en contra de lo previsto p<>ir el legislador, cvm las 

consecuencias que sobre el principio de la división de ptxleres pueden plantearse.

Cabe añadir una ligera crítica al "entrecomillado" que algunas revistas especializadas 

realizaron sobre la Sentencia de diciembre de 1989. donde se afirmaba que el Tribunal Supremo



reconocfa una preferencia absoluta respecto del Inmueble en que se desarrolla la actividad; habría 

que añadir que se trata de los inmuebles a los que se incorpore su trabajo, si bien el Tribunal 

Supremo debería haber realizado, en el año 1989, una profunda matizaci(^n al respecto, ya que. 

la ausencia de una mayor fundamentacirtn, puedeocasionar la ct)nfusi<5n entre los profesionales 

del derecho. t\inJamentación que se hace especialmente imprescindible debido a la extraordinaria 

repercusión económica que la aplicación del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores. pr«)duce 

con respecto a los restantes acreedores. Considerar la preferencia de los trabajadores sin limitación 

tempt>ral alguna .sobre la totalidad de los inmuebles de la empresa, sí que .supone resucitar las 

hipotecas legales t<1cita.s suprimidas a partir de la Ley Hipotecaria de 1861; cuestión que .se 

agravaría aún mis si, como algun«)s sectores sostenían antes de la reforma introducida por la Ley 

11/1994, de 19 de mayti, se incluyen en todos los ca.sos dentro de las garantías del .salario a las 

indemnizaciones de los trabajadores. Considero que la protección del salario tiene que estar 

e.specialmente privilegiada, debido a las acuciantes situaciones de necesidad de los trabajadores, 

pero, e.ste privilegi»), no debe suponer una desaparición t»)tal y absoluta de la posibilidad práctica 

de cobro de los restantes acreedores, en especial los hipotecarios, debiendo limitarse a .su justa 

medida el privilegio de los trabajadores para cobrar sus salaricvs, c(mio .se desprende de una 

interpretación lógica de la actual normativa.



4. EL PRIVILEGIO GENERAL ORDINARIO. ART. 32.3 del Estatuto de los 

Trabajadores.

La nueva redacción dada al artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores, tras la reforma 

de la Ley 11/1994, de 19 de mayo, dice lo siguiente:

A n. 32. Caratitfiis dní salario.
3. L«s créditos ptir salarius no protegidos en los números anienores tendrán b  

condición de singiilannente privilegiados en la cuantía que resulte de multiplicar el tnple 
del .salario mínimo interprofesiunal jwr el munero de días de salario pendientes de pago, 
gozando de preferencia sobre cualquier otro crédito. i Â .eplo los créditos con dereclio real, 
en los supuestos en los que éstos, con arreglo a la Ley, sean preferentes. La misma 
consideración tendrán las indemnizaciones por despido en la cuantía correspondiente al 
mínimo legal calculad.! sobre una l^se que no supere el triple del salano mínimo.

A pe.sar de ¡as dudas interpretativas que pre.sentan los apartados 1 y 2 del artículo 32. la 

verdadera controversia se pre.senta en la actualidad en el análisis de este apartado tercero del citado 

artículo 32, del que considero necesario resaltar su problemática debido a que. en la práctica, la 

mayoría de los litigios que pueden surgir entre los créditos salariales y los créditos de los restantes 

acreedores deberán resolverse mediante la aplicación de este apartado.

Con itKlo lo analizado .sobre el apartado I del artículo 32. lo cierto es que. salvo 

excepciones, la preferencia de los trabajadore.s siempre podrá ser salvada p«.)r los restantes 

acreedores atxmando el precio de los salarios y subrogándose en el crédito de éstos, sin entrar a 

considerar aquí la problemática que puede suscitar dicha subrogación.

A su vez. los créditos garantizados en e! apartado 2 está limitados a unos bienes concretos 

que, generalmente, no presentan excesivos problemas para las expectativas de los restantes 

acreedores, pudiendo exceptuarse los bienes inmuebles elalxirados por los trabajadores a los que 

me he referido anteriormente.

Sin embargo, dependiendo del alcance que .se le otorgue a la resen'a de los créditos con 

derecho real del apartado 3, la posición de los restantes acreedores puede sufrir imp<.>rtantes 

coasecuencias, que como anteriormente decía .son las que habitualmente deben resolverse para 

determinar el mejor derecho.

En el pre.sente apartado me voy a limitar at análisis del privilegio estrictamente salarial, 

dejando las indemnizaciones para el siguiente apartado.



4 .1 . El privilegio sinKulur.

La pntttícciiin otorgada por el artículo 32 a los créditos salariales tiene una intensidad 

decreciente, como dice RIOS SALMERÓN; ahora bien, es muy discutida la interpretación que debe 

realizarse del ttírmino "sinf^ularmenie privileniados". Para RÍOS SALMERÓN la condicii^n de 

'crédito siníiularmftiu' privilef’iuJo'’ es predicable no stMo del protegido c«>n privilegio general 

ordinario, sino tamhiiín de los protegidos con superprivilegio y con privilegio especial 

refaccionario. Luis FERNANDO ANDINO A-XPE''**' dice que "hí; .v<' entiemie bien el término 

«sini’iiloniifrm" privilt’i^iado- al no ejercitarse sobre un ileterminaJo bien del ejecutiuio, a no ser 

que el lef^isloJor con esta calificación quiera acentuar la preferencia Je dichos créditos". En el 

dictamen elaborado por el Consejo de Estado""' se recoge la línea argumental de la Direccii^n 

General del Servicio Jurídico de! Estado que "considera irrelevante la expresión "Siniíularmenie 

privilef*iados- que emplea el apartado tres del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores., la 

cual debe ser calificada a su juicio como impropiamente utilizada al no vincular bienes especíjicos 

del deudor". No obstante, el propio Consejo de Estado dice que "no es irrelevante la expresión 

empleada por el artículo J2.3 del Estatuto de los Trabajadores., .\ino que ha de buscársele una 

interpretación intef>radora y coherente con la ordenación le}’i.\lativa e.ustente en e.\ta materia".

En este sentido, el Consejo de Estado en el citado Dictamen eíectúa la siguiente distinci(5n;

1.- Acreedores Privileiiiados.

* Singularmente privilegiados; con derecho a cobrar con cargo a bienes determinados

del patrimonio del deudor.

** Privilegiados con carácter general; con derecho también a cobrar antes que los

demis acreedores, pero sobre el patrimonio del deudor genéricamente considerado, sin aí'eccii'Vn 

específica de bienes concretos.

2.- Acreedores Ordinarios.

En cualquier ca.so. creo que en la reforma introducida por la Ley 11/1994 se podía haber 

eliminado la referencia a la condicitin de ”singularmente privilefiiados" utilizada en el apartad«i 3

(I5X) Andino Ax I’Ií, L n s  F i-.k.nani>) ; v'tisfacciiíii de los créditos ilc. <«>hra cit.id.T cu la NPP n" 130. 
I89)pip. 816

(159) Concejo de EsUdo; 'Dictamcn cLiN>mdo sobre l.i prclacíi^n de ciúlitos con ocasii^n de b  conMiIt.i fonnul.ida por 
cl Minislm de Econombi y ftacicnda siibrc el urden de prvIaciiSn de crídilos que tu  de üiiaid-iiv; en los 
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dtfl artículo 32 del Eslaluto de los Trabajadores, especialmenie después de las reiteradas 

matizaciones efectuadas en este sentido por la Doctrina y por el propio Consejo de Estado. 

Reservando definitivamente la expresión 'singularmente privilegiados' a aquellos créditos cuya 

garantía descansa sobre determinados bienes del deudor.

Lo cierto es que. con independencia de la discusión doctrinal en torno al término 

"singularmenteprivilegiados" Kg\iVááá en el artículo 32.3, la preferencia del mismo alcanza a la 

ti)talidad del patrimonio del empresario deudor, no limitándose a los bienes de la propia empresa; 

ahora bien, esta última extensión debe entenderse referida únicamente a los empresarios 

individuales.

4.2. Las limilacionw del privilet^iu del artículo 32.3 del Estutulu de los Trabajadores.

La redacción del apartado 3 del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores ha sido 

recientemente introducida por la Ley 11/1994. de 19 de mayo, por la que se minlifican 

determinados artículos del Estatuto de los Trabajadores, y del Texto Articulado de la Ley de 

Procedimiento Labtiral y de la Ley sobre Infracciones y Sanciones de Orden Social.

La citada modificación introduce una nueva limitación al privilegio garantizado en el 

apartado 3: ”en la cuantía que resulte de multiplicar el triple del salario mínimo interprofesional 

por el número Je días Je salario pendientes Je pago". Esta limitación se diferencia notablemente 

de la establecida en el apartado I del mismo artículo 32. tanto en su cuantía como en su alcance 

temporal. En relación con la cuantía, en el apartado 3 se protegerán los salarios hasta el triple del 

salario mínimo interprofesional, mientras que en el apartado 1, la garantía se limita al doble. En 

cuanto al alcance temporal, que es donde realmente se produce la diferencia en la protección, en 

el apartado 3 se protegen todos los días pendientes de pago, a diferencia del apartado I. cuya 

protección se limita a los últimos treinta días de trabajo.

En consecuencia, a partir de la minlifícación intrixiucida en el apartado 3 del artículo 32 

del Estatuto de los Trabajadores, la protección otorgada p.ir el privilegio salarial .se limitará al 

triple del salario mínimo interprofesional pt>r el número de días pendientes de pago, disminuyendo 

la cuantía salarial que hasta ahora se protegía sin limitación alguna.

La segunda limitación recogida en la nueva redacción del artículo 32.3 del Estatuto de los 

Trabajadores también modifica lo establecido con anterioridad pv>r la Ley 8/1980. Anteriormente 

se otorgaba la preferencia del crédito salarial sobre cualquier otn> crédito, 'excepto los cri'Jitos



con derecho real en los supuestos en los que éstos, con arreglo a la Ley Hipotecaria, sean 

preferentes”. Sin embargo, actualmente la reserva se establece sobre los créditos con derecho real, 

en los supuestos en los que éstos, “con arreglo a ¡a Ley", sean preferentes. De esta forma se 

pretende terminar con la controversia que se había suscitado en torno a la reserva hipi}tecaría 

contenida en la redacciiln original del artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores. En este 

sentido, resultaba especialmente interesante la reflexión realizada por GtJLLÓN BALLESTEROS"*":

Es cvicttíiilt: que hay que descar1::r que el Estatuto Je los Tral»i)aiJ(ircs se remita 
específicamente a los cílsos e n  que la L.h. contemple la c o l i s ió n  e n t r e  un c r é J i t o  

h iiH > teca río  y un c r é d i to  salarial, pues n o  lia n  existido n i existen regulados allí.
Li remisión puede parecer que se efectiia a los supuestos en que un crédito 

hi|H)tecarío es preferente frente a todos los créditos, entre los que mdudiiblemente se lia 
de incluir el crédito salarial. Y estos supuestos no son más que dos; el del arl. 194 y el 
del art. 196, si se admite, con la común di>clrín:i, pani este último la existencia de una 
lii|H>teca lejjal t.-lcita. El resultado prictico de cstii inteqirelación es el restalilecimiento de 
preferencias par.i el cobro de créditos desconocidos pani el acreedor lii]xUecario ordinario, 
que no contaría con ninguna seguridad al lii|H)tecar hienes del einpresano, v en una 
cantid;id ilimitadii. En otras palabras, s_* restablecería la situación anterior a la L.H. de 
IS6I, caracterizada' )>or la abundancia de lii|xitecas tiicitas que dificultaban la ctmcesión 
de créditos.

Pero esla interpretación no es viable pt)r las siguientes razones;
M Se opone a ella implícitamente el art. 32 en su |MÍr. I, que limita ciumtitativamente la 
preferencia del crédito salarial ciuindo va a afectar de una manera tikita u iKulta a 
cualquier bien del empresario, mientras que en el pár. 3 no habría ninguna limitación 
cuantitativa. Si el legisladores consciente de los riesgos de la concesión de una preferencia 
de esta índole en el par. P ,  no e.s lógico afinnar que los lia olvidado en el p;ir. 3.
2* En la discusión que precedió a la votación del Estatuto de los Trabajadores en el 
Congreso de los Diputados se puso de relieve que la intención del p.ír. 3 del an. 32 era 
la de que los créditos salariales a que se refiere cobrasen después de los hipotécanos 
(Diario de Sesitmes, Sesión Plenaria num. 54 de 14 de diciembre de 1979). Otra cosa es 
que se acertase con la formulación jurídica de esa intención.

Consecuentemente, con la redaccitín original del apartado 3 del artículo 32, debía 

de.scartarse una interpretación literal del precepto y entender referida la expresión a todiis aquellos 

derechos reales que se encontraban debidamente in.scritos en el Registro.

Manuel A lonso Olea.... .sostenía que la referencia a la Ley Hipotecaria traía su probable

inspiraciiín del artículo 914.1 del C<5digo de Comercio, pronunciándose on idéntico .sentido

(160) Baij.msti.Hos. AsiT)Sio;"Las (laranlias dcl crídilo sabrial" (obra cit.nla en la NPP n" 130, nác IS î,
pájís 400 y 401.

(161> AU)SS») Ol,l-j\. .VlAsri;i.; “Dcrccixi dcl Tratujo'. (nbri ciiad.i en h NPP n“ 130. p,ip. 18̂ 1; 354.



Bartolomé Ríos Salmerón""’.

Ahora bien, como mayoritariamente sostenía la doctrina, la expresión “Ley Hipotecaria" 

ni) denotaba un concreto cuerpo legal, sino un sistema de protección registra!, debiendo 

considerarse referida al resto de las disposiciones análogas, como la Ley de Hipoteca Naval de 

1893, la de Hipoteca Mohiliaria y Prenda sin desplazamiento de 1954 o la Ley de Venta a Plazos 

de bienes muebles de 1965.

Toda esta corriente doctrinal ha llevado a la sutil modificación introducida por la Ley 

11/1994. al sustituir la referencia a la Ley Hipotecaria por una referencia mucho más genérica a 

la Ley. De esta manera, puede afirmarse con ttxJa rotundidad la extensión de la reserva real a los 

supuestos contemplados por las disposiciones anteriormente referenciadas.

Sin embargo, el problema verdaderamente trascendental ctJntinuará siendo objeti» de 

discusión: ¿la reserva real del actual artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores alcanza a las 

anotaciones preventivas de embargo? La respuesta vendrá determinada por la consideración que 

realicemos en torno a la naturaleza jurídica de la anotación preventiva de embargo, es decir, el 

carácter personal o real de la misma"* ’̂’. En mi opinión, como desarrollaré en el capítulo quinto 

de esta segunda parte, actualmente debe considerarse el efecto real de las anotaciones preventivas 

de embargo y, en consecuencia, el privilegio del crédito salarial regulado en el apartado 3 del 

artículo 32 deberá ceder ante la existencia de una anotación preventiva de embargo practicada en 

el Registro con anterioridad al nacimiento del crédito salaria!. No obstante, cuando la anotación 

preventiva de embargo acceda al Registro con posterioridad al nacimiento del crédito salarial, 

aunque evidentemente éste no haya sido preventivamente anotado, la preferencia de dicha 

anolación cederá ante la existencia de un crédito salarial nacido con anterioridad; pues, la 

anotación preventiva sólo otorga preferencia con respecto a los créditos nacidos con pttsterioridad. 

pero no respecto a los anteriores preferentes, aún no anotados o anotados con p^isterioridad.

No considerar a las anotaciones preventivas de embargo en !a reserva real del artículo 32.3 

dcl Estatuto de los Trabajaditres. II ¡varía a! absurdo que a continuación se describe en una 

supuesta situación registral:

(162) Ríos S-\I.Mi:»)N. BAKltnoMl':; "L^n  privilegios del , *. (obra eitadi en b  NPP n'* 73. pip p i p  -íO» y
ss.

(1(»3) Coiifmnl.iT el a|vinado 2.2 dcl capítulo 5® de esta scjoinda jviric, páf. 349



INSCRIPCIÓN CONCEPTO FECHA DE 
INSCRIPCIÓN

INSCRIPCIÓN 1“ Venta. 01.01.90

ANOTACIÓN 
PREVENTIVA DE 

EMBARGO 
LETRA A

A favor de la Tesorería General de la 
Se¿>uridad Social. 01.03.91

INSCRIPCIÓN 2“ Hipoteca a favor de la Entidad Financiera 
"Y". 01.06.91

ANOTACIÓN 
PREVENTIVA DE 

EMBARGO 
LETRA B

A favor de los trabajadores garantizando un 
crídilo salarial del Art. 32.3del Estatuto de 
los Trabajadores.

01.09.91

La anotacii'ín de la Tesorería General de la Seguridad Social en este ca,so sería preferida 

a la inscripción hipotecaria, por aplicacit^n del artículo 1927.2 del Crtdigo Civil; la hipoteca .sería 

a su vez preferente al crédito salarial, .segün lo dispue.sto por el artículo 32.3 del Estatuto de los 

Trabajadores.; y, por último, el crtfdito .salarial sería preferente al garantizadí) con la anotación 

LETRA A.

En consecuencia, considero que la anotaciíín preventiva de embargo deberá estar incluida 

dentro de la reserva del artículo 32.3. del Estatuto de los Trabajadores., cuestión que prixluciría 

una lógica interpretación del supuesto contempladc) en el ejemplo anterior; re.servando el estudio 

de la posible naturaleza real de la anotación preventiva para el capítulo destinado a la misma en 

e.sta .segunda parte, a la que me remito para analizar la posible colisión entre los créditos 

garantizados mediante su anotación preventiva de embargo y los restantes créditos que pudieran 

existir, entre los que se encuentran los protegidos por el artículo 32.3 del Estatuto de l»)s 

Trabajadores. En este .sentido, es ct>nveniente recordar lo recogid<i por Ríos SALMERÓN en su 

extraordinaria monografía sobre el privilegio del crédito salarial:

|..,l«l.'« anotación de embargo concede preferencia: Primen), sobre los créditos 
posteriores a la anotación. Sej^undo: .sobre aquellos créditos anteriores que no tcnjian una 
razón especial de prelación sobre el anotado, es decir, que en caso de concunio, y no 
interviniendo la anotación se liquidarían a  la vci». Lo qiie Imsiadado al terreno la)K)ni1 

significa; que el crédito salarial dotado de superiirivilegio {últimos treinta días) o de 
privilegio refaccionario (objetos elaborados), prima siempre sobre la anotación preventiva; 
peni ésta lo hace a sii vez sobre los dem;(s créditos salariales, protegidos jior el privilegio



general ordinario, a condición de que sean de fecha pt)sicrior a aquella en que se extendió 
el asiento, ya que 1<js anteriort» primarán sobre el crédito anoudo, |...); con la salvedad 
expresa de que este acreedor, al margen de la anotación, no goce ya de preferencia, como 
ocurriría, siempre pt>r comparación con el privilegio ordinano del articulo 32.3 dcl 
Estatuto de los Trabajadores., con la Hacienda Pública, si hubiere llevado al Registro, con 
tal asiento, operaciones ejecutivas emprendidas para conseguir la cíeclividad de una 
hipoteca legal tácita. Este es el alcance que cabe dar a la reserva del artículo 32.3 del 
Estatu:>> de los Trabajadores, en lo que a embargos anotados liace.'"**’

Asimismo, el propio B a r t o l o m é  Ríos S a l m e r ó n  al referirse a la CDÜsúin entre el 

privilegio del artículo 32.3 y e! establecido en el artículo 71 de la Ley General Tributaria, dice 

lo siguiente; "El principio salarial ordinario tampoco cede ante el derecho general de prelación, 

configurado en el aníado 71 de ¡a /-o ’ General Tributaria, ya que lo en él decidido perdió toda 

operati\'idad normativa ante ¡a tajante previsión de la norma laboral: ■’sohre cualquier crédito- 

dice el ntimero S del artículo 32 E.T. Naturalmente, con la salvedad de que el crédito fiscal 

ohtent’a constancia refiistral, pues entonces, lo mismo si el asiento es una inscripción hipotecaria 

qtw una anotación de emharf;o. la reserva estatutaria entre en juego sin duda alguna.'

Sin embargo, la reserva del art. 32.3 del Estatuto de los Trabajadores no es extensible, 

en mi opinión, a ios créditos garantizados mediante anotación preventiva de embargo sobre bienes 

muebles susceptibles de hiptneca mobiliaria y prenda sin desplazamiento, conforme a la Ley de 

16 de diciembre de 1954"^'’.

(IM I Ríos SM-M1»‘>n. B\Kr)ijDM t; "L<w piivilcRÍ<M d < l... '. (obn  ciisua en b  NPP n” 73. páp 14Jk t 'í f s  -l*;? \  

Ver <n el Capitulo 3“ J< cMa sepunda fMne. el a tu iu Jo  4.2.3; pig. 270



5, LA INCIDENCIA DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCURSALES EN EL

PRIVILEGIO DEL CRÉDITO SALARIAL.

Como he dcsurrullaüu en el capítulo primero Je esta segunda parte, la graduacú^n de 

cr¿dit»)S se puede realizar desde una di>bte perspectiva; por un ludo se encuentra la regulaciiSn 

establecida en el Cildigo Civil y en las normas que posteriormente han id() regulando privilegios 

específicos, y, pi>r otro, la graduaciiín de créditos se puede realizar en un procedimiento concursal 

de conformidad con lo dispuesto en los artículos 913 y siguientes del Ci^digo de Comercio, 

artículos estos que regulan los derechos de los acreedores en cas»i de quiebra, y su respectiva 

graduacii'in.

El carácter específico de la normativa contemplada por el Código de Comercio implica 

que, en caso de quiebra, la graduacii^n se efectuará cimlorme a la.s reglas contenidas en los citados 

artículos 912 y siguientes. Sin embargo, la aplicacit^n del apartado c) del artículo 913 de dicho 

Ct'idigo de Comercio, se encuentra actualmente superada por lo dispuesto en el apartado cuatro del 

artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores:

Art. 32. GarumULs (M salano.
4. Lis prefcrenci.'ís reconucidas en los números precedentes serán de rtplioíioi»Sn 

tanli>en el supuesto de que el empresario haya iniciado un pr«Kediiniento concursal. c»)mo 
en ctialquicr oint en el que concurni con otro u oíros crcfdilos sobre bienes del empresario.

En definitiva, la preferencia de los crtíditos salariales .se determinará, en todo ca.so. 

aplicando lo dispue.sto en K)s apartados I, 2 y 3 del artículo 32 del E.statuto de los Trabajadores, 

tanto si la graduacit^n se produce en cualquier supuesto de concurrencia ordinario de acreedores, 

como si «fsta deba efectuarse en un procedimiento concursal.

En e.ste sentido, se puede atlrmar que la normativa laboral constituye una de las escasa.s 

excepciones en la.s que el legislador se ha ocupado de puntualizar el privilegio de un crtfdito en 

los procedimientos concúrsales o de ejecución universal. Otra de esas e.xcepciones se produjo con 

el artículo decimoquinto de la Ley 40/1980, de 5 de julio, de Inspección y Recaudación de la 

Seguridad Social, en .su redacción introducida por la Disposición Adicional 9*. l de la Ley 4/1990, 

de 29 de junio, de Presupuestos Generales del E.stado para 1990; cuya remisión al Código de 

Comercii* se ha mantenido en el actual artículo 22 de la Ley General de la Seguridad Social.



aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Por el contrario, existen actualmente un gran número de créditos cuyo privilegio se limita 

al supuesto de ct>ncurrcncia en procedimientos ordinarios (los denomino asf para diferenciarlos de 

Itts concúrsales) de carácter civil o administrativo, pero que no extienden su privilegio específico 

a la normativa concursa! que seguirá resolviéndose de conformidad con lo dispuesto en el CiVJigo 

de Comercio.

No obstante, el verdadero privilegio de los créditos salariales se manifiesta en la 

pt>sibilidad de ejercitar la ejecuci<^n separada sin sometimiento al proceso concursa!, cuyo efecto 

fundamental consiste en la paralizaci«^n de las acciones individuales que se verán atraídas por dicho 

proce.so, a excepcií'^n de lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley de Suspensii'in de Pagos de !922. 

y en el artículo 900 de! Ciídigo de Comercit); a las que hay que añadir lo dispuesto en materia de 

concurrencia de procedimientos en el Reglamento General de Recaudación de los Recursos del 

listado y en la Orden de 8 de abril de 1992 que de.sarrolla el Reglamento General de Recaudación 

de li>s Recursos del Si.stema de la Seguridad Social''"'.

El ejercicio del privilegio de ejecución separada se determina en el artículo 32.5 del 

[Estatuto de los Trabajadores:

Art. 32. CarantUis <M salario.
5. La.s acciones que i)ued.-m ejeaitar los Iraliajadores para el cohro de los criklitm 

:< los que se refiere este artículo no quedarán en sasjicnso por la tramiUicii^n de un 
priKediiníento concursal.

Por último, hay que destacar la modificación que en este sentido ha introducido la Ley 

11/1994, de 19 de mayo, toda vez que en la redacción original de los apartados 4 y 5 del artículo 

32 del Estatutíi de los Trabajadores se hacía referencia a las preferencias reconocidas en los 

números precedentes "a los créditos salariales", mientras que en la actual redacción se omite dicha 

referencia a los créditos salariales; evidentemente, la omisión se pnnluce para incluir las 

indemnizaciones que se han recogido en el apartado 3.

Obf») Conímnlar el ca|>ilultt 4 “ . de la priincra parte: "La inciJcncia de U*s pnvcJmue«>vs Cí'HWursalci en Ij c)cviK-K'n 
del crédito de b  ScpiríJ.iJ S<x;iar Páj: lO)



6. LAS INDEMNIZACIONES DE LOS TRABAJADORES EN EL CONCEPTO LEGAL

DEL SALARIO. SU CARÁCTER PREFERENCIAL.

6.1. Intrüducdón.

Durante los últimos tiempos, la considcracii'^n del salario en sentido estricto o en sentido 

amplio, a eíect()s de incluir o no las indemnizaciones en el mismo, ha tenido como consecuencia 

una sorprendente controversia jurisprudencial entre las Salas de lo Civil y de lo Social del Tribunal 

Supremo. En este sentido, la Sala de lo Civil ha venido considerando en sus últimas y 

fundamentadas resoluciones que el salario debe entenderse en el sentido estricto que se desprende 

de la redaccit^n dcl artículo 26 del Estatuto de los Trabajadores, debiendo excluir de! mismi» las 

indemnizaciones q je tenga derecho a percibir el trabajador como consecuencia de la extinción de 

los contratos de trabajo de conformidad c<m lo establecido en los artículos 41.3, 50.2. 51.10 

(actualmente 51.8). 53.1 y 56 del citado Estatuto de los Trabajadores. Por el contrario, la Sala de 

lo Social del Tribiinal Supremo ha entendido asimilables, en orden al privilegio salarial, a las 

indemnizaciones derivadas de la extincii^n de la relación laboral, de forma que la acepción e.stricta 

del salario, según el artículo 26. l del E.statuto de los Trabajadores, debe de contrap«>nerse con otra 

mis amplia exten.'iible a las indemnizaciones.

Consecuentemente, el alcance del privilegio de los créditos salariales regulado en el 

artículo 32 dependía del orden jurisdicci«)nal en el que .se re.solviera dicho privilegio. Si e.sto se 

producía en la juri.sdicción social, ésta consideraba el concepto salarial en sentido amplio y 

otorgaba a las indemnizaciones de los trabajadores la preferencia del citado artículo 32 del Estatutiv 

de los Trabajadores. Cuando, por el contrario, la resolución de un litigio en torno al privilegio de 

los créditos se resolvía en la jurisdicción civil, la indemnizaciones has sido excluidas del privilegio 

contenido en el reiterado artículo 32.

Pero, además, e.sta situación resultaba aún más compleja, debido a la competencia de una 

u otra jurisdicción para resolver la corre.spondiente tercería de mejor derecho; pues, de 

conformidad con lo dispue.sto en el artículo 272.1 de la vigente Ley de Procedimiento Laboral, 

las tercerías fundadas en el derecho del tercero, sea o no acreedor labt)ral del ejecutado, a .ser 

reintegrado de su crédito c<m preferencia al acreedor ejecutante, deberán deducirse ante el órgano 

judicial del orden social que esté conociendo de la ejecución, .sustanciándose por el trámite



incidental rcguladu en dicha Ley. De esta manera, !as tercerías instadas en la Jurisdiccii^n civil, 

conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil, han venido resolviéndose en el 

sentido de negar a las indemnizaciones el privilegio regulado en el artículo 32 del Estatuto de ios 

Trahajadi)res; mientras que las tercerías deducidas ante la jurisdicción social han reconocido, en 

su caso, el mejor derecho de las indemnizaciones conforme al artículo 32 del Estatuto de los 

Trabajadores.

De todo lo expuesto se deduce que, hasta la fecha, el grado de prelación corresp«mdiente 

a las indemnizaciones que los trabajadores tenían derecho a percibir como consecuencia de !a 

extinciíín de los contrati>s de trabajo dependía de la jurisdiccii'ín que comiciese el contlicto. 

produciéndose con elli» una notable incertidumbre jurídica que, como dice ANGEL LUIS 

REBOLLEDO VaRELa"''̂ ’. ~no Jeja üe ser ¡lamaiivo que la solución jurídica a un pruhlt-ma 

dependa simplemente de quién inierponf^a la tercería de mejor derech» para hacer valer su 

prefenncia, pues ello determina la competencia jurisdiccional, civil o social y sin que la 

disparidad jurisprudencial entre ¡as Salas del Tribunal Supremo tenida solución lenaL pues las 

Resoluciones de la Sala Especial de Conflictos Jurisprudenciales sólo tienen eficacia sobre el caso 

concreto, sin que la doctrina que sientan tenga carácter unificaJor que venga a corregir la 

dispersión producida y no existir en la Ley un mecanismo adecuado para corregir una 

jurispriuJencia contradictoria, determinante de una inseguridad jurídica no conciliable cttn el 

expreso mandato del artículo 9.J de la Constitución''.

No obstante, la citada controversia parece definitivamente superada con la minlitlcacit^n 

introducida por la Ley 11/1994, de 19 de mayo, que atribuye a las indemnizaciones p*tr despido 

la misma consideracitin que a los salarios protegidos en el apartado 3 del artículo 32. en la cuantía 

correspondiente al mínimo legal calculada sobre una base que no supere el triple del salario 

mínimo. Sin embargo, ci>mo desarrollaré a continuaciiSn, la limitaci»^n del privilegio a las 

indemnizaciones por despido puede ocasionar una nueva controversia sobre la extensiiSn o no del 

privilegio a las restantes indemnizaciones que tenga derecho a percibir el trabajadt'r.

(Ifc7> RiW iiJJJv) VakiIvX, Á m íkl Ln%. " b 's  créditos viLirulc\ '  ><+n c:t.ids en b  .SPP n° IX) jvig tS'Si. rdc 
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6.2, Lu situación unteriur u la rerorma de la L«y 11/I994, de 19 de mayo.

La redacción original de Ids artículDS 26 y 32 del Estatuto de los trabajadores en lo 

referente a las indemnizaciones era la siguiente:

Arl. 26. Del snlario""''.
1. Su considerara Milano la tt)laliü;<d de las |><;rcc|H;ioncs cc«)n(^niicas dtr los 

trabajadores, en dinero o tn esj>ecie. por la prestación profesional de l»>s servicios 
lal>orales |H>r cuenta ajena, ya retribuyan el traha|o efectivo, cualquiera que stói la f»>nna 
de remuneración, o los |>críiHlos de descanso coniputahles como de lral<a|ii.

2. No tendrán la consideración de salarios las cantidades ix.-rciludi'is |»r el 
trabajador en concepto de indenmizjiciones o suplidos ]Mtr los gastos realiiados coim» 
consecuencia de su acliviiLid lalx>ral. las prestaciones e indemni/jiciones de la secundad 
siKÍal y las indeinniz;iciones corres|x>ndicnles a traslados. sus|>enstones o despidi>s.

En consecuencia, del tenor literal del actual artículo 26 del Estatuto de los Trabajadores 

se desprendía que las indemnizaciones no tenían la consideracit^n legal de salario.

Por su parte, la redaccit^n del artículo 32 hacía referencia en ttidt» momentt» a los criíditos 

por salarios, omitiendo cualquier extensiiln del privilegio a las indemnizaciones;

Art. 32. Giininlúví del mlario.
1. Los criUitos |K»r salarios m*r los últimos treinta días de trabajo, y en cu.mlia 

que no supere el doble del salario mínimo inleq>rofesional, goz:inin de preferencia sobre 
ciiidquier otro crédito, aunque éste se encuentre garantizado ¡n»r prenda o hipoieca.

2. Lt)s créditos salariales go&inin de preferencia sobre cualquier otro crédito 
respecto de los objetos elab<irados |H>r los trabajadores, mientras sean propiedad o estén 
en ixisesión del empresario.

3. Los créditos salaríales no pnitegidos en U>s númer«>s anteriores tendrán la 
condición de singulamiente privilegiados y goẑ -tnin de preferencia sobre ciulquier otro 
créditt>, exceptíi los créditos con derecho real en los supuestos en los que éstcv., con 
arreglo a la Ley Hipitecana, sean preferentes.

4. Lis preferencias reconiKÍdas en tos números precedentes a l<>s créditos 
salariales serdn de aplicaciiín tanltv en el supuesto de que el empresario haya iniciado un 
priK'edimiento concur^al comí» en cualquier otn> en el que concurran con otro u otros 
créditos s«>í>re bienes del empresario.

5. Las acciones que puedan ejercitar los trabajadores para el cobro de los salanos 
que les puedan ser adeudados no quedarán en suspenso |>or la tramitación de un 
prtKedimienlo concursal.

6. El plazo para ejeaitar los derechos de preferencia del crédili> salarial es de iin 
año. a ctmtar desde el momento en que debió percibirse el salario, transcurrido el cual

(IMt) Aclualincnie. la Ley l l / | 9 ^  Im iirtnxJiicíttd en el .ifvinailo I del articulo 26 lo sitniicnic 'E n  ningún ca\o rí  
tíilarii’ rn  n p e i ie  p<\¡rá xiipenir el SO pi>r KX! de Im  penepciones w h m tü e \ J e l tra t\ijiiitor '



prescríbiráji Lait» derechos.

N{) obstante, a pesar üe la claridad existente en la redacción de los artículos 26 y 32 del 

Estatuto de los Trabajadores, la postura de las SaJa.s de lo Civil y de lo Social del Tribunal 

Supremo han realizado interpretaciones contradictorias en relacirtn con el concepto salarial de las 

indemnizaciones.

Pero, quizás el estudio de los antecedentes normativos que realiza el Auto de la Sala 

Especial de Conflictos de Competencias del Tribunal Supremo, de fecha 27 de junio de 1992. nos 

ayude a comprender la.s dudas razonables que se ha planteado la jurisprudencia, especialmente si 

atendemos a su Fundamento de Derecho Cuarto que textualmente dice Ui siguiente:

CiLtrlu.- E-sta Sala Es|xxial de Coiinicti» de Ct>mpflcni:ia debe resolver el que 
ahora ante ella jiciide confonne a la diKtnna que ya tiene sentada en las rcsiJlucume.'. de 
que antes se hizo cita. Y ello nu sólo por iner.i coherencia interna sino por las razones que 
a contmiuiciiSn se exponen, en gran parte apuntadas en las incncionada.s rcsoluciono.

a) Ha sido constante en nuestra legislación hisiónca el ens;>nLhainientii del 
concc|)to del salario |wra comprender en él no sólo la retribución directa e inmediata de 
la prestación de servicios sino también la totalidad de {xmeficios que obtuviera el 
trabajador como con.secuencia del contrato laboral. A.sí lo pone de relieve tanto el artículo 
27 de la Ley de 21 de noviembre de 1931 como el aniculo 37 de la Ley de Contrato de 
Trabajo de 1944. Tal concepto amplio del salario, comprensivo de las indemnizaciones in>r 
cese, incidía en el plano de sus garantías, dolando de preterencias a los créditos de tal 
clase. La expresión -acreedores por trabajo personal» que ya figuraba en el articulo 593 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855 y que también se utiliza en el artículo 913 del 
Código de Comercio, parece que abona la expuesta conclusión. Es cierto que el artículo 
1924 del Ctkligo Civil abandonó dicha expresión e hizi> referencia a «salarios y sueldos 
de los tnibajadures por cuenta ajena*; más no lo es menos que. en la ep îca, e! término 
-salario* tenía e' significado amplio que de.spués fue consagrado legalmente en las nontus 
citadas. En este contexto ha de ser entendido el artículo 16 del Código de Tralvijo de 1926 
cuando atribuye la condición de singularmente privilegiado a los 'créditm p«ír salano o 
sueldos'. Lo mismo cabe decir del artículo 55 de la Ley de Contrato de Trabajo de 1931. 
en el que igualmente se alude a «créditos por salarios o sueldos-, máxime teniendo en 
cuenta que su artículo 27, como ya lia sido indicado, consagraba un concepto amplio del 
salario. Consideración similar cabe hacer respecto a la Ley de Contrato de Trabajo de 
1944, cuyo artículo 59 refiere el carácter de singularmente privilegiado a los -salam» o 
sueldos*, perxi desde la considemción .implia del salario que consagraba su anícuUi 37. 
Bajo la vigencia de esta última Ley y desde la indemnidad de la misma -conclusión obvia 
dado el rango jerárquico de la disposición que a continuación se cita- fue pr\>mulgsdo el 
Decreto 2.3S0/1973. de 17 de agosto, cuya imivirtancia es evidente. cv>mo lo demuestra 
que la dis|H>sición final cuarta del Estatuto de los Trabajadores expresamente declarara que 
quednKi en vigor. El artículo segundo del mencionado Decreto consagraba una definición 
del salario, después asumida por el artículo 26 del Estatuto de los Trabajadores. A su 
tenor, tendrían la coiusideración legal de tal, -sin otras excepciones que las señaladas en 
el artículo siguiente, las pea-epciones económicas de los trabajadoa*s, en dinervi o en 
especie. pt>r la prestación pnifesional de los serv icios laKirales por cuenta ajena, ya



retribuyan el trabajo efectivo, ciutlquieni que sea la fonnn de reinuncrnción, o los pcrit>d»>s 
(le descaaso computable.s como de tnihajo». Por su parle, el artículo 3 del inisuio Decreto 
negaba l:i condición legal de s;ilarío a las •indeiimizaciones correspondientes u traslados. 
sus[>ensiones o despidos*. Bl marco nontuitivo en que insertaba el mencionado D ecrelo . 
que, como se lia dicho, dejaba indemne, |H ir la obvia rizón ya expuesta, a la Ley de 
Contrato de Trabajo de 1944. obligaba a entender que el concepto de salario que 
consa]>raha hacía sólo referencia al de canícter e-striclo. sin privar de lal condición a los 
otros beneficios derivados del contrato de trabajo, aludidos en el artículo 37 de la referida 
Ley de 1944. ü< rmalidad del Decreti> de 1973, conio su propio nombre indica, fue la 
ordenación del .salario en tanto que retribución inmediata y directa de la prestación de 
servicios, señalando su estnictura la que desglosaba en salarii>-base y en complementos 
siilariales. Li fijación de este concepto estriclo del saJario, que no eliminaba para oíros 
efectos el amplio antes referid»), constituía evidente necesidad, entre «liras razones, para 
anm>ni£ir la legislación de trabajo y la de seguridad st>cial, <L*ula la innovación mtr<Hliictda 
en ésta |H>r la Ley 24/1972, de 21 de junio, que marcaba la sustitución de las bases 
tarifad4is por un sistema que se hallara más en consonancia con los sabinos -los estríctos- 
realmente |>ercibidos |Hir el trabajadt>r. Pero, naturalmente, la previsiones establecidas |Hir 
el Decreto de 17 de agosto de 1973 no entrat'iaron limitación alguna en el ámbito de los 
privilegios del salario, que siguieron actuando de.sde la concepción amplia del niiMin). 
sitiwción legal expuesta ni> fue alteratb [lor la Ley de Relaciones Lal>*>rales de 8 de abnl 
de 1976. Es m.ís, su artículo 32 introdujo ctanficación al resiH.-clo al referir la condición 
de créditos smgulannente privilegiados a los -conceptos sustitutivos del salario-. Coiiu> ya 
se ha indicado, el artículo 26 del Eslatuti> de los Trabajadores reproduce en lo esencial el 
concepto del salario que consagró el artículo 2 del Decreto 2.380/1973 y niega carácter 
de tal a las • indemnizaciones corre.sp<indientcs a traslados, suspensiones o despidos-. Mas 
dicho artículo no supuso la exclusión de un concepto amplio del salario que incidiera en 
el ámbito de los privilegios. Se sustenta esta conclusión en las razones siguientes: Primera. 
Porque la citada definición sigue referida al salario estrictí» y mantiene finalidad 
encaminada a su ordenación y fijación de su e.stnictura (articulo 27), manteniendo la ya 
preconizada |>or el Decrelo de 17 de agosto de 1973. Basta comprobar para ello las 
alusiones que hace en otros artículos al salario base y a los complementos salariales 
(artículos 25. 28 y 34. entre otros). Segunda, Porque, aiin denigada la ley de Contrato de 
Trabajo de 1944 por la final tercera del Estatuto de los Trabajadores, la final cuarta del 
mismo Estatuto, en el atípico sistema de integración nonnativa que consagra, ordena que 
c«)ntiniiarán en vigor las disposiciones ct>n rango de ley que regulan cuestiones relativas 
a salarios no reguladíts )-x»r el Estatuto, lo que [tennite entender la subsistencia, del 
concepto amplio que figura en el artículo 37 de la citada Ley de Contrato de Trabajo, para 
su incidencia en el ámbito de los privilegios salariale,s. Tercera. Porque |)ese al calificativo 
«salarial, que identifica al Fondo de Garantía que regula el artículo 33 del E.slatiito de los 
Trabajadores, el ámbito de protección que dicho organismo dispensa no sólo se refiere a 
los débitos salaríales en sentido estricto, sino que también almarca indemnizaciones 
derivadas de la extinción del contrato de trabajo, las cuales, en nuestra tradición liistórica, 
correspondían al concepto amplio del salario. Cuarta. Porque el artículo 33 del Estatuto 
de los Trab,ijadon:s en su apartado cuarto dispone que el FOGASA asumirá las 
obligaciones especificadas en los niímems anteriores -aimno a los trabajadores del importe 
de los salarios |>endientes de pago, así como a las indemniz;tcione.s a causa de despido o 
extinción de los contratos de tralujo confonne a los artículos 50 y 51 del Estatuto de los 
Tralvijadores- y que para el reembolso de las cantidades -se subrogará en los derechos y 
acciones de los trab.ijadores. conservando el carácter de créditos privilegiados que les 
confiere el artículo 32 de e,sta Ley». Esta iHlima precisión legal, la c«>nservación del 
carácter privilegiado de unos y otr«>s créditos -los que c«>rrcs[H*nden al salario estricto y



los que obedecen a indemnizaciünes por la extinción del contrata de trabajo, pues a arabos 
se refiere el precepto, sin que sea válido introducir una distincii^n que en el mismo no se 
luce-, «dqtiiere especial relevancia pues denota que el articulo 32. en la regulación que 
contiene en materia de privilegios, refiere éstos a lo que venimos llamando concepto 
amplio del salario, en el que se incluye no sólo la retribución inmediata y direcu sino loi 
demás beneficios que derivan del contrato de tnluijo, como son las indemnizaciones por 
extinción del contrato de traliajo. De entenderse de otro modo carecería de lógica el 
mandato que figura en el último inciso del articulo 33.4 conforme al cual si los créditos 
satisfechos por el FOGASA concurrieran con los que pueden conservar Uw trabajadores 
|xir la parte no satisfecha por aquél, unos y otros se abonarán a pn>rrata de sus respectivos 
impi>rlcs, pues si se mantiene que las indemnizaciones por cese no se encuentran 
iimpanidas jx»r el artículo 32 no tendna explicación que lo pagado por FOGASA p»)r Ul 
concepto tuvieni que ser considerado a efectos de la indicada prorrata, cuando los créditos 
no cobrados ¡mr los tralwjadores fueran salariales, en su sentido estricto,y, por lo tanto, 
mdiseiitihlemente dotados de preferencias.

b) De entendenie que las indemnizaciones pt»r extinción del contrato de trabajo 
no encuentran cobijo en el ámbito de protección que di.spen.sa el articulo 32 del Estatuto 
de los Tralwjadores, ¡x>r considerar que el mismo .stMo atribuye privilegio a los créditos 
priKedcntes de impago del .salario entendido en su sentido estricto, habría que convenir 
que los créditos generados por el impago de aquéllas, tendrían que buscar refugio en el 
ordenamiento común. Mas es el ca.so que en el CiSdigo Civil no encontrarían otro amparo 
que el que corresponde a los créditos recontKridos ptjr sentencia, pues el artículo 1924.2 
atribuye preferencia a los créditos devengados p*ir «los salarios y sueldos de los 
trabajadores pt»r cuenta ajena*, ptir lo cual la expresión -salano* contenida en tal precepto, 
que habría de ser interpretada a la luz de los preceptos laborales, impediría que se 
beneficiaran de tal preferencia los ca lilo s  conesp<,indjentes a indemnizaciones p»>r cese; 
conclusión é.sta que no pareare admisible.

c) El artículo 90.2 de la Ley General de la Seguridad S(KÍal expresamente 
dispone que las prestaciones que deben satisfacer los empresarios a su cargo tendrán el 
carácter de créditos privilegiados gozando al efecto del régimen establecido por el articulo 
59 de la Ley de Contrato de Trabajo. No es dudoso que la mencionada cita ha de 
entenderse referida en la actualidad al artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, pues 
es la nonna que en nuestro ordenamiento laboral sustituye a la que figuraba en dicho 
artículo 59. Supvwe el mandato legal referido que tixlas las prestaciones, incluso aquellas 
que no son sustitutivas del salario, se encuentran dotadas de los privilegios y preferencias 
que con.sagra el citado artículo 32. Siendo ello a.sí no resultaría conclusión lógica que el 
ámbito de cobertura que ofrece el mencionado artículo afectara de manera tan importante 
a las prestaciones de la Seguridad Stvial y que. sin embargo, no actuara en el campt» de 
la.s indemnizacione.s por extinción del vínculo laKtral. ciuindo las mismas compcn.san una 
]ierdida del trabajo por causa no imputable al trabajador. Se ha de tener en cuenU. 
además, que dichas indemnizaciones son fijadas por la ley atendiendo a la antigüedad y 
a la cuantía del .salario, en st concepción estricta, sin tener en cuenU otros eventuales 
perjuicios que de dicho ce.se se irroguen al trabajador, ya que las reglas que establece al 
respecto la legalidad vigente determitian su exacta cuantificación. excluyendo que el 
Juzgador pueda valorar de otro miHio los daños y pcrjuicim cau-sados pt>r el cese impuesto 
por el empnaario (Sentencia.s de 18 de julio de 1989 y de 23 de ivtubre de 1990. ambas 
de la Sala de lo &KÍal de este Tribunal).

Analizando el referido Aulo de la Sala de Conflictos de Competencia,s del Tribunal 

Suprennj ine resulla muy difícil entender ia subsistencia que pretende del artículo 37 de la Ley de



Contrato de Trabajo de 1944, fundamentalmente porque el Estatuto de los Trabajadores en su 

Disposicu^n Final Cuarta mantiene en vigor, en calidad de normas reglamentarias, las 

disposiciones con rangt) de Ley "¡...¡ que regulan cuestiones no contempladas por el propio 

Estatuto Je tos Trabajadores" y , evidentemente, e¡ concepto de salario sí ha sido regulado por el 

Estatuto de los Trabajadores en el artículo 26. En consecuencia, considero que la interpretación 

del Auto del Tribunal Supremo, en este sentido, no se ajusta al criterio que debería realizarse, 

sobre todo si consideramos que la Sala I* del mismo Tribunal, en Sentencia de 11 de mayo de 

1992. en su Fundamento de Derecho Segundo habla de la vigencia reglamentaria del Decreto 

2.380/1973, sobre ordenación del salario, expresamente vigente por la Disposición Final Cuarta, 

apartado 2 del Estatuto de los Trabajadores, sin hacer ninguna reterencia al artículo 37 de la Ley 

de Contrato de Trabajo.

6.2.1 El concepto de .salario en sentido amplio.

Como se recoge en el encabezamiento del comentario efectuado por E f r ÉN Bo r r a j o  

D a c r u z " '^ ’ sobre el Auto del Tribunal Supremo, de fecha 27 de Junio de 1992, el concepto legal 

de salario, en .sentido amplio, comprende tanto la contraprestación económica directa e inmediata 

por la prestación de un servicio como otros beneficios que tienen su causa en el contrato de 

trabajo, tales como las indemnizaciones por extinción de contrato.

El Fundamento de Derecho Quinto de la Sentencia de la Sala M del Tribunal Supremo, 

de fecha 11 de mayt) de 1992, dice que ' / • • • /  parece, pese a k h Jo , claro, que las opiniones 

extensivas del concepto salarial en relación con las garantías salariales, suelen partir, para 

extraer sus consecuencias, Je una supuesta Jeficiente regulación Je la materia y Je una 

formulación literal inadecuada Je las normas aplicables, cuyo sentiJo Jebe integrarse en la 

Junción Je otras normas

Asimismo, las posturas que sostienen una interpretación ampliadora del concepto, llegan 

a la conclusión de estimar incluidas las indemnizaciones en la preferencia del crédito salarial, dado 

que constituyen un salario diferido y complementario, que se abona al trabajador cuando cesa en 

la empresa por causas que no le son imputables, es decir, como un valor equivalente en el empleo

(169) B<iKK\ir> Dacri, '/. El-Kf-N; "Coincntarin al Aulo dcl Tribunal Supremo (Sala de Conflictos) de 27 de Junio de 
1992". Revista actualidad y derecho; Núinem 40 año 1992. rcícrcncia 649.



y unos salarios que se dejaron de percibir, tal y como señala la Sentencia recurrida ante el 

Tribunal Supremo que dio lugar a la Sentencia de la Sala 1* de 11 de mayo de 1992.

6.2.2 El concepto de salario en sentido estricto.

El concepto legal del salario, en sentido estricto, se limita a las contraprestaciones directas 

e inmediatas por el trabajo prestado, a pagar por el empresario, excluyendo, en consecuencia, 

cualquier otro beneficio que pudiera corresponder al trabajador''^’.

Volviendo at Fundamento de Derecho Quinto de la citada Sentencia de la Sala M del 

Tribunal Supremo, '/•••/ ¡ns opiniones que se ajustan. Je mejor manera, a los lextos Je la Ley. 

que son las que en comparación con ¡as opiniones extensivas, ptulieran Jenominarse restrictivas, 

no necesitan forzar estas y explican plausihlemante ¡a -ratio- normativa".

6.2.3 La doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo.

Como he dicho anteriormente, respecto al problema de la naturaleza salarial de las 

indemnizaciones, han sido contradictorias las posturas de las Salas de lo Civil y de lo Social del 

Tribunal Supremo, habiiíndosc pronunciado, en el citado Auto de 27 de junio de 1992, ta Sala 

Especial de Conflictos de Competencias.

Para conocer con exactitud cuál eran la.s posturas de las Salas del Tribunal Supremo, es 

conveniente repasar, una vez más, la Sentencia de la Sala I’ , de 11 de mayo de 1992. y el Auto 

de la Sala Especial de Conflictos, de 27 de junio del mismo año. Ambas Salas ofrecen un amplio 

panorama histiírico en torno a la problemática objeto del presente estudio que a continuación paso 

a describir.

A. La doclrínu de la .salu de lo civil.

La Doctrina de la Sala de lo Civil, especialmente a partir de la Sentencia de 11 de Mayo 

de 1992, declara que los privilegios que consagra el artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores 

srtio afectan al .salario, entendido .segün el concepto que ofrece el artículo 26 del misnH> cuerpo

(170) Bo r r a jo  D a i 'RIV., E it u In ; *Rc>isla acUulidiKl y  dcrechi>*, (»>bri ciiada en b  NPP n® 16<), páp. 228i



legal, sin abarcar, por tanto, las indemnizaciones por cese.

En general mi cal>e desconi)cer que la Jurisprudencia de e.st;i ShIíi se ha inclinado, 
hnbitualinente, por soluciones de amplitud en la equipaniciiSn de otros conceptos a salario. 
Un resiuncn de esta posiciiSn, con abundantes citas jtiríspnidenciales contiene la sentencia 
de 22 de noviembre de 1991: (...I sin embargo, la Sentencia de esta Sala de 25 de enero 
de 1991 había sostenido que -no ofrece duda |>«)!émica de mayor im[>onancia. el orden 
preferencial de los créditos superjirivilegiados del artículo 32.1 del Estalulo de los 
Trabajadores y los incluidos como indemnizacíone.s por cese lalniral. ya que los prímeros 
fueron hechos efectivos en su totalidad y cancelados... y los segundos no tienen la 
consideraciiSn de salarios, y, (tur tanto, no estiin investidos de privilegio alguno*.

L'i discrepancia entre sentencias, obliga a reflexionar sobre la cueslitSn. | . . . |  En 
efecto, pre.scindiendo de ¡mtecedentes hisliSrícos y e.specificos más remotos, c<«no son el 
CiSdigo de Trabajo de 1926 (art. 16), Ley de contrato de trabajo de 1931 (art. 55). Ley 
de contrato de tntbajo de 1944, (art. 59), nos detendremos en la Ley de relaciones 
laborales 16/1976 de 8 de abril, y en su artículo 32 que, como antecedente más directo e 
mmediato, |>emule en funciiSn de las diferencias establecer en este |)unto l.is 
nuxlincaciones que el legislador posterior intrtxlujo en el sistema: esta Ley que. entre otras 
Tmalidades, pretendió aclarar y mejorar el artículo 59 de la precedente ley de contrato de 
trabajo |>osiblcmente haciéndose eco de algunas de las .sentencias recogidas en el 
fund.'unento c«iartc>, concretamente las sentencias de 29.05.1970 y 27.03.1971, al 
establecer la categoría de créditos •singularmente privilegiados*, se refiere a los *crédilos 
|>»)r salarios o conceptos suslitulivos del salario* y a renglón seguido, habla de -créditos 
salariales o asimilados*. | . . . |  En cambio, el actiui artículo 26 del Estatuto de los 
Trabajadores (que potenció en noUtbles a.spectos la fuerza de los privilegios salariales, 
e.sf)ecialmente, en relación con el llamado .superprivilegio del n“ 1). no sólo eliminó la 
expresión ^conceptos sustitutivos del salario* o la de -conceptos asimilados*, sino que 
enfrentando directamente el problema estableció sin ambages en el apartado 2, que las 
indemnizaciones correspondiente.s a de,spidos, entre otras partida.s, no tienen la 
consideración de salario.s; jxir ello, puesto en relación este artículo con el artículo 32.3 del 
Estatuto de los Tral)aj.idores, que se refiere a la.s «garantías del salario», tienen difícil 
encujidre entre los -créditos singulannente privilegiados*, unos créditos que previamente 
han sido excluidos -expressis verhis*. (se supone que con conocimiento de toda In 
problemática subyacente), p*>r el legislador, de la niKión de salario. Mantener la ficción 
de que no se quiso innovar nada en esta materia, no parece sostenible, ni aún con el 
argumento de integrar la interpretación de estos preceptos con la remisión que efectúa el 
apartado 4 del artículo 33, relativo a las obligaciones del Fondo de Ganmtía, al articulo 
32, pues, | . . . |  tal remisión, mal puede inteq>retarse como supresora de los contenidos que 
a li>s referidos preceptos atribuye el legislador en perfecta co«irdinación, máxime si se 
pien.sa que la acción de subrogación no puede ir más allá, jxjr ser una noción ancilar, de 
los límites del objeto de la subrogación al que tiene que ceñirse por exigencias de .su 
propia función, sobre todo ctuuido esta normal interpretación fluye, sin ]>rubleinas, de la 
lectura del citado precepto que al señalar el alcance de la .subrogación mantiene y conser\-a 
los privilegios que existen, pero no puede inventar ni añadir nuevos privilegios, sino que 
simplemente se subroga, en lo demás, conforme a la naturaleza de los derechos y acciones 
restantes.

La cunfinnación de esta interpretación la proporciona el Real Decreto SOS/1985, 
de 6 de marzo sobre organización y funcionamiento del fondo de garantía salarial que tras 
distinguir (...) las «prestaciones p<ir .salarios pendientes de pago* y las «prestaciones 
indemnizatorias*, | . . . |  que no toda cantidad satisfecha p«ir el mismo al trabajador genera



la preferencia del anículu 32. (Scnlencia del Tnbunai Supremo Sala 1*. 11 de nuyu de 
1992).

Posteriurmente el mismo criterio ha sido mantenido por las Sentencias de 12 de marzo de 

1993 y 24 de mayo de 1993.

B. La doclrina de la sala de lo social.

Por su parte, la doctrina emanada de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo está en 

contradicci(')n con la que he recogido de la Sala Primera.

Li jurisprudencia del Tribunal Supremo -Sala de lo S«KÍal-. | . . . |  entiende 
asimilables, en orden al privilegio salarial a las indemnizaciones denvadas de la eximción 
de la relación lalniral, |...]  de forma que a la acepcit^n estricta de salario, sejiün el artículo 
26.1 de dicho Estatuto, debe de contraponerse otra más amplia extensible a las 
indemniz;iciones, a los efectos del derecho preiativo o de privilegio, (...| el artículo 32 del 
Estatuto de los Trabiyadores no sólo afecta al salario, entendido en su sentido estncto. sino 
que también abarca las indemnizaciones que son debidas al trabajador p«)r la extmción del 
contrato de trabajo. Reflejan esta doctrina, entre otras, las sentencias de 23 de ixrtubre de 
1986, 30 de junio de 1987, 19 de diciembre del misino año, 27 de juho de 1988, 15 de 
diciembre de 1988, 3 de ivtubre de 1990, 24 de julio y 26 de febrero, también de 1990.

C. La sala especial de cunflictos de competencia.

Esta Sala, en frecuentes ocasiones, ha tenido ocasión de pronunciarse s '̂ihre la cuestii^n. 

sentando criterio que coincide con la Jurisprudencia consolidada de la Sala de lo Social; así lo 

manifie.stan, entre otras, las resoluciones de 28 de enero de 1983. 24 de enero de 1986. !2 de 

junio y 19 de octubre de 1987 y 22 de octubre de 1991, así como en el reiterado Auto de 27 de 

junio de 1992.

Ahora bien, como en el Auto de junio de 1992 se recoge, “La disparidad jurisprudencial 

que se ha puesto de relieve no puede ser resuelta por esta Sala Especial de Ctmfliaos de 

Competencia al resolver el que ame la misma pende, ya que el presente auto, corearme a la 

leaalidad vigente, sólo proyeaa su decisión sobre el caso concreto que enjuicia, sin que la 

doctrina que sienta produzca efeao unificador que venga a corregir la dispersión que. en 

ocasiones, manifiesta la jurisprudencia sentada por el \-érrice de los distintos Ordenes 

Jurisdiccionales. La existencia del Tribunal Supremo, al que el artículo ¡23 de la Otnstitución



proclama como •^órgano jurisdiccional superior en rodos los órdenes-, requeriría, como ya sucede 

en algunos ordenamientos positivos extranjeros, que la ley arbitrare mecanismo adecuado para 

corregir una eventual Jurisprtidenáa contradictoria, determinante de una inseguridad jurídica no 

conciliable con el expreso mandato del artículo 9,3 de la citada ley suprema”.

6.3. El privilegio ucluul de las indemni/iiciun&i.

Como consccuenciu de la.s discrepancias existentes en torno a la interpretacii^n que debía 

hacerse del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores en lo relativo a las indemnizaciones, la 

Ley 11/1994, de 19 de mayo, ha modificado, entre otros, los apartados tres, cuatro y cinco del 

artículo 32 del Estatuto Je los trabajadores, quedando redactados de la siguiente forma:

Art. 32. Caramííts del saluriu,
3. ü)s créditos p»>r salarios no protegidos en los niíiiieros anteriores tendrán l.i 

condición de singulannente privilegiados en la cuantía que resulte de multiplicar el triple 
del salario mínimo interpmfesional por el número de días de sjtlario pendientes de pago, 
gozando de preferencia sobre cualquier otro crédito, excepto los créditos con derecho real, 
en los supuestos en los que éstos, con arreglo a la Ley, sean preferentes, ü» misnta 
consideracitSn tendrán las indemnizaciones |x>r despido en la cuantía correspondiente al 
mínimo legal calculada sobre un.i ba.se que no supere el triple del salario mínimo.

4. Lís preferencias reconocidas en los números precedentes serán de aplicaciiín 
tanto en el supuesto de que el empresario haya iniciado un pnK'edimiento concursal, como 
en ciudquier otro en el que concurra con otro u otros créditos sobre biene.s del empresario.

5. Las accion&s que puedan ejercitar los trabajadores para el cobro de los créditos 
a los que se refiere este artículo n*i quedarán en stlspenso pir la tramitación de un 
priKedimiento concursal.

6.3.1 Limitaciones ul privilegio.

Del análisis de esta reforma se comprueba que las indemnizaciones por despido gozarán 

de la misma preferencia que los salarios comprendidos en el apartado 3 del artículo 32, pero 

limitando dicho privilegio a la cuantía correspondiente al mínimo legal calculada sobre una ba.sc 

que no supere el triple del salario mínimo. Es decir, en el supuesto de generarse una 

indemnización de las previstas en el artículo 56 .1 a) del Estatuto de los Trabajadores, por ejemplo, 

la cuantía de la indemnización garantizada por la nueva redacción del artículo 32.3 se limitaría a 

la que resulte de multiplicar el triple del salario mínimo por los cuarenta y cinco días por cada año 

de servicio, hasta un máximo de cuarenta y dos mensualidades; de forma que si el salario que el



trabajador venfa percibiendo era de 200.000 pesetas mensuaJes, con dos años de antigüedad, el 

crédito resultante sería el siguiente;

200.000
---------------- = 6.666 X 45 = 300.000 x 2 (años) = 600.000 pesetas

30

Sin embargo, a pesar de que el crédito por indemnizaciones alcance las 600.000 pesetas, 

el privilegio otorgado por el artículo 32.3 del Estatuto de ios Trabajadores se limitaría a las 

siguientes cantidades:

62.700(S.M.I. año 95) X 3 = 188.100

188.100
= 6.270 X 45 = 282.150 x 2 (años) = 564.300 pesetas

30

En definitiva, la cuantía del crédito pt>r indemnizaciones puede que no esté privilegiada 

en su totalidad, debido a la limitaci*5n recogida en el modificado apartado 3 del artículo 32 del 

Estatuto de los Trabajadores.

Una segunda cuestii5n que considero interesante puntualizar es la limitaci*in que se ha 

realizado en relaciiín con las indemnizaciones garantizadas, pues la redacci<1n del apartado 3 del 

artículo 32 se refiere exclusivamente a las indemnizaciones por despido, pero no hace referencia 

a la-s restantes indemnizaciones que puedan corresponder al trabajador, eü decir, la.s comprendidas 

en los artículos 4 1.3. 50.2, 5 1.8 y 53 .1. Nuevamente surgirá la duda en tomo al privilegio de los 

créditos de los trabajadores por indemnizaciones, ¿estarán garantizadas tixJas las indemnizaciones 

que tenga derecho a percibir o, por el contrario, el privilegio se limitará a las indemnizaciones p».)r 

despido? Todo hace presumir que, en este caso, el criterio que se utilice por la jurisprudencia sea 

lo suficientemente extensivo como para amparar las situaciones de necesidad que se originen a los 

trabajadores. Ahora bien, cabe preguntarse por qué el legislador ha limitado la protección a las 

indemnizaciones por despido; ya que, si quería haber protegido a tixlas las indemnizaciones ¿ por 

qué no lo ha hecho?, ¿será un despiste del legislador o realmente la pretensión ha sido garantizar 

tínicamente las indemnizaciones por despido?

En cualquier caso, me inclino por la interpretación extensiva de la protección de las 

indemnizaciones, pero más por una intuición de futuro que p<ir un criterio de aplicación de la 

norma, pues, a>mo sucedía antes de la reforma, la redacción actual es suficientemente concisa; 

"La misma consideración tendrán las indemnizaciones por despido'.



6.3.2 Su incidencia en las procedimientos concursuics.

Como coasecuencia de la reforma introducida en los apartados 4 y 5 del artículo 32, por 

la Ley 11/1994, la preferencia reconocida u las indemnizaciones por despido, con las limitaciones 

a las que anteriormente he hecho referencia, serán también de aplicación en el supuesto de la 

existencia de un procedimiento concursal, remitiéndome al respecto a lo desarn)llado en el 

apartado 5 de este mismo capítulo. Asimismo, los trabajadores, en relaciiln con las 

indemnizaciones protegidas en el artículo 32.3, gozarán de los derechos de abstencti^n y, 

fundamentalmente, de ejecucii^n separada, al igual que los créditos salariales a los que me he 

referido en el apartado 5 de este capítulo.

En este sentido hay que destacar la eliminación de lu referencia a ios créditos salariales 

efectuada anteriormente en los apartados 4 y 5 del artículo 32.

6.4. Conclusiones.

Del análisis de las posturas doctrinales mantenidas por el Tribunal Supremo con 

anterioridad a la reforma, se puede observar que la jurisprudencia ejerce una importante fiinción 

de integración del Derecho, pero esa integración, en ocasiones, puede conducir a que por parte 

de los órganos jurisdiccionales .se llegue a interferir en posiciones que resultan propias del p<)dcr 

legislativo, aunque resultaría complicado entrar ahora en la discusión acerca de la .superposición 

de algún poder sobre otro.

La solución interpretativa que se efectuó de los artículos 26 y 32 del Estatuto de los 

Trabajadores, hay que buscarla en el “socorrido’ artículo 3 .1 del Código Civil, de donde se puede 

extraer que la doctrina juri.sprudencial de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo tenía su 

defensa en que las normas hay que interpretarlas en relación con la realidad social del tiempo en 

que han de ser aplicadas, atendiendo al espíritu y finalidad de aquéllas. Resultando que el espíritu 

y la realidad social a que atiende el Estatuto de los Trabajadores, imponen una interpretación 

extensiva del salario.

Sin embargo, continuando con lo dispue.sto en el citado artículo 3.1 del Código Civil, las 

normas deberán interpretarse segün el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto 

y los antecedentes históricos y legislativos, cuestión ésta que me lleva a pensar que, de acuerdo



con el Fundamento de Derecho Sexto de la Sentencia de la Sala 1* del Tribunal Supremo antes 

citada, el Estatuto de ios Trabajadores, en el artículo 26. no sólo eliminó la expresión 'conceptos 

sustitutivos del sulario" o la de "concepios asimilados’, sino que enfrentando directamente el 

problema estableciil sin ambages en el apartado 2. que las indemnizaciones correspondientes a 

despidos, entre otras partidas, no tenían la condición de salario.

Por ello, tal y como mantuvo el Ministerio Fiscal en su informe para el caso resuelto por 

el Auto de la Sala Especial, ateniéndose al concepto de salario en su sentido estricto, 'las leyes 

en ocasiones significan lo que su letra dice".

No obstante, tras la reforma intrtxiucida por la Ley 11/1994, el problema se centrará en 

delimitar si todas las indemnizaciones gozan del privilegio del apartado 3 del artículo 32 del 

Estatuto de los Trabajadores o, por el contrario, dicho privilegio se limita a las indemnizaciones 

por despido, excluyendo los restantes conceptos indemnizatorios.



7. CONCLUSIONES SOBRE LA CONCURRENCIA DE LOS CREDITOS

SALARIALES Y LOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

En mi opinitín. la comparación que en la actualidad se deberá efectuar entre los créditos 

salariales y los créditos de la Seguridad Social, en orden a determinar la prelaciiin que cada cual 

ostenta, es lu siguiente:

PRIMERO.- Los créditos salariales protegidos por el artículo 32.1. del Estatuto de los 

Trabajadores, son preferentes a cualquier crédito de la Seguridad Social, con independencia de que 

éstos se encuentren preventivamente anotados o no.

SEGUNDO.- Los créditos garantizados por el apartado 2 del artículo 32 del Estatuto de 

los Trabajadores, .son, asimismo, preferentes a cualquier crédito de la Seguridad Social.

TERCERO.- En relacu^n con los bienes inmuebles, los créditos salariales garantizados por 

el denominado privilegio general ordinario cederán ante la preferencia de los créditos de la 

Seguridad Social cuando éstos .se encuentren garantizados mediante la correspondiente anotacit'in 

preventiva de embargo. Evidentemente, la preferencia del crédito de la Seguridad Social vendrá 

determinada, en este ca.so, por la anotacii^n preventiva de embargo y, consecuentemente, srtio será 

preferido cuando el crédito salarial halla nacido con posterioridad a la fecha de la anotacii^n 

preventiva.

Sin embargo, como he dicho anteriormente, la reserva del artículo 32.3 del Estatuto de 

los Trabajadores no es extensible, en mi opini(^n, a los créditos garantizados mediante anotacii'in 

preventiva de embargo sobre bienes muebles su.sceptibles de hipoteca mobiliaria y prenda sin 

desplazamiento, conforme a la Ley de 16 de diciembre de 1954"” '. En consecuencia, en relación 

con el embargo de bienes muebles, el crédito de la Seguridad Social cederá en lodo caso su 

privilegio ante el otorgado a los trabajadores en el artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores.

CUARTO.- La nueva redacción de los apartados 3, 4 y 5 del Estatuto de los Trabajadores, 

introducida por la Ley 11/1994, de 19 de mayo, ha solucionado definitivamente la controversia 

existente entre lus Salas de lo Civil y de lo Social del Tribunal Supremo en torno al carácter 

privilegiado o no que debía dar.se a las indemnizaciones que los trabajadores tienen derecho a 

percibir en caso de extinción de su contrato de trabajo. En la actualidad, las indemnizaciones por

(171) Ver en el Capítulo J® de esta secunda parte, el apartada •1.2.3; p.1j¡. 270.



dcspidti tendrán la misma consideración que los salarios garantizados en cl apartado 3 del artículo 

32, pero limitando su cuantía al mínimo legal calculada sobre una base que no supere el triple del 

salario mínimo.

iS'o obstante, se puede ocasionar una nueva discusiiín en relación con las indemnizaciones 

prote};idas. pues el tenor literal de la norma se refiere exclusivamente a las indemnizaciones por 

despido, omitiendo cualquier referencia a las restantes indemnizaci«»ncs que puedan corresponder 

al trabajador. En mi opinión, el criterio a seguir será ci>n tinla probabilidad de carácter extensivo, 

fundamentalmente atendiendo a la limitación en la cuantía, pero deberíamos retlexionar sobre el 

verdadero cometido de his poderes legislativos y judicial. Si el legislador quiere decir algo, que 

lo diga bien.
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1. ORIGEN HISl'ÓRICO DEL CRÉDITO HIPOTECARIO.

1.1. Introducción: "ElFignus".

Con la finalidad de alcanzar una mayor comprensión de la situación actual en torno a los 

acreedores hipotecarios, resulta interesante efectuar un somero análisis de los antecedentes 

históricos que dieron lugar a la aparición del crédito hipotecario. Dicho análisis lo voy a centrar 

en los derechos reales de garantía existentes en el Derecho Romano, dejando a un lado el Derecho 

Griego y el Derecho Helenístico que constituyen el verdadero origen del término "Hypotheca".

La primero cuestión que es necesario resaltar es que en el Derecho Romano el concepto 

de “pignus" comprendía unitariamente instituciones como la prenda y la hiptneca. que en los 

derechos modernos están perfectamente diferenciados. Juan DE Churruca'*’̂ ', en las 

obser\’aciones previas que realiza en su capítulo sobre el pignus, señala lo siguiente: 'El «pignus» 

era la institución romana que corresponde básicamente a la prenda, a la hipoteca y en parte a 

la anticresis de los derechos actuales, y que en substancia consistía en la afeaación de una cosa 

propiedad del deudor en garantía de una obligación contraída. / . . . /  Para evitar importantes 

desenfoques histórico-jurídicos hay que tener también en cuenta una serie de puntos. En primer 

lugar que el concepto romano de p̂ignus>> comprendía unitariamente instituciones como la prenda 

y la hipoteca que en los derechos modernos están peifeaamente diferenciados, y además otra serie 

de modalidades de garantía real que luego no llegaron a desarrollarse como instituciones 

específicas. Sería por tanto anacrónico esperar que en la normativa del ^pignus-- romano se diese 

una precisión de detalle análoga a la de las correspondientes instituciones de derecho moderno. 

La diferencia queda además acrecentada en nuestro caso por ¡a falta en el mundo romano de un 

instrumento fitndamental para nuestra institución, como es la publicidad’ .

En el mismo sentido JOAQUiN A r ia s  R a m o s '" ^ ' dice: "En las legislaciones posteriores y  

en el Derecho moderno, prenda e hipoteca se presentan como instituciones bien destacadas una 

de otra. Los romanos las consideraron sustancialmente idénticas —inter pignum rt hypothecan:

tl72) Ji'AN DE Ch i 'RRITa ; ■•Pignus» Derecho Romano de obligaciones. -Homenaje al p ro fev r J o s t  L n> M i’RtíA-*; 
Editorial Ccnlro de Estudias Ramón Airees. S.A.. 1994, Págs. 333 y 334,

(173> AklAS Ramos, JoAyiiÍN; ‘ Derecho ti>mano t". Editorial R o ’isü  de Derecho Privado, 13* Edh.k'n. M adnJ *,974 
Pág 314.



lantum sonus mminis difert». se afirma en un texto atribuido a Marciano  (D. , 20 ,1 ,5 ,1)-, Jando 

poca imponancia a la diferencia de que en la primera la posesión de ¡a cosa pignorada pasase 

al acreedor al constituirse, mientras que en la segunda el «ius possidendi» fuese posterior al 

incumplimiento de la obligación y mero preliminar del ejercicio del •’ius distrahendi». Por ello 

suelen exponerse ambas modalidades en los manuales de Derecho romano bajo la denominación 

de <̂ pignus‘> como genérica ",

Con.stíL’uentemente, es necesario tener presente que en sus orígenes la Prenda y la Hipoteca 

estaban configuradas dentro del concepto de "pignus“.

Con la prenda no se transmitía al acreedor la propiedad de la cosa (a diferencia de lo que 

ocurría con la "fiducia"), sino únicamente la posesión. JOAQUÍN ARIAS RamOS"^*' en la obra citada 

señala que "Durante mucho tiempo, la constitución del «pignus» como tal no confería al acreedor 

pignoraticio otra facultad que la de retener la cosa mientras no fitese satisfecha la deuda. La 

filena asegurativa de la prenda radicaba exclusivamente en la coacción que supusiese tal 

retención. Con el pignus en sí no se obtenía otra finalidad, pero se adosaba a su constitución un 

pacto ilex comissoria) por el cual se convenía que, una ve: incumplida la obligación, el acreedor 

se convertiría en propietario de la cosa dada en prenda, o bien se acordaba que el acreedor 

pudiese vender el objeto y cobrarse con el precio (pactum de distrahendo pignore). El primer tipo 

de pacto llegó a ser prohibido por CONSTANTINO: el segundo, acabó haciéndose consustancial con 

la prenda. La jurisprudencia, en tiempo de los Severos, estableció que al constituirse la prenda 

se sobrentendía tácitamente el pacto que concedía e* »ius distrahendi». Esta pasó así de ser 

elemento o cláusula accidental a ser un requisito natural de la prenda, en la cual, salvo expresa 

eliminación formulada por las partes, se daría siempre. JUSTINUNO avanzó más, disponiendo que 

tal convenio de eliminación del «ius vendendi» no tendría otro efecto que el de la necesidad de 

tres notificaciones previas el deudor para poder proceder a la venta; con lo que el «ius 

distrahendi» pasó a ser elemento esencial del «pignus»̂

Continúa diciendo refiriéndose a la palabra HIPOTECA: "Con esta palabra ¡legó a 

indicarse una variedad del «pignus», en la cual el traspaso de la po.sesión de la cosa al acreedor 

no se verifica en el momento mismo de constituirse tal derecho rea!, sino cuando ya la deuda 

garantizada haya quedado incumplida. Hasta entonces, la cosa afectada continúa en posesión de 

su propietario, el cual puede además cambiar, porque nada impide que con tal gravamen, que la

(17*1) Arias Ram os. Jf)A grís; "Dcrccho Romarxi 1", (obra cii.iJa en la NPP n" 173, pág. 241); pdf». 312 y 313.



acompaña como una sombra, la cosa sea enajenada. Incumplida la deuda, comienza -sea 

quienquiera el poseedor de la cosa en tal momento- el ejercicio del -tus possidendim y del -ius 

disirahendi» por parte del acreedor hipotecario.

La hipoteca tuvo su origen en los contratos de arrendamientos de fundos. El arrendatario 

llevaba al fundo arrendado animales, esclavos y aperos de labranza, cosas que se designaban en 

conjunto con la expresión "invecta et illata»; y frecuentemeníe convenía con el arrendador que 

tales «invecta et illata>» garantizasen el pago del precio del arriendo y no pudiesen ser retirados 

por el arrendatario mientras dicha obligación no quedase cumplida.

/ . . . /  Apareció de esta manera una garantía real, en la cual las cosas afeaadas no pasaban 

a la posesión del acreedor arrendador inmediatamente de constituirse ia garantía, sino cuando 

la obligación quedaba incumplida. Tal modalidad, limitada, por una parte, a ¡os -invecta et 

illata», y por otra, a la obligación del arrendatario de pagar ¡a merced del arriendo, se extendió 

a cualesquiera otras cosas y  a cualesquiera otras obligaciones respeao a las cuales se hubiese 

hecho un convenio análogo, en cuyos casos se otorgaba como -utilis^^ la •’actio Ser\iana». Y a 

esta forma de garantía se la designó -con terminología tomada del griego- -’hypotheca». y la 

acción se denominó también, indistintamente, -actio hypothecaña, quasi Serviana- o -Serviarm 

utilis-^

En definitiva, la verdadera distinción en el origen de ambos conceptos debe centrarse en 

el pignus con desplazamiento de la posesión del deudor al acreedor (Prenda) y el pignus sin 

desplazamiento inicial de la posesión {hypotheca).

En relación con el origen del término hypotheca es interesante la evolución analizada por 

Juan de Churruca en la obra citada"” ', donde se recoge un abundante número de textos de 

otros autores acerca de esta cuestión. Como anteriormente he contemplado, el término hypotheca 

proviene del griego (derivado de un verbo cuyo significado es "colocar debajo"). En el mundo de 

habla latina las menciones más antiguas del término se encuentran en dos pasajes del epistolario 

de CiCERÓN. La utilización de las fuentes jurídicas justinianeas por los juristas de la Baja Edad 

Media dio lugar a la reaparición del término hypotheca en la literatura jurídica europea.

El citado autor concluye diciendo: "Que el término griego laxinizado •'hypotheca^  ̂ se 

empleó en la época clásica posiblemente más en el lenguaje de los no juristas que en el de los 

juristas, y más en ¡a zona oriental (donde se fiie generalizando) que en la occidental. Que no

(175) Ji-AS DK C hurruca; ’ -Pignus* (obra ciiacb en la NPP n“ 172, páp. 24D; p i p  337 a 339.



siempre fite el término técnico para designar ni la «VTrofl̂ jcij» helenística ni la hipoteca actual. 

Que aun al generalizarse el empleo del término en Oriente, no se llegó a una diferenciación 

conceptual ’̂ pigntiS'hypotheca» del tipo de la actual prenda-hipoteca".

1.2. Concurrenciu de hipotecas sobre un mismo objeto.

1.2.1 Origen.

Para comprender el origen de b  constituciiln de diversas hipotecas sobre un mismo objeto 

en el Derecho Romano'’’'” resulta necesario volver a insistir en que los conceptos de Prenda e 

Hipt)teca estaban comprendidos unitariamente dentro del pignus. Asimismo, en la evolucit'in del 

pignus. inicialmente y mediante la constitución de la “Icx commissoria" el acreedor se convenía 

en propietario del objeto dado en prenda cuando el deudor incumpliese su obligación, cuestión que 

evidentemente imposibilitaba la existencia de diversas hipotecas sobre un mismo bien. En este 

sentido J U A N  D E  C h u r r u c a *'” ',  en la obra citada, dice lo siguiente: "La pluralidad de hipotecas 

simultáneas sobre tm mismo objeto era imposible en la primitiva concepción del «pignus», en la 

que en caso de impago de la obligación garantizada el objeto pignorado pasaba a ser propiedad 

del acreedor. Dentro de ese marco sólo era posible una pignoración sucesiva de forma que 

únicamente pudiese constituirse una nueva hipoteca sobre un objeto previamente hipoteccuio, 

cuando este hubiese quedado Ubre de la primera hipoteca. Al irse generalizando el sistema de «ius 

vendendi» se ininxiujo la práctica de que cuando el objeto tuviese valor .suficiente para cubrir el 

impago de varias obligaciones, pudiese gravarse ese objeto con sucesivas hipotecas (en garantía 

de sucesivas obligaciones) sin esperar para la constitución de la segunda a que se hubie.se 

extinguido la primera. Los juristas romanos desde la primera mitad del siglo U y posiblemente por 

iniciativa de Juliano entendieron que en tales casos e.xistía una segunda hipoteca suspen.sivamente 

condicionada a la extinción de la primera. De esta forma si la primera obligación era pagada y 

con ello se extinguía la primera hipoteca, se cumplía la condición para que la .segunda hipoteca 

(ya constituida pero hasta entonces en suspenso) tuviese pleno efecto. Esta concepción se combinó

( 176)  S o b re  e l le m a :
Miqi.’IU., J.; "El rango hipotecario cn el Dcrcciw nimaiKi clísico*. A llDE 29 (1959), P.íp. 229-316. 
D 'O hs, a .; 'E l iui5 offeirtxli de lertius". Si Biondi 1. Págs. 213-223.

(177) Jt'AN DI; CHfKRt'CA; "«Pignus» (obra cilada cn la NPP n” 172. páp. 241); 373 y 374.



con frecuencia en la práctica con otra por la que en caso de Impago de la obligación garantizada. 

con ¡a consiguiente venta del objeto por el acreedor y  existencia de una cantidad sobrante 

{superfluum), el segundo acreedor hipotecario, tuviese derecho a cubrirse del impago con ese 

sobrante

En dennltiva, la existencia de varias hipoteca sobre un mismo objeto pudo cobrar fuerza 

con la generalización del ’ius vendendi" como mecanismo de ejecución de la obligación 

garantizada, según el cual se acordaba que, una vez incumplida la obligación, el acreedor pudiese 

vender el objeto y cobrarse con el precio {“pactum de distrahendopignore"^.

Una segunda cuestión que es importante matizar es la diferencia existente entre Prenda e 

Hipoteca, dentro del concepto Romano unitario del pignus, ya que , como señala JOAQUIN ARIas 

Ramos''™': "La prenda, como quiera que implica el paso inmediato de la posesión de la cosa al 

acreedor, no puede constituirse en favor de varios acreedores con créditos independientes, pero 

cabe que se constituyan sobre una misma cosa varias hipotecas, o bien una prenda y una o varias 

hipotecas. Se daba así la posibilidad de obtener todo el rendimiento que el valor de la cosa 

suponía a ios efectos de garantizar créditos, lo cual era una ventaja de la hipoteca sobre la 

fiducia".

1.2.2 Rangu hi polecario.

Reconocida la posibilidad existente en el Derecho Romano de constituirse diversas 

Hipotecas sobre un mismo objeto, el rango para proceder a su ejecución se delimitó por el 

principio "prior in tempore potior in iure"^ es decir, que el ejercicio del "ius vendendi' le 

correspondía al acreedor cuya hipoteca o prenda fíjese de fecha más antigua (atendiendo a la fecha 

de la constitución de dicha garantía y no a la del nacimiento del crédito garantizado). Sin embargo, 

no parece que en el Derecho Romano se cuestionase la distinción entre la prioridad en la ejecución 

y la preferencia para el cobro. Quiero decir con esto que en el Derecho Romano, siguiendo el 

citado principio “prior tempore potior iure", e! acreedor que tenía la preferencia (generalmente 

el primero en el tiempo, a excepción de las hipotecas legales que después analizaré) era a quien 

le corresptindía el ejercicio del ’ius vendendi" o "ius distrahendi" y, consecuentemente, era quien 

cobraba en primer lugar, a diferencia de lo que en puridad jurídica puede plantearse en la

(178) Arias Ram os. Joaquín; ‘ Dcrccl»' RoiraiK> T . <obra citada en la NPP n® 173, p i f .  24l);|>ic. 31S.



actualidad, donde un acreedor (el que primero embargó) puede tener la prioridad en la ejecución 

y sin embargo la preferencia para el cobro, mediante la interposición de la correspondiente tercería 

de mejor derecho, puede corresponderle a otro acreedor (un crédito salarial, por ejemplo).

No parece que en el Derecho Romano se plantease la posibilidad del ejercicio del "itis 

vendendi" por parte del acreedor con la hipoteca o prenda más antigua para que la cantidad 

obtenida fuese entregada, en su caso, a un acreedor que tuviese una hipoteca legal que resultase 

preferente, sino que ese acreedor preferente, aún posterior en el tiempo, tenía el derecho al 

ejercicio del "ius vendenüi". Cuestión que se deduce del análisis de los textos de diversos 

Romanistas'*’''’ y, en especial, de un rescripto de DIOCLECIANO y MAXIMILIANO del año 293 que 

dio rango preferente a la hipoteca de quien había adelantado dinero al deudor para adquirir la cosa 

hipotecada.

En la configuración del Rango de los distintos acreedores es importante resaltar la 

importancia que pudo representar el que no hubiese en Roma un Registro Público operativo, 

cuestión que pudo debilitar considerablemente la concurrencia de prendas o hipotecas sobre un 

mismo objeto.

1.2.3 Alteración del rungo hipotecario.

Como he dicho anteriormente el rango hipotecario quedaba determinado por el principio 

de prioridad temporal. Ahora bien, ese principio podía verse alterado en la práctica por acci(»nes 

que pueden calificarse de carácter procesal y que pueden encuadrarse dentro de la época clásica; 

apareciendo al final de dicha época las denominadas hipotecas legales, que tuvieron su desarrollo 

en la épt)ca pt)stclásica y que constituyeron también una alteración del rango hipotecario, alteración 

que, en mi opinión, podría calificarse de derecho sustantivo para diferenciarlas de las anteriores.

A .- ALTERACIONES DE CARÁCTER PROCESAL.- Como señala JOAQUlN Arias 

Ramos"'*”, en realidad estas alteraciones no constituían excepciones al principio general de 

preferencia, determinada por la fecha del pignus. Dentro de estos supuestos de alteración del rango

(179) di; CntiKRL'OA; '«Pignus» . . . ' ,  (obra cilada en b  NPP n“ 172. páp. 241); píg. 376.
Arias Ramos. Joaqi.'ÍS; ’ Dcrecho Romano f .  (obra citada en la NPP n“ 173, pág. 24l);p ij:. 318. 
Miot'l-J., J.; "El rango hipotecario...*, (obra cilaila en la NPP n® 176. píjr. 244); pílgs. 292 y 293.

(I80> Arias Ram<js, JoaquIn; “Derechti Rotnano I*, (obra cilada en la NPP n“ 173, pág. 24l);pdgs. 319.



hipotecario ( ’successio in ¡ocum’̂ , el denominador común era el hecho de que alguien entraba en 

el rango del primer acreedor, lo que no se entendía como obtener el derecho que antes tenía el 

primer acreedor, sino simplemente como pasar a ocupar su posición hipotecaria en orden a vender 

el objeto cubrirse con el precio de ta venta"*''.

Dentro de este grupo, Juan DE CHURRUCa distingue los siguientes supuestos; La novación 

de la obligación garantizada con primera hipoteca que en virtud del principio de accestiriedad 

quedaba extinguida por la novación, pero de forma que al menos desde Papiniano a la nueva 

hipoteca constituida para garantizar la nueva obligación se le reconocía (si así se convenía 

expresamente entre el deudor y el acreedor pignoraticio) el mismo rango hipotecario que tenía la 

anterior obligación extinguida por la novación. De forma parecida cuando alguien prestaba dinero 

al deudor para pagar al primer acreedor y se convenía expresamente entre el deudor y el mutuante 

que el crédito de éste queda.se garantizado por una hipoteca igual a la del primer acreedor 

extinguida por el pago, la nueva hipoteca del mutuante obtenía el rango preferente que había 

tenido la del anterior primer acreedor. El supuesto más impt)rtante de successio in locum era el 

/í/i offerendi que tenía el segundo (o subsiguiente) acreedor a ofrecer al primero el pago de la 

obligación garantizada: El primer acreedor estaba obligado a aceptar la oferta y una vez realizado 

el pago la primera hipoteca se extinguiría y el oferente al quedar desbloqueada su hip<neca podría 

ejercitar el ius venJendi para cubrirse de la cantidad por él pagada al primer acreedor, de !a deuda 

garantizada por la segunda hipoteca y de los eventuales intereses. Finalmente las fuentes aducen 

un supuesto de succesio in ¡oam  que cabría calificar de pasiva prevista para el cast) de que el 

deudor haya vendido el objeto a un tercero y con el precio de la venta hubiere pagado al primer 

acreedor hipotecario, en tal ca.so el comprador (a pesar de haberse hecho pmpietario) pasaba a 

ocupar la posición hipí>tecaria del primer acreedor hiptitecario liberado, en cuanto queda expuesto 

al 'ius offerendi" del segundo acreedor hipotecario.

B.- ALTERACIONES DE DERECHO SUSTANTIVO.-Aunque evidentemente no se trata 

de un derecho sustantivo como el que conocemos en la actualidad, he querido clasificar así a las 

hipotecas legales para diferenciar el tipo de alteración que se pnxluce en el rango hip<itecarÍo.

Estas hip<itecas legales aparecieron al fmal de la época cllsica, coastituidas por disposición 

de la ley al cumplirse determinados requisitos, estableciéndose definitivamente en la épt>ca

(181) Jl'AS Pl; C h u r r l t a ; ••Pignus» (obra citada en b  N PP n" 172. p i f .  241); pip». 376 y 377



postclásica, alterando et urden hipotecario sin proceder de un acuerdo previo entre las partes.

Estas hipotecas legales tuvieron preferencia para el ejercicio del “ius vendendi", aún siendo 

de fecha posterior a las restantes hipotecas no privilegiadas, produciendo en consecuencia un 

notable debilitamiento de la garantía hipotecaria ordinaria. A lo largo de los siglos, esa 

confrontación entre la hipoteca ordinaria y las hipotecas legales, ha constituido una de las 

tradicionales controversias entre los defensores del tráfico inmobiliario y la colocación de capitales 

por un lado y, por otro, los defensores de garantizar con un especial privilegio el crédito de 

deisrminados acreedores, cuestión que ha convertido en "enemigas históricas" a ambos tipos de 

hipotecas. En nuestro derecho, esta "relación histórica" quedó suficientemente matizada en la 

exposición de motivos de la Ley Hipotecaria de 1861, sin embargo, durante el siglo XX han 

surgido nuevas "hipotecas legales" que una vez más alteran el principio general del rango 

hipotecario.

En definitiva, la posible aparición posterior de un crédito que altere el rango hipotecario 

supone un presunto debilitamiento de la garantía hipotecaria ordinaria regida por el principio 

"prior tempere potior iure".

En el Derecho Romano fijeron consideradas como hipotecas legales las siguientes:

a) La hipoteca general de la cual gozaba el tlsco sobre el patrimonio de los

contribuyentes (probablemente la única hipoteca legal del Derecho clásico según 

el prestigioso romanista alemán WlEAEKER).

b) La hipoteca a favor de la mujer sobre los bienes de) marido, en garantía de la

devolución de la dote.

c) La hipoteca que grava una cosa a favor de quien ha suministrado dinero para

adquirirla o restaurarla.

d) Las hipotecas públicas, es decir, que constaban en documento público o .suscrito

al menos por tres testigos.

Antes de finalizar este apartado de las hipotecas legales es conveniente señalar que, en 

opinión de Juan de Churruca““ ', iniciaimente se trató posiblemente de derechos de preferencia 

en favor de determinados acreedores en la ejecución forzosa del patrimonio del deudor análogos 

a la Protopraxia Helenística. La Protopraxia era propiamente un derecho de revocación por el que

(IK2) Ji AN i)R CiifRHiiCA; ’ .Pignus* (obra cilada en la NPP n“ 172, pdp. 241); pigs, 345.



SU titular (nurmalmente el fisco) podía obtener la cosa afectada (aunque estuviese en poder de un 

tercero adquirente) para preparar la ejecución forzosa de! patrimonio del deudor'‘“ ’.

1.2.4 El "Superfluum".

Voy a finalizar este primer apartado con un problema de carácter procesal que desde sus 

orígenes supuso una cierta complejidad y que en la actualidad continúa planteando diverstis 

interrogantes de orden práctico.

Con el ejercicio del ’ius venJendi' por parte del acreedor se obtenía un precio de la cosa 

vendida. Ahora bien, si con ese precio no quedaba totalmente satisfecho el crédito del actor más 

los eventuales intereses debidos, el acreedor tenía derecho a ejercitar pt)r el resto ( “resiJuum ") la 

accii‘5n derivada de la obligaciiin garantizada (lógicamente sin el privilegio del pignus, agotado con 

el "tus venJendi").

Por el contrario, si el precio de la venta alcanzaba para cubrir el importe de la obligación 

garantizada más los intereses debidos, se consideraba extinguida dicha obligación, quedando el 

acreedor que ejercitaba la venta obligado a entregar el excedente ( "superfluum'') al deudor.

Un problema imptirtanie es el contemplado por Juan de Churruca en la obra citada 

(pág. 45). según el cual, en el supuesto de existir una segunda hipwteca condicionada en la que lo 

que propiamente se gravaba era el superfluum, no la cosa en sí, se ha sugerido una cesión de 

acciones; el segundo acreedor obtendría por cesión la "aaio pigneraticia" út\ deudor para exigir 

el al primer acreedor. Varios pasajes del "D/gmo " afirman que el segundo acreedor

tenía derecho a exigir el "superfluum" al primer acreedor.

Supongo que en el supuesto de existir varios acreedores posteriores, el derecho a exigir 

el "superfluum" vendría determinado por el orden de antigüedad de los respectivos p'ignus. 

Cuestión que en la actualidad resulta complicado resolver atendiendo a los distintos créditos 

privilegiados existentes (el mejor derecho para obtener el sobrante de una subasta no siempre 

corresponde al siguiente acreedor en orden a la antigüedad del crédito garantizado).

(183) Sobre el tema de U Pnx«>pm¡a y sus pnxcdcntes helenísticos; G. Wesenheiig. Protopraxía- RE 23M. 9S6 987 
c«n bibliografía).
S«>bre cl tema de las hipotecas Iĉ atcs y sus precedente helenísticos; F. W lEAtXER. Proti^máe unj iiu fV):noní 
¡m klaaiíchfn rOmischfn Rfchi: FsKoschaker 1.218 257; H. W a g n k r. Dfi Ent\ îckltmg der Lf̂ aUtypĉ hfkett 
am SchuUlnentrmógen im rflmischfn Rechi hts zur Zñt DidJetians (Kóln-Wicn 1974),



2. DISTINCIÓN ACTUAL ENTRE PRENDA E HIPOTECA.

Una vez analizado el origen histórico del crédito hipotecario, donde hay que resaltar la 

concepción unitaria del "pignus” romano para regular lo que hoy entendemos como prenda e 

hipoteca, voy a efectuar el estudio de estos créditos privilegiados partiendo de algunas 

consideraciones previas que creo imprescindible puntualizar, a pesar de resultar obvias para 

cualquier conocedor del derecho.

En la actualidad, "la distinción entre bienes muebles e inmuebles ha tenido consecuencias 

en orden a la configuración de los derechos reales de garantía que sobre ellos pueden constituirse. 

La prenda se ha reservado para los bienes muebles porque son los que retinen la cualidad de ser 

susceptibles de desplazamiento posesorio, que se estima consustancial para proteger los derechos 

del acreedor. La hipoteca, en cambio, es apta para los bienes inmuebles, al carecer de aquella 

cualidad que además no es necesaria para la garantía, puesto que el acreedor consigue análoga 

protección mediante un adecuado sistema de publicidad de la constitución de la hipoteca y. 

previamente, de la existencia y vicisitudes jurídicas del bien inmueble” (Luis DÍEZ-Picazo y 

CuLt-óN Ballesteros)'̂ '**'.

En consecuencia, la Prenda se ha reservado para garantizar derechos con desplazamiento 

de la posesión, mientras que la hipoteca, apoyada en un sólido derecho registra]”®', garantiza 

derechos sin que exista un desplazamiento de la posesión.

Sin embargo, la continua evolución del derecho en busca de nuevas figuras jurídicas para 

garantizar los créditos, propició en nuestro ordenamiento Jurídico la posibilidad de la prenda sin 

desplazamiento de la posesión y la constitución de hipotecas mobiliarios. Ahora bien, para pixler 

garantizar un crédito con determinados bienes muebles sin que exista un desplazamiento de la 

posesión, resulta necesario que esos bienes muebles sean susceptibles de identificación. Como 

señalan Luis DIez-Picazo y Gullón Ballesteros'"**: “Los que permitan una fácil identificación 

pueden ser objeto de hipoteca mobiliaria como también son objeto de hipoteca inmobiliaria los

(184) DIkz-Pica/o, Luis y Gui.iAn Bauj^ti-ros, Ant«mo.; "Sisicnu de DcrcciMi Civil', Volumen III, 3* Ed.. 
M adrid 1985. Pág. M I.

(185) No hay que olvidar que en el Dctrch») Romano no se dcsnrrolló un Registm público como hoy enlcmletnos. 
cueMit'n que. evidcnlemenlc, dcbiliirt una mayor pmliferación del 'pianut" sin despla/jmicnlo.

(186) Dll-y. Plc*AZO. L n s . y G u u A v  BAl.l.fiSTTíR0S, A.vttjnhj; "Sisiema Derecho Civil", (obra citada en b  NPP n" 
184. pdB. 250»; pág. 541.



inmuebles porque se da en ellos esa caraaerística, y los que la posean menor. Je prenda sin 

desplazamiento, ¡dentificabilidad que no es rigurosamente la física, sino que se liga con la 

posibilidad de ser sometidos a publicidad regisiral, y por eso. cuando falte esa posibilidad, se 

busca un sucedáneo, que es el -status loci-, es decir, la fijación de un lugar en que han de estar 

los bienes muebles. En esta última hipótesis la identificación pretende lograse por una publicidad 

registral no de los mismos bienes, sino de aquel -status loci-’.



3, LA HIPOTECA INMOBILIARIA.

3.1. Consideraciones prevlus.

La hipoteca inmobiliaria constituye, en mi opinit^n, el centro de referencia necesario dentro 

del estudio de tus distintos créditos privilegiados. Resulta habitual centrar la discusii^n sobre la 

preferencia de un crédito privilegiado en comparación con la existencia de un créditi* hipotecario. 

Podría decirse que estudiar la evolucit^n experimentada a través de los siglos por este crédito 

privilegiado es tanto como analizar la evolucitín de la concurrencia de acreedores sobre un mismo 

objeto.

No quiero volver sobre la evoiucitín histórica del crédito hipotecario, pues, como digo en 

otros capítulos, supondría abandonar la ¡dea inicial de e.ste proyecti). a pesar de que puede 

constituir una de la.s claves para comprender el fortalecimiento de determinado créditos 

privilegiados y el consiguiente debilitamiento de otros.

Sin embargo, resulta necesario hacer referencia a la Ley hipotecaria de 186! que. en su 

exposición de motivos (calificada de magistral por diversos autores'""'), hace un exhaustivo análisis 

de la.s situaciones que desea proteger, favoreciendo el tráfico inmobiliario y la colocación de 

capitales, reduciendo las denominadas hipotecas legales tácitas que, históricamente, se han 

convertido en el enemigo natural del crédito hipotecario. Es decir, la Ley hipirtecaria de 1861 

pretendió fortalecer la posición del acreedor que garantiza su crédito mediante la inscripción 

hipotecaria del mismo, con ello se contribuye a que la.s Entidades fmanciera.s, fundamentalmente, 

puedan estar suficientemente garantizadas cuando efectúan un pré.stamo a una determinada per.sona 

que se constituye en deudor.

E l q u e  prestA  c o n  h ip o te c a ,  m as  b ie n  q u e  a la p e n io n a ; p u e d e  d e c irse  q u e  p re s ta  
a  la  co.<ia: el v a lo r  de  la  f in ca  h ip o te c a d a  e.s la cau.sa p o r  q u e  e n tra  e n  la oh lig ac ii^n ; e l 
d e u d o r  e s  só lo  e l re p re se n ta n te  d e  la p ro p ie d a d ;  a l p re s ta m is ta  n a d a  le  in te re sa n  el c r é d i to ,  
e l e.stado d e  f o r tu n a , la c iia lidade.s m o ra le s  d e  la p e rso n a  a q u ie n  d a  su  d in e ro ,  p o rq u e  p a ra  
n a d a  la s  t ie n e  en  c u e n ta ; lo  q u e  le  im p o r ta  e s  q u e  la  fin ca  K is te  a  re in te g ra r le  e n  su  d ía  

d e  lo  q u e  d io .  S u  c ré d i to  n o  e s  iin  c r é d i to  p e r s o n a l ,  e s  u n  c ré d i to  m i l :  n o  d e p e n d e  d e  la 
p e rso n a  d e l d e u d o r ,  n o  est.-í s u je to  a  su s  v ic is i tu d e s ;  lo  q u e  im]M>rta a l a c re e d o r  e s  q u e  la 
h ip o te c a  n o  d e sa p a re z c a ; a d h e r id o , pt>r e l c o n tr a r io ,  su  c ré d i to  a  la f in c a , n o  se  a lte ra  p o r

(187) Ver en el Capíluio 5" de cMa sciniiKla parle, el apartatio 2.2; páp. 349.



]a (térdida del crédito personal de su dueño.*

Este fortalecimiento det crédito hipotecario efectuado por la Ley hipotecaria de 1861 

supone un notable empuje de la inversión, favorecida por el florecimiento de los créditos 

hipotecarios y, en definitiva, contribuye a la existencia de una mayor alegría en la economía.

Ahora bien, todo hace indicar que a través de los tiempos el fortalecimiento de una 

determinada posicitSn en un momento determinado, hace que en el futuro aparezcan otras 

situaciones de necesidad que, para el legislador del momento, resultan absolutamente prioritarias 

y que obligan nuevamente a la modificación del orden de prelación de los distintos créditos 

privilegiados.

Esto es lo que ha ocurrido durante el último siglo en nuestro derecho, que. partiendo de 

una posición consolidada del crédito hipotecario piir la Ley de 1861 (crédito que únicamente se 

veía perjudicado por las dos hipotecas legales tácitas que se mantuvieron), posteriormente se ha 

visto debilitado píir la protección de otras acuciantes situaciones de necesidad que han dado lugar 

a la aparición de créditos que han sido denominados por la doctrina como superprivilegiados. entre 

éstos hay que destacar por su importancia el crédito de los trabajadores protegido por el artículo

32.1 y 2 del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por la Ley 8/1980; también p<xirfa ampliarse 

esta reflexión a la protección otorgada por la Ley de Propiedad horizontal de 1961, que en el an. 

9°. número 5, crea una hipoteca tácita sobre el pist> o local para garantizar el cobro de los gastos 

comunes, o el privilegio de los créditos tributarios previsto en la Ley General Tributaria, de 28 

de diciembre de 1963.

En todo caso, convendría hacer una nueva reflexión en profundidad para determinar si 

resulta necesario volver a fortalecer el crédito hipotecario y. con ello, contribuir a un 

relanzamiento de la inversión industrial, especialmente si consideramos la crisis económica e 

industrial de final de siglo que estamos viviendo en el entorno eua>pet>.

En definitiva, la jwsición del crédito hipotecario depende de la aparición y existencia de 

las denominadas hipotecas tácitas (aún cuando esta terminología no sea la precisa en la actualidad). 

Cuantas más hipotecas legales tácitas existan, mis incierta será la garantía del acreedor 

hipotecario, que ptxlrá verse perjudicado por la aparición de un crédito pitsterior que no figuraba 

inscrito en el Regi.stro de la Propiedad. Por el contrario, si se reducen al máximo las hipiUecas

(18S) ExposicWn de nuMivo* de b  Lc> hipoletaria de 1861.



legales tácitas (cumo hizo la Ley hipotecaria de 1861), el crédito del acreedor hipotecario 

(ftindamenlalmente las Entidades Financieras) se verá fortalecido y, con ello, la colocación de 

capitales y la inversión.

3.2. El privilegio de la hipoteca inmobiliaria.

La preferencia que el derecho sustantivo otorga actualmente a la hipoteca inmobiliaria 

viene determinada en los arts. 1923.3“ y 1927.2“ del Código Civil:

Art. 1923. Con relación a detemiinados bienes inmuebles y derechos reales del 
deudor, gozan de prelación:

3. Lt>s créditos liiputecaríos y los refaccionarios, anotados en el Registro de la 
Propiedad, sobre los bienes hiptilecados o que hubieran sido objeto de la refacción.

Art. 1927. Los créditos que gozan de preferencia con relación a detenninados 
bienes inmuebles o derechos reales, excluyen a ttxlos ios demás por su in>|X)rte basta 
donde alcance el valor del inmueble o derecho real a que la preferencia se refiera.

Si concurrieren dos o más créditos respecto a detemiinados inmuebles o derechos 
reales, se observarán en cuanto a su respectiva prelación, las reglas siguientes;

1. Serán preferidos, por su orden, los expresados en los números I” y 2° del 
artículo 1923 a los comprendidos en los demás números del mismo.

2. Los hipotecarios y refaccionarios, anotados o inscritos, que se expresan en el 
número 3” del citado artículo 1923 y los comprendidos en el número 4° del mismo, 
gozarán de prelación entre sí por el orden de antigüedad de las respectivas inscripciones 
o anotaciones en el Registro de la Propiedad.

3. Los refaccionarios no anotados ni inscritos en el Registro a que se refiere el 
numen* 5“ del artículo 1923, gozarán de prelación entre sí por el crden inverso de su 
antigüedad.

A la vista de lo dispuesto por el Código Civil, se puede decir que, en relación a 

determinados bienes inmuebles, el crédito hipotecario gozará de preferencia .sobre todos los 

restantes créditos que puedan existir, con excepción de los que relaciono a continuación:

PRIMERO: Los créditos que ptxlrfan clasificarse como hipt)tecas legales tácitas, previstos 

en el artículo 1923.1“ y 2° del Código Civil:

Art. 1923. Con relación a detenninados bienes inmueble.s y derechos reales del 
deudor, gozan <ie prelación:

I. Los créditos a favor del Estado, sobre los bienes de los contribuyentes, por el 
importe de la última anualidad, vencida y no pagada, de los impuestos que graviten sobre



d io s/'" ’
2. Los créditos de los aseguradores, sobre los bienes asegurados, por los premios 

del seguro de dos años; y, si fuere el seguro mutuo, por los dos últimos dividendos que 
se hubiesen repartido.

Estos cróditos, aún nacidos con posterioridad al crédito hipotecario, gozan de preferencia 

pur aplicación de lu dispuesto en el artículo 1927. P .

SEGUNDO: Lt>s créditos protegidos pt>r normas posteriores al Código civil y que 

garantizan determinadas situaciones Je necesidad:

A.- Art. 32 del Estatuto de los Trabajadores (Ley 8/1980, de 10 de marzo).

A n. 32. Garantías del Salario
1. Lt)s créditos por salarios por los últimos treinta días de trabajo, y en 

cuantía que no .supere el doble del salario mínimo inlerprofcsional, gouián de 
preferencia sobre cualquier otro crédito, aunque éste se encuentre garantizado por 
prenda o hipoteca.

2. Los créditos salariales gozarán de preferencia sobre cualquier otn> 
crédito respecto de los objetos elaborados por los trabajadores, mientra.s sean 
propiedad o estén en posesión del empresario.

Sin embargo, los créditos salariales protegidos pt)r el apartado 3, del anfculo 32, deben 

posponerse al crédito hipotecario inscrito con antelación'’’*’'.

B.- Art. 9, niimero 5 de la Ley de Propiedad Horizontal de 1961 que, como he dicho 

anteriormente, crea una hipoteca tácita sobre el piso o local para garantizar el aibn> de los gastos 

comunes:

Art. 9. Serán obligaciones de cada propietario:
5. Contribuir, con arreglo a la cuota de participación fijada en el título o a k> 

especialmente establecido, a los gastos generales para el adecuado s<istenimiento del 
inmueble, sus servicios, tributos, cargas y responsabilidades que no sean su.v:cptiMes de 
individualización.

Al pago de estos ga.stos pruducidos en el último año y la parte vencida de la 
anualidad corriente esurá afecto el piso o local, cualquiera que fuere su prupieUrio actual 
y el título de su adquisición, siendo este crédito a favor de la comunidad de propicíanos 
preferente a cualquier otro, y sin perjuicio de las responsabilidades personales prvvedentes.

(189) Sobre el privilegio de los crfdiTns a favor de! Estado, confrontar el ca^iítulo 4® de esta secunda parle *L»n
crédilos iributarioi*; pdp. 291.

(I9PI Ver el capítulo 2® de esta segunda pane, dedicado a lo» crídito» sabrialei^. pip. 1S9,



C.- Asimismo, hay que tener presente lo dispuesto en los artículos 73 y 74 de la Ley 

General Tributaria, de 28 de diciembre de 1963.

Art. 73. En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos 
inscribibles en un registro público, o sus productos directos, ciertos o presuntos, el Estado, 
las Provincias y los Municipios tendrán preferencia sobre cualquier otro acreedor o 
adquirente, aunque éstos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas no 
satisfechas correspondientes al año natural en que se ejercite la acción administrativa de 
cobro y al inmediato anterior.

Art. 74. 1.- Los bienes y derechos transmitidos quedarán afectos a la 
resp<.)nsabilidad del pago de las cantidades liquidadas o no, correspondientes a los tributos 
que graven tales tnuismisiones, adquisiciones o importaciones, cualquiem que sea su 
poseedor, sjdvo que éste resulte ser un tercero protegido por la fe pública registral o se 
justinque la adquisición de los bienes, con buena fe y justo título o establecimiento 
mercantil o industria en el caso de bienes muebles no inscribibles.

2.- Siempre que la Ley reguladora de cada tributo conceda un Iwneficio de 
exención o Ixmificación cuya definitiva efectividad dependa del ulterior cumplimiento por 
el contribuyente de cualquier requisito pt>r aquélla exigido, la Administración har.i figurar 
el total importe de la liquidación que hubiera debido girarse de no mediar el beneficio 
fiscal, la que se hará constar por nota marginal de afección en los Registros piíblicos.

D.- Igualmente, en el ámbito del Derecho Marítimo los créditos hipotecarios se pueden 

ver perjudicados por otros créditos privilegiados'*'*'’.

TERCERO: Los créditos refaccionarios, anotados e inscritos en el Registro de la 

propiedad, sobre los bienes que hubiesen sido objeto de refacción, siempre que su inscripciCin 

registral sea anterior a la det crédito hipotecario. Todo ello por aplicación de lo establecido en los 

comentados arts. 1923.3” y 1927.2” del Código Civil.

CUARTO: Los créditos preventivpmente anotados en el Registro de la Propiedad, de 

conformidad con el art. 1923.4® del Código Civil. Ahora bien, para que una anotación preventiva 

de embargo sea preferente a un crédito hipotecario, es necesario que esté inscrita con anterioridad, 

debido a que el citado artículo 1927.2° dice que “gozarán de prelación entre sí por el orden de 

antigüedad de las respectivas inscripciones o anotaciones en el Registro de la Propiedad'. 

Redacción que despeja las dudas que se plantean algunos sectores doctrinales''^' acerca de la fecha

(t9l> Confmnlar el «apflulo 6° de esta segunda pane: "Los crídilos privtkgiadns en «I Dcrectw inaríiinM"; páp. 381.

(192) D(I-V.-PI(*a/<), LI'IS y G t;iJ.óv dai.U-.sti.Hcjs. As t d s io ; "Sistema Dcrccho Civil”, fobra cilad.i en la NPP n"
184. pág 250); pdg. 535.



que debe considerarse para resolver la preferencia entre una anotación preventiva de embargo y 

una hipoteca. En mi opinión, sin ninguna duda habrá que considerar la fecha de inscripción en el 

Registro y no la de los respectivos créditos, pues una hipoteca no goza de la preferencia otorgada 

por el apartado 3® del art. 1923 del Código Civil en tanto no esté anotada e inscrita en cl Registro 

de la Propiedad.

En consecuencia, una anotación preventiva de embargo es preferente a un crédito 

hipotecario nacido con anterioridad, siempre que éste se inscriba en el Registro de la Propiedad 

con posterioridad a la anotación preventiva.

Asimismo, entre las distintas hipotecas que pudieran existir sobre un mismo inmueble, la 

preferencia se determinará atendiendo a la prioridad temporal ’príor in lempore poiior in iure", 

pero esa prioridad temporal tiene en cuenta la fecha de inscripción y no la del nacimiento del 

crédito.

En resumen, la preferencia del crédito hipotecario sobre bienes inmuebles cede ante los 

siguientes créditos;

1.- Los del art. 1923.1" y 2° del Código Civil.

2.- Art. 32 .1" y 2® det Estatuto de los Trabajadores.

3.- Art. 9.5° de la Ley de Propiedad Horizontal.

4.- Arts. 73 y 74 de la Ley General Tributaria.

5.- Determinados créditos privilegiados en el Derecho Marítimo.

6.- Anotaciones preventivas de embargo y créditos refaccionarios, anotados e inscritos 

con anterioridad al crédito hipotecario.

Con respecto a los restantes créditos que se pudieran presentar, el crédito hipotecario 

gozará de preferencia.

Consecuentemente, los créditos de la Seguridad Social, para poder obtener mejor rango 

preferencial que los hipotecarios, deberán anotarse preventivamente de embargo en el Registro de 

lu Propiedad con antelación a )a inscripción del crédito hipotecario, pues en caso contrario tendrían 

peor rango que éstos.



4. LA HIPOTECA MOBILIARIA Y LA PRENDA SIN DESPLAZAMIENTO.

4.1. Consideraciones previas.

Como he dicho anteriormente, en la actualidad la prenda se ha reservado para los bienes 

muebles porque son los que reúnen la cualidad de ser susceptibles de desplazamiento posesorio, 

que se estima consustancial para proteger los derechos del acreedor. La hipoteca, en cambio, es 

apta para los bienes inmuebles. LUIS D íez-Picazo v Antonio Gullón Ballesteros"'''’, en la 

obra citada, dicen: "Las necesidades de garantizar Jos créditos han ilevado a buscar por otros

caminos un criterio que permitiese la creación de prendas e hipotecas sobre bienes que no

requiriesen el desplazamiento posesorio o que fuesen muebles, respectivamente. ím  prenda sin 

desplazamiento lograría evitar el inconveniente que siempre se ha puesto a la premia tradicional: 

el deudor ha de despojarse de ¡a posesión del bien, con lo que se le obliga a que la garantía 

recaiga sobre objetos distintos de los que se sir\'e en su trabajo o iruiusiria, disminuyendo así las 

posibilidades de que ¡a garantía prendaria sea un procedimiento de fácil utilizaciónpara conseguir 

créditos. Por otra parte, si se consiguiese que los bienes muebles otorgasen al acreedor ¡as 

seguridades de la hipoteca, el desarrollo del crédito alcanzaría coras importantes"

Como consecuencia de esa necesidad de garantizar los créditos surgitl la Ley de 16 de 

diciembre de 1954. sobre hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento, con su Reglamento de 

17 de junio de 1955. No obstante, la realidad práctica existente en la actualidad demuestra que la 

tlnalidad de (a garantía perseguida por la Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento 

tiene una escasa utilidad, fundamentalmente debido al desarrollo que han experimentado otras 

figuras de garantía, como es el caso de la cláusula de reserva de dominio o la de prohibición de 

disp«)ner previstas en la Ley de Venta a Plazos de bienes muebles, de 17 de julio de 1965 (Ley 

50/1965); en cuyo artículo 19 se determina que el acreedor, en esos casos, gozará de la 

preferencia y prelaciiln establecidas en los artículos 1.922, número 2. y 1.926, número I. del 

Ciídigo Civil"'"’. Asimismo, el nacimiento y desarrollo del arrendamiento tlnanciero ''leasing".

(193) DIhz-Picazo . Li.ls v C n .u ÍN  BAi.i.ísriiRcxs, A.s-n>NU); 'Sistcm.! Dcreclw C iv il', (obra «iuida en b  NPP n"
184. páp. 250); |vSg. 541.

(1*M) Confmniar el apattadn 3 del capilulo 7® de exia scfunda parte: "Li reserva de dominio en la Ley de ventas a
pla/os de hienes mueble*’; pág. 428.



ha supuesto que, con independencia de los efectos fiscales que se pueden desprender de su 

utilización, dicha figura se cslé haciendo válida en la práctica como una especie de derecho de 

garantía, en el que el arrendador conserva la propiedad del bien hasta que. finalizado el 

arrendamiento, el arrendatario utiliza la opción de compra prevista inicialmente en el contrato. De 

esta forma, ambas partes obtienen un beneficio en la utilización de esta figura jurídica; pues, el 

arrendador se asegura el cobro de todas las cantidades mediante la reserva de su titularidad 

dominical hasta la finalización del contrato con el ejercicio de la opción de compra o con la 

devolución del objeto de dicha financiación, y el arrendatario, además de los oportunos beneficios 

fiscales, se puede ver "favorecida" por la exclusión de su patrimonio del bien en cuestión 

(piénsese, por ejemplo, en el posible embargo de bienes del arrendatario; embargo que, 

evidentemente, no podrá incluir el bien objeto del "leasing", dejando a salvo el posible embargo 

del derecho de uso o del ejercicio de la opción final de compra)^” '.

Hecha la advertencia sobre la disminución de su ejercicio en la práctica, voy a resaltar 

algunos preceptos de esta Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento que considero 

necesario matizar antes de profundizar en el análisis del privilegio de los créditos garantizados con 

prenda sin desplazamiento o con hipoteca mobiliaria”*':

4.1.1 Bienes susceptibles de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento.

Dice el art. I de la Ley que podrá constituirse hipoteca mobiliaria y prenda sin 

desplazamiento de p<isesión sobre los bienes enajenables que, respectivamente, se mencionan en 

esta Ley. Mención que para la hipoteca mobiliaria se hace en el art. 12:

A rt. 12. Únicamente podrán ser hipotecados:
1®. Li>s establecim ientos m ercantiles.
2“ . Ltis autom óviles y otros vehículos de m otor, así com o los tranvías y  vagones 

de ferrocarril, de propiedad particular.
3®. Las aeronaves.
4®. La m aquinaría industrial.
S®. La propiedad intelectual y la industrial.
No podrá hipotecarse el derecho real de hipoteca m obiliaria ni los bienes

(195) Conínmlar el apartado 4 , dcl capihilo 7“ de esta pane segunda: *E1 arrcnJamicnii-» financieiv* (tca-Mnp)', pig

(1% ) Consultar los comentarios efectuados por G/Míc1a Ga r c ía . Jo sé  *C»Uigo de legisbcñSn hipi-<ecaria
y del Regirtrt) McivanliP. Madrid 1985; pág. 599 y ss.



comprendidos en lus artículos 52, S3 y S4.

Los arts. 52 a 55 determinan los bienes susceptibles de garantizarse mediante la prenda 

sin desplazamiento de la posesión:

Art. 52. Pixlrán cuiiütituir prcndjt sin desplazamiento los titulares legítimos de 
ex|)lotaciones a^rícolns, forestales y pecivtrííLS sobre los siguientes bienes:

I L o s  fnitos itendientcs y las cosechas esperad t̂s dentro del año agrícola en que 
se celebre el coiitnito.

2". Los frutos sepanidos o productos de dichas explotaciones. Si no estuvieren 
almacenados, se detennin;;r!Í el lugar en que hubieren de de|H>sitarse.

3”. Los animales, así como sus crías y producios.
L'ís máquinas y ajwros d>; las referidas explotaciones.

Art, 53. También ¡xhIhí constituii-se prenda sin desplaamiiento sobre los bienes 
que a continuacii^n se expresiui, aimque no formen parle de las cxplot.iciones a que se 
refiere el artículo anterior:

l “. üis máquinas y demás bienes muebles identificables ¡hh características 
propias, como marca y número de fabrícaciiSii, mi>delo y otras ¡málogas, que no reúnan 
los requisitos exigidos en el artículo 42.

2'’. Las mercaderías y materias primas almacenadas.

Art. 54. De igiud manera ser.in susceptibles de prend<t sin desplazamiento las 
colecciones de o b je to s  de valor artístico e h is tó r ic o ,  como c u a d ro s ,  esculturas, |K)rcelanas
o libros, bien en su totalidad o en parte; ta jn b ié n  [XHlnin serlo dichos objetos, aunque n o  
fo rm e n  parte de una colecciiSn.

Art. 55. No [MnlnS constituirse prenda sin di.sphuuuniento sobre los bienes 
expre.sados en el artículo 12 o que ptir pacto hubieren sido hipotecados con arreglo al 
artículo 111 de la Ley Hi|M)tecana.

TamptKo jjodrá constituirse prendj» ordinaria sobre bienes que se hallen 
pigno’"=úii.> uon arreglo a esta Ley.

Asimismo, los artículos 1 y 2 recogen una serie de limitaciones a la constituciiín de estas 

garantías:

Art. I. Podni constituirse hipoteca mobiliaría y prenda sin desplaziuniento de 
posesión sobre los bienes enajenables que, res|>ectiv;unente. se mencionan en esta Ley.

Si tales bienes estuvieren en proindivisión o pertenecieren en iisufnicto y en nuila 
propiedad a distintos titulares, sólo ptxlrán hipotecarse o pignorarse en su totalidad y 
mediante el consentimiento de tixios los partícipes.

Art. 2. No podrá constituirse hipoteca mobiliaría ni prenda sin desplazanjienlo 
de posesión sobre bienes que ya estuvieren hi[Hitecados, pignorados o embargados, o cuyo 
precio de ad(juisición no se hallare íntegramente satisfecho, excepto en el caso de que se



constituya la hipoteca u la prenda en gaiantía del precio aplazado.”'”'

4.1.2 Coastitución (Artículo 3°).

AH. 3. La hipoteca mubiliaría y la prenda sin de.<>piazamjeoto constituirá en 
escritura pública.

Ño obstante, la prenda sin desplazamiento p<xlrá también constituirse mediante 
póliza intervenida por Agente de Cambio y Bolsa o Corredor de Comercio colegiado, 
cuando se trate de operaciones bancarias o se refiera a cualquiera de los supuestos 
comprendidos en el artículo 93 del Código de Comercio.

Li escritura o la póliza, en su caso, deberán ser inscritas en el Registr»» que por 
esta Ley se establece.

La falta de inscripción de la hípt>leca o de la prenda en el Registn> privará al 
acreedor hipotecario o pignoraticio de los derechos que. respectivamente. Ies concede esta 
Ley.

La inscripción no convalida los actos y contratos que sean nuKis con arreglo a las 
Leyes. Lt)s asientos practicados en los libros especiales de hipoteca y de prenda, que se 
han de llevar en el Rcgisln> de la Propiedad, están bajo la protección de los Tribunales y 
])r>xlucirán I<k1os sus efectos mientras no se cancelen o se declare su nulidad.

Además, con respecto a la prenda .vin desplazamiento, hay que tener en cuenta que la 

escritura o la piíliza de prenda contendrá la delerminacitín, en su caso, del inmueble en que se 

situaren esos bienes por su origen, aplicación, almacenamiento o depiísíto (art. 57.2).

4.1.3 Limitaciones a las facultades disposttiva.s del deudor.

El art. 4 de la Ley dice :

Art. 4. El deudiir no ptxlrá enajenar kw bienes hipotecados o dados en prenda sin 
el consentimiento del acreedor.”’*’'

Por su parte, el citado artículo 55, prohíbe ia constituci(tn de una prenda ordinaria sobre 

bienes que se hallen pignorados con arreglo a esta Ley.

(197) Para [>aranti/jir el precio apU/ado de un hicn mueble acliubnenlc se utili/a. en la ptáctica IcdalklaJ de k»  castn. 
la garantía previda en la Ley de Ventas a Plazos de 1965.

(198) Véanse los aits. 29.3®. 48. 81.2" y 65 de la misma U y .
&ibre la nulidad de la enajenación en este suroeslo. véase C<»s.slo; 'E l  sistenu tc{:istral mi>hilurvi. en el 
Cenlenarío de la Le>‘ del Notariado", Sección 3 ‘ . -Estudios Jurídicos varios-, volumen 11. arK’ 1962. p i f  454 
Véase, también. D íIZ-Pica/.o, L ins y G iilxOs Ba u í5TH«»s. Antonio; 'S istenu  DereclK' C iv il', (obra ciiada 
en b  NPP n" IM . 250); p íp  547.



4.1.4 Eficucia frente u terceras.

Como señalan LUIS D íez-Pica2 0  y ANTONIO CULLÓN BALLESTEROS'’"”’, la oponibilidad 

erga omnes de la garantía, sólo la determina claramente la Ley para la Hipoteca mobilíaria, al 

decir en su artículo 16:

Art. 16. La hipoteca mobilíaria Mijeta, directa e inmediatamente, lus bienes sobre 
los que se impone, cualquiera que sea su poseedor, al cumplimiento de la obli¡.’aci(̂ n para 
cuya segurid:id fue constituidji.

Estos autores continüan diciendo que: "El principio de ¡a oponihiliJaJ «crga omnes-  ̂ que 

se predica de la HM falta en la PSD, lo que ha hecho dudar a aif>unos autores que sea un 

auténtico derecho real o ha llevado a afirmar que no es más que un suptiesto de crédito 

privilegiado el que el acreedor tiene sobre determinado bien. En realidad, la explicación puede 

hallarse en la misma naturaleza de los bienes susceptibles de PSD: admiten un fácil traslado capaz 

de alterar la publicidad registral al estar ésta conectada con un determinado «status loci-. 

Piénsese, por ejemplo, en una PSD recayente sobre una colección de cuadros o sobre los fnaos 

que se hayan recogido de una cosecha. Si legalmente los Registros competentes son, 

respectivamente, el del lugar del domicilio del pignorante y el del almacén en que se hallen 

depositados (art. 70 Ley), un simple cambio de domicilio o de lugar de almacenaje hará que el 

adquirente que consulte tos Registros de estos sitios obtenga una negativa a su pregunta sobre si 

los bienes se encuentran pignorados. Naturalmente, hay que excluir su buena fe  si sabe de la 

inscripción en otros Registros.

Por eso no es viable una norma como la del artículo ¡6 para la PSD. porque el tráfico 

de bienes mueble'  ̂ hay que contar con el artículo 464 del Código civil (o bien el art. 85 C. de c.) 

cuando éstos no son tan identificables por sí mismos como los aptos para la HM. La situación de 

los terceros adquirentes debe ser objeto de protección, pero en fimción del criterio sustitutivo de 

la eficacia legitimadora de la posesión por el de la inscripción registral al que nos hemos referido 

en el apartado c) del subeplgrafe anterior. Ello lleva a afirmar que los adquirentes estarán 

inmunes a la PSD cuando son de buena fe , que la tendrán, en virtud de aquel criterio, cuantío la

{199) DIkz Pií-aZo. H :is y  G t ; i J / ) S  B A U J a T i iR o s .  A n to n io ;■ S is te m a  D c r c c lm  C i v i l " ,  (obra c i ta d a  en b  NPP n ”  18 4 , 
p á f  2 5 0 ) ;  p á g s .  5 4 7  y  5 4 8 .



garantía no figura inscrita en el Registro teóricamente competente, que es el único que deben 

consultar, aunque se halle en otro distinto que Jue competente en su momento y ¡o desconozcan. 

Si conociesen ia constitución de PSD pero ésta no se inscribió, desde luego no pierden su 

inmunidad, pues el artículo 3°, como sabemos, priva de todos los derechos que concede la Ley 

al acreedor en su cualidad de pignoraticio. "

En este sentido JOSÉ M a n u e l G a rc ía  G a rc Ia '^ ' en la obra citada dice: "Este precepto 

se refiere a la «reipersecutoriedad» de la hipoteca mohiliaria, en los mismos términos que señala 

el art. 104 de la LH, para la inmobiliaria. Señala ValLET como excepción el supuesto del an. 

22.2" de ¡a presente Ley. En cuanto a la prenda sin desplazamiento no existe precepto igual al 

anotado, por lo que V.áLLET considera que no se da la «reipersecutoriedad- en la prenda sin 

desplazamiento. En contra VtOLi y A lbaladejo".

4.2. El prívilef>io de la hipoteca mobiliaria y la prenda sin desplazamiento.

La citada Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento regula la preferencia de 

estos créditos remitiendo, en su artículo 10, al Código Civil.

Art. 10. El acrmlor hipotecario o pignoraticio gozará para el cobro de su crédito 
de la preferencia y prelacidn establecidas en los artículos 1922, 2®, y 1926, 1”. del 
Código Civil, dejando a salvo siempre la prelación por cr^itiK laborales.

Consecuentemente, para analizar la preferencia de los créditos garantizados con hip^neca 

mobiliaria o con prenda sin desplazamiento, hay que contemplar lo dispuesto en los artículos 

citados del Ci'Sdigo Civil:

Art. 1922. Con relación a determinados bienes muebles, gozan de prviación:
2. Los garantizados con prvnda que se halle en poder del acreedor, sobrv la cosa 

empeñada y hasta donde alcance su valor.

Art. 1926. Los créditos que gozan de preferencia con relación a determinados 
bienes muebles, excluyen a todos los dentls hasta donde alcance el valor del mueble a que 
la preferencia se refiere.

(2001 García García, José MANUia.; "Código d e .. . ',  («>bri eitaJa en la NPP n® 196. pij; 259). pigs 607 > 60S



Si concurren dús o más créditos respecto a determinados muebles, se observarán, 
en cuinto a la prelación pitra su pago, las reglas siguientes;

1. El crédito pignoraticio excluye a los demás hasta donde alcance el valor de la 
cosa dada en prend̂ i.

2. En el caso de rianza, si estuviera ésta legítimamente constituida a favor de más 
de un acreedor, la prelación entre ellos se detenninará por el orden de fechas de la 
prestación de la garantía.

3. Los créditos por luiticiptw de semillas, gastos de cultivo y recolección 
preferidos a los de alquileres y rentas sobre los frutos de la cosecha para que aquéllos 
sirviemn.

4. En los demás casos el pnxio de los muebles se distribuirá a prorrata entre los 
créditos que gocen de especial preferencia con relación a los mismos.

4.2.1 Pruhiemúticu interprelutiva.

En mi opinión, la lectura de est».s preceptos plantea una verdadera antinomia; toda vez 

que, según lo dispuesto por el art. 1921 del Cíkligo Civil, "Los créditos se clasificarán, para su 

graduación y pago, por el orden y en ios lérminos que en este capítulo se establecen

En aplicaciiln del art. 1921, los créditos garantizados con prenda deberán posponerse a los 

contemplados en el apartado 1“ del art. 1922 (créditos por construcción, reparación, conservación 

o precio de venta de bienes muebles que estén en poder del deudor).

Sin embargo, la aplicación del art. 1926.1“ nos lleva a considerar que el crédito 

pignoraticio excluye a los demás hasta donde alcance el valor de la cosa dada en prenda.

La posible justificación de la controversia entre los arts. 1921 y 1922.2° con el art. 1926 

del Código Civil, radica en que la regulación del art. 1922.2“ se refiere, en puridad, a la prenda 

con desplazamiento de la posesión, de ahf que se puntualice c«)n la frase “que se halle en poder 

del acreedor", que evidencia un de.splazamiento de la posesión. Mientra.s que el apartado 1“ se 

refiere a determinados créditos "que están en poder del deudor".

En definitiva, la problemática interpretativa no se plantea con respecto a la prenda 

ordinaria (con desplazamiento de la po.sesión), que es la que, en principio, queda regulada en el 

Código Civil; pero si se presenta con respecto a la preferencia de Kis créditos garantizados 

mediante una hipoteca mobiliaria o con prenda sin desplazamiento que, segiSn lo di.spuesto por el 

art. 10 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, gozan para el cobro de su crédito de la preferencia 

y prelación establecidas en los citados arts, del Código Civil.

En resumen, la remisión realizada por la Ley de 1954 ha ocasionado, con respecto a estos 

créditos, una antinomia entre los arts. analizados del Ci^igo Civil.



A la vista de los expuesto ¿qué créditos serán preferentes?, ¿los regulados en el apartado 

1“ del artfculo 1.922 (por aplicación del artículo 1.921) o los regulados en el apartado 2® (por 

aplicación del artículo 1.926.1“) ?

La cuestión tiene difícil respuesta legal, porque una cosa es lo que cada uno consideremos 

acerca de cuál debería ser el crédito que goce de mejor rango preferencial, y otra distinta es 

determinar quién ostenta mejor derecho conforme a lo dispuesto por el Código Civil.

La lectura de los arts. 1921 y 1926 del Código Civil lejos de resolver el rango de los 

créditos garantizados en los apartados l ” y 2" del art. 1922, aptírta una notable coníusión.

ANTONIO G u l l ó N BALLESTEROS'^”  al referirse a la colisión entre privilegios especiales 

mobiliarios, considera en primer lugar lo dispuesto por el art. 1926, incluyendo en el apartado 4° 

los gastos de conservación, construcción, precio de venia, transportes y hospedajes;

b) Colisión tnire privilegios especiales mobiliarios. Ante lodo hay que tener en 
cuenta que en materia de privilegios el juego de la regla según la cual, a diferencia de los 
derechos reales, la naturaleza del crédito es la que determina el rango del privilegio, y no 
la prioridad en el tiempo, es extraordinano.

Por lo que respecta a los privilegios mobiliarios especiales (los del artículo 1922). 
el Código sienta la preferencia entre ellos (por los nacidos de diferentes causas) de acuerdo 
con las siguientes reglas;

l * El crédito pignoraticio excluye a U>s demis hasta donde alcance el valor de U 
cosa dada en prenda.

2* Hemos de hacer extensiva esta solución anterior para el supuesto de fianza, 
del número 3 del artfculo 1922, por las razones de identidad de naniraleza, expuestas al 
tratar especialmente de este privilegio.

3* Los créditos por anticipos de semillas, gastos de cultivo y recolección, serán 
preferidos a los de los alquileres y rentas sobre los frutos de la cosecha para que aquelU» 
sirvieron. Es decir, si no hay créditi>s por alquileres, la preferencia inmediata a los dos 
créditos anteriores de los anticipos de semillas, gastos de cultivo y recolección es absoluu 
en relación con los re.stantes privilegios mobiliarios. Sí existen créditos por alquileres, 
entonces é.stos se colocan en cuarto lugar con respecto también a los restantes privilegios 
especiales mobiliarios.

4* En los demis casos, el precio de los muebles se distribuirá a prorrata entre los 
créditos que gocen de especial preferencia con relación a los misimis. E' decir, aquí se 
incluyen los gastos de conser^'ación, construcción, precio de \-enta. trasportes y 
hospedajes.

El artículo 1926, en su númen> 2, sienta una regla para resolver el concurso de 
varios acreedores por la misma causa de preferencia: *En el caso de fianza si estuviere 
ésta legítimamente constituida a favor de más de un acreedor, la prelación ennr ellos se 
detenninará por el orden de fechas de la prestación de la g a r a n t ía EsU regla es de todo 
punto excepcional, y no puede aplicarse al concurso de otnw acreedores por una misma

(201) Gi'U.ós Bai.i í3T1J«>s, Antonio; ’ La preUción de erW iios,..'. (obra citada en U NPP n“ 72. p i f  t4 J i, p i p  
136 y 137.



causa de preferencia. Lo vedan lanío el principio de inCcrpretación restnngida en materia 
de privilegios, como la regla 4* del mismo artículo 1926. que impone la satisfacción a 
promila.

En mi opinión, resulta más lógico dotar de mejor rango a los créditos del apartado primero 

que a los del segundt), porque en defmitiva, aunque se halla perfeccionado la venta con la 

tradición, de alguna manera podemos considerar que si el comprador de un bien muehle no la ha 

pagado en su totalidad, el crtfdito por la venta no abonada debería ser preferente a un crédito 

generado con posterioridad p(vr parte del comprador (que todavía no la ha pagado) mediante la 

constitución de una garantía pignoraticia. Reflexión que en términos similares podría efectuarse 

de los créditos por construcción, reparación o ct)nser\’ación.

Un segundo problema interpretativo que presenta la remisión realizada por el art. 10 de 

la Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento, es que el art. 1922.2“ se refiere a los 

créditos garantizados con prenda "que it* haUe en ptHivr de¡ acreedor’, si no ha existido 

desplazamiento de la posesión ¿cómo puede estar en poder del acreedtir? Evidentemente, el 

problema surge por que la Ley de 1954 hace una simple remisión, debiendo haber puntualizad»! 

estas situaciones.

La cue.stión que debe formularse ante este nuevo interrogante es la siguientes: ¿en qué 

momento se considera que el acreedor se halla en poder del bien que ha sido garantizado mediante 

una hipoteca mobiliaria o con una prenda sin desplazamiento de la ptisesión?

La respuesta puede hallarse en las reflexiones que realiza Antonio Gl'LLón Bai.lestüROS 

en su extraordinaria obra sobre la prelación de créditos del Ci^iigo Civir^'^'. según el cual:

Tratándose de prend;i sin desplazamiento, la cuestión ele saber cuándo pierde el 
acreedor la preferencia se encuentra intimamente relacionada ct>n la interpretación del 
artículo 4“ de la Ley de 1954, que prohíbe al deudor la enajen.ición de los tnciie.s afectos 
a esta garantía sin consentimiento del acreedor. Puede pensarse que el acreedor seguinii 
gozando de la preferencia, aunque la cosa hubiese salido del patrimonio del deudor, ya que 
puede valer su derecho de prenda frente a tercer») que haya adquirido del deudor sin 
consentimiento de aquél. Otra interpretación que admite el precept«> es la de que impone 
al deudor una prohihícíón de índole subjetiva, que no puede alcanz;ir a terceros de huena 
fe.

(202) Bai.i i s t i : k o s .  A.vn».Mo; "La prelacúín de credilos,..", (.)hra citada en la NPP n" 72. páp. 143); p.ips.



La primera solucióa ha sido defendida por GóMEZ-ACEBd™’. A su juicio, para 
el acreedor, al menos, no tiene validez ni eficacia, sin su consentimiento, el acto de 
disposición de la cosa gravada otorgada por el hipotecante. Así resulu de la E. de M. que 
al referirse al Registro, dice: 'El fimdamento esti en el precepto según el cual se prohíbe 
la hipoteca y la prenda stn desplazamiento sobre los bienes que estuvieren embargados, 
en cuyo caso, si se constituyere, será nula". Acaso el propósito del legislador fuera crear 
mera prohibición subjetiva en el artículo 4°, pero la E. de M. fuerza a la interpretación 
contraría.

En cambio, ValXCT*^’ opina que el artículo 4° no es una norma que deja fuera 
del comercio los bienes muebles mientras están dados en prenda sin desplazamiento, sino 
que se trata de un precepto que impone al deudor una prohibición, que no puede alcanzar 
a los terceros adquirentes de buena fe.

A h o ra  b ien , com o e l m ism o VALt.ET reconoce , e l p rob lem a se  encuen tra  en  este 
caso  en  saber si la garan tía  afecta al te rce r ad q u iren te  y , p o r lo  tan to , si co n tra  ¿I se  puede 
hacer va le r la p referencia . L lega a la consecuencia  de que  la p ren d a  es ineficaz  si ha ido 
a p ara r a m anos de  los adqu iren tes de  buena fe , una vez haya sa lid o  de  su  status Iímti.

Sin embargo, una consideración del problema quizi nos llevaría a ver una 
apniximación, en cuanto a los efectos, de las dos opiniones ciudas. manteniendo que la 
buena fe del adquirente es muy difícil que se dé. entrando en juego el Registro de prenda 
sin desplazamiento. Pero si se examina detenidamente el artículo 29. junto con el 30 y 3 1 
del Decreto de 17 de jimio de 1955, que aprueba el Reglamento de! Registro de H. M. y 
P. S. D., se llega a la conclusión de que si los bienes dados en garantía están en el sitio 
indicado al constituirse, la buena fe del adquirente queda eliminada, perjudicándole la 
preferencia.

En realidad, pues, no puede seguirse la tesis de la nulidad de la adquisición 
operada por un tercero cuando estamos en presencia de los bienes eniuneradi>s en el 
artículo 52 de la Ley de 1954, una vez rota la relación con el status loa , porque en tal 
caso, el artículo 464 del Código Civil sería letra muerta al poder serle opuesta la garantía 
al tercero que contrata sobre ellos una vez que consulla en los Registros especificados en 
el artículo 70 de la misma Ley.

Hasta aquí hemos visto lo relativo a la prenda sin desplazamiento. ¿Quid de la 
hipoteca mobiliaría que tiene la preferencia marcada en el número 2 del artículo 1922? No 
hay ningún inconveniente para que en tales supuestos se aplique La nulidad de la 
transmisión, ya que ptir la índole especial de la publicidad de tal garantía, que recae sobre 
objetos perfectamente identificables (véanse las regla del artículo 69 de la Ley), el tercer 
adquirente puede coniKer en todo momento la situación jurídica en que se encuentran, y 
la falta del poder de disposición del dueño de los mismos que los ha hipotecado . Hay que 
tener en cuenta, no obstante, el régimen especial para las pertenencias, idéntico al de la 
prenda sin desplazamiento. Al romperse toda conexión con la cosa a cuyo servicio están 
coliK'adas, el tercero ignora su estatuto jurídico, y podrá acogerse al artículo 464 del 
CiSdigo Civil.

(20. )̂ G«)M12-Acia*r). Feijpe; *La hipmcca de cstahiccimicnto mertanlil*. Rc\isia de DcrccNi Mea'antil. 1955.
cnem-marío. Pig. 129.

(204» VaLIFT Uh Go^Tlsot o . ‘Planteamiento y ctiestioncs generales de b  Le> de 16 de dicktnbrc de 1954.
sobre hip«Mcca nn'vbiliaria y prenda sin desplazamiento de pasesi<5n‘ . R m fla de Denxhn Ninahal. 1955. 
abril-jumo. Págs. 89. 97 y « .



4.2.2 Orden de pretución.

Con relación a los bienes muebles del deudor, los créditos garantizados con hipoteca 

mobiliaria o con prenda sin desplazamiento tendrán preferencia sobre los restantes créditos, con 

excepción de los créditos salariales garantizados por el artículo 32.1 y 32.2 del Estatuto de los 

Trabajadores'™’. Asimismo, deberá tenerse presente el privilegio otorgado por los artículos 74 y 

75 de la Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 1963'^’, y los créditos privilegiados en 

el Derecho Marítimo'^’’.

Asimismo, hay que tener en cuenta que pese a la remisión efectuada por el art. 10 de la 

L.H.M. y P.S.D. (Ley de Hipoteca mobiliaria y Prenda sin desplazamiento) al Código Civil, la 

propia Ley establece algunas excepciones a lo dispuesto por el art. 1926, número I, de dicho 

Código. En este sentido, el art. 41 de la Ley, al referirse a la hipoteca de las aeronaves dice lo 

siguiente;

Art. 41, Sólo ¡>ozanin de preferencia sobre la hipoteca inohiliana las 
remuneraciones debidas p»»r .«ialvamcnto y gastos ahsi>lutamente necesarios jiara la 
conser\’ación de la aeronave, pt»r orden cronológico inverso, siempre que se anoten en el 
Registro Mercantil corresptjndiente dentro de los tres meses siguientes a aqu¿l en que se 
hubieren tenninado dichas operaciones o reparaciones.

Otra excepción a lo dispuesto en el artículo 1926, número 1, del Código Civil, es la 

contemplada por el artículo 66 de la Ley

Art. 66. No obstante lo dispuesto en el artículo 10, serán satisfechos ciui 
prelación al crédito pignoraticio:

1”. Los créditos dehidainenle justificados por semillas, gastos de cultivo y 
recolección de las cosechas y frutos.

2”. Ü1S alquileres o rentas de los últimos diKe meses de la finca en que se 
pnxJujeren, almacenaren o depositaren los bienes pignorados.

Como he dicho anteriormente, la duda se plantea con respecto a los créditos garantizados 

p«>r el apartado primero del art. 1922 del Código Civil. En mi opinión, e.sos créditos deberán

(205) Ver el capítulo 2° de csla segunda ^rte, dedicado a los críditi» ubríaics; pjg. 189.

(206) Confrintar el capílulo •»“ de esta scfunda parte: "Los críditos Iribularios"; pig. 291.

(207) Cnnfmnlar el capitulo 6“ de csla segunda parte: 'L^s críditos privilegiados en el Derecho rnarilimo’; pjg. 381.



anteponerse a los garantizados por el apartado segundo del mismo artículo; si bien, el an. 1926 

plantea serios interrogantes en ese sentido.

AfíTONio Gullón Ballesteros'^ ' plantea una duda doctrinal:

¿Puede suceder que sobre un misino bien mueble quepa una prenda, con Is 
preferencia del artículo 1922, númenj 2, y una hipoteca mobtiíaria o un¿ prenda sin 
desplazamiento entrando enjuega la regla 'prior tempore, poiior iure' al tratarse de dos 
derechos reales de garantía?

La cuestión se encuentra íntimamente ligada con un problema más general, cual 
es el efecto que pnxluce el artículo 2" de la Ley Hipotecaría Mobiliaría y Prenda sin 
Despiaz.'uniento. que prohil>e la constitución de hipoteca mobiliaría y prenda sin 
desplazamiento sobre bienes que ya estuviesen hipotecados, pignorados o embargados.

V a l l e t  opina que si la prenda fuese anteríor a la hipoteca mohihana entraría en 
juego el artículo 2®, pero para poderla oponer al acreedor hipotecario sería necesario que 
constara auténticamente la fecha de aquélla (an. 1865 del Código Civil). Se inclina, pues, 
el autor citado, al parecer, por la nulidad de la hipoteca mobiliaría así constituida.

Este mismo críterío sigue VtOLA Sa URCT*®’’. Ahora bien, si ia prenda es 
posteríor a la hipoteca mobiliaría. V a LLET opina que será preferente diclia hipoteca sm 
lugar a dudas. Viola Sauret, en cambio, se inclina por la nulidad de la prenda, de acuerdo 
con el artículo 4° de la Ley Hipotecaría Mobiliaría. Esta tesis parece la más acertada. 
|x>rque ya dijimos, al hacer el comentarío del número 2 del artículo 1922. que el artículo 
4" permitiría fundar una nulidad de lt>do acto dispositivo opuesto al artículo 4® de la Ley 
Hipotecaría Mobiliaría, salvo en lo referente al régimen de la pertenencia.

En los supuestos de concurrencia de prenda manual con prenda sin desplazamiento 
pueden aplicarse las mismas soluciones, salvo, naturalmente, la desafectación de la 
pertenencia.

En consecuencia con todo lo expuesto, los créditos de la Seguridad Social tienen peor 

rango, dentro del orden de prelacitln, que los créditos garantizados con hipoteca mohiliaria o 

prenda sin desplazamiento.

Ahora bien, es posible que el crédito de la Seguridad SiKial sea preferente a los que ahora 

estoy analizando. Esto se producirá cuando se refuerce la proteccitin de dicho crédito de la 

Seguridad Si)cial mediante el embargo del correspondiente bien practicado ciín anterioridad a la 

constitución de la hipoteca mobiliaría o prenda sin desplazamiento, pues, como ha quedado 

expuesto, la hiptiteci mohiliaria o prenda sin desplazamiento sería nula, y ello con independencia 

de la inscripciiín registral del embargo efectuado p\.ir la Seguridad Social. Si bien, la amvtaciiln

(208) G i’i.1 óN Bali.estij«)s. Antonio; 'Lj  prcbcitSn de cnídiuis.,,*, (obra ciuda en U NPP n“ 72. p ip  143). páps 
141 y 142.

(209) Vio Ij\  SaI'RIT, J.; 'L o s problemas rcpisiratcs de h  hijwtcca mobiluha y de la pirixla w i dcspU tim jcrto a 
Iravís de lo» principios"; Anales de l i  Academia Marilemc del Notariado, lomo XI. P ips 467 y ss



preventiva de embargo de la Seguridad Social favorecería también su posible eficacia frente a 

terceros de buena fe.

4.2.3 El embargo de bienes susceptibles de hipoteca mobiliuria y prenda sin 

despluzuitiiento.

El art. 68 de la Ley de Hipoteca Mobiliuria y prenda sin desplazamiento permite la 

anotaciiln de los mandamientos judiciales de embargo'*'®' y los de su cancelaciiín sobre bienes 

susceptibles de gravamen hipotecario o pignoraticio o sobre los créditos inscritos, así como 

aquéllos a que diere lugar la presentación de la demanda de nulidad del título inscrito.

Anotado el embargo y de conformidad con lo dispuesto por el citado art. 2 de la Ley de 

1954, no podrá con.stituirse hipoteca mobiliaria ni prenda sin desplazamiento de la posesidn sobre 

bienes que ya estuvieren embargados.

Pero, como dicen Luis D Iez-P icazo y ANTONIO GULLÓN BALLESTEROS'-"’. ”¡M 

prohibición Je gravar con HM o PSD con el resultado üe la nulidad de la constitución de la 

garantía no es efectiva únicamente cuando el embargo ha sido anotado en el Registro de HM o 

PSD. Si la traba se ha realizado con arreglo a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 

pero no se ha anotado en el Registro, ante ¡a declaración del hipotecante o pignorante en la 

escritura de constitución de HM o PSD de que el bien no está embargado no habrá obstáculo para 

la inscripción de la garantía. El acreedor hipotecario o pignoraticio en este aspecto no puede 

sufrir las consecuencias de la pasividad o negligencia del embargante, pero sí está e.xpuesto a 

sufrir las que derivan de la violación por el hipotecante o pignorante de la prohibición absoluta 

contenida en el artículo 2" de la Ley. En consecuencia, el acreedor embargante posee legitimación 

para accionar pidiendo la nulidad absoluta de la HM o PSD. y lo cancelación de la inscripción 

registral correspondiente. Otra cosa sería si la anotación de embargo fitese constitutiva del mismo, 

pero ello no lo declara la Ley de ¡954 ni lo es en materia de inmuebles, donde al no operarse la

(210) El artículo 123 Jcl Real Dixncta I.S I7 /I99!, de II de octubre, piir el que se aprueba el Reglamento Gcncml 
de Recaudacii^n de los Recursos del Sisietru de b  Seguridad Social, al referirse a la anotacii^n [ircvciitiva de 
cinharjío dice lo siguiente:'¿ni manJamirnioi quf ,  a  ritos efectos, expidan los recaudadores ejecutivos de ¡a 
Segundad Sociat lendnin la misma vinuaUdad que si emanasen de la autoritUul ju itina l'.

(211) D íiy.-PifA /o, Lt;is y G t’lJ.ÓN Ba ijjl s t I'Ro s , A.vn>Nlo; 'S isienu DcrvctKi Civil*, (obra citada en la NPP n“ 
184. pág. 250); ^ g s  549 y 550
En id¿nlie«i sentido se pmnuncia el nmpio A n to n io  Gi 'I.1.«í N Ba i j j .stv.ros en su obra ’ t-a prclacii'n de 
cnfditos.,.", (obra citada en la NPP n“ 72, pág. 143); págs. 142 y 143.



desposesión del deudor habría una justificación para sustituirla por la anotación registrar.'''''

En relación con ia prenda sin desplazamiento de la posesión, el art. 56 de la Ley de 

hipoteca mobiiiaria y prenda sin desplazamiento dice los siguiente:

Art. 56. La constitución de la prenda no peijudicará, en ningún caso, los 
derechos legítimamente adquiridos, en virtud de documento de fecha auténtica anterior, 
por terceras personas sobre los bienes pignorados y sin peijuicio de la responsabilidad, 
civil y criminal, en que incurriere el que defraudase a otro ofreciendo ea prenda como 
libres las cosas que sabía estaban gravadas o Ongiéndose dueño de las que no le 
pertenecen.

Cuestión que evidencia la preferencia del embargo efectuado con anterioridad a la 

constitución de la prenda sin desplazamiento.

En definitiva, la posición del crédito de la Seguridad Social resultará fortalecida con 

respecto a los bienes susceptibles de hipoteca mobiiiaria y prenda sin desplazamiento, desde et 

momento en que se decrete, por parte del Recaudador Ejecutivo de la Seguridad Social, el 

embargo sobre el bien mueble en cuestión, pues dicho embargo impedirá la constitución posterior 

de una garantía hipotecaria o pignoraticia sobre los mismos.

Las anotaciones preventivas de embargo se practicarán conforme a lo dispuesto p<ir el an. 

34 del Reglamento de Hipoteca mobiiiaria y prenda sin desplazamiento, de 17 de junio de 1955.

El Registro de hipoteca mobiiiaria y de prenda sin desplazamiento está regulado por los 

arts. 67 a 80 de la Ley y su Reglamento.

En relación con la anotación preventiva de embargo se plantea la duda de considerar 

extensible la garantía contemplada por el art. 10 de la Ley a dichas anotaciones. Es decir, ¿gozan 

de la preferencia establecida en el art. 10 de la Ley? o. por el contrario, ¿esa preferencia está 

limitada al acreedor hipotecario o pignoraticio?

El efecto de una u otra consideración es de gran importancia, pues supnndrfa que la 

anotación preventiva de embargo no sólo garantiza la imposibilidad de que el deudor grave sus 

bienes, sino que podría añadir un privilegio a esa anotación preventiva con respecto a los restantes 

acreedores: supondría otorgar un privilegio similar al establecido, para bienes inmuebles, en el art. 

1923.4" del Código Civil.

(212) Las sentencias de 14 de octubre de 1965 y 19 de abril de 1971 rech aza  c! caiictcr conslitutivo óc b  anotjciAn 
de embargo de muebles su sc^ ib les  de HM v PSD. Pero no queda cUr> si la protección al acrccdor cmharjrantc 
se acuerdo por ccnocer el hipotecante el ctnbarjro (aunque no anotado) ciLindo se ciMisJituj’ó la hipoteca



En íl supuesto del crédito de la Seguridad Social, éste podría anteponerse a los créditos 

tributarios (de igual rango), desde el momento en que se practique la anotación preventiva (y 

viceversa). También pixlrfa darse el caso que un crédito al que el Derecho sustantivo no le otorga 

un singular privilegio, obtenga mejor rango preferencial que los créditos de la Seguridad Social 

(igual que sucede con un crédito garantizado con una anotación preventiva de embargo sobre un 

inmueble, respecto a los créditos nacidos con ptisterioridad a dicha anotación; art. 1923.4“ del 

Código Civil).

Sin embargo, considero que la preferencia contemplada por el reiterado art. 10 de la Ley 

de 1954, e.stá prevista para garantizar a los acreedores hipotecarios y pignoraticios, n») siendo 

extensible a las anotaciones preventivas de embargo; anotaciones que únicamente garantizan la 

imposibilidad de que el deudor grave u obtenga una rentabilidad con determinados bienes.

En consecuencia, ni la Ley de 1954, ni el Código Civil, otorgan un singular privilegio a 

la anotación preventiva de embargo practicada sobre los bienes susceptibles de hipoteca mobiliaria 

y prenda sin desplazamiento.

Una última cuestión que plantea la anotación preventiva de embargo sobre estos bienes, 

es la de su opinibilidad "erga omnes". Esta oponibilidad frente a cualquier poseedor de los bienes 

muebles que han sido objeto de anotación plantea una duda especialmente inte» asante (piénsese en 

el embargo de un vehículo que, posteriormente, es enajenado por el deudor), ¿puede el acreedor 

que tiene a su favor una anotación preventiva de embargo sobre estos bienes muebles, hacer valer 

la misma frente a una persona distinta de su deudor? En mi opinión, .se producirá, en su caso, un 

posible alzamiento de bienes por parte del deudor, sin que pueda procederse a la ejecución del 

embargo cuando los bienes han dejado de pertenecer al deudor. Es decir, no creo que pueda 

plantearse la eficacia "erf¡a omnes" de la anotación preventiva de embargo practicada sobre los 

bienes muebles susceptibles de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento. No obstante, 

quiero hacer la salvedad de que se trata de una reflexión en la que no quiero profundizar ahora, 

pues escaparía a las intenciones iniciales de esta obra. Asimismo, creo que un fortalecimiento de 

la anotación preventiva de embargo sobre estos bienes muebles garantizaría una mayor seguridad 

jurídica en favor de los acreedores, Consecuentemente, sería interesante, a mi juicio, matizar la 

actual legislación con la fmalidad de equiparar la posición de la anotación preventiva de embargo 

sobre bienes muebles con la anotación preventiva de embargo sobre bienes inmuebles. Con ello, 

el Registro de hipotecas mobiliarias y prendas sin desplazamiento probablemente cobraría una 

mayor importarcia práctica que la que posee en la actualidad, cuestión que, como digo, redundaría



en favor de la seguridad jurídica.

4.2.4 Colisidn entre la hipoteca mobiliaría y prenda sin desplazamiento y la hipoteca 

inmobiliaria.

No querfa finalizar este apartado 4 sin hacer referencia a la colisi«5n regulada en el artículo 

75 de la Ley de Hipoteca mobtliaria y prenda sin desplazamiento:

Art. 75. Cuando se hipoteque un esUblccimiento tnercanlil o maquinaru 
industrial o se pignoren bienes susceptibles, uno y otros, de extenderse a ellos la hipoteca 
del inmueble donde están instalados, confomie al artículo 111 de la Ley hipotecaria, se 
hará coi^tar la constitución de la hipoteca o de la prenda, al margen de la inscnpción de 
duminio del inmueble a favor del que hipoteca o pignora. Igual nota se extenderá al 
margen de la inscripción de la concesión del tranvía cuando se hipotequen éstos.

Extendida esa nota marginal, la hipoteca mobiliaría o la prenda serán preferentes, 
en cuanto a dichos bienes, respccto a cualquier hipoteca itunobiliaría o gravamen que se 
inscriba posterionnente con pacto de extensión a los mismos.

Si en él Registro apreciere inscrito, a favor del que hipoteca o pignora, el 
derecho de arrendamiento del local donde radique el establecimiento mercantil o las 
máquinas hipotecadas o los bienes pignorados, se extenderá, igualmente, nota al margen 
de la inscripción correspondiente, en la que se hará constar la constitución de la hipoteca 
mobiliaría o de la prenda. Extendida esta nota surtirá los efectos señalados en el párrafo 
anterior.

Las referídas notas marginales se extenderán o cancelarán por los mismos tirulos 
de constitución o cancelación de la hipoteca o de la prenda.



5. OTROS DERECHOS REALES DE GARANTÍA.

5.1. Lu prendu.

En este apartadu voy u analizar la prenda urdinaria (con desplazamiento de la posesión) 

de acuerdo con la concepción actual de la misma, recordando que la prenda se ha reservado para 

los bienes muebles porque son los que reúnen la cualidad de ser susceptibles de desplazamiento 

posesorio. Abura bien, como sucede con la hipoteca mobiliaria, la histórica figura de la prenda 

ha ido dejando paso a otras fórmulas de garantía mucho más utilizadas en nuestros días, como son 

las cidusulas de reserva de dominio y de prohibición de disponer previstas en la Ley de Ventas a 

Plazos de Bienes Muebles de 1965, o el arrendamiento financiero (leasing), aunque esta última no 

sea propiamente una tlgura jurídica de garantía.

Originariamente es posible que la prenda surgiera como una figura jurídica que evitaba los 

inconvenientes de la tlducia. En ella, como dice JOAQUÍN ARIAS R a m o s '*'^’, no se transmitía al 

acreedor la propiedad de la cosa sino únicamente la posesión {iuspossidendi), acompañada -cuando 

el derecho de prenda está ya definitivamente configurado- de la facultad de vender el objeto dado 

en garantía, indeminizándose con el precio del mismo del incumplimiento de la obligación (iíia- 

disfrahendi).

Actualmente el Código Civil regula la prenda en los arts. 1863 y siguientes, limitando el 

alcance de estos artículos a la prenda con desplazamiento de la posesión, pues la prenda sin 

desplazamiento está regulada por la Ley de 16 de diciembre de 1954'''^’. En este sentido, el 

artículo 1863 del Código Civil exige el desplazamiento de la posesión;

Art, 1863. Además de los requisitos exigidos en et anículo 1857, se necesita, 
para constituir el contrato de prenda, que se ponga en [wsesión de ésta al acreedor, o r 
un tercero de común acuerdo.

Objeto de la prenda pueden ser todas la cosas muebles que están en el comercio, con tal

(213) A ria s  R am os. J o a q c I s ;  "D crccho R onunn  V, (nbra citada en la NPP n" t73, pip. 24l);p;i{!. 312.

(214) Ley de 5 de diciembre de 1941 dividiiS el canñuto del CiSdigo Civil dedicado a la prenda en dos Secesiones: 
L-a priiTcra comprendía lo* arts. 1863 a 1873 y la segunda los arts. 1863 bis a 1873 bu. Esta sepjnda SccesiAn, 
deslinrda a I.1 prenda sin dcspla/ainiento, fue demgada por b  Ley de 16 de diciembre de I9S4.



que sean susceptibles üe pu'>esión (art. 1864).

La efectividad de la garantía del crédito se lleva a cabo de conformidad con lo dispuesto 

en el art. 1872:

Art. 1872. El acreedor a quien oportiinamenlc no hubiese sido satisfecho su 
crédito, podrá proceder por ante NoUrio a la enajenación de la prenda. Esta enajenación 
habrá de hacerse precisamente en subasta pública y con citación del deudor y del dueño 
de la prenda en su caso. Si en la primera subasta no hubiese sido enajenada la prenda, 
podrá celebrarse una segunda con iguales formalidades; y, si tampoco diere resultado, 
podrá el acreedor hacerse dueño de la prenda. En esta caso esurá obligado a dar carta de 
pago de lo totalidad de su crédito.

Si la prenda consistiere en valores cotizables, se venderán en la forma prevenida 
por el Código de Comercio.

La preferencia de los créditos garantizados con prenda se encuentra regulada en el art. 

1922.2» y 1926.1® del Código Civil:

Art. 1922. Con relación a determinados bienes muebles, gozan de prelación:
2. Los garantizados con prenda que se halle en poder del acreedor, sobre la cosa 

empeñada y hasta donde alcance su valor.

Art. 1926. Los créditos que gozan de preferencia con relación a determinados 
bienes muebles, excluyen a todos los demás hasta donde alcance el valor del mueble a que 
la preferencia se refiere.

Si concurren dos o más créditos respecto a determinados muebles, se observ an, 
en cuanto a la prelación para su pago, las reglas siguientes;

I. El crédito pignoraticio excluye a los demis hasta donde alcance el valor de la 
cosa dada en prenda.

En mi opinión, existe una posible antinomia entre los citados arts. 1922,2“ y 1926.1°, tal 

y como he desarrollado al hablar de la hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento, pues si 

el artículo 1921 dice que los créditos se clasificarán, para su graduación y pago, por el orden y 

en los términos que en este capítulo se establecen; los créditos garantizados en el apartado primero 

del art. 1922 deberían pagarse con antelación a los del apartado segundo. Sin embargo, el apartado 

primero del art. 1926 dice que el crédito pignoraticio excluye a los demás hasta donde alcance el 

valor de la cusa dada en prenda.

No obstante, es interesante observar que el apartado primea> del art. 1922 hace referencia 

a determinados bienes muebles "que estén en poder dei deudor', mientras que el apartado segundo 

se refiere a los garantizados con prenda "que se halla en poder del acreedor". Cuestión que induce



a pensar que diffciimentti pueden concurrir ambas garantías en el supuesto de una prenda ordinaria 

(con desplazamiento), pues si el bien necesita estar en poder del acreedor, resulta complicado que 

esté también en poder del deudor.

Ahora bien, este problema interpretativo cobra toda su importancia cuando se analiza la 

preferencia de los créditos garantizados con prenda sin desplazamiento, como he desarrollado 

anteriormente.

Continuando ahora con el análisis de la prenda ordinaria y en relaciiln a determinad«)s 

bienes muebles del deudor, los créditos garantizados con prenda "que se halla en ptnler del 

acreedor" gozarán de preferencia sobre cualquier otro crédito, a excepcii'in de los créditos 

salariales (superprivilegiados) garantizados en los arts. 32.1 y 32.2 del Estatuto de los 

Trabajadores. Asimismo, deberá tenerse presente el privilegio otorgado ptjr los artfculos 74 y 75 

de la Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 1963'*'*’, y los créditos privilegiados en el 

Derecho Marítimo'-'®’.

Los créditos pignoraticios a los que me estoy refiriendo en este apartado otorgan un nuevo 

privilegio al acreedor, según lo dispuesto en el art. 1867 del Código Civil: "El acreedor ¡¡ene 

derecho al abono de los gastos hechos para su conservación". Gastos de conservación que están 

garantizados por el apartado primero del art. 1922 del Ct'kligo Civil.

También, hay que resaltar que para que el acreedor pignoraticio pueda hacer valer su 

derecho preferente es necesario que la prenda conste en instrumento pilblico:

Art. 1865. No surlini efecto la prenda contra tercero si no consta ¡xir instnimento 
püblico la certeza de In fecha.

En el campo del Derecho Mercantil hay que tener presente lo dispuesto por el artículo 918 

del Código de Comercio, según el cual, en caso de quiebra del empresario, los acreedores con 

prenda constituida por escritura piíblica o en piíliza intervenida por Agente o Corredor no tendrán 

obligación de traer a la masa los valores u objetos que recibieron en prenda, a menos que la 

representación de la quiebra los quisiera recobrar satisfaciendo íntegramente el crédito a que

(215) Confmnt.ir cl capítulo 4'’ Je csia segunda parte: "L̂ s crfditos trilnitarios'; pág- 291.

(216) Coiifnintar cl capítulo 6“ de cMa segunda parte: "Iaí» cníditos prívilcgiadoi en cl Derecho inarítimti"; p.íp. 381.



estuvieran afectos. Es decir, que los acreedores prendarios gozarán de derecho de separación con 

respecto a la masa de la quiebra {separatio ex iure crediiii).

Por último, en relación con el crédito de la Seguridad Social, hay que decir que los 

acreedores garantizados con prenda son preferentes a dicho crédito de la Seguridad Social, tanto 

desde la perspectiva civil (por aplicación de los artículos 1.922.2 y 1.926.1 del Código Civil) 

como en e! caso de que la concurrencia se produzca en un proceso de quiebra, en cuyo caso, como 

he dicho anteriormente, el acreedor prendario gozará de derecho de separación con respecto a la 

masa de la quiebra (artículo 918 del Código de Comercio). No obstante, también deberá 

considerarse el derecho de separación que puede corresponder a la Tesorería General de la 

Seguridad Social sobre la cotización de los trabajadores de una empresa sometida al procedimiento 

concursal cuando dicha cotización haya sido retenida a los mismos por la empresa'-*’’. En este 

sentido, la Resolución de 30 de enero de 1995, de la Secretaría General para la Seguridad Social, 

por la que se dictan instrucciones sobre las actuaciones de los Órganos de la Tesorería General de 

la Seguridad Social en los procedimientos concúrsales, determina que las retenciones efectuadas 

por la empresa sometida al procedimiento concursal a sus trabajadores en concepto de aitizaciones 

a cargo de los mismos calculadas sobre el salario, serán consideradas depósitos a favor de la 

Tesorería General de la Seguridad Social, no formando parte, en consecuencia, del patrimonio del 

deudor. El Legrado de la Administración de la Seguridad Social deberá reclamar directamente a 

los órganos del proceso concursal su ingreso en la Tesorería General de la Seguridad Social, 

sosteniendo, en todo momento, que tales cantidades no pueden imputarse como masa. Es decir, 

según la interpretación de la citada Resolución de 30 de enero de 1995, la Tesorería General de 

la Seguridad Social tendrá también un derecho de separación con respecto a la masa {si'pararaiio 

«  iure creditii).

5.2. Anticresls.

El origen histórico de la anticresis como un simple pacto que aparecía agregado al pignus 

y que, en el Derecho romano, no tenía la consideración de fígura independiente, ha arrastrado en 

nue.stro Derecho una serie de dudas en cuanto a su naturaleza jurídica y a los efectos derivados

(217) Confrontar el capñulo 4 “ de la primera parte: *Lj  incidcncia de los pnvedim kitfos coocutsalcs en la cjcxnK-kSn 
de los críditos de la Seguridad & vial’ ; pág. 109.



de su ejecución. Es decir, la anticresls originariamente no era una figura independiente sino un 

pacln agregado a otra institución'*"".

La nueva configuración de la anticresis tiene su causa en el Código de Napoleón, 

constituyéndola como un derecho autónomo, independiente de la prenda y la hipoteca, a diferencia 

de lo que había hecho el derecho tradicional y especialmente el romano'*’’'.

H1 Código Civil, siguiendo la línea del Código de Napoleón, regula la anticresis en los 

arts. 1881 y siguiente.s, como un derecho de garantía referido a inmuebles e independiente de la 

prenda y la hipoteca.

En mi opinión, la regulación establecida por el Código Civil constituyó un tímido intento 

de independizar la anticresis (siguiendo el ejemplo del CiWigo de Napoleón), intento que la 

práctica jurídica posterior se ha encargado de hacer fracasar debido a su escasa utilización, 

manteniendo, en todo caso, su utilidad como lo que originariamente habría sido; un simple pacto 

agregado a otra garantía. Actualmente su utilización prácticamente se limita a la hipotecas con 

pacto de anticresis.

La regulación de la anticresis en el Código Civil plantea una serie de problemas que han 

sido resueltos doctrinalmente, lo que ha supuesto que la actual naturaleza jurídica de la anticresis 

en nuestro derecho tenga una construcción doctrinal.

5.2.1 Concepto.

El art. 1881 del Código Civil dice lo siguiente:

Art. 1881. Por la anticresis el acreedor adquiere el derecho de percibir los fmios 
de un inmueble de su deudor con la obligacii^n de aplicarlos al pago de ios intereses, si 
se debieren, y después al del capital de su crédito.

De esta redacción puede deducirse que la intención inicial del legislador fue garantizar la 

obligación con los frutos, pero no con el inmueble (para eso ya existen otros derechos reales de 

garantía); además, el derecho a percibir los frutos se aplica en primer lugar al pago de los

(218) Cni.AKD<) Z ai’ATIíko, V|('Ií.vtjí; "Coincnlario!» at CíVlipo Civil diri{’idi)i por Alhabdcjo"; Mndriü 1979, (aris. 
1822 a 1886). PáR». 635 y ss.

(219) Sasz FkrnáNUIIZ. Ánohi.: "El derecho de prcferencLi de la aniicresi»": Revista de Dcreclw Privado. 1943. 
Páj:i. 223 y ss.



intereses, cuestión que hace pensar que el capital del crédito puede estar garantizado con otra 

figura. Ahora bien, el art. 1884 faculta al acreedor para que, en caso de falta de pago de la deuda 

dentro del plazo convenido, pueda pedir el pago de la deuda o la venta del inmueble.

En definitiva, la lógica interpretación de la redacción del Código Civil me lleva a pensar 

que su intención ñie regular el histórico pacto agregado de anticresis y que. al intentar 

"independizarlo', se Introdujo la ambigua posibilidad prevista por el artículo 1884 del CiViigo 

Civil, evidentemente, con escaso resultado práctico.

El concepto de anticresis regulada en el Código ha sido posteriormente ampliado p».)r la 

doctrina, buscando la inclusión de una serie de notas que no quedan matizadas en los arts. 1881 

y siguientes. VICENTE G u ila rd o  Z a p a tero , en la obra citada'^', recoge abundantes citas de los 

distintos conceptos de anticresis elaborados por la doctrina y termina diciendo que "de 

conformidad con estas definiciones, la opinión común de nuestra doctrina afirma ¡a naturaleza real 

de la anticresis. ofreciendo SA i'̂ 'Z Y G a r c ía -G R a S'ERO una cumplida referencia de las teorías 

expuestas en ¡a doctrina comparada para explicar la esencia de la institución, que. como he dicfut. 

apenas se discute respecto de nuestro Derecho, aunque no falte, ciertamenie. aurores que la 

consideran como un mero derecho personal: entre otros. D a LAí a s e s  y ALCUER. Por el contrario, 

no resulta tan pacífico si se trata de un derecho real pleno, pues hay quien duda que al acreedor 

anticresista le correspondan las facultades de persecución y preferencia, propias de las 

titularidades perfectamente reales".

5.2.2 Problemúticu interpretativa.

Para analizar la problemática planteada pi>r la anticresis aimo tlgura independiente de 

nuestro Código Civil, voy a seguir el planteamiento de ANGEL Sa.nz FERNÁNDEZ'"’’ que. en mi 

opinión, realiza el estudio mis interesante sobre esta cuestión. Dicho autor recoge ci>n meridiana 

claridad los tres problemas blsicos que plantea actualmente la anticresis:

Los pn>b1ema.s planteados en tomo n esla figura lurídica que mis no inicresan en 
este mumentu son: I." Si la anticresis es un derecho real; Z.*" Supuesto que lo sea. si es

(220> GniyMU><> Zapati;ro, V u » -n ;;  "Cinncnlariiis al CiVlip») C iv il... ', (obra c itid i en b  NPP n* 218, páf 27S),
pigs. 638 a 639.

(221) San? Ff.knáSDJí . Ám íix ; 'E 1 ilcircho de preícnm cia...', <obra citada en b  NPP n® 219. p ip  2T8i.



un dercclio real de realización del valor, anitlogu a la prenda y la hi|M)leca; 3 .“ Si aun 
piidiendu el acreedor pedir y obtener la venta del inmueble para ser pagado con el precio. 
goKi, conu) el acreedor prendario o el lii|totecarío. de un derecho de preferencia sobre el 
misino, o, |>or el conlnirio, tiene que verse preferiiU> por estos acreedores, aunque sean 
de fecha |H)steri»>r.

1..-I
Li jurísprudeucia fntnce.sa lia resuelto esta |H)l¿mica en el sentido de considenir 

la unticresis como un derecho real de realizaciiSii del valor, d<itado de pleno derecho de 
preferencia, | . . . | .

Fii cambio, la doctrina italiana consideró siempre en sii inmensa mayoría a la 
anticresis como un derecho liniitadoa los frutos i|tie no concede derecho alj^uno sobre el 
valor de la cosa, ni menos derecho de preferencia; |. . . | .

Li doctrina español» se ha inclinado, con muy contadas e.icetKiones, a e- timiir 
que la anticresis es un derecho real; |>ero no plaiiteji el jiroblema de si yi>z;t de derecho de 
preferencia sobre el valor del inmueble''''.

[.-1
Un examen detenido de los textos legales españolas lleva a reconocer a la 

anticresis ci>mo un derecho real de realiz;ición del valor, anáUtgo a la hi|>«)teca, de la que 
iu> difiere más que en el disfrute que concede al aca-edor; |...].

A n g e l SanZ FernáNDOZ realiza las siguicnlcs conclusiones accrca del Dercchd de 

preferencia en lu anticresis (conclusiones que ptisteriormente han sido mayorilariamentc aceptadas 

por la doctrina y que han d a d o  lugar a lo que anteriormente he denominado construcción doctrinal 

de la naturaleza jurídica de la anticresis):

Resulta, pues, que la anticresis es en nuestro derecho un derecho reid de garantía, 
análogo a la prenda y la hi|H>teca en conceder un derecho real de realización del valor, 
pero más extenso que ellos, pues concede adeiniLs el disfrute de I» cosa en función de pago 
de los intereses, siempre, y nonnalmente también del capital.

Se sepani de la prenda en dos datos fundameiitales en nuestro Derecho; la 
innecesidjiil del desplazamiento de la (H)sesión al acreedor y el recaer sobre bienes 
inmuebles. | . . . | .

El |>anilelo ha de establecerse entre la .mticresis y la hi|)oteca; .isf como esta recae 
exclusivamente sobre el valor de la cosa, salvo en la hi|K)le.sis de la regla 6.* del aníciilo 
131 de la ley lli|M>iecaríH, la anticresis queda constituida desde el principio en esta liltima 
situiicióii y con el doble carácter de hiiniteca mi fruclus y luf citr¡ius.

I...I •
Esta equiparación pennile deducir un.t doble consecuencia:
a) Que lits noniias reguladoras de la hipoteca delten considerarse aplicables a la 

anticresis en cuanto se refiere a los den.*chos del acreedor sobre el valor del inmueble.
b) Que, |X)r consiguiente, en las noniias que regulan la prelación de créditos 

del>en considerarse incluidos los créditos ganintiziidos con anticresis en el lugar de los 
garantizados con hiiNtlcva, sin que jior ello quede vulnentilo, sino rectamente mteqiretad<t 
el anfciilo 1923 del OWigo civil.

<2221 Únic.-iincnic se «ciip.'in ilc cMc pmtileina Dt; BrijM. G a V ' iso  y  R (k*a . Sa s i 'KI':



Ma.s i»ta ültiiiia clasificjición mSIo puede tener lugar pra la anticre»is inscnU en 
el Regisirode la Propiedad;

5.2.3 El privilvKtu de los crétlilMS |>urunt¡7jid(is con anticresis.

Las conclusiones realizadas p»)r ÁNGEL SaNZ FERNÁNDH/ reconociendo la equiparación 

de la anticresis con la hipoteca (en materia de prelacíi^n de criíditos) ha sido posteriormente 

aceptada ptir la doctrina'"’', a pesar de que el C»kligt» Civil, en el art. 1884. no e>pecitlca que la 

venta del inmueble sea para pagar al acreedor, a diferencia de lo dispuesto ci)múnmeme para la 

prenda e hipoteca en el art. 1858 donde sí se especifica que la enajenacii^n de la cosa gravada es 

para pagar al acreedor.

Resulta, por lantti. asumido por la doctrina que el destino del precio obtenido con la venta 

del inmueble es para pagar al acreedor cuy*» crídito se encuentra garantizado. c*trresptmdiiíndo1e 

un derecho de preferencia frente a los demás acreedores sv»bre el precio obtenido en la realizacu'in 

forzosa del bien; equiparando e.sa preferencia a la de un acreed«ir hip«itecario (Art. 1923.3" 

CiSdigo Civil).

En mi opinit'ín, la confusa regulacit^n que realiza el C»\Jigo Civil de la anticresis ha 

c»)ndenado, en la práctica, el intento de independizar la figura, quedando resumidas las 

argumentaciones doctrinales que defienden la equiparacli^n con la hip«Ueca a criterios de pura 

Ilógica, pues en caso contrario, es decir, si el acreedor antícnítico no obtiene un Jerechi» de 

preferencia con la enajenación del inmueble, ¿quií interi5s podría tener en dicha enajenación?

En cualquier ca.so, la equiparación sostenida p<ir la doctrina probablemente se ha 

convertido de forma definitiva en un problema teórico que pinlría ser tihjeio de un profundi» 

debate, especialmente si alendemos a lo dispuesto por el artículo 1925 del C>VJigo Civil.

Art. 1925. No go/antn de prvterenci.T los crédiMs de cualquiera otra claM*.»» p»>r 
viuilquiera otro título, no comprendidos en K»s artículos anienores.

(22.Í) ConÍM irtar:
l>Hii lÍKt-TAr. Jnsií; -FuthijiiKnlm de Dcrevho C iv il'; T ímw  III. IH. :*  Ed . Batvclotu P if s  52 
a 5.V
EmIS  C anovas. DIHM); 'Mamial de Dcrwh<i Civil c ^ p a ^ r ;  Tmrh> II. M aJnd l<J8l P áf SU
D liy PJi A /o . Li is V G r i jA s  B a U ís i i  k i» . A nhim i); 'S i'aciiu  Dcrect*»' Civil*, t.'bra citada cji la NTP n “
184. p íp  250). p.-ip.'57:,
R(i)S S.\i.vil K<'>N. Ua k io i.omiu  privilci:i»’N dcl . " , íobra citada cti b  NPP n" 7.^. p jj: páp



A mi juicio, la única inlerpreiaciiln idgica que se puede hacer ücl crédito garantizado con 

unticresis es la de asumir el traca.so de la independizaciiin de la figura y volver a su consideración 

primitiva de pacto agregado a otra institucii'in. Esta es la interprelacitln "lógica" de la anticresis 

y no, como mayoritariamente sostiene la doctrina, la de otorgar el mismo derecho de preferencia 

que al crtídilo hipotecario, especialmente cuando el Cildigo Civil no lo ha previsto así (art. I92S).

Nti obstante, a pesar de mis dudas sobre la reiterada equiparaciiín de la anticresis con el 

crédito hipotecario (en materia de prelaciiin de créditos) voy a sumarme al criterio mayoritarit* de 

la doctrina, con la iniencit^n de ohjetivizar al máximo la prelacii^n de h>s criíditos privilegiados, 

considerando que la anticresis goza de igual preferencia que los créditos hipotecari«>s garantizados 

por el art. 1 9 2 3 . del C»ídigo Civil.

En consecuencia, me remito a las consideraciones que he efectuado en el apartado 3.2 de 

este mismo capftulo sobre el privilegio de la hipoteca inmobiliaria, insistiendo, una vez más, que 

dicha equiparación es la asumida mayoritariamente por la doctrina y que, en mi opinión, resulta 

un tanto exagerada (evidentemente justificada por la búsqueda de una U^gica que probablemente 

no se ha conseguido en nuestro derecho con la independización de la anticresis).

5.3. Fiducia.

A pesar de la controversia doctrinal existente en torno a la naturaleza jurídica del ”negocio 

fijttciario”, voy a incluir en este apartado (dedicado a los derechos reales del garantía) el estudit> 

de la actual venta en garantía; pues, como expondré, considero que esta figura podría convertir.se 

en un verdadero derecho real de garantía si dicho negocio fiduciario se inscribe debidamente en 

el Rcgi.stro de la Propiedad.

Como señala RICARDO DE ÁNGEL Yagüez'"^’: "su origen remoro xe encuentra 

probablemente en ia Jigura romana de la fiducia y su antecedente ntiís inmediato es la llamada 

transmisión de seguridad germánica (sicherungsdhereignung)".

F.n el Derecho Romano la fiducia fue una institución consistente en la transmisión de la 

propiedad por mancipativo, a cuyo actt) se acompaña un ctmvenio por el cual el accipiens se 

compromete a la devolución de la c«)sj recibida, o a dar a ésta un cierto destino, cuando acaezca

(224) Ámíij. Yaiíiji;/, Rii'akix) di-;; "Pn>HIcin;«s uiic «isciui l.i venta en c.irmiw,..”. (nhni cíladn en !.i NPP n“ 140. 
pig 195); 129.



una determinada circunstancia, que se fija {fiducia cum amico); o bien, mediante el cual el 

acreedor se comprumelfa a devolver el dominio de la cosa al deudor o tercero, cuando la 

i)hligacit1n fuese cumplida (fiducia cum crediiore contracta)'^’.

En cuanto a la transmisión de seguridad germánica. Gustav Boehmer'^ ' describe con 

tk>da precisión el alumbramiento y consolidación de esta figura jurídica.

Las principales características del negocio fiduciario son la desproporción entre el medio 

jurídico empicado y el fin práctico que las partes pretenden alcanzar: además de la necesaria 

confianza que debe presidir en todo momento las relaciones entre fiduciante y tiduciario.

5.3.1 Clases de negocios llducíurios.

Am o n io  Guli-ón Ballesteros'"^’ recoge la clasificación de los negocios fiduciarios 

expuesta por JORDANO Barea'^':

U>s neyiK'ios nüucinrius. pese a heterogeneidad, pueden ser claMficadiK en 
grandes gni|H>s;

I) Los pertenecientes al génea> fiducia cu/u iimictK 2) Li>s que tienen p«>r ha>e la 
fiducia cutn creditonr.

La esencia de los primeros, la idea directñz, es que se contraen preferentemente 
en provecho del ñduciante. Así. ptir ejemplo, cuando A cede .sus bienes a B, que aparece 
como propietario pleno de los mismos, jtara evitar su confiscacii^n pt>r responsabilidades 
|H>líticas.

L«)s segundos (fiducia cum crediture) se celebran en pa>vecho del fiductano. Ello 
ocurre en las tntnsmisiones de propiedad, con finalidad de garantía, a iin acreedor. En la 
práctica se da este stipueslo ^eneraliz.ido; A presta a B una cantidad de dinen>. Para 
garantizar su pago, en escritura piibtica B vende a A una finca de su pn>ptedad {tor un 
precio que confiesa recibido con anteríond.-id. En documento privado a|urte se estipula que 
B pHlní recu|)enir la finca ( o sea. un pacto de retro admitido por el art. 1507) mediante 
el pago de una cantidad que es equivalente al capital prestado mis los intereses.

(22.S) A rias Ra m o s . JoAgtJiN; ‘ Dcrechíj Roiiunvt I’ . (obra ciisda en b  NPP n® 173. pdp 241);pdp., 310 a 311

(226) IV>|}1N<IU<. C .; "Praxis dcr richlcriichcn reclitsschópfunp"; J.C.B. Mohr (Paul Sicbcck) Tubinfcn, I«5 :. *E1
Jcivcito a través de la junspiudcncia': olkkSn e^ñi>Li. con Iniduccii^n v ank-iacioncN de P i’lG Bk<t a i ‘.
lUivcloiu 1959. Págs. 315 y ss.

(227) ®  Ba i.i.IST1J«)s , A si^jM o; 'C u n o  de Dcm:h>> Ci\4l (El n c p v h 'ju rid icu r; M jdnJ. 1%<> Pí|.*n 129

(22.SI JoRDANo Bar1:A ; ”GI negocio fiduciari<i'; Baa'ckfiu, 19.S9. Pápv, 'O  a 26.



5.3.2 Nuturulezu jurfdica.

Como he dicho anteriormente, la naturaleza jurfdica del negocio fiduciario es un tema muy 

controvertido por parte de la doctrina, distinguiéndose, básicamente, dos teorías; I L a  teorfa del 

dohie efecto: el negocio fiduciario es el resultado de dos negocios distintos, independientes, aunque 

conexos. En este teorfa, el primer negocio es un contrato de naturaleza real consistente en la 

transmisión de la propiedad; mientras que el segundi. ..egocio tendrá exclusivamente un contenido 

obligacional vá]id*i inter partes.

2.* La teorfa de la "Cíiusa jiduciae", según la cual el negocio fidnciarti» es un solo negocio, 

pero de naturaleza compleja, ya que del mismo se derivan efectos reales {er^a onmes) y perstmaies 

(limitados al fiduciante y al llduciario). Hsta es la teorfa predominante.

Como dice ANTONIO GULLÓN Ballesteros'"'’, siguiendo la teorfa del doble efecto, 

tendremos que el fiduciario ostenta la titularidad dominical de la co.sa frente a todos, incluyendo 

al mismo llduciante. Y en el supuesto de la quiebra del fiduciario, el bien transmitido ingresa en 

la ma.sa de la misma, no pudiendo el tiduciante pedir su separación alegando que «.M es el verdaderti 

dueño.

La corriente doctrinal mayoritaria'~^'’ rechaza la titularidad dominical del fiduciario, 

considerándole no como un propietario de la cosa sino como un mero acreedor, dotado de la 

posibilidad de satisfacer .su crédito preferentemente. s<ibre la cosa que se le habfa confiado. 

Ricardo de ángel  Yagüez '̂ ’̂’ so.stiene lo siguiente:

| . . . |  lo que piirvcu fueni de IihUí iluda c-s que nueMro Derecho n<i puede ;uiinilir 
que la venta en y:inintf:i genea* el resiill.Klo que las pnrtes declnnm querer, esto es, la 
tninsmisión de la pnipiedad de la eos» confiada, bien |M>r entender que nos hallamos en 
presencia de un ne îK'io en que falta un eleinenlo esencial (el precio, en relaci<̂ n con el 
art. 1445 del Cikligo Civil), hien |>orque adolece de falta de causa (art. 1275 del CiSdigo 
Civil), bien |i<ir opinar que la venta en ganuilía conslilnye un caso lípic») de neginrio 
siiniihulo, en el que la causa falsa en el ne^oc)i> aparente conduce a su nulidad (art. 1276 
del Cikligo Civil).

(2291 Gi'l.I.<*S BAl.l.l-.sn:KfJS, AN"n>Slo; "Cutv> de dcreclhi civ il..." , (ohni cil-nd.-! en la NPP n “ 227, pjj>. 283); jvij:.

(230) Conl'n)ntar:
CASlUf) Y Uit.\Ví), Fi:I)I:KI('o  1)1;; “El ncgucjo juridlco", («hni cil.id.i cii la NPP n“ |40 , páj*. J95», 379
> sv

(231) Á.vci l. Yaísi i:/. R icakixi I>i:; ■pnihlcin.n que suscjl.i la venl.1 en pnintí.i fohni cilad.-> en la NPP ii" 140,
p.1p. 195); páp 54.



La jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre el negocio fiduciariti^*' ha venido 

repitiendo "que la venta en garantía no tiene carácter transntisivo (con todas las consecuencias 

que Je este principio derivan); que hay que reconocer la validez, en principio, del pacto 

subyacente movido por una finalidad de f;aranría: que, por tanto, la titularidad del fiduciario está 

sometida a dicha finalidad, sin que pueda otorgársele otra virtualidad que la mera posesión ni 

otro alcance que el que deriva del aseguramiento, y que a pesar de todo ello, el tercero que de 

buena fi‘ confia en la apariencia creada por la falsa transmisión debe ser protegido en su 

condición jurídica, y más en concreto cuando ésta es la de tercer adquirente"

A esta síntesis hay que añadir lo dispuest*» por la Sentencia del Tribunal Supremo de 19 

de mayo de 1982 (Ar. 2580). donde se recoge que " /.../ ¡a "Causa fiduciae- no consiste en la 

enajenación propiamente dicha, sino en la garantía o afianzamiento del débito a que la relación 

obligatoria responde, y es justamente en la causa del contrato fiduciario donde hay que alojar la 

limitada eficacia real de la venta en garantía, que. no pudiendo oponerse al fiduciante por no 

haberse operado una verdadera transmisión del dominio 'interpones \  se revela de cara o frente 

a los otros acreedores del fiduciario a la manera de un «crédito privilegiado» que gozará de 

preferencia para hacer efectiva sobre la finca aquella pane del capital del mutuo que restaba por 

devolver.'

5.3.3 La problemática preferencial.

Admitido por ta doctrina y por la jurisprudencia del Tribunal Supremo que el fiduciario 

es un acreedor y no un titular del objeto dado en garantía, el verdadero problema interpretativo 

se plantea al determinar si se trata de un acreedor privilegiado o no. Y. coasideranüi> al acreedor 

fiduciario como un acreedor privilegiado, ¿qu¿ tipo de privilegio le corresponde a tan singular 

garantía?, ¿cuál serán los cauces prvtcesales que dicho acreedor deberá seguir para defender su 

mejor derecho?

Hay una cuestión que es necesario puntualizar desde un principio consistente en la

(2J2) Un.1 abundanic cxp»>%icttSn de la junspnidcncu ^icttc v e r*  en: 
C a s t r o  y B kavo. Fioiiouit) ni;; "El ncpcvM ju riJio i”. <ohn ciiL ciuda en b  NPP n“ UO. páp. 19S>. ivipv >*35 
a 439.
AmíiJ. YAíii'l-it, K k ' a k i x ); 'Pmbiciavs que <niM;ita b  venia en piranlia...*, <ohn citadr en h  NPP n* UO. p i f  
I95); 55 y « .



üifícultaiJ que existe en la práctica para conocer cuando estamos verdaderamente ante un negíicio 

Hduciario; debido a que, en muchos casos, el ünico negocio que es perceptible por los restantes 

acreed«)res del presunto ciiniprador y vendedor es la compraventa inicial, pues, como ha quedado 

expuesto, el posible pacto de retro se otorga en documento privado. En mi opinión, el hecho de 

que el pacto de retro no esttí dotado de una publicidad necesaria, inclina a pensar que lo pretendido 

por las partes es algo mis que una garantía, probablemente lo que verdaderamente se está 

buscando en la práctica es una figura que sirva para ocultar determinadas situaciones poscsoriits 

a los restantes at.icedores: es decir, la ausencia del carácter obligatorio de la publicidad hace del 

negocio fiduciario una figura apetecida para su utili/acii^n en fraude de acreedores. Finalidad de 

tKHiltaciiln que, evidentem*:nte. se ve nt)tablemente ampliada con los negocK* fiduciarios 

pertenecientes al giínero "fuiuda aun amiat".

A mi juicio, existe una solucit^n que relanzaría la figüra de los negocios fiduciarios con 

finalidad de garantía y que supondría abandonar el p«»sible riesgt) de su utili/acidn fraudulenta. 

Esta solucii^n consiste en convertir en constitutiva la inscripci<‘ln registra! de dicho negocio 

fiduciario.

Al igual que sucede en otros derechos reales de garantía, como es el cílso de la hipoteca, 

en la que puede existir un negocio entre las partes que Unicamente tendrá efectos reales frente a 

terceros si se inscribe en el Registr») de la Propiedad, lo mismo podría decirse de los créditos 

garanti/adt)s mediante una "venta en ganmtía".

Nada impide que continúen realizándose negocio fiduciarios «»cultos. pues lo único que 

inicialmente transciende de ellos es la venta, pero si posteriormente se quiere hacer valer la 

verdadera pretensit'm del fiduciante y del fiduciario, en el caso de la ejecucií'ín del patrimonio del 

otro, para ello debería exigirse la inscripci«Sn registral del pacto de retro.

No encuentro ninguna dificultad para (jue la inscripción de la venta en garantía que se 

efectúa inicialmente lleve aparejado un pacto de retro con la finalidad de que dicha venta se 

retrotraiga en el momento del cumplimiento de la ttbligación que dio lugar al negocio fiduciario. 

Constaría en el Registro de la Propiedad la finalidad de garantía querida por las partes y, con ell<i, 

quedarían perfectamente salvadas las posibles incidencias con los terceros que apareciesen en el 

posible pr»)ceso, pues nada impide que el fiduciario (comprador) venda a un tercero la cosa dada 

en garantía, pero si el tercer comprador conoce la existencia del pacto de retro, se elimina 

cualquier riesgo para el verdadero titular del bien (fiduciante), que siempre p«)drá rescatar su 

patrimonio haciendo efectivu la obligación que dio lugar a la venta en garantía. En definitiva, lo



que realmente puede enajenar et fíJuciario es el cr¿diu> garantizado mediante una venta en 

garantía, pues la cosa en sí podrá ser rescatada por su verdadero titular.

En consecuencia, la inscripción obligatoria del negocio fiduciario eliminaría los evidentes 

riegos existentes en la actualidad. En todo caw>, nadie puede ser obligado a efectuar dicha 

inscripción, pero aquellos que no quieran estar protegidos por la realidad del registro, no deberían 

hacer valer sus derechos frente a terceros de buena fe o fronte a los restantes acreedores (en el 

caso de un procedimiento de ejecución). Como he dicho anteriormente, la situación sería la misma 

que la existente en la relación hipotecaria. En toda esta cuestión no hay que olvidar que los riesgos 

de lu falta de publicidad de la tlducia en el Derecho Romano se debió a la ausencia de un eficaz 

registro en aquella sociedad; sin embargo, en la actualidad, el Registro de la Propiedad debería 

ser utilizado para fortalecer la transparencia del negocio fiduciario, como se ha hecho con otra.s 

figuras de garantía.

Anteriormente he formulado una .serie de interrogantes que he dejado sin resolver acerca 

del carácter privilegiado del crtídito derivado del negocio fiduciario. Coasidero que el derecho que 

en la actualidad le corresponde al fiduciario es el de un acreedor privilegiado y que dicho 

privilegio debería .ser el contemplado en el art. 1922.2 del Código Civil, para aquellos supuestos 

en que el comprador-acreedor posea el bien mueble dado en garantía. Respecto de k>s bienes 

muebles que continúen en posesión del vendedor tlduciante habría que acudir a la protección 

otorgada pt>r la Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento, otorgando al negiKio 

fiduciario un privilegio análogo al de e.stas figuras. Y. por liltimo, el privilegio que debería 

corre.spi)nder al acreedor fiduciario st>bre los bienes inmuebles, no puede ser otro que el 

contemplad*) por el art. 1923.3" del CiViigo Civil, para lo cual sería necesaria la inscripción 

registra! del negocio fiduciario, donde se hará constar la verdadera intención querida por las panes 

y no sólo la venta inicial.

En resumen, e) acreedor fiduciario será un acreedor privilegiado que para hacer valer 

dicho privilegio frente a terceros necesitará tener iascrito su derecho (a excepción, lógicamente, 

de los negocios fiduciarios realizados sobre bienes muebles que no puedan ser objeto de 

inscripción). En caso contrario, el fiduciario aparecerá como un verdadem titular, con los riesgos 

que ello implicará para el fiduciante, titularidad que pinlría se atacada por los acreedores del 

fiduciante demostrand«> la verdadera finalidad del negocio.

Ahora bien, ¿qué ocurriría si no se inscribe el negiK'io fiduciario como tal en el Registr»>? 

Aquí hay que distinguir dos situación, al igual que hace Ricardo DE ÁNGEL YAct.rEZ al analizar



los prob!**mas que suscita la venta en garanlfa en relacirtn con los procedimiento de ejecución del 

deudor"^^’:

1.- La Ejecuciiln del nduclario (presunto comprador).

Si consideramos, como he venido haciendo, que el fiduciario no es un verdadero titular, 

sino un mero acreedor, y que el vendedor-llduciante no ha dejado de ser propietario de la cosa 

vendida. «íste tendrá en su mano la posibilidad de la tercería de dominio (arts. 1532 y ss. de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil) en el caso de que se estd llevando a cah(> una ejecucirtn singular del 

patrimonio del fiduciario. Cuando la ejecucitín sea universal, el fiduciante podrá separar de la 

masa de acreedores el bien que ha sido objeto del negocio fiduciario (arl. 1269 dcl Ci^digt» Civil 

y 908 y ss. del Cildigo de Comercio)'“̂ '.

En cualquier ca.so. la tesis que ah»>ra defiendo obligaría a las partes a inscribir el negocio 

fiduciario com») tal. para poder hacer valer el derecho del fiduciante. tanto en una ejecución 

singular como en una ejecución universal; corriendo el riesgo de verse definitivamente desposeído 

de su bien si no se ha dado la oportuna transparencia a dicho negocio fiduciario mediante su 

inscripción registral. Con esto se salvarían los problemas que presenta el respeto al interís de 

terceros.

Además, parece lógico que si el vendedor-llduciante pretende recuperar su patrim<inio en 

el caso de que se est¿ ejecutando el del fiduciario, tenga que hacer frente al cumplimi'’nto de su 

garantía (ante la ma.sa de acreedores en el supuesto de la ejecución universal), como paso previo 

a la recuperación del bien garantizado.

2.- La ejecución del fiduciante (presunto venJedor).

Mayor problema práctico pre.senta este supuesto, pues en ca,so de ejecución contra el 

patrimonio del fiduciante. podría darse el caso de que ambos sujetos e.stuviesen interesados en 

ocultar su verdadera finalidad de garantía, para que de esa Ibrma se pudiera eludir el presumible 

embargo de bienes del patrimonio del vendedor-fiduciante.

(233) A sm  í. YAiíi’íy ,  Ric a r ik ) i>i-; T m ble im s qiic suscita la venia en p a n n lfa ..." , (obra cilmia en U NPP n® UO,
pái!. 195); pdi!. 56 y xs.

(234) Coním nlar
ÁN O lf. Y A fifliZ , Rk 'a h ij») I)Ií; ■Pmhlwnas que Miseita la venta en pannlía ,.." , (nbra citad.' en ta NPP n” 140.

I95l: pdi-%. 57 a 58,
C a-stko  y Bkavo , FliHkRiro ui-; "El ncüiK'io Jurídico'’, (obra citad.i en la NPP n® 140, pág. 195); 412
a 413,



En mi opinión, la única posibilidad lógica que existe para ajustar la tl];ura a la finalidad 

querida es la exigencia constitutiva de la inscripción registral del negocio fíduciario. de forma que. 

en caso contrario (cuando el fiduciario aparezca públicamente como titular, si por parte de los 

restantes acreedores se puede demostrar la existencia nu sólo de una verdadera venta, sino también 

de un pacto de retn> sujeta a una finalidad de garantía), la sanción sea la nulidad de dicho negocio 

fiduciario, llevando aparejada la pérdida, por parte del fiduciario, de cualquier consideración 

privilegiada de su crédito.

En definitiva, de acuerdo con el criterio mantenido por la doctrina^” ', Kis acreedores del 

ftduciunte podrán proceder contra los bienes que figuren bajo la titularidad del tlduciario como 

consecuencia de la existencia de un negocio tlduciario y que nunca han dejado de pertenecer al 

primero. Si bien el tlduciario .será considerado como un acreedor privilegiado; privilegio que, en 

mi opinión, debería desaparecer mediante la sanción de nulidad siempre que se hayan »)cuItado las 

verdaderas intenciones de tas partes.

Concluyendo, una vez mis. que la consideración constitutiva de la inscripción registral del 

negocio tlduciari») eliminaría lodos los inconvenientes que .«ie presentan en la actualidad. Claro que 

también se puede hacer la lectura contraria y perderse con ello el posible interés de esta tlgura. 

Pero, evidentemente, el Derecho debe e.star para favorecer la transparencia de la realidad jurídica 

y no para fortalecer continuos recovecos creados por la astucia de la ocultación.

(2J5) Confmniar
ÁM iiJ. Ya«1> 7 , Rica rdo  l>h; "Pn»blcina!i que suscita b  vcrta  en  c an n iia  (obra e iu J a  en U .^'PP n® l-*0. 
|vJr I95>
Casiko y Bjcw o . F i j >i ju o > 1)K; “El iicpv’Hiiuriditfo'. citada en U NPP n" l-»0. ¡vig
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l. ORIGEN HISTÓRICO DEL PRIVILEGIO TRIBUTARIO.

Probablemente la preferencia en favor Jel Fisco con relación a los restantes acreedores sea 

el primer crédito privilegiado existente en la historia del derecho. Su origen se remonta a la 

"prowprax'ui' helenística, que era propiamente un derecho de revocación por el que su titular 

(normalmente el fisco) pinlfa obtener la cosa afectada (aunque estuviese en ptxler de un tercero 

adquirente) para preparar la ejecución forzosa del patrimonio del deudor*^'.

En el derecho Romano, al final de la ¿poca clisica comenzaron a aparecer las denominadas 

hipotecas legales, que sup«indrían el debilitamiento del privilegio basado en la prioridad temp«.>ral 

"prior ti-mpore potior ture". Sobre estas hipotecas legales. JUAN DE Churruca en la obra citada 

d ic e :"/.../ inicialmeníe se trató posiblemente de derechos de preferencia en favor de determinados 

acreedores en la ejecución forzosa del patrimonio del deudor análogos a la protopraxia 

helenística. Entre estas hipotecas legales se encontraba la hipoteca general de la cual gozaba el 

fi.\co sobre el patrimonio de los contrihttyentes.

SEmstíO SE\'ER0 concedió al fisco un derecho de preferencia sobre el patrimonio de los 

contribuyentes en caso de impago de impuestos. •'Ese derecho de ejecución preferente pasó a ser 

ejercitable incluso frente a terceros </«<’ hubiesen adquirido las cosas gravadas por impuestos que 

no se habían pagaílo-"'-'^'.

Consecuentemente, se puede afirmar que la protección de los créditos tributarios no es una 

cuestión actual, sino que, por el contrario, el fisco siempre se ha visto faNorecido p».>r el derecho 

en defensa de los intereses del Estado.

Por liltimo, como antecedente más Inmediato hay que destacar que la decidida reforma 

abordada por la Ley Hipotecaria de 1861 (en cuya brillante exposición de motivos se insiste en 

la necesidad de acabar con los privilegios generales), mantiene, en el artículo 194. la preferencia 

del Estado, las Provincias o los Pueblos.

(2.Wi) Ji'AS DI; C u i‘KRIVa ; "•Pijtnus» (obra oitaJa en h  NPP n® 172, psp. 2411; pdpi. 13.
G. ’ PnMopraxia*. (obra diada en h  NPP n“ 183. p if .  249|; pips 9S6-987
F. \V ij-aj* hr; ’ Pnilopfaxic «nd íun (ohni ctiada en h  NPP 183. páj;. 240i;págs 21S-257
II. Wajrncr; "Dci Enlwcklunp J e r . . . '.  (obra citada en la NPP n“ 183, 24P i

(2.V7I J^AN UI; C m ’RRi'OA; "•Pipnus» (obra citada en la NPP n® 172. páp. 241), p ip . 14; d>H>dc cita a PAft.,
Dccr I (Dip:.Mi> 49.14.47 pr) c»'n referencia a una sentencia del Tribunal Imperial



2. NORMATIVA APLICABLE.

El análisis de lu actual dispersión y complejidad normativa existente en materia de créditos 

privilegiados resulta aún más complicado en el ámbito de la legislación tributarla, donde existen 

diversos preceptos que regulan las garantías del crédito tributario.

Como dice ALVARO RODRIGUEZ BnREIJO'-’'*’; "¡..J dentro del conjunto de normas que 

rei(ulitn las jiaranifas del crédito tributario cubría distinguir entre lo que son -privilefiios del 

crédito tributario- propiamente dichos y las -prerroftativas de carácter procesal- dirigidas a 

asegurar la recaudación tributaria". (Este autor, en la obra citada recoge una importante 

referencia doctrinal sobre esta materia'^'’'').

Con la intención de buscar la mayor sistemática posible en el estudio del privilegio de los 

créditos tributarios, voy a realizar inicialmente una enumeración de las distintas normas que en 

la actualidad se ocupan de la regulación de dicho privilegio:

2.1. C(Sd¡KoCiviL

Dentro del Títuh) XVII, del Libro IV, el Código Civil efectúa una distinción en la 

prtuección de los créditos tributarios, diferenciando la preferencia ott>rgada por el artículo 1923.1 ” 

(hipoteca legal tácita) de la regulada en el artículo 1924.1*’ (prelación general);

Art. 1923. Con relación a determinados bienes inmuebles y derechos reales del 
deudor, gozan de prelación:

I. Los crujios a fav<fr del Estado, sobre los bienes de los contribuyentes, por el 
iin|Mtrte de la liltima anualidad, vencida y no pagada, de los impuestos que gniviien sobre 
ellos.

Art. 1924. Con relación a los dem¡<s bienes muebles e inmuebles del deudor. 
j!07jm de preferencia:

(2J«> RoUKÍ(it;i7. BiíHUJo , A i.v a * \  "L-is Garnnlfas tic! crédito lrit>ulari.>'. Cívil.i». Rcvisia EspjiM>lü de D cavlio
T rin itario : mili». 30. Ahril-iuiiio 1981: prtp. 182.

(2.W) GKl;ff», G .; "Conicnuto cd edcm ionc  Jc i prívilcci r«!ic.-i1i in Italia", en •Arcliivio Finaii/.iario», vtM, I. 1950.
p ig t.  142 y  H.
CoHAti, O .; "Nmc in m alcría di prívitc|;i s i l  cicdito d ’im posla", en «Dirílto c Pnilica Tributaria». vtSl. X LV Ill.
1977, nilin. 3. iiuyo-Junio,; frfp'i. 528 y %%. y  554.
Pl'.RliZ Rf»vn, p .;  "El pngo de In dciidii Irihutaria", en «Civitas, RcviMa E<ipaiVib de Dcivcln> FiaiiK-icr»*. mlm. 
6 . 1975, p.1p. 269.



I . Los créditos a favor de la provincia o del m unicipio, por los im puestos de b  
tíltima anualidad vencida y no pagada, no com prendidos en el artículo  1923. núm ero l®.

Sin embargo, es importante resaltar que el privilegio de los créditos tributarios regulado 

en el Cildigo Civil debe posponerse a los créditos que gozan de preferencia con relación a 

determinados bienes muebles (por aplicación del artículo 1926), debiendo considerarse, del mismo 

modo, que los créditos que gozan de preferencia con relación a determinados bienes inmuebles o 

derechos reales, excluyen a todos los demls (artículo 1927). Desde esta perspectiva del CiVJigo 

Civil, los créditos tributarios garantizados en el artículo 1924.1". Se posponen a los de 1922 y a 

los del 1923.

Ahora bien, como más adelante desarrollaré, la protección otorgada por el CiVJigo Civil 

se encuentra actualmente superada por las garantías reguladas en los artículos 7 1 y siguientes de 

lu Ley General Tributaria (Ley 230/1963, de 28 de diciembre). Resultando interesante puntualizar, 

desde ahora, que la protección otorgada a favor de ios créditos del Estado en el artículo 1923.1'’. 

recaía exclusivamente .sobre los bienes inmuebles: mientras que para garantizar los créditos a favitr 

de la provincia o del municipio, el artículo 1924.1” pospone esta preferencia a la regulada en los 

artículos 1922 y 1923. En mi opinión, esta cuestión permite afirmar que el artículo 1923.1" del 

Ci'kligi) Civil se encuentra tácitamente derogado por el artículo 73 de la Ley General Tributaria

o. por lo menos, ha quedado vacío de contenido.

Mis discutible resulta la aplicación del artículo 1924.1” del Código Civil, debido a la 

interpretación que pueda realizarse del artículo 71 de la Ley General Tributaria: Hay autores que 

.sostienen una interpretación restrictiva del artículo 71 de la Ley General Tributaria, "la prioridad 

sólo recae sobre bienes sometidos a una publicación rcf‘istra¡‘' ' “̂': sin embargo, otrii sector 

doctrinal defiende la interpretación amplia y extensiva del artículo 71 a los bienes registrables y 

a los no registrables'"” '.

A mi juicio, la interpretación que debe realizarse del artículo 71 de la Ley General 

Tributaria es la que se de,sprende del sentido propio de sus palabras (Art, 3 del Código Civil), 

limitando la protección a los bienes sometidos a publicidad registral, pues, si lo que se pretende

(240) Dii^.-Pk'azo. L n s ; 'Fuivbmcnlox de tJcrcvho CKil Palnnvmial. I. 2* rein«rnriK'n'. Madhd páp 755 
En ipwl R on idcriz  Diíkiiío, Ái.vawk "Lm  ganiniias dcl cnKláo (>'»»« ciladi en U NPP n“ 2 .^.
p i í  W ) ;  p is  179.

(2-in Ríos Sai.mi ki'in. B\Hm>ijnMi-‘: *Ia>s privilcgkn d c l,..'. (tibn cinda en h  NPP n" 7í.  pip pip a is
En ipial sentido. S o in iA n A  L o m x in . JisC s; 'C ritica al lihn ' de Antonio Molina Gta*ú La prclacn'n de 
cnfdilM de la Hacicnd.i“; Revista de Hacienda Pública Españob, númen^ 51. 1078. p íp \ J7I-377



es otorgar una mayor protección al crédito tributurio a través de interpretaciones doctrinales o, en 

su caso, jurisprudenciales, to que procede de una vez por todas es afrontar una reforma decidida 

de toda la normativa que regule la prclacicSn de créditos. Debiendo destacarse que en el proyecto 

de la Ley General Tributaria no se incluye ninguna modificación en materia de prelación de 

créditos. En consecuencia, si la propia normativa no amplia la protección otorgada por el artículo 

71 a la totalidad de tos bienes (registrables y no registrables). no entiendo por qué tiene que 

efectuarse una interpretación extensiva por parte de la doctrina o de la jurisprudencia. Considerar, 

como actualmente se estd realizando, que, si bien la norma dice esto, las interpretaciones de l-a 

misma dicen lo otro, es tanto como ignorar la verdadera función del legislador (sin entrar a valorar 

los cambios políticos producidos a través de los tiempt>s en defensa de una u otra interpretación).

En definitiva, como más adelante desarnillaré, considero que las garantías del crédito 

tributario reguladas en el artículo 71 de la Ley General Tributaria tienen una serie de limitaciones 

que hacen que el artículo 1924, P  del Código Civil continúe siendo aplicable a aquellos impueslt>s 

que m> estén protegidos por la citada Ley General Presupuestaria'*^*'.

Es decir que. para aquellos créditos tributarios que no se encuentren garantizados en los 

artículos 71 (prelación general limitada). 73 (Hipoteca legal tácita). 74 (Derecho de afección) y

75 (Derecho de retención), la garantía vendrá determinada por el artículo 1924.1“ del Código 

Civil, siempre que, evidentemente, cumplan los requisitos allí recogidos (impuestos de la última 

anualidad vencida y nc» pagada, no comprendidos en el artículo 1923, número I**).

2.2. Ley General Tríbularia (28 de diciembre de 1963),

En los próximos apartados del presente capítulo voy a analizar en profundidad el contenido 

de las garantías reguladas por la Ley General Tributaria, por lo que me voy a limitar ahora a 

transcribir la redacción de los artículos dedicados a dicha protección;

A n . 71. Prrlacithi Gftienil.
La Hacienda Pública gozará de prelación para el cobro de Uis créditos iributarios 

vencidos y no satisfechos, en ciuinto concurni con acreedores que no lo sean ile dom inio, 
prenda, hipoteca o  ciuil(|uier o tro  derecho real dclñdainente inscrílo en el correspi>ndiente 
registro con anleríi>ríctad a tn fecha en que se haga constar en el mismo el derecho de la

(¿42) En tntJo C3MI, Itay tvconlar que la aplicación dcl .infctilo 1.924.1° ilcl OVÍíko Civil en in.ilcrí.i Je  SctniridaJ 
Social. JchiJo a ja remisit^n que al misino reali/a el ailíciilo 22 dcl nucv» Texto Refundido de t.i Ley General 
de la Secundad &>cinl. de 20 de junio de 1994.



H acienda P ública , sin  [>eijuit:io de  los d ispuesto  en los artícu los 73 y 74 de esta Ley. 
Art, 73. Hipuieat U^ai uiciui.
En los tribu tos que jintvcn periiSdicam entc los b ienes o  derechos in scrib ib les en 

un reg istro  p ú b lico , o sa s  p roductos d irec to s, c ie rto s  «> presm itos, el lis tado , las P rov incias 
y los M unicip ios tendn in  preferencia  siibre cu^ilquier o tro  acreed o r o  a d q u iien te , aunque 
¿stos hayiui in scrito  sus dereciios. para  el co b ro  de las deudas no satisfechas 
corre.s|>ondientes al año  natural en que se e jerc ite  la acción ad inm is tra liva  de  cobn» y al 
in incd iato  an te rio r.

Art. 74. Derfcho Je afeccum.
1.- Li>s b ienes y dcrtx 'hos tran sin ilidos quedarán  a tec tits a la responsab ilidad  dcl 

pago de  las can tidades liqu idadas o n o . corrcsjvm dlen tes a los tn b u to s  que  g raven  tales 
Inuisin isitm es, adqu isic iones o  im portac iones, cualqu ier.i que  sea su p«>sccdor. sa lvo  que 
éste resu lte  se r un te rcero  p ro teg ido  jH)r la fe púb lica  reg istra l o  se  |iis tit iq u c  la adquisicu^n 
de los b ienes, con  i)uena le  y justo  titu lo  o  t-n estab lec im ien to  inercim til o  in d u s tn a  en el 
caso  de  b ienes m uebles no  inscrib ib les.

2 .-  S iem pre que  la Ix y  regu ladora  de cada tr ib u to  conceda un benefic io  de 
exencu^n o  iK iniftcación cuya defin itiva  e fec tiv idad  dependí! del u lte n o r  cu m p lim ien to  [n>r 
el con triliuyen te  de cua lqu ie r requisito  jx>r aquélla  ex ig id o , la A dm in istrac ión  han i figu rar 
el total iiti|Mirle de la liquid;<ción que hub iera  d eb id o  g ira rse  de no  m ed iar e l benefic io  
fiscal, la que se lia r í co n sta r po r nota m .irginat de  afección  en los Registri*s púb lico s.

Art. 75. DeriTÍío de retención.
L i H acienda Pública tendr.í d erecho  de retención  frente a tixJos sob re  las 

m ercancías que se p resen ten  a despaché) y exacci«in de los tn b u to s  que  graviui su tnU’ico
o  c ircu lac ión , p o r el respectivo  im|><irte del c réd ito  liqu idado , de no  garan tizarse  de fonna  
sufic ien te  el pago  del m ism o.

Art. 76.
C iu n d o  se acuerde  el fraccionam ien to  o  aplaziim iento  en  el pago  de  la deuda 

tribu taria  conft>nne au to n z a  el arlícuU) 61 de esta Ley. el Estad»), las P rov incias y los 
M unic ip ios jKKlrin ex ig ir que se constituya  a su  favor aval K m can o . liq'Híteca o  prend;i si.n 
desphizam ien to  y o tra  garan tía  suficien te .

2.3. Ley GetuTai Presupui-slaria (Real DecrcJo 1^'gislatívo 1.091/1988. do 23 de 

Sepliemhre).

A rt.  31. Para la cobnm zji de It's tn b u to s  y  de  las canlid ;ídes que  com o mgrcM>s 
de derecho  público  delwi p erc ib ir , la H aciend:i Pública  osten tan i las p re rroga tivas 
estab lecidas legalm ente y actiu irá. en  su c.iso, c o n lo n iic  a l»»s p riv ed im ien to s  
adm in istra tivos co rresin ind ien tes,

A r t .  32. 1 .' A los fines p rev is to s  en el a rtícu lo  a n te n o r . la H acienda dcl E stado  
gozará , en tre  o irá s , de  las p re rroga tivas regulad-Ts en  los artícu lo s 71 . 73 . 74 . 75 . 111. 
112 y 126 de  la 1^'y G eneral T rib u lan a .

2 .- L»>s m ism os derechos asisten  a  l»>s Org.’inisini>s Antón«i!no«. del E stado . 
C uando  ésto s concu rran  con  la H acienda del p ro p io  ENt.ido tendrán  p referencia  iw ra el 
cobr»> los créditi>s de  esta ú ltim a.

La ley General Pre.supucslaria ratifica en el artículo 32 laN garantf;i.s rcgulada.s en la Ley 

General Tributaria, |>er*i ademis, y especialrtíenle a partir de la nueva redacción dada p»'r la l.ey



8/1989, lití 13 de abril (B.O.E. núm. 90. de 15 de abril), hace algo más: Termina con la idea 

mantenida por la doctrina sobre el alcance de lu protección otorgada por alguno de los artículos 

de la Ley General Tributaria'*'*''. Hasta la miidiflcacirtn introducida por la Ley General 

Presupuestaria, las garantías reguladas en los artículos 71 y 75 de la Ley General Tributaria se 

limitaban a la Hacienda Pública estatal, pero no a las Administraciones locales. Y elli>, como 

observa MatIas CoktÉS, ptir di>s razones sistemáticas: Una, que en el artículo 73 el legislador 

se refiere a las Pntvincias y Municipios, lo que significa que cuando .se quiere aludir a otras 

Administraciones financieras 1») hace e^p^esa y claramente. La .segunda, .se deduce del artículo 

62.3 de la Ley General Tributaria, dt>nde .se distingue la Hacienda Pública de los demás entes 

püblicos posibles acreedores de la obligaci«^n tributaria.

Consecuentemente, la protecci»1n otorgada en la actualidad por la Ley General Tributaria 

es extensible, en todos los supuestos, a las Administraciones locales; ahora bien, cuando concurran 

ambas Administraciones (Estatal y locales), serán la Hacienda del Estad*> la que tendrá preferencia 

para el cobro de sus créditos.

Asimismo, es importante considerar que la regulacit^n de la Ley General Presupuestaria 

actualmente .se extiende también a las Comunidades Auti^nomas por aplicacii^n de lo dispuesto en 

la Ley Orgánica sobre financiaciiín de las Comunidades Autt^nomas, de 22 de .septiembre de 1980 

(artículo 19).

2.4. Reglamento General de Recuuduci<)n (Reiil Decreto 1.684/1990, de 20 de diciembre).

Como anteriormente he dicho, dentro de las garantías del crédito tributario hay que 

distinguir los privilegios del crédito tributario, propiamente dichos, de las prerrogativas de carácter 

procesal dirigidas a asegurar la recaudacii^n tributaria. Dentro de este .segundo grupo hay que 

destacar de forma especial las prerrogativas proce.sales reguladas en el Reglamento General de 

Recaudaci<1n. Prerrogativas que, al igual que .sucede con la recaudacit^n de la Seguridad Social, 

sitúan a la recaudación de tributos en una posición de evidente privilegio con respecto a los 

restantes acreedores, que, en la mayoría de los casos, deberán acudir a un procedimÍentt> judicial 

(generalmente menos ágil) con los inconvenientes dilatorios que ello plantea. La práctica demuestra

(24J) Sohrv esta inicrpn;l;iciitti, ver entre oim s;
R onR lm 'H / Bi x n jo ,  A i .v ah o ; ’ L is  i:.in)nt(aü del c a ‘d i t n ( o h n i  c itaJa en la N PP n" 2.W. p.1p. 2“» » ; n-ij;. 
196
CnmiJi-MARilN Olíl.CAlM), Ma iIas; "Onlcivimicnlo Tribulario espaiinriToinit 1. 3* Hdicii^n, Madrid 1977.



que acreedores tan singularmente privilegiados como los trabajadores, en ocasiones se ven 

“superados" en la ejecución por los créditos tributarios o de la Seguridad Social, debido a la 

mayor agilidad procesal que supone el seguir un procedimiento administrativo de apremio propio. 

Cuestión que, "sin que sir\*a de precedente”, merecería al menos una loa en favor de los ser\'icios 

de recaudación de tributos y de la Seguridad Social.

Entre estas prerrogativas procesales reguladas en el Reglamento General de Recaudación 

pueden citar.*>e, entre otras, las siguiente.^***':

1 La presunción de legalidad del artículo 42 y su carácter inmediatamente ejecutivo.

2.- El procedimiento de apremio propio regulado en el Libro III.

3.- Las certitlcaciones de descubierto tendrán la misma tuerza ejecutiva que las 

sentencias judiciales para proceder contra los bienes y derechos de los deudores 

(Artículo 104.2).

4.- La obligación que toda persona natural o jurídica, pública o privada, tienen de 

proporcionar a tos órganos y agentes de recaudación ejecutiva toda clase de datos. 

inf«)rmes o antecedentes con trascendencia para la recaudación de los tributos y 

demás ingresos de derecho público (artículo 113.2).

Ahora bien, dejando a un lado las prerrogativas procesales a las que me he referido, el 

privilegio del crédito tributario, propiamente dicho, se encuentra regulado en el capítulo IV. del 

Libro I, del citado Reglamento General de Recaudación.

El esquema utilizado por dicho Reglamento sigue el orden de la Ley General Tributaria, 

si bien hace algunas matizaciones que es interesante resaltar.

Art. 33. Disposición general.
Los crédilos a favor de la Hacienda Pública están garantizados en la fonna que 

se detennina en la Ley General Presupuestaría, la Ley General Tríbutana y demá» le>’es 
aplicables, y en este Reglamento.

Art. 34. Derecho de prelación.
I.- La Hacienda Pública gozará de prelacik n̂ para el cobro de U>s cnWittis 

vencidos y no satisfechos, en cuanto concurra con acreedores no garantizados 
especialmente mediante la inscripción o hnoución de su derecho en el correspondiente 
Registro con anterioridad a la fecha en que se haga constar en este el derecho de la

(244> Ver; RoORlot'Er. BtJUUo. ÁI.v a KO; ‘ Las earanlbs dcl crfdito ,..* . (obra citada en la NPP n* 23S, pSp. 
pip, 217.



Macieni1;i, sin pcijuiciu de tu dispuestu en lu.« aníciilos 3S y 37 üe esic RegLuncnio.
2.- Cuando existan anulaciiwes de einhargo en ios Registros de la Propiedad y  de 

HiiMiteca Mohiiiaria y Prend.'i sin desplazamiento, practicadas con anterioridad a la del 
crédito del Estado sobre unos niisiiius bienes embargados, el «Srgano de recaudación |>odni 
elevar al Delegado de Klacienda el expediente a efectos de plantear, si prtvede, tercería 
de niejttr derecho, en defensa de los intereses del Tesoro, previo informe del Ser%'icio 
Jurídico del E-slado.

3.- En igual fonna se prtKedeni siempre que en U>s mencionados Registros 
consten derechos constituidos con :mteríimdad a la anotaciiSn de embarj.»»» a favor de la 
Hacienda Piiblica, que obstaculicen el cobro de los créditos de la misma.

Como stí ve, csle artículo 34 parccc ct>incidir. en su apartado !. c«>n el artículo 71 de la 

Ley General Tributaria. Nt» «ibstante, la redacciiin de la Ley General Tributaria y del apartado l 

de este artículo 34 ptídrfan inducir ai error si se interpretan en relacíi^n con el artícul») 1923.4” 

del Ct^digo civil, y es, en mi opini*1n. lo que se ha internado evitar en lo.s apartados 2 y 3 del 

citado artículo 34, c»»n una desafortunada redacciv^n.

En defrniliva, lo.s créditos tributariv)s a los que se refiere e! artículo 71 de ia Ley General 

Tributaria serán preferentes a todos los que se inscriban con posteri*)ridad a los mi.smos, y. 

además, serán también preferentes a aquellos créditos que aunque .se encuentren garantizados 

mediante anotacii^n preventiva de embargo, ésta haya sido practicada con po.sttirioriüad al 

nacimiento del crédito tributario, aunque dicho crédit«> tributario acceda al Registro con 

poster¡<íridad a lu anotación preventiva de embargo'’'**'. Y ello p«>rque (a anotación preventiva de 

embargo no muda la preferencia y siMo goza de preferencia en cuanto a créditos po.steriores, pero 

no respecto a los anteriores preferentes, adn no anotados t> anotados Cí»n posterioridad.

Dejando siempre a salvo la posible existencia de otros créditos de carácter 

superprivilegiado (artículo 32 .1 de! Estatuto de los trabajadores, por ejemplo).

Consecuenlemenie, cuando exista una anotación preventiva de embargo practicada con 

anterioridad a la anotaciiín de los créditos tributarios, pero efectuada con posterioridad al 

nacimiento de los mismos, la defer..sa del privilegio tributario deberá realizarse mediante el 

ejercicio de la correspondiente tercería'*^'.

En este sentido, la Regla 22 de la lnstrucci<^n General de Kccaudaciiln y Contabilidad de 

1969 dispone que \m m to  existan anniadones de embargo en los Rc)íisiros de la Propiedad, de

(245> Esla cucstii'n wria «iifctvnlc si iríiinfanin las tesis que cntisidcran b  mliiialcAa re.il abuiliiia de 1.1 .in"tacii'n
preventiva de cinKirjin (ver el ap.inado 2 2 dcl capitulo sipiiicnlc, 349.»

(246> C a s a iiijv m ' a s  G a w U , Pt-Uko; "Breves ciMnciHarios a! nuevo Rcplanieni» General <lc Ree.njdacit'n de
ll.-icicnd.i*, Ediciones Valhticai-Adanis, 1991; pif;. t l3 .



hipoteca moht liaría y de prenda sin desplazamiento, praaicadas con anterioridad a la del crédito 

del Estado sobre unos mismos bienes embargados, el Recaudador obteniendo en el Registro 

correspondiente la información necesaria sobre la anteriores anotaciones, remitirá el expediente 

en el plazo más breve a la Tesorería, que lo elevará al Delegado de Hacienda, quien lo pasará 

a la Abogacía del Estado a efectos de plantear si procede, tercería de mejor derecho en defensa 

de los intereses del Tesoro. En la misma forma se procederá siempre que en los mencionatlos 

Registros consten derechos que obstaculicen el cobro de los créditos del Estado, constituidos con 

anterioridad a la anotación de embargo a favor de éste

Art. 35. HifMteca legal tácita.
I .• En los recursos üe derecho público que graven peri«klicamente los bienes o 

derechos inscríhibles en un Re^istm Público o sas pn>duc(os directos. cierti>s o presunio>. 
la Hacienüii Pública tendnt preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirenie. aunque 
¿slos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas no satisfechas 
correspondientes al año natural en que se ejercita la acción administiativa de cobro y al 
inmediato anterior.

2.- A los efectos de lo dispuesto en el número anterior, se entiende que se ejercita 
la acciiSn administrativa de cobro, cuando se inicia el procedimiento de recaudación en 
período voluntario de los débitos correspondientes al ejercicio económico en que se haya 
inscrito en el Registro el derecho, o efectuado la transmisión de ios bienes o derechos de 
que se trate.

3.- La garantía a que se refiere este arltculo podrá hacerse constar en l»>s regisirus 
públicos mediante anotación preventiva de embargo, sin que la omisión de ésta modifique 
la preferencia establecida en el apartado I.

4.- Tanto el acn^or hipotecario como el terceru adquirente tienen derecho a 
exigir la segregación de cuotas de los bienes que les interesen, ciundo se hallen 
englobadas en un solo recilio con otras del mismo contribuyente.

El carácter superprivilegiado de la hipoteca legal tácita (tetulrá preferencia Mihre cualquier 

otro acreedor), ha uriginaüo que éste sea ei punto más contmvertido por la doctrina en el estudio 

de las garantías del crédito tributario.

Más adelante me ocuparé de ta hipoteca legal tácita en un apartado específico de la misma, 

donde hay que analizar conjuntamente lo dispuesto por este artículo 35 del Reglamento General 

de Recaudacit5n en relación con los artículos 73 de Ley General Tributaria. 194 del la Ley 

Hipotecaria. 271 del Reglamento Hipotecario, 19 de la Instruccivín General de Recaudaciiln y 

Contabilidad (aprobada por el Decreto 2.260/1969, de 24 de julio) y en los artículos 1923.1® y 

1927.1" del Cildigo Civil. Ahora bien, a»mo he dicho anteriormente al referirme a la regulaci(ín 

establecida por el Ci'kligo Civil, cH>nsidero que en la actualidad la preferencia otorgada por dicho



Cckligo en el artículo 1923.1" se encuentra tácitumenie deruguda ptir el artículo 73 de la Ley 

General tributaria.

En lu referente ul comentario del artículo 3S del Reglamento General de Recaudación.hay 

que destacar que el apartado I reproduce lo regulado en el artículo 73 de la Ley General 

Tributaria, dedicando los re.stantes apartadt)s a la matizacidn del privilegio contenido en la Ley 

General Tributaria.

El apartado 2 pretende aclarar una histórica controversia sobre cuál debe entenderse como 

ejercicio corriente y cuál vencido. Este apartado hay que relacionarlo con el apartado segundo del 

artículo 194 de la Ley Hipotecaria y ci»n la regla 19 de la Instruccitin General de Recaudacit'Sn y 

Contabilidad de 1969.

El apartado 3 puede parecer gratuito, considerando la rotundidad de la garantía: “tendrá 

preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirente". Si bien, su inclusitín hace pensar 

nuevamente en la discusii'in de la naturaleza de la anotaci(‘in preventiva de embargo ¿derecho 

personal o derecho real?

Por último, el apartado 4 queda un tanto oscuro, como dice PEDRO CasaBLaNCAS GaRCIa 

en la obra citada'-^ '̂.

Art. 36. Hipoteca especial.
Para Icner igiuil preferencÍH que ta indicada en el arlículo precedente, |vtr 

débitos luiterífires a lus expresados en él n |x>r mayor cantidad de la que del mismo 
resulta, podn( constituirse voluntariamente (Mjr el deudor o ser exigida \yyr la Haciemla 
Pública la cunstiluciiSn de lii|)t>teca especial. Esia hipoteca surtini efecto desde la fecha en 
que quede in.scrit.i.

2.- El Delegado de Haciend;i, previo infonne del Servicio Jurídico del Estado, 
será cuinpetente pra aceptar o acordar, según los casos, la constiluci<^n de la hipoteca 
especial, que será inscrita en el registm público corres|Hindiente. Todo ello se haní de 
acuerdo con lo previsto en la Ley y Reglamento Hipotecarios, artículos 194 de la Ley y 
270 y 271 de su Reglamento.

A diferencia de la hipoteca legal tácita regulada en el artícuh) 35, la garantía establecida 

en este artículo 36 tiene un carácter estrictamente registral y, necesariamente, debe relacionarse 

con lo establecido por el apartado tercero del artículo 194 de la Ley Hipotecaria, así como con lo 

dispuesto en los artículos 270 y 271 del Reglamento Hipotecario y en el arlículo 76 de lu Ley

(2J7) C-vsAHl.ASrAS Ga w ía , Pi:DRo ; 'Breves cnincnlarío« ,il im cvo...". (obra ciUüa en Li NPP n" 246, p-ii:. 3001; 
|KÍp tl4  y ilS .



General Tributaria.

Art. 37. Aft^cción de bieneí.
1.- En lus casos t:stahlecídi>!> en las leyes, los bienes y derechos iransmitidus 

quedarán afectos a la responsahilidad del pago de las uintidades, liquidadas o no. 
correspondientes a los tributos y demás recursos de derecho público que graven las 
transinisiones, adquisiciones o imponaciones. cualquiera que sea su poseedor, salvo que 
éste resulte ser un terceni protegido por la fe pública registral o se jasiifique la adquisición 
de bienes Ci)n biieat fe y justo título o en establecimiento mercantil o industrial, en el caso 
de bienes tiiuehles no lascribibles.

2.- Si la deuda no se paga en |>erí«K]» voluniano ni en vía de apremio, 
inmscurrídu el plazo establecido en el artícnli> IOS de este Reglamenlo se requenrá al 
|H)seedor del bien afecti> pani que |iague la deuda, excluidi>s recargo de apremio, intereNcs 
y cosías, en un plazo igual al establecido en el artículo 20. apernado 2 a} y b) de este 
Reglamento. Si no |iaga, se ejecutará el bien para satisfacer la deuda inicial, recargtt de 
apremio, intereses y c«>stas.

3.* Siempre que la Ley reguladora de cada tributo conceda una exenci«Sn o 
U)nificación cuya definitiva efectividad dependa del ultenor ciunplimiento p.>r el 
contribuyente de cualquier requisito por aquélla exigido, la Administración hará figurar 
en el **p<»niino documento el total im|i«>rte de la liquidación que hubiera debido exigirle 
de no mediar el l<eneficio fiscal, lo que se hará constar pi>r n*rta marginal de afección en 
los Registros piiblicos.

Diclia nírta será solicitada por el Delegado de Hacienda, a menos que la 
liquidación se consigne en el d<Kumento que haya de acceder al Registro, en cuyo cast> 
la nota de afección se extenderá de oficio.

El artfcuin 37 Jel Reglamento Genet^i de RecauüackSn reproduce en los apartados I y 3 

lo dispue.sto por el artículo 74 de la Ley General Tributaria; pero además, en el apartado 2. matiza 

la afección, propiamente dicha, del bien al pago del correspondiente tributo. Ahora bien, como 

dice P e d r o  C a s a b L a n c a s  en la obra citada''"', "una v <t  desaparecida la afección de bienes en 

el nuevo Impuesto Municipal sobre el incremento del \'ülor de ¡os terrenos de naturaleza urbana 

fantigua plusvalía), este tipo de ¡•arantfa se utilizará exclusivamente para el Impuesto sobre las 

Tran.\misiones Patrimoniales, así como el que. en su caso, recae sobre las Sucesiones"'**'.

Por otra parre, debe estudiarse detenidamente las garamfas de las Haciendas LtH'ales para 

el nuex-o Impuesto sobre Bienes Inmuebles (LB.lJ aplicable desde el l de enero de 1990. 

especialmente tras la nunliftcación introducida por la Ley de Presupuestos para ¡991. iDeberán

(24S> CasaiíIA-NTAs G a w Ia , P h iko ; *Bi«\'cs oim enurios al n u o o .. .“, (ohia ciuida en b  SPP n“ p ie  3K»i, 
pílp 122 y i:3 .

(24*>l H n  r c b c i i^ n  c o n  e l  Im jx íc s to  d e  & K 'c s io n c s  h a y  < juc I c n c r  e n  c u e n ta  b  «fc! mÍMTK> e n  a t f u r t i ^
D ip u ta c io n e s  F o r a i c s  E n  cM c  s c iu i d o .  v e r  e l  D e c r e t o  F o r a l  N o r m a t iv o  óc 11 d e  junK', p«’r  e l  i j u e  s e
a p n i c h a  e l  T e x t o  R e f u n d id o  d e  b  N o m u  F o r a l  2 / 1 9 8 9 ,  d e  15 d e  f e h i v m .  d e l  I m p u c u o  d e  S o c e v o n e %  y  
D onacio iK .’N (B > > ld m  O ñ c i a t  d e  B iz L i i a  d e  6  d e  j u l m  d e  19 9 3 » .



extremarse las comprobaciones parparte del árgano recaudador antes de embargar al deudor que, 

aparezca en el documento cohratorio)

En el apartado 2, hay que observar lambién que, en caso de que el obligado principal no 

haga trente al pago de la deuda tributaria, se requerirá al poseedor del bien, pero en las mismas 

circunstancias que inicialmcnte se hizo al primero, es decir, sin recargo de apremio, intereses y 

costas. Únicamente, si el poseedor tampoco paga, se procederá a ejecutar el bien, incluyendo 

principal, recargo, intereses y costas.

Arl, 38. Derecho de retención.
1.- Lt HacicntLi Pública Icndnt dereclio de rctciici« îi, frente a lodos, sohre las 

mercancías que se presenten a despacho y liquidación de los iríliutos que gníven su tnifico 
o circulacii^n, por el re.speclivo iiii|X)rle de la deuda liquidadi, de no ^aratitizarNe de lonna 
.siifíctenle el pago de la inisina.

.2.- El referido derecho se ejercitara |>or los ór2!ani>s a quienes se hayan 
presentado o entregado las mercancías a lus fines señalados en el número anterior.

Lis AdmÍni.stracione.s de Aduanas ejercitanin este derecho de ncuerdti con lo que 
se esL’tbIece en las Ordenanauis Geneniles de la Renta de Adiuinas.

El artículo 38 introduce otro de los que se podrían denominar “superprivilegiox” 

(utilizando la terminología que generalmente .se aplica a los créditos salariales del artículo 32.1 del 

Estatuto de los Trabajadores), pues otorga el derecho de retención frente a todos.

El apartado primero coincide de forma prácticamente literal con el artículo 75 de la Ley 

General Tributaria, añadiendo el Reglamento General de Recaudacitín lo dispue.sto en el apartado 

2.
Asimismo, es interesante tener presente lo dispue.sto en el Real Decreto 511/1977, de 18 

de febrer(», por el que se aprueba el texto refundido de los Ímpuest(»s integramos de la Renta de 

Aduanas. Si bien, la integracidn de España en la C.E.E. ha exigido la adecuación de la legislación 

naciimal en materia de Unión Aduanera a las normas de Derecho derivado vigentes en la 

Comunidad. Por esta razón el citado text<i de 1977 ha quedado prácticamente vacío de contenido. 

El Real Decreto Legislativo 1.299/86, de 28 de junio, modifica el texto refundido de los impue.stos 

integrantes de la Renta de Aduanas'”""’.

Arl. J9. Ganmifiis en los cautx de fraccionainienui o npltízamienln de

(250) Esta ntinnativa, juntii a las re»l.intc.i disposiciones compictncnlarias en inatcrín de impuestos nduancrt>s. puctlc 
verse en 'Archivo Consultivo de Kncicnda'; Totno I, Madrid 1993; páp. 1.083 y ss.



1.- Cuando se acuerde el fraccionamiento o aplazamiento en el pago de la deuda, 
la Hacienda Pública podrá exigir que se constituya a su favor cualquiera de las garanlias 
que se regulan en el artículo 52 de este Reglamento.

2.- Estas garantías se constituirán conforme a las normas por !a> que se ngen y 
suninín los efectos que les son pnipi«is según el Derecho Civil, Mercantil o 
Administrativo.

Con una redacción similar a ta establecida pt>r el artículo 76 de la Ley General Tributaria, 

permite garantizar los fraccionamientos o aplazamientos de pago conforme a la normativa 

establecida por el Derecho Civil, Mercantil o Administrativo. Ahora b::n. lo verdaderamente 

destacable de esta garantía es que, a pesar de tratarse de una medida de carácter Civil o Mercantil, 

la ejeoucitin de la misma se realizará a través del procedimiento establecido en el propio 

Reglamento General de Recaudación; es decir, la ejecución se realizará p îr el órgano 

administrativo correspondiente. En este sentido es preciso tener presente lo dispuesto p«>r el 

artículo III del citado Reglamento General de Recaudación"

An.  I I I .  Ejecución de
1.- Si la deuda estuviera garantizada, se príKcderá en pnmer lugar a ejev;uur la 

garantía, lo que se realizará en Iíh Io  caso por l»)s órganos de recaudación cumpetenies y 
por el procedimiento administrativo de apremio. Sin pequicio de ello, si el órgiuio de 
recaudación estima irusuficiente la garantía p*>drá. sin esperar a la ejecución de la misma. 
priKeder al etnliargo preventivo de otros bienes del deudor.

2.- Si la garantía consiste en aval, fianza u otra garantía personal, se rcquenni 
al garante el ingreso de la deuda, hasta el límite del importe garantizado, que deberá 
ruilizar en el plazo establecido en el artículo 108 de este Reglamento. De no realizarlo, 
se procederá contra sas bienes, en virtud del mismo título ejecutivo existente contra el 
deudor principal, pttr el pnKtdiiniento administrativo de apremio.

3.' Si la garantía consiste en hipoteca, prenda u otra de carácter real constituida 
I>or o sobre bienes o derechv>s del deudor susceptibles de enajenación forzosa, se pr»vederá 
a enajenarlos pí»r el pnKedimiento establecido en este Reglamento para la enajenación de 
bienes emlvirgados de naturaleza igual o similar.

4.- Si la garantía está constituida p̂ ir o sobre bienes o derechos de perstina 
distinta del deudor, se le comunicará a U misma el impago de la deuda garantizada, 
requiriéndole para que en el plazo establecido en el artículo IOS de este Reglamento p̂ Higa 
dichos bienes o derechos a disposición del órgano de recaudación, salvo que pague la 
deuda. Transcurrido dicho plazo sin que se haya prxxlucido el pago, se pnvederá a 
enajenarlos como en el apartado anterior.

5.- Si la garantía consiste en dep»V*ito en efectivo, se requenrá al deptwilano el 
ingreso en el plazo establecido en el artículo IOS de este Reglamento, Si el depivsitano es 
la pn>pia Administración, se aplicará el depiSsito a cancelar la deuda.

(2."!h 1-3 cjectKÍ*\n de p ann tú s cji el ám bito  de la ScpiriJaJ SiV ial está rcfuUda. en mu> sum lijrs. en el
a r t ía i lo  127 de b  Onlcti de 8 d e  abril de 1992. que desarTt>lk el Real t>eorrt»' l.SITílOOl. Je  II de ^vtuhre. 
¡xir e l q u e  se apnicha el R c p b m e n to  Ccncnil de Rccaudaci«'n de U's Rcoiisos del Sm enu d e  la Scpundad S-vul



2.5. [nstruccidn Gencrui de Recuuduciún y Cuntabilidud de 1969 (Discreto 2.260/1969 de 

24 de Juliu).

Rtftfia 19 l . - Se enliende que se ejercita la accú^n adininistrativa de cotwo
cuiuido se inicia el imKcdiinicnUi de rvcaiidzición en (H:rí«Kl<) voliinlano de U>s débitos 
correspundieiiles al ejea'icin ec<m<íiiiic<» en que .se liayji in.scríl» en el registro el derecho, 
o efecliMÜo la ininsiiiisitVn de los bienes o derechos de que se trate.

2.- Los ¡mveditiiientos de apremio, ciiitndo medie hiiHtteca legal t.icita, se 
hanin constar en el Registro de ia Propiedad mediante anotaci<̂ n preventiva de enilvirg».

3.- Lt Hacienda Pública no (HHiní iitilÍJUir la {.'anintía a que se refiere el 
arlíctiltt 37 para el cubro de las deudas thbiilarias satisfechas, corrcspondienles a 
aniulidades anteriores a las e n  dicho artículo expresadas, en ik t ju ic ío  de terceros 
adquirentes ni acreedores hi]x>tccarios que tengan sii derecho inscnto, liinit.indose su 
acción a seguir el priKediinienlo contra los detnás bienes d e l  deudor, sin perjuicio de que. 
si estos no lustaseii pani cubrir el débito, se exijan las res]Hmsabilidiules o)i«trtiinas en el 
caso de que las diligencias |tani el cobro n<i se hiibicnm incoado y seguido en ios |il:uos 
de instnicción o con la actividad debida.

4.- Ttnlos los délntos p*isteriores al año natural a que se refiere el citado 
arliculo 37 tienen el canicter de corrientes y. |ior tant<». serán respt>nsables de ellos: el 
acreedor lii{H>tecario si, en delecto del deudor o sus causahábicnte.s, quisiere hacer uso de 
su derecho a lil>enir los bienes y. en todo caso, como prt>pietario de los que son ob|eto del 
procedimiento, el tercero adquirente.

5.- Tanto el acreedor hipotecario como el tercero adquirente tiene derecho
a exigir la segregaci«Vn de cuotas de los bienes que les interesen, ciundi> se hallen 
englolwdns en un solo recilni con otras del mismo contribuyente, debiendo llevarse a 
efecto esta segregación mediante certificación que el ejecutor recl.unará de los servicios 
del Catastn», documento en el cual se expresar;! lanlo el ponnenor de las cuotas en
descubierto, como la cantidjid que a cad<i uno de los bienes corres|H>nden. Recibida esta
certiricación, el Recaudador la reinitini a la Tesorería que. [nn su parte, cursan! la 
certificación de referencia a ia Administración de Tnbutos, a fin de que esta dependencia 
acuerde ia baja de dicho recÜK) y, prvvia Iti o|>ortuna liquidación, expida U» que hayan de 
siislittiirlo, comunicando lat liquidación, una vez intervenida y con remisión de los reciUis. 
a la Tesorería, que cargain estos al Recaudador en la misma situación de apremio en que 
se hallare el recilni «iriginarío, al objeto de proseguir o iniciar los exiHídientes individuales 
que hayan de derivarse ilel mismo, fonnalizando entonces la l>¡ija de aquel reciUi 
originario.

Cuando la segregación de cuotas se reclame pir terceros adquia-ntes, actuales 
poseedores de las fincas, será requisito indis|K‘nsable para concederla que acrediten halvr 
solicitado en fonna reglamentaria el alta a su nombre del inmueble o inmuebles de que se 
trate.

2.6. Legí-slucitin hiputecuriu.

La Ley Hipotecaria, en el textn refundido aprohuilo pcir el DccrcUi de 8 de febrero de 

1946, regula la histórica Hipoteca Legal tácita eti el artículo 194:



Arí. 194. El Estado, las Provincias o los Pueblos tendrán preferencia sobre 
ciuilquier otro acreedor y sobre el tercer adquirente, aunque hayan inscrito sus derechos 
en el Registro, pra el cobro de la anualidad corriente y de la última vencida y no 
satisfcciia de las contribuciones o impuestos que graven a los bienes inmuebles.

A los efectos del párrafo anterior, se entenderá por anualidad vencida la 
constituida por los cuatro trimestres del ejercicio económico anterior al corriente, sea 
cwilquiera la feclui y periodicidad de la obligación fiscal de pago.

Para tener igual preferencia por mayor suma que la correspondiente a dichas dos 
anualidades, podrán exigir el Estado, las Provincias o los Pueblos la constitución de una 
hipoteca especial, en la forma que determinen los reglamentos administrativos. Esta 
hipoteca no surtirá efecto sino desde la fecha en que quede inscrita.

El apartado primero, debido a la fecha de redacción de la Ley Hipotecaria, hace referencia 

a! Estado, las Provincias o los Pueblos, cue.stión que hoy debe generalizarse a Unía la hacienda 

Pública, incluidas las Comunidades Autónomas pt>r aplicación de la Ley Orgánica sobre 

tlnanciación de las Comunidades Autónomas, de 22 de septiembre de 1980.

El párrafo segundo hay que estudiarlo en relación con lo di.spuesto en el anfculo 73 de la 

Ley General Tributaria y, sobre todo, con lo regulado en el artículo 35 del vigente Reglamento 

General de Recaudación y en la Regla 19 de la Instrucción General de Recaudación y Contabilidad 

de 1969.

El párrafo tercero contempla la posibilidad de constituir una hipoteca especial, igual que 

la posibilidad prevista en el artículo 36 del Reglamento General de Recaudación, cuyos efectos 

serán los propios de la legislación hipotecaria; es decir, surtirá efectos desde la fecha de su 

inscripción (ver también artículo 141 de la Ley Hipotecaria).

El Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria, aprobado p<ir Decreto de 14 de 

febrero de 1947, contempla en los artículos 270 y 271 esta hipoteca legal tácita;

Art. 270. Para la constitución e inscripción de las hipotecas legales de que tratan 
los artículos 193 a 197 de la Ley, se tendrán asimismo en cuenta, además de los requisitos 
en ella prevenidos, los establecidos en el presente título que les sean aplicables.

Art. 27L Cada finca responderá por hipoteca legal, en los lénninus pnscritos por 
el artículo 194 de la Ley, de las contribuciones e impuestos que directa o individualmente 
recaigan sobre el inmueble, y el Estado, las provincias o los pueblos, tendrán, para su 
cobro, prelación sobre cualquier otro a cr^ o r  y sobre el ten.*er adquirente. aunque hayan 
inscrito su derecho en el Registro. Ctundo se trate de contribuciones e impuesta distintos 
de los señalados en el precedente párrafo, la prviación no afectará a los titulares de 
derechos reales inscritos con anterioridad a la fecha en que se haga cv>nstar en el Registr\i 
el derecho al ci>bro, mediante la correspondiente anotación preventiva de embargo.



En til dmhiU) del Derecho Mercantil, la problemática Je la concurrencia de acreedores 

sobre el patrimonio del deudor tiene su regulaci(Sn el Libro IV de) CCkligo de Comercio, a travos 

de los procedimientos concúrsales o de ejecución universal (suspensiones de pagos y quiebras).

La resoluci«ín de las preferencias que pueden corresponder a determinados créditos frente 

a otros, deberá realizarse dentro de esos complejos procedimientos de ejecucii'in universal.

Por lo que respecta a la Quiebra, la regulaciiín de Uis derechos de los distintos acreedores 

y su respectiva graduacii^n está contemplada en los artículos 912, 913 y 914, dividiendo dicha 

graduacitín en dos secci»mes: la primera, que comprenderá los créditos que hayan de ser 

satisfechos con el pr«Hlucto de los bienes muebles de la quiebra, y la segunda, los que hayan de 

pagarse con el producto de los inmuebles.

Cuando el crédito tributario concurra en un procedimiento de quiebra (sin ejercer, por 

tanto, el derecho de abstenci(5n previsto en el artículo 900) el grado de prelacii^n que le 

correspimderá será el establecido én el artículo 913.3“ y 914.2*’ del Crtdigo de Comercio:

Art. 913. L;i prehición de lo.s ncrccdorcs de l:i príineni sección se esl^bleceni ]v>r 
el orden siguiente:

3" Los privilegiados por derecho coiniin, y l<is hi|H>tec:irins legnies en los casos 
en que, ciin arreglo al mismo derecho, la liiviua'n de prelación sol>re los bicne.s muebles.

Art. 914. La preiación en el pago a los acreedoras de la segunda seccii^n se 
siijetaní al orden siguiente:

2" Los acreedores singulannenle privilegiados y dein.ls enumerados en el ailículo 
anterior, ¡Hir el i>rden establecido en el mismo.

En mi opiniiln, existe en e.stc punto una cuestii^n de verdadera importancia que voy a 

de.sarrollar en el último apartado del presente capítulo'-'-'. Esta cueslitin no es otra que la 

delimitación de competencias en caso de concurrencia de procedimientos; es decir, en el caso de 

que el procedimiento administrativo de apremio (que será el cauce ordinario de reclamación de los 

créditos tributarios) concurra con otros procedimientos de ejecución universal.

Basta decir ahora que la graduación de créditos e.stablccida en los artículos citados del

(2.^21 pnihlciaitica de I.i ciincurreiKÍa de prtK-cdimictiti>i lie dcum illndo cmi iiwyor ainpli<iid en el cnpíliilo 4"
de la paite prim eri. .-il liabl.ir de la incidcnci.i de l»w pnvcdiintcnliis c o ik u iv iIcs eii la ejcciioíiSn ilcl orw litn  de 
la Segtiríd.'ul S<KÍal.



Código de Comercio, únicamente será de aplicación a los créditos tributarios cuando éstos se 

personen en el correspondiente proceso de ejecución universal. Añadiendo que, siempre que el 

procedimiento administrativo de apremio resulte prioritario para continuar con la ejecución, o 

cuando aún no siendo prioritario se ejercita el derecho de abstención, la graduación establecida 

en el Código de Comercio no alcanzará a los créditos tributaros, que gozarán de las garantías de 

su legislación específica y del derecho común.

Sin embargo, cuando la graduación de créditos se efectúe dentro Je  un procedimiento 

concursa!, el crédito en favor de la Hacienda Pública deberá posponerse a los crédhos de la 

Seguridad Social. Toda vez que el artículo 22 del nuevo Texto Refundido de la Ley General de 

la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994, remite a la letra D) del apartado 1*̂ del artículo 913 

del Código de Comercio, y, como he dicho anteriormente, en la graduación efectuada por el 

Ctidigo de Comercio, los créditos tributarios se incluyen en el apartado 3° del artículo 913.

En consecuencia, no coincido con las conclusiones realizadas pt>r el Ciinsejo de Estado'^’* 

en el Dictamen elaborado sobre la prelación de créditos con ocasión de la consulta formulada por 

el Ministro de Economía y Hacienda sobre el orden de prelación de créditos que ha de guardiu^ 

en los procedimientos liquidatorios llevados a cabo por la Comisión Liquidadora de Entidades 

Aseguradoras (CLEA). En mi opinión, dicho Dictamen no resuelve un problema que en materia 

de graduación de créditos resulta fundamental: la coordinación de las normas contenidas en los 

artículos 1922 y siguientes del Código Civil en relación con las contenidas en los artículos 912 y 

siguientes del Código de Comercio.

(25Jí Ver N.P.P n“ 14.en ta pápina 31.



i .  LA PRELACIÓN GENERAL.

(Normativa aplicable: An. 71 L.G.T. y 34 ilcl R.G.R.)

Como he mantenido en varias ocasiones a lo largo de capítulos anteriores, los cníditos 

privilegiados pueden clasificarse en singularmente privilegiados y generalmente privilegiados. En 

los primeros, el privilegio recae sobre determinados bienes del deudor, mientras que en los 

generalmente privilegiados la garantía de un determinado crédito es sobre la totalidad de bienes 

del deudor.

En materia tributaria, tanto la Ley General Tributaria, como el Reglamento General de 

Recaudaci()n, establecen un privilegio de carácter singular (La hipoteca legal tácita) junto a otro 

de carácter general contenido en el artículo 71 de dicha Ley General Tributaria y en el artículo 

34 del Reglamento General.

El estudio de este privilegio general plantea una .serie de cue.stiones que no se pre.sentan 

excesivamente controvertidas; sin embargo, hay otras que mantienen dividida a la doctrina y cuya 

interpretacidn resulta fundamental para delimitar el alcance del privilegio del crédito tributario.

Siguiendo el esquema utilizado por diversos autores, voy a ir recogiendo las di.stintas 

conclusiones que, a mi juicio, se deben realizar en relación con este privilegio general del artículo 

71 de la Ley General Tributaria:

A) En la actualidad, el privilegio general establecido es en favor de la Hacienda Pdblica 

Estatal, de los Organi.smos Autónomos del Estado (por aplicación del artículo 32 de la Ley General 

Pre.^upuestaria) y de las Comunidades Autónomas (.segün lo dispuesto en la Ley Orgánica sobre 

financiación de las Comunidades Autónoma.s). En este sentido, disiento de las conclusiones 

realizadíLs por Á lvaro RODRÍGUEZ Bereijo y por MatIas Cortés-MartIn Delgado reseñadas 

en la nota a pie de página 243 (pág. 298).

B) El derecho de prelación general regulado en el artículo 71 de la Ley General Tributaria 

ampara únicamente a tos crtíditos tributarios vencidos y no .satisfechos.

C) El privilegio general garantiza los créditos tributarios, cualquiera que sea la deuda 

tributaria y la clase de impuesto, a diferencia de lo que ocurre con la protección otorgada por los 

artículos 73 de la Ley General Tributaria, 35 del Reglamento General de Recaudación, 1923.1" 

del Código Civil o en el artículo 197 de la Ley Hipotecaria.

Pero, además, hace otra cosa de .suma ¡mp«»r1ancia: eleva la garantía genérica de los



créditos tributarios, pues suprime la limitación temporal contenida en el artículo 1924.1° del 

Código Civil. Aquí la prelación de los créditos tributarios vencidos y no satisfechos no tienen la 

limitación de la última anualidad vencida y no pagada, sino que incluye todos los créditos vencidos 

y no satisfechos.

D) Con todo lo expuesto hasta ahora, los problemas fundamentales se centran en dos 

cuestiones: la primera consiste en determinar si resulta imprescindible la anotación preventiva de 

embargo del crédito tributario para que éste goce del privilegio del artículo 71. Y, la segunda, 

determinar si la preferencia regulada en el artículo 71 de la Ley General Tributaría alcanza o no 

a la totalidad de los bienes del deudor. Es decir, ¿protege tanto a los bienes regístrales como a 

aquéllos que no están sujetos a la publicidad registral?

De alguna manera, la respuesta de la primera cuestión puede aclarar la segunda. En 

relación con la necesidad de la existencia de una anotación previa para hacer valer el privilegio 

del artículo 71 de la Ley General Tributaria hay que coasiderar que la Semencia del Tribunal 

Supremo, de 2 de marzo de 1990, aplica el privilegio del anículo 71 de la Ley General Tributaria 

sin ningún tipo de matízacíóa, sí bien, como recoge ÁNGEL LUIS REBOLLEDO VaREU^'^’, lo 

cierto es que existe una consolidada doctrina jurisprudencial ' / . . . /  en quf. sin perjuicio de ¡os 

privilegios especiales de los ans. 73 y 74 LCT sobre créditos derivados de la tributación específica 

del bien inmueble en ejecución, el privilegio general del art. 71 sufre la importante restricción que 

impone el art. 132 del la misma Ley al puntualizar que el Estado, las Provincias y  los Municipios 

tendrán derecho a que se practique anotación preventiva de embargo de bienes en el Registro 

correspondiente, conforme a mandamiento expedido por el ejecutor competente, con el mismo 

valor que si se tratara de mandamiento judicial de embargo por lo que teniendo que constar 

registralmente mediante anotación de embargo el crédito de la Hacienda con el alcance previsto 

en el art. 44 LH que se remite al art. 1.923.4 del CC a efeaos de preferencia para el cobro del 

crédito ha de concluirse que fiiera de los casos de los arts. 73 y  74 de la LGT los créditos 

tributarios quedan sometidos a la normatix'a del ni’m . 4 del art. 1.923 y no a la preferencia 

general que parece derivarse del art. 71 LGT por fuerza de la anteposición que contiene el 

principio restriaivo inherente a los privilegios (SSTS 26.03.1991 ¡RJ 1991, 2449J. I junio y 14 

noviembre 1992 ¡RJ 1992, 49S2 y  9404J y 30.03.1993 ¡RJ 1993, 25401)'.

Sin embargo, a mi juicio, a pesar de que pueda interpretarse la necesidad previa de una

(254) Rkudijjox) Varfia, Asnio. Lris; 'Los crMilm salariales...*, (obn citada en U NPP n" IJ>0. rde ISO) Pán 
19 y 20.



anotación preventiva del crédito tributario para que éste pueda beneficiarse del privilegio contenido 

de en artículo 71; en ningün coso debería aplicarse la preferencia del artículo 1.923.4 del Código 

Civil, debido a la regulación específica del privilegio que contiene el artículo 71 de la Ley General 

Tributaria. En coasecuencia, la necesidad de la anotación preventiva podría ser acertada, pero el 

privilegio que, en ese caso, corresponde a los crtíditos tributarios es el previsto en el citado 

artículo 71 de la Ley General Tributaria y no el del artículo 1.923.4 del Código Civil, aunque no 

sea más que por aplicación del principio de la Ley posterior.

En cualquier caso, la doctrina jurisprudencial que he recogido también quebraría ante la 

aplicación del artículo 1.924.1“ de! Código Civil.

La segunda cuestión que me planteaba era si la preferencia regulada en el artículo 71 de 

la Ley General Tributaria alcanza o no a la totalidad de los bienes del deudor. En este punto es 

donde los autores se encuentran más divididos. A favor de la interpretación restrictiva se 

encuentran, entre otros, LUIS DlEZ PlCAZO’̂ ^' (la prioridad sólo recae sobre bienes sometidos a 

publicación registral) y Alvaro RodrIguez Bereijo'-'*’ (aunque el privilegio general del artículo 

71 de la Ley General Tributaria, no es, en rigor, un puro privilegio inmobiliario, lo cierto es 

también que sí es especial en el sentido de que sóU» recae sobre derechos sometidos a una 

publicidad registral). Igualmente se pronuncia en favor de la interpretación literal MANUEL 

Martín T imón'^^’.

Por el contrario, defienden la interpretaciv^n amplia y extensiva del artículo 71. JESIIS 

Solchaga LorTEGUi'-'’*’. Bartolomé Ríos Salmerón' ^ ’ y Juan Herrero Madariaga' ^ ’.

En mi opinión, como he dicho anteriormente, la interpretación que debe realizarse del 

artículo 71 de la Ley General Tributaria es la que .se desprende del sentido propio de sus palabras 

(artículo 3 del Código Civil); limitando, en consecuencia, la protección otorgada por dicho artículo 

a aquellos bienes (muebles o inmuebles) sometidos a una publicidad registral y sobre los que se 

ha practicado con carácter previo la correspondiente anotación preventiva.

<255) Dít/.-PlCAZQ. Luis; “Fumlamcntos de Derecho Civil...", (obra cilada cn la NPP n“ 240, páj*. 295».

(256) Ronjiíoiil-Z B i-RIOJO, Á i.v a h o ; "i-as (¡aianKas dcl crfdilo...”. (obra citada cn la NPP n“ 238. páp. 294).

(257) Martín Tl.MrtS. Maniiri.; ‘Embargos y (obra cilada cn la NPP n® 48, pip. 113); pág. 140.

(258) SfíirHAOA t-omaiui, JnsOs; "Crtica al libro...", (obra cilada cn b NPP n" 241, pág. 295».

(259) Ríos SAi-MKKrtN, BAHTtii.oMi-; "lx)s privilegios del...", (obra cilada cn la NPP n" 73. páp. 143».

(260) IthKKiJco Madakiaha, Ju a s ; "Algunas observaciones sobre el derecho de rrtenciún dcl artículo 75 de la Ley 
General Tribularia"; Hacienda Pública Españ<ita, niim 59. 1979; p.-lps. 267-268.



No obstante, esta inierpretaci()n literal del artículo 71 de la Ley General Tributaria también 

plantea otros problemas de difícil solución, pues, al otorgar en términos absolutos preferencia a 

ios créditos tributarios vencidos y no satisfechos, en cuanto concurran con acreedores que no lo 

sean de dominio, prenda, hipoteca o cualquier otro derecho real debidamente inscrito en el 

correspondiente registro con anterioridad a la fecha en que se haga constar en el mismo el derecho 

de la Hacienda Pública, está otorgando a dichos créditos preferencia frente a todos los demás 

acreedores no incluidos en su redacción, ¿incluso los protegidos por el nümero 2“ del artículo 

1923''*“ y los del 1922 del Código Civil? Dificultad interpretativa que aún se agrava más si 

comparamos la protección otorgada por el artículo 71 de la Ley General Tributaria con el 

privilegio de los créditos salariales, que nos obligaría a estar anteponiendo continuamente la Ley 

posterior a la anterior, y que en la actualidad, tras la reforma laboral abordada por la Ley 

11/1994, de 19 de mayo, por la que se modifican determinados artículos del Estatuto de los 

Trabajadores, no plantearía problemas en favor de la preferencia del crédito salarial; ahora bien, 

no parece lógico que estas cuestiones estén continuamente en el aiie, especialmente si tenemos en 

cuenta las ' habituales' reformas de la legislación tributaria.

Similar dificultad se plantea en relación con los créditos de la Seguridad Social, que gozan 

fundamentalmente de la protección otorgada por el artículo 1924.1° del Código Civil (según la 

remisión que realiza el artículo 22 del nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, de 20 de junio de 1994). Según la interpretación literal del artículo 71 de la Ley General 

Tributaria, la única posibilidad de que el crédito de la Seguridad Social sea preferente a los 

créditos tributarios allí garantizados, es que el crédito de la Seguridad Social se encuentre 

debidamente anotado en el correspondiente Registro con anterioridad a la anotación que se efectúe 

en favor de los cníditos tributarios (bien mediante anotación preventiva de embargo o bien 

mediante la inscripción hipotecaria).

En mi opinión, lo que debería haber realizado la Ley General Tributaria (>’ puede que esa 

sea su pretensión) es otorgar una prelación general para el cobro de los créditos tributarios similar 

a la contenida en el artículo 1924,1” del Código Civil, si bien suprimiendo la limitación temporal 

en él mismo contenida, que es, en detlniiiva, lo que la Ley 40/1980. de 5 de julio, realizó con los 

créditos de la Seguridad Social y que, posteriormente, ha sido ratificada por el citado artículo 22 

de la nueva Ley General de la Seguridad Social.

(261) Ver también los anfculos 33 y 42.2 c> de la L ^ ' sobre Oiücnaciv^n del Sej^un' Pm-aJo.



Asimismu, considero qut: cualquier intento futuro de ordenación de los créditos 

privilegiados, deberá realizarse remitiendo los distintos créditos a una ordenación previa 

establecida por el derecho común, en la misma Ifnea que lo actuado en su momento por el artículo 

decimoquinto de lu Ley 40/1980; eliminando con ello la tremenda dispersión existente en la 

actualidad.

De cualquier manera, la posible concurrencia de procedimientos administrativos de 

apremio debe resolverse aplicando la normativa especftlca que regula dicha concurrencia decir, 

que en caso de que se plantee un litigio acerca de la preferencia de los créditos tributarios 

protegidtís con carácter genera! en el artículo 71 de la Ley General Tributaria y los créditos de la 

Seguridad Social (cuya protección está cimtenida en el artículo 22 de la Ley General de la 

Seguridad Social), resultará de aplicación lo dispuesto en las respectivas normas de recaudación.

En este sentido, el artículo 95 del Reglamento General de Recaudación del Estado, 

aprobado por Real Decreto 1.684/1990, dice en relación con la concurrencia de procedimientos 

admini.strativos los siguiente:

Arl. 95. Coticurrendit de procetUmietuvs.
1. En los casos de concuirencía de prtK'ediinicntos adininistnilivos de apremio y 

pnK'edimienlos de ejecución o concúrsales universales, judiciales y no judiciales, la 
preferencia pani la conliniiacion en la Inunitación tiel pruceüimientu vendni delenninada 
por la prioridad en el tiein|Ni de los misinos con arreglo a las siguienles reglas, que senin 
aplicadas por los órganos de recaudación, salvo resolución en contra de los órganos 
judiciales compeCenles en malería de conflictos de jurisdicción.

a) En ios procedimientos administrativos de apremio se estanf a la fecha de la 
providencia de embargo.

b) En los priK-edimientos de ejecución o concúrsales universales, se estará a la 
fecha de la providencia de admisión en h»s supuestos de quita y es|>era y suspensión de 
l>agos, a la del auto de declaración en los de concurso de acreedtires y quiebras y a la de 
la resolución con que se inicie el priK'edimienlo de ejecución en los demás casos.

2. Los Juzgados y Tribunales están obligados a facilitar a los órganos de 
recaitdiición, en el ejercicio de sus funciones, infonnación relativa a los pnK'edimienlos 
judiciales de ejecución universal en cuanto la misma se refiera a datos con trascendencia 
para la recaudación de los tributos y demás ingresos de derecho público.

Asimi.smo. el artículo 117.2.1, de la Orden de 8 de abril de 1992, que desarrolla el Real 

Decreto 1.517/1991, de II de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social, e.stablece lo siguiente:

Arl. 117. Carácter, cnncurrencia. suspensión y tinuUición de ¡mtcedimiento de 
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apremio.
2. 1 En los casos de concurrencia de procedimientos administrativos de apremio 

entre sí o entre éstos y procedimientos concúrsales o de ejecución universal, judiciales o 
no judiciales, la preferencia para continuarla tramitación del procedimiento se determinará 
por la prioridad en el tiempo de los mismos.

Salvo que otra cosa se disponga por resolución de los órganos judiciales 
competentes en materia de conflictos jurisdiccionales, paia fijar la prioridad en el tiempo 
se aplicará las siguientes reglas;

a) En los procedimientos administrativos de apremio seguidos por los órganos de 
recaudación ejecutiva de la Administración de la Seguridad S<KÍaI así como por los de 
otras Administraciones Públicas, la prioridad en el tiempo se determinará por la fecha en 
que se adoptó la providencia de embargo.

b) En los procedimientos concúrsales o de ejecución universal, se atenderá a la 
fecha de la providencia de admisión en los supuestos de quita y espera y suspensión de 
pagos; a la fecha de auto de declaración en los supuestos de concurso de acreedores y de 
quiebras; y a la de la resolución que inicie el procedimiento de ejecución universal en los 
demás casos.

Ahora bien, del análisis de esta normativa recaudatoria podría desprenderse que, en 

realidad, lo que está resolviéndose en la misma no es la preferencia para el cobro, sino la 

prioridad en la ejecución: pues, como ya he dicho en capítulos anteriores, una cosa es la prioridad 

para llevar acabo en primer lugar la ejecución de un determinado bien (prioridad que corresp^inde 

al que realizó el embargo en primer lugar), y otra distinta, ta preferencia para el cobro de las 

cantidades que se obtengan en la ejecución (preferencia que, en su caso, deberá resolverse a través 

del opt)rtuno juicio de tercerías). Pudiendo darse el caso que el acreedor que goce de la prioridad 

para la ejecución no sea el acreedor preferente para el cobro.

Sin embargo, en lo que ahora nos ocupa, considero que la concurrencia entre un crédito 

garantizado por la prelación general tributaria del artículo 71 de la Ley General Tributaria y un 

crédito de la Seguridad Social, deberá resolverse otorgando la preferencia a aquél que realizó en 

primer lugar el embargo. Aunque en la práctica, la situación resulta todavía más sutil, pues dicha 

concurrencia se está resolviendo atendiendo a la fecha de la anotación preventiva de embargo en 

el correspondiente registro, y no atendiendo, como debería ser, a la fecha de ta providencia de 

embargo.

En con.secuencia, considero que actualmente los créditos de la Seguridad Social 

debidamente anotados con anterioridad a los créditos tributarios protegidos por el artículo 71 de 

la Ley General Tributaria, son preferentes a dichos créditos tributarios. En caso contrarío serían 

estos Ultimos los que ostentarían mejor privilegio.

De cualquier manera, no parece lógico que los créditos tributarios y los de la Seguridad



Social se disputen como en una carrera de velocidad la preferencia para el cobro de sus débitos; 

resultando mucho más congruente que, a través del actual artículo 1924.1** del Crtdigo Civil, se 

realice una interpretación Kígica del artículo 71 de la Ley General Tributaria en el que ambos 

créditos gozarían de igual protección. Este criterio de igual grado de protección entre los créditos 

tributarios y los de Seguridad Social es et st)slenido en el Dictamen del Cimsejo de Estado, de 23 

de enero de 1992'^’, aunque en dicho Dictamen no quedan suficientemente acreditados los 

i'undamentos utilizados para llegar a esa lógica conclusión, señalando, eso sí, que no existiendo 

razón alguna para anteponer uno de estos créditos ai otro, la regla para su pago en caso de colisión 

debe ser la de prorrata (respetando siempre la posible existencia de una anotación preventiva de 

embargo, que otorgaría la preferencia al acreedor que la practicó).

Para fmalizar este apartado y en relación con los posibles efectos de la anotación 

preventiva de embargo, me remito al capítulo siguiente dedicado al estudio de dicha garantía, 

especialmente a las conclusiones realizadas en .su apartado 3**.

(2621 Ver N.P.P n" 14. en la p.1i>irei 31.



4. LA HIPOTECA LEGAL TÁCITA.

(Normativa aplicable: Artículo 73 L.G.T.; Artículo 35 del R.G.R.; Artículo 194 L.H.;

Regla 19 de la I.G.R.C. y Artículo 1923.1“ del Código Civil)

La protección otorgada por el artículo 73 de la Ley General Tributaria ratifica una 

histórica preferencia de los créditos tributarios, destacando el importante avance producido a través 

de los tiem pos'^’.

La Ley General Tributaria no detlne esta garantía ct)mo hipoteca legal tácita, cuestión que 

si hace el artículo 35 del Reglamento General de Recaudación. Evidentemente, se trata de una 

hipoteca legal por imperativo de la Ley; que, ademls, es tácita porque existe y surte efectos sin 

necesidad de acto constitutivo expreso ni de inscripción registral. y como afecta al bien, es 

consustancial al mismo, por lo que, como dice ÁLVaro RODRÍGUEZ BEREUO'^', cualquier 

hipoteca expresa o inscripción registral es posterior a ella.

La protección alcanza a los créditos del Estado, la Provincia y los Municipios, a los cuales 

hay que añadir los créditos a favor de las Comunidades Autónomas (por aplicación de la Ley 

Orgánica sobre fmanciación de las Comunidades Autónomas, de 22 de septiembre de 1980).

Como señala BARTOLOMÉ RÍOS S a lm eró n '^ ', el privilegio concedido por el artículo 73 

de la Ley General Tributaria tiene una doble limitación; objetiva y temporal. En primer lugar se 

protegen "¡os tributos que graven periódicamente los bienes o  derechos inscribibles en un registro 

pttblico, o  su sp ro d u a o s directos, ciertos o  presuntos". Ahora bien, debido a la enorme dispersión 

existente en la normativa que regula los distintos impuestos, resulta difícil precisar cuál son 

exactamente los tributos actualmente protegidos por esta hipoteca legal tácita. En la actualidad son 

los Ayuntamientos, en alguno de sus tributos locales, los que fundamentalmente pueden aplicar 

la hipoteca legal tácita. PEDRO C a sa b la n ca s , en la obra citada’̂ ' ,  sostiene que "las opiniones 

de que otros tributos también pueden verse beneficiados p o r  la aplicación d e  la hipoteca legal

(263) Rossy. "Pivvedimicrtos recaudalnnos*; Madnil 1972. páps. 239-244.

(26J) RoDRínnz BiJUllo, ÁLVAf»}; *L.as paran!fcn <kl crfdito...*, (obra citada en b  NPP n" 23S. (vip. 294). p i ;
199.

I2&5) RÍ«m Sai.\1I*óS . B\Rn>UJMJU "Lm  pm-ilcgios d e l . . . ',  (obra cilida en la NPP n® 73. p íf .  143); p íg  411.

(2<i6) CASAniv\N«'AS O A kflA . PH)H0 ; 'Breves ciNncntaríos al m ic \o ...’ . (ohra citada en b  NPP n® 246. páj: 300).
pip. 114.



tácita parece poco ajustada a derecho y  de muy dificil y  costosa puesta en práctica Sin embargo, 

pudría ser objeto de una interesante discusión la extensión o no de esta protección al impuesto 

sobre el patrimonio o al nuevo impuesto sobre bienes inmuebles (I.B.I.).

Por lo que respecta a la limitación temporal, la garantía del artículo 73 alcanza a las 

deudas no satisfechas correspondientes al año natural en que se ejercite la acción administrativa 

de cobro y a) inmediato anterior. Como ha quedado expuesto, el Reglamento General de 

Recaudación en el apartado 2 del artículo 35 establece que se entiende que se ejercita la acción 

administrativa de cobro cuando se inicia el procedimiento de recaudación en período voluntario 

de los débitos correspt>ndientes al ejercicio económico en que se haya inscrito en el Registro el 

derecho, o efectuado la transmisión de los bienes o derechos de que se trate. Hay que destacar el 

progresivo avance de la legislación, que inicialmente garantizaba únicamente la última anualidad 

vencida y no pagada'^^'.

Ahora bien, para determinar el verdadero alcance de la preferencia otorgada por el artículo 

73 de la Ley General Tributaria, resulta necesario que exista otro acreedor o adquirente y, 

asimismo, determinar el momento que debe servir de referencia para comparar los distintos 

derechos. La jurisprudencia toma como punto de arranque la anualidad en que se produce el acto 

de adquisición (dominio) o de gravamen (hipoteca)'^'. En mi opinión, los acreedores que han 

garantizado su derecho mediante anotación preventiva de embargo, también resultarán protegidos 

en este ca.so.

No obstante, como dice PEDRO Luis S errera Contreras'-*"’, sólo la Instrucción General 

de Recaudación ofrece un punto de referencia útil, pues determina uno de estos dos momentos; 

para un tercer acreedor, la fecha de la inscripción de su derecho; y para un tercer adquirente. la 

fecha de la adquisición, aunque no se iascriba.

En defínitiva, los créditos tributarios garantizados en el artículo 73 de la Ley General 

Tributaria gozan de preferencia para el cobro de la.s deudas no .satisfechas correspondientes al año 

natural en que se ejercite la acción administrativa de cobro y al inmediato anterior. Para 

beneficiarse de tal preferencia respecto de tributos devengados en años anteriores, como señala

(267) Ver; R ossv, Hii-rtuTn; ■Pnx'cilinjiemos...". (obra citada en la NPP n“ 263. pig. 317).

I26K) Rins Salmerón',  BaktomimI;; 'L os privilegios dcl..." . (obra cilaiJa en b  NPP n“ 73, 143); php. 412.

(269) SliKKl’-SA CoNTHl-RAS, Pi-DRO Li.'is; *La anualidad cnrríenlc en b  hinMeca le^nl Ulcita piir conlribucinnc<<*;
Revista Civil de Deirvlio Inimbiliano, númcm 524, encrn*fcbfcm l®78, pJp*

lepnl tici 
. 9 y Sí.



J ESÚS SOLCHAGA LoiTEGUI’̂ ' .  "/•••/ Estado habrá Je constituir hipoteca especial expresa, que 

no surtirá efecto sino desde ¡a fecha de su inscripción en ei Registro de la Propiedad. Sin 

embargo, en los años siguientes, estos tributos directos se devengarán con carácter de corrientes, 

es decir, correspondientes al año en curso y, en consecuencia, serán créditos tributarios nuevos 

singular y absolutamente privilegiados incluso respecto de los que con anterioridad inscribieron 

en el Registro Público su adquisición o garantía hipotecaria. /.../. De esta manera, los posteriores 

adquirentes o acreedores hipotecarios*^ '̂' saben al adquirir su derecho que su responsabilidad por 

estos tributos se limitará, a lo sumo, a ¡a que corresponda al año en que inscriban su derecho en 

el Registro de la Propiedad y al inmediato anterior, pero no alcanzará a los devengados en los 

años anteriores a éste. Y, naturalmente, saben que en los años siguientes al de dicha inscripción 

registral, estos tributos se devengarán, constituyendo créditos nuevos y singularmente 

privilegiados, de tos que habrán de responder: el tercer adquirente en cuanto sujeto pasiv<p de 

rales tributos: y el acreedor hipotecario, tan sólo si, en defecto del deudor t> de sus 

causahabientes, quisiere hacer uso de su derecho a liberar los bienes, por tratarse de un crédito 

cuya preferencia ha de respetar en todo caso. "

(270» S<Mi-HAr.A L o im m . J ü i  s . ’Crilica al lihm ..*. íohta citada et» b NPP n® 2-íl. píj: 295t. 375-376

|2 7 |)  A hi» que l»y  que añadir, a  mi juK-»o. I*»» ac ired .'ir^  cann ii/jd^H  m cdunic an-'LKh'n |*tr\xtiliva Je  cmharpv’ 
debí Jám enle m«cñta



5. EL DERECHO DE AFECCIÓN.

(Normativa aplicable: Artículos 41 y 74 L.G.T. y Artícuio 37 R.G.R.)

Anteriormente he hecho referencia, en el apartado 2 de este mismo capítulo, a lo dispuesto 

pi)r el artículo 74 de la Ley General Tributaria y p<)r el artículo 37 del Reglamento General de 

Recaudación. Pero, además, hay que considerar también lo establecido en el artículo 41 de la Ley 

General Tributaria

Art. 41. I. Los .-idi îiirentcs de bienes ;tfeclos [mr Ley ¡i I» deuda inlnitana 
res|H)ndenín con elUw. ¡xir deriv.icíim de la acción inbularía. si la deuila no se pap.

2. La derívacii^n de la acción tnl>iilaha conini los Itienes afectos exigirá aclo 
ailniinislrativo nolificado rct’lainenlaríamentc. podiendo el adqiiirenle hacer el (vigo, de|ar 
que prosiga la actuación o reclamar cniitni la liqiiitLición p'ntcticada o cnnlnt ta procedencia 
de dicha derivación.

3. Ui derivación sólo alcanzara el límite previsto jH»r la Ley al set'ialar la afección 
de los bienes.

5.1. Ambito de upiicuciún.

Como .señala PEDRO Cas .̂ BLaNCas García'* '̂ "Una vez JesaparccUia la afeccifin Je 

bienes en un nuevo impuesto Municipal sobre el incremento del valor de tos terrenos de naturaleza 

urbana (anticua plusvalía), este tipo de garantía se utilizará exclusivamente para el Imptwsto 

sobre las Transmisiones Patrimoniales, así como el que recae sobre las sucesiones". A esto hay 

que añadir las afecciones que .se deriven de los derechos aduaneros'^’, y puntualizar que el 

Impuesto sobre Sucesiones está exento en algunas Diputaciones Forales'* '̂*.

La regulaci«^n del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados, .se encuentra recogida en el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley que regula dicho Impuesto, y en el Real

(272) CA.SAHl.ANrAS GaRcIa. Pi.Ijro; "Breves coincnlarim .il nuevo...", (obra «itad.-i en I.1 NPP n" 246. pdj: 300i, 
p ie  123.

(273) Ver fundamentalmente el Real Decrcto SI 1/1977. Je  18 de fchren>, pur el que se aprucKi el texto refundido de 
l»f impuestov inlc|:tanlcs de In Renta de Aduams,

(274) En rclación con el tinptiesio de S*icesii*ncs liay que tener en ctieni.i la den>j!.ición del misino en alpiiuis 
Diputaciones Forale». En este sentido, ver el Dectvtn Fon! Norm.itivo 3/1993, de 22 de junio, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Norma Fnral 2/1989, de IS de feba-m, del Impuesto de Sucesiones y 
Donaciones (Boletín Oficial de Di^Jcaia de 6 de julio de I993|. Ver NPP n“ 249. en la páp. 303.



Decreto 3.494/1981, de 29 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de este Impuesto; 

especialmente, el artículo 75 establece la preferencia del Estado sobre "cualquier acreedor’ e 

incluso sobre el tercer adquirente, aunque haya inscrito su derecho en el Registro de la Propiedad, 

para el cobro del importe de la deuda tributaria fraccionada, de los intereses de demora y. en su 

caso, del recargo de apremio, relativo a las viviendas transmitidas destinadas a domicilio habitual 

y permanente del sujeto pasivo y cuya superficie ütil no exceda de 120 metros cuadrados.

La afección contenida en el artículo 74 de la Ley General Tributaria alcanza a los bienes 

y derechos objeto de tales transmisiones, tanto si son muebles como inmuebles y con 

independencia de que tengan o no acceso a un registro público.

Cuantitativamente, la protección del artículo 74 es mucho más amplia que la de los 

artículos 71 y 73. pues no conoce limitación alguna.

5.2. Titularidad del derccho.

A pe.«iar de que el artículo 74 de la Ley General Tributaria no especifica nada en este 

sentido, resulta evidente, por aplicación de lo dispuesto en los artículos 31 y 32 de la Ley General 

Presupuestaria, que dicha garantía corresponde tanto a la Hacienda del Estado como a los 

Organismos Autónomos del Estado. Asimismo, el derecho de afección garantizará también los 

créditos en favor de las Comunidades Autónomas (Ley Orgánica de financiación de las 

Comunidades Autónomas de 22 de septiembre de 1980).

5.3. Limitaciones ul ejercicio del derecho de arección.

El derecho de afección regulado por el artículo 74 de la Ley General Tributaria otorga a 

la Hacienda Püblica un derecho de persecución de la cosa, con independencia de que ésta cambie 

de dueño. Esta cuestión convierte al derecho de afección en un derecho real de garantía ejercítable 

"erga omnes’. Sin embargo, el propio artículo 74 establece algunas limitaciones:

1.- El tercero adquirente protegido por la fe püblica registral.

2.- El adquirente que justifique la adquisición de los bienes con buena fe y justo título o 

en establecimiento mercantil o industrial, en el caso de bienes muebles no inscribibles.



5.4. Concuirenciu con otros ucreedorcs privile}>iudo.s.

Como htí dicho en reiteradas ocasiones, uno de los principales problemas que actualmente 

presenta la regulacii'Sn de los créditos privilegiados es el de su dispersión normativa, pues existen 

diversos preceptos que determinan con términos absolutos la preferencia de un crédito frente a los 

restantes acreedores. Produciéndose la paradoja de que en ocasiones son varios los créditos que 

gozan de preferencia frente a la totalidad de los restantes acreedores.

Este es el caso del derecho de afeccii'ín regulado en el artículo 74 de la Ley General 

Tributaria, debido a que en su redaccitin se habla del privilegio del derecho de afecci(ín cualquiera 

que sea el poseedor del bien. Pero, ¿qué ocurrirá cuandi> el poseedor de un bien afecto a la 

responsabilidad del pago garantizado por el artículo 74 de la Ley General Tributaría mantenga 

también otras deudas cuy*)s créditos sean igualmente privilegiadiis? Piénsese, por ejemplt». en un 

empresario que mantiene deudas con sus trabajadores de las protegidas ptir el artículo 32.1 del 

E.statuU) de los Trabajadores.

En mi opinit'in, se trata en la mayoría de los casos de un problema procesal que dependerá 

de quién realice la ejecuci«1n del bien objeto del litigio. Si se trata de un bien .sujeto a la 

correspondiente publicidad registral, el tírgano que efectüe la ejecución deberá proceder a la misma 

manteniendo la carga que supone el derecho de afeccit^n (siempre que esté inscrita), exceptuando 

las ejecuciones efectuadas por los Juzgados de lo Social en defensa de los créditos denominados 

"superprívilegiaJos" de los trabaja«Jores y, en su caso, por el Fondo de Garantía Salarial cuando 

.se haya subrogado en los mismos; aunque esta cuestión no resulta del todo pacífica, como mis 

adelante explicaré.

En definitiva, si es la Seguridad Social (u otro acreedor privilegiado, a excepción de los 

citados créditos 'siiperprivUegioílos'' del artículo 32. l y 2 del Estatuto de los Trabajadores) la que. 

a través de la correspondiente Unidad de Recaudación Ejecutiva, está realizando lá ejecución de 

un bien sujeto a publicidad registral, deberá mantener como carga subsistente el derecho de 

afección de esc bien a la responsabilidad del pago contenido en el artículo 74 de la Ley General 

Tributaria.

Sin embargo, cuando el bien objeto de ejecución no esté sujeto a publicidad registral, 

sucederá que el órgano que lleve a cabo dicha ejecución desconocerá la afección del mismo (salvo 

que por parte de los órganos de recaudación del Estado.se ejerciten las corre.spondientes acciones), 

y el adquirenie será un tercero de buena fe que evidentemente estará protegido por las limitaciones



contenidas en el propio artículo 74 de la Ley General Tributaria.

Con.secuentemente. para que pueda hacerse valer la garantía del derecho de afección será 

necesario que ésta se encuentre debidamente inscrita, pues, en caso contrario, el adquirente de 

buena te resultará protegido en su titularidad. Siempre dejando a salvo de la preferencia otorgada 

en favor de los trabajadores por el artículo 32.1 y 2 del Estatuto de los Trabajadores, aunque en 

este caso hay que recurrir al peregrino argumento de la ‘lex posterior", considerando la reforma 

intrtHlucida p<.)r la Ley 11/1994, de 19 de mayo, pues, en caso contrario, la preferencia también 

le correspondería al derecho de afección garantizado en el artículo 74 de la Ley General 

Tributaria'*’̂ ’. En todo caso, podríamos estar una vez más ante la problemática que se deriva de 

la diferencia entre prioridad en la ejecución y preferencia para el cobro.

(275) Ríos SaLMKRÓN. BaRTOU>MÉ; "L os prívilc(ios dc l...’ . (obra cikMla en b  NPP n® 73. 143); pip. 414 ( w
su mUa a pfc de página n“ 23».



6. EL DERECHO DE RETENCIÓN.

(Normativa aplicable: Artículo 75 L.G.T.; Artículo 38 del R.G.R.; Artículo 21 de la 

Instrucción General de Recaudacii'in y Contabilidad y Artículo 9 del Real 

DecretoLegislativo 1.299/1986. de 28 de junio, por el que se modifica el texto reftindido 

de los impuestos integrantes de la Renta de Aduanas).

6.1. Cuestiones trórico-duclrinulcs.

Luis DIez Picazo'-'*' defme el derecho de retención como: "aquella facultad concedida 

u oiorjíoda por la Ley a un acreedor, .permitiéndole continuar en la detentación de una cosa más 

allá del tiempo en que debió entrefíurlu a su deudor, o bien como el derecho del detentador de 

una cosa a retardar la restitución hasta obtener la satisfacción de tin crédito del que es titular".

El mismo autor sostiene que “el derecho de retención constituye una forma de garantía 

en cuanto que la continuación o la perpetuación de la detentación de la cosa asejiura 

económicamente al acreedor que su crédito le será pagado. Es. sin embar/io, una garantía poco 

vigorosa, pues el acreedor sólo ostenta la facultad de continuar la detentación y de rehusar la 

restitución. Carece, en cambio, de un poder de realización del valor de los bienes para resarcirse 

de su crédito con el producto obtenido, pues en tal caso existiría propiamente un derecho de 

prenda y no un derecho de retención ".

Por otra parte, como señala BeltrAn de Heredia'*” ’, tres son los elementos que 

compiínen la estructura del derecho de retencidn: a) posesión o detentación de la cosa; b) 

existencia de un crédito a favor del retentor; y c) conexión entre el crédito y la cosa.

Una de las cuestiones que mis .se han debatido por la doctrina es la naturaleza jurídica del 

derecho de retención. Partidario de ia naturaleza real, que constituye la línea tradicional dentro 

de la doctrina italiana, es CASIMIRO Caravelli'*” ’; en nuestra doctrina, entre otros, .sostienen

(276) DÍKZ-Pic*AZr>. Luis; "Fundamcnlo* de Dcrcch» C ivil...", (ohia citad.i en la NPP n” 240, pip. 295); pdj;. 578
y  M.

1277) BHl.rKÁS DI: H kkiíDIa , Pa iiu j ; “El dcrech*J de nrtcncWn"; Revista de Dcrccii» Privado. 1952; p.íp. 1.007.

<278) C a k a v k i j j ,  CA51.\aj«); T en ria  dclla cmnp«fa<ia/ionc c dirillo di trtcii/ionc"; Milaito 1940; p.4p. 311.



también la naturaleza real del derechu de retención Buenaventura  Camy Sánchez-CañETE^” '. 

PÉREZ DE AYALA Y GONZÁLEZ GaRCIa*^” y FERREIRO LaPATZA'^".

Sin embargo, la opinWn mayoritaria defiende la naturaleza personal del derecho de 

retención, pudíendo citar, entre otros a Luis DÍEZ P icazo  y A n to n io  G u lló n  B a l le s t e r o s ^ ' .  

P ab lo  B e ltr á n  de H ere d a '^ ’. D iego Espín C án ovas’̂ ’, Luis DIez P ic a z o '^ ’ y á n g e l  

M aría López LóPEZ*^’. En este sentido, como acertadamente dice Luis DiEZ P icazo , "el 

derecho de retención no f¡enera la reiperseaaoriedad que es propia de los verdaderos derecha 

reates. El lindar del derecho de retención puede retener la cosa, pero no puede recuperarla si ha 

pasado a manos de un tercero.

Tampoco es eficaz el derecho de retención frente a los demás acreedores. Si los demás 

acreedores embarcan la cosa o se produce un concurso o una quiebra del deudor, el titular del 

derecho de retención sólo estará protegido si, además del derecho de retención, ostenta un 

derecho de preferencia o un privilegio para el cobro. Pero si no es así. el titular del derecho de 

retención no puede pretender, frente a los demás acreedores, un cobro preferente con el produao 

del bien o de los bienes que retiene". N«» parece que la intención del legislador tiiera dotar a este 

derecho de retención de un privilegio similar al a)ntenido en el artículo 918 del Código de 

Comercio para los acreedo'^es con prenda coastituida por escritura pública, según el cual, dichos 

acreedores no tienen obligación de llevar a la masa los bienes dados en prenda, a menos que la 

representación de la quiebra los quisiera recobrar satisfaciendo fntegramente el crédito a que 

estuvieran afectos. Ct)asecuentemente. considero que en el caso de iniciarse un proceso de quiebra, 

los bienes retenidos de conformidad con el artículo 75 de la Ley General Tributaria deberán 

integrarse en la masa de la quiebra, aunque, es un tema sobre el que pueden plantearse dudxs

(279) Cam v SÁNCHl-y-CAÑ'im;. Bni¡NAVli.vn,'RA; 'Comentarios a b  kcisbción hi(»yccaría Vi51 I*; Sc]»inda Ediok^.
EJ Aran/adi 1974; pig. 149 y ss.

(2110) PiMiy. Ui; A y a i a  • G<>v/ÁU3r. G a h c ía : "Cureo «k dctrcho iriUitaño*; vAl. 1 .2* EdicúVi. Edcrsa. Madrid 1978

(2X1) F iíKRIJRo LAl'Ar/w. J .; 'C u n o  de derecho finaiKÍcn> Espstkil*; I.E .F .. Madrid 1980. 4» p ip  522.

(2K2) D lia  Picazo . Lttis Y G u iJiiS  Ba iu s t h m k . A -vnisio; "Sisiema de (obra citada en la NPP n" 100. píp. 
166); pip. 137.

(2H3) Bia.TRÁN nt: Hk w jia , PaWí j ; "El dcrechn de...*, (obra citada en b  NPP n" 277. p ip  324|. p í j  578 y m

(284) Esrt.v C á n o v a s . DiíTiO; 'M anual de Derecho Civil es|>añi^I*; vrtl III. Ed. Re%ista de Dcrech>^ Prix’adi'. 4* 
edición. Madrid 1974, p ie . 311-312.

(285) D(l-7.-Pl<*AZo. Lins; 'Fundamenlos de Derecho C iv il... ',  (obra citada en h  NPP n® 240. p i f .  295); pij: 5S2.

(28A) LrtPicr. LrtníZ. Á.NOia. M a Kía ; “Rdcncitín y Mandato*; publicacioiics del Real Colejrio de España en B>il>via.
Zarapoya 1976; pip. 41 y is.



integrarse en la masa de la quiebra, aunque, es un tema sobre el que pueden plantearse dudas 

razonables en uno u otro sentido.

En favor de la naturaleza personal del derecho de rclencii^n se pronuncii'í el Tribunal 

Supremo, en Sentencia de 24 de junio de 1941: "el derecho Je retención, como prórrof^a de ¡a 

fuculiaJ de retener, está limiiado y circunscriro a las relaciones entre acreedor y deudor y 

constituye defensa de éste v no privilegio en relación a terceros

En definitiva, la situación del retentor puede resumirse, siguiendo a JUAN HERRERO 

Madariaga '-*"’, del siguiente modo:

a) Tiene en I i x I d  caso la raciillaü ile retener en sn |x>der. clenegantli) m i  

re t̂i(lK'lón. los bienes objeto Uel derecho ile retención,hasta tanto no le sea enterainerite 
satisfecho su derecho de crédito.

b) No |XHlr.i adquirir j)or usucapión los l)ienes reienidos, |>or ciiantti que su 
|N>sesión lu) lo es en concepto de dueño. Y, asimismo, tam|x>co tiene ninyiin ti[>o de 
derechos sobre los frutos que en su caso puedan prtulucir los bienes retenidos.

c) El retentor. en contra de lo que ocurre c»)n el titular del derecho de 
prenda no tiene tin derecho de realización directa sobre los bienes retenidos.

d) El derecho de retención tiene una eficacia erfiti onities, mientras que las 
cosas objeto del mismo se encuentran en [nnler del retentor, quien |Hxln¡ hacer valer su 
derecho frente a ciulquieni que le reclame la entrega de las mismas, no piidiendo verse 
privado de la ciisa retenida hasta tanto no se le satisfaga su derecho de crédito.

e) Almra bien, si la cosa «)bjeto del derecho de retención no se encuentra 
en p«Kler del titular [»or hat>er |>erdido ¿sta la pt>sesión, el derecho de retención no tiene 
ya una eficacia er}¡ii tniiiwx, ya que no geneni un derecho de rei|x:rsecutoriedad.

f) Ademils de esta limitación de su eficacia eran omnes, tainpíxro resulta 
efic.TZ el derecho de retención frente a los dem:is acreedores, [)or cuanto que no genera un 
privilegio |xir sí mismo. El crédito del retentor puede ser un crédito privilegiado , j>ero 
tal condición en ningiin caso le viene conferiila por la existencia del derecho ile 
retención’***’

El prt)pio Juan Herrero Madariaga , en la obra citada, destaca el fortalecimiento de 

la garantía del crédito tributario cuando el derecho de retcncit^n coincide con el privilegio general, 

regulado en el artfculo 71 de la Ley General Tributaria, o bien con el derecho de afeccii'in de 

bienes del artfculo 74.1 de la Ley General Tributaria.

(2K7) lll.KKiíKO MADARtAflA, Jt'A N ; "Alcunas obscrvncioitcs...'. (obra citada en l.i NPP n” 260, nác. 312(; nii:s 
26l-:62

•2JW) PaiticrKi» de la hase de que el dcirch*i de rctcnci.'n no conncn: ninpln privilcf!Ír) a su titul.ir, Gt'l.t.iiv
BaI I.i:s ti;h o s  K iula que sf tiene un algo de prcfcancia fíente a los demj.'i aciecdnrcs en el sciilido siciiicntc: 
'Et propifiítrio puede disponer Je la cota retenida, <otTUi no puede transferir sino su derecho, tal como le 
tiene, si lü emtjemi, el que adquiere, siemlo sucesor singular del propietario, esfií ohlif;<ulo como fste a entregar 
iil tenedor de ella el impitne de su crédito, lo qtte verdaderamente le consiittne un derecho de preferencia frente 
a los otros aireedores". "1.a prcbclóit de crfditns ..." , (obra citada en la NPP n“ 72, páp. 143); páp. 28.



precepto, el derecho de retención dit'fcilniente puede tener encaje en impuestos que no sean los 

especrfícamente aduaneros. Destacando el carácter subsidiario del derecho de retención frente a 

otras formas de garantía del crédito tributario, como queda señalado por el artículo 75 "in fin e ’ 

de la Ley General Tributaria; carácter subsidiario que, en la actualidad, viene confirmado por el 

artículo 9 del Real Decreto Legislativo 1.299/1986, de 28 de junio, por el que se modifica el texto 

refundido de los impuestos integrantes de la Renta de Aduanas (modificando concretamente lo 

dispuesto en el artfculu 32 de dicho texto refundido).

6.2. Conclusiones prácticas.

A pesar de que el derecho de retención no otorga al crédito tributario ningún privilegio 

con respecto a los restantes acreedores, lo cierto es que la confluencia de las garantías reguladas 

en los artículos 71 y 74 de la Ley General Tributaria con el derecho de retención, otorgan a la 

Hacienda Pública una posición notablemente fortalecida en relación con los restantes créditos del 

deudor'^". Y ello es fundamentalmente debido a que si la Hacienda Pública tiene en su ptxler un 

determinado bien, siempre resultará más sencillo llevar a cabo su ejecución (piénsese, por ejemplo, 

en la simple posibilidad de mostrar los bienes que van a ser ejecutados a los posibles licitadores; 

de todos es sabida la dificultad que entraña un proceso de pública subasta si los bienes no han 

podido ser analizados por las personas interesadas en realizar alguna puja).

El verdadero problema en materia de concurrencia de acreedores, en relación con el 

derecho de retención, se plantea cuando la ejecución es instada por otro acreedor. Iniaginemos que 

la ejecución del bien retenido es llevada a cabo por un Juzgado de los Social como consecuencia 

de la existencia de un crédito salarial garantizado por el artículo 32.1 del Estatuto de los 

Trabajadores, ¿podrá el adjudicatario solicitar la entrega del bien retenido por la Hacienda 

Pública? En principio, atendiendo el tenor literal del artículo 75 de la Ley General Tributaria, la 

Hacienda Pública tiene derecho de retención frente a lodos.

Por otro lado, ¿quién decide que un determinado crédito es preferente a otro? En mi 

opinión, será necesario iniciar con carácter previo a la ejecución el correspondiente juicio de 

tercería, y una vez reconocido el mejor derecho de un determinado crédito con respecto al de la 

Hacienda Pública, ésta vendrá obligada a entregar el bien retenido al adjudicatario del mismo en

(21Í9) Heriu»o Ma d a r ia g a , J u a n ; 'Aljsutus obscn-acioncs...'. (obra cilad» en b  NPP n® 260. páp. 3l2i; pifs 2 »  
y ss.



Hacicndu Pública, tísla vcnJrá i)bligada a entregar el bien retenido al adjudicatario del mismo en 

la ejecuciiln llevada a cabo por el acreedor que ostentaba un mejor derecho 'reconocido'' que el 

de la Hacienda Pública.

Consecueniemente. es fácil apreciar el problema que puede suponer para los restantes 

acreedores, aún preferentes, llevar a cabo la ejecución de un bien retenido en aplicucii^n del 

artículo 75 de la Ley General Tributaria.



7. LAS GARANTIAS CAUTELARES.

Alvaro Rodríguez BEREIJO. en su estudio sobre las garantías del crédito tributario, 

define como garantías cautelares las reguladas en el párrafo segundo del artículo 74 y en el anfculo

76 de la Ley General Tributaria, que si bien cumplen, en último término, la misma funcit^n de 

aseguramiento del crédito tributario que las restantes garantías examinadas, no obstante, tienen un 

ámbito de aplicacii^n diferente'*"'.

7.1. El párrafo 2 dcl artfculu 74 do la Ley General Tributaria.

El mencionado párrafo 2 del artículo 74 de la Ley General Tributaria hace depender la 

efectividad de determinadtJS beneficios a! ulterior cumplimiento por el ci»ntribuyente de los 

requisitos exigidos:

Art. 74. 2. Siempre que la Ley reguladora de cada intuito conceda un bcneticio 
de exención o Ixinificación cuya definitiva efectividad dependa del ultenor cumplimiento 
jK>r el contribuyeme de cualquier requisito por aquélla exigido, la AdminislraciiSn hará 
figurar el total importe de la liquidación que hubiera debido girarse dt; no mediar el 
iHíneficio fiscal, In que se hará constar pt>r nota marginal de afección en los Registn>s 
Piiblicos.

Este artículo está actualmente complementado p<ir lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 

37 del Reglamento General de Recaudacii'Sn: "Dicha nota será solicitada por el Delegado Je 

Hacienda, a menos que la liquidación se consigne en el documento que haya de acceder al 

Registro, en cuyo caso la nota de afección se extenderá de oficio (En el mismo sentido, la Regla 

23 de la Instrucción General de Recaudación y Contabilidad).

Evidentemente. los tributos a los que hace referencia el párrafo segundo del artículo 74 

serán los que graven los bienes y derechos transmitidos. En cualquier ca.so. la duda pixlría 

plantearse cuando los bienes y derecho transmitidos no estén sujetos a publicidad registral.

R<mKí(U’h7. Bi k iu o , Alvaro ; "l-as jiannttss dcl c rW ilo ...'. tk>hni ciiada en la NPP n® 23S. fvij: 
215-216.



L. Corral Guerrero’'''' considera lo dispuesui en el párrafo segundo del artículo 74 

como una garantía de obligaciones tributarias: "En su opinión, la concesión de exenciones o 

bonificaciones fiscales condicionadas al cumplimiento de cualquier requisito convierten a la 

obligación tributaria en una obligación sometida a condición suspensiva, ¡.. ./• Yprecisamente ,  

para garantizar esa obligación tributaria condicional en situación de pendencia o suspensión de 

su eficacia, ante la incertidumbre de un eventual incumplimiento por el sujeto pasivo de los 

requisitos para la concesión de un beneficio fiscal, como stirge la necesidad para la 

Administración financiera de establecer esa f^arantía real de afirción de bienes bajofitrma de nota 

marginal de afi'cción en los Registros Públicos correspondientes

7.2. El articulo 76 de lu Lvy General Tributaria.

El artículo 76 de la Ley General Tributaria establece que el Estado, las Provincias y los 

Municipios podrán exigir !a constitucii^n de garantías cuando se acuerde el l'raccionamienlo o 

aplazamiento en el pago de la deuda tributaria.

Este artículo 76 se completa con lo dispuesto en el artículo 39 del Reglamento General de 

Recaudación, que en su apartado 2 añade lo siguiente: "Estas garantías se constituirán confiirme 

a las normas por las que se rigen y surtirán los efectos que les son propios según el Derecho 

Civil, Mercantil o Administrativo".

Asimismo, debe tenerse en cuenta h) preceptuado por el propio Reglamento General de 

Recaudaciiín. en los artículos 48 y siguientes, en materia de aplazamiento y fraccionamiento del 

pago.

Es interesante resaltar que tanto la concesión del aplazamiento o fraccionamiento en el 

pago de la deuda, como la exigibilidad en la constitucii^n de las garantías es un acto di.screcional 

de la Admini.stracii5n. En este sentido, discrepo de las opiniones doctrinales que, amparándo.se en 

el artículo 61 de la Ley General Tributaria, consideran obligatorio la constitucitín de las 

garantías'"'^'.

<29U CokKAl. Gi l HRiiko. L.; "La afcocMii Irihularia de bienes"; Boletín ilel lluslre Cnlcjíio de ANipados de Let^n,
1972. núm 2; píg. 20-22.

(292) Ver:
Pi-Kiy i)t; Avai n̂ y GoNZÁMür. Ga w Ia ; "Cursti de dercch»...", (obra citid.i en la NPP n “ 280, pip. .125); pdj!
3.W.
Ri)l)HÍ(it.'iiZ Bj;Rllir). ÁI.VAHO; 'ü i»  gamniía* del crídiU)...", (obra cilada en h  NPP n“ 238. pig. 294», páps 
215-216.



La diücreccionalidad de ta Administración en la exigibilidad de las garantías viene 

determinada, en primer lugar, p«ir la propia redacción del artículo 76: “podrán exigir". Pero, 

además, el Reglamento General de Recaudación contempla esa posible discrecional idad en distintos 

preceptos: Así, el artículo 39.1 se refiere también a que la Hacienda Pública "podrá exigir que se 

consiiuiyan guraniías": el apartado 3 del artículo 51 posibilita la solicitud de la exención total o 

parcial de la garantía; el apartado 4 del artículo 52 dice que "no se exigirá garantía cuando el 

peticionario sea una Comunidad Autónoma. Organismo Autónomo, o Corporación Local", y el 

artículo 53 regula de forma específica la dispensa de garantías.

No obstante, la dispensa en la constitución de garantías que. en mi opinión, tiene una 

mayor importancia práctica, viene determinada por lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 52 

del Reglamento General de Recaudación: "Se considerará garantizada la deuda cuando, estando 

en período ejecutivo, se haya realizado con relación a ella anotación preventiva de embargo en 

registro público de bienes de valor suficiente, a juicio de los órganos de recaudación". Es decir, 

cuando el aplazamiento o fraccionamiento se solicite estando la deuda en período ejecutivo 

(cuestión que sucede en gran número de ocasiones), no será necesario aptirtar garantías si 

previamente se ha realizado un embargo "de valor suficiente" por parte del órgano encargado de 

la recaudación ejecutiva.

Esta fórmula utilizada pt)r el Reglamento General de Recaudación, que constituye una de 

sus novedades con relación a su precedente normativo. (Decreto 3.154/1968. de 14 de diciembre), 

es la misma que utiliza el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social (Real 

Decreto 1.517/1991, de 11 de octubre) y su Orden de Desarrollo, de 8 de abril de 1992''’’ .

La importancia práctica a la que anteriormente me ha referido se ocasiona por el 

"beneficio" que puede suponer para el deudor el hecho de no tener que acudir a una entidad 

financiera para solicitar el optirtuno aval hancario, o el ahorro que le ptxlría suponer con relación 

a la constitución de una garantía hipotecaria. Del mismo minio, en caso de incumplimiento de las 

condiciones del aplazamiento, la Admini.stración también se podría ver favorecida a la hora de 

ejecutar; pues, como e.stablece el artículo 111 del Reglamento General de Recaudación, si la deuda 

estuviera garantizada, se procederá en primer lugar a ejecutar la garantía. Y siempre resultará 

menos complicado para el órgano de recaudación ejecutiva llevar a cabo la ejecución de un bien 

que previamente había sido embargado por él mismo, en lugar de proceder a la ejecución de una

Ver arlíinilo 29.1 Je la ciUida Orden ilc 8 de abril de 1992



garantía hipotecaria a través del procedimiento administrativo de apremio; cuestii'in que , cuando 

menos, resulta discutible.

Esta modificaciiSn en la necesidad de coastituir garanlfas. cuando existe previamente un 

embargo de valor suficieme, ha ocasionado que. al menos en materia de Seguridad Social, la 

totalidad de los aplazamientos solicitados en estas circunstancias sean concedidos por la Tesorería 

de la Seguridad Social manteniendo los embargos previamente realizados, sin necesidad de exigir 

nuevas garantías. Únicamente podrían cuestionarse esta situaciiln cuando el crédito que pretende 

garantizarse coincida con un crédito .salarial protegido por el artículo 32.3 del E.statuto de los 

Trabajadores, siempre que se mantuvie.se la tesis de la naturaleza personal, y no real, de la 

anotación preventiva de embargo; pues, en ese ca.so, el crédito en favor de la Hacienda Pública 

(o de la Seguridad Social) estaría mejor protegido con una garantía hipotecaria que mediante lu 

correspt)ndiente anotación preventiva de embargo.

No obstante, como de.sarrollaré en el capítulo siguiente, considero que actualmente las tesis 

mis acertada.s stin las que defienden la naturaleza real de la anotaci»1n preventiva de embargo, si 

bien, limitando .su eficacia a los créditos nacidos con posterioridad a dicha anotacu'in preventiva.



8. LA INCIDENCIA DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCURSALES EN LA

EJECUCIÓN DEL CRÉDITO TRIBUTARIO.

En el capítulo 4 “ dt; la primera parte, he analizado en profundidad la incidencia de los 

procedimientos concúrsales o de ejecucivín universal en la ejecucii'ín del crédito de ta Seguridad 

Social. Las conclusiones allí realizadas son evidentemente de aplicaci<^n en el supuestif de que la 

concurrencia del procedimiento concursa! se pnnluzca con la ejecucii'tn de un crédito tributario: 

p<tr lo tanto, me remito a lo desarrollado en dicho capítuU* 4 “ de la parte primera, en relacii'n con 

la incidencia de los procedimientos concúrsales en la ejecución.

Unicamente quiero de.stacar dos cosas relativas a la c»>ncurrencia con la ejecucii^n de los 

créditos tributarios: I.- La primera, hacer referencia a la normativa especfl'ica contenida en el 

Reglamento General de Recaudaci»^n de los RecurMis del ILstado. aprobado por el Real Decreto 

1.684/1990, en cuyo artículo 95 se establece lt> siguiente'**:

A n. 95. Concurrencia r/f pn>ctJiniirnto%.
1. En los casos de concurrencia de pnvedmiienios administrativi>s de apremio y 

prtKcditntenlos de cjccucuSn o concurviics tmiversalo. judiciales y no judiciales. la 
preferencia para la continttacu^n en la tmmitacton del privedinuento vendrá dclenntnada 
|>or la priondfld en el lieiiip«) de los mismos con arreglo a las sigutcnics reglas, que serán 
aplicadas ptjr los órganos de recaudación, salvo rcs«ilución en contra de los órganos 
judiciales competentes en iiiatena de conflic1o> de jiin.sdicción.

a) En los pnKcdiinientos administrativos de apremio se estará a la te\.ha de la 
prt)videncia de cmlvirgi>.

b) En los pn>cediinientov de ejecución o concurvales imivenales. se estará a la 
fecha de la pn>v|dencia de admisión en los supuestiw de quita y espera y suspensión de 
pagos, a la del aut»» de declaración en los de c»>ncup.o de acreedores y quiebras y a la de 
Ih resolución con que se inicie el pnKediiniento de ejecucuSn en los demás eaMfs.

2. Los Juzgados y Tribunales están »»bligados a facilitar a los órgan«>s de 
recaudación, en el ejercicio de sus funciones, información relativa a l«ts privediinientos 
judiciale-s de ejecución universal en cuanto la misma se reñera a d.itos con tniscendetKÍa 
|wra la recaudación de los tributos y demás ingres»>s de derecho público.

2.- En .segundo lugar, voy a insistir en una idea que ya he analizado en el capítulo 4” de 

la primera parto, consistente en la graduación de créditos que se establece en los artículos 912, 913

(2*M> Cwin»> puede obwn'arsc, U ivdacci<'n es {(imiUr a U »iuc pi’steriomKnle se ci>nlctnpLi en el ank iik ' 117 b  
OnJcn de 8 de abril de que desam'lla el Real Decreto I 5 l 7 / | ^ l .  de 11 de fvmhn:. ix'r el qiK- «  aprueba 
el Replaincmo Gcneril Je  Rccaud.icKSn de los Rccurs«»s del Sistema de la Segundad S>vial



y 914 del Ci^igo de Comercio.

Cuundu los críditos tributarios y los de la Seguridad Social no ejerciten el correspondiente 

derecho de abstenciiln, se graduarán conforme establece el Código de Comercii) en los artícult>s 

citados anteriormente. Graduacitín que se realizará dividiendo los créditos en dos secciones; la 

primera comprenderá los créditos que hayan de ser satisfechos con el producto de los bienes 

muebles de la quiebra, y la segunda K>s que hayan de pagarse con el producto de los bienes 

inmuebles.

Ahora bien, del análisis del artículo 913 se desprende que los créditos de la Seguridad 

Social son preferentes a los tributarios, siempre que la graduacii'in se efectúe en un proceso de 

quiebra; pues, el privilegio del crédito de la Seguridad Social se encuentra garantizado en el 

apartado D) del punto 1“ de dicho artículo 913 (debido a la remisiv'Sn efectuada p̂ )r el artículo 22 

de la nueva Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994), mientras que la 

preferencia del crédito tributario se encuentra recogida en el punto 3” del mismo artículo 913 del 

CMigo de Comercio.

En consecuencia, como ya decía en el capítuU) 4” de la primera parte, no coincidí) 

totalmente c»>n las conclusiones elaboradas en el Dictamen del Con.sejo de Estado sobre prelacii^n 

de créditos (Madrid, 23 de enero de 1992). ya que. en mi opinit'in, cuando la graduaciiSn de 

créditos se produce dentro de un proceso de quiebra (y únicamente en estos casos) los créditos 

tributarios deberán posponerse a los créditos de ta Seguridad Social garantizados por el artícul») 

913.1“ D) del Código de Comercio.

Esto es así porque la regulación específica del proce.so de quiebra se encuentra recogida 

en el CiVJigo de Comercio, y no debe verse afectada piir las posteriores mt)dif"icacÍones que se 

hayan efectuado en relación con los privilegios de los distintos créditos, cuyo ámbito se limita a 

las controversias que se puedan plantear en el derecho común, pero no en un proceso de quiebra. 

Puede suceder, eso sí, que existan crédit«is cuyo privilegios alcance también al proceso de quiebra, 

como es el caso de los créditos salariales, pero ello se debe a que su pnipia ni>rmativa hace 

referencia expresa a tales situaciones concúrsales (art. 32.4 y 5 del Estatuto de los Trabajadores); 

igualmente, el legislador ya se ha preocupado de remitir la preferencia del crédito de la Seguridad 

Social al artículo 913 del Ct'Wigo de Comercio. Sin embargo, aquellos créditos privilegiados en 

los que no se hace una mención expresa a la graduación en los procesos de quiebra, limitarán su 

privilegio al derecho común (expresión que ahora debe utilizase en contraposición al derecho 

ctmcursal) y, consecuentemente, se graduarán en el procesit de quiebra de conformidad con lo



dispuesto en el punto 3“ del artículo 913 del Código de Comercio.
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I. INTRODUCCIÓN.

Supungo que unu de ios problemas habituales con los que se encuentra cualquier persona 

a la hora de abordar un trabajo de estas características es que la idea inicial que originó la puesta 

en marcha del proyecto se ve continuamente asaltada por las mültiples incidencias de su desarrollo, 

provocando una extraña sensación por no poder puntualizar al máximo algunas cuestiones que. 

debido al estudio pormenorizado de las mismas, terminan convirtiéndose en objetivos tan 

apetecidos como el propio esquema inicial del proyecto.

Esa extraña sensación he tenido yo a la hora de desarrollar este capítulo dedicado a la 

anotación preventiva de embargo, sin embargo, a nadie se le escapa que el excesivo desarrollo de 

alguna de estas cuestiones incidentales supondría el inmediato abandono de la ¡dea inicial para 

comenzar con ello la realización de un trabajo diferente al originalmente planteado.

Con la intención de no abandonar la ¡dea fundamental de este trabajo, analizaré en el 

presente capítulo la incidencia de la anotación preventiva de embargo en relación con el crédito 

de la Seguridad Social, subrayando la importancia que para dicho crédito tiene el fortalecimiento 

de su garantía mediante la anotación preventiva de embargo.

En la actualidad, como señala ANA María BaYÓN Mariné' ^ ’ en su trabajo sobre la 

anotación preventiva de embargo, existen una serie de di.screpancias, tanto doctrinales como 

jurisprudenciales, en tomo al carácter constitutivo de la anotación y, fundamentalmente, sobre el 

carácter de derecho personal o derecho real que a dicha anotación le c^^rresponde. La 

consideración de la anotación preventiva como un derecho personal o real tiene un efecto 

fundamental a la hora de proceder a la clasificación de los distintos créditos privilegiados, 

especialmente si consideramos las reservas legales establecidas por el artículo 32.3 del Estatuto 

de los Trabajadores, o por el artículo 71 de la Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 

1963.

La confusa redacción de los artículos 1923 y ss. del vigente Código Civil han supuesto un 

oscurecimienti> de la verdadera naturaleza de la anotación preventiva de embargo, cvmfusión 

pr»)vocada pt)r la pt>sible antinomia existente entre los artículos 1923.4® y 1927.2” de dicho texto.

Lo cierto es que desde la exposición de motivos de la Ley Hipt>tecaria de 1861 hasta

<2V5> B a y o s  M ak isiI. A s a  M akÍa ; "La arK>^acK^n preventiva (obra citada en b  NPP n® 13. jvig. 31»; pi|:N 46 
V s s .



nuestros días se ha proüucidu una cuntinua evoluci<ín de criterios en relacidn al privilegio 

concedido por la anotación preventiva de embargc), criterios que deberían clarificarse 

definitivamente por el legislador para evitar que los Tribunales continúen basando tan importantes 

decisiones en la abundante jurisprudencia contradictoria existente al respecto. Ahora bien, en mi 

opiniiln, lo primero que debería aclararse es el sentido que debe darse al privilegio de la anotacitin 

preventiva de embargo. La exposición de motivos de la Ley Hipotecaria de 1861 recogió de una 

manera tremendamente decidida (de ahíet prestigio alcanzado por la misma) el fortalecimiento del 

crédito hipotecario para favorecer con ello la colocación de capitales y el trállco inmobiliario, 

haciendo desaparecer las denominadas hipotecas legales tácitas. No ob.stante. a lo largo del siglo 

XX se han ido fortaleciendo otros créditos (como es el ca.so de los créditos salariales) que sin 

ánimo de cuestionar su justificación han venido a enturbiar el sistema pretendido en 1861. En 

definitiva, resulta absolutamente nece,sario efectuar de forma inmediata una nueva ordenación de 

los distintos créditos privilegiados y afrontar con decisión la naturaleza de la anotación preventiva 

de embargo, debido a la incidencia que ésta tiene en cualquier proce.so de ejecución.

Otra cuestión que me parece imprescindible matizar desde un primer momento es la 

diferencia exi.stente entre los efectos reales de la anotación preventiva de embargo y la preferencia 

que el derecho sustantivo otorga a la misma. En este sentida, creo que el extraordinario y 

vanguardista trabajo realizado por JOSÉ MANUEL GarcIa García'-*'’ en el que se propone 

defender la naturaleza real de la anotación preventiva de embargo, y el efecto real absoluto, "erf>a 

omnes', de dicha anotación preventiva, cae en el error de no puntualizar esta cuestión, una cosa 

es la defensa del efecto real absoluto (nadie discute el efecto real del crédito hipotecario, por 

ejemplo) y otra distinta, considerar que la anotación preventiva de embargo tenga mejor derecho 

que cualquier otro crédito que se inscriba con posterioridad a la misma, pues esto no ocurre ni con 

el propio crédito hipotecario que, como he analizado, cede ante determinados créditos privilegiados 

aún no inscritos o inscritos con posterioridad, como es el caso de los créditos salariales protegidos 

por el artículo 32.1 y 2 del Estatuto de los Trabajadore.s'*” '.

Así, utilizando la terminología expresada por Ramos FolquÉs'*”', puede decirse que la 

anotación preventiva de embargo tiene prioridad inclu.so respecto a adquisiciones y créditos

(296) CAW fA G a k i’Ia , Josi- M a n I 'I íI.; "El t<ípico de los cfectni...", (ohni citada en la NPP n” 16, páp. 32).

(297) Cimfniniar el capilulo 2" de e»i.i seiruiida parte. Ftind.iincntaltiK:ntc cii lo reblivo al análisis dcl artícuKi 32 2
dcl Estalulii de los TrahajaJoivs.

(29X) Ra m o s  Fol.Q rtó, Ra I aM.; “I j  amtlaciiSn pnrvcnliva d e . . . ',  (obra eiladn cu l.i NPP n“ 16, p.-i|; 32).



anteriores no inscritos en el momento de practicarse la anotación (pues, en mi opinión, la 

expresión "prioridad" debe reservarse para delimitar el orden en la ejecución), sin embargo, no 

puede decirse que la anotación preventiva sea preferente a todos los créditos anteriores no inscritos 

en el momento de practicarse ésta, debido a que existen créditos que. aún no anotados o anotados 

con posterioridad, son preferentes para el cobro a la anotación (véase nuevamente el privilegio de 

los créditos salariales, por ejemplo). En defmitiva. una cosa es la prioridad para continuar con la 

ejecución y otra distinta la preferencia para el cobro.

Otro punto de interés en torno a Ixs anotaciones preventivas de embargo lo constituye el 

análisis del criterio tradicional, mayoritariamente sostenido por la doctrina y la juri.sprudencia''"'. 

.según el cual las anotaciones preventivas de embargo no prevalecen frente a adquisiciones de 

bienes realizadas con anterioridad a la anotación, aunque se inscriban después. Ramó.n DE LA 

Rica y A renal'-'"', refiriéndose a la prevalencia de la escritura inscrita después de la anotación, 

sobre la adjudicación en subasta dice:

Sucediendo a.si las cosas ocurrirá que cI remalanlc u el adjudicatario perderán la 
prupied.'id de la ñnca inscrita a nombre del tercer adquirvnte y el precio pagado bajo la 
garantía del Poder judicial. Y resultará que un iea'er\> de buena fe que haya pujado y 
comprado una finca en una subasta judicial, dentro de un procedimiento legítimo tutelado 
por el Juez y sin que la certificación obrante en autos le advierta de ningún peligro (si el 
titulo del tercer adquirente se tn.scribe después de expedida aquélla), se verií despojado de 
su adquisición, y seguramente privado del dtnen> del precio, acaso pagado ai mismo Juez 
dentro del pnx'edimiento, puesto que habrá sido entregado a! acreedor ejecutante, y el 
sobrante, si lo hubiere, al deudor ejecutado, o a quien tuviere derecho, y unos y otros 
pueden ser insolventes y hacer infructuoso lodo intento de repetición. Y todo ello ¡x>r el 
retraso voluntario de la inscripción del título del teaer adquirente. que, lejos de 
perjudicarle a él. como quería la exposición de motivos de la primitiva Ley, a quien 
peijudica e.s al que menos culpa tiene.

Asimismo, José Manuel García GarcIa'®" dice:

t2‘)9( Espccialmcnic inleresanic ivsului la Resolución de U Dircwii^n Genera! de los Rcgisín's y del Noüriado de 6 
de Scpíicmbie de 1988. CoineiUada ro r  Gimk.no C<nu-7.-LAl\'tScni. J aviiíK; ‘El einharpó de irunucWes > 
actos disptisiiivos sobre ¿síos antes de su anotación rcpistral*; Re\'isia n® 46 del Ihuire Colcpio de AK>}:'»dos 
del Señorío de Vi/caya; Oclubne-Diciembre 1989; pigs. 27 y ss.
Confrontar lambiín SanmartÍS FmWíR. RAHAia.;”L j concunvncia de pnvcdimicntos y de cmba^} •̂>s en e! * 
(obra citada en la NPP n® 47, 113); pigs. 66 y 67.
Ver lambiín las sentencias del Tribunal Supicmo de 6 de diciembre de 1982; 24 de mar/o, 8 de julio y 31 de 
«'Ctubre de 1993; 3 de n»>v¡embre de 1984; y 7 de mayo y 25 de scpíiembre de 1985

(300) R ic a  y ArííNAI.. Rm k >S DI; I a ;  'Meditaciones Hipo(t«arias El principio de prioridad y las rnscnpciones
irtris.idas'; Revista Crítica de Derecho Inmobiliario. aiSo 1958; p ig . 785

(.Wl) GaRi’Ia GarcIa , Josií Man i'H ;  *E1 (ópicvi de U's e f e c t o s . ( o b r a  citada en la NPP n® 16. pig 3 2 i.p ig  26S



Por tanlo, el pñncípiü de seguridad jurídica (art. 9.3. de la Conslitución), el 
principio de la buena fe en el ejercicio de los derechos (evitando el retraso desleal; art. 
7 del Código Civil) y el principio de re.speto a tos priK'esos judiciales y a las sentencias 
Judiciales exigen no dar preferencia al titular anterior a la anotación de embargo que con 
su coinporlaniienlo de.spreció la legalidad vigente, al no acceder en tiempo oportuno a la 
publicidad registral y a la eficacia erf â omnes de su derecho.

Pues bien, en lu actualidad este criterio ha sido modificado por la reforma de la regla 

segunda del artículo 175 del Reglamento Hípolecariü, introducida por el Real Decreto 1.368/1992, 

de 13 de Noviembre, modificaciíín que comentaré en el apartado cuarto del presente capítulo y 

que. en mi opinión, ha supuesto que actualmente se puede hablar de forma definitiva de los efecttis 

"er^a omnes'  de la anotación preventiva de embargo y, consiguientemente, de l(»s efectos reales 

de la misma, con la importantísima repercusión que ello tiene en cuestión de prelación de créditos.



2. NATURALEZA JURÍDICA.

2.1. El cariSctcr constitutivo de La anotación.

El primer problema que surge al estudiar la anotación preventiva de embargo consiste en 

determinar si dicha anulación es necesaria para que exista el embargo, es decir ¿puede existir el 

embargo aunque no esté practicada la anotación? La respuesta a esta pregunta determinará si la 

anotación tiene o no carácter constitutivo.

Voy a seguir en este apartado el esquema efectuado por ANA María Bayón Mariné*’̂ '.

que de forma extraordinariamente didáctica plantea las diferentes teorías doctrinales, la pv)stura

de la Dirección General de los Registros y del Notariado, la postura del Tribunal Supremo y 

concluye aportando una acertada visión de la cuestión considerando que Vn realidad no e.xiste 

antagontsmo entre los criterios doctrinales, sino diferentes formas de aplicar el vocablo 

constitutivo.

Si por constitutivo se entiende que la anotación es precisa para que el embargo exista, la 

anotación preventiva del mismo, no es constitutiva en nuestro derecho.

Si por constitutivo se entiende que la anotación es precisa para que surja la garantía que 

determina la preferencia, ésta tiene carácter constitutivo'.

El origen de esta posible controversia se encuentra en la redacción del artículo 43.2 de la 

Ley Hipotecaria que establece la obligatoriedad de la anotación preventiva de embargo de bienes 

inmuebles en el Registro de la Propiedad, de acuerdo con lo determinado en el artículo 1453 de 

la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A.- Entre los autores que niegan rotundamente la naturaleza constitutiva de la anotación 

preventiva destacan los siguientes;

JORGE Carreras'” ’’ afirma que es suficiente que la afección o traba del bien a la 

ejecución se produzca Ínter partes, para que pueda pasarse válidamente a la enajenación o

(.W2> BaYó S Mariné. A sa  María; "Lj  anotaek^n p irvcn liva.,.'. (obra citada en !a NPP n” 13. páp 31). jvSp

(.W ) Cakkhkax, JoKOh; "El cmharpo de hicncs', tlarvclocu 1957,



adjudicación forzosa, pues ésta no precisa en absoluto del Registro.

José M* MaNRESA y N avarro'*" opina que si no puede llevarse a efecto la anotación 

preventiva del embargo, por no estar Inscrita la propiedad a favor del ejecutante o por cualquier 

otro motivt), esto no es obstáculo para la continuación del juicio ejecutivo.

JOSÉ MORELL Y TERRY'^' entiende que esta anotación es necesaria y obligatoria, pero en 

el caso de que no .se practique, no perjudica a terceros adquirentes posteriores del inmueble o 

derecho afectado; ni a terceros que inscriban después algún gravamen sobre los mismos, puesto 

que no conocen por el Registro la re.sponsabilidad impuesta a la tinca.

JOSÉ LUIS LACRUZ BERDEJO y FRANCISCO DE ASÍS SANCHO REflULLIDA'*"" manifiestan 

que según el artículo 43 de la Ley Hipotecaria, la anotación de embargo es obligatoria, pero esta 

obligatoriedad no determina la invalidez del embargo no anotado, sino su inoponibilidad erf;a 

omnes.

B.- Entre los autores que se muestran dubitativos respecto de la naturaleza constitutiva, 

ANA NIarIa Bayón Mariné destaca los siguientes:

Chico y Bonilla'’"̂ ’ cuya postura tradicional ha sido la de mantener la naturaleza no 

constitutiva fundando su opinión en la Re.solución de 22 de Noviembre de 1929, que admitía que 

el juicio ejecutivo pudiera continuar aunque no se lomase anotación preventiva del embargo (en 

este sentido ver también las Sentencias del Tribunal Supremo de 5 de Enero de 1876; 1 de Mayo 

de 1884 y 21 de Febrero de 1912). En la última adición de sus "Estudios sobre Derecho 

Hipt)tecarlo’’ atlrman que a la vista del contenido de la Resolución de 6 de Septiembre de 1988, 

que parece dar sustantividad a la fecha del "embargo" y no a la de la anotación misma, no saben 

si convendría pasarse a la tesis de Roca-Sastre y considerar "constitutiva" la anotación, ya que 

de lo contrario se podría generar una tremenda interpretación contraria a una ley vigente.

Roca-Sastre es generalmente considerad») como uno de los autores defensores del 

carácter constitutivo de la anotación preventiva del embargo. En efecto, en la.s primeras ediciones

(304) Manhw a  y NAVAHKt>, Jtjsit M* y Rh  s C akcIa , J i-.'íI 's ; 'Coincntarins .i b  Ley de Enjuicismicnio Civil”;
MadríJ 1861.

1305) Mohi i.I. y T i.HHY, Josh; ■Coincniarios a la kgishcirtn Hipoicearia". Madrid 1916-1920.

(3<)6) LAi’Htv Bchouo . JosÍ; Li is y Sancho R utriJJD A , FRA.sicnsfo i>l; Asís; "Dctrcho Iiiinohillarin Rccisinl";
D.ia-clona 1977.

<307) Cnt« r) Y O r tiz , Josi! M* y E n c in a , J i 'aN FkANCiscr); "Apimics de DcivcIk) lntn.iSiliarii) Rcsistml",
Madrid I9W



de su "Derecho Hipotecario" mantenfa que "¡a anotación es respecto del embargo, lo que la 

inscripción es respecto de la hipoteca", fundamentando esta afirmación en el artículo 43 de la Ley 

Hipotecaria y en el artículo I4S3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

En posteriores ediciones, ha modificado en paite su postura, lo que ha llevado a algún 

autor (Rifa Soler en su libro "La anotación preventiva del embargo") a opinar que Roca 

mantiene al respecto tesis contradictorias porque en un determinado párrafo afirma que la 

anotación preventiva de embargo es de tipo constitutivo, para manifestar a continuación que dicha 

anotación no es un asiento de naturaleza o  carácter necesario u obligado, pues el proceso de 

ejecución cuyo embargo no se halle anotado previamente, puede conducir también a la realización 

forzt)sa de la finca. Sin embargo, si se examina con detenimiento el razonamiento que ha llevado 

a Roca a afirmar que la anotación preventiva de embargo es de tipo constitutivo, se llega a la 

conclusión de que la aparente contradicción no existe, y que en realidad cuando así se pronuncia, 

lo hace acotando el tema al del alcance de la eficacia de la anotación preventiva que considera 

circunscrita a los posteriores adquirentes de la finca o derecho real anotado re.specto de cuyo 

"reducido alcance’ entiende que puede afirmarse que la anotación de embargo es de tipo 

constitutivo en orden a configurar la garantía registral de índole hipotecaria que la misma 

presupone.

C.- La doctrina emanada de la Dirección General de los Registros y del Notariado se ha 

inclinado por negar el carácter constitutivo de la anotación preventiva de embargo.

La Rejiolución de 22 de Noviembre de 1929. vino a establecer en su momento, una especie 

de resumen del criterio de la Dirección, estableciendo en su Considerando Sexto que en 

ninguna disposición legal se emplean términos que impongan de un modo ineludible la toma de 

anotación preventiva, y que lo mismo las sentencias del Tribunal Supremo de 5 de Enent de 1S76 

y de / de Mayo de ¡884, que la de 21 de Febrero de ¡912, se limitan a regular los efeaos del 

embargo no anotado respecto a tercera.'  ̂personas, sin afirmar la necesidad de que ¡a anotación 

se tome en todo caso para que la enajenación sea válida".

La doctrina más moderna de la Dirección General de los Registras, niega también la 

naturaleza constitutiva de la anotación preventiva del embargo, así como el carácter obligatorio 

de la inscripción.

En este sentido. la Resolución de 6 de Septiembre de 1988. se plantea aincretamente en 

su considerando quinto, la cuestión de si es requisito amstitutivo la práctica de la anotación



preventiva del embargo, como parece apoyarlo su analogía con la hipoteca. Pero la Direcciiín 

resuelve esta cuestión afirmando que "ha de reconocerstf que en ningún precepto se establece 

e.xpresamcníe el carácter constitutivo de la anotación preventiva. Habrá que estimarse pues / . .. /  

que rigen las normas generales de nuestro sistema, según las cuáles, la inscripción como regla 

no tiene carácter constitutivo / . . . /  El carácter obligatorio de la anotación de embargo, debe 

conjugarse con el principio de rogación y con la realidad positiva de que /.../ el embargo existe 

y puede ser actuado aún sin anotación preventiva".

La Resolución de 12 de Junio de 1989, se pronuncia también negando el carácter 

constitutivo de la anotación preventiva, manteniendo que "aún sin la anotación preventiva el 

embargo puede ser actuado hasta el remate". Esta Resolución realiza un estudio del significado 

de la publicidad del embargo, partiendo de la Ley Hipotecaria de 1861.

D.- En cuanto u la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, la Sentencia de 27 de 

Septiembre de 1967, afirma que mis que fijarse en la cuestión doctrinal de si la anotación de 

embargo tiene o no carácter constitutivo, el juzgador tiene que examinar las circunstancias en que 

se encuentran las personas a las que puede afectar el embargo no anotado, no permitiendo que se 

amparen en la publicidad formal del Registro, ni el deudor, ni quién a sabiendas haya ciHiperado 

en la realización del acto fraudulento de los derechos del embargante, pert) protegiendo 

íntegramente a quienes de buena fe se apoyaran en la ausencia de cargas o limitaciones puestas por 

el Registro en el momento de su adquisición. Esta misma sentencia se plantea a continuación qué 

sentido tiene la i)bligatoriedad de la anotación restilviendo que tal obligatoriedad no existe, pero 

que el embargo no produce efectos plenos si no está anotado.

A na MarIa BayÓN Mariné”^' concluye ésta reflexión sobre el carácter constitutivo o 

no constitutivo de la anotación del siguiente mi)do:

El rápido recorrido efectuado sobre las posturas doctrínales, evidencia que 
aquéllos que nmnlienen el canicler constitutivo de la anotnción del embnr^o, lo que hacen 
en definitiva es priKlainar que lu anotación crea una preferencia del crédito anoladt) sobre 
los que puedan inscribirse después. En este sentido, se habla inclu.so de que crea una 
especie de hipoteca judicial. Esta tet>ría no es en realiilad más que una fonna de expresar 
ciLÍl es el alcance o los efectos de la iuiolacitSii preventiva, ya que si ésta se practica, se

(308) Bayós MAWStí. Asa  MakIa ; "L i aiKHaciiMi preventiva.,.”, (ohra ciiada en la NPP n® 13. 31), p-ip 43



ubtieni: la preferencia sobre los créditos y actos dispositivos posteriores, y si no se practica 
no se consigue lal preferencia, y probablemente los autores que se decantan por defender 
la naturaleza constitutiva de la anotación, no han querido decir otra cosa diferente.

Sin embargo, quienes mantiene que esta anotación no tiene carácter constitutivo, 
basan su afinnación en que el embargo puede efectuarse y llevarse basta el remate sin que 
se haya practicado la anotación preventiva del embargo. Como puede observar»:, lo que 
estos autores están manteniendo es que la inscripción registral no es requisito indispensable 
para el nacimiento y pervivencia del embargo, es decir, que el embargo existe y tiene vida 
propia sin necesidad de su anotación en el Registro de la Propiedad. Por consiguiente, más 
que tratarse de posturas antagónicas, lo que ocurre es que ambos grupos de autores, están 
empleando el término •constitutivo* para referirse a cuestiones diferentes. Unos dicen que 
la anotación de embargo «coiLstituye* una garantía sobre los créditos posteriores a la 
anotación, y otros dicen que la anotación no es constitutiva porque el cmliargo puede 
pn)seguir sin ella y llegar a prxxlucir sus plenos efectos. En consecuencia opmo que 
incluso es posible que prescindiendo del término -coruititutivo*, los primeros *>pinan 
respecto del problema que contemplan los segundos lo mismo que ellos y viceversa.

La doctrina que defiende la naturaleza constitutiva de la anotación preventiva del 
embargo, se fija en realidad en los efectos que tal anotación prtxluce. cfecl*>s a los que me 
referiré al hablar de la preferencia que la anotación otorga. Por su pane, la doctrina que 
niega este carácter constitutivo contempla la cuestión desde la óptica de la necesidad de 
la inscripcióri, y desde ésta es evidente que la anotación de embargo no es constitutiva en 
nuestro Derecho, porque sin la anota, .ón del embargo, continua habiendo embargo y 
pueden pnxlucirse las consecuencias que del mismo se derivan. Y ello es así porque no 
hay ni en el CiSdigo Civil, ni en la Ley Hipotecaria, ni en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
ningún precepto que diga que pra que el embargo pueda producir sus efectm, sea preciso 
su inscripción en el Registro de la Propiedad.

Cuestión jparte será la de que el embargo no anotado carecerá de la preferencia 
que tiene el anot;idü, por lo cual, la anotación resulta útil y conveniente y probablemente 
sólo en este sentido es -obligatoria*. Es decir, que la obligatoriedad se impone como 
requisito para obtener la preferencia. Sin anotación no hay garantía, no hay preferencia 
crediticia y otro acreedor puede conseguir la subasta y el remate de la finca en un juicio 
ejecutivo paralelo.

Para tinalizar este apartado en el que coincido plenamente con la conclusiones realizadas 

por Ana MarIa BayÓN Mariné, considero que únicamente debería añadirse una nueva 

íTiatizaciiin: Si la anotaci(^n preventiva de embargo no tiene naturaleza constitutiva, pero la 

ausencia de la misma determina su inoponibilidad erga omnes, ¿cuál serfa el alcance de la no 

inscripcii^n de un embargo cuando .se trate de un crédito singularmente privilegiado?, me explico, 

en la ejecución de un crédito tan singularmente privilegiado cotilo el crédito salarial de los treinta 

tiltimos días de trabajo, y en cuantía que no supere el doble del salario mfnirtHi interprofesional. 

garantizado por el artículo 32.1 del Estatuto de los Trabajadores. ap«>bado por la Ley 8/1980, de 

10 de Marzo, otorgándole preferencia sobre cualquier otro crédito, aunque éste .se encuentre 

garantizado por prenda o biptíteca, ¿qué sucederá si efectuado el embargo de bienes que 

corresponda, éste no es anotado en el Registro de la Propiedad?



En mi opinWn. el crédito salarial protegido por el artículo 32.1 y 32.2 del Estatuto de los 

Trabajadores goza indudablemente de mejor derecho que los restantes créditos y, 

consecuentemente, es oponible trente a dichos créditos aunque no esté inscrita en el Registn> la 

oportuna anotación preventiva de embargo, si bien, para defender el mejor derecho que les 

corresponde deberán iniciar el procedimiento de tercerías antes de la posible adjudicacii^n del bien 

embargado en la ejecución que pueda efectuarse por cualquiera de los restantes créditos, todo elli> 

según lo dispuesto por el artículo 1533 de la Ley de Enjuiciamienti) Civil.

En este sentido. pt)dría decirse que el embargo, en algunos supuestos, es oponible vri;a 

omnes aunque no .se encuentre anotado en el Registro de la Propiedad, cuestión que fortalece aún 

más el carácter no constitutivo de la anotación preventiva de embargo; sin embargo, no puede 

decirse que estos créditos salariales sean oponibles omni'S en todos los casos, pues, si bien 

se puede decir esto respecto a los restantes créditos siempre que se defienda el mejor derecht*. no 

puede decirse lo mismo respecto a las transmisiones patrimoniales que se produzcan con 

posterioridad al embargo m> anotado, debidt) a que el tercero de buena te que adquiere la 

propiedad del bien confiado en la realidad del Registro no puede verse defraudadi» por un embargo 

anterior que no había sido anotado, con independencia de las responsabilidades que por parte de 

los acreedores puedan exigirse al anterior titular por el posible alzamiento de bienes.

En definitiva, .se puede afirmar que existen embargos que sin necesidad de practicar la 

anotación preventiva de los mismos pueden oponerse frente a los restantes grav.1menes; ahora bien, 

para que esti»s embargos sean también oponibles frente a posibles enajenaciones efectuadas con 

posterioridad, será necesario que .se haya practicado la correspondiente anotación preventiva de 

los mismos.

Voy a terminar insistiendi) nuevamente sobre las conclusiones efectuada.s por ANA M a r Ia 

B a y ó N M a r in é ''*"' en relación con el carácter con.stilutivo de la anotación:

Si por constitiitivii se entiende que la aniil.’ición es precisa p.ira que cl etnbnrgo 
exÍNl;i, 1.1 anotación prevenliva del m ism o, no es conslitiiliv.'í en niiestn> dereclm.

Si (Hir constitutivo se entiende que l.i aiiot.nción es precisa para que siiria la 
¡.•aranlííi que delennina la preferencia, ésta tiene carácter constilu livo’ .

(.WW) BayOn MakiM ', A na M akia, " t j  p a ’v e n iiv a  ■. (ohri c il. id a  cti la  NPP n" 1.̂ , p,ii; .U



A lo que habría que añadir las excepciones que acabo de matizar.

2.2. Discusión sobre su carácter de derecho personal o derecho real.

La controversia existente entre los defensores de la naturaleza personal de la anotación 

preventiva de embargo y los que defienden el carácter de derecho real de la misma se ha 

convertido durante el último siglo en una discusión habitual dentro de este campo del Derecho, 

su origen se encuentra en la posición mantenida por la Comisión de Codificación que elabv>ró la 

exposición de motivos de la Ley Hipotecaria de 1861, obra calificada de magistral por diversos 

autores y que ha tenido una extraordinaria influencia posterior en la doctrina'-'’®'. Como se 

desprende de la lectura de dicha exposición de motivos, una de sus preocupaciones esenciales era 

el fortalecimiento del acreedor hipotecario, haciendo desaparecer las antiguas hipotecas legales 

tácitas y, a! mismo tiempo, cuando se refiere a las hipotecas judiciales (anterior denominación de 

las anotaciones preventivas de embargo) su preocupación se centra en garantizar que el deudor no 

vacíe de contenido su patrimonio durante la sustanciación del juicio:

Exposición de Motivos. |...t  Más a poco que se consideren los distintos chmm 
en que puede haber lugar a la hipoteca judicial, se obser\ a que, si bien en algunos, como 
sucede en el de la tutela y curaduría, tiene un carácter en cieno m^xlo permanente, siendo 
la aplicación de una ley civil, casi siempre se constituye para que sea respetada la 
administración de justicia, para evitar que se eludan las sentencias, haciendo el demandado 
con actos propios imposible la ejecución del fallo. Entonces su objeto sólo dura mientras 
duni el juicio y se ejecuta la sentencia; puede así decirse, que más que a las leyes que 
del>en cv>mprenderse en el Código Civil, se refiere a los procedimienti>s; que Ixs leyes que 
la establecen o autorizan no crean un derecho \erdader«, sino que garantizan un derccho 
constituido al parecer, aunque controvertido, y que su carácter es tan tr^sitoho como el 
peligro que se trata de evitar. Por esto la comisión, dando a la nomenclatura una 
importancia que no debe parecer excesiva cuando se trata de materias tan técnicas, ha 
creído que a la denominación antigua de hipoteca judicial, debía sustituir la de anotactón 
preventiva, para indicar aquellas prohibiciones de enajenar, cuyo objeto es que en su día 
la sentencia tenga ejecución cumplida. | . . . l  Constituidas en nuestro estado actual las 
hipt>lecas judiciale.s. que en adelante, según el prviyecto. llevarán el nombre de anotaciones 
preventivas, solamente para asegurar la consecuencias de un juicio, no declaran ningún 
derecho, ni menos convierten en real el que no tenía antes semejante carácter: no puede 
decirse de ellas que son el premio de la carrera, como en otra nación se ha dicho.[...| el 
acreedor que obtiene a su favor una anotación preventiva, cuyo objeto sea garantizar las 
consecuencias de un fallo, sólo gozará de preferencia sobre los que tengan a>ntra el mismo

(310) G a rc ía  GARriA. Josií Masi'KL; en *E1 lípico de K>s cfcclos (obra ciUidi en U NPP n® 16. ¡vif 32), hsbU 
de “imprfíiivuinle eiposiatUt Je n to t iw t ',  'montunfruo  y 'la  expoucii'vt Je miwivttj ifue rrtís
m h tiro '. páp. 238.



deuüür otm crédito cuntraído con posleríorídiid a la anotación. Ni ptxlía ser de otra iiuuicra 
sin violar los principios de jaslicia.

A lo largo del presente apartado analizará las diversas posturas doctrinales, utilizando 

nuevamente el trabajo realizado por ANA María Ba YÓN Mariné , y profundizaré en las ¡deas 

desarrolladas por José Manuel García García en defensa del efecto real absoluto de lu 

anotación preventiva de embargo.

A.- LA ANOTACIÓN PREVENTIVA COMO DERECHO PERSONAL.

E.sta teoría, conm es K'̂ yico. tiene .su principal apoyo en la exposicii'in de motivos de la Ley 

Hipotecaria de 1861.

Morell, en la obra citada'’" ', sostiene que las anotaciones de embargo nt) constituyen un 

derecho real y no producen por tanto los efectos que se le asigna a la inscripción de estos 

derechos. Por ello, la garantía provisional que la anotación representa, no puede perjudicar a 

aquellos derechos que tuviesen el carácter de preferentes con arreglo al Derecho Civil aunque no 

estuviesen inscritos ni anotados con anterioridad.

En su conjunto, podría afirmarse, que los autores que defienden la naturaleza de derecho 

personal de la anotación preventiva del embargo, lo que hacen en realidad, es combatir su posible 

naturaleza de derecho real, arguyendo en e.sencia, que esta tlgura carece de los elementos que 

caracterizan a los derechos reales, que son;

a) Carácter inmediato de dispvJsición sobre la cosa

b) Carácter absoluto de poder sobre la cosa

Carece de poder inmediato sobre la cosa, dicen autores como DÍEZ Picazo y Gullón 

Ballesteros, Puig Peña , Castán , etc., porque a pesar de la práctica de la anotación, los bienes 

continúan estando dentro de la esfera jurídica de .su titular que no ha perdido ninguna facultad 

sobre ellos. Además no se dan, dicen, las notas de ius perseqitendi y de ius praeiationis que 

caracterizan este poder inmediato.

No se da la nota del “ius persequendi" -dicen estos autores- porque el acreedor no tiene 

un p«>der directo de agresión sobre los bienes embargados, pudiendo .sólo ejercitar la acción 

ejecutiva en el caso de que reúna los debidos presupuestos de procedibilidad (Fenech. por

( J l l )  MorI'M. V Tl-.RKV, Jost'; "Ctimcnl.irio* a (obra cil-ida en la NPP n* 305. pd{. 344)



ejemplo).

Tampoco -siguen opinando- se da la nota del "tuspraelationis’ porque la ley no otorga 

el privilegio como consecuencia de la naturaleza intrínseca de la anotación preventiva del embargo, 

sino que el efecto preferente, viene a dimanar del carácter inherente al del crédito que ha dado 

origen a la anotación (Cámara, por ejemplo).

Carece de poder absoluto, porque no tiene efectividad erga omnes, sino que su eficacia 

queda limitada a los titulares de los créditos contraídos con posterioridad a la anotación.

Sin embargo, en mi opinión, estos argumentos utilizados por los defensores de las tesis 

personalistas pueden ser fácilmente rebatidos en la actualidad: En realidad, cuando sostienen que 

la anotación carece de poder inmediato sobre la cosa porque los bienes continúan estando dentro 

de la esfera jurídica de su titular, ¿qué diferencia existe con la hipoteca? donde los bienes también 

continúan dentro de la esfera de su titular.

Dicen estos autores que en la anotación no se da la nota del "tuspersequencJi", criterio que 

no puede ser compartido al amparo de lo dispuesto por el último párrafo del artículo 38 de la Ley 

Hipotecaria.

Tampoco se da. en opinión de estos autores, la nota del "¡uspraelationis" porque la Ley 

no otorga el privilegio como consecuencia de la naturaleza intrínseca de la anotación preventiva; 

no obstante, es necesario considerar que los créditos simples incluidos en el artículo 1925 del 

Código Civil obtienen con la anotación preventiva del embargo un evidente grado preferencial. 

Lo mismo puede decirse de los créditos de la Seguridad Social, entre otros créditos privilegiados, 

que con la anotación obtienen una mejora de su protección.

Por último, defienden esta teoría basándose en que carece de poder absoluto, porque no 

tiene efectividad "erga omnes". En mi opinión, como más adelante recogeré, é.ste es uno de los 

criterios que decididamente se encuentra modificado en la actualidad tras la reforma de la regla 

segunda del artículo 175 del Reglamento hipotecario, pudiendo añadirse que con respecto a los 

créditos contraídos con posterioridad a la anotación muy pocos discuten su efecto real, a pesar de 

que se pierdan en cuestiones terminológicas (pudiendo recogerse una excepción que regularmente 

estoy utilizando a título de ejemplo: los créditos salariales del artículo 32.1 del Estatuto de los 

Trabajadores, frente a los que no se puede decir que I» anotación sea preferente aunque se haya 

practicado con anterioridad al nacimiento de los mismos, sin embargo, esta problemática que 

alcanza a la anotación preventiva es también extensiva a los créditos hip<,Mecarios inscritos c^m 

anterioridad at nacimiento de los créditos salariales, aunque nadie discute su naturaleza real).



En definitiva, considero que defender en ia actualidad la naturaleza personal de la 

anotación preventiva de embargo no tiene excesivos argumentos para su justificación, siendo una 

rémora del pasado que se basaba en los criterios recogidos pt>r la prestigiosa exposición de 

motivos de la Ley Hipotecaria de 1861.

B.- POSTURAS INTERMEDIAS.

MaZUELOS '’*' opina que las anotaciones preventivas de embargo tienen en nuestro derecho 

un doble carácter:

- El de verdadero derecho real en favor del anotante frente a los actos dispositivos y 

créditos contraídos por el deudor con po.sterioridad a la propia anotación, dotaJa de fe pública 

registral.

- El de un verdadero “iiis ad rem“ de garantía .sobre los créditos y actos dispositivos 

realizados por el deudor con anterioridad a la anotación, porque al gozar de his ventajo.s del 

principio de publicidad, impone a los terceros posteriores, las consecuencias de la acción 

ejercitada.

C.- LA NATURALEZA DE DERECHO REAL.

Chico y Bonilla'” '', en la obra citada, afirmaban que: "(huía la anahf^iadel t'mhari>o 

con ¡a hipoteca ordinaria, <*í lógico que para que el embarco se considere perfectamente 

constituido, será preciso tfue el acto judicial trabándolo se ho}>ü constar en el Refiistro de la 

Propiedad".

PUIG Brutau’''̂ ' opina que 'las anotaciones constitutivas como la del embargo, crean 

mediante el asiento de anotación una verdadera garantía de efectos reales semejante a la hipoteca 

/ . . . /  como lo demuestra el párrafo último del artfcido 38 de la Ley Hipotecaria y lo reconoce la 

resolución de 22 de Noviembre de 1929".

Roca Sastre'-""'’ califica la anotación preventiva de embargo de “garantía registral de tipo

(JI2) M a z i 'KI.o s . J i 'an  M*: "Apunlcs sobre l.is ,m<>ia¿loncs de cinharso y al{;unos de sus pn)blcii«s". Rcvidii Crítica
de Dcrccbii Inmt'biliario, 1955.

( J I J )  C h U 'o  y  O k i i / ,  JiisI: M* y B f)S iI.I>  E n c in a .  J u a n  F r a n c i s c í j ;  "Apuntes de Deircim...'. ( o b n  cilnda en  la
NPP n** 307. Í44).

(JI4) Pt iíi B h iT A I'. Josil; "Nueva E n c ic lo p e d ia (o b r a  citada en l.i NPP n“ 16, p.-(p. 32).

(J l.')  R o c a  SAsrui:. Ravuín M*; "Derccbo Hipotecario", (obnt citada en l i  NPP n“ 16, páp. 32l.



hipotecario" que sólo afecta a ulteriores adquirentes de la cosa o derecho real anotado, afirmando 

a continuación que en este círculo reducido de los posteriores adquirentes de la finca o derecho 

anotado, la garantía registral que despliega la anoución preventiva de embargo, se acerca a la 

hipotecaria.

Ramos F0LQUÉs'̂ ‘**, afirma que “quien ha anotado el embargo trabado en los bienes 

inscritos a favor de su deudor, goza de ¡os beneficios de ia fe  pública registral derivada de la 

inscripción de dominio de su deudor inscrito, y de los efectos aseguradores que la legislación 

hipotecaria atribuye a las anotaciones preventivas". Mantiene el mismo autor en otro trabajo 

posterior'’'̂ ' que "la anotación de embargo es en todo similar a ia hipoteca en cuanto a sus 

efectos, por aplicación de los principios de legitimación, prioridad y fe  pública registral, que son 

igualmente aplicables a la anotación de embargo, puesto que el legislador no distingue lo que 

lleva a la conclusión de que la anotación de embargo prevalece sobre adquisiciones y créditos 

anteriores no inscritos.

Entre los autores que defienden el carácter de derecho real de las anotaciones preventivas 

de embargo, merece una especial atención José Manuel G arcIa GarcIa quien sostiene el efecto 

real absoluto de tales anotaciones en el sistema español. Más adelante volveré a analizar algunos 

aspectos de la obra de este autor al que, evidentemente, hay que reconocer una importante visión 

de futuro en sus decididas afirmaciones.

D.- LA POSICIÓN DEL TRIBUNAL SUPREMO Y DE LA DIRECCIÓN GENERAL

DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO.

Inicialmente, siguiendo el criterio de la Ley Hipotecaria de 1861. tanto la Jurisprudencia 

del Tribunal Supremo como las Resoluciones de la Dirección General se inclinan mayoritariamente 

por el carácter perscmal de la anotación preventiva de embargo; así, la Sentencia de 17 de Marzo 

de 1978 cita como doctrina reiterada que la anotación preventiva de embargo no genera otros 

efectos que los de considerar que el acreedor que la obtenga sea preferido en cuanto a los bienes 

anotados solamente frente a los acreedores que tengan contra el mismo deudor otros créditos 

contraídos con p^isterioridad a la aniUación.

La Sentencia de 2 de Marzo de 1990 atlrma que la anotación preventiva de embargo no

(316) Ramik Foi.Oi’És. Rafau.; 'L a  antuacirtn prevenida d e ...’ . <ohra citaJa en la NPP n “ 16. píg 32).

(317) Ram os  FoI.q i'te , RaHaH.; "El pjrccdentc Real en las anolacinncs de cm baipi*; Rc\i%t-i Je Dcnxh» Pnvsdo. 
1952.



altera la naturaleza del crédito que asegura y que nunca conviene en derecho real el crédito 

anotado si no tenía ya ese carácter.

Sin embargo, ese criterio no es unánime debido a ta existencia de otras Sentencias que 

mantienen la naturaleza real del embargo preventivo:

La Sentencia de 21 de Febrero de 1966 afirma que el embargo "origina un derecho de 

anáiof’üs caracterísíicas al real, v que recae inmediatamente sobre una cosa y se puede hacer 

valer frente a todos, es decir, concurren en él las dos facultades esenciales del derecho real, a 

saher: el «ius persequendi^ que autoriza a hacerse con el bien aunque su titularidad haya variado 

con posterioridad al embargo mismo, y el -ius prioritatis», que garantiza al primer embargante 

en el tiempo, la preferencia jurídica en la satisfacción de su derecho; es un verdadero derecho de 

realización de valor en funciones de garantía para el cumplimiento de una obligación’ 

(considerando Sexto).

Importante por su posterior repercusiiín en la doctrina y en la jurisprudencia, es la 

sentencia de 14 de Diciembre de 1968 que afirma que la anotaci^ín preventiva de embargo implica 

la constitución de un derecho real de realización de valor al servicio de la garantía del pago de una 

deuda dineraria. y viene a ser como una hipoteca judicial.

Como jurisprudencia más actual puede citarse:

Sentencia de 13 de Diciembre de 1982 que afirma: "la anotación preventiva de embargo 

constituye un derecho real de realización o valor o una especie de hipoteca jiuiicial", aunque 

después mantenga que no goza de los beneficios protectores de la fe pública registral.

Sentencia de 25 de Septiembre de 1988 que sostiene que "es indiuiable que concurren en 

la anotación preventiva de embargo, los caracteres de inmediatividatl y de absolutividad propios 

de los derechos reales sobre bienes inmuebles, aunque st4s efectos no se asimilen totalmente a los 

del típico derecho real de garantía, es decir, a la hipoteca, pues así como respecto de ésta y por 

aplicación de los principios hipotecarios y nuis concretamente del principio de fe  pública registral, 

el contenido del Registro al tiempo de la inscripción se considera exacto e íntegro, prevaleciendo 

en cimsecuencia sobre los actos dispositivos o de graivimen que no constan en sus asientos aunque 

sean anteriores, sin embargo, las referidas anotaciones preventivo'- no modifican la situación 

jurídica preexistente a su acceso al Registro".

Una reciente Sentencia, la de 3 de Julio de 1990, vuelve a subrayar el carácter de derecho 

real de la anotación de embargo, aunque mantiene que la an»>tación por sí sola no atribuye un 

rango preferente al crédito. Asimismo, la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de abril de 1991,



cun^iüera que el privilegio de los créditos salariales no contenidos en los números ! y 2 del 

artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores cede ante los créditos con derecho real, pero sólo en 

los supuestos en que con arreglo a la Ley Hipotecaria sean preferentes, entre los que se incluyen 

las anotaciones de embargo comprendidas en los artículos 44 y 42.2 de la Ley Hipotecaria en 

relación con et artículo 1.923.4 del Código Civil.

La Dirección General de los Registros y del Notariado, se ha mostrado en general más 

proclive a mantener la naturaleza obligacional de la anotación preventiva de embargo, que su 

posible naturaleza real, y las pocas Re.soluciones que se acercan a esta segunda postura, lo hacen 

con mucha cautela. La Resolución de 13 de Junio de 1952, insiste en este criterio. En estos 

últimos años, la Dirección General de los Registros, ha dictado algunas resoluciones en las que 

se habla del carácter de derecho real de la anotación preventiva del embargo.

Así. la Resolución de 6 de Septiembre de 1988, hace en su Considerando tercero una 

comparación entre la hipoteca y la traba de embargo, afirmando que esta última 'no produce 

vinculación e.xclusiva del bien afecto al crédito que lo determina, sino que la vinculación opera 

en beneficio del proceso por lo que la anotación del embargo para nada altera la naturaleza del 

crédito del actor que sigue siendo un derecho personar. Esto no implica sin embargo, continúa 

el Considerando cuarto 'que el embargo en sí, carezca de trascendencia real ya que es una 

medida cautelar que a ¡a vez que confiere a los órganos judiciales poderes inmediatos sobre las 

cosas, restringe claramente las facultades dominicales". De aquí que el Considerando quinto 

comience diciendo que “Admitida la trascendencia real del embargo ... ’.

La Resolución de la Dirección General de los Registros de 12 de Junio de 1989. repnnluce 

los Considerandos tercero, cuarto y quinto de la Resolución citada anteriormente.

Las Resoluciónes de 7 de Julio de 1989 y 26 de Julio del mismo año, aunque no hacen 

referencia expresa a la naturaleza real del embargo, mantienen imp«.irtantes tesis en la que 

presupone tal naturaleza de derecho real.

E.- LA TESIS DEL EFECTO REAL ABSOLUTO MANTENIDA POR JOSÉ MANUEL 

GARCÍA GARCÍA.

Comv> he dicho anteriormente, este autor merece un especial comentario dentro Je los 

defensores del efecto real de la anotación preventiva de embargo, pues es el únicv> que actualmente 

defiende el efecto real absoluto de la anotación. Peai, ¿qué quiere decir el efecto real absoluto de 

la anotación?, lo que quiere decir este autor es que la anotación preventiva de embargo ostenta una



preferencia absoluta, con respecto a ios restantes créditos, a partir de su fecha de inscripción en 

el Registro, y ello porque coasiJera que existe una antinomia entre lós artículos 1923.4° y 

1927.2® del Ci'Vdigo Civil que debe ser resuelta en favor del segundo. Consecuentemente, a juicio 

del mismo, la anotación no sólo tiene preferencia sobre los créditos po.steriores sino también sobre 

los anteriores que accedan al Regi.stro con posterioridad a dicha anotación.

José Manuel García GarcIa” '’*' inicia su retlexión reconociendo que "la posición 

doctrinal mayoritaria, prácticamente unánime, y la jurispnulencia del Tribunal Supremo señalan 

claraniente el efecto limitado de las anotaciones preventivas de embarco, en el sentido de que sólo 

tienen efecto respecto a adquisiciones y créditos posteriores, no respecto a adquisiciones y créditos 

anteriores, aunque se haf>an constar éstos en el Registro después de la anotación. Este es el tópico 

existente, muy difícil de superar".

Dice además que el origen del tópico .se encuentra en la posición mantenida por la Ley 

Hipotecaria de 1861 sobre la anotación preventiva de embargo, explicada incluso con detalle en 

su impresionante exposición de motivos.

Finaliza. tra.s realizar una gran argumentación, con las siguientes conclusiones:

Friinerit.- Existe aclualinenle un tópico en I» doctrina y en la iurisprudencia tn 
el siiiitido de que las anotaciones de embargo sóK> lieiien eficacia re.s]>ectii a actos y 
créditos posteriores.

Secunda.- El tópico ti«;ne su base en la exposición de inotivos de la Ley 
Hipotecaria de 1861 y en la frase del artículo 1923.4", ‘XÓlo en cuanto a créditos 
posteriores», sin tener en ciienla que la citada exposición de motivos ha sido superada en 
este punto concreto -no en otrtw- [H>r la legislación [loslerior, y que la fra.se literal del 
número 4’’ del artículo 1923 tiene otra inteqiretación vía criterio lógico y sistem.itico.

Tercera.- Existe entre los artículos 1923.4“, y 1927.2”, del CiSdigo Civil una 
aparente antinomia que la doctrina y jurispnulencia lian olvidado, a diferencia de otras 
antinomias dentro del QWigo Civil, como la de los artículos 759 y 799 en materia de 
condiciones testamentarias, y la de los artículos 623 y 629 en materia de perfección de la 
donación.que han merecido una mayor atención y profundiziición que la de los artículos 
1923.4», y 1927.2-.

Cuartti.- Delw prevalecer el artículo 1927.2®, y la preferencia absoluta de la 
anotación de embargo a partir de su fecha de prioridad registral, t>orque es un precepto 
específico de «prelación», y no simplemente de «clasificación».

Quima.- El artícido 1923.4“, dentro de su propio contexto (preferencia sobre 
bienes inmuebles determinados) no puede ser confundido, ni mezcLido ni extravasado por 
créditos anteriores sobre los demás bienes del deuuV.r a que se refiere el artículo 1924, ni 
mu.'ho menos por créditos comunes que no tienen ningrina fecha a efectos de prelación 
seglin resulta de los artículos 192S y 1929, no afectandc ni los unos ni los otros a los

(31H> G a h c Ia  G a w í a , Josil M A St’l:!.; "El l̂ p̂î •n de loi cfcctoi...", (obra citnd.i on l.t NPP n“ 16. p-ip. .12|; [vlp.



créditos con anotación preventiva de embargo.
Sejia.- El endito anotado debe prevalecer sobre el crédito hipotecario inscrito 

después de la anotación, aunque como crédito escriturario fuese anterior a la 
anotación,pues la prelación como crédito escriturario no e . la del artículo 1923 -que opera 
sobre inmueble determinado*, sino la del artículo 1924 -que opera sobre los restantes 
bienes-. En este sentido son acertadas las Sentencias de 8 de Abril de 1965 y la de 10 de 
Marzo de 1973 y no las posteriores de 21 de Febrero de 1975 y de 5 y 19 de Octubre de 
1981.

Séptinuí.- Hay importantes autores y bastantes Sentencias del Tribunal Supremo 
que, frente a la tesis del derecho personal, señalan la naturaleza de derecho real de la 
anotación de embargo, lo que revela la inconsecuencia de premisa a consecuencia, y de 
causa a efecto, pues luego señalan el efecto limitado de la anoUción de embargo, pero que 
en todo caso representan un primer paso interesante para llegar en un momento ultenor 
a la tesis del efecto real absoluto de la anotación preventiva de embargo que en este 
trabajo se defiende.

O ctava .-  El tóp ico  del e fec to  lim itado  de  las a n o u c io n e s  de  em bargo  fom enta 
consecuencias g rav ísim as en  con tra  de  la seguridad  ju r íd ic a  (p rin c ip io  co n stitu c io n a l: a rl. 
9 ,1  ®. de  la C o n stitu c ió n ), del respeto  a la e jecución  y eficacia  de  las sen tencias y proceso^ 
ju d ic ia le s  y  de  la buena fe en  e l e je rc ic io  de  los de rech o s , p o r  lo que  debe  se r superado  
tal tóp ico , tal com o  en tienden  RAXtos FoLQUÉS. Á lv a r E Z  CapERocHIPI y y o  m ism o , 
au to r de este  trab a jo .

Novena.’ El p«»sihle abuso de embargo, con tendencia a cubnr IikIo  evento, 
embargando bienes desproporcionados para la cuantía de la deuda, se podría eliminar con 
mayor contundencia y convicción si los bienes sobre los que operase el embargo 
pn>porcionasen al acreedor una mayor garantía.

Décima.- La similitud de efectos entre hipoteca y anotación de embargo que aquí 
se defiende debería llevar a una equiparación de los titulares de utna y otra, a efectos de 
la interpretación del artículo 1.490 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de modo que en el 
juicio ejecutivo fuesen citados no sólo los titulares de hipi>tecas, sino también los titulares 
de anotaciones preventivas de embargo como verdaderas hipotecas judiciales.

Undécima.- Debe cuidarse la forma de la constitución de estas hipotecas 
judiciales que. en definitiva, constituyen las anotaciones de embargo, de m^xlo que se 
constituyan por decisión del Juez a través de auto o providencia dictada por el Juez y en 
virtud de mandamiento que ejecute la providencia o auto dictado por el Juez competente, 
pues el embargo es un acto trascendental para la persona del deudor y su patnmonio. en 
concordancia con el efecto real absoluto que en este estudio se defiende.

Dutxlécima.- El presente estudio ha pretendido señalar una serie de argumentos 
en favor del efecto real absoluto de las anotaciones pre\entivas de embargo, partiendo de 
su prioridad registral, pretendiendo coadyuvar, en la medida de lo ptwible, a un 
tratamiento más justo y adecuado de la anotación preventiva de embargo, con plena 
aplicación de las normas civiles, pnvesales y registróles a la misma, frente a las titulares 
de derechos o créditos que con desidia, negligencia y retraso desleal en el tráfico en el 
ejercicio de sus derechos (buena fe del artículo 7 del Código Civil) descuidan la constancia 
registral de tales derechos frente a los acreedores que han obtenido una hipitteca judicial 
sobre la finca, cual es el emliargo.'"*'

O I* * »  G v r i ' í a  G aW Ia. Josi- MASl.'Kt.; "El ti^pioi> de los cfec los...'. (obra citada en la NPP n” 16. páp. 32i. píp 
y Sí.



2.3. Conclasiunes.

Después üc haber analizado la postura üe las liistintas teorías doctrinales, en cuya lahur 

ha sido esencial la recopüaciiín realizada pur la obra de A n a  M a r I a  B a Y ó N  M a R I N É ,  he llegado 

a las siguientes conclusiones:

PRIMERA; La anotacit^n preventiva de embargo tiene en la actualidad naturaleza de 

derecho real, siendo preferente a todos los créditos nacidos con posterioridad a su inscripciiln 

registral, con excepcirtn, lógicamente, de los créditos denominados superprivilegiados (artículo

32.1 y 32.2 del Estatuto de los Trabajadores) a los que una Ley posterior ai vigente Ciidigo Civil 

(Ley 8/1980, de 10 de Marzo) les concede un mejor privilegio. Excepci«ín que también debe 

aplicarse a los siguientes créditos privilegiados:

a) Los comprendidos en el artículo 1923.1" y 2*’ del Crtdigo Civil, a tenor de lo dispuesto 

por el artículo 1927 de dicho Ctkligo'’®'.

b) Los garantizados por los artículos 73 y 74 de la Ley General Tributaria, de 28 de 

diciembre de 1963'’-".

c) Los protegidos por el artículo 9.5* de la Ley de Propiedad Horizontal”" ’.

d) En el ámbito del Derecho Marítimo, los créditos privilegiados por su legislacit^n 

especíllca”"’'.

SEGUNDA: La anotación preventiva de embargo es asimismo preferente a los créditos 

nacidos con anterioridad a la misma a los que el derecho sustantiv<i no ha otorgado ningún 

privilegio, es decir, los contenidos en el artículo 1925 del Código Civil cuando no hayan sido 

anotados.

TERCERA: Tras la reforma de la regla segunda del artículo 175 del Reglamento

Hip<itecario. efectuada por el Real Decreto 1.368/1992, de 13 de Noviembre, puede concluirse

( 3 2 0 )  C o n fm n ia r  el capítu lo  1 “  de csla MrguiKl.i p.irlc ; pdg. 1 4 5 .

( 3 2 1 )  C o n ín m ia r  el cap(«u!n 4 “  de cxia «cgumta parle; p.1p. 2 9 1 .

( 3 2 2 )  C iH ifnm tar el capftuln 7" de cU a setriimla p a d e ; pá |;. 4 1 1 .

( 3 2 3 )  C o n fri'n la r el onpílulo 6 "  de c<d.i %c)nirHla parte; p.it¡- 3 S I .



que la anotación preventiva de embargo es preferente a las enajenaciones inscritas con 

posterioridad a dicha anotación aunque se refieran a enajenaciones anteriores, siempre que no estén 

basadas en derechos inscritos o anotados con anterioridad a la anotación deS embargo y no 

afectados por ésta.

Más adelante volveré sobre esta importante modifícación que puede responder a una 

histórica preocupación por la defensa de la realidad registral'^'.

CUARTA: Me parece interesante volver sobre la reflexión que he realizado en la 

introducción de éste capítulo, en la que he matizado que una cosa es el efecto real de la anotación 

preventiva de embargo y otra la preferencia que el derecho sustantivo otorga a la misma. Porque 

nadie discute la naturaleza real del crédito hipotecario inscrito, pero esto no significa que sea 

preferente a todos los demás créditos inscritos con posterioridad, ya que la preferencia del crédito 

hipotecario cede, entre otros, ante los reiterados créditos salariales del artfculo 32.1 y 2 del 

Estatuto de los Trabajadores o ante los créditos protegidos por el artfculo 1923.1® y 2® del Código 

Civil. Afirmación que igualmente se puede realizar sobre los créditos garantizados con la anotación 

preventiva de embargo.

QUINTA: En mi opinión, lo verdaderamente interesante de la cuestión son los efeaos 

que producen una y otra teoría y lo cierto es que, salvo ligeras matizaciones, muy pocos discuten 

que la anotación preventiva de embargo goza de preferencia sobre los créditos nacidos con 

posterioridad, si bien me sorprende que no se hayan precisado por algunos autores las ideas que 

he recogido en las dos primeras conclusiones. En consecuencia, puede afirmarse que la 

problemática se resume a una cuestión terminológica, dejando siempre a salvo las distintas 

matizaciones expuestas.

SEXTA: Esa cuestión terminológica tiene un interés especial a la hora de analizar la 

garantía otorgada por algunas normas que reservan el privilegio en ellas contenido a la existencia

(324) Sepln Ai.varbc Capiírochiii. Jo s é  A n t o n io  CDcrccho Hipotecario’ ) ,  'aplicado W¡mtwwn/<- rf áiitm a de 
HMVWiífa/idarf de tíodoi (art. <SOÍ rfrf CA/ijpo Ohí. art. 313 de ta Ley Hipdecaña y Amado !• Le\ 
Hipotecana: io¡ asientos están bajo la sahaguantüt de los Trihunales) la anotaeitfn preveiaiva se ccnvrrtirái 
m pnniegio de rango simiiar al hipotecario, limpiaría las cargas ooduu det título (pues no se adimHrúm los 
título extrarngtstrales: ewjenaciones. gra\)dmenes o créditos, aunque Jiiesen anteriores en documento prixado 
o público SI no estaban inseritos) ñoulameniaria la eficacia y seguridad de los procrdirmemos ejecutivos, v 
eiitaría las maniobras dejmudatoruu de los deudores’.



O no de un derecho real inscrito con anterioridad, tal es el caso del privilegio otorgado por el 

artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores'^^’, o por el artículo 71 de la Ley General 

Tributaria, por ejemplo.

En relaciiín con el citado artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores, si consideramos 

el efecto real de la anotaciiín preventiva de embargo, ésta tendrá preferencia sobre los créditos 

salariales incluidos en el citado apartado 3 del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, con 

la repercusión que ello tiene sobre el crédito de la Seguridad Social que, como decía en el capítulo 

primero de la primera parte, obtendrá un mejor rango preferencial si garantiza su crédito mediante 

la constitución de la anotación preventiva de embargt).

SÉPTIMA: La anotación preventiva de embargo no tiene naturaleza con.stitutiva y.

consecuentemente, no .será necesaria para poder efectuar la enajenación en pública subasta de los 

bienes embargados.

En este sentido, se plantea la dificultad del ejercicit) de los derechos de los acreedores 

privilegiados, debiendo distinguirse:

I L o s  acree«'ores superprivilegiados (art. 32 .1 y 2 del ET) cuando enajenen judicialmente 

una Unca embargada, "aún no anotada", tendrán mejt)r derecho para el cobro de las cantidades 

obtenidas que la totalidad del resto de acreedores, aunque se encuentren garantizados por su 

inscripción en el Registro de la Propiedad; ahora bien, es preci.so tener en cuenta que la garantía 

ofrecida por el artículo 32. l y 2 del Estatuto de los Trabajadores hace referencia a la preferencia 

para el cobro, pero no a la prioridad en el ejecución.

2.- Los restantes créditos privilegiados gozarán de preferencia frente al resto de los 

acreedores de conformidad con lo dispuesto por el Derecho sustantivo, no siendo absolutamente 

necesaria la anotación preventiva de embargo, si bien, como ocurre con el crédito de la Seguridad 

Social, la anotación preventiva de embargo de un crédito privilegiado reforzará su privilegio y 

afianzará su garantía frente a la posible aparición de otros créditos como pueden ser los 

hipotecarios.

En consecuencia, únicamente los créditos denominados superprivilegiados mantiene la

(J25) A rt, 32.3 L»is crfdilos por sabrios no pnticgidiw en los iiúmcms anteriores Icndirln la condicu^n de
sinpilanncnic privilegwdos en la cuantta que ivsullc de mulliplicar el Iriplc del salario mlniino inlerpnifesimial 
Di,r el nútncn) de días de saLirio pendientes de papo, go/jndo de preferencia sobre cualquier otm  crédito, excepto 
los cnSditos con deircho rc^il, en los supuestos en los que éstos, can arreglo a la ley, sean preferentes. La inisnu 
consiJeiacirtn tendrán las indeinnl/jciones p*>r despido en la cuantía correspondiente al tnfniin<i lej¡al calculada 
sobre una base que no supere el triple del sabrio mínimo.



tutaliüad de su garantía aunque nu se practique su anotación preventiva, pues tus restantes créditos 

privilegiados, aún manteniendo dicho carácter, pueden ver mermado su mejor derecho por no 

efectuar la anotación preventiva del mismo (con la aparición de un crédito hipotecario inscrito en 

el Registro, por ejemplo).

OCTAVO: Puede decirse que la anotación preventiva de embargo constituida sobre un 

determinado inmueble convierte at crédito de la Seguridad Social en un crédito “singularmente 

privilegiado". Me explico: los créditos que ostentan algún tipo de privilegio pueden cla.sitlcarse 

en créditos privilegiados y créditos singularmente privilegiados (el resto deben denominarse 

créditos ordinarios). A su vez, serán créditos privilegiados aquellos que ostentan una especial 

garantía con relación a la totalidad del patrimonio del deudor, siendo U>s singularmente 

privilegiadv)s aquellos que centran su privilegio sobre determinados bienes concreti*s del deudor 

(un inmueble, por ejemplo).

En consecuencia, los créditos privilegiados tendrán un ámbito de garantía má.s amplio 

(pueden trabar cualquier bien del patrimonio del deudor, siempre atendiendo a lo dispuesti*en el 

artículo 1447 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), pero, al mismo tiempo, ese ámbito será menos 

específico que el que le corresponde a un crédito singularmente privilegiado (que basa su garantía 

exclusivamente en bienes concretos del patrimonio del deudor).

En detlnitiva, el crédito de la Seguridad Social que a tenor de lo dispuesto en el artículo 

22 del Real Decreto Legislativo 1/1994. de 20 de junio, por el que se aprueba el nuevo Texto 

Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, tiene la consideración de crédito privilegiado, 

se convierte en un crédito "singularmente privilegiadla" desde el momento en que se practique la 

correspondiente anotación preventiva de embargo .sobre un determinado bien del patrimonio del 

deudor.

NOVENO: Lo verdaderamente imptirtante de la cue.stión recogida en el punto anterior 

radica en el análisis de lo dispuesto por el CiVJigo Civil en materia de clasificación de créditos, 

toda vez que el artículo 1921 dice lo siguiente:

Art. 1921 Los cacitos se clastficanin. para su r̂aduaouSn y papo. p«>r el orden 
y en los términos que en eslc capítulo se establecen.



A continuack'in, el Código Civil garantiza en primer lugar los créditos singularmente 

privilegiados (dedicando el artículo 1922 a la protección de determinados bienes muebles y al 

artículo 1923 a la protección de determinados bienes inmuebles) y posteriormente, en el artículo 

1924, regula la prelerencia de los restantes bienes muebles e inmuebles, es decir, la prelerencia 

de los restantes créditos privilegiados.

Se puede concluir diciendo que el hecho de practicar la anotación preventiva de embargo 

p«)r parte de los Recaudadores Ejecutivos de la Seguridad Social atribuye al crédito de la misma 

una importante mejora dentro de la graduación establecida por el Código Civil, trasladando su 

protección del artículo 1924 (artículo al que remite el artículo 22 de la Ley General de la 

Seguridad Stvcial) al artículo 1923, que por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1921 tendrá 

un mejor rango pret'erencial.



3. LA PREFERENCIA DE LA ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO.

La determinación del grado preferencia! que le corresponde a la anoiaciCín preventiva de 

embargo con relación a los restantes acreedores ha ocasionado una larga controversia en nuestro 

derecho, tanto en el ámbito doctrinal como en el jurisprudencial, controversia que posiblemente 

esté provocada por la contradictoria redacción del vigente Código Civil.

El origen de esta controversia se encuentra en la redacción del artículo 44 de la Ley 

Hipotecaria de 1861 que, al regular la preferencia de la anotación preventiva de embargo, 

determinaba:

A rt. 44  El acreedor que obtenga anouición a su favor en U>s caM>s de los núinero% 
scguiidi>, tercero y cu.ino del artículo 42. será pretendo  en c iun to  a los bienes anoud»>í, 
solamente a los que tengan contra el misino deudor oiro crédito contraído con 
|X)stenond.Hd a dicha anotación.'’^ '

En mi opinión, es importante hacer hincapié en la redacción de la Ley de 1861, pue> 

matiza la preferencia diciendo: "contraídos con postcrioridíul". redacción que resulta mis 

afortunada que la actual del CiVligi» Civil, ya que el vigente artículo 1923.4 se refiere a la 

preferencia Je la anotación sólo en cuanto a créditos p\»steriores, no aclarando si esa pt)sterioridad 

es en el tiempo) en la preferencia. Además, sup^>niendo que haga referencia a los créditos 

Icmp^iralmente posteriores, ¿a cuál se refiere?, ¿a lo^ ¿ ¡dos con posterioridad o a los antUados 

con pt'sterioridad? Como puede verse, la redacción de la Ley HipvUecaria de 18M era mis 

concreta al hacer referencia a los créditos contraídos con pi*sterioridad.

Más tarde, la publicación del C^^digo Civil de 1889. en una redacción que ha sido 

continuamente criticada pt»r la doctrina, regula la preferencia de la anotación preventiva de 

embargo en los anículos 1923.4“ y en el artículo 1927.2".

La Ley Hip^necaria de 1909. al tratar de adaptarse al CiSdigo Civil, cambia la redacción 

originaria del artículo 44 de la Ley de 1861, "enrurbianJo' a juicio de muchos la claridad de lo

Este tfriteno fue n tilV ad o  p>'»r num cn 'v is S cn icivus (ScraerK-m de O de M i\o  de 1873. 23 Je  S cfíie tnh tr de 
1873. ; 0  Je  M ar/o  Je  1S74, 17 de Jum o de 1S7.S; 5 de S crtiem hir de IS7S‘. 10 de CXiubn: Je  ISS^ > I?  Je  
Fehren'» de 1886»



allí preceptuado'^'^’. El nuevo artículo 44 quedi^ redactado así:

Art. 44 El acreeÜDr que obtenga ¡inmación ;» su favor en los casos de los miineros 
segundo, lercero y cuarto del artículo 42. tendrá para el cobro de su crédito, la preferencia 
establecida en los artículos 1923 y siguientes del CiSdigo Civil.

Esta modificación ha sido interpretada por algum )S  autores opinando que siMo tenía por 

finalidad adaptarse al Código Civil; otros, sin embargo, consideran que la repercusión es mayor, 

poniendo de relieve la contradicción ente los artículos 1923.4" y 1927.2“ del Código Civil. JOSÉ 

M a n u e l  G a RCIa  G a r c ía ' ' ^ ' .  uI hablar de la Ley de 1909, n») duda que ¿sla quiso dar a la 

anotación del embargo plenos efectos, pues dice que el legislador de 1909 hizo una ct'sa más con 

el embargo: darle "efeao real" a la:i anotaciones, ya que en el últim»> párrafo del artículo 24 

(equivalente al actual 38 de la Ley Hipotecaria), equipara ambas figura.s en relación con el tercer 

poseedor. Además, el artículo 131 de la Ley Hipotecaria, se refiere a las cargas y gravámenes 

anteritires y pi'steriores. no habiendi> duda de que entre las mismas está la anotación del embargo.

Por último, la Ley Hipotecaria de 20 de Diciembre de 1944. y su definitiva redacción de 

8 de Febrero de 1946, vigente en la actualidad, introdujo de nuevo una nunlificación en su artículo 

44, en el que en lugar de remitirse a los artículos 1923 y siguientes del Código Civil, lo hace sólo 

al artículo 1923. Algunos autores, conn) señala A n a  M a r ía  B a Yó N M a r in É, no han dado 

importancia a esta supresión, sin embargo, según buena parte de la doctrina, la nueva redacción 

puso fin a la polémica acerca de la interpretación que debía darse a la anterior remisión.

En consecuencia, vista la evolución experimentada, la actual regulación de la preferencia 

del crédito garantizado mediante la anotación preventiva de embargo se encuentra recogida en el 

artículi) 44 de la vigente Ley Hipotecaria:

Art. 44 El acreedor que obtenga anotación a su favcir en los casos de los niiuieros 
segundo, tercero y cuarto Jel artículo 42, tcnilrá para el cobro de su crédito Ih preferencia 
establecidji en el artículo IQ23 del C«Hligo Civil.

Siendt) la redacción del artículo 1923.4" del Código Civil la siguiente:

(.<27) Ver p i j  78 v ss de Bayón Makim í. Ana Mahía; "La antM:ici>^n prevcniiva “, (t'hra cii.vl.i en l.i NPP n“ 11 
pie -M).

García Oakcia. ídsi- MaM 'H,. "El li'pico Je los c íe c u n ... ',  (ofira cit.iila en l.i NPP n“ Ib, p.íg, .^2). páj; 250



Con relación a determinados bienes inmuebles y derechos reales del deudor, gozan de 

preferencia:

4 “ Los créditos preventivamente anotados en el Registro de la Propiedad, en 
virtud de mandamiento judicial, por embargos, secuestros o ejecuciones de sentencias, 
sobre los bienes anotados, y sólo en cuanto a créditos posteriores.

Ahora bien, ¿qud interpretaci«)n se debe dar al contenido del artículo 1923.4“? y ¿cuál será 

la correcta utilización de este artículo en relación con el artículo 1927.2° del mismo texto? Se trata 

de una labor hermenéutica extraordinariamente complicada debido a la confusa redacción existente 

en la actualidad y que, necesariamente, obliga a puntualizar el criterio temporal recogido p».)r el 

artículo 1923.4° del Código Civil.

Partiendo de los antecedentes normativos existentes y, en concreto, atendiendo a lo que 

disponía la Ley Hipotecaria de 1861, considero que cuando el artículo 1923.4® hace referencia a 

la preferencia "sólo en cuanto a créditos posteriores" entenderse en un sentidt) puramente

temporal, es decir, sólo en cuanto a créditos "nacidos con posterioridad a la anotación".

Con la finalidad de analizar de forma estructurada la preferencia de la anotación preventiva 

de embargo en relación con los restantes acreedores, voy a hacer la siguiente clasificación:

- CRÉDITOS NACIDOS CON POSTERIORIDAD A LA ANOTACIÓN.

A.- Créditos no privilegiados.

B.- Créditos privilegiados.

C.- Créditos singularmente privilegiados.

D.- Créditos superprivilegiados.

- CRÉDITOS NACIDOS CON ANTERIORIDAD A LA ANOTACIÓN.

A.- Créditos no privilegiados.

B.- Créditos privilegiados.

C.- Créditos singularmente privilegiados.

D.- Créditos superprivilegiados.

3.1. Sobre los créditos nacidos con posterioridad.

A.- Créditos No Privilegiadas.- Aquellos créditos que nacidos con posterioridad a la fecha 

de la anotación preventiva de embargo no o.stenten ningün privilegio es[>ecial segtin el Derecho



sustantivo, evidentemente, serán posteriores en el orden preferencia! a los criíditos garantizados 

con la anotaciiln preventiva de embargo.

B.- Créditos Privilegiados.- Los créditos que según el Derecho sustantivo gocen de un 

privilegio de carácter general (sobre todo el patrimonio del deudor), como es el cajo de los 

créditos de la Seguridad Social, serán pospuestos en el orden preferencial a los créditos 

garantizados con anotación preventiva de embargo siempre que hayan nacido con posterioridad a 

dicha anotacii^n preventiva.

Dentro de los créditos garantizados con un privilegio general ordinario, merecen e.special 

comentario en relacii^n con la concurrencia con una anotaciiín preventiva de embargo los 

protegidos por el artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores. Ahora bien, a pe.sar de que el 

citado artículo les atribuye la condición de singularmente privilegiados, es evidente que se trata 

de un privilegio general ordinario sobre todos los bienes del empresario''*’’.

Como he dicho anteriormente al hablar de la controversia sobre la naturaleza real o 

personal de la anotación preventiva de embargo, el litigio entre los créditos garantizados por el 

artículo 1923.4" del Código Civil y los garantizados por el artículo 32.3" del Estatuto de los 

Trabajadores (así como los garantizados por otra-s normas que introduzcan a su preferencia una 

limitación real), se resolverá en función de la consideración que se realice sobre la naturaleza 

jurídica de la antuación preventiva de embargo.

En mi opinión, al considerar la naturaleza real de la anotación preventiva de embargo, los 

créditos salariales garantizados por el artícuh) 32.3'* del Estatuto de los Trabajadores, cuando 

hayan sido originados ct>n po.sterioridad a la fecha de la anotación, deberán posponerse en el orden 

preferencial a los garantizados por el artículo 1923.4“ del Código Civil. Reflexión que también 

puede hacerse extensiva a otras normas del Derecho que introduzcan limitaciones reales a la 

preferencia que regulen, como es el caso del artículo 71 de la Ley General Tributaria.

C.- Créditos Sin|¡ulurmenle Privile)>iudos.- Son créditos singularmente privilegiados 

aquellos cuyo privilegio recae sobre determinados bienes del deudor (un inmueble. pt)r ejempl»»). 

Centrándome en la garantía sobre los bienes inmuebles, puede afirmarse que los créditos 

garantizados por los números 1‘* y 2*’ del artículo 1923 del Ct^digo Civil (a los que hay que añadir 

los regulados en los artículos 73 y 74 del la Ley General Tributaria) serán preferentes a los 

créditos preventivamente anotados en el Registro de la Propiedad, aunque hayan nacido con

Rins SaI.MI'K<)N. BaRTUIOmí; "Los privilcsiiu . (obra citada en la NPP n“ l i .  páp 143); 3W y



posterioridad a dicha anotación preventiva. Esto es así por la redacción del ya mencionado artículo 

1921 (estando ordenados dichos créditos con antelación al 1923.4®); aJemis, el capítulo siguiente, 

en el controvertido artículo 1927. regula la prelación de créditos en relación a determinados bienes 

inmuebles:

Art. 1927 Ltjs créditos que gozan de preferencia con relación a determinados 
bienes inmuebles o derechos reales, excluyen a todos los demás por su importe hasta 
donde alcance el valor del inmueble o derecho real a que la preferencia s.¿ refiera.

Si concurrieren dos o inAs créditos re.speclo a determinados mmuebles o derechos 
reales, se observarán en cuanto a su respectiva prelacirtn, la reglas siguientes:

1*. Serán preferidos, por su orden, los expresados c.t los niuneros I® y 2® del 
artículo 1923 a los comprendidos en los demás números del mismo.

2*. U « hiptilecarios y refaccionarios, ¡motados o inscritos, que se expresan en 
el niimero 3“ del citado ailículo 1923 y los comprendidos en el número 4" del mjsmo, 
goranín de prelación enire sí por el orden de antigüedad de laj. respectivas mscnpoiones 
o anotacioneji en el Registro de la Propiedad.

3*. Los refaccionarios no anotados ni inscritos en el Registro a que se refiere el 
número 5“ del artículo 1923, gozarán de prelación entre sí p»ir el orden inverMí de su 
imtigiitídad.

En mi opinión, el aitículo 1927 está complementando lo dispue.sto en el artículo 1923 y 

por ello matiza que entre los créditos expre.sados en el niímero 3“ del citado artículo 1923 y los 

comprendidi)s en el número 4“ del mismo, gozarán de prelación "entre sC  p*ir el orden de 

antigüedad de las respectivas inscripciones o anotaciones.

Quiere esto decir que los créditos a favor del Estado, protegidos por el artículo 1.923.1" 

del Código Civil (cuya redacción, en mi opinión, se encuentra tácitamente derogada por el artículo 

73 de la Ley General Tributaria'^” '), serán preferentes ‘en u h ¡o  caso' a los créditos garantizados 

con su anotación en el Registro, aún nacidos con posterioridad a esa anotación. Lo mismo puede 

decirse de los créditos de los aseguradores. sobre los bienes asegurados, por los premios del 

seguro de dos años; y. si fuere el seguro mutuo, por los dos últimos dividendos que se hubiesen 

repartido. Es decir, g<izarán de mejor rango preferencial que los protegidos por e! artículo 

1923.4", aunque se originen con pt)sterioridad a la anotación preventiva.

Sin embargo, no pude decirse lo mismo de los créditos hipotecarios y los refaccionarios 

anotados e inscritos en el Registro de la Propiedad, sobre los bienes hip<.>tecados o que hubiesen 

sido objeto de la refacción, pues a pesar de que en el artícuKi 1923 se encuentran ordenados

(ÍJfl) Confn-inlar el apartado i. I dcl capitulo ■»“ Je csl.i scpinda jvinc; p i f  2<>4



delante del nümero 4°, el artículo 1927 efectiSa la citada matización diciendo que gozarán de 

prelacu5n "entre sí", por el orden de antigüedad de las respectivas inscripciones o anotaciones en 

el Registro. Por tanto, para delimitar la preferencia de los créditos comprendidos en los números 

3“ y 4“ del C(S<!¡go Civil, hay que estar a la fecha de inscripcidn en el Registro de la Propiedad. 

En definitiva, suponiendo que exista un crédito hipotecario nacido con antelación al crédito 

preventivamente anotado, pero que acceda al Registro con posterioridad a dicha anotacitln, la 

preferencia le corresponderá a la anotación preventiva de embargo.

Ahora bien, el artículo 1927.2® no dice que el crédito preventivamente amitado gozará de 

preferencia respecto a todos los créditos que se anoten o inscriban con posterioridad a la misma, 

sino que limita sus efectos a los comprenc'idt)S en los números 3" y 4° diciendo: "entre sí". Por 

ello, pueden existir créditos que, aún no anotados o anotados con pj).slerÍoridad, sean preferentes 

al crédito garantizado con la anotación preventiva de embargo, porque el artículo 1923.4*’ sólo 

concede preferencia a los créditos preventivamente anotados con respecto a los posteriores, pero 

no en relación a los anteriores preferentes aún no anotadi»s o anotad»)s con posterioridad'’"', debido 

a que la anotación no muda la preferencia que tengan los créditos ,>egún el Derecho .sustantivo.

En resumen, los créditos singularmente privilegiados comprendidos en los números I “ y 

2“ del artículo 1923 del Código Civil (a los que hay que añadir los garantizados por el artículo 

73 de la Ley General Tributaria), .son preferentes a los comprendidos en el número 4^ aunque 

nazcan con posterioridad a la anotación preventiva de embargo. Con respecto a los restantes 

créditos singularmente privilegiados nacidos con po.sterioridad a la anotación preventiva de 

embargo, se puede afirmar que la preferencia le corresponde a la anotación preventiva. Y, por 

último, con relación a los comprendidos en el número 3“ del artículo 1923 del Código Civil hay 

que estar a U) dispuesto en el artículo 1927.2“, es decir, la preferencia en estos ca.sos vendrá 

determinada "entre sC por la fechxs del Registr») de la Propiedad.

D.- Créditos Superprivilegiudos.- Los denominados pt>r la doctrina créditos 

superprivilegiados, garantizados en el artículo 32.1 y 32.2 del Estatuto de los Trabajadores, gozan 

de preferencia s«ihre los créditos protegidos por el artículo 1923.4", con independencia de cual 

.sea la fecha del nacimiento del crédito salarial, dejando únicamente a salvo la problemática 

derivada de la prescripción en el ejercicio de las acciones por parte de los trabajadores. A.simismo,

(331) ScmciK-u del Tribunal Siiptrmo de 8 de Abril de 1965; confm ntartam hiín la.<¡ Semencias de! Tribunal Suprenx) 
de fechas 21 de Fchncm de 1975. 17 de M ar/n de 1978, 4 de Abril de 1980. 24 de Noviembre y 30 de 
Diciembre de 1986 Del mivm» ti»do se ha pn>nunciadi) la Sala de Conflictos del citado Tnbunal en ScntCDcias 
de 9 de Julio y 10 de Noviembre de 1986, y 13 de Julio de 1988



píHlrfan incluirse en este grupo los créditos garantizados por el artículo 9.5* de la Ley c’e 

Propiedad Horizontal'” "' y los citados créditos privilegiados por los artículos 73 y 74 de la Ley 

General Tributaria.

3.2. Sobre los créditos nucidos con anterioridud.

En relación con los créditos nacidos con antelación a la techa de la anotación preventiva 

en el Registro de la Propiedad voy a hacer la misma distinción que en el apartado anterior:

A.- Créditos No Privilegiados.- Aquellos créditos a los que el Derecho sustantivo no les 

otorga ningún privilegio (es decir, los comprendidos en el artículo 1925 del Código Civil) tendrán 

que posponerse a los créditos protegidos ptir el artículo 1923.4° del Código Civil con 

independencia de que hayan nacido con antelación a la fecha de anotación en el Registro. 

Evidentemente, siempre que no estén anotados en el Registro, porque en ese caso dejarán de ser 

créditos no privilegiados.

B,- Créditos Privilegiados (privilegio general).- Los créditos a tos que el Derecho 

atribuye un privilegio de carácter general gozarán de mejor rango preferencial que los garantizados 

mediante una anotación preventiva de embargo siempre que hayan nacido con anterioridad a la 

fecha de esa anotación. Esto es así porque el artículo 1923.4“ atribuye la preferencia a los créditos 

preventivamente anotados en el Registro de la Propiedad, sobre los bienes anotados, y 'sólo en 

cuanlo a créditos posteriores", luego, si el crédito es anterior a la anotación pre\entiva de 

embargo, será preferente a ésta, porque, como decía anteriormente, 'el artículo 1923.4° sólo 

concede preferencia a tos créditos preventivamente anotados con respeao a ios posteriores, pero 

no en relación a los anteriores preferentes aún no anotados o anotados con posterioridad, como 

se aprende del Trihiual Supremo (Sentencia de 8 de Abril de 1965), porque la anotación no muda 

la preferencia que tengan los créditos según el Derecho sustantivo ".

La preferencia de los créditos que ostentando un privilegio general hayan nacido am  

anterioridad a la fecha de una anotación preventiva de embargo, presenta una importante diticultad 

procesal, consistente en que para defender su mejor rango preferencial deberán 'necesariamente' 

acudir a un juicio de tercería de mejor derecho.

Esta situación provoca en la práctica uno de los principales problemas interpretatiws del

(332) ConfnwUr c1 capitulo 7® de esta scpinda parte; pig. 411.



juego de las preferencias, debido a que generalmente se da el caso de que una anotación preventiva 

de embargo tiene mejor derecho que otra de fecha anterior en el Registro de la Propiedad, y ello 

está originado porque la anotacíiin posterior en el Registro tiene su causa en un crádito 

privilegiado nucido con anterioridad a la primera anotaciiln.

Ahora bien, ¿con quá finalidad se anota en el Registro un crédito que ya tiene concedida 

preferencia p«>r el Derecho sustantivo? La respuesta es sencilla: pt>rque un crédito que ostente un 

privilegio de carácter general, reforzará dicho privilegio con su anotaciiln en el Registro de la 

Propiedad, debido a que, desde la fecha de su anutaciiin se antepondrá a los créditos hipotecarios 

inscritos con posterioridad (cosa que sin la anotación no sucedería) y. además, se antepondrá a los 

restantes créditos que gozan de un privilegio general nacidos con posterioridad a la anotación (con 

independencia de que e! Derecho sustantivo otorgue mejor rangt) preferencial al crédito nacido ci>n 

posterioridad que al propio que se encuentra “reforzado" por la anotación).

Partiendo de una hipotética situación registral, un ejemplo ayudará a comprender mejor 

lo que acabo de exponer:

INSCRIPCIÓN CONCEPTO
FECHA DE 

INSCRIPCIÓN

INSCRIPCIÓN 1“ Venta. 01.01.90

ANOTACIÓN 
PREVENTIVA DE 

EMBARGO 
LETRA A

Garantizando el crédito de un proveedor 
obtenido en Sentencia Judicial.

01.03.92

ANOTACIÓN 
PREVENTIVA DE 

EMBARGO 
LETRA B

Garantizando el crédito de una Entidad 
Financiera.

01.06.92

ANOTACIÓN 
PREVENTIVA DE 

EMBARGO 
LETRA C

Garantizando un crédito por cuotas de 
Seguridad Social por descubiertos 
Cí)rrespondientes ál período Enero de 1990 a 
Diciembre del mismo año.

01.07.92

En este caso la prioridad para la ejecución le corresponde al que primero embargó 

(Anotación A), pero la preferencia para el cobro la ostenta el crédito de la Seguridad Social, 

debido a que se trata de un crédito privilegiado nacido con anterioridad a la fecha de la anotación



preventiva de embargo LETRA A y LETRA B (aün inscrito con posterioridad). Siendo importante 

resaltar que aunque el crédito garantizado con la anotación A sea también un crédito protegido por 

un privilegio general (artículo 1924.3".B del Código Civil), ese privilegio general tiene peor rango 

que el que le corresponde a !a Seguridad Social por aplicación de lo dispuesto en el artículo 22 

de la Ley General de la Seguridad Social, que, como en su momento expuse, gozará de la 

preferencia del apartado 1“ del artículo 1924 del Código Civil.

En el presente caso, el retbrzamiento obtenido con la anotación por el crédito del 

proveedor ha obtenido su tln con re.specto al crédito de la Entidad Financiera, pero no con 

respecto al crédito de la Seguridad Social, pues, siendo también un crédito privilegiado, tiene 

mejor rango pret'erencial y, además, nació con anterioridad a la techa de la anotación LETRA A. 

Siendo necesario recordar en este momento lo que he dicho, en la parte primera, al hablar del 

nacimiento del crédito de la Seguridad Social.

Por último, es necesario insistir que para defender el mejor derecho de la Seguridad 

Social, en este caso, hay que acudir al juicio de tercería de mejor derecho, ya que. a tenor de lo 

dispuesto por la nueva regla 2“ del artículo 175 del Reglamento Hipotecario, el posible 

adjudicatario resultante de la ejecución de la LETRA C no podrá instar la cancelación de las 

anotaciones inscritas con anterioridad.

En defmitiva, los créditos que ostentan un privilegio general gozarán de preferencia 

respecto a los garantizados con una anotación preventiva de embargo siempre que hayan nacido 

Ci>n anterioridad a la misma. Pudiendo darse el supuesto de que en realidad la controversia se 

produzca entre dos créditos privilegiados que, además, se encuentran reforzados p«.>r la anotación, 

en cuyo ca.so deberá también resolverse mediante la aplicación del Derecho sustantivo, salvo que 

el nacimiento del segundo crédito .sea posterior a la fecha de la anotación del primero.

¿Qué ha sucedido entonce.s a>n el efecto real de la anotación preventiva de embargo? 

Continuo sosteniendo que la anotación preventiva de embargo tiene efectos reales con respecto a 

todos los créditos nacidos con posterioridad a la anotación (no con respecto a los anteriores 

preferentes) y, en consecuencia, tiene preferencia .sobre los créditos posteriores que gv>cen de un 

privilegio que se encuentre limitado pi>r la existencia de otros con garantías reales constituidas cv'n 

antelación, como en el caso de los pn>tegidos por el artículo 32.3” del Estatuto de los 

Trabajadores.

Para tlnalizar este apartado tengo que decir nuevamente que los créditos privilegiados 

cuando refuerzan su situación mediante la anotación preventiva se convierten en créditos



singularmente privilegiados con relación al bien objeto de dicha anotación.

C.- Créditos Sin)>ularmenle Privilegiados.- Los créditos singularmente privilegiados a 

los que .se ret'ieren los apartados 1“ y 2“ del artículo 1923 del Código Civil tienen mejor derecho 

que los garantizados por el apartado 4“ (aunque aquiíllos hayan nacido con posterioridad, como 

decía anteriormente).

Ahora bien, para determinar el orden de prelación entre los comprendidos en los números 

3“ y 4” hay que acudir a lo dispue.sto por el artículo 1927.2“ del mismo texto:

Art. 1927.
2“. Lt)s hiixUecariüs y refiiccionarios, ¡motados o inscníos, que se expresan en 

el número 3“ del citado artículo 1923 y los comprendidos en el número 4" del mismo, 
goziinín de pre’ iciî ii entre si [wr el orden de anlijjiiedad de las resitcciivas mscri|KU)nes 
o jmotaciones en el Registro de la Propiedad.

Aquí cobra toda su importancia el apartado 2" del artículo 1927, pues un crídiii* 

hipotecario para poder .ser antepuesto a un crédito preventivamente anotado, deberá estar inscrito 

en el Registro con anterioridad a la anotación preventiva de embargo. Sin embargo, existe una 

contradicción en el Código Civil, ya que puede existir un crédito hipotecario que conste en 

escritura pública (garantizado por el artículo 1924.3“.A) y que, nacido con anterioridad, se 

in.scriba en el Registro con posterioridad a una anotación preventiva de embargo. En e.ste ca.so, 

¿qué criterio debe prevalecer?, toda vez que los créditos que consten en escritura pública gozan 

de un privilegio general. En mi opinión la respue.sta debe inclinarse en favor de la especificidad 

del apartado 2" del artículo 1927 del Código Civil; "nozarún de preladi'in enire xlpor <■/ orden 

de antigüediul de las respectivas inscripciones o anotaciones en el Registro de la Propiediul".

Su justificación descansa en que los créditos hipotecarios y los garantizados mediante su 

anotación preventiva tienen la condición de singularmente privilegiados en ñinción de su 

inscripción o anotación en el Registro, a diferencia de los créditos protegidos por los números 1” 

y 2“ del artículo 1923, que .son singularmente privilegiados con independencia de su acceso al 

Registro.

D.- Créditos Superprivile^iudos.- Si los créditos denominados superprivilegiados (art.

32.1 y 2 del Estatuto de los Trabajadores) gozan de preferencia .sobre los garantizados con 

anotación preventiva cuando han nacido con posterioridad a dicha anotación, en mayor medida



serán preferentes cuando han nacido con antelación. Lo mismo puede decirse respecto al privilegio 

del artículo 9.5* de la Ley de Propiedad Horizontal o respecto a los anfculos 73 y 74 de la Ley 

General Tributaria.

3.3. Conclasión.

Atendiendo a todo lo expuesto, quiero resaltar que para determinar la preferencia de los 

créditos preventivamente anotados deberá prestarse atención no sólo a la fecha de las anotaciones 

en el Registro sino también a la fecha del nacimiento de los restantes créditos privilegiados, 

existiendo algunos créditos que aún nacidos con posterioridad a la fecha de la anotación son 

preferentes a la misma.

Resumiendo los criterios desarrollados, son preferentes a los créditos preventivamente 

anotados los siguientes:

1.- Los garantizados por el artículo 32.1“ y del Estatuto de los Trabajadores, 

con independencia de que hayan nacido con antelación o no a la fecha de la anotación en el 

Registro.

2.* Los créditos protegidos en los números 1" y 2° del artículo 1923 del CtVJigo Civil,

igualmente con independencia de la fecha de su nacimiento. Tratamiento que deberá hacerse 

extensivo a los créditos protegidos por los artículos 73 y 74 de la Ley General Tributaria y a los 

garantizados en el artículo 9.S* de la Ley de Propiedad Horizontal.

3.- Los restantes créditos protegidos en los números 3” y 4® del artículo 1923 en 

función de lo dispuesto en el apartado 2“ del artículo 1927; "gozarán de prelacián entre sí por el 

orden de antigüedad de las respectivas inscripciones o anotaciones en el Registro de la 

Propiedad".

4.- Los créditos privilegiados nacidos con anterioridad a (a fecha de la anotación

preventiva de embargo en el Registro de la Propiedad (aún no anotadits o anotados con 

posterioridad).

Aquí es donde un crédito de la Seguridad Social puede ser preferente a una anotación 

preventiva de embargo, aunque el crédito de la Seguridad Social no se haya anotado o se haya 

anotado con posterioridad, siempre que dicho crédito de la Seguridad Social haya nacido am

Rcs|>\;lrt a lo» (¡an^nlLuJos el articulo 32.2 dcl Estatuto de Kn TrahajaJr'nrs. ver el a^virtadi'' ?. »kl capilul»' 
2®. de e4>a jMrtc v ;^ n d a . p if .  201.



anterioridad a la fecha de lu anotación preventiva. Preferencia que deberá hacerse valer, coitu) he 

dicho anteriormente, mediante el oportuno juicio de tercería.

A "senstt arntrario", la anotaciiin preventiva de embargo es preferente a los siguientes 

créditos:

1.- A los créditos singularmente privilegiados incluidos en U>s números 3“ y 4" del 

artículo 1923 del Ci^digo Civil inscritos o anotados con posterioridad en el Registro de la 

Propiedad.

2.- A los créditos privilegiados nacidos con posterioridad a la fecha de la anotacit^n 

preventiva. En mi opinii^n. deben incluirse en este grupo los créditos garantizados pt»r el artículo

32.3 del E.statuto de los Trabajadores y aquellos otros que estén sometidos a una limitación de 

carácter real en su preferencia.

3.- A todos los créditos de cualquiera otra clase que no o.stenten ningún privilegio, ya 

sean nacidos con ptKSterioridad o con anterioridad a la fecha de la anotación preventiva.

Para tlnalizar este apartadt) quiero terminar diciendo que la confusa regulación actual de 

la preferencia de los créditos privilegiados provoca situaciones ab.surdas difíciles de re.solver en 

la práctica, situaciones que probablemente se han ido originando a lo largo de los años como 

coasecuencia del avance experimentado por algunos créditos y que hace nece.saria una nueva 

regulación de esta materia para que una cue.stión de semejante repercusión económica no continúe 

descansando sobre unos cimientos tan inciertos.

Entre los absurdos existentes en la actualidad, hay um» que recuerda al juego infantil del 

’pieüra-lijera-pupcl" in  el que la piedra vence a la tijera, la tijera vence al papel y el papel vence 

a la piedra. Imaginemos la siguiente situación registral:



INSCRIPCIÓN CONCEPTO
FECHA DE 

INSCRIPCIÓN

INSCRIPCIÓN 1“ Venta. 01.01.90

ANOTACIÓN 
PREVENTIVA DE 

EMBARGO 
LETRA A

A favor de la Entidad Financiera ’X”. 01.03.91

INSCRIPCIÓN 2“
Hipoteca a favor de la Entidad Financiera 
"Y".

01.06.91

ANOTACIÓN 
PREVENTIVA DE 

EMBARGO 
LETRA B

A favor de la Seguridad Social garantizando 
una deuda del año 1990.

01.07.91

En e.ste ca.so la anotaciiin preventiva de embargo LETRA A tiene mejor derecho que la 

inscripción hipotecaria, por aplicacii'in del apartado 2“ del artículo 1927 del Cildigo Civil; la 

in.scripciiln hipotecaria tiene preferencia sobre el crédito de la Seguridad Social: y por último, el 

crédito de la Seguridad Siicial e.s preferente a la anotacii^n preventiva de embargo LETRA A. por 

aplicacit'Sn de lo dispue.sto en el articulo 1923.4“ del Código Civil.

¿Qué .solución debe darse? Probablemente la única respuesta lógica es la propugnada por 

José Manuel GarcIa GaRcIa en .su obra ’ EI tópia> de los efectos limitados de las anotaciones 

de embargti; hacía una interpretación del efecto real absoluto de tales anotaciones en el sistema 

español".



4. LA NUEVA REGLA SEGUNDA DEL ARTICULO 175 DEL REGLAMENTO 

HIPOTECARIO.

Ciiaiido. en virtud dul |)ri>ccdiiiiícnto de apremio contra bienes inmuebles se 
enajene judiciiilmenle la finca o derechti einlKir '̂adn, se cancelanin las inscri{)cii)neN y 
anotaciones |Mtsteriores a la correspondiente aiiotaci<>n de einbari>o aunque se reneran a 
euaictiacioni'i gravámenes aiUeríortts y siempre que no estén basadas en dereciios 
inscritos n anotados con anterioridad a la anolacióii del einbargtt y no afectados |Hir ésta.

1̂ 1 Cancelación se pnicticará a instancia del que resulte ser dtieño de la linca o 
dereclii>, con sólo presentar inaniLuniento ordenaiulo la cancelación, ex|>cdido de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 15IS de la Ley de Hnpiiciainieiiio Civil.

Lu moditlcacú^n Je la rugía segunda dul artfculn 175 Jcl Kuglamcnui Hipotecario, 

introducida por el Real Decreto 1.368/1992. de 13 de Noviembre, ha venido a puntualizar una 

serie de situaciones pnícticas de importantes ctmsccuencias en ta realidad regislral. listas 

modificaciones, que afectan sustancialmemc al crédito de lu Seguridad Social, se pueden resumir 

en los siguientes puntos;

PKIMIZRO.- La enajenacit^n judicial de una finca, en virtud de un procedimiento de 

apremio, provocarit la cancelacii^n de "iftJax" las anotaciones ptisteri«tres, incluso his que 

garanticen derechos preferentes a la anotacÍ*5n que se ejecuta; por ejemplo; una amitactón 

preventiva de embargo practicada con lecha I de Enero de 1992, provocaría la cancelacit^n de otra 

anolacitin, de fecha posterior, aunque se refiera a créditos tan privilegiados ct»m»> los salarios del 

artículo 32.1 del Estatuto de los Trabajadores.

La razian de ser estriba en que una cosa es la prioridad en la cjecuci>1n y otra distinta la 

preferencia para el cobni; quiere e.slo decir que quién ostente un mejor derecho, deber,1, 

necesariamente, acudir al proceso de ejecución que se estii llevando a cab(» como consecuencia de 

otra anotacidn anterior, dicha personación en el proceso se realizará mediante la corresp<md¡ente 

tercería de mejor derecho.

En consecuencia, si un acreedor considera que goza de un mejor derecho para el cobro, 

con respecto a otro acreedor que se encuentra garantizado con una anotación anterit)r, deberá 

defender ese derecho en el correspondiente juicio de tercerías, toda vez que existen mecanismos 

legales suficientes para que tenga conocimiento de la fase de ejecución en la que se encuentra la 

anotación anterior (Regla 5* del art. 131 de la LH.; art. 1490 de la LEC.; expedición de



LA PREFERENCIA DE LOS CRÉDITOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL
pa r tí: SEGUNDA: LOS CRÉDOVS PRIVILEGIADOS. ANÁUSIS DE 

certifícacidn de cargas, cun la correspondiente tiüta marginal, de fecha anterior a la anotaci^ln.

etc.).

De lu expuesto hay que deducir que la miHlincacíiín operada en el artículo 175 del 

Reglamentu Hipotecario ni> entra a valorar la preferencia en el cobro, pero sí la situación registra] 

de la fíncd, cancelándose tudas las anotaciones posteriores a la enajenaci()n judicial.

SEGUNDO.- La nueva redacción de la regla segunda del artículo 175 dice "aunque se 

refieran a enajenaciones o gravámenes anteriores".

A.- ENAJENACIONES ANTERIORES.

Es posible que con e.sta modifícacit^ln se pueda hablar de forma detlnitiva de los efectos 

"erga omnes" de la anotacirtn preventiva de embargo y. consiguientemente, de los etectt>s reales 

de la misma, con la importantísima repercusión que ello tiene en cuestión de preiación de créditos.

Segiín la nueva redacción, se cancelarán las enajenaciones anteriores siempre que estén 

inscritas con posterioridad, con ello, el criterio tradicionalmente .sostenido de considerar que una 

enajenación elevada a escritura pública tenga efectos aunque no esté inscrita en el registro"^’, ha 

sido .sutilmente modificado, ya que si alguien pretende hacer valer su dominio deberá realizarlo 

con antelación a la ejecución mediante la presentación de la tercería de dominio. C«>n ello, el 

Registro de la Propiedad pnitegerá a quien quiera ser protegido y, evidentemente, quien no ha 

acudido al Registro para inscribir un derecho, corre el riesgo de no ser protegido por la realidad 

regi.stral.

B.- GRAVÁMENES ANTERIORES.

Lo mismo que para las enajenaciones anteriores se puede decir para los embargos y otros 

gravámenes anteriores, aquél que quiera estar protegido por la realidad del Registro deberá 

inscribir su derecho. Consecuentemente, h)s embargos practicados que no se encuentren inscritos 

están asumiendo el corre.spondiente riesgo jurídico.

Con la nueva redacción .se reafirma algo que ya estaba superado pt>r la doctrina y es que. 

la naturaleza de la anotación preventiva de embargo, no tiene efectos constitutivos del mismo, pero

E«pccblincntc inicrcsanic ivsutta b  Resolución de la Dirección General Je  los Rcgistn»% y de! N«namdo de t  
de Sq)<iembir de 1988. Comentada por CiMiiNo CÓMii/.-LjvH;Kcn-:. Javhkk; *E1 cmharK'i ...■;(ohra citad» en 
h  NPP n“ 299. páp, M I); pjps. 27 y ss.
Conímntar lamhiín Sanmaktis Fkrw ji. RAFA!a.;’ La coiKUircncia de pnveilimienlos y de em harpn en el..." 
(obra citada en b  NPP n® 47, pip. 113); pips. É6 y 67.
Ver lainbiín h.s sentencias del Tribunal SÚpirmo de 6 de Jicicmbn: de 1982: 24 de m ar/o. 8 de julio y 31 de 
octubre de 1993; 3 de noviembre de 1984; y 7 de nuyo j  25 de septiembre de 1985.



TERCERO.- El apariadt> primero de la nueva regla segunda del artículo 175. termina 

diciendo "/••• /  y siempre que no estén basadas en derechos inscritos o anotados con anterioridad 

a la anotación del emharf>o y no afectados por ésta

puede decir que siempre que no están basadas en derechos inscritiiso anotados con 

anterioridad a la anotacii^n, si previamente ha dicho que se cancelaría fas inscripciones y 

anotaciones posteriores?. Cabe preguntarse, si son p*)steriores, ¿Ciímo pueden ser anterii»res?

La respuesta radica en que el artículo hace referencia a posibles pri'irrogas de una 

anotaciiin, pr«írrogiLS que pueden estar inscrita.s con posterioridad a la anotación que se ejecuta, 

peni no están afectadits p<>r ella. También puede hacer reterencia a ta inscripcit^n de derechos que 

se encuentran suspendidos en su anotación (libro de suspensiones del Registrti o asient<is de 

presentación que todavía no han dado lugar a una inscripción) y . fundamental mente, tísta 

protegiendo las enajenaciones efectuadas como consecuencia de la ejecución de una anotación 

anterior, como no podía ser de otra manera, ya que si en el Registro de la Propiedad aparece la 

inscripción de una enajenación efectuada en la ejecución de la anotación preventiva LETRA A. 

pero dicha inscripción se produce en el Registro con posterioridad a íUra anotación preventiva de 

embargi> -LETRA B-. dicha enajenación no puede verse perjudicada por la am>tación LETRA B 

debido a que está basada en un derecho anotado con anterioridad a ta anotación de embargo y no 

afectado por ¿sia.

CUARTO.- La nueva redacción, en relación con la original, presenta un imp(>rtante 

problema interpretativti con re.specto a las anotaciones anteriores, pero no preferentes al crédito 

que se ejecuta. ¿Deberán .ser cancelada.s? (Hay que rectjrdar que la anterior redacción decía: 

"cuendo en virtud de procedimiento de apremio contra bienes inmuebles se enajene judicialmente 

la Jinca -se cancelarán las inscripciones y anotaciones de créditos no preferentes al del actor-”.)

Parece lógico que si se ejecuta la anotación preventiva que garantiza un crédito salarial del 

art. .12.1 del Estatuto de los Trabajadores, se cancelen todas las anotaciimes, incluso anteri(»res. 

No obstante, el nuevo artículo del Reglament») Hipotecario silencia e.sta cuestión. Ademá.s, con 

respecto a la cancelación de las cargas anteriores, la nueva redacción dada al artículo 1.512 de la 

Ley de Enjuiciamiento Civil por la Ley 10/1992, de 30 de abril, determina que quedarán 

subsi.stentes no .sólo las cargas y gravámenes preferentes sino también las simplementes anteriores.



No pjrecc lógico, sin embargo, que el criterio a seguir sea el mantenimiento de las cargas 

anteriores no preferentes, para que en el hituro se tenga que presentar una tercería Je mejor 

derecho, por parte de los trabajadores, en la ejecución de esa carga que no se canceló, siempre 

que continúen teniendo un crédito salarial por no haberse satisfecho en su totalidad en la ejecución 

de su procedimiento. Ahora bien, tampoco parece ajustado a Derecho que en un proceso de 

ejecución de un determinado crédito privilegiado se resuelva, dentro del mismo, la cancelación de 

Ixs cargas no preferentes, pero anotadas con anterioridad. Supongo que el Registrador >e 

enfrentaría a la duda de acatar el mandamiento de cancelación ordenad*» pi»r el Juez o pt>r el 

Órgano Administrativo que llevó a cabt) la ejecución, o por el contrario respetar lo di^puesto p»ir 

el legislador, que nada ha previsto de la cancelación de las cargas inscritas con anterioridad.

En mi opinión, la única solución válida .será que con carácter previo a la ejecución de la 

am>tación que cree ser preferente a las cargas anotadas con anterioridad. ¿Ma obtenga en la 

jurisdicción competente el reconocimiento de .su mejor derecho (mediante la resolución de la 

correspondiente tercería). Una vez reconocido por la jurisdicción civil (con excepción de lo 

dispuesto en el artículo 272 de la vigente Ley de Procedimiento Labi>ral) el mejor derecho de la 

anotación pi)sterior, el Órgano Administrativo o Judicial encargado de llevar a cabo dicha 

ejecución, podrá ordenar a! Registro la cancelación de las anotaciones presentadas con anterioridad 

y sobre las que se le ha reconocido su mejor derecho. Eliminando de esta forma las dudas que 

actualmente .se están planteando cuando se pretenden cancelar inscripciones t> anotaciones 

anteriores a la posterior preferente que ejecuta.

Consecuentemente, el Registrador deberá proceder a la cancelación de las anotaciones o 

inscripciones anteriores a la que se ejecuta, siempre que haya quedado acreditado judicialmente 

el mejor derecho de la anotación po.sterior.

CONCLUSIÓN.- Con la nueva redacción del reiterado artículo, intnxiucida p»ir el Real 

Decreto 1.368/1992, de 13 de Noviembre, por el que se modifican determinados artículos del 

Reglamento Hipotecario y del Reglamento Notarial, ha salido fortalecida la pi»sición dcl Registro 

de la Propiedad y. con ello, la seguridad jurídica, pudiendo concluirse, como decía anteriormente, 

que quián quiera protección registral deberá buscarla mediante la inscripción de sus derechos, no 

dando la espalda al Registro.

No obstante, como he recogido en el apartado cuarto, el prv)blema surge con respecto a 

las cargas anteriores no preferentes, cuestión que tendrá que ser resuelta en el tijturo y que podría



haberse previsto en esta mi>dificaciiín. i-n casi>, lu tesis que he (JefenJiJo al respecto parece 

un camino perfectamente Mgico de solucii'^n del problema.
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I. INTRODUCCIÓN.

El marcado carácter internacional del Derecho Marítimo supone que la prtiblemática 

derivada de la concurrencia de acreedores sea aún más compleja, si cabe, que en el resto de 

nuestro ordenamiento jurídico. La continúa mobilidad de los buques ha hecho necesaria, a través 

de los tiempos, la ctKirdinacirtn internacional de los privilegios en este campo.

Kn este sentido, resulta imprescindible el conocimiento del Ctmvenio internacional para 

la unificación de ciertas reglas relativas a los privilegios e hipotecas marítimas, firmado en 

Bruselas el 10 de abril de 1926, ratificado por España el 2 de junio de 1930 ("Gaceta" núm. 212. 

de 31 de julio de 1931)'” ’'.

Posteriormente, el Convenio de 1926 ha sido sustituido por el Convenio internacional para 

la unitlcación de ciertas reglas relativas a los privilegios e hipotecas marítimas, hecho en Bruselas 

el 27 de mayo de 1967'"'"; ¿ste reemplaza en las relaciones entre los Estados que lo ratifiquen o 

se adhieran al mismo, al firmado el 10 de abril de 1926 España no figura entre los países a los 

que es de aplicación dicho Convenio, por lo que el Convenio de 1926 continúa vigente.

Pt>r último, en lo que al campo internacional se refiere, el 6 de mayo de 1993 tue 

apn»bado ptir la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas / Organización Marítima 

Internacional, el texto del Convenio sobre los privilegios marítimos y la Hipoteca naval, que ha 

estado abierto a la firma en la sede de las Naciones Unidas desde el 1 de septiembre de 1993 hasta 

el 31 de agosto de 1994, inclusive.

Nuestr») Derecho positivo regula los créditos privilegiados del Derecho marítimo en los 

artículos 580 y 581 del Código de Comercio, de 22 de agosto de 1885, y en los artículos 31 a 36 

de la Ley de Hipoteca Naval, de 21 de agosto de 1893'” ' ’. En materia de Seguridad Social, la 

protección de su crédito deberá realizarse mediante la aplicación del artículo 9 del Decreto 

2.864/1970, de 30 de agosto, texto retundido que regula el Régimen Especial de Trabajadores del 

Mar; arts. 40 y 42 del Decreto 1.867/1970, de 4 de julio, que regula el Régimen Especial de los

<33f) Puede vcfM; en:
M tN i'iN liia. AirRklJO c lniJ.stAS. L n s . ’CíWijto de las Lc>es marilimas*: M sJrid 1980. p i p .  I7 |7  y »

El texto (Je l% 7 puede eonsultüric en b  Resista Españiib de Octvchi) Marítimo, 1968. Fa.sctcul«> 1. p ig  tA

(J37) Es discutida la aplicación de los privilegios rcpjlados de íom u alwoluta por «Hras lanus del derrch» (an 32 dcl
Estatuto de los Tnibajadorcs. por ejemplo».



Trahajailorcs Ucl Mar y artículo 22 del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el 

(]ue se aprueba el Texto Retundido de la Ley General de la Seguridad Social; siendo importante 

resaltar que, a excepci^ln del Convenio de las Naciones Unidas de 6 de mayo de 1993, ninguna 

de las restantes normas reguladoras de los privilegios marítimos se había ocupad») hasta ah«»ra de 

la preferencia del crédito de la Seguridad Social.

No estando aún vigente el Convenio de 1993, la problemática se centra en determinar el 

grado de aplicacttín del Convenio de Bruselas de 1926 en nuestro ordenamiento jurídici). J.M. 

Ruiz S o r o a '" '*’ ha mantenido una lilgica posiciiln contraria a la doctrina mayoritaria: posición que 

se vio refrendada por la Sentencia del Tribunal Supremo, de 22 de mayo de 1989''*'’. J.M. RtJIZ 

SOROA, en las páginas 58 y 59 de la obra citada, dice lo siguienle:

Li ()piiit(5n inayorítiin» de la doctrínu cspitiuil» distingiic en cslc piinti) .según swi 
la nacioniilidaü dcl buque afectado; si é.stc e.s cspaiíitl, la noniiiitiva aplicable es la recogida 
|v>r el C.Co. y l:i L.H.N.; si es extnmjero |>ette»ccicnte a |>aís qjic haya ratíticad<i el 
Omvcnio de 1926, se aplican! éste; si {lerteiiecc a país exininjero m» si^nalario. se le 
aplicará el C.Co./L.H.N. E-sta opinión, c«»nu> hemos demostrado m;ís aitiplianienie^' 
carece de l*xlo .qHjyo arfiiinenlal ŝ Vlido y cunlradice rroiii»|iiiei)le la interpretact«)ii lilt-nil, 
lóiiica e histórica del art. 14 del Convenio, que es el que dclennina su ámbito de 
aplicación: «...se aplicani en cada Estado contraíanle cuando el buque gravado pertenezca 
a iin Estado contratante'.

Et único reqtiisil«) de aplicación exigido |Hir la nomia es el de la nacionalidad del 
buque de un país c<m(nilante: y elk» se cumple, en prin>en» y más iin|H)rtanle lugar, con 
l(>s htiqtii'S españoles. Principio que viene c«»rn>lH)nido ¡'M)r una inleqirctación histórica del 
Convenio y stis tareas |>reparatorías, y, sohre tinlo. |H>r las consecuencias .ibsiirdas a que 
conduce la opinión mayonlaría: se annna, en efeclo, ctnno principio Kisico, que a los 
buques esp;ini>les no se les aplica el régimen del Convenio; î *ro habr:í de admitirse que 
ello ni> es asi. y pt>r el contnirío sí se les aplica, si el tribunal coni|>e(ente pertenece a otro 
país signatario. Cun lo que llegamos a la absurda conclusión de que la aplicación del 
Convenio a los buques españoles de|K*nde del lugar donde .se tnímite la ejecución judicial. 
Más aiin, no se Ciiinprende Mibre qué base ptHlria un tribunal españ«»l negar la aplicación 
del Convenií» si el, ti uno de bis. acreeilores )>ersonados es nacional del país sigiiatario: 
con lo que. incluso en España. !¡« ajilicncióii del Convenio de|>endeni de la nacionalidad 
de los acreedores ejecutantes.

El gridí> de confusión que geneniría la opinión iiiayorilaría sería bastante para no 
seguirla, con independencia ile su nulo fundunento. El Tribunal Supremo, en Sentencia 
de 16.5.1989, luí confinnado la ]>osiuni que tnanleneinos, declarando aplicable el régimen

t33K) R ll/. SOKOA, J..M. “Manual de Dereclio Miríliino; El Iniquc, el navicnv, personal auxiliar"; I.V .A.P. 1990;
p4ps. 53 y M.

r339) Scnicncia dcl Thhuruil Supremo, so)>n: prclacitSn tic crtMílos tturíliimis. de 22 de mayo <ic I9g9, (A nn/ad i iniin
3877), puede verse también en:
AHHovo, ¡(iNAirto. 'Jurispnidcncia Marítima (1988-1989)”; Volumen 111, 1992; pdps. 200 y ss,

( 3 ^ )  R i't /  S<;NoA. J.M .; ’CcédtlH inarítiinn unn j;anint{a rc.il solirc el huque. Nunnaliva cspiuVila de orii;cn intcnh>
c intcmacioKir; ft)l. A .E.D .M ., 5/6; p.ij:s. 192 y ss.



dcl Cunvcniu a im supuesto tutalinente nacional, en el que tanto h» acreedores como ei 
buque eran españoles, en Iwse precisamente al art. 14 «que ninguna supeUíucitSn est;<hlece 
a que sean los afect;idos por el privilegio extranjeros con relací<̂ n al buque, sino 
siinpleinenle a que ¿ste pertenezca a Estado signatario del Convenio».

Lu condasión que defendunos, con eite prívllesíado »p<iyu. e> que d  
Convenio de 1926 ha venido a modificar, derogando todos ios puntos contrarios a su 
normativa, el r¿7>¡men contenido en el Códijio de 1885 y la L.II.N. de 1893. En 
concreto, en el punto crucial relativo al orden de prelación de créditos privilegiados 
e hipoteairíos, el único régimen Jurídico vigente en nuestro país es el de los arts. 2. 
3 y 4 del tan citado Convenio. Incluso a los buques extranjeros dcl país no signatario, 
en cjLso de no alegarse o probarse su Derecho Nacional, habría de aplicárseles en España 
el Convenio, por ser este el único Dereciii> vigente; ello se interpreti con nitidez sobre la 
base del art. 10*2° C.C., en el sentido de que el legislador español sólo legisla para 
buques españoles, pues a los extranjeros se les aplica su propio Derecho. Luego no existen 
dos regímenes jurídicos según la nacionalidad, sino uno solo.

Pura finalizar este primer apartado y con la intencitín Je aclarar detlnitivamente la 

problemática de la aplicación del Convenio de Brusela.s de 1926, me parece interesante recoger 

los fundamentos de la citada Sentencia dcl Tribunal Supremo de 22 de mayo de Í989:

CONSIDERANDOS: I) üt interdependencia de las relaciones jurídicas en un 
ámbito superador de fronteras entre Estados lia venido a consagrar la realidad de una 
Verdadera Coiiitinidad jurídica supninacional asentada en Trat:<dos y Convcnim 
Internacionales, de mtxlo que el Derecho de cada piu's no puede ya concebirse como simple 
resultante de parciales nctividades legislativas de los Estados, sino tjUe sobre la base dcl 
principio de solidaridad e interdejiendencia en las relaciones interrucionales se ha venido
a re».on(Ker y a configurar una nueva concepción de la idea de sol>eranía asentada en las
ideas de integración y acatamiento de principios y nonnas de ámbito supranaci»n:tl. Tal 
es, en realidad, el fund;unento justificador y Itásico del Capítulo Tercero del Título III de 
la vigente Constitución Española (art. 93 a 96. amlnis inclusive) que. dando
recom>ciiniento a los Tratados y Convenios Internacionales. Ii>s incorpora at Ordenamiento 
intenio una vez que. v.ilidaniente celebrada.s. Iiayan sido publicados íntegramente en el 
Boletín Oficial del Estado (art. 96.1 de la Constitución y 1.5 del CiVligo Civil).

Frente a la antigiui doctrina dointnnnle entre los intem;tciorulistas clásicos que 
sostenían el criterii> de que los Tratados y C»»nvenios Internacionales no eran en sí mismos 
fuente creadora de Derecho Intemo. sino una regla sitlamcnle vinculante entre los Estados 
signatarios que para dt>tarla de fuerza de obligar respecto de sus ciudadani>s necesitalian 
del acto jurídico intemo adecuado (lj:y. Real Decreto, etc..), la práctica de las más 
intensas y coí>rdinadas relaciones internacionales y la consagración plena de
Organizaciones supranacionales ha llevado a esc recomvimiento de la aplicación entre Kis 
Estados signatarios como Derecho intemo. una vez cumplidas las fonnalidades previstas 
para fonnar parte del Ordenamiento jurídico interno de cada rnio de los Esudos tlnn.intes, 
sin necesidad de que se pnidiizca ninguna t>tra dis|V)sición legislativa ¡H)r |>arte de csti». 
confinnadora o desarrolladora de lo que ya |iastS a ser Derecho intemo.

2) En línea con lo anteriormente expuesto prxKede la desestimación del pnmer 
motivo del ¡iresente recurso, en el ciul la entidad recurrente, al amparo dcl n" 5 del 
artículo 1692 de la Ley de enjiiici.*iiniento Civil, denuncia infracción del artículo 2. ¡virrafo 
2. en relación con los artfcuK>s I y 14 del Convenio lntem,icional para la unificación de



ciertiis rct>ljt.s rclativus a los privilegios e liifKXecas inaríliini» fíniiado en Aníselas el 10 
de abril de 1926. ratificada pt>r España el 2 de junio de 1930 y ¡mblicado en la Gacela de 
Madrid de 31 de julio del misino aím. Como certeniniente se indica en ta sentencia 
recurrida el Convenio, al lialwr pasiido a fi>nnar parte dcl Ordenamiento jurídico español, 
tiene plena vigencia en nuestro país, sin poder entendeníe derogado ¡x)r el Estatuto de los 
Tr;d«yadi>res de ¡Kisterior publicación, porque al ganuitizar la Conslitución Española el 
principio de legalidjid y de jcnirquía normativa (art. 9.3). ha de primar el citado Convenio 
de reglas imifomies, referente es|HX'íf¡camenle al privilegio de los créditos resultantes del 
contram de servicios del Capitón, de la tripulación y de las otras personas ai servicio de 
a bordo con relación a las hi|H>tecas del hiiijue, en orti>d«»xa aplicjtción dcl principio de 
derecho de que lo es|)ecial (noniiiui del aludido Convenio concretadas a preferencias de 
créditos sol)re buques), no puede entenderse derogado |K>r lo general (normas del 
mencionado Estatuto de los Tr:il)aJadores referentes a ¿stos en genenil). Y sin que a ello 
obsten las objeciones ex))resad;ts en el desarrollo del motivo que se examina; en primer 
lugar, a causa de que el referido Convenio, en cuanto es es[K%;írtcamcnte regulador tic 
•fijar de común acuerdo ciertiLs reglas uniformes relativas a los privilegios e hi|Mitec:is 
marítimas'', como |>one »le manifiesto su Ex|Hisición inicial fiindamentadori, viene a 
significar y representar una noniialiva geiienil y prevalente. ciulquiera que se;i la 
nacionalidad, de privilegio de créditos referentes al buque hi|i«>lecado c«in aplicación 
directa e integnidoni en España como regulación que forma parte de su Orden.'im!..‘nlo 
jurídico interno y, en consecuencia, con altenición en tal particular de la preferencia de 
créditos de U>s artículos 580 del C«Wigo de Comercio y 31 de la Ley de Hi|N>teca Naval 
que genéricamente establecen el orden de prelación de los créditos sobre el buque, al halter 
sido desvirtuadits ¿stas |K>r la es|>ccínca regulación contenida en el tan re|)ctido Conventn. 
en virtud del referido principio de Derecho de que lo es(>ecial deniga lo general: en 
segundo lugar, debido a que si ciertamente el .irlículo 14 del mencionado Convenio 
estalilece que sus dis|H>sici<ines se aplicarán en cada Estado contratante ciuindo el buque 
grabado i^ertenezca a un Estado contratante, así como en los demás casos previstos en las 
leyes nacionales y que, sin embargo, ello no atenta al derecho de li>s Estados contratantes 
a no aplicar las dis|X)sicione.s del referido Convenio en favor de lo que pertenezca a un 
Estadt» no contratante, esta noniiativa hay que entenderla en el sentido de que el privilegio 
de créditos que el mentado Convenio contiene solamente tiene aplicación cuando se trate 
de buque gravado perteneciente :i un Estado contratante y n»» al que no haya suscrito el 
Convenio, y con posibilidad de no aplicar las dis|Hisiciones de éste cuando quien reclama 
el privilegio de su cré<lito no ]h:rtenezca a Estado c«>ntratímte. |)en» conduce, en contra de 
lo alegado |H»r ta entidad recurrente, a que tenga que producirse situación de relación entre 
extranjero y país contratante o signatario del ¡nv<Kado Conveni»*. como resulta de éste al 
prevenir en el párrafo segundo de su artículo 3 que si las leyes naciimales pueden conceder 
el carácter de privilegiados a créditos que m> sean los previstos en el anterior artículo 2 
ha de ser sobre I.t base de no modificar el lugar señalado a los créditos garantizados |H»r 
lii[M)tcx'as. morlgage-s y prendáis y a los privilegios que gozan de preferencia sobre ellas, 
lo que viene a significar que ha de mantenerse, en tixlo caso, el privilegio que el tan 
repetido Convenio establece en el expresado artículo 2 con relación a hi]x>tecas, morigages 
y prendas sobre buques, ((revistas en el artículo 1, sin que ninguna supeditación se 
establezca a que sean los afectados |K)rel privilegio extranjeros con relación al buque, sino 
simplemente a que éste pertenezca a Estado signatario del Convenio; y en tercer lugar, en 
cuanto a que algunos de aquellos países no se hayan limitado a ratificar o suscribir el 
Convenio sino que expresamente lo intnxlujeron en su Derecho nacional sustituyendo 
es|H-cíficamente la correlativa legislación propia, ello no resulta trascendente para España 
a los efectos de la verdadera vigencia tiel Convenio en nuestro país, pues aquel as|K‘Cto 
de denigación expresa necesario legalmente en otros países, resultaría en el nuestro



rcdundanlc a la vista dcl artículo 1.5 Jcl CcSdigo Civil y artículos 9 6 .1 de la Constitucí<Sn, 
que viene a excluir la expresa denigación desde el tnomento en que aquella legislación 
pasa a fonnar parte del Ordenamiento interno, una vez ratificado y  publicado el Convenio, 
integnindose plenanienle en nuestro Ordeanniento con aplicación, por tanto, upr ¡chis-, 
todo ello de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 93 a 9b de la Constitución, artículo
1. n" 5 dcl Código Civil y artículo 5, n" I de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

3) La desestimación del primer motivo del recurso supone e implica la del 
segundo que. al a:nparo del n” S del artículo 1692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
fundamenta la entidad recurrente en pretendida infracción del artículo 32.1 dcl Estatuto 
de los Trabajadores de 10 de marzo de 1980, en relación con li« artículos S80.6 del 
Código de Comercio y 31.2 de la Ley de Hi[H)tcica Naval, puesto que la parte recurrente 
al plantearlo hace supuesto de la cuestión, lo que no es procedente en casación según tiene 
declanido y reiterado esta Sala en Sentencias, entre otnis. de 22 de febrero y 15 de 
noviembre de 1985. 24 de enero y 6 de junio de |986y l5dejunioy lOdejuliode 1987. 
Al recon<Kerse y declararse la prevalencia del Convenic» de Bruselas de 10 de abnl de 
1926, suscrito y ratificado jK>r Espaiut el 2 de junio de 1930 y publicado en la Gacela de 
Madrid de 31 de julio del mismo año. sobre la legislación y precepKfs que en este segundo 
motivo se invi>can, estos lian de ceder a la preferente aplicación de las reglas y normas del 
Convenio, no siendo en consecuencia viable la infracción que en este segundo nMitivo se 
denuncia, haciendo supuesto de la cuestión.

4) Li desestimación de los motivos supone la dcl recurso, con imposición de la 
costas a la |wrte recurrente y pérdida dcl dep«)siH) constituido según previene el artículo 
1715. in fine de la L:y de Enjuiciamiento Civil.

Este criterio ha .sido tamhi¿n mantenidu con piisterioridaü por la Sentencia Je! Tribunal 

Supremt) de 18 de junio de 1 9 9 0 según la cual, las normas del Convenio de Bi^selas se aplican 

siempre que el buque en cuestión pertenezca a uno de los Estados signatarios del mismo. Por lo 

tanto, el Tribunal aplicará las normas de! Convenio cualquiera que sea el Estado al qu-i ,wrtenezca 

el titular del crédito contra el buque.

(341) Scnlcncú dcl Tnhunal S<iprcmo. de 18 de juniü de 1990, tA n n u d i núm. 4791 >. i:iml>ién puede verse cti 
A k k o v o , IfiNAClo 'Jurisprudencia Marílirru Obm citada; p ip  387 y vs.



2. EL CONVENIO DE BRUSELAS DE 1926.

A tu vista dtf lo expuesto en el upurtudo anterior, la normativa vigente en España sobre la

clasitlcacikln de los créditos privilegiados en derecho marítimo es la determinada por el Convenio 

de Bruselas de 1926, que ha sustituido a las disposiciones existentes en esta materia hasta la techa 

de su ratificación y publicación (arts. 580 y 581 del CiVligo de Comercio y arts. 3 1 a 36 de la Ley 

de Hipoteca Naval de 2! de agost«> de 1893).

2.1. Los crOdilos privilc}>iud<is.

En consecuencia, según lo dispuesto en el artículo 2 del citado Ctmvenit) de 1926. tienen 

el cariicter de privilegiados sobre el buque, sobre el flete del viaje durante el cual ha nacido el 

crédito privilegiado y sobre los accesorios del buque y del tlete adquiridos después de c»tmen/ado 

el viaje:

Artículo 2.- Tienen el canictcr de privilcyiiidns sol>rc el buque, sobre el flete del 
viaje duntnic el ciihI lia nacido el crédilo privile îadi> y si)l)rv los iiccesorios del buque y 
del flete adquiridos después de comenzado el viaje;

1" L is costas judiciales debiiLis al Estado y los gastos (K'asjoiiados eti interés 
Ciiinún de los acreedores pani la cotiser\'iición del buque o para consc ’̂uir su venta y la 
distribución del precio; los derechos de limeinje, de faro o ile puerto y de los demás 
derechos e impuestos públicos de la misma clase: los gastos de pilotaje, los gastos ile 
custiHlin y conservación desde la cntnula del liuqiie en el liltiino puerto.

J.M. RUIZ SOROA''**’ distingue en e.ste apartado una doble cla.se de créditos: unos, 

dirigidos a la conservación del buque durante el proceso de ejecución. Otros, en lo.s que se 

manifiesta un exclusivo interés en favorecer a ciertas administraciones públicas, así como evitar 

que el buque sea detenido en los puertos conn» garantía del pago de tasas portuarias.

Artículii 2.> Tienen el canicter de privilegiados sobre el buque, sobre el flete del 
viaje dumnie el cual li» nacido el crédilo privilegiailo y sobre los accesorios del buque y 
del flete adquiridos después de coinenzjuki el viaje;

2" Los créditos resultHnte.s del contrato de ser\ icios del CajiiUin, de la Iripiilación

1342» Ri.'iz J.M .; 'Mamial de Dcivchti Maríliini»...". («Ina citadi cu l.i NPP n" 338. p<S|:. 384»; p;íj: 66



y de otris pcnoiuis al servicio de a t)ordo.

Es impurtantc resaltar que lus créditos laborales aquí garantizados tienen una proteccidn 

muy superior a la establecida por la normativa específica para el resto de los créditos de los 

trabajadores (art. 32 ET),

Li*s créditos del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores se refieren exclusivamente 

a salarios y no a todas las Indemni/^ciones'^’’, distinguiendo tres tipos de proteccitln; la del 

apartado ! (créditos superprivilegiados de los últimos 30 días), la del apartado 2 (objetos 

eIaborad»)S) y la c«»ntemplada en el apartado 3 que incluye los restantes créditos salariales, per*» 

con la reser\’a hipotecaria allí contenida. En defmitiva, los créditos salariales protegidos pi>r el 

artículo 32 del IZstatulo de los Trabajadores deberán posponerse en gran medida a los posibles 

créditos garantizados con derechos reales.

Sin embargo, la protección otorgada por el Convenio de Bruselas de 1926 a estos céditos 

es mucho más amplia, pues s(ílo cederán su preferencia ante los créditos garantizados, pi>r el 

último viaje, en el apart::do I del artículo 2. Además, como he dicho anteriormente, ios créditos 

'‘laborales'' (no síMo salariales) aquí protegidos incluyen todas las Índemnizacii>nes. 

Consecuentemente, serán preferentes, sin limitación alguna, incluso a los posibles créditos 

hipotecarios inscritos con anterioridad (Sentencia T.S. de 22 de may«) de 1989).

Asimismo, hay que significar que los créditos laborales resultantes de un contrato único 

de enrolamiento para diversos viajes concurren todos en el mismo grado con los créditos del 

último viaje. Cuestión que tiene especial importancia, pues, según dispone el artículo 6 del

Convenio: "Los créditos privilegiados del último viaje sor¡ preferentes a los de los viajes

anteriores

Artículo 2.- Tienen el carácter de privilegiados sobre el buque, Mibre el flete del 
viaje durante el cual lia nacido el crédito privilegiado y st̂ bre k>s accesorios del buque y 
del flete adquiridos después de conicnzado el viaje:

3“ ü«s renuineraciones debidas |H>r s.Hlvamento y asistencia y la pane 
c«irre.spondiente al buque en las averías gruesas.

4° Las indemnizaciones p«̂ r at>ordaje u otros accidentes de navegación, así cttmo 
p<ir los dañt>s causados en las obras de los puertos, docks y vías navegables; las 
indemnizaciones por lesiones corporales n los pasajert ŝ y a las tripulaciones; las 
indenuiizaciones por pérdidas o averí:Ls de la carga o de los equipajes.

(.UJ) Ver el apartado J. del capRulo 2". de csla !«]:unda p.irlc. Pip. 222



5” Los ensillos pr(Kcdenl«.s de coivtnilus cclebnidiis u de o|Kn«ci<>ncs cfcctuad;is 
]Hir el C:i|>it;(n, fiicni del piiertu de tn:itrícul:i. en virtud de sus ¡loderes le{>alcs. para las 
iicccsidiidcs reales de la ctinservación dul l><ii(ue o para la CDntiniUK'ión del viaje, sin 
di.slingiiir si el Ct.|>i(:Sn es o no al misino liein|H) propietario del t)tu|ue y si el crédito es 
siiyi> o de los proveedores, reparadores, prestanústiis ii otros coninitantes.

Según cx¡x)ne J.M. RUIZ SOROa' ^ ’ en la obra citada, este privilegio del apartado 5" 

carece actualmente de sentido mantenerlo.

Lius hipotecas, mortgages y prendas sohre buques, previstas en el artfcuK» primen) 

(constituidas regularmente según las leyes del listado contratante a que el buque pertenece e 

inscritas en un registro público), ocupan el lugar inmediato después de los créditos privilegiados 

enumerados en el citado artículo 2 (Artículo 3, párrafo primero).

El párrafo segundo del artículo 3 atribuye a las leyes naci»inales la posibilidad de conceder 

el carácter de privilegiados a otros créditos que no sean los previstt)s en el artículo 2. pero éstos 

siempre se colticarán trxs los privilegiados de dicho artículo 2 y tras las hipotecas, mortgages y 

prendas sobre buques. En mi opinitSn, una vez reconocida la aplicacit^n prioritaria del Conveni»> 

de Bruselas de 1926, los créditos privilegiad»w por el C*'ídigt) de C«>mercio y por la Ley de 

hipoteca Naval tienen la ct»nsideracii1n de créditos marítimos privilegiadt)s (por aplicacit^n de lo 

dispuesto en el citado párrafo segund»» del artículo 3 del Convenio de 1926). per») el privilegio 

otorgado por dichas normas deberá, en todo caso, respetar lo establecido en los artículos 2 y 3 del 

Convenio de 1926.

En detlnitiva, .serán considerados créditos marítimos privilegiados tanto los establecidos 

por los citados artículos del Convenio de Bnj.sehis de 1926, como los regulados por los artículos 

580 y 581 del Ct^digo de Comercio y por los artículos 31 a 36 de la Ley de Hipoteca Naval. 

Ahora bien, el orden de prelaciiín de los privilegios marítimos viene determinado inexcusablemente 

por lo dispuesto en el Convenio de 1926 y, .sólo con po.sterioridad a estos créditos, puede hablarse 

de los privilegios de la normativa nacional. En este sentido, los créditos a favor del Estado no 

incluidos en el artícuh) 2 del Convenio de 1926, <leberán posponerse a todos los protegidos en 

dicho Convenio, a pe.sar de que la ' iy de Hipoteca Naval K)s anteponía a la propia Hipt)teca.

Para finalizar con el análisis de e.ste apartad«> es interesante recordar que en el Protocolo 

de Firma del Convenio se incluye la posibilidad de que la legislacitín de cada E.stado lome

(.U4| Rrt/. SoHoA. J.M .; 'Mami.it de Dcieclio M ariliimi...", (ot>ni citad.1 en la NPP n" 3.18, p.<|:. 3W l; páj: 68.



I.- Se cnliende que la Ic í̂slacit^n de cad» Estado qued;i en liltertad:
I” De estjil>]ecer entre los créditos incluidos en et número I'* del artículo 2" un 

urden delenninadu, inspirado en la defensa de los intereses del Te^oro.
2“ De conceder a las Adtninislniciones de los puertos. d(K‘ks. faros y vías 

navegables que han hecho extraer li>s restos de un naufragio u otr»>s olijeto!. que dificultan 
la navegación, o que son acreedores |K>r derechits de puerto o por los daños caus;idos por 
la falla de un buque, el derecho, en caso de falus de pago, de retener el buque, los restos 
de! naufragio u utr«>s objetits, de venderlos y de indemnizarse por el precii> de la venta, 
con |)referencta a oíros acreedores; y

B** De regular el orden de los acreedores por daños causados a las obras de los 
puertos, de maneni distinta a la consignada en el artículo 5" y en el artículo O'’.

En dicho Protocolo de Firma, quedan a salvo las disposiciones de las leyes nacionales de 

los Estados contratantes que otorguen un privilegio a los estahiecimientos ptíhlicos de seguro, 

respecto de los créditos que resulten del según) del pers«mai de los buques.

A mi juicio, las situaciones de necesidad garantizadas p«)r el Sistema Público de Seguridad 

Sitcial. así como las debatidas ditlcultades que atraviesa la Hnanciac¡(^n de dicho Sistema, hacen 

aconsejable que el crédito de ta Seguridad Social sea p«)tencÍado por nuestra legislacii^n, 

aprovechando con ello la posibilidad establecida por el descrito Protocolo de Firma del Convenio 

de Bruselas de 1926. Resulta sorprendente que la normativa de Seguridad St>cial no .se haya 

preocupado de garantizar su crédito en el campt) del derecho marítimo (a pesar de lo dispuesto en 

el Protocolo de Firma del Convenio de 1926): considero que el artículo 22 de la nueva Ley 

General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994 debería haber hecho alguna reterencia a 

la preferencia del crédito de la Seguridad Social en el derecho marítimo, lis más que probable que 

la especificidad de los privilegios en el derecho marítimo haya supuesto que el legislador, al 

regular la preferencia del crédito de la Seguridad Social, .se olvidara de contemplar su incidencia 

en el campo del derecho marítimo. No obstante, siempre estamos a tiempo de fortalecer la 

posicliln del Sistema de la Seguridad Social dentro de este ámbito, especialmente si consideramos 

lo regulado por el artículo 4 del Convenio Internacional sobre los privilegios marítimos y la 

Hipoteca Naval de 1993.

2.2. Gruduuciiin dv la prercrcnciu.

Como he expuesto, los artículos 2 y 3 del Convenio de 1926 regulan li»s distintos créditos



marítimos privilegiados; pero la graduación de estos privilegios queda establecida por los artículos 

5 y 6:

Artículo 5.* Lkis crcdilos reícrcntcs a un inísinu vinje licncn el cardclcr de 
privilegiados en el inisiiu) iirdeii con que fíi’Uran en el artículo 2'*. Los créditos incluidos 
en cada luiu de los nilineros concurren con igual derecho y a prorrata en caso de 
insuñciencia del precio.

Los créditos incluidos en los nútiieros 3 y 5 en cad.1 una de estas categorías, se 
pagan preferentemente en el orden inverst) de la fecha en que se han orígiiuido.

Los créditos referenles a un núsnio suceso se reputan de la uitsnta fecha.
Artículo 6.* Los créditos privilegiados del últiino viaje son preferidos a los <lc 

los viajes anicríi>res.
Sin embargo, los créditos resultantes de un contnito único de enrolainieiilo para 

diversos viajes concurren todos en el mismo grado con los créditos del último viaje.

Es decir, el Convenio de 1926 distingue la regulación de los cr«íditos privilegiados 

(artículos 2 y 3) de la graduaciiln que debe presidir dichos privilegios (artículos 3 y 6).



3. EL CONVENIO DE PRIVILEGIOS E HIPOTECAS MARÍTIMAS (Ginebra, 19 de

Abril - 7 dt‘ Mayo de 1993).

La Asamblea General de la Naciones Unidas (NU), mediante la Resolución 46/213 del 20 

de diciembre de 1991, decidió la convocatoria de una Conferencia de Plenipotenciarios de 

NU/OMI, cuyo objetivo sería examinar una propuesta de convenio e incorp<irar los resultados de 

su labor en un Convenio sobre privilegios e hipotecas marítimas. El 6 de mayo de 1993. la 

Conferencia, aprobó el texto del Convenio, que estuvo abierto a la firma en la sede de la Naciones 

Unidas desde el I de septiembre de 1993 hasta el 31 de agosto de 1994, inclusive. Este Convenio 

entrará en vigor en los Estados, seis meses después de la fecha en que dichos Estados hayan 

manifestado su consentimiento en obligarse por ¿I.

Consecuentemente, las disposiciones de e.ste Convenio no son aplicables en la actualidad 

a nuestro ordenamiento jurídico; sin embargo, creo que es necesarit» dedicar un apartado del 

presente capítulo a su análisis, debido a las importantes novedades que podría introducir en el 

campo de los privilegios marítimos, especialmente en lo referente al crédito de la Seguridad 

Social.

3.1. Los privilc}>ios mun'timos.

PRIMERO.- De conformidad con lo dispue.sto en el artículo 4, los siguiente.s créditos 

contra el propietario, el arrendatario a casco desnudo, el gestor o el naviero del buque estarán 

garantizados con un privilegio marítimo sobre el buque:

u) Los créditos por ios sueldos y otras cantid-ides debidos al capitán, los oficiales 
y deiná-s tnietnliros de la dotnciiSn del buque en virtud de su enrolamiento a N>rdo del 
Iniquc, incluidos los gastos de repalríaci<Sn y las cuotas de la seguridad ¿̂ociul pajradcnis 
en su nombre.

Es necesario resaltar que, tanto en la normativa nacional como internacional, es la primera 

vez que aparece reconocido como un crédito marítimo privilegiado el crédito por cuotas de la 

Seguridad Social. Ahora bien, la redacción del artículo puede plantear en el futuro una nueva 

discusión sobre la naturaleza jurídica de la cuota de la Seguridad Social; Hay dos tesis



contrupucstus; !.• lu mantenida por los que sostienen que la cuota es única, u pesar ile que este 

distribuida a los electos de su ingreso en cuota »>hrera y cuota empresarial, y 2.- la de aquell»>s 

que consideran que se trata de dos cuotiLS distintas.

En realidad, la totalidad de la cui>ta de Seguridad Social relativa a un trabajador es 

pagadera en su nombre, con independencia de que una parte le correspi>nda abonar al empresario 

(cuota empresarial) y olra al propio trabajador (cuota obrera). La cuota que va a generar el 

derechit a las prestaciones es única y. consecuentemente, toda ella es pagadera en nombre de) 

trabajador, l-n su momento, la base reguladora de la correspondiente prestacitin e.stará determinada 

por las bases de cotizaciiin del trabajador; sin embargo, la cuota no es mis que un porcentaje que 

,se aplica a la base de cotización y que. en nuestro país, se encuentra di.stribuida. básicamente, en 

cuota obrera y cm>ta patn>nal. Pero, insisto, la cuota pagadera en nombre del trabajador (la que 

dará lugar a las prestaciones) es única'

Asimismo, es importantísimo de.stacar que la regulación de este Convenio antepi>ne. por 

primera vez en la hi.storia de nuestro derecho, el criídito de la Seguridad Social (por la cuotas de 

los trabajadores pagaderas en su nombre) a los créditos hipotecarios.

b) Los c rcd ilo s  |x ir caus» d e  Miiierlü o  lesiones cnr|H )niles solirevciiiilas en líe rn t
(I en el en re lac ión  d irec ta  con  la ex|ilotacii')ii d e l litiqiie.

c) Los créditos |)«>r la recompensa pa ĵadeni |Hir el salvamento del luiqne.
d) Los créditos (xir derechos de puerlo, de canal de Diras vías navegable y 

pniclica|e.
i') L«»s credit)»s nacidos de culpa extRicontracliial |i»»r razón de la |>erdida •> el 

d;«ño material causjtdo |>or la explotación del Inique dislinlos de la |>érdi(la o el dañu 
(K'asionados al cargamento, los contenedores y los efectos del pasaje tn<ns|Hirlados a Umlo 
del buque.

2. Ningún privilegio marílinu> gravaní im buque en garantía de los créditos a que 
se refieren los aprlados h) y e) del |«írn<f«» I que n;«can o resulten:

a) De daños relacionados con el tnuisjxirte niartlinio de hidriKarhnros u oir»s 
sustancias nocivas o [wligrosas, |H>r los que sea pagadeni tnia indemniziición a los 
acreedores con arreglo a los convenios inlemacitinalcN <i las leyes nacionales que 
establezcan un régimen de re.s|Mnisal>ilidad objetiva y un seguro <ibligatoriou otros inedii>s 
de garantía de los créditos.

h) De las propiedades nidiaclivas o de sti combinación con las propie<!ades 
tóxicas, explosivas u oirás propiedades |KÜgrosas del cominislihie micleitr o de los 
priHlnctos o desechos nidiaclivos.

(345) Sobre l.i naliir:ile/.i jun'ilic.i de la cuiMa ver cnlre a Aiawnsa Pamok. Josi- ManuiíI.; “Dcrccit» de l.i., 
(ot)ra cíMda en Li NPP n“ 9, p.-í|;. 25); p á p . 285 - 286.



SEGUNDO.- Las hipotccaü y mortgages, y los gravámenes reales inscribibles del mismo 

gínero que en los sucesivo se denominarán “gravámenes", constituidos sobre buques de 

navegación marítima serán reconocidos y ejecutables en los Estados Partes, a condiciíSn de que 

hayan sido constituidos e inscritos en un registro, que puedan ser libremente consultados por el 

público y que, en dicho registro o en alguno de los documentos se especifique, por lo menos, el 

nombre y la dirección de la persima a favor de la cual se haya constituido el gravamen (artfculo

I).

Hay que observar que la redacción habla de "lUptuecas. Mongages y h s  uravámenes 

reales inscribibles üel mismo género". cuestión que puede permitir incluir en este artfculo las 

anotaciones preventivas de embargo que garanticen cualquier crédito relacionado con la actividad 

del buque, y no stllo los créditos marítimos enumerados por el artfculo 1 del Convenio 

Internacional para la unificación de ciertas reglas relativas el embargo preventiv»» de buques de 

navegación marítima, de 10 de mayor de 1952'^" (a diferencia de lo dispuesto en el artículo 3 del 

Convenio de Bruselas de 1926, que hacía referencia a las Hipirtecas. Mortgages y Prendas sobre 

buques).

TnRCERO.-Todt) Estado Parte podrá conceder, en virtud de su legislación, otros 

privilegios marítimos sobre un buque para garantizar créditos, distintos de los mencionados en el 

artículo 4, contra el propietario, el arrendaiari»> a casc<i desnudo, el gestor o el naviero del buque, 

a condición de que esos privilegit)s. entre »)tras cosas, se pospongan a los privilegios marítimos 

enumerad(fs en el artículo 4. así como a las hipotecas, mortgages o gravámenes inscritos que se 

ajustan a lo prevenido en el artículo I .

3.2. l-a prclución de I»s privilcjiios mantinKW,

El orden de prelación que establece e.ste Convenio es el siguiente;

I L o s  privilegios marítimos que garanticen créditos por la rea>mpensa pagadera p»ir el 

salvamento del buque tendrán preferencia s<ibrc todos los demis privilegios marítimos. Éstos 

tendrán prelación entre sí por el orden inverso al de la fecha de nacimiento de los créditos

(.VÍ6) EMC Convenio puede verse en:
At^KlilJo >• UíLHAJASi, Jl'AN L n s ; "OVIipo de h s  Leyes inariliirm '. (obra ciUiJj en b  NPP n" 335. 

383); pijis. 1722 y ss.



garantizados.

2.- Lus privilegios marítimos enumerados en el artfculo 4 tendrán prelerencia sobre las 

hipotecas, mortguges y gravámenes inscritos y ningún otro crédito tendrá preferencia sobre tales 

privilegios marítimos. Dentro de los del artfculo 4, los contempladiis en los apartados a), b). d) 

y e) del párralb I concurrirán entre ellos a prorrata (los del apartado c) son los créditos por la 

recompen.sa pagadera por el salvamento del buque).

3.- Las hipotecas. nn)rtgages y gravámenes in.scritos tendrán preferencia sobre lodos los 

re.stantes créditos que no estén incluidos en el artículo 4.

4.- 'H kIo  Estado Parte podrá establecer en su legislacii^n que . en cast> de venta forz»)sa 

de un buque varado o hundido, tras su remociiln por una autoridad pública en interés de la 

seguridad de la navegaciiín o de la proteccii'fn del medio ambiente marino, los ga.stos de esa 

remociiin se pagarán con el producto de la venta antes que lodos los demis créditos que estén 

garantizados con un privilegii> marítimo sobre el buque.

CuestiCin que, en su ca.so, convertiría a este crédito en el mejor garantizado.

5.- Si en el momento de la venta for/o.sa el buque .se hulla en posesitln de un constructor 

o de un reparador de buques que, con arreglo a la legislacii'in del Estado Parte en que .se realiza 

la venta, goza de un derecho de retenciiln. el con.structor o reparador de buque.s deberá entregar 

al comprador la posesiiln del buque, pero ptnirá obtener el pago de su crédito con el producto de 

la venta una vez .satisfechos U\s créditos de los titulares de los privilegios marítimos mencionados 

en el artículo 4.



4. EL EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES*^'.

4 .L  Cun-sidiTuciones previas.

La singular cunsideraci<1n sobre la naturaleza de los buques (según la cual a los efectos de 

li> dispuesto en la Ley de Hipoteca Naval, de 21 de agosto de 1893, los buques mercantes se 

considerarán como bienes inmuebles: mientras que, según establece el artfculo S8S del CtVJigo de 

Comercio, "para todos los efectos del Derecho sobre los que no se hiciese modificación o 

restricción por los preceptos de este Código seguirán los buques su consideración de bienes 

muebles"') hace necesario efectuar algunas matizaciones previas para alcanzar una mayor 

comprensit'^n de la problemática que pretendo plantear en torno al embargo preventivo de los 

mismos.

J.M. RUiz SOROA, en la obra citada’''"', distingue acertadamente entre el embargo 

ejecutivo y el embargo preventivo de buques, realizando una interesante argumentación sobre las 

notorias imperfecciones que presenta el Cimvenio Internacional sttbre Embargo Preventiv») de 

Buques de Navegación Marítima, de 10 de mayo de I9S2.

Sin embargo, considero que en relación con el embargo de buques hay que hacer una 

tercera distinción, además de las planteadas pt>r J.M. RuiZ Soroa. Debiendo distinguirse entre;

1.- Embargo eiecutivo.- Embargo al que se refiere, entre otros supuestos, la Ley de

Hipoteca Naval en los artículos 42 y 43. La tlnalidad del mismo, evidentemente, es prtKcder a 

la venta judicial del buque.

2.- Embargo preventivo de carácter cautelar v uue lleva anareiada la inmovilización del 

buque.- Es el embargo previsto por el Convenio Internacional de 10 de mayo de 1952. regulado 

en el apartado 2 del artfculo I.

3.- Ant)tacíón preventiva de embargo, inscrita en el correstHwdiente regi.stro.- Nada impide 

que de conformidad con la normativa general (en e.special, con lo  dispuesto en los arts. 1397 y

Misniri-y Bilvavilsti-:. Josi- Ra .m6 n ; *Lj  tccaudación cjcculi%-a de b  Sc{>uriibd Socul en el dcl Racimen 
Especial de los Trabajadnn» dcl M ar'; Tribuna & vial. editarial CISS. n ‘’49, encn> 1995. p ip ,  SI - W

(34UI R n z  SOKOA. J.M .: ‘ Manual de Dcrech<i Maritiiiki . (ohra citada en b NPP n” 338. pá{. 384». pií» 77 v 
ss.
(EMa obra resulla. en mi opinión, de obligada lectura pata cuakjuier pcrvma que quiera pn>funduar en esta 
nuleria).



ss. de la Ley de Enjuiciamiento Civil) se etectüe el embargo preventivo del cualquier bien del 

deudor (incluidos los buques). No existiendo, como dice RUIZ SOKOA, restricción alguna por el 

tipo de crédito (sea o no "marítimo", sea o no "privUea'utdo") y. en cambio, sí existe una muy 

impimante por la personalidad del propietario: st'̂ lo pueden embargarse los bienes del deudor.

En este caso, la anotaciíSn preventiva de embargo también tiene carácter cautelar, pero no 

lleva necesariamente aparejada la inmovilizaciiln del buque.

Esta triple distincii^n del embargo sobre l«)s buques nos lleva a comprender la posibilidad 

existente en nuestro derecho de que un acreedor no privilegiado (según el derecho njarílimo) y que 

no tiene la titularidad de un cr«íditi> marítimo, pueda efectuar una anotación preventiva de embargo 

sobre un buque.

Con esto quiero defender que el crédito de la Seguridad Social, al que 

incomprensiblemente no se le ha otorgado ningún privilegio en este campo (a excepción de lo 

dispuesto en el Ci)nvenio de 1993. que tiuJavía no es de aplicación en nue.stra legislación), puede 

originar una anotación preventiva de embargo sobre un buque, según mandamiento dictado por 

el Recaudador Ejecutivo de la Seguridad Social'-'"'.

No obstante, el grado de prelación de la anotación preventiva de embargo que garantice 

el crédito de la Seguridad Social con respecto a los créditos hipotecarios inscritos con posterioridad 

a dicha anotación, puede resultar controvertid»», como mis adelante expondré, debido a la 

redacción del artículo 3 del Convenio de Bruselits de 1926 en relación con el artículo 32.4 de la 

Ley HiptUecaria Naval.

Para fmalizar estas consideraciones previas, voy a exponer esquemáticamente la normativa 

aplicable a kis distintas situaciv>ncs que pueden plantearse en relación con el embargo preventivo 

de los buques:

A.- Convenio Internacional para la unificación de ciertas reglas relativas al embargo

preventivo de buques de navegación marítima, de 10 de mayo de 1952.

Re.sultará de aplicación en los siguientes ca.si>s:

(34<í> Los numhmicnlos expedido» por los Rcc.iudndorcs Ejcculivos de la Sc^ríilad &KÍal liciicn la inisiiu vitlualidad 
que lo* ctiuandos de la Autoridad Judicial (Ail. 123.1 dcl Real Decrclo 1.517/1991. de 11 de oclubre. por el 
que se apntcha el Re);laincnto General de Recaudacii^n de los Recursos del SiMcim de la Sejnirídad Social).



I E mb a r g o  de buques extranjeros en España (tanto de buques que naveguen bajo pabellón 

de un Estado contratante, como los que enarbolen pabellón de un Estado no contratante).

2.- Embargo de buques españoles que naveguen en otro Estado c»mtratante.

B.- Normativa nacional sobre el embargo.

1 Será de aplicación a los buques españoles que resulten embargados dentro del territori*» 

español; "Ninffuna disposición del presante Convenio modificará o afectará ia Ley interna de ios 

Estados contratantes en lo qfie concierne al embargo de un buque dentro de la jurisdicción de! 

Estado cuyo pabellón enarhola, por una persona que ten¡;a su residencia habitual o .su principal 

establecimiento en dicho Estado" (Artículo 8.4 del Convenio de 1952).

4.2. El cmbur)>u preventivo de buques en el convenio de 10 de Mayo de 1952.

Como anterii>rmente he dicho, e.ste Convenio, en lo que a nue,stro derecho se refiere, es 

de aplicación a los embargos de buques extranjeros en España y a los embargos de buques 

españoles que naveguen en otro Estado contratante. El Convenio sólo se aplicará a los buques de 

navegación marítima, dejando fuera a los buques lluviales o lacustres, así como los pecios o restos 

que sean trasladados como chatarra sin carácter de buque registralmente ¡dentiticado'-'"; 

igualmente parecen excluidos los remolcadtires y gabarras.

El Convenio de 19S2 limita la posibilidad del embargo a la existencia de un crédito 

marítimo de !os enumerados en su apartad»» I) del artículo 1. entre h>s que no se encuentra el 

crédito por cuotiis de la Seguridad Social. En esta relación de créditos marítimos se encuentra una 

de las notorias imperfecciones que de.staca Ruiz Soroa, pues esta li.sta de créditos marítimos que 

dan lugar al embargo no coincide con la lista de privilegios marítimos e.stablecida por el Convenio 

de 1926. Situación que se agrava si analizamos los créditos de los trabajadores, ya que estos 

tendrán preferencia sin limitaciones, debido a que el Convenio de 1926 atribuye dicha preferencia 

a los créditos laborales (incluidas todas las indemnizaciones), mientras que la posibilidad de 

embargo regulada por el Convenio de !952 se limita a los créditos salariales, que, evidentemente, 

no debería incluir a las indemnizaciones: cuestión que nos lleva al absurdo de que pueda existir

050) R riz  SoKoA, J.M .; "Manual de Dcrcchii Mariliiiw...". <«»bni ciunla en h  NPP n" 338. r i í  384i, páp 70



un criídito que gi)ce de preferencia, sin posibilidad de garantizar su cr<íditi> mediante el embargi) 

del buque, y, por el contrario, exista otro crédito que debe posponerse ai primero y que.sí tenga 

la posibilidad de embargar al buque.

Otra de las dificultades que plantea el Convenio de 1952 es la de atribuir a un crtídito no 

privilegiado una de las características esenciales de U>s privilegiados: la reipersecutoriedad 

(posibilidad de persecucitín del bien con independencia de quién sea su poseedor).

El embargo al que .se refiere el Convenio de 1952 tiene exclusivamente finalidad de 

garantía: “Embarco .stf{nijica la inmovilización de un huq/u- con la autorización J f  la AuutriJaü 

Judicial competfnw para iiaramía de un crédito marítimo, pero no comprende el embarco de un 

buque para la ejecución de un título" (-dn. I, apartado 2)).

El Convenio de 10 de mayo de 1952. al igual que ha podido suceder durante un tiempo 

con el Convenio de Bruselas de 1926, planted algunas dudas en cuanto a su grado de aplicacit^n. 

K) que dio lugar a la publicación de la Ley 2/1967, de 8 de abril, sobre el embargo preventivo de 

buques extranjeros por créditos marítimos. La necesidad de esta Ley ha sido discutida por la 

d o c t r i n a '"en el fondo, la Ley de ¡967. además de ineficaz, era innecesaria en xu totalidad, 

y constituye un ejemplo de las ideas más restrictivas y chauvinistas que han existido en torno a 

la relación entre Derecho interno y Qmvenios Internacionales: su redactores creían que el 

Convenio de ¡952 no era Derecho aplicable directamente".

Actualmente, la aplicacii^n del Convenio de 1952 n») debe .ser objeto de ninguna discusik^n, 

pudiendo reproducirse los argumentos expuestos por la citada Sentencia del Tribunal Supremo de 

22 de may(í de 1989: "Tal es. en realidad, el fundamento justificador y básico del Capítido 

Tercero del Título Ul de la vif>ente Constitución Española (art. 93 a 96, ambos inclusive) que. 

dando reconocimiento a los Tratados y Convenios Internacionales, ¡os incorpora al Ordenamiento 

interno una vez que, válidamente celebrados, hayan sido publicados íniefframente en el «Boletín 

Oficial del Estado- (art. 96. ¡ de la Con.Mitución y ¡.5 del Có{I¡f>o Civil)".

Con la intenci<5n de no .separarme en exceso del objetivo de mi trabajo, voy a realizar 1:ls 

siguientes cimclusiones en relaciiín al citado Convenio de 1952:

I.- El embarg») de buques en él regulado se limita a los buques de navegacii^n marítima. 

Retlriéndose, en lo que a nuestro derecho corresponde, a los buques extranjeros en España o a los

(í.*!!) C a m u o  G A kriA  ; "El cinbarpo preventivo de buques"; Bol. A.E.D.M.. ii“ 3. 1984; 133.
R f l /  S«jKo a , J.M.; 'Manual de Dcrcclw M.inliiwi...". íobni cilaila en Li NPP n" 338. 384); piij;. 80.



buques españoles que naveguen en Tcrriinrio de otro instado contraíante.

2.- El embargo únicamente podrá efectuarse cuandt) el acreedor alegue algún crédito 

marítimo de los enumerados en el artículo l . l .  del Convenio de 19S2.

3.* Al no estar incluido en dicha lista, el crédito de la Seguridad Social no podrá dar lugar 

al embargo regulado en el Convenio de I9S2.

4.- Sin embargo, nada impide que el crédito de la Seguridad Social sea preventivamente 

anotado en el correspondiente Registro Mercantil cuando el buque se encuentre navegando en el 

extranjero; cuestión que, como exp>>ndré a continuación, fortalecerá notablemente la posición de 

dicho crédito de la Seguridad Social (mati/ación. que, lógicamente, también puede hacerse 

extensiva a cualquier otro crédito que no esté incluido en la lista de créditos marítimos del 

Convenio de 1952).

En detmitiva. el crédito de la Seguridad Si»cial no podrá generar el embargo previsto en 

el Convenio de 1952, pero sí p«>drá dar lugar a la op<trtuna anotación preventiva de embargo en 

el Registro Mercantil.

4.3. unotucióit prevvntivu de emhar^o de buques.

Ha quedado expuesto que el Convenio de 1952 limita la posibilidad de efectuar el embargo 

preventivo de buques de navegación marítima a la existencia de un crédiM marítimo de ii»s 

enumerados en el apañado I) del artículo I. I’ero, nada impide que de conformidad con la 

legislación nacional se pueda efectuar la correspondiente anotación preventiva de embargo en el 

Registro Mercantil, siendo de aplicación lo di.spuesto en los artícult>s !397 a 1418 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil y en el artículo i 17 de la Ley de HipiUeca Mobiliaria y Prenda sin 

despia/amiento. Asimismo, por lo que respecta al crédito de la Seguridad Social, el artículo 136.4 

de la Orden de 8 de abril de 1992. que desarrolla el Real Decreto 1.517/1991. de 11 de octubre, 

dice 1(* siguiente; "Cuu/uío xc Jccrcie el embargo Je una emharcadón. xc manJarú praaicar. 

medíanle la oportuna provutencia. la anotación del mismo tanto en el ftegistro de Matrícula de 

Buques de la provincia marítima en t¡ue aquélla/¡ifura matricttlada como en el ¡Jhro de Buques 

del Refiistro Mercantil".

Consecuentemente, los creditt>s no incluidos en el apartado 1) del artículo I del 0>nvenio 

de 1952 podrán originar la oportuna anotación preventiva de embargo en el Registro Mercantil, 

tanto en el supuesto de que el buque e.spam>l se encuentra navegando dentro de nuestro territorio



conu) en el supuesto de que el buque este faenando fuera de la jurisdicción españDÍa. Denini del 

territorio español no existird ningún problema, por aplicaciiln de lo dispuesto en el artículo 8.4- 

del Convenio de 1952: pero, en el caso de que un buque español se encuentra en el extranjero, 

tampoco deber;! existir ningún inconveniente para practicar lu anotacit'^n preventiva de embargo, 

pues dicha anotacii^n no implica lu paralizaciiln inmediata del buque, según la triple distincit^n que 

he realizado en las consideraciones previas de este apartado A.

El problema se origina al determinar el privilegio que le corresp*»nde a la anotaci*1n 

preventiva de embargo sobre un buque. ¿Qué orden de prelacii^n le corresponde a un crédito que 

no esté incluido en el artículo 2 del Convenit> de Bruselas’de 1926, y que se encuentra garantizado 

mediante la correspondiente anotacitin preventiva de embargo? Según el artículo 3 del Convenio 

de 1926: "Las Lt’yes nudonaU's pueden comrder vi ainU'ít’r Je privileaiudos a oirox ert'tiiios que 

no sean los previstos en el ariíailo primero (hipofecas. monnaaes y premias sobre buques!, pero 

sin moili/icur el lunar serhiUulo a los in^üiios ¡:artíniizaJos por hipotecas, mortisaxes y prendas, 

y a los privileaios que gozan de preferencia sobre ellas (es decir, los créditos previstos en los 

apartados 2 '\  i " .  4" y  5" del artíado 2}“.

En defmitiva. se puede atlrmar que Kvs privilegios contenidos en los artícuhvs 31 a 36 de 

la Ley de Hipoteca Naval y en el artfcul*> 580 del Ci'^digo de Comercio, tienen un carácter 

supletorio, subordinados a los privilegios reguladt>s en el Convenio de Bruselas de 1926. En este 

sentido, la anotacit^n preventiva de embargo, según el artículo 32.4" de la Ley de Hipirteca Naval, 

será preferente a las hipotecas navales inscritas con pt)sterioridad a dicha anotacii^n. Sin embargo, 

la redacción literal del artículo 3 del Convenio de Bruselas de 1926 no concede ninguna 

preferencia sobre las hipotecas a otros créditos que no sean los enumerados en el artículo 2, entre 

los que m> se encuentra la anotacit^n preventiva de cmbargt>.

En mi opinión, la interpretación literal del artículo 3 del Convenio de 1926 hace perder 

la eficacia práctica de la anotación preventiva de embargo en materia de prelación de créditos, 

debido a que siempre existe la posibilidad de que. ciin posterioridad a la anotación preventiva, se 

origine un crédito hipotecario que resultaría preferente a la anotación. Parece más lógico el criterio 

e.stablecido en el artículo 32.4 de la Ley de Hipoteca Naval. tUt>rgando preferencia a las 

anotaciones preventivas practicadas con anterioridad; no «tbstanie, la necesaria aplicación del 

Convenio de 1926 y la redacción de su artículo 3 plantea una seria duda en torno al grado de 

prelación existente en la actualidad entre una anotación preventiva de embargo y un crédito 

hiptrtecariu ¡n.scrito con posteritiridad.



Otra cuestWn que resulta interesante puntualizar en relación con la anotación preventiva 

de embargo de un buque es el efecto que dicha anotación preventiva produce en su posible 

exportación.

El artículo 79.2 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la 

Marina Mercante, establece )o siguiente:

Artfculu 79.: Importación y  exporiticíón de huqua
2. Las Empresas navieras cspañi>las |xxlrán exportar iihrcmenlc K» buques 

mercantes españoles de su propiedad.
No o1)slanle, cuando sohre dicluis buques existan cargas, jintv.'ünenes 4> crediti>s 

iiuiríliinos privilegiados reconiX'idos |Mr la legislación vigente e inscritos en el Registro 
Mercantil o en los que le sustituyan, de cunfonnidad con lo dispuesto en la disposición 
final segunda de la Ley 19/1989, de 25 de juli«>, el acreedor jHidní exigir, previanwnie a 
la exportación, que la Empresa naviera preste garantía suficiente ejecutable sobre bienes 
o derechos en territorio español o que el naviero consigne el importe de la deuda en la 
fonmi prevista en los artículos 1.176 a 1.181 del Ctkligo Civil. A tal efecto, la Dirección 
General de la Marina Mercante notificará a los acreedores con derechos inscritos, la 
existencia del expediente de baja en el Registro de Buques |«arj que puedan ejerciur el 
derecho que este artículo les reconiKe.

En con.secuencia, para fortalecer la posición del crédito de la Seguridad Social, será 

necesario que por parte de los Recaudadores Ejecutivos de la Seguridad Social se practiquen las 

correspondientes anotaciones preventivas de embargo de los buques que presenten descubiertos en 

sus cotizaciones y que, evidentemente, se encuentren en vía de apremio. Es decir, con 

independencia del efecto que la anotación preventiva de embargo pueda originar en orden a la 

prelación del crédito de Seguridad Social, dicha anotación tiene una evidente repercusión en el 

mt)mento en el que por parte del empresario se pretenda la exportación del buque.

Ahora bien, la disposición contenida en el citado artículo 79.2 de la Ley 27/1992, en 

ninguna medida modifica lo dispuesto por el artículo 9" del Decreto 2.864/1970, de 30 de agosto, 

ni lo dispuesto por el artículo 40 del Decreto 1.867/1970. ile 4 de julio, que, como expondré a 

continuación, exigen como requisito necesario para que la Autoridad de Marina autorice el 

despacho de las embarcaciones para salir a la mar, la justificación de que el empresario se halla 

al corriente en Ixs cotizaciones de la Seguridad Social.



5. EL PRIVILEGIO DEL CREDITO DE LA SEGURIDAD SOCIAL EN EL DERECHO

MARÍTIMO»*” '.

5.1. CuvstioniK |>enerulcs.

En el dmhito dul Dcrucho marítimo lu pVolcccitín del cr«!dit<) de lu Seguridad Social ha 

pasado inadvertida a través de los tiempos. La justilicación de la ausencia de protccciiin de dicho 

criidito se debe a la tardía aparición de los Sistemas públicos de Seguridad Social (no hay que 

olvidar que los modernos sistemas de Seguridad Social tienen su origen a K) largo del siglo 

XX''-'"').

Dentro del dmbito del Derecho Marítimo nacional, ni la Ley de Hipoteca Naval ni el 

Ci^digo de Comercio se han ocupado de otorgar un singular privilegio al crédito de la Seguridad 

Social. En el plano internacional, el Convenio de Bruselas de 1926 tampoco incluye entre los 

crt5ditos privilegiados la preferencia del crédito de la Seguridad Social. Per»), aún resulta mis 

llamativo que el Convenio de 10 de mayo de 1952 no considerase como crédito marítimo los 

ocasionados como coasecuencia de las cotizaciones sociales; cotizaciones que tienen la fmalidad 

de proteger las situaciones de necesidad que puedan ocasionarse en el colectivo que presta sus 

servicios en los buques.

Sin embargo, a pesar de que el crédito de la Seguridad Social no haya sido incluido dentro 

de la normativa general que regula la preferencia de créditos en el Derecho marítimo, no puede 

decirse que se trate de un crédito ordinario que se encuentra en el mismo plano que los restantes 

créditos excluidos de un singular privilegio, pues la normativa específica que regula la protecci«^n 

otorgada por el Sistema de la Seguridad, dentro del Régimen Especial de los trabajadores del Mar 

sí que establece una importante prerrogativa a los créditos de la Seguridad Social.

El Decreto 2.864/1970, de 30 de ago.sto, por el que se aprueba el texto refundido del 

Régimen Especial de trabajadores del Mar, establece en su artículo 9" lo siguiente: “luí

(352) Mjsrii.'ijr Bl-_\AVi-_vn;. Jost'; RaMi'iN; "üi ivcaiiiiacii^n cjccutiva..." ít 'h ri ciiada cu la NPP n“ 347. 397».
ivigs 84 . 36

(.Í53í L.a primera .iparicii'n dcl t¿niiino Scinindatl Siicial, tal y cotrm lu ciilcntlcinm acliialiiKnic. m: pnxiticc c<m m u
Ley ainerícuna de 1935, la S«k ia i . S1.1TKITY Aí'T.



justificación Je haber sido inscrita la embarcación en el Re]íistrd^'^\ así como ia de hallarse al 

corriente de sus cotizaciones, constituirán requisitos necesarios para que las autoridades de 

Marina autoricen su despacho para salir al mar".

En el mismo sentido, el Decreto 1.867/1970, de 4 de julio. Reglamento General para 

aplicación de la Ley 116/1969, que regula el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

trabajadores del mar, en el artículo 40 dice lo siguiente: "DESPACHODEEMBARGiCiONES AL 

MAR. Será requisito necesario, para que la AtaorídaJ de la Marina autorice el despacho de las 

embarcaciones para salir a la mar, la justificación de que el empresario se halla al corriente en 

las cotizaciones que por cada embarcación le corresponda".

En consecuencia, la necesidad de que el empresario naval se encuentre al corriente en las 

cotizaciones de Seguridad Social, convierte al crédito de ésta en un requisito que con carácter 

previo y necesario debe ser liquidado para que el buque pueda hacerse a la mar, otorgando con 

ello un importante privilegio a dichos créditos.

La importancia práctica de estos preceptos dependerá, Irtgicamente. de la continuidad de 

la actividad. Si el empresario naval pretende seguir faenando con el buque, necesitará estar al 

corriente en las cotizaciones de Seguridad Social; cuestii'in que convierte al crédito de la Seguridad 

Social en un crédito que necesariamente .se debe liquidar con preferencia a otros que pudieran 

existir (aún privilegiados). En este ca«i, la defensa del crédito de la Seguridad Social deberá 

efectuarse haciendo valer ta normativa específica citada que, evidentemente, otorgará una eficacia 

inmediata muy superior a ta protección que se pueda obtener a través de la anotación preventiva 

de embargo que, como anteriormente he dicho, puede plantear serias dudas en cuanto a su grado 

de prelación. La exigencia por parte de las Autoridades de Marina del requisito establecido en el 

artículo 40 del Decreto 1.867/1970 debería ser rigurosamente controlada (actualmente existen 

numerosos buques navegando que no se hallan al ct>rriente en las cotizaci(»nes de la Seguridad 

Social), pues, en caso contrario, la estabilidad del Sistema Público de Seguridad Social se verá en 

lo referente al Régimen Especial de los Trabajadores del Mar (como sucede en la actualidad) 

notablemente debilitada. Si existen argumentos jurídicos que garantizan la protección del crédito 

de la Seguridad Si)cial ¿Por qué no se utilizan?

En mi opinión, la actuación de las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad

(35J) Hace referencia al Rcpistm que a Unl cfccln se llexara p»ir b EmidaJ Gc^ota de la ScjwiidaJ S-vul íl.S M i. 
comprenNivo Je Einpres.-», emhareacioncs c instaLictonc«.



Social üeherfa ser contundente en este sentido, notillcando si fuera necesario a la Autoridad de 

Marina la existencia de la deuda que jurídicamente impide el despacho de las embarcaciones para 

salir a la mar. En cualquier caso, la Autoridad de Marina debería controlar con carácter previo 

ul despacho de las embarcaciones la exigencia de que ¿stas se encuentren al corriente en las 

cotizaciones de Seguridad Social.

En el supuesto de que, generada la deuda de Seguridad Social, el buque no continúe con 

la actividad, la defensa del crédito de la Seguridad Social deber.1 efectuarse haciendo valer el grado 

de prelactón de tos distintos acreedores. Cuestión que debilitará notablemente la posicit^n del 

crédito de la Seguridad Social al no estar incluido entre los acreedores privilegiados dentro del 

ámbito del derecho marítimo. Ahora bien, este debilitamiento de la posicitin del crédito de la 

Seguridad Social refuerza aún más lo que anteriormente he sostenido con respecto a los buques 

que continúen ejerciendo su actividad a pesar de la existencia de de.scubiertos en sus c«ttizaciones; 

si se evita el despucho de una embarcacii^n por no estar al corriente, los únicos descubiertos que 

pudieran verse afectados por la concurrencia con t>lros acreedores privilegiados .serían los 

generados por las cotizaciones correspondientes al último viaje, ya que los posibles de.scubiertos 

generados con anterioridad debieron liquidarse nece.sariamente antes de de.spacharse la 

embarcación.

En relación con la fmalización de la actividad del buque es necesario tener en cuenta 

también la respon.sabilidad solidaría que pudiera corre.spimder al adquirente en el ca.so de sucesión 

en la titularidad de la explotación del mismo.

Con independencia de la necesidad de estar al corriente en las cotizaciones de la Seguridad 

Social para que .sea autorizado el despacho de embarcaciones para .salir a la mar, el apartado 2 del 

artículo 42 del citado Decreto 1.867/1970. determina el grado de prelación que corresponde a las 

cotizaciones efectuadas al Régimen Especial de los trabajadores del mar; no obstante, ese grado 

de prelación tiie posteriormente modificado por el artículo decimoquinto de la Ley 4U/1980, de 

5 de julio, de Inspección y Recaudación de la Seguridad Social'’” ' y, tlnalmente, por el artículo 

22 del nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994..

En todo ca.so, como he venido exponiendo, la verdadera protección del crédito de la 

Seguridad Social en el campo del Derecho marítimo nacional deberá efectuar.se haciendo valer el 

requisito impue.st») por el artículo 40 del Decreto 1.867/1970. toda vez que la preferencia otorgada

(355) Cimuillar el apan^tdn I licl c.ipilulo príincnt de la príiticrn patic. |kÍ):. 28: 'La p tfffr^ncia  oiorntuia por la 
nitrmtiiixti ticliuil ai crétiiio Ut Stguhiltul Sticidl".



por el artículo 22 de la Ley General de la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994, deberá 

posponerse a los créditos privilegiados por el artfculo 2 del Convenio de Bruselas de 1926, 

considerando especialmente lo dispuesto en el anfculo 3 del mismo Convenio.

Por último, quiero recordar que en el campo del Derecho internacional, el artfculo 4 del 

Convenio de Ginebra de 1993 regula por vez primera el privilegio del crédito de la Seguridad 

St)cial; ahora bien, esc privilegio no será efectivo en tanto no entre en vigor el citado Convenio.

5.2. A.spi'ctu.s procesales del cmbur]*» de buques practicado por la Setturidad Social.

Una cuestión que resulta elemental en esta materia, es la distinción que existe entre el 

embargo, propiamente dicho, y la anotación del mismo que, en su ca.so. pueda corresponder.

En alguna ocasión he ofdo hablar, en relación con la hipoteca, que la distinción entre el 

crédito hipotecario y su inscripción, es algo semejante a lo que ocurre con la figura mitológica del 

centauro, en la que el cuerpo del caballo y el torso humano aparecen indefínidamente unidos. 

Pero, en mi opinión, la relación entre la anotación preventiva y el embargo, se asemeja más a ía 

idea que, al parecer, tuvieron los indígenas de américa cuand'i llegaron los primeros pobladores 

españoles, quienes consideraban que el caballo y el hombre foi;v.aban una especie de centauro, 

cuando se trataba de dos figuras "peifectamenie" separables.

Esta di.stinción entre el embargo y su anotación preventiva tiene especial importancia en 

el ámbito del embargo de buques, debido a que, en aplicación del artículo 130 de la Orden de 8 

de abril de 1992, que desarrolla el Real Decreto l.S 17/1991, de 11 de octubre, puede darse el 

caso de que la competencia para efectuar el embargo le corresponda a un Recaudador Ejecutivo 

de la Seguridad Social y, sin embargo, su correspondiente anotación deba realizarse por otro 

Recaudador Ejecutivo distinto. Ello es así porque el domicilio de un buque será el de la provincia 

donde radique su puerto base (art. I .S° de la Ley 80/1980, de 10 de marzo); pero, la inscripción 

de dicho buque puede estar realizada -de hecho sucede habitualmente- en una provincia diferente 

al domicilio actual de la empresa. De esta manera, la competencia para practicar el embargo de 

un buque le corresponde a la Unidad de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad Social donde se 

encuentre domiciliado el mismo; mientras que la inscripción de dicha anotación en el Registro de 

Matrícula.s de Buques y en el Registro Mercantil, deberá efectuarse por parte de la Unidad de 

Recaudación Ejecutiva competente de la pnwincia marítima en que figure matriculado: debiendo 

oficiar el Recaudador que realizó el embargo del buque al competente de la provincia donde se



encuentro matriculado; ufício que se realizará de conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 

del citado artículo 130 de la Orden de 8 de abril de 1992.



6. CONCLUSIONES.

A la vista de lodo lo expuesto a lo largo de este capítulo, se pueden realizar las siguiente 

conclusiones:

PRIMERO.- Actualmente en España la preferencia de créditos en el derecho marítimo 

viene determinada por las disposiciones contenidas en el Convenio Internacional para la unificacitín 

de ciertas reglas relativas a los privilegios e hipotecas marítimas, tirmado en Bruselas el 10 de 

abril de 1926.

SEGUNDO.- Entre los privilegios reconocidos por el artículo 2 de! citado Convenio de 

1926, no se encuentra el crédito de la Seguridad Social. No obstante, el párrafo segundo del 

artículo 3 posibilita a las Leyes nacionales para que puedan conceder el carácter de privilegiados 

a otros créditos que no sean tos previstos en dicho artículo 2. pero sin modificar el lugar señalado 

a los créditos garantizados por hipotecas, mortgages y prendas, y a los privilegios que gozan de 

preferencia sobre ellas (es decir, los contenidos en el artículo 2).

Utilizando esa posibilidad .se puede afirmar que el crédito de la Seguridad Social goza de 

la preferencia establecida en el artículo 22 del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

pt)r el que se aprueba el nuevo Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

TERCERO.- El orden de prelación de créditos en el Derecho marítimo está integrado en 

primer lugar por los créditos establecidos en el artículo 2 del Convenio de Bruselas de 1926.

Las hipotecas, mortgages y prendas sobre buque, ocupan el lugar inmediato después de 

los créditos privilegiados enumerados en el citado artículo 2.

A continuaci(^n, deberán considerarse los créditos privilegiados regulados en los artículos 

31 a 36 de la Ley de Hipoteca Naval, de 21 de ago.sto de 1893, y en el artículo 580 del Código 

de Comercio. Ahora bien, los privilegios cortenidos en estas normas tienen que piisptinerse a los 

c«mtemplados por el Convento de Bruselas de 1926, entre los que se encuentra la Hipoteca Naval. 

Consecuentemente, el orden de prelactón e.stablecido en la Ley de Hipoteca Naval y en el Ctídigo 

de Comercio ha sido modifícado por el Convenio de Bruselas de 1926.

Por último, serán también privilegiados aquéllos créditos que de acuerdo con la normativa 

general tienen reconocida alguna preferencia; es decir, los créditos protegidos por los artículos 9 13 

y 914 del C»Vligo de Comercio y los contemplados en los artículos 1921 y siguientes del CtVligo 

Civil. En este último grupo de créditos privilegiados se encuentran los créditos de la Seguridad



Social, debido a la remisiiln efectuada por el artfculo 22 de lu nueva Ley General de la Seguridad 

Social.

CUARTO.- En el ámbito del derecho marítimo, los cnídilos laborales están protegidos sin 

limitaciiln alguna, incluyéndo.se en dicha proteccii'Sn los salarios y la itnalidad de kts 

indemnizaciones, a diferencia de la protecciiin («orgada por el artículo 32 del Estatuto de los 

Trabajadt)res.

QUINTO.- El Convenio de privilegios e hipotecas marítimas, celebrado en Ginebra en 

l‘)93. puede upitrtar importantes novedades en esta materia si llega a resultar de aplicación en 

nuestra legislaci«^n. e.specialmente en lo que respecta al crédito de la Seguridad Social.

SEXTO.- En relacii^n con el embargo de buques, en el apartado 4 realizó una triple 

distinción:

1) Embargo ejecutivo; cuya llnalidad es proceder a la venta judicial del buque.

2) Embargo preventivo de carácter cautelar y que lleva aparejada la inmovilización 

del buque; previsto en el Convenio Internacional de 10 de mayo de 1952.

3) Anotación preventiva de embargo iascrila en el c»írresp»mdiente registro; sin las 

limitaciones establecidas por el Convenio de 1952.

SÉPTIMO.- La interpretación literal del artículo 3 del Convenio de 1926 plantea una seria 

duda en la determinación del grado de prelación que corresponde a una anotación preventiva de 

embargo con respecto a un crédito hipotecario inscrito con posterioridad a la misma.

OCTAVO.- En mi opinión, la verdadera defensa del criídito de la Seguridad Social deberá 

efectuarse a través de la rigurosa aplicación del requisito exigido por el artículo 9" del Decreto 

2.864/1970. de 30 de agosto, y en el artículo 40 del Decreto 1.867/1970. de 4 de julio, según los 

cuales, .será requisito necesario para que la Auttiridad de Marina autorice el despacho de las 

embarcaciones para salir a la mar, la justillcación de que el empresario se halla al corriente en 1;ls 

cotizaciones que por cada embarcación le corresponda.

No obstante, la anotación preventiva de embargo sobre el buque, practicada por los 

Recaudadores Ejecutivos de la Seguridad Social, reforzará la posición del crédito de la Seguridad 

Social, e.specialmente en aquelU)s casos en los que se pretenda la e-xportación del buque p»)r parte 

del empresario responsable de las cotizaciones.
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I. EL PRIVILEGIO OTORGADO POR EL ARTÍCULO 9».-5* DE LA LEY DE 

PROPIEDAD HORIZONTAL.

I.I .  Consideruciones t>enerale9».

El artículu 9".-5* de la Ley de 21 de julio de 1960, sobre propiedad horizontal, establece 

lu siguiente:

Artículo 9.:
Serdn obligaciunes üc cada propietario:
5.* Contribuir, con arreglo a la cuota de pariicipacirtn fijadi en el lítuio o a lo 

especialinenle cstablcx'ido. a los ¡¡asios generales pan» el adecuado sostenimiento del 
inmueble, sus servicios, tributos, cargas y respimsabilidades que no sean susceptibles de 
individwdización.

Al pago de eslos gaslos prtMluciüos en el último año y la parte vencida de la 
antuilidad corriente estará afecto el piso o local, cualquiera que fuere su pn)pietarí«> actual 
y el título de su aüquisici(Vn, siendo este crédito a favor de la comunidad de propictanos 
preferente a cualquier otm, y sin perjuicio de las responsabilidades personales prucedentes.

Los términos absolutos que presenta la citada redacción (siendo este crédito a tavor de la 

comunidad de propietarios preferente a cualquier otro) plantea, una vez más, la verdadera 

problemática existente en la actualidad en materia de prelacitín de créditos: la dispersión y 

confusión normativa que opera al respecto.

Como he venido reiterando a lo largo de distintos capítulos, el pntblema que ha existido 

en nuestra legislación y que ha dado lugar a la actual confusión normativa, se ha producido porque 

a medida que se veía la necesidad de favorecer la posición de un determinado crédito, et 

legislador, preocupado exclusivamente por dicho fortalecimiento, ha ido olvidando que junto al 

privilegio de ese crédito existen otros acreedores que también se encuentren privilegiados pt>r el 

derecho sustantivo. De esta forma, la periódica protección otorgada por la legislación a los 

distintos créditos privilegiados ha determinado que unos se hayan ¡do superponiendo a otros. 

i>bligando a recurrir en exceso al principio de temp^jralidad de las leyes, según el cual la Ley 

posterior deroga tácitamente a la anterior que la contradiga.

Consecuentemente, a partir de julio de 1960 (fecha de la Ley de Propiedad Horizontal), 

el crédito a favor de la comunidad de prtipietarios será preferente a cualquier otro crédito. Es



iltfcir, a pesar de la existencia de lUros cnfüitos privilegiados por el Cridigo Civil o pt>r la Ley 

Hipotecaria (entre otras normas), el criídito protegido por el artículo 9“.-5* de la citada Lc>' de 

Propiedad Horizontal se antepondrá a todos ellos.

Ahora bien, con posterioridad a la Ley de julio de 1960, han ido apareciendo normas que 

también han otorgado a otros crtiditos la preferencia absoluta sobre los restantes acreedores; es el 

caso de los créditos salariales, o de determinados criíditos tributarios, por ejemplo.

En consecuencia, el crédito en favor de la.s comunidades de propietarios protegido en el 

citado artículo 9“ .-5“, ,'ierá preferente a cualquier otro siempre que no exista una norma p*)sterii>r 

que atribuya a otros criíditos la preferencia con idéntico cardcter absoluto.

En todo caso, es preci.so hacer una serie de matizaciones acerca del privilegio otorgado 

por la Ley de Propiedad Horizontal. centrada.s fundamentalmente en la naturaleza jurídica de lu 

afeccit^n del piso »> U)cal que en ella se regula,

1.2. Nuturule/u jurídicu.

Como señala BARTOLOMÉ RÍOS SALMERÓN"’^', "la Joctrina destaca que se trata, 

denam en te , de una afección real o  de una ohliffación «nh rem»; pero a seguido puntualiza, 

ma\4>rítarianieníe, que no hay aquí una hipoteca lef^al tácita; po r el contrario, explícitamente se 

insiste en que la oposición del f>ravanwn fren te  a terceros requiere la pertinenete constatación  

registral: y  en que el aravanu’n se resuelve, adetmís. en tina cuestión de prelación, dentro de las 

normas del Códif>o Civil.''. El mismo autor recuerda que el artículo 158 de la Ley hipotecaría dice 

que "sólo .serán hipotecas leffales ¡as admitidas expresamente por las leyes con ta l carácter" y la 

Ley de 1960. sobre pn»piedad horizontal, no asigna esa cualidad a la afecci(ín real con que se 

.sujetan pisos o locales.

En idéntico sentido se pronuncia la Direcci«1n General de los Registros y Notariado, 

considerando la necesidad de la publicidad registra! para hacer valer frente a terceros el privilegio

Ü56) Ríus SAi_\i(.h(>S, BaRH)U>m |; cu b  pd]:iiu 331 de obra cit.iJa ("Los privilcpos d c l . . . '.  NPP n“ 73. ixij;. 143); 
Pij! 460.
AsiiniMno, BAifn)l.i)M I; R ío s  Sa I.MI;hc'>N cita  a  los s ip iic n lc s  aulonrs:
V ii.vn 'R A -TK A viA in ' V GfíNZÁt.ia. A . / Vi-.vn;KA-TkAVi-.sin' V M A K TiS iy . A . ;  ‘ DctvclKi Je la PnipinL-iJ 
llon /.on tar; 3* c<J., rcviuda y amplúid.i; Baiccinna, 1976; pd|>s. 262 y ss.
SaI'IlVa , JoA ^flS ; "Los airearx» de b  pn)picdad luirútmlal: fonna y cnciicta de sus rcs«l«ciones"; en «RCDI». 
núin 525; m ar/o abril 1978; pác-i. 311 y s».
FtLRNÁNDiy M a r t in -G kANiZH. M a h ia n o ; ’ La Ley de pmpiednd iHiñ/üinUil en el Deivcixi üspniK>l"; Mndnd. 
1973; píji». 607 y m.
P nss CoSXM.iy. Man>.‘I:I. / A kci) T 0 HKI.S. M iccm . Ancmi. 'R e p in e n  juríd ico  de In pmpiedad
borí/onlal*; M adríd. 1982; páj:s. 145 y  s*.



otorgado por la Ley ile Propiedad Horizontal. Asimismo, de la doctrina emanada de las 

Resoluciones de dicha Dirección General pueden extraerse las siguientes conclusiones;

A.- RESOLUCIÓN DE 9 DE FEBRERO DE 1987.

"La afección real del artículo 9.5 de la Ley de Propiedad H orizom al varía su cobertura  

a medida que transcurre e l tiempo, p o r  lo que sólo la constancia re)¡isrral de la demanda d e  las 

cantidades reclamandas puede e.xtemler la afección prevista en e l citado precepto .'

FUNDAMENTOS DE DERECHO
2. Li decisión de las interiores cuestinn» exige <«b()rd;<r prcviainenie fó n l̂uralcza 

de la afección real eslahiecida en el arliculo 9.5 Je la Ley de Propiedad Monzontal. 
CierlHinente, esJe gravamen llene carácter preferente: «jbre ella no puede prevalecer ni 
los derechos reales (ni siquiera inip«)rla que la propiedad del piso o local no sea ya del 
deudor) ni ningún oiro derecho de crédito. Inscnlo el régimen de pmpiedad lionzontal. 
consta ya suncienlemente -aunque c»>n cierta indeterminación- la carga de tal afección real 
preferente, que forma parte del contorno ordinario del ámhiio de ptxler en que consiste el 
dominio de cada piso. Cualquier hiii«>teca o emliargo sobre el piso o lival lia de 
entenderse, por tiuito, que únicamente tendrá eficacia en cuanti> no menoscalte la eficacia 
de la afección real que por ley es preferente.

3. En cuanto a su operatividad. producido el impago durante un perítxlo 
detenninado. e instiindose judicialmente la satisfacción de las cantidades debidas, todas las 
que están coitiprendida<> en el límite temporal establecido -un año y la parte vencida de la 
anualidad corriente- a ci>ntar desde el momento mismo de la demanda, estarán amparadas 
jHir diclia afección. Ahora bien, aun cuando tal afección no puede hacerv; valer 
inmediatamente porque las cantid.ides reclamadas no resulten de titulo con fuerza ejecutiva 
(an. 1.429 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en relación con el 20 de la Ley de Propiedad 
Horizontal), y sea preciso una fase declarativa previa que conduzca a una sentencia 
condenatoria al p g o . no cal>e duda que el momento detennmanie en el cómputo de las 
cantidades garantizadas por el artículo 9.S de la Ley de Propiedad HonzonUl lia de ser 
el de presentación de la demanda en juicio declarativo, pue  ̂en tal instante el acreedtir - 
comunidad de propietarios- agota todas las pt^sibilidades legales a su alcance para obtener 
la satisfacción de su crédito. Ello plantea una importante dificultad: desde la demanda 
hasta el inicio de la ejecución y la anouctón de embargo a que se refiere los anículos 921 
y 1.435 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, esa afección genérica daría lugar en su 
aplicación singular a un gravamen «x'ulto, eficaz frente a todos, en contra del pnncipio de 
publicidad, fundamento y esencia de nuestro sistema hipotecario. Por ello, la correcta 
armonía entre el legítimo derecho que por Ley corresponde a la comunidad de prv>pietanos 
en su diligente actuación y las exigencias de seguridad del tráfico y certeza de la& 
titularidade.s jurídico-reales inmobilianas, impone la necesidad de la constancia registral 
inmediata de aquella demanda -en lo relativo a la,s cantidades objeto de cobertura real*, lo 
que para los supuestos en que mi quepa el embargo preventivo (arts. 1,400 y I.40I de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil) podrá alcanzarle a través de una anotación de las prevenidas 
en el artículo 42. párrafo I", de la Ley Hipotecana, pt>r cuanto en dicha demanda se insta 
también el recomxrimiento judicial de una singular aplicación de la afeccuSn real Jel 
artículo 9.5 de la Ley de Propiedad Honzontal para un |teríodo concreto. .Así. la 
comunidad de pn>pietarios mantendría la cobertura real de las cantidades impagadas



diligenlcinente rcclaiiuidas.
Por otr.i parte, si cii el inoiiiciilo de íiiter]Ktncrse la ilcinanüa, el | i i m i  « i local 

Inihíen; pn.s«do a (Mnler de tercero en quien no concurra la condiciiVn de deudor |>eP>onal 
de las inenMuittdade.s reclamadas, lanihiéii contra él del>erá dirigirse aquélla, |>ero no en 
cuanto a la pretensión ¡lersonal de ohtenctiWi de una sentencia condenatoria al pa(!o. sino 
en cuanto a la rê il |K>r la que se pretende el reconocimiento y traslado al Registro de una 
afección real ya existente |Htr dis|M»sición legal. ciHtrdiiiáiidosc de este iihhIo la es|>ecial 
protección l)ríndad;i por el artículo P.5 de la Ley de Pr4>picdad llonzonlal con los 
principios registniles de legitimación y tnicto sucesivo (arts. I. 20 y J8 de la Ley 
Ki|N)tecaria).

B.- RESOLUCIÓN DE 18 DE MAYO DE 1987.

"Líi comunidad de propicíanos puede lograr el mantenimiento de la eobertura real de las 

cantidiules impagadas, amxif;nando reaisiralmente tas demandas a travt\\ de una anoraeión del 

artículo 42.1 de la Ley Hipotecaria; y si la finca ha pasath a tercero, sólo cabe reclamar y 

reflejar rejiisiralmenie la afección con el alcance temporal previsto en la U-y de Propiedad 

Horizontal."

FUNDAMENTOS DE DERECHO
6. Por tod*> esto, en el presente supuesto, no caln: pretender el 12 de lebrero de 

198S la subsistencia de col>eniini real preferente que al tie>u|io de la demanda e|ecutiva 
(30 de enero de 1981) aiitpaniba a las cantidades reclamadas; la falla de constatación 
registnil o[>«)rtuna. de legitimación o la cancelación de la pnicticad;i, motiva el que aquellas 
cantidades fueran perdiendo la coliertuni aludida a medida que transcurría el ticm|Ht, y 
des;<|>areciesc |)or completo pasado un año -no natunil, sino coiiiputable confoniie al 
régimen de pnipiedad honZ«>ntal. tai ctinio resulta de la inscn[H;ión-. desde dtclia demanda. 
N» proceden!. i>ues, la pnSctica de la anotación pretendida si la finca en cuestión ha pasado 
a |XHler de tercenis. |N>r iiii|Kdirlo así el principio de tnicto sucesivo proclamado ¡tor el 
artículo 20 de la Ley lli|x)tecaria.

C.- RESOLUCIÓN DE I DE JUNIO DE 1989.

"El monento determinante del cómputo de las cantidades f’uraniizadaspor el artículo 9.5 

de la Ley de Propiedad Horizontal ha de ser el de la presentación de la demanda, que deberá ser 

objeto de anotación en el Reifistro si se pretemle hacer valer la preferencia frente a terceros. i\'o  

habiéndose anoiailo la demamía. y practictulas entre tanto tres anotaciones de emharf’o y una de 

suspen.sión de pagos, la anotación de embargo que ahora .\e practica por las cantidades 

garantizadas por el artículo 9.5 de la Ley de Propiedad Horizontal tu> puede tener carácter 

preferente. "



1.3. Cucsiiunes subre su prererenciu.

El carácter absoluto de la preferencia otorgada por la Ley de Propiedad Horizontal, hace 

necesaria la comparación de dicho privilegio con el correspondiente a otros créditos igualmente 

privilegiados.

I.3.I Cuncurrenda con lus privili^ius dcl Código Civil.

Atendiendo al citado carácter absoluto de la preferencia otorgada por la Ley de Propiedad 

Horizontal y en aplicaciíín del principií) jurídico de vigencia de la ley posterior, cuando concurran 

acreedores privilegiados por el C*5digo Civil (incluso los hiptuecarios legales o tácitos) con un 

criídito de la comunidad de propietarios, sobre los gastos generales para el adecuado sostenimiento 

del inmueble correspondientes al último año y parte vencida del corriente, se antepodrá el citado 

crtídito en favor de la comunidad de propietarios; siempre respetando las conclusiones que he 

expuesto en el epígrafe anterior.

En este mismo sentido se pronuncia F E R N Á N D E Z  M A R T f N - G R A N l Z O '” %  quien sostiene que 

ha habido una derogación parcial del Derecho común, afirmando que en la prelación establecida 

por el artículo 1.923 del Código Civil hay que incluir, en primer lugar, a la comunidad de 

propietarios.

Asimismo. M A N U E L  B a T L L E  V Á Z Q U E Z '^ '* ’ dice que '¡a decisión absoluta de ia Ley de 

Propiedad Horizontal obliga a anteponer este privilegio a ¡os establecidos en los artículos 1.927 

del Código Civil y ¡94 de la L^' Hipotecaria’ .

Por el contrario, otros sectores de la doctrina, en mi opinión equivocadamente, continúan 

anteponiendo a la preferencia e.stablecida por el artículo 9®.-5* de la Ley de Propiedad Horizontal, 

la preferencia de las hipotecas tácitas previstas en el Código Civil'’-'̂ ’.

(3571 F i ;R .s 'Á .s o iy  MaktIs -Granizo, Makianu: ’Ij  Ley de pmpiedaJ...*. (obra citada en la N P P  n” 356. iwc 4l4i.
P d ] ;. 60S.

(358) Batijj; VÁZquit:, Masuki,: "La pn>piedad hori/onul de casas por pistis"; 6* edición; Alcoy. 1 9 7 0

(359) Conflunian
VKvn.'kA-TRAVlilír y Go s z á IJX . A. / ViLVltiRA-THAVisirr V M aktÍS ü/ .  A .: 'D erecho  de b . . . ’ . (obra citada
e n  U  N P P  n “  3 5 6 .  p d p .  4 1 4 ) ;  P á p .  2 6 3 .
SamíNa. JoAQUts; "Los dijianos de la...*, (obra citada en la N P P  n" 356, pig. 414); P i j ; .  341.



1.3.2 Concurrencia cun el privile}*¡o del crédito suluriul.

I£n el capítulo 2‘* de esía segunda parte ya he analizado el privilegio del crédito salarial 

regulado en el artículo 32 del Estatuto de los Trahajad«>res. Conviene ahora puntualizar que. en 

caso de concurrencia del crédito privilegiado de las comunidades de propietarios con los créditos 

salariales protegidos por el Estatuto de los Trahajudores, tendrán preferencia los créditos 

superprivilegiados en el número I del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, aunque exista 

constancia registral del privilegio de la comunidad de propietarios'’*"'. Esto es así por aplicaci*^n 

de la ley posterior, entre otras razones; atendiendo tamhiiín al car;Icter absoluto de la preferencia 

otorgada en el citado artículo 32. i del Estatuto de los Trabajadores.

Idéntico sentido deberá ser aplicado cuando .se trate de los créditos previstos en el número

2 del mismo artícul») 32; ah»)ra bien, ct»mo en su momento desarrollé'''’’, el inmueble únicamente 

será objeto de refaccit^n cuando haya sido elaborado por los trabajadores; cuestiiln que hace muy 

difícil la concurrencia de estos privilegios sobre un mismo inmueble.

Por último, la concurrencia del crédito de las comunidades de propietarios con los créditos 

salariales garantizados en el número 3 del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, se resolverá 

antendiendo a la con.sIatacit1n registral del privilegio previsto en la Ley de Propiedad Horizontal, 

pues, en caso de no estar debidamente inscrito, la preferencia corresponderá, una vez más, a los 

créditos salariales. En este sentido, como acertadamente dice B a r t o l o m é  Ríos S a l m e r ó n ''*^', 

"para que un determinado crédito, en este caso, el que representan los gastos generales, pueda 

aprovecharse de la reserva o excepción hipotecaria (del artículo 32.3 del Estatuto de los 

Trabajadores), en este último precepto conJif(urada. no hasta con que le acompañe una garantía 

de contextura legal, sino que es absolutamente imprescindible que la misma ,\e aproveche de las 

ventajas prelativas inherentes a la publicidad registral".

En consecuencia, los créditos salariales previstos en los números 1 y 2 del artículo 32 del 

Estatuto de los Trabajadores serán preferentes, en todo caso, a los créditos garantizados pí>r el 

artículo 9".-5" de la Ley de Propiedad Horizontal. Sin embargo, para determinar la preferencia 

de los créditos protegidos en el número 3 del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, habrá

OWIÍ RífJS SAI-MhR«')N, BartoMJMIU '1 -ik  prívileiitos tk l ..." , (ohni citada en la NPP n“ 73, páj>. 143); Páj*. 461.

(Jftil Ver el cpf|tnifc 3.2 dcl capitulo 2“. Je  csla scpinda parte (p.-ip. 207»: "Los iiiinuehlcü coiin* olijeto de rvíaccii^n".

tJ62) Rliis Sai.mi;«<>n, BAKrt)l.oMi;; privilcuios del..." , (ohta citada en la NPP n“ 73, píj:. 143»; Páj;. 461.



que atender a la constatación rcgistral del privilegio en favor de la comunidad de propietarios, que. 

en caso de que ¿sta se haya producido, otorgará preferencia a dicha comunidad.

1.3.3 Concurrencia con otros créditos privilegiados.

Ademls de las modifícaciones experimentadas con posterioridad a la entrada en vigor de 

la Ley de Propiedad Horirontal en cuanto al privilegio del crédito salarial, existen otros créditos 

privilegiados que igualmente han sido potenciados con términos absolutos o cuya mtxlificacitln 

puede afectar al privilegio otorgado por el artículo 9“.-5* de la citada Ley de Propiedad 

Horizontal. Es el caso, por ejemplo, de los créditos tributarios analizados en el capítulo 4" de esta 

parte segunda. Nuevamente, la aplicacii^n de la ley posterior otorgará preferencia a los crédit3s 

garantizados en el artículo 73 y 74 de la Ley General Tributaria con respecto a los protegidos en 

la Ley de Propiedad Horizontal, Asimismo, los créditos de las comunidades de propietarios a los 

que estoy haciendo referencia, cederán ante los garantizados en el artículo 7 1 de la Ley General 

Tributaria cuando el privilegio de la Ley de Propiedad Horizontal no se haya hecho constar en el 

Registro de la Propiedad.

En detlnitiva, el carácter absoluto del privilegio otorgado por el artículo de la Ley

de Propiedad Horizontal, deberá tener presente las modificaciones normativas que le puedan 

afectar por haber sidi) introducidas con posterioridad a la entrada en vigor de la misma.

Asimismo, atendiendo al carácter absi)luto del privilegio otorgado pt>r el artículo 9.5“ de 

la Ley de Propiedad Horizontal, el crédito de la Seguridad SiKial cederá su preferencia ante los 

créditos garantizados por dicha Ley. con excepción de que la graduación .se produzca en un 

proceso de quiebra, en cuyo caso, si no hay constancia regi.stral del privilegio de la comunidad 

de propietarios, la preferencia corresp<inderá a los créditos de la Seguridad Social, como desarrollo 

a continuación.

1.3.4 La graduación en el Códit>o de Comercio.

Los artículos 908 y siguientes del Código de Comercio regulan los derechos de los 

acreedores en caso de quiebra, y su respectiva graduación; estableciendo en los artículos 912. 913 

y 914 la graduación de créditos que debe presidir dicho proceso. Pues bien, en el supuesto de que 

en un procedimiento de quiebra aparezca un crédito en favor de una comunidad de propietarios,



garantizado cunfurme a la Ley de Propiedad Horizuntai, deberá clasitlcarse según lo dispuesto en 

el apartado 1" del artículo 914 del Código de Comercio, siempre que el privilegio en favor de la 

citada comunidad haya sido debidamente inscrito. En el supuesto de que no exista dicha 

constataciiin registra!, el orden de graduación será, en su caso, el determinado por el apartado 3̂ - 

del artículo 913 del Código de Comercio.

Todo ello sin perjuicio del derecho de los créditos salariales previstos en el artículo 32 del 

Estatuto de los Trabajadores'-'^'', y a pesar del carácter absoluto de la redacción de la Ley de 

Propiedad Horizontal. Consecuentemente, cuando no exista con.stancia registral del crédito 

garantizado por el artículo 9.5^ de la Ley de Propiedad Horizontal, e.ste crédito en favor de la 

comunidad de propietarios gozará de peor rango que el de la Seguridad Social, que, como he dich«> 

en capítulos anteriores, tiene la preferencia prevista en la letra D) del apartado 1" del artícuh)9l3 

del Código de Comercio, por aplicación de lo establecido en el artículo 22 de la Ley General de 

la Seguridad Social, de 20 de junio de 1994.

(JW ) Ver el capítulo 2®. de esla Kgunda parte; "1.0* críditos u la ñ a le s ' (p-ip. 187).



2. LA PROTECCIÓN DE LOS ASEGURADOS EN LA LEY DEL SEGURO

PRIVADO.

En el capítulo I" de esta segunda parte, al desarrollar los créditos privilegiados por el 

derecho común, he analizado la garantía correspondiente a los créditos de los aseguradores, 

fundamental mente regulada en el artículo 1.923.2" del C<kligo Civil. Pero, simultáneamente al 

privilegio que puede corresponder a los aseguradores, los asegurados también gozan de ciertas 

garantías para el supuesto de que la entidad aseguradora n«) pueda hacer frente a sus expectativas 

de previsión. Como dicen FERNANDO DEL Caño Escudero y J. Ramón del Ca .ño Palop 

"Normalmente, en cualquier clase de sociedad y cualquiera que sea su objeto social, no se llega 

súbitamente a la situación de no poder cumplir sus compromisos definitivamente, a la insolvencia. 

/ . . . /  En cualquier actividad en la que se manejen fondos ajenos es conveniente evitar esas 

situaciones, pero ello es más necesario tratándose de entidades de seguros que venden seguridad 

en forma de promesa de una prestación, y aún es mucho más necesario si el según t que practican 

es el de vida, pues ocurriría que muchas personas que durante bastantes años han estado 

realizando un sacrificio para mantener una operación de previsión, alfinal se verían defraudadas, 

cuarto sus circunstancias posiblemente no les permitirían reparar el descalabro. ’

2.1. Rv{>uluctdn uctuul.

La regulación actual de la protección del asegurado se encuentra desarrollada en la Ley 

33/1984, de 2 de agosto, sobre ordenación del seguro privado, y en el Reglamento de ordenación 

del seguro privado, aprobado por el Real Decreto 1.348/1985. de 1 de agosto (adaptado 

posteriormente a las Directivas de la C.E.E. mediante el Real Decreto 2.021/1986. de 22 de 

agosto). Asimismo, cuando la entidad aseguradora en liquidación es insolvente, el Real Decreto 

Ley 10/1984. de 11 de julio, regula un procedimiento específíct) para llevar a cabo esa liquidación.

El artículo 33 de la Ley 33/1984, sobre ordenación del seguro privado, dice lo siguiente:

Artículo 33.: Preferencia de crédito.

(?6J| Ca!<o  EsfirDKRo. FI-KS-A.S-IK) |) « .  >' Caño Palop. J. Ra.vh>S Dra.; *0>mcnuiriii» a l . . . ' ,  (obra citada en b  NPP 
n“ 36. páR. 63); P ig. 305.



U)s bienes respecto Ue los cuales se tuiyan Hiloptado las medidas previstas en el 
articiilu 42.2, e), quedarán afectos especial y exclusivamente a ganuilizar el derecho de 
los asegurados y l>cnenciarios y, en su c¡tso. los gastos de 1iquidacil^n de la entidad, sin 
|H.‘ijuicio de las cargas reales constitiiidjLs c«)n anterioridad a I» rus|>ecliva aiiotacuSn 
registnt! en la que se haga constar aquella afecci<)n.

Por su parte, ct artículo 42 dcl mismo texto legal, después de relacionar en el apartado 1 

las distintas situaciones que dardn lugar a que el Ministerio de Economfa y Hacienda pueda adoptar 

las medidas cautelares previstas en el apartado 2, establece entre estas medidas cautelares )a 

siguiente:

Artículo 42.: Mtrdidtis cautelares
2. Con inde]H;ndencia de la saticii^n que en su caso priKeda aplicar, las medidas 

cautelares de acuerdo con las características de la situación. [XHlnin consistir en;
e) Prohibir la disposición de bienes que se detenninen, que qued;irán bajt» la 

responsabilidad de un de[H)sitario aceptado |H>r el órg.. -o de control ciirres|Mindiente. Esta 
medida |x>dn) completarse con las adecuadas pan» que la proliiliición tenga eficacia frente 
a tercen>s, tales como la notificación a los establecimientos de|H>sitaríos de efectivos o de 
valores mobiliarios y la anotación en los Registros públicos corres|>ondien1es, a cuyo 
efecto serán inscribibles las resoluciones del Ministerio de Economía y Haciendii o. en su 
caso, del órgano de control de la Comunidad Autónoma.

Con posterioridad, los artículos 107 y 120.2 e) del Reglamento del seguro privado, 

reiteran la redacción de los citados artículos 33 y 42.2 e) de la Ley.

2.2. Lu adopción dv med¡du.s cautelares.

A la vista de la regulaciiin establecida por la Ley de ordenación del .seguro privado, resulta 

necesario que la Administración adopte las medida.s cautelares suficientes para evitar que la posible 

insolvencia de las entidades aseguradora.s perjudique de forma ma.siva a un gran ntímero de 

asegurados. Ahora bien, lo que verdaderamente interesa resaltar ahora es que la preferencia 

otorgada por el artículo 33 a los asegurados y beneficiarios exige que la Admini.stración haya 

tomado, con carácter previo, tres medidas; prohibición de disponer, nombramientt) de depositario 

y notificación al depositario (ver artículo 104 del Reglamento); de ahí que, como señalan 

Fernando del Caño  Escudero y J. Ramón del Caño  Palop'-’"', "La Ley ha tenido un gran

(365) Ca.no E scudkw i. FfiK.VA.s-i» Din. y C aS o  Pai.oi*. J. Ramón iíiíi.; ■Comentarios a l..." , {obra citada en h  NPP 
n" 36, pig. 63); Pdg. 268.



acierto al establecer las medidas camelares, que permitirán salvar a las entidades que estén en 

dificultades, aun sacrificando a determinadas personas físicas, posiblemente responsables, y si 

aquello no fitera posible, habría que aplicar las medidas previstas con carácter general para todas 

las empresas y las específicas de seguros, pero procurando que si hay que llegar a esta solución 

sea cuando el patrimonio todavía permita cubrir todas sus obligaciones, y ello sin perjuicio de las 

responsabilidades personales que procediesen.

Las medidas cautelares permiten actuar a la Administración antes de que la situación de 

equilibrio financiero sea irreversible, que es lo verdaderamente interesante, y ello aplicando 

medidas preventivas, no sanciones a la entidad que podrían agravar ¡a situación. "

2.3. Lu preriTvncia del crédito.

El citado artículo 33 de la Ley 33/1984, atribuye a los asegurados y henetlciarios del 

segur*,) privado un derecho de preferencia especial y exclusivo stibre el valor de los bienes 

propiedad del asegurador respecto de los cuales se hayan adopiadi> las medidas previstas en el 

artículo 42.2 e).

En alguna ocasi<5n se ha debatido por la doctrina si los bienes afectos a garantizar es«is 

derechos son propiedad de la entidad aseguradora o. por el contrario, son de sus asegurados. 

Evidentemente. los bienes continúan siendo de la aseguradora: si bien, en el caso de iniciarse un 

proceso de liquidación por insolvencia, los asegurados gozarán del derecho de separacii'(n de esos 

bienes de la masa de la quiebra; derecho de separación que les corresponderá en función del 

crédito, pero no del dominio, es decir, se tratará de una 'separatio e.x iure crediti" y no de una 

"separatio e.x iure domini".

Asimismo, como puntualizan Fernando del Caño Escudero y J. Ramón del Caño 

Palop'^*’, el derecho de los asegurados recae sobre el valor de los bienes y no sobre los bienes 

mismos, pues el artículo 104.2 de la Ley 33/1984 claramente dice que continuará la liquidación 

intervenida al solo efecto de distribuir entre los asegurados "el importe’ de los bienes, no los 

bienes mismos.

Consecuentemente, el crédito de los asegurados y beneficiarios se antepondrá al de los

(366) C añ o  EscfOKRü. Fl£RNANtx> im . y Ca.no Pwxip, J. Ramón d ix ; ■Comentarios U-Jbn citada en b  NPP 
n“ 36. jvls 63); Pips. 269 - 270.



restantes acreeilurcs, con excepción de las cargas reales constituidas con anterioridad a la 

respectiva anotación registral en la que se haga constar aquella afección.

Como he ido recogiendo a U) largo de los distintos capítulos, una vez mis se plantea el 

problema de la contradicción existente un la normativa que en nuestro derecho regula el privilegio 

de los créditos, especialmente si coasideramos los ti5rminos absolutos con los que se regulan 

algunos de estos privilegios*'^^'. Actualmente, por aplicación del privilegio de la Ley posterior, el 

privilegio otorgado por la Ley 33/1984, únicamente cederá ante los cargas reales constituidas con 

anterioridad y ante el privilegio de los créditos salaríales previsti>s en el artículo 32.1 y. en su 

caso, 32.3 del Estatuto de los Trabajadores'’*̂ ’.

El Consejo de Estado, en el Dictamen sobre prelación de créditos de 23 de enero de 1992, 

concluye diciendo lo siguiente:

A) Bn el supiieslo de existir bienes afectos para ganinlizar el derecho de ios 
íLseguradDs y l>enenciaríos, de acuerdo con Kis artículos 33 y 42 .2 .e ) de la Ley stihre 
Ordenación del Seguni Privado, su iin)H>r1e será destinado a pagar a |t>s titulares de las 
cargas rediles constituidas e inscritas con anteríoríd;id a la anulación registral que hizo 
constar la afección, hasta el imptirte de la res|ieciiva carga. El retnanenle seni destinado 
ai pago de los asegurados y lienefíciaríos que acrediten debidam ente sus derechos, 
haciéndose un reparto projM rcional, en su caso, entre todos ellos, y a atender los gastos 
de liquidación. Si se satisfacienin tixlos estos créditos, el resti> serd incluido dentro de la 
masa de la entidad som etida a liquidación.

T odo ello sin peiju icio  de que pueda .ser necesario, caso de insuficiencia del resto 
del patrim onio, destinar p jm e del prcxlucto de estos bienes afectos al pago, con preferencia 
absoluta, al pago de los créditos salariales ]>or los últim os treinta días de trabajo en cuantía 
que no supere el doble del salario m ínim o interpn>fesional.

Por último, quiero insistir en la necesidad de que la afección de los bienes {muebles o 

inmuebles) que garantizan el derecho de los asegurados y beneficiarios deberá figurar inscrita en 

los correspondientes Registros públicos; resultando trascendental en esta materia el criterio que 

se siga acerca de la naturaleza de la anotación preventiva de embargo*’̂ ’, pues, si consideramos 

su naturaleza real, el crédito garantizado por la misma también deberá anteponerse al garantizado 

en el artículo 33 de la Ley 33/1984, sobre ordenación del seguro privado.

<367) Confrontar. p<ir ejemplo, la icgulaciiSn Jcl aitículo 9.-5* de la Ley de Propiedad Horizontal o  el anfculo 32 dcl
Estatuto de losTnilxijadnrcs.

(368í Ver el capítulo 2“. de esta sc]ninda parte: 'L os cnfdilos salariales" (pdg. 187).

I369> Confrontar al apartado 2.2. dcl capítulo 5 “, de esta segunda patie: "Discusirtn s»»t)re el canictcr de derecltn
personal o real de b  anotocjcSn preventiva de emtwrRo* (jvSg. 349).



Consecuentemente, considerando la naturaleza real de ¡a anotación preventiva de embargo 

que he defendido en el capítulo 5" de esta segunda parte, cuando el crédito de la Seguridad Sucial 

se encuentre debidamente anotado en el correspondiente registro, se antepondrá a la afección de 

bienes que garantice el crédito de los asegurados y beneficiarios anotados con posterioridad.

2.4. El procedimiento de liquidación previsto en el Real Decreto-Ley 10/1984.

2.4.1 Consideruciones {generales.

El Consejo de Estado, en el Dictamen elaborado sobre el orden de prelación de créditos 

que ha de guardarse en los procedimientos liquidatorios llevados a cabo por la Comisión 

Liquidadt>ra de Entidades Aseguradoras (CLEA)*’®', recoge las siguientes conclusiones:

c) El procedim iento de aclunción de C LEA . cuando la entidad aseguradora en 
liquid;<ción es solvente, se ajusta a lo  previsto en la Ley 33/1984. de OrdenacitSn del 
Sejiuro Privado y , con carácter supletorio , en la de Sociedades A nónim as.

Pero, cuando la entidad en liquidación es insolvente, el Real Decreto-Ley 10/1984 
crea un prucedim iento específico para llevar a cabo la liquidación; hom ologable a  los 
procesos concúrsales mercantiles ya que. com o ha tenido ocasión de decir este consejo de 
Estado (Dictam en n" 49 .276 , de 29 de ju lio  de 1986) se traía de un procedim iento 
concursal de ejecución universal en vfa adm inistrativa regido po r el principio 'parconditin 
creditorum', en el que se sustituye la intervención judicial por la del órgano adm inistrativo 
creado al efecto, la Com isión Liquidadora de Entidades A seguradoras (C LEA ). La 
liquidación se lleva a cabo, *sin peiju icio  de las garantías jurisd iccionales del a ti"  16 de 
la Ley de Suspensión de Pagos y  de los artículos 902 y 903 del C ódigo de Com ercio 
dejando, pues, a salvo el derecho de los acreedores que no concurran a la Junto, el de los 
que, asistiendo, discrepan del voto de la m ayoría y el de tos que hubieran sido elim inados 
de la lista formada*.

Nos encontram os, pues, ante un procedim iento concursa] que se desarrolla 
íntegram ente en vía adm inistrativa si bien la posible im pugnación de su resu lu d o , es decir, 
del plan de liquidación, puede lesidenciarse ante los T ribunales de Justicia , según la 
previsión constitucional contenida en el art"  117.3 de la C onstitución y las reglas que 
respecto a la determ inación del orden jurisdiccional establece el art® 9  de la Ley O rgánica 
del Pixler Judicial. Los momentos en que tal procedim iento adm inistrativo se inicia y 
cierra se corresponden con sendos actos de la D irección General de Seguros, bajo cuya 
tutela transcurren las operaciones de liquidación.y están definidos respectivam ente en los 
artículos S y 38 del Real Decreto 2 .020/1986 . de 22 de agosto, a cuyo tenor cuando 
concurra alguna de las circunstancias legalm ente picvistac para que se dé la liquidación 
especial establecida por el Real DecreltvLey 10/1984, de 11 de ju lio , la D irección General 
de Seguros dictará, previa audiencia de la entidad de que se trate. Resolución disponiendo

iSm  Ver N .P.P n» I4,cn la pigina 3!.



que la Cuinisktn asunui los funciune.s de liqiúdiidor üe Ih iiiisina; rcsuliicu^n que dcÍK'ni 
publicarse en el Buletín Oficial del E&lado y se notificiini a ta Cuinisión y a la pn>|na 
entidad afectada; y una vez aprobado el Plan de LiqiiidacitSn p«)r los acreedores se 
soineleiá a la ratificación de la Dirección General de Seguros.

El Reul Decreto Ley 10/1984, de 11 <Je julio, en el apartado 6 del artículo 4" (modificado 

por la Dispt)sictón Adicional Sexta de iu Ley 21/1990). dice lo siguieme:

Artículo 4.:
6. N o ser.i ubli^atoría la solicitud i>or la Com isión Liqiiidjidora de la sus|H;nsión 

de pa¡*os o quiebra de la Endilad en liquidación, aun ciuindo presente insolvencia. L i 
Com isión elaUvraní un plan de liquidación ordenado y ií^il, que scní sonielidi> a 
apn>bación en convenio de acreedores con los requisitos y foniialidiides establecidos en 
la Ley de Suspensión de Pagos de 26 de ju lio  de 1992 o , en su caso, en el CiHliyo de 
Com ercio, salvo en la intervención del Juez, que seni sustituida |H>r la de la CtMiiisiiVn 
Liquid^idora, sin ¡leijuicio de las i>aninlías jurisdiccionales derivadas de los artículos 16 
de la citada Ley y 902 y 903 del niencionadi» C»kligi>, entendiéndose referid;! a dicha 
Com isión la m ención de los Síndicos contenida en la Ley de Enjuiciam iento Civil.

El plan aprobado sení sometido a la raliñcación de la Dirección General de 
Seguros. Tal nitificación .surtini los efectos previstt>s en el párrafo 7 del artículo 33 de la 
Ley S /I9S 0, de 10 de m arzo, del Estatuto de los Trabajadores, si del m encionado plan se 
deduce la insolvencia de la Entid id .

Las accione.s de cualquier clase ejercikidas ci>ntnt la entid:id antes del com ienzo 
de la liquidación o  durante ésta ante cualquier ju risd icción , incluidas aquelUis que perdigan 
bienes hi|H)tecados o  pignorados, seguirán sii tram itación hasta obtener sentencia finne. 
La ejecución de ésta, la de los em bargos cautelares trabados, así com o la de las 
providencias adm inistrativas de aprem io, quedjtni en suspenso en tanto se Irainita por la 
Com isión el priKedim ienlo liqiiidatorío. Si el plan de liquidación no fuera ap rok ido  ¡xir 
los acreedores o ratificado pt»f la Dirección General de Seguros, quedará expedito a 
aquéllos el ejercicio de las accione.s legales oportunas para instar las acttuiciones judiciales 
pnK edentes. y a las Adm inistraciones Públicas, el de sus potestades para proseguir los 
prtK'editnientos admini.strativos de apremio.

2.4.2 La incidenciu del procedimiento en la ejecución del cr¿‘dito de Iu Sejiuridud SociuL

A diferencia de lo que sucede en caso de concurrencia del crédito de la Seguridad Social 

cí)n un procedimiento concursal de ejecución universal de los que podrían denominarse 

"hahituales" (es decir, suspensi()n de pagos o quiebra), cuya solución viene determinada por la 

aplicacitín del artículo 117 de la Orden de 8 de abril de 1992'-’’“; cuando la concurrencia se 

produce con un procedimiento de liquidación regulado en el citado Real Decreto Ley 10/1984,

(371) Cimrnintar el capftul» 4®, de la pnineni parte: "La incidencia de los pnKcdimicntos concunaics en la cJccuciiSn 
dcl crfdiio de la SeiniríJad Sixial" (páp. 109).



como acabo de exponer, delerminará que "Las acciones Je cualquier clase ejercitadas contra la 

entidad antes del comienzo de la Ut/uidación o durante ésta ante cualquier jurisdicción, incluidas 

aquellas que persigan bienes hipotecados o pignorados, seguirán su tramitación hasta obtener 

sentencia ftrme. La ejecución de ésta, la de los embargos cautelares trabados, así como la de las 

providencias administrativas de apremio, quedará en suspenso en tanto se tramita por la Omisión 

el procedimiento liquidatorio.".

En definitiva, aquí si que se produce una verdadera paralización del ejercicio de las 

acciones individuales, sin excepción alguna. Únicamente se podrfa plantear la duda respectti a la 

paralización de las acciones ejercitadas por los trabajadores en reclamación de créditos salariales; 

que, en mi opinión, atendiendo al carácter absoluto de la redacción del artículo 32.4" y S° del 

Estatuto de los Trabajadores, no se verán paralizadas a pesar de la existencia del procedimiento 

de liquidación previsto en el Real Decreto Ley 10/1984,



3. LA RESERVA DE DOMINIO EN LA LEY DE VENTAS A PLAZOS DE BIENES 

MUEBLES.

3.1. ¿Tituluridud dominical o dcrechu real de KuruntfuV

El probicniu tuniiumental que pluntcu el estudio de la reserva de diiminio prevista en el 

apartado 12. del artículo 6*’, de la Ley de Ventas a Plazos de Bienes Muebles, de 17 de julio de 

1965 (Ley 50/1965), consiste en determinar si tal reserva de dt>minio atribuye al vendedor una 

verdadera titularidud dominical sobre el bien, en tanto m> se abonen la totalidad de las cantidades 

aplazadíLs, o. por el contrario, el vendedor gtizard de un derecho preferente con respecto a los 

restantes acreedores, es decir, gozani de un derecho real de garantía similar a la hipoteca 

mobiliaria y a la prenda sin desplazamiento.

En mi opinitin, la reserva de dominio regulada en la Ley 50/1965 atribuye al vendedor 

(o. en su caso, al tlnanciador''^') un derecho real de garantía, pero no significa que el vendedor 

conserve la propiedad del bien, pues, como dice el artículo 9“ , "la venta de bienes muebles 

corporales a plazos reculada en esta Ley. sólo quedará perfeccionada cuando el comprador 

saiisfana. en el momento de la entrega o puesta a disposición del objeto vendido, el desembolso 

inicial. Si el vendedor entrena la cosa sin haber recibido simultáneamente el desembolso inicial, 

perderá el derecho a exigir el importe de éste, y la ohlifiación de pafto del comprador se entenderá 

reducida al importe del resto del precio, conservanilo el derecho a hacerlo en ¡os plazos 

convenidos”.

Además, como mis adelante desarr«)llar¿. el artículo 19 señala que "el acreedor para el 

cobro de los créditos nacidos de contratos inscritos en el Rci^istro a que se refiere el artículo 23, 

f^ozará de la preferencia y prelación establecidas en ios artículos 1.922, número 2. y  1.926, 

número / .  del CótJigo Civil'.

(372) L j  Cilvular de 19 de iKivieinhn: de 1968, de Li DitcccitSn Gciicnil de los Rc^istrns y Nutarindu, ivciicnl.i mic 
la RcMilucitSn (le CSC inism» Ccnln> Directivo de 13 de noviembre de 1968. al .ipnihar cl moJcl» de Coninito 
'R *  de fínaitcbcii^n a comprador de iiiilointSviles, admite la reserva de dotiiinio a favor del riiianciador.
Ahora bien, corno dice BKKfovnv. Y Ri)i)RÍríui-y-CANO. RoDHirK): "Cotucntarios a la Ley de VcnlaN a p la/i»  
de hicncx m uebles'; Editorial Nfonlecorvo, S.A .; Madrid 1977; 140: ’L i  Ley no hriiulíi mnf¡iin amyyo a
semejante construcción. Por lo üue. en realidiul, se con/iirule lo aulnriJtul Je  la Ley con h  Jel ituslelo -R^.  
tmrohatio timplemente por una Resotuciiin de la Dirección General Je  los Ref;isiros y  líotariiulo".
En CMC scnlidii. confnin iar también Ríf)S Sa i.m iíKó N, Bakt»I.o m iU "t-o* prívilcjiioN d e l. .." ,  (obra eit.nda en la 
N P P  n“ 73. pás. 143); piR. 352.



Entre los autures, hay que destacar en esta materia a RODRIGO BERCOVUZ V RODRlCUEZ- 

CanO'’” ', quien abiertamente Jefíende la equiparación de la cláusula de reserva de dominio a una 

garantía mobiliaria sin desplazamiento: "£/ derecho que produce la cláusula de reserva de dominio 

no es la titularidad dominical. a pesar de la denominación de la figura, que induce a semejante 

equívoco. La reserva de dominio constituye un derecho real de garantía similar a la hipoteca 

mohiliaria y a la prenda sin desplazamiento. Ld que responde tanto a su Junción económica como 

a las exigencias propias de su construcción jurídica. ".

Bartolomé RIOS Salmerón"''*’, analizando el privilegio del crédito salarial, mantiene 

la misma pt>sic¡i1n: ' / . . . /  cuando los Nenes del empresario han sido adquiridos a plazos, y la 

operación incorporó una cláusula de resenv de dominio ¿se trata de Nenes ajenos, inmunes por 

ello al privilegio salarial?, ¿o más bien se trata de Nenes propios, susceptibles de ser apremiados. 

en eventual concurrencia con vendedor o fmanciador. que de supuestos dueños, pasarían a simples 

acreedores más o menos privilegiados?.

Se cuenta con una importante corriente doctrinal que abiertamente sostiene que la reserx a 

de dominio es completamente equiparable a una garantía real mobiliaria sin despf'izamiento: tesis 

que debe ser conpartida, y  que tiene su más fuerte apoyo en el artículo 19 de la Ley. /.../. En 

consecuencia, la ejecución laboral, por créditos del trabajador, puede dirigirse contra bienes 

muebles que hayan sido adquiridos al amparo de la ¡jey de 1965, aunque en la venta se haya 

incorporado una cláusula de reserva de dominio, sea en favor del vendedor, lo sea en el del 

financiador; quienes, si estiman que gozan de mejor prelación que dicho trabajador, podrán 

interponer la correspondiente tercería de mejor derecho, pero no ¡a de dominio, porque no son 

dueños, sino solamente acreedores del precút. bien que enérgicamente privilegiados.'.

El propio RODRJGO BER CO vrrz V RodrIguez-CaNO''” ', recoge la evolucii^n 

experimentada por la doctrina y la jurisprudencia, reconociendo que ta equiparacit5n de la cláusula 

de reserva de dominio a un derecho real de garantía semejante a la hip^neca mobiliaria o a la 

prenda sin desplazamiento, no constituye hoy en día, ni mucho menos, doctrina pacífica.

Otros autores que mantienen la misma posición doctrinal son VICENTE BaLDO DEL

(373( BH«c<ivir/. Y RodríRUH/.-Cano . Ro d r iw ; "Comenuños a b  L«) de ..." , (obia cnaJa en b  NPP n* 372. páp
428); y ~La cliuMib de rcscn'a de dominio (Estudio sobic su natu ialcu  jurídica en b  compravenu a p la/m  de
bienes m ucM csr; Madrid. 1971.

1374) Ríos SaI_M)J<óN. BAKTt)I.OMÉ. 'U m  priv ilecÍM  d c L ..* . <»>b»a citada  en  b  NPP n® 7 3 . p ip  I4 3 i

(375) B iJ tco v ir / V RoüRir.uiy CANO. Ruuhic'io ; 'ComeiUatiiMi a b  Le>- de...* , (obra citada en b  NPP n® 372. páf
428): y "Ij  cUusub d e ...“. (obra citada en b  NPP n* 373. pip. 429)



Castaño'’^*, Jaime Santos Briz'” ’̂ y José Puig brutau '̂ '*’, entre oíros.

3.2. Breve estudio de lu Ley 50/1965.

Para cunlinuar con el análisis dul privilegio otorgado en la cláusula de reserva de dominio, 

interesa ahora destacar algunos artfculos de la Ley de Ventas a Plazos de Bienes Muebles, con la 

finalidad de llegar a la conclusión que inicialmente he planteado: la reserva de dominio atribuye 

al vendedor (o, en su caso, ul llnanciador) un derecho real de garantfa similar a la hipoteca 

mobiliaria y a la prenda sin desplazamiento.

Artfculu 1.:
Es olijclo dv la preNcnle Ley lai rcj!uli<ci«)n de las vcnl.iN :i pluztis üc incnes 

muebles ct)r]Hirale.s no cunsuinibles, de los préstamos destinados a facilitar su aüquisicnSn 
y dti las ganinlías que se constituyan pan asegitnir el ciitnpliinienlo de las obligaciones 
nacidas de aquellos contratos.

La Ley no se limita a regular exclusivamente las ventas a plazos, sino que también se 

ocupa de los préstamos destinados a facilitar su adquisicit^n y de las garantías que se constituyan.

Artículo 4.:
Quedan excluidas de la presente Ley:
1*’ Líts coiiipraventas a plazos de bienes muebles qtie, ct>n o sin ulterior 

transfonnacit^n o tnanipuiacit^n. se destinen a la reventa al público, y li*s préstamos cuya 
nnalidad sea fmanciar tales <>|>enicione.s.

2" L-ts ventas y préstamos iKasiiinales efectuados sin finalidid de lucro.
3" l^s ventxi.s y préstamos cuyo ini|̂ >r1e sea inferior o su|)erior a la cantiiLid que 

se detennine por el Gobierno.
4" L»>s préstamos garantizados ctm bi|Miteca o prenda sin desplaz^uniento.
5“ Lis opcmciones de coinercio exterior.

La exclusión de los priístam{)s garantizados con hipoteca mohiliaria o prenda sin

(376) B aijx ) i>i;t. CiVSTA.s'r>. V|i‘h.VTl;: *R¿j;iincn jurídico de b s  ventas .1 pb /os. P.irticular estudio de sus irannifas';
.Madrid 1974. Pdps. 188 y %».

(3771 S\NTT>s BlU/.. JAlMh; "Dcrcchij Civil; Teoría y Prnctica II. Derecho de cow s"; Madrid 1973. Pdps. 683 y ss.

(378) Pl’iri OwTAtr, Josfi; ”Fundan»cnto» d e . . . ',  (obra citada en Li NPP n" 223. pie- 281); Tomo II, ViM II; pSj; 373



desplazamiento implica que, como destaca R odrigo  B e rc o v itz  y R od rIcuez-C ano’’” ’, "los 

pankulares podrán optar por un sistema u otro, que permanecerán rígidamente separados. / . . . /  

Naturalmente que la opción teórica que ofrecen ambas leyes no quiere decir que en la práctica, 

y por razones económicas y jurídicas, no vaya a ser la Ley de Ventas a Plazos la que canalice casi 

e.Kclttsivamente este tipo de tráfico jurídico, tal y como señala L a l a g u n a " ' ^ ' .

Artículo 6.:
Lus cuniralos. además de lüs paciMS y cláusulas que las partes lihretnente 

esti]iulcn. contendrán con carácter ohligatoríu las circunstancias si{!uicnlcs:
12. La cláusula de reserva de dominio, si xsí se pactara, así como el derecho de 

cesión de la misma o cualquier otni garantía de las previstas y reguladas en el 
ordenamiento jurídico.

13. La pmhibici<Sn de enajenar o de realiur cwilquier otro acto de disposición en 
tiuito no se haya |>agado la totalidad del precio o re«inlM>l.sado el préstamo, sm la 
autorización pt)r escrito del vendedor o del nnaiiciador, en su caso.

Este artículo 6", ademls üe e.stablecer otras circunstancias que obligatoriamente deben 

quedar recogidas en el contrato, especifica en los apartados 12 y i3 la p«)sibilidad de incluir en 

las ventas a plazos la cláusula de reserva de dominio y la prohibici<)n de disponer.

Sobre la problemática que se desprende de la cláusula de reserva de dominio ya he 

analizado en el punto 1 de este mismo apartado su condici(Sn de derecho real de garantía "a pesar 

de la denominación de la finura”.

En cuanto a la prohibici«5n de disptiner regulada en el apartado 13. del artículo 6“. hay 

que destacar las conclusiones que sobre la misma recoge en su obra Rodrigo Bercovitz y 

Rodríguez-Cano'-”" ’: "Esta prohibición de disponer constituye una novedad en el ámbito de las 

transmisiones onerosas, /.../. De ahí que esta prohibición tenga poco o nada que ver con las 

existentes en el campo de los actos a lindo gratuito, a las que la doarina ha considerado como 

simples restricciones que no generan un derecho. Aquí, en cambio, nos encontramos no sólo con 

una restricción para la titularidad del comprador sobre la cosa, sino con un verdadero derecho

(379) BKItCOVir/. V RoDRÍfUH-7.-CA.\-<>. Roi)WrH>; *Comcntarios a h  Ixj- d e ..." . íubra ciUida en la NPP n" 372. pdp
428); pJgs. 152 • 153.

(.VtO> LaIjvOIINa  DiJMÍScil!|-y.. E.s’klQUI-:; 'Perspectiva actual de la hipc^cca mobiliaria y la pim da sin dcsplxumicnio
en n:bci6n con b  venia a pla/m  de bienes muebles'; Rc%‘Lsta Ctvil de Derrch» Inmnhitiant^. númen^ 460. mayo 
-junio  1967. P á p . 677 y ss.

(3HI) B t» 'o v i r /  V R0 l)klr.ui-y.-CA.*í0 , Roniuno; 'Comentarios a la Lo- d e ...’ . <t»hra citada en la NPP n® 372, páp
428); itipv  183 • 187.



a favor def vendedor o del ftnanciador, derecho reai de garanifa similar a la hipoteca niobiliaria 

o prenda sin desplazamiento o reserva de dominio, puesto que de acuerdo con la Lo’ «octi 

exactamente de sus mismos efectos, una vez que reúna sus mismos requisitos. / . . . /  Una ví-z que 

el contrato haya sido inscrito en el Renistro, la cláusula adquiere pleno efecto frente a terceros 

(art. 23). / . . . /  Pero además, el efecto más importante de la prohibición de disponer roílica, de 

acuerdo con su condición de derecho real de garantía, en la facultad que concede de ejecución 

preferente sobre el bien (art. ¡9), al igtud que la reserva de dominio.''.

Artículo 9.:
De conrunuidiul ci>n lo dispueslo en el artículo 2**. la venta tie bienes inuehlcs 

coqiondes a plazos regulada en esta Ley, st l̂o quecbrá |>effecciona(la ciuindo el coinpradt>r 
satisfaj»», en el nuimento de la entrej!» puesta a dis]H>sición del objeto vet)didi>, el 
dcsenilH)lso inicial.

Si el vendedor entrega la cosa sin halwr recibido siinultáneanienle el deseiniHiho 
inicial. iKíderá el dereclit) a exi{>ir el iii)]Mirltt de ¿stu, y la obligación de pa^o del 
conipnidor se entendeni reducida al ini|)orte del resto del precio, conservando» el derecho 
a hacerlo en los plnzos convenidos.

En mi opiniiln, la reilaccicin del artrculo 9 constituye uno de los argumentos más 

contundentes a la hora de considerar la naturaleza de derecho real de garantía de la reserva de 

dominio, en lugar de atribuir una titularidad dominical al vendedor, debido a que el contrat*» 

quedará perfeccionado con la entrega de la cosa.

Artículo 11.:
Si el comprador demora el pago de dos plazos o del último de ellos, el vendetUir. 

sin ifeijuicio de lo que dispone el arl. 13, |XHlnl optar entre exigir el pago de t«idos los 
pluz«>s |H:ndienles de aliono o la resolución del contrato.

Cuando el vendedor optare |X>r la resolución del contrato, las partes deltenin 
restituirse recípriK.'Knente las prestaciones rudiziidas. En t«xl«> caso, el vendedor tendrá 
derecho a deducir:

1“ El 10 por 100 del importe de los plazos pagados, en concepto de 
indemnización por la tenencia de la cosa |Xir el comprador.

2" Una cantidad igual al desemlxilso inicial. |x>r la depreciación comercial del
objeto.

Por el deterioro de la cosa vendida, si lo hubiere, |Hidrá exigir el vendedor. 
adem:(s. la indemnización que en derecho pnKeda.

Si el imp<irte de los plazos satisfechos ftiere insuficiente para que el vendedor se 
reintegre de los conceptos mencionados en este artículo, quedanin a sidvo las pertinentes 
acciones de resarcimiento.

La falta de pago de dos plazos o del último de ellos dará derecho al tercero que 
hubiere Tmanciado la adquisición en los ténninos del artículo 3" pan» exigir el alnmo de 
la totalidad de los plazos que estuvieren pendientes, sin ¡Mijuicio de los derechos que le



La redacción de este artículo podría inducir a pensar que el vendedor continúa siendo el 

titular del bien hasta que no esté totalmente desembolsado el precio por parte del comprador; sin 

embargo, como acertadamente señala RODRIGO BERCOVrrz Y RODRfGUEZ-CANO'“ '̂: "M  siquiera 

en el an. ¡I, cuando se hace referencia a ta resolución del contrato se nos dice que dicha 

resolución supone un ejercicio de la reserva de dominio (lo que de algún modo debería 

mencionarse si se entendiese que la reserva de dominio implica la retención de la titularidad 

dominical, puesto que parece que la recuperación de la posesión y  la resolución del contrato 

deberían ir unidas".

Articula 12.:
El comprador que dolosamente, en pcijuicio del vendedor o de un tercero que 

haya financiado la o¡>eracíón, dispusiera de la cosa o la dañare, será castigado con penas 
previstas en el Código Penal para los delitos de apropiación indebida o de daños, 
respectivamente, persiguiéndose el hecho solamente a denuncia del peiiudicado.

Nuevamente, este artículo induce a la confusión al parecer partir de la base de que el 

vendedor o llnanciador conservan la propiedad. Y sin duda tal fue 1a ¡dea inspiradora para el 

legislador, como reconoce RODRIGO BERCOVIT2 Y RodrIgueZ-Cano*'®’. El propio autor continúa 

diciendo lo siguiente: "Pero esto no tiene más consecuencia (importante sin duda) que 

proporcionar al comprador una sanción excesiva y desproporcionada (sobre ello volveremos al 

comentar ese artículo), además del efecto psicológico que ello pueda tener en las panes 

intervinientes Pero no cabe deducir necesariamente que la reserva de dominio suponga la 

titularidad dominical, ya que el Derecho penal construye sus conceptos con independencia de los 

del Derecho civil (como consecuencia de su autonomía) -sin perjuicio de la conexión que puedan 

tener y ciertamente tienen-. Y buena prueba de lo dicho es precisamente ese art. 12 en el que. 

como se observará, la apropiación indebida no se conecta sólo de disponerla reserva de dominio, 

sino también con la prohibición de disponer. Es evidente pues que la aplicación de las penas que 

corresponden a dicho delito no presupone necesariamente que vendedor o financiador retengan

(382) BlüW.'tJVir/. V R0 IJR|{!UKZ-CaN0 , Ro D W « j ; 'Comenlaríos a la Le>- de...* , (obia citada en b  NPP n" 372. p í f  
42S>; pigs. 177 - 178.

BJ;W1)V1T/. y  R<>IJkl0tJl-7..CA.N0. Ro d u o » ;  'Comentarios a la Lev d e ..." , (obra citada en h  NPP n® 372. p ie  
428); pips. 178 - 179.



la propiedad del bien comprado. Por otra parte, normaltnente el lindar de la cláusula de reser\'a 

de dominio suele ejercerla en su función de derecho real de garantía, que concede una facultad 

de ejecución preferente (art. 19 de la Ley), así en la Sentencia del Tribunal Supremo de 17~VI~ 

¡970'^'.

Artículo 19.:
El ucrecdur, para el cubni de los créditos nacidos de conlntUis inscritos en el 

Registrx) a que se renere el artículo 23. gozan! de la preferencia y prelaciiSn establecidos 
en los artículos 1.922, número 2, y 1926, número I. del Código Civil.

En los casos de quiebr.i no se inctuinín en la masa los bienes contpradiM a plazos 
mientras no sea satisfecho el crédito ganuitizado. sin iKijuicio de llevar a aquélla el 
sobrante del precio obtenido en lu suhisla. En los de suspensión de pagos, et acreedttr 
tendni la condición de singiilannentc privilegiado con derecho de abstención, según K>s 
artículos 15 y 22 de la Ley de susi^enstón de pagos.

Para la venta en suluLsta notarial de lits cosas adquiridas a plazos, el acreedor, por 
Notario, hifbil para actiur en el lugar donde se hallen, requerirá de pago al deudor, 
expresando la Ciuilidad total reclamada y la causa del vencimiento de la obligación, 
haciendo constar que si no se efectuare el pago se priKedeni a la subasta de los bienes, 
sin necesidad de ntievas notificaciones ni requerimientos.

El requerido, dentro de los tres días siguientes. deÍK‘n( pagar o entregar la 
|X)sesión de los bienes al acreedor o a la |>ersona que este haya designado al efecto en el 
acto del requerimiento.

Cwmdo el deudor incimipliera la obligación de entregar la posesión de los bienes, 
el Notario no seguirá adelante en su acttuición, y el acreedor pixlní acudir a cualquiera de 
los procedimientos judiciales, sin peijuicio de ejercitar las acciones civiles y criminales que 
le correspondan.

Si el deudor no pag.are, pero entregare la ¡ntsesión de los bienes, el Notario 
pnvederá a la enajenación de éstos en la forma prevenida en el artículo 1.872 del CiSdigo 
Civil.

El párrafo primero de este artículo 19 constituye, sin duda alguna, el principal argumento 

en defensa de la tesis que considera la cláusula de re.serva de dominio como un derecho de garantía 

real similar a la hipoteca mohiliaria y a la prenda sin desplazamiento, pues, dicho apartado, 

atribuye a! vendedor un derecho preferencia! (remitiendo a los artículos 1.922, niimero 2 y 

l.926,número 1. del Ctidigo Civil), pero no una titularidad dominical sobre el bien objeto de la 

venta.

•3JM) £1 propio Rodkick) BiíW'dvit/. dicc I»» si{>uicnlc: •Lt> tfiif rfsulla conimJiclorio con prelrrultr la tiiulnrúüid
Jimúnical Je! ejecutante o del emharganfe. Esto es precisamente lo t¡ue inducía a enlemler en mi comentario a 
la Ley iLas venias a plazos de bienes muehtest tiue el art. 19 no se aplicaría cuando existiese un pacto de 
reten» de dominio; portfue partía de la errónea concepcitfn tradicional sobre dicha reserx». Modificada mi 
postura a favor de su equinaradi n̂ con un derecho real de garantía similar a la prenda sin desplazfimieitto.pasf 
a darme cuenta (en La ciiíusida de..., piígs. 101-1021 ipie, por el contrario, el art. 19 era el que contenta la 
eficacia propia de la reserva de dotrúmo.»



Por el contrario, el párrafo segundo del artículo 19 establece un derecho de separación de 

los bienes comprados a plazos respecto a la masa de la quiebra. Cuestión que podría dar lugar a 

considerar que si el vendedor goza de un derecho de separación es debido a que continúa 

manteniendo la titularidad dominical del bien. Sin embargo, el referido derecho de separación 

otorgado por la Ley de ventas a plazos, no está basado en el dominio (separatio ex ture dominii) 

sino en el privilegio establecido en el párrafo primero del mismo artículo 19; es decir, se tratará 

de un derecho de separación fundado en la naturaleza del crédito (separaúo ex ture creüiti). En 

idéntico sentido, el artículo 918 del Código de Comercio atribuye a los acreedores con prenda 

constituida por escritura pública o en póliza intervenida por Agente o Corredor, el mismo derecho 

de separación que el regulado en la Ley de ventas a plazos.

Este derecho de separación fundado en la naturaleza del crédito, unido a la consideración 

de acreedor singularmente privilegiado con derecho de abstención en los casos de suspensión de 

pagos, ratillca, una vez más, que la reserva de dominio atribuye al vendedor un derecho real de 

garantía, y no la titularidad dominical del bien enajenado; en cuyo ca.so, la Ley no establecería en 

las suspensiones de pagos la condición de singularmente privilegiado, sino que el bien quedaría 

excluido del proceso concursal.

El párrafo 3" del mismo artículo 19 introduce un nuevo argumento en favor de la tesis que 

estoy manteniendo, pues, al establecer la venta en subasta notarial, está reconociendo que el bien 

objeto de la venta a plazos corresponde al comprador a pesar de no haber abonado la totalidad del 

precio. Evidentemente, si el vendedor ostentara la titularidad del bien no sería necesario acudir 

a la .subasta del mismo.

La única duda que podría plantear el análisis de este artículo 19 viene determinada por la 

necesidad de entregar la posesión, por parte del comprador, previsto en los párrafos 4®, 5® y 6®. 

Ahora bien, com(> acertadamente señala, una vez m is, RODRIGO BERCOvrrz Y R odrÍguez- 

Cano'^“ ', "El comprador no entrega más qtte la posesión, no porque no tenga la propiedad, sino 

porque hasta con aquella entrega para obtener el efeao que se persigue, que es colocar al 

acreedor prendario en la situación qtte le permita hacer uso del arr. 1.872 del C.c. (para lo que 

es necesario que. al igual que el C.c. obtenga previamente, direaa o indireaamente, la posesión 

de la cosa). El deiuior propietario de la prenda o de la cosa sobre la que se ejecuta sólo pierde

(3K5) BKKTOvrr/. V RoBHlcíiiia-CANo. R uD U m : *Comcnlano$ a b  Ixy  d c ...‘ , (obra cita<h en b  NPP n“ 372. páp. 
428); j>igs. 174.



la propiedad sobre ella atando se procede a su venta for^osa.'^^'.

Artfculo 23.:
Para que sean opt)nibte.s a tercer» las reservas üe duininiu o las prohibiciones de 

disponer, que se inserten en los conlmlos sujetos a la presente Ley, senf necesaria su 
inscripción en el Registro a que se refiere el pdmifo siguiente.

El Rcgislrt) de reservas de dutniniu y prohibiciones de dis|x>ner se l le v a n i |H>r los 
Registr.idorcs mercantiles y se sujetani a las nonnas que dicte el Ministerio de Justicia.

A lu visla de lo anteriormente expuesto, la oponibilidaü trente a tercero de las reservas de 

dominio o de las prohibiciones de disponer, hacen referencia a la posibilidad de ejercitar el 

derecho real de garantía previsto en el artfculo 19. como ocurre con todos los derechos reales de 

garantía con eilcacia trente a terceros; pues, en caso contrario, n«. se verían favorecidos ptir el 

privilegio otorgado en el citado artfculo 19.

3.3 . Conclusiones.

En consecuencia con todt) lo expuesto, considero que el privilegio que la Ley de Ventas 

a Plazos de 17 de julio de I96S otorga al vendedor y. en su caso, al tlnanciador. consiste en un 

derecho real de garantía similar a la hipoteca mohiliaria y a la prenda sin desplazamiento. Cuestión 

que se deriva del análisis de la citada Ley de 1965 y especialmente de lo dispuesto en los artículos

9 y 19 de la misma; de cuyo estudio puede concluirse que, con independencia de la intención 

inicial del legislador, así como de la denominada "doctrina iradicionar^ lo cierto es que la 

redacción de la Ley 50/1965 conduce necesariamente al rechazo de las tesis que consideran que 

la reserva de dominio otorga una verdadera titularidad dominical al vendedor, cuando en realidad

10 que otorga es un derecho de garantía.

Ahora bien, en el caso de que un crédito privilegiado conforme a la Ley de Ventas a 

Plazos concurra con un crédito de la Seguridad Social, la preferencia corresponder,] al acreedor 

garantizado por el artículo 19 de dicha Ley de Ventas a Plazos, siempre que la reserva de di>minio 

o la prohibición de disponer haya sido debidamente inscrita en el Registro al que hace referencia 

el artículo 23.

(386) En Ncnlido contrario (equivocadamente, en mi opinión) se tnaniricMn A l.ossu  Pt-Ki-y. M a h ia n o ; 'E l  ric*po en 
el contraln de compraventa': Madrid. 1972. Pip. 363-371.



4. EL ARRENDAMIENTO FINANCIERO (LEASING).

Para finalizar este capítulo voy a hacer referencia a la figura de) arrendamiento fínanciero, 

mis conocida como "leasing’ , de la que hay que destacar sus diferencias con la reserva de 

dominio prevista en la citada Ley de Ventas a Plazos. Estas diferencias resultan especialmente 

interesantes en relación con los vehículos de motor, debido a la frecuente utilización de ambas 

figuras en la enajenación de los mismos.

La diferencia fundamental radica en la forma de perfeccionare la compraventa. A.sí. 

mientras que en la compraventa a plazos el contrato se perfecciona con la tradición (entrega de la 

cosa), por aplicación de lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 50/1965, en el arrendamiento 

financiero "leasing" la venta únicamente se perfeccionará en el caso de que se ejercite la opción 

de compra prevista en dichos contratos. De esta forma, los contratos de ventas a plazos gozarán, 

en su caso, de un derecho de garantía, pero no otorgarán la titularidad dominical dcl bien al 

vendedor, sino que dicha titularidad corresponde al comprador desde el momento en que se 

perfeccione el contrato. Por el contrario, en los contratos de "‘leasing'' la titularidad continúa 

correspondiendo al arrendador hasta que se formalice la opción de compra en favor del 

arrendatario.

En consecuencia, en el caso de que un bien del deudor, sometido a un procedimiento 

administrativo de apremio, se encuentra financiado mediante una operación de "leasing", el crédito 

de la Seguridad Social cederá ante el derecho del titular de dicho bien, que no es otro que el 

arrendador. En este ca.so, el organismo encargado de la recaudación en vía de apremio (Unidad 

de Recaudación Ejecutiva) podrá efectuar el embargo de la posesión, pero no el de la propiedad, 

porque realmente el derecho que corresponde al deudor arrendatario es el de la posesión y 

utilización del bien financiado.

Asimismo, también podrá ser objeto de embargo el derecho correspondiente al deudor 

arrendatario de ejercitar la opción de compra prevista en el contrato de "leasing".

En definitiva, en los casos de concurrencia de un crédito de la Seguridad Social con un 

arrendamiento financiero, el arrendador gozará del derecho que le otorga su titularidad sobre el 

bien, sin que dicho bien pueda ser objeto de embargo, a excepción de la posesión o la opción de 

compra.
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CONCLUSIONES

A lo largo del presente trabajo he reiterado en diversas ocasiones que uno de los problemas 

fundamentales planteados por el estudio de los créditos privilegiados consiste en la tremenda 

dispersión normativa reguladora de dichos privilegios. Esta dispersión aconseja una reforma de 

toda esta materia en busca de la necesaria unificación de la misma que pueda aportar el rigor 

jurídico suficiente en torno a una cuestión que presenta una repercusión económica difícilmente 

comparable.

Ante la ausencia de esa norma unificadora de la regulación de los créditos privilegiados 

y con la intención de evitar la confusión originada por la diversidad de la normativa existente, voy 

a efectuar una serie de conclusiones siguiendo la estructura de los capítulos que he desarrollado 

anteriormente, pretendiendo de esta forma aportar una visión generalizada y metódica de la 

concurrencia del privilegio de los créditos de la Seguridad Social con los fundamentales acreedores 

privilegiados;

PARTE PRIMERA

PRIMERO.- El privilegio de los créditos de la Seguridad Social está determinado por lo 

dispuesto en el artículo 22 del Real Decreto Legislativo 1/1994. de 20 de junio, p<ir el que se 

aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Además, puede decirse que la existencia de un procedimiento administrativo propio de 

reclamación de las deudas de la Seguridad Social, mediante la aplicación del vigente Reglamento 

General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social (Real Decreto 

1.517/1991, de 11 de octubre), atribuye al Sistema de la Seguridad Social el privilegio de llevar 

a cabo la ejecución de los descubiertos que al mismo se originen.

SEGUNDO.- La necesidad constitucional de mantener un régimen público de Seguridad 

Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante 

situaciones de necesidad, constituye el fundamento del carácter privilegiado de los créditos de la 

Seguridad Social. Especialmente si consideramos las dificultades de financiación p̂ r̂ las que 

actualmente atraviesan los modernos Sistemas de Seguridad Social, debido a las diferentes causas



socíoecom1mica.s que hun debilitado las leurías del Estado del bienestar.

En mi opinión, ios sistemas de proteccicin complementarios previstos en la parle segunda 

del artículo 41 de la Constilucíi^n española resultan evidentemente necesarios para el futuro, pero 

ello no debería implicar un desmedido recorte de los logros sociales alcan2 udos. De ahí que el 

fortalecimiento del sistema de tlnanciacidn de la Seguridad Social determine la existencia del 

privilegio de sus créditos.

TERCERO.- Como he dicho anteriormente, el privilegio de la Seguridad Social no se 

limita al cardcter preferencial de sus cr«5ditos. determinado en el artículo 22 de la Ley General de 

la Seguridad Social, sino que dicho privilegio descaasa también en la existencia de un 

procedimientt) propio de recaudacit^n. a cuyo estudi») he dedicado el capítulo tercero de la parte 

primera.

CUARTO.- A pesar de la existencia de un procedimiento concursal o de ejecucit'in 

universal, caracterizado por la paralizaci<5n del ejercicio de las acciones individuales y por el 

sometimiento de li>s acreedores a las reglas de la igualdad de trato “par cotuMo creJiforunr, la 

ejecución originada por los créditos de la Seguridad Social p<idrá continuar cuando existan deudas 

en alguno de los supuestos siguientes:

1.- Deudas singularmente garantizadas con fecha anterior al proceso concursal.

2.- Deudas providenciadas de embargo con fecha anterior al proceso concursal.

3.- Deudas generadas con posterioridad al inicio del proceso concursal (deudas de

la masa).

Ademls del privilegio de ejecución separada que en los supuestos enumerados puede 

corresponder a los créditos de la Seguridad Social, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 

117 de la Orden de 8 de abril de 1992, que desarrolla el Real Decreto I.5I7/I99I, de 11 de 

octubre, dichos créditos de la Seguridad Social gozarán también del posible ejercicio del derecho 

de abstención previsto en el artículo 15 de la Ley de Suspensión de Pagos de 1922 y en el artículo 

900 del CiViigo de Comercio.

No obstante, segtln lo dispue.stoen el artículo 24 de la Ley General de la Seguridad Social, 

la Te.sorería General de la Seguridad Social podrá .su.scrib¡r directamente los acuerdos o convenios 

en procesos concúrsales previsto.s en las secciones 1 ’ y 8 ' del título XII del libro II y en la sección 

6* del título XIII del libro II de la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la Ley de Suspensión de



Pagus de 26 de julio de 1922.

PARTE SEGUNDA

PRIMERO.* Al margen de la normativa específica reguladora de los distintos créditos 

privilegiados, la prelaci()n de créditos se encuentra establecida, básicamente, en los artículos 1921 

y siguientes del C<)d¡go Civil, y en los artículos 912 y siguientes del Ciídigo de Comercio.

La graduación de créditos contenida en el Código de Comercio se limita exclusivamente 

a lu determinación de la prelación de créditos en los procesos de quiebra. Coasecuentemcnte. a 

excepción de dichos procesos de quiebra, la prelación de créditos se determinará por la aplicación 

de lo dispuesto en el Código Civil y en la restante normativa específica que ha ido completando

lo establecido en el mismo.

En relación con el articulado del Código Civil es necesario destacar la controversia 

planteada por la aparente antinomia de los artículos 1.921 y 1.922 con el artículo 1.926. y de los 

artículos 1.921 y 1.923 con el artículo 1,927, a la que me he referido en el capítulo 1® de la 

segunda parte.

El Código Civil efectOa la graduación de créditos diferenciando los créditos que gozan de 

preferencia con relación a determinados bienes del deudor (créditos singularmente privilegiados), 

de los que gozan de preferencia .sobre la totalidad de bienes del deudor (créditos privilegiados). 

Asimismo, entre los créditos singularmente privilegiados diferencia aquéllos cuyo privilegio 

descansa sobre determinados bienes muebles, de lo relativos a los bienes inmuebles. La posible 

concurrencia de créditos privilegiados se resuelve en el Código Civil en favor de los créditos 

singularmente privilegiados en detrimento de los créditos que gozan de un privilegio general. 

Ahora bien, existen normas específicas posteriores al Código Civil que han modificado esta 

situación, otorgando preferencia a determinados créditos con privilegio general frente a los 

singularmente privilegiados por el Código Civil. Tal es el caso de los créditos salariales protegidos 

por el artículo 32.1 del Estatuto de los Trabajadores, o de determinados créditos tributarios 

garantizados por la Ley General Tributaria, entre otros.

En relación con la graduación establecida en los artículos 912 y siguientes del Código de 

Comercio para los procesos de quiebra, hay que destacar la posición del c r^ ito  de la Seguridad 

Social dentro del apartado I** del artículo 913, anteponiéndose, en atnsecuencia. a los créditos 

privilegiados por el Derecho común. Esta cuestión determina que. en un proceso de quiebra, el



crédito Je la Seguridad Social gozará de mejor grado de prelación que otros acreedores que tiiera 

de dicho proceso hubieran sido preferentes a la Seguridad Social; entre esos créditos hay que 

incluir, ademils que los garantizados en los artfculo 1.922 y 1.923 del C«)digo Civil, los créditos 

tributarios que. a mi juicio, en un proceso de quiebra deberán posponerse a tos créditos de la 

Seguridad Social.

SEGUNDO.- Los créditos salariales garantizados por los apartados I" y 2” del artículo 

32 del Estatuto de los Trabajadores gozan de preferencia sobre cualquier otro crédito, aunque éste 

se encuentre garantizado por prenda o hipoteca. La doctirina ha denominado a estos créditos como 

"superprivUegiaJos", debido precisamente a su preferencia sobre todos los demls. Sin embargo, 

la existencia de otros créditos privilegiados con idéntico carácter absoluto (sobre cualquier otn» 

crédito), obliga a tener presente el principio de aplicaciCin de la Ley posterior, y, en este sentido, 

el crédito salarial protegido en los citados apartados I” y 2“ del artículo 32 del Estatuto de los 

Trabajadores, en la actualidad, tiene preferencia .sobre todos los créditos, incluso sobre los créditos 

tributarios garantizados por los artfculo 73. 74 y 75 ile la Ley General Tributaria, o sobre el 

crédito de las comunidades de propietarios protegido por el artículo 9".5^ de la Ley de Propiedad 

Horizontal.

En relaciiin con los restantes créditos salariales, garantizados en el apartado 3 del artfculo 

32 del Estatuto de los Trabajadores, hay que destacar las moditlcaciones introducidas por la Ley 

11/1994, de 19 de mayo, que limita su privilegio "en la cuantía que resulte de multiplicar el triple 

del salario mínimo interprofesional por el ntimero de días de salario pendientes de pago". No 

obstante, en lo que afecta al créditos de la Seguridad Social, la cuestión más importante que .se 

desprende de este apartado 3” radica en la limitación que ya existía en la primera redacción del 

Estatuto de los Trabajadores, según la cual, estos créditos salariales gozan de preferencia sobre 

cualquier otro crédito, excepto los créditos con derecho real, en los supuestos en los que éstos, 

con arreglo a la Ley, sean preferentes (anteriormente decía con arreglo a la Ley Hipotecaria). En 

mi opinión, considerando la naturaleza real de la anotación preventiva de embargo que he 

defendido, los créditos de la Seguridad Social que se encuentren garantizados mediante la 

correspondiente anotación preventiva de embargo gozarán de preferencia sobre los créditos 

salariales protegidos en el apartado 3 del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores.

En el actual apartado 3 del artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores también hay que 

destacar el párrafo final añadido por la Ley 11/1994: "La misma consideración tendrán las



indemnizaciones por despido en la cuantía correspondiente a! mínimo legal calculada sobre una 

base que no supere el triple del salario mínimo". De esta forma parece terminarse con la 

controversia suscitada en torno al privilegio de las indemnizaciones por ¡as Salas primera y cuarta 

del Tribunal Supremo. Sin embargo, la redacción literal del actual apartado 3 del artículo 32 del 

Estatuto de los Trabajadores hace referencia exclusivamente a las indemnizaciones por despido, 

sin hacer referencia a las restantes indemnizaciones que puedan corresponder al trabajador; 

cuestión esta que puede dar lugar al inicio de una nueva discusión en torrto al contenido del 

privilegio garantizado en el artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores.

TERCERO.- Entre los tradicionales derechos reales de garantía, los créditos hipotecarios 

con garantía inmobiliaria gozan de preferencia sobre los restantes créditos que pudieran existir, 

a excepción de los que relaciono a continuación:

1.- Las denominadas hipotecas legales tácitas previstas en el artículo 1.923.1" y 2” del 

Código Civil (nu obstante, el privilegio regulado en el apartado I" del citado artículo 1.923 se 

encuentra tácitamente derogado por el artículo 73 de la Ley General Tributaria).

2.- Los créditos salariales protegidos por el artículo 32.1° y 2° del Estatuto de los 

Trabajadores (si bien, la aplicación del privilegio del artículo 32.2” a los bienes inmuebles deberá 

limitarse a aquellos supuestos en los que el inmuebles ha sido elaborado por los trabajadores; es 

decir, a las empresas de construcción).

3.- Los créditos tributarios garantizados en los artículos 73 y 74 de la Ley General 

Tributaria.

4.- Los créditos a favor de las comunidade.s de propietarios protegidos por el artículo 

9“.5* de la Ley de Propiedad Horizontal de 1961.

5.- Las anotaciones preventivas de embargo y los créditos refaccionarios, anotados o 

inscritos con anterioridad al crédito hipotecario (artículos 1.923.3® y 1.927.2® del Código Civil).

6 . ' Determinados créditos privilegiados en el ámbito del Derecho Marítimo.

En defmitiva, el crédito de la Seguridad Social podrá anteponerse al hipotecario cuando 

por parte de las Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad Social se haya efectuado la 

correspondiente anotación preventiva de embargo con anterioridad a la inscripción registral del 

crédito hipotecario.

En relación con la hipoteca mobiliaria y la prenda sin desplazamiento, los créditos 
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garantizados con estos derecho reales tendrán preferencia sobre los restantes créditos, con 

excepción de los créditos salariales protegidos por el artículo 32.1^ y 2" del Estatuto de ios 

Trabajadores, de los créditos tributarios garantizados en los artículos 74 y 75 de la Ley General 

Tributaria y de determinados créditos privilegiados por el Derecho Marítimo. Asimismo, en 

cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin 

desplazamiento, no podrd constituirse este tipo de garantía cuando U)s bienes ya estuvieran 

hipotecados, pignorados o embargados; de esta forma el crédito de la Seguridad Social, cuando 

haya dado lugar al embargo de los bienes muebles, impedirá la constitucitín de una hipiUeca 

mobiliaria o de una prenda sin desplazamiento. En cualquier caso, este tipo de garantías reales 

parecen haber caído en desuso en favor de otras como las compraventas a plazos garantizadas con 

reservas de dominio o con la proliferaciiín de turas figuras como el arrendamiento fmanciero 

"leasiníi'.

Otros derecho reales de garantía que igualmente han ido perdiendo la importancia práctica 

que tuvieron en otro momento son la prenda, la anticresis y la fiducia. En relacitín con ésta última, 

a mi juicio, el dotar de naturaleza constitutiva a la inscripcit'in registral del negocio fiduciario 

eliminaría los inconvenientes que se plantean en la actualidad para c»>nvertir en un verdadero 

derecho real de garantía.

CUARTO.- El privilegio de los créditos tributaritvs se encuentra reguladt» en la actualidad, 

fundamentalmente, en los artículos 71 y siguientes de la Ley General Tributaria.

Al igual que los créditos de la Seguridad Social, el privilegio de los créditos tributarios 

goza también de una prerrogativa de carácter proce.sal determinada por la existencia de un 

procedimiento propio de recaudaciíSn. aprobado por el Real Decreto 1.684/1990. de 20 de 

diciembre.

Sin embargo, en mi opiniiln, una diferencia fundamental exi.stente entre el privilegio de 

la Seguridad Social y el de los créditos tributarios viene determinada por la au.sencia de reniisii^n 

de la normativa tributaria al sistema de graduación efectuado por el Código de Comercio para los 

proce.sos de quiebra. De tal forma que los créditos de la Seguridad Social, garantizados en el 

apartado I” , letra D), del artículo 913 del CiVligo de Comercio, se antepondrán a los créditos 

tributarios cuando la graduación de créditos deba realizarse en un proceso de quiebra, pues los 

créditos tributarios deberán incluirse, en su caso, en el apartado 3" del citado artículo 913 del 

Código de Comercio.



QUINTO.- La anotación preventiva de embargo no tiene carácter constitutivo, es decir, 

el embargo puede existir con independencia de su anotación registral. Ahora bien, dicha anotación 

atribuye el embargo efectuado sobre los bienes inmuebles la preferencia establecida en el artículo 

1.923.4“ del Código Civil.

En mi opinión, actualmente la anotación preventiva de embargo tiene naturaleza de 

derecho real, siendo preferente a todos los créditos nacidos con posterioridad a su inscripción 

registral. con excepción, lógicamente, de los mismos créditi>s que también se anteptinen a los 

créditos hipotecarios, a pesar de no constar en el momento de la anotación. Nt> obstante, la 

anotación preventiva no atribuye preferencia al embargo trente a los créditos privilegiados nacidos 

con anterioridad a dicha anotación, aunque estos créditos no se hayan anotado o se hayan anotado 

con posterioridad.

Esta naturaleza real de la anotación preventiva de embargo determina que la misma goce 

de preferencia respecto a aquellos créditos que limitan su privilegio a la existencia de un derecho 

real anotado o inscrito con anterioridad. En este sentido, la anotación preventiva de embargo goza 

de preferencia con respecto a los créditos salariales garantizados en el apartado 3 del artículo 32 

del Estatuto de los Trabajadores, cuando estos créditos hayan nacido con posterioridad a la 

anotación preventiva de embargo. Del mismo modo, la preferencia de la anotación preventiva se 

antepondrá a la de los créditos tributarios garantizados en el anfculo 71 de la Ley General 

Tributaria, cuando é.stos hayan nacido con posterioridad a la anotación.

Por lo que respecta a los créditos de la Seguridad Social, éstos tendrán preferencia sobre 

las anotaciones preventivas de embargo cuando dicho crédito de la Seguridad Social haya nacido 

con anterioridad a la anotación preventiva, aunque no se haya anotado o se haya anotado con 

posterioridad a la otra anotación. Sin embargo, el crédito de la Seguridad Social se verá 

notablemente fortalecido mediante su anotación preventiva de embargo, pues dicha anotación 

otorga a los créditos de la Seguridad Social preferencia frente a los créditos que limitan su 

privilegio a la existencia de un derecho real anotado o inscrito con anterioridad. 

Consecuentemente, los créditos de la Seguridad Social, cuyo embargo se encuentre anotado en el 

correspttndiente Registro, tendrán preferencia sobre los créditos salariales garantizados en el 

apartado 3 del artículo 32 del Estatuto de los trabajadores cuando éstos hayan nacido con 

posterioridad a la anotación en favor del crédito de la Seguridad Social.

Por Ultimo, la eficacia 'erga omnes' de la anotación preventiva de embargo puede 

atlrmarse con rotundidad tras la reforma introducida en la regla segunda del anfculo 175 del



Reglamento Hipotecario aprobada por el Real Decreto 1.368/1992, de 13 de noviembre.

SEXTO.- Debido a sus especiales características, en el apartado sexto de la segunda parte 

analizo los créditos privilegiados en el Derecho Marftimo, regulados en el Convenio de Bruselas 

de 1926 para la unificación de ciertas reglas relativas a los privilegios e hipotecas marítimas, 

firmado el 10 de abril de 1926 y ratificado por España el 2 de junio de 1930.

En todo caso, la verdadera protección del crédito de la Seguridad Social en el campo del 

Derecho Marftimo nacional deberá efectuarse haciendo valer el requisito impuesto por el artículo 

40 del Decreto 1.867/1970, de 4 de julio, que regula el Régimen Especial de los Trabajadores del 

Mar. segün el cual, será requisito necesario, para que la Autoridad de la Marina autorice el 

despacho de la.s embarcaciones para salir a la mar, la justitlcaciiín de que el empresario se halla 

al corriente en la.s cotizaciones que por cada embarcación le corresponda. En idéntico sentido se 

pronuncia el Decreto 2.864/1970, de 30 de agosto, en .su artículo 9.

La ratificación del convenio de privilegios e hipoteca.s marítimas, celebrado en Ginebra 

en 1993, podría aportar interesantes mejora.s en lo que respecta al privilegio del crédito de la 

Seguridad Social en el ámbito del Derecho Marítimo.

SÉPTIMO.- El artículo 9“.5“ de la Ley de 21 de julio de 1960, sobre propiedad 

horizontal, otorga a las comunidades de propietarios preferencia frente a cualquier otro crédito 

sobre las contribuciones, con arreglo .a las distintas cuotas de participación, a los gastos generales 

para el adecuado sostenimiento del inmueble común producida.s en el liltimo año y la parte vencida 

de la anualidad corriente, afectando a tal privilegio el piso o local, cualquiera que fuera su 

propietario actual. Sin embargo, la existencia de otras normas posteriores a la Ley de Propiedad 

Horizontal que también atribuyen la preferencia en términos absolutos obliga a tener presiente el 

principio de aplicación de la Ley posterior; y. en este sentido, el crédito garantizado en el artículo 

9“ .5* de la Ley de Propiedad Horizontal cederá ante los créditos salariales del artículo 32.1“ del 

Estatuto de los Trabajadores (excepcionalmente, también podría ceder ante los del apartado 2” de 

dicho artículo 32), asimismo, deberán posponerse a los créditos tributarios regulados en ios 

artículos 73 y 74 de la Ley General Tributaria. En todo caso, la doctrina sostiene mayoritariamente 

que para hacer valer la afección real del artículo 9®.5* de la Ley de Propiedad Horizontal, será 

necesaria la pertinente constatación registra! de la misma.

El artículo 33 de la Ley 33/1984. sobre ordenación del seguro privado, garantiza el



derecho de los asegurados y beneficiarios sobre los bienes respecto de los cuales se hayan 

adoptado las medidas previstas en el artículo 42.2 e) de dicha Ley, sin perjuicio de las cargas 

reales constituidas con anterioridad a la respectiva anotación registral en la que se haga constar 

aquella afección.

La reserva de dominio prevista en la Ley de Ventas a Plazos, de 17 de julio de 1965. no 

atribuye la reserva de la titularidad dominical al vendedor, sino que le otorga un derecho real de 

garantía similar a la hipoteca mobiliaria y a la prenda sin desplazamiento. Ahora bien, en el caso 

de que un crédito privilegiado conforma a la Ley de Ventas a Plazos concurra con un crédito de 

la Seguridad Social, la preferencia corresponderá al acreedor garantizado por el artículo 19 de 

dicha Ley de Ventas a Plazos, siempre que la reserva de dominio o la prohibición de disponer 

haya sido debidamente iascrita en el Registro a! que hace referencia el artículo 23.

Por Ultimo, en los arrendamientos fmancieros ("/fíM/n/;"), a diferencia de lo que sucede 

en las compraventas a plazos, la titularidad continúa correspondiendo al arrendador hasta que, en 

su caso, se formalice la opción de compra en favor del arrendatario. En consecuencia, en los casos 

de concurrencia de un crédito de la Seguridad Social con un arrendador financiero, el arrendador 

gozard del derecho que le otorga su titularidad sobre el bien, sin que dicho bien pueda ser objeto 

de embargo por las deudas del arrendatario, a excepción del derecho que a éste le corresponde 

.sobre la posesión del bien o sobre la opción de compra.
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